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Presentacion

En 1965, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobé la
Convencién Internacional sobre la Eliminacién de todas las Formas de
Discriminacién Racial. La Convencién entré en vigor el 4 de enero de 1969,
treinta dias después de que se depositara el vigésimo séptimo instrumento
de adhesién o ratificacién en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas. La Convencién ha sido adherida o ratificada por 30 paises de
América Latina y el Caribe.

La Declaracién y el programa de accion de la Conferencia Mundial
contra el Racismo, celebrada en Durban (Sudafrica) del 31 de agosto al 8 de
septiembre de 2001, afirman que la Convencién es el principal instrumento
internacional para eliminar el racismo, la discriminacién racial, la xenofobia
y las formas conexas de intolerancia.

El proceso preparatorio en la region para Durban culminé con la
Declaracion de Santiago y el Plan de Accién para las Américas que fue
adoptada por consenso por los participantes al cierre de la Conferencia
Regional en diciembre del 2000. En ella se reconocié que la identidad de las
Américas no puede disociarse de su caracter multirracial, pluriétnico,
multicultural, multilinguistico y pluralista, y que esta diversidad social
constituye un aporte a la convivencia humana y a la construcciéon de
culturas de respeto mutuo y de sistemas politicos democraticos. Lo esencial
de este reconocimiento para las Américas puede circunscribirse a un hito
continental pues es la primera ocasion en que politicamente los gobiernos del
area no solamente aceptan la existencia de discriminacién institucionalizada
sino que establece ademads reparaciones por los sufrimientos y dafios causados.
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La Convencién entiende por “discriminacion racial” toda distincién,
exclusion, restriccion o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje
u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad,
de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas politica,
econdmica, social o cultural o en cualquier otra esfera de la vida ptblica.

La Convencién consta de un preambulo y 25 articulos y en ella los
Estados partes se comprometen, entre otras cosas: a no incurrir en ningtin
acto o practica de discriminacién racial contra personas, grupos de personas
o instituciones y a velar por que las autoridades e instituciones hagan lo
mismo; a no fomentar, defender o apoyar la discriminacién racial
practicada por personas u organizaciones; a revisar las politicas
gubernamentales nacionales y locales, y a enmendar o derogar las leyes y
las disposiciones reglamentarias que creen discriminacién racial o la
perpetden; a prohibir y hacer cesar la discriminacién racial practicada por
personas, grupos u organizaciones; y a estimular organizaciones y
movimientos multirraciales e integracionistas y otros medios encaminados
a eliminar las barreras entre las razas y a desalentar todo lo que tienda a
fortalecer la divisién racial.

La Convencién, en su articulo 8 crea un Comité, el Comité para la
Eliminaciéon de la Discriminaciéon Racial, con el fin de examinar los
progresos realizados en la aplicacién de las disposiciones de la Convencién.
Este Comité fue el primer 6rgano creado en virtud de un tratado
internacional de derechos humanos y desde entonces se han establecido
seis otros comités con composiciones y funciones comparables. El Comité
estd compuesto por 18 expertos de gran prestigio moral y reconocida
imparcialidad. Los expertos, que son elegidos por los Estados partes,
ejercen sus funciones a titulo personal, es decir, no representan a los
gobiernos de sus paises ni a ninguna institucién a la que pertenezcan.

En virtud del articulo 9 de la Convencién, los Estados partes se
comprometen a presentar al Comité informes sobre las medidas que hayan
adoptado para dar efectividad a los compromisos que han contraido en
virtud de la Convencién. Estos informes son examinados por el Comité, el
cual emite, tras un didlogo con la representacién del Estado parte,
conclusiones y recomendaciones para mejorar la aplicaciéon de la Convencion.
Estas conclusiones y recomendaciones se conocen con el nombre de
“observaciones finales”.

Como se observara en esta compilacién, el formato de estas
observaciones finales ha variado mucho a lo largo de los afios. Inicialmente,
no se adoptaban observaciones finales como tales, sino que se publicaba un
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resumen del didlogo entre el Comité y el Estado parte en el informe anual
del Comité a la Asamblea General de las Naciones Unidas. En la actualidad,
las observaciones finales contienen la evaluacién general que el Comité
hace del informe del Estado parte y del didlogo mantenido con la
delegacion. En ellas se destacan los progresos observados durante el
periodo que se examina, los factores y dificultades que afectan la aplicacion
de la Convencién, y los motivos de preocupacién relacionados con su
aplicacion. Incluyen asimismo sugerencias y recomendaciones al Estado
parte para mejorar la aplicacion de la Convencion.

La Convencion establece también un mecanismo para el examen de
las quejas de particulares. Segin el articulo 14, podran presentar
comunicaciones al Comité personas o grupos de personas que denuncien la
violacién de cualquiera de los derechos consagrados en la Convencién por
parte de un Estado parte que haya reconocido previamente la competencia
del Comité para recibir y examinar esas comunicaciones!.

Con el fin de prevenir violaciones graves de la Convencion, el
Comité ha establecido procedimientos de medidas de alerta temprana y de
urgencia?, en virtud de los cuales el Comité ha adoptado varias decisiones
sobre Estados partes de la regién3. Las medidas de alerta temprana tienen
por objeto evitar que los problemas estructurales en los Estados partes se
conviertan en conflictos mientras que el procedimiento de urgencia se usa
para responder a los problemas que requieren atenciéon inmediata a fin de
evitar o limitar la escala o el ntimero de violaciones graves de la
Convencion.

La presente compilacion recoge tanto los resimenes de didlogo del
Comité con los Estados partes como las observaciones finales propiamente
dichas desde 1970 hasta 2006 respecto a los paises de América Latina y el
Caribe. Esta publicacién contiene también el texto de la Convencién
Internacional sobre la Eliminacién de todas las Formas de Discriminacién
Racial, asi como un cuadro con el estado de las respectivas ratificaciones por
parte de los paises de la regién. En anexo de la compilacion, se han incluido
las decisiones que ha tomado el Comité respecto a los paises de la region.

La presente publicacién surge como iniciativa conjunta de la
Representacion Regional para América Latina y el Caribe de la Oficina del
Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH), del Instituto

1 Los siguientes paises de la region han reconocido la competencia del Comité para recibir y examinar
comunicaciones: Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, México, Pert, Uruguay y Venezuela.

2 Ver Documento de Trabajo aprobado por el Comité sobre los procedimientos de urgencia y de alerta
temprana, Informe sobre el cuadragésimo octavo periodo de sesiones, Suplemento No. 18 (A/48/18),
Anexo 111, 1993.

3 Ver en anexo.
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Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) y de la Secretaria Especial de
Politicas de Promocién de la Igualdad Racial de Brasil (SEPPIR), con el
apoyo de la Agencia Sueca de Cooperacién Internacional para el Desarrollo
(ASDI) y de la Universidad de Talca. La misma se integra dentro de la serie
de publicaciones relativas a 6rganos de tratado que han sido publicadas
durante 2004 y 2005.

Estas instituciones consideran fundamental para la promocién y
proteccion de derechos humanos difundir informacién relativa a los
mismos tanto a nivel nacional como regional. Conscientes de la importancia
de acercar el trabajo de los érganos de tratado de derechos humanos a la
realidad, estas instituciones quieren dar a conocer en la regién, a través de
esta publicacién, el contenido de las observaciones finales del Comité para
la Eliminacién de la Discriminacién Racial con el fin de ponerlas al alcance
de los Estados, instituciones académicas, sistema de Naciones Unidas en los
paises de la region, sociedad civil y putblico en general para facilitar su
cumplimiento y asegurar un mayor logro en la realizacién efectiva de los
derechos humanos en la vida de las personas y grupos de victimas de
discriminacién.

Carmen Rosa Villa Quintana Matilde Ribeiro
Representante Regional para América Ministra
Latina y el Caribe Secretaria Especial de
Oficina del Alto Comisionado de las Politicas de Promocién
Naciones Unidas para los Derechos de la Igualdad Racial
Humanos de Brasil
Roberto Cuéllar M.

Director Ejecutivo
Instituto Interamericano de
Derechos Humanos
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Capitulo |

Convencion Internacional sobre la
Eliminacion de todas las Formas
de Discriminacion Racial

Adoptada y abierta a la firma y ratificacién por la Asamblea
General en su resolucion 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965 y
modificada por la Resolucién 47/111 de la Asamblea General, de 16 de
diciembre de 1992

ENTRADA EN VIGOR: 4 de enero de 1969, de conformidad con el
articulo 19 (1)

Predmbulo

Los Estados Partes en la presente Convencioén,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas esta basada en
los principios de la dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres
humanos y que todos los Estados Miembros se han comprometido a
tomar medidas conjunta o separadamente, en cooperacién con la
Organizacion, para realizar uno de los propoésitos de las Naciones Unidas,
que es el de promover y estimular el respeto universal y efectivo de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos, sin
distincién por motivos de raza, sexo, idioma o religion,
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Considerando que la Declaracién Universal de Derechos Humanos
proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad
y derechos, y que toda persona tiene todos los derechos y libertades
enunciados en la misma, sin distincién alguna, en particular por motivos
de raza, color u origen nacional,

Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y
tienen derecho a igual protecciéon de la ley contra toda discriminacién y
contra toda incitacién a la discriminacion,

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el
colonialismo y todas las practicas de segregacién y discriminacién que lo
acompafan, cualquiera que sea su forma y dondequiera que existan, y
que la Declaracién sobre la concesiéon de la independencia a los paises y
pueblos coloniales, de 14 de diciembre de 1960 [resolucién 1514 (XV) de la
Asamblea General], ha afirmado y solemnemente proclamado la
necesidad de ponerles fin rapida e incondicionalmente,

Considerando que la Declaracién de las Naciones Unidas sobre la
eliminacién de todas las formas de discriminacién racial, de 20 de
noviembre de 1963 [resoluciéon 1904 (XVIII) de la Asamblea General]
afirma solemnemente la necesidad de eliminar rapidamente en todas las
partes del mundo la discriminacién racial en todas sus formas y
manifestaciones y de asegurar la comprensién y el respeto de la dignidad
de la persona humana,

Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la
diferenciacién racial es cientificamente falsa, moralmente condenable y
socialmente injusta y peligrosa, y de que nada en la teoria o en la practica
permite justificar, en ninguna parte, la discriminacién racial,

Reafirmando que la discriminacién entre seres humanos por
motivos de raza, color u origen étnico constituye un obstaculo a las
relaciones amistosas y pacificas entre las naciones y puede perturbar la
paz y la seguridad entre los pueblos, asi como la convivencia de las
personas aun dentro de un mismo Estado,

Convencidos de que la existencia de barreras raciales es
incompatible con los ideales de toda la sociedad humana,

Alarmados por las manifestaciones de discriminaciéon racial que
todavia existen en algunas partes del mundo y por las politicas
gubernamentales basadas en la superioridad o el odio racial, tales como
las de apartheid, segregacion o separacion,

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar
rapidamente la discriminacién racial en todas sus formas y manifestaciones y
a prevenir y combatir las doctrinas y practicas racistas con el fin de promover
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el entendimiento entre las razas y edificar una comunidad internacional
libre de todas las formas de segregacion y discriminacién raciales,

Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminacién en
materia de empleo y ocupacién aprobado por la Organizaciéon
Internacional del Trabajo en 1958 y la Convencién relativa a la lucha
contra las discriminaciones en la esfera de la ensefianza, aprobada por la
Organizaciéon de las Naciones Unidas para la Educacién, la Ciencia y la
Cultura en 1960,

Deseando poner en practica los principios consagrados en la
Declaracion de las Naciones Unidas sobre la eliminacion de todas las
formas de discriminacién racial y con tal objeto asegurar que se adopten
lo antes posible medidas practicas,

Han acordado lo siguiente:

Parte |

Articulo 1

1. En la presente Convencién la expresiéon “discriminacion
racial” denotara toda distincién, exclusién, restricciéon o preferencia
basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que
tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento,
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y
libertades fundamentales en las esferas politica, econémica, social,
cultural o en cualquier otra esfera de la vida publica.

2. Esta Convencién no se aplicara a las distinciones,
exclusiones, restricciones o preferencias que haga un Estado parte en la
presente Convencién entre ciudadanos y no ciudadanos.

3. Ninguna de las cldusulas de la presente Convencién podra
interpretarse en un sentido que afecte en modo alguno las disposiciones
legales de los Estados partes sobre nacionalidad, ciudadania o naturalizacién,
siempre que tales disposiciones no establezcan discriminacién contra
ninguna nacionalidad en particular.

4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de
asegurar el adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de
ciertas personas que requieran la proteccion que pueda ser necesaria con
objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales no se
consideraran como medidas de discriminacién racial, siempre que no
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conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos
para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor
después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.

Articulo 2

1. Los Estados partes condenan la discriminacién racial y se
comprometen a seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones,
una politica encaminada a eliminar la discriminacién racial en todas sus
formas y a promover el entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto:

a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningtn acto
o practica de discriminacién racial contra personas, grupos de
personas o instituciones y a velar por que todas las autoridades
publicas e instituciones publicas, nacionales y locales, acttien en
conformidad con esta obligacion;

b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o
apoyar la discriminacién racial practicada por cualesquiera
personas u organizaciones;

c¢) Cada Estado parte tomard medidas efectivas para revisar las
politicas gubernamentales nacionales y locales, y para
enmendar, derogar o anular las leyes y las disposiciones
reglamentarias que tengan como consecuencia crear la
discriminacién racial o perpetuarla donde ya exista;

d) Cada Estado parte prohibird y hara cesar por todos los medios
apropiados, incluso, si lo exigieran las circunstancias, medidas
legislativas, la discriminacién racial practicada por personas,
grupos u organizaciones;

e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el
caso, organizaciones y movimientos multirraciales integracionistas
y otros medios encaminados a eliminar las barreras entre las razas,
y a desalentar todo lo que tienda a fortalecer la divisién racial.

2. Los Estados partes tomardn, cuando las circunstancias lo
aconsejen, medidas especiales y concretas, en las esferas social, econémica,
cultural y en otras esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimiento y
proteccion de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos
grupos, con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute
por dichas personas de los derechos humanos y de las libertades
fundamentales. Esas medidas en ningtin caso podran tener como consecuencia
el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los diversos
grupos raciales después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.
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Articulo 3

Los Estados partes condenan especialmente la segregacion racial y
el apartheid y se comprometen a prevenir, prohibir y eliminar en los
territorios bajo su jurisdiccion todas las practicas de esta naturaleza.

Articulo 4

Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las
organizaciones que se inspiren en ideas o teorias basadas en la
superioridad de una raza o de un grupo de personas de un determinado
color u origen étnico, o que pretendan justificar o promover el odio racial
y la discriminacion racial, cualquiera que sea su forma, y se comprometen
a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda
incitacién a tal discriminacién o actos de tal discriminacion, y, con ese fin,
teniendo debidamente en cuenta los principios incorporados en la
Declaraciéon Universal de Derechos Humanos, asi como los derechos
expresamente enunciados en el articulo 5 de la presente Convencion,
tomaran, entre otras, las siguientes medidas:

a) Declararan como acto punible conforme a la ley toda difusién
de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, toda
incitaciéon a la discriminacién racial, asi como todo acto de
violencia o toda incitacién a cometer tales actos contra cualquier
raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda
asistencia a las actividades racistas, incluida su financiacién;

b) Declararan ilegales y prohibirdn las organizaciones, asi como
las actividades organizadas de propaganda y toda otra
actividad de propaganda, que promuevan la discriminacién
racial e inciten a ella, y reconoceran que la participacién en
tales organizaciones o en tales actividades constituye un delito
penado por la ley;

¢) No permitirdan que las autoridades ni las instituciones publicas
nacionales o locales promuevan la discriminacién racial o
inciten a ella.

Articulo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en
el articulo 2 de la presente Convencién, los Estados partes se
comprometen a prohibir y eliminar la discriminacién racial en todas sus
formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley,
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sin distincién de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en
el goce de los derechos siguientes:

a)

b)

)

El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y
todos los demas 6rganos que administran justicia;

El derecho a la seguridad personal y a la proteccién del Estado
contra todo acto de violencia o atentado contra la integridad
personal cometido por funcionarios publicos o por cualquier
individuo, grupo o institucién;

Los derechos politicos, en particular el de tomar parte en
elecciones, elegir y ser elegido, por medio del sufragio
universal e igual, el de participar en el gobierno y en la
direccién de los asuntos publicos en cualquier nivel, y el de
acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones ptublicas;

Otros derechos civiles, en particular:
i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia
en el territorio de un Estado;

ii)  El derecho a salir de cualquier pais, incluso del propio, y
a regresar a su pafs;

iii)  El derecho a una nacionalidad;
iv)  El derecho al matrimonio y a la eleccién del conyuge;

v)  El derecho a ser propietario, individualmente y en
asociacién con otros;

vi)  El derecho a heredar;

vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y
de religion;

viii) El derecho a la libertad de opinién y de expresién;

ix)  Elderecho a la libertad de reunién y de asociacién pacificas;
Los derechos econémicos, sociales y culturales, en particular:

i) El derecho al trabajo, a la libre eleccién de trabajo, a
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo, a la
proteccién contra el desempleo, a igual salario por trabajo
igual y a una remuneracién equitativa y satisfactoria;

(ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;
(iii) EI derecho a la vivienda;

(iv) El derecho a la salud publica, la asistencia médica, la
seguridad social y los servicios sociales;
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(v)  Elderecho a la educacién y la formacién profesional;

(vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en
las avictividades culturales;

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados
al uso publico, tales como los medios de transporte, hoteles,
restaurantes, cafés, espectaculos y parques.

Articulo 6

Los Estados partes asegurardn a todas las personas que se hallen
bajo su jurisdiccién, protecciéon y recursos efectivos, ante los tribunales
nacionales competentes y otras instituciones del Estado, contra todo acto
de discriminacién racial que, contraviniendo la presente Convencién,
viole sus derechos humanos y libertades fundamentales, asi como el
derecho a pedir a esos tribunales satisfaccion o reparacién justa y
adecuada por todo dafio de que puedan ser victimas como consecuencia
de tal discriminacion.

Articulo 7

Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y
eficaces, especialmente en las esferas de la ensefianza, la educacién, la
cultura y la informacién, para combatir los prejuicios que conduzcan a la
discriminacién racial y para promover la comprension, la tolerancia y la
amistad entre las naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, asi
como para propagar los propodsitos y principios de la Carta de las
Naciones Unidas, de la Declaracién Universal de Derechos Humanos, de
la Declaracién de las Naciones Unidas sobre la eliminacién de todas las
formas de discriminacion racial y de la presente Convencién.

Parte I

Articulo 8

1. Se constituirA un Comité para la Eliminacién de Ila
Discriminacién Racial (denominado en adelante el Comité) compuesto de
dieciocho expertos de gran prestigio moral y reconocida imparcialidad,
elegidos por los Estados partes entre sus nacionales, los cuales ejerceran sus
funciones a titulo personal; en la constitucién del Comité se tendré en cuenta
una distribucién geografica equitativa y la representacién de las diferentes
formas de civilizacién, asi como de los principales sistemas juridicos.
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2. Los miembros del Comité seran elegidos en votacién secreta
de una lista de personas designadas por los Estados partes. Cada uno de
los Estados partes podra designar una persona entre sus propios
nacionales.

3. La eleccién inicial se celebrara seis meses después de la fecha
de entrada en vigor de la presente Convencién. Al menos tres meses antes
de la fecha de cada eleccion, el Secretario General de las Naciones Unidas
dirigird una carta a los Estados partes invitdindoles a que presenten sus
candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparara
una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este
modo, indicando los Estados partes que las han designado, y la
comunicara a los Estados partes.

4. Los miembros del Comité seran elegidos en una reunién de
los Estados partes que serd convocada por el Secretario General y se
celebrara en la Sede de las Naciones Unidas. En esta reunién, para la cual
formaran quérum dos tercios de los Estados partes, se consideraran
elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor ntimero de
votos y la mayoria absoluta de los votos de los representantes de los
Estados partes presentes y votantes.

5 a) Los miembros del Comité serdn elegidos por cuatro
afios. No obstante, el mandato de nueve de los miembros
elegidos en la primera eleccion expirara al cabo de dos afios;
inmediatamente después de la primera eleccién el Presidente
del Comité designara por sorteo los nombres de esos nueve
miembros.

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte
cuyo experto haya cesado en sus funciones como miembro del
Comité, designara entre sus nacionales a otro experto, a
reserva de la aprobacién del Comité.

6. Los Estados partes sufragaran los gastos de los miembros del
Comité mientras éstos desempefien sus funciones.

Articulo 9

1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario
General de las Naciones Unidas, para su examen por el Comité, un
informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra
indole que hayan adoptado y que sirvan para hacer efectivas las
disposiciones de la presente Convencién: a) dentro del plazo de un afio a
partir de la entrada en vigor de la Convencion para el Estado de que se
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trate; y b) en lo sucesivo, cada dos afios y cuando el Comité lo solicite.
El Comité puede solicitar mas informacién a los Estados partes.

2. El Comité informara cada afio, por conducto del Secretario
General, a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus
actividades y podrd hacer sugerencias y recomendaciones de caracter
general basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos
por los Estados partes. Estas sugerencias y recomendaciones de caracter
general se comunicaran a la Asamblea General, junto con las
observaciones de los Estados partes, si las hubiere.

Articulo 10
1. El Comité aprobara su propio reglamento.
2. El Comité elegird su Mesa por un periodo de dos afios.
3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitara al

Comité los servicios de secretaria.

4, Las reuniones del Comité se celebrardn normalmente en la
Sede de las Naciones Unidas.

Articulo 11

1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no
cumple las disposiciones de la presente Convencién, podra sefialar el
asunto a la atencién del Comité. El Comité transmitird la comunicaciéon
correspondiente al Estado parte interesado. Dentro de los tres meses, el
Estado que recibe la comunicacién presentara al Comité explicaciones o
declaraciones por escrito para aclarar la cuestion y exponer qué medida
correctiva hubiere, en su caso, adoptado.

2. Si el asunto no se resuelve a satisfacciéon de ambas partes,
mediante negociaciones bilaterales o algin otro procedimiento adecuado,
en un plazo de seis meses a partir del momento en que el Estado
destinatario reciba la comunicacién inicial, cualquiera de los dos Estados
tendra derecho a someter nuevamente el asunto al Comité mediante la
notificacién al Comité y al otro Estado.

3. El Comité conocerd de un asunto que se le someta, de
acuerdo con el parrafo 2 del presente articulo, cuando se haya cerciorado
de que se han interpuesto y agotado todos los recursos de jurisdiccién
interna, de conformidad con los principios del derecho internacional
generalmente admitidos. No se aplicara esta regla cuando la substanciacion
de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.
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4. En todo asunto que se le someta, el Comité podra pedir a los
Estados partes interesados que faciliten cualquier otra informacién pertinente.

5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del
presente articulo, los Estados partes interesados podran enviar un
representante, que participard sin derecho a voto en los trabajos del
Comité mientras se examine el asunto.

Articulo 12

1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda
la informacién que estime necesaria, el Presidente nombrara
una Comisién Especial de Conciliacién (denominada en
adelante la Comisién), integrada por cinco personas que
podran o no ser miembros del Comité. Los miembros de la
Comisién seran designados con el consentimiento pleno y
unédnime de las partes en la controversia y sus buenos oficios
se pondran a disposiciéon de los Estados interesados a fin de
llegar a una solucién amistosa del asunto, basada en el respeto
a la presente Convencién.

b) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la
controversia no llegan a un acuerdo sobre la totalidad o parte
de los miembros de la Comisién, los miembros sobre los que
no haya habido acuerdo entre los Estados partes en la
controversia seran elegidos por el Comité, de entre sus propios
miembros, por voto secreto y por mayoria de dos tercios.

2. Los miembros de la Comision ejerceran sus funciones a titulo
personal. No deberan ser nacionales de los Estados partes en la controversia,
ni tampoco de un Estado que no sea parte en la presente Convencion.

3. La Comisién elegird su propio Presidente y aprobara su
propio reglamento.

4. Las reuniones de la Comisién se celebraran normalmente en
la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que
la Comisién decida.

5. La secretaria prevista en el parrafo 3 del articulo 10 prestara
también servicios a la Comisién cuando una controversia entre Estados
partes motive su establecimiento.

6. Los Estados partes en la controversia compartirdn por igual
todos los gastos de los miembros de la Comisién, de acuerdo con una
estimacién que hard el Secretario General de las Naciones Unidas.
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7. El Secretario General podra pagar, en caso necesario, los
gastos de los miembros de la Comisién, antes de que los Estados partes en
la controversia sufraguen los costos de acuerdo con el pérrafo 6 del
presente articulo.

8. La informacién obtenida y estudiada por el Comité se
facilitard a la Comisién, y ésta podra pedir a los Estados interesados que
faciliten cualquier otra informacién pertinente.

Articulo 13

1. Cuando la Comisién haya examinado detenidamente el
asunto, preparara y presentard al Presidente del Comité un informe en el
que figuren sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes
al asunto planteado entre las partes y las recomendaciones que la Comisién
considere apropiadas para la solucién amistosa de la controversia.

2. El Presidente del Comité transmitira el informe de la
Comisién a cada uno de los Estados partes en la controversia. Dentro de
tres meses, dichos Estados notificaran al Presidente del Comité si aceptan
o no las recomendaciones contenidas en el informe de la Comisién.

3. Transcurrido el plazo previsto en el parrafo 2 del presente
articulo, el Presidente del Comité comunicard el informe de la Comisién y
las declaraciones de los Estados partes interesados a los demas Estados
partes en la presente Convencion.

Articulo 14

1. Todo Estado parte podra declarar en cualquier momento que
reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar
comunicaciones de personas o grupos de personas comprendidas dentro
de su jurisdiccién, que alegaren ser victimas de violaciones, por parte de
ese Estado, de cualquiera de los derechos estipulados en la presente
Convencién. El Comité no recibird ninguna comunicacién referente a un
Estado parte que no hubiere hecho tal declaracién.

2. Todo Estado parte que hiciere una declaracién conforme al
parrafo 1 del presente articulo podra establecer o designar un érgano,
dentro de su ordenamiento juridico nacional, que serd competente para
recibir y examinar peticiones de personas o grupos de personas
comprendidas dentro de su jurisdiccién, que alegaren ser victimas de
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violaciones de cualquiera de los derechos estipulados en la presente
Convencién y hubieren agotado los demés recursos locales disponibles.

3. La declaraciéon que se hiciere en virtud del parrafo 1 del
presente articulo y el nombre de cualquier érgano establecido o designado
con arreglo al pérrafo 2 del presente articulo seran depositados, por el Estado
parte interesado, en poder del Secretario General de las Naciones Unidas,
quien remitird copias de los mismos a los demdas Estados partes. Toda
declaracién podra retirarse en cualquier momento mediante notificacion
dirigida al Secretario General, pero dicha notificacién no surtira efectos
con respecto a las comunicaciones que el Comité tenga pendientes.

4. El érgano establecido o designado de conformidad con el
parrafo 2 del presente articulo llevara un registro de las peticiones y
depositara anualmente, por los conductos pertinentes, copias certificadas
del registro en poder del Secretario General, en el entendimiento de que el
contenido de las mismas no se dara a conocer ptblicamente.

5. En caso de que no obtuviere reparacion satisfactoria del
organo establecido o designado con arreglo al parrafo 2 del presente
articulo, el peticionario tendrd derecho a comunicar el asunto al Comité
dentro de los seis meses.

6. a) El Comité senalara confidencialmente toda comunicacion
que se le remita a la atencién del Estado parte contra quien se
alegare una violaciéon de cualquier disposicién de la presente
Convencién, pero la identidad de las personas o grupos de
personas interesadas no se revelara sin su consentimiento
expreso. El Comité no aceptard comunicaciones anénimas.

b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la
comunicacion presentard al Comité explicaciones o declaraciones
por escrito para aclarar la cuestiéon y exponer qué medida
correctiva, si la hubiere, ha adoptado.

7. a) El Comité examinara las comunicaciones teniendo en
cuenta todos los datos puestos a su disposicién por el Estado
parte interesado y por el peticionario. El Comité no examinara
ninguna comunicacién de un peticionario sin antes cerciorarse
de que dicho peticionario ha agotado todos los recursos
internos disponibles. Sin embargo, no se aplicard esta regla
cuando la substanciaciéon de los mencionados recursos se
prolongue injustificadamente.

b) El Comité presentara al Estado parte interesado y al
peticionario sus sugerencias y recomendaciones, si las hubiere.
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8. El Comité incluird en su informe anual un resumen de tales
comunicaciones y, cuando proceda, un resumen de las explicaciones y
declaraciones de los Estados partes interesados, asi como de sus propias
sugerencias y recomendaciones.

9. El Comité serd competente para desempefiar las funciones
previstas en este articulo sélo cuando diez Estados partes en la presente
Convencién, por lo menos, estuvieren obligados por declaraciones
presentadas de conformidad con el parrafo 1 de este articulo.

Articulo 15

1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaracién sobre
la concesién de la independencia a los paises y pueblos coloniales que
figura en la resolucién 1514 (XV) de la Asamblea General, de 14 de
diciembre de 1960, las disposiciones de la presente Convencién no
limitardn de manera alguna el derecho de peticién concedido a esos
pueblos por otros instrumentos internacionales o por las Naciones Unidas
y sus organismos especializados.

2. a) El Comité constituido en virtud del parrafo 1 del
articulo 8 de la presente Convencién recibird copia de las
peticiones de los 6rganos de las Naciones Unidas que entienden
de asuntos directamente relacionados con los principios y
objetivos de la presente Convencién, y comunicara a
dichos o¢rganos, sobre dichas peticiones, sus opiniones y
recomendaciones, al considerar las peticiones presentadas por
los habitantes de los territorios bajo administracién fiduciaria o
no auténomos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales
se aplique la resolucién 1514 (XV) de la Asamblea General,
relativas a asuntos tratados en la presente Convencién y
sometidos a examen de los mencionados érganos.

b) El Comité recibira de los érganos competentes de las
Naciones Unidas copia de los informes sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas o de otra indole que, en
relaciéon directa con los principios y objetivos de esta
Convencién, hayan aplicado las Potencias administradoras en
los territorios mencionados en el anterior inciso a, y
comunicaré sus opiniones y recomendaciones a esos érganos.

3. El Comité incluird en su informe a la Asamblea General un
resumen de las peticiones e informes que haya recibido de los 6rganos de
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las Naciones Unidas y las opiniones y recomendaciones que les haya
comunicado acerca de tales peticiones e informes.

4. El Comité pedira al Secretario General de las Naciones
Unidas toda la informacién disponible que guarde relacién con los
objetivos de la presente Convencién y que se refiera a los territorios
mencionados en el inciso adel pérrafo 2 del presente articulo.

Articulo 16

Las disposiciones de la presente Convencion relativas al arreglo de
controversias o denuncias regirdn sin perjuicio de otros procedimientos
para solucionar las controversias o denuncias en materia de discriminacién
establecidos en los instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas
y sus organismos especializados o en convenciones aprobadas por ellos, y
no impediran que los Estados partes recurran a otros procedimientos para
resolver una controversia, de conformidad con convenios internacionales
generales o especiales que estén en vigor entre ellos.

Parte Il

Articulo 17

1. La presente Convencién estara abierta a la firma de todos los
Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algtin organismo
especializado, asi como de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea
General de las Naciones Unidas a ser parte en la presente Convencion.

2. La presente Convencién esta sujeta a ratificaciéon. Los
instrumentos de ratificacion se depositaran en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

Articulo 18
1. La presente Convencién quedard abierta a la adhesién de
cualquiera de los Estados mencionados en el parrafo 1 del articulo 17 supra.

2. Los instrumentos de adhesién se depositardn en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la

Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 27
Articulo 19
1. La presente Convencién entrara en vigor el trigésimo dia a

partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo séptimo
instrumento de ratificaciéon o de adhesién en poder del Secretario General
de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convencién o se
adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo séptimo
instrumento de ratificacién o de adhesién, la Convencién entrara en vigor
el trigésimo dia a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su
instrumento de ratificacion o de adhesion.

Articulo 20

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibird y
comunicard a todos los Estados que sean o lleguen a ser partes en la
presente Convencidn los textos de las reservas formuladas por los Estados
en el momento de la ratificacién o de la adhesién. Todo Estado que tenga
objeciones a una reserva notificara al Secretario General que no la acepta,
y esta notificacién deberd hacerse dentro de los noventa dias siguientes a
la fecha de la comunicacién del Secretario General.

2. No se aceptard ninguna reserva incompatible con el objeto y
el propésito de la presente Convencién, ni se permitird ninguna reserva
que pueda inhibir el funcionamiento de cualquiera de los o6rganos
establecidos en virtud de la presente Convencién. Se considerara que una
reserva es incompatible o inhibitoria si, por lo menos, las dos terceras partes
de los Estados partes en la Convencién formulan objeciones a la misma.

3. Toda reserva podra ser retirada en cualquier momento,
envidndose para ello una notificacion al Secretario General. Esta
notificaciéon surtird efecto en la fecha de su recepcion.

Articulo 21

Todo Estado parte podra denunciar la presente Convencién
mediante notificacién dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas. La denuncia surtird efecto un afio después de la fecha en que el
Secretario General haya recibido la notificacién.
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Articulo 22

Toda controversia entre dos o mas Estados partes con respecto a la
interpretaciéon o a la aplicaciéon de la presente Convencién, que no se
resuelva mediante negociaciones o mediante los procedimientos que se
establecen expresamente en ella, serd sometida a la decisién de la Corte
Internacional de Justicia a instancia de cualquiera de las partes en la
controversia, a menos que éstas convengan en otro modo de solucionarla.

Articulo 23

1. Todo Estado parte podréd formular en cualquier tiempo una
demanda de revision de la presente Convencién por medio de
notificacién escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidira sobre
las medidas que deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda.

Articulo 24

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicara a todos
los Estados mencionados en el parrafo 1 del articulo 17 supra:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo
dispuesto en los articulos 17 y 18;

b) La fecha en que entre en vigor la presente Convencidn,
conforme a lo dispuesto en el articulo 19;

¢) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los
articulos 14, 20 y 23;

d) Las denuncias recibidas en virtud del articulo 21.

Articulo 25

1. La presente Convencién, cuyos textos en chino, espafiol,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, serd depositada en los
archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviara copias
certificadas de la presente Convencién a todos los Estados pertenecientes a
cualquiera de las categorias mencionadas en el parrafo 1 del articulo 17 supra.
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Capitulo Il

Estado de ratificaciones de la Convencidén
Internacional sobre la Eliminacion de
todas las Formas de Discriminacion
Racial en América Latinay el Caribe

Segun el articulo 19 (1) de la Convencion, ésta entrard en vigor el
trigésimo dia a partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo
séptimo instrumento de ratificaciéon o de adhesioén en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. El vigésimo séptimo instrumento de
ratificacién o adhesion fue depositado en poder del Secretario General el 5
de diciembre de 1968. La Convencién entré en vigor 30 dias después, es
decir, el 4 de enero de 1969. De acuerdo con el mismo articulo, para cada
Estado que ratifique la presente Convencién o se adhiera a ella después
de haber sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificacién
o de adhesién, la Convencién entrard en vigor el trigésimo dia a partir de
la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificacién
o de adhesion.
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Cuadro 1.1
ESTADO DE RATIFICACIONESf DE LA CONVENCION INTERNACIONAL
SOBRE LA ELIMINACION DE TQDAS LAS FORMAS DE
DISCRIMINACION RACIAL EN AMERICA LATINA'Y EL CARIBE

Fecha de lafirma

Fecha de recibo del
instrumento de
ratificacion / adhesion
(a) / sucesion (s)

Fecha de entrada
en vigor parael
Estado Parte

Antigua y Barbuda

25 octubre 1988 s

1 noviembre 1981

Argentina 13 julio 1967 2 octubre 1968 4 enero 1969
Bahamas 5 agosto 1975 s 10 julio 1973
Barbados 8 noviembre 1972 a 8 diciembre 1972
Belice 6 septiembre 2000 14 noviembre 2001 14 diciembre 2001
Bolivia 7 junio 1966 22 septiembre 1970 22 octubre 1970
Brasil 7 marzo 1966 27 marzo 1968 4 enero 1969
Chile 3 octubre 1966 20 octubre 1971 19 noviembre 1971
Colombia 23 marzo 1967 2 septiembre 1981 2 octubre 1981
Costa Rica 14 marzo 1966 16 enero 1967 4 enero 1969
Cuba 7 junio 1966 15 febrero 1972 16 marzo 1972
Dominica
Ecuador 22 septiembre 1966 a 4 enero 1969
El Salvador 30 noviembre 1979 a 30 diciembre 1979
Granada 17 diciembre 1981
Guatemala 8 septiembre 1967 18 enero 1983 17 febrero 1983
Guyana 11 diciembre 1968 15 febrero 1977 17 marzo 1977
Haiti 30 octubre 1972 19 diciembre 1972 18 enero 1973
Honduras 10 octubre 2002 a 9 noviembre 2002
Jamaica 14 agosto 1966 4 junio 1971 4 julio 1971
México 1 noviembre 1966 20 febrero 1975 22 marzo 1975
Nicaragua 15 febrero 1978 a 17 marzo 1978
Panama 8 diciembre 1966 16 agosto 1967 4 enero 1969
Paraguay 13 septiembre 2000 18 agosto 2003 17 septiembre 2003
Pera 22 julio 1966 29 septiembre 1971 29 octubre 1971
Republica 25 mayo 1983 a 24 junio 1983
Dominicana
San Kitts y Nevis
Santa Lucia 14 febrero 1990 s 22 febrero 1979
San Vicente y las 9 noviembre 1981 a 9 diciembre 1981
Granadinas
Surinam 15 marzo 1984 s 25 noviembre 1975
Trinidad y Tabago 9 junio 1967 4 octubre 1973 3 noviembre 1973
Uruguay 21 febrero 1967 30 agosto 1968 4 enero 1969
Venezuela 21 abril 1967 10 octubre 1967 4 enero 1969
Fuente: Naciones Unidas (Oficina de Asuntos Juridicos y Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos):

Pagina web oficial de “United Nations Treaty Collection, Status of Multilateral Treaties Deposited “with the Secretary-
General, Chapter IV (http://untreaty.un.org) y Pagina web oficial de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos
Humanos, Base de Datos de los Organos de Tratado (http://www.ohchr.org).

* Ratificaciones a fecha 1 de junio de 2006.
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Capitulo IlI

Observaciones finales del Comité para la
Eliminacidén de la Discriminacion
Racial sobre paises de América
Latinay el Caribe

A. AméricalLatinay el Caribe de habla hispana

1. ARGENTINA

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/65/CO/1, 10 de diciembre de 2004

1. El Comité examind en sus sesiones 1656 y 1657%
(CERD/C/SR.1656 y 1657), celebradas los dias 10 y 11 de agosto de 2004,
los informes periddicos 16°, 17° y 18° de la Argentina, que debian
presentarse el 4 de enero de 2000, 2002 y 2004 respectivamente, y que se
presentaron refundidos en un solo documento (CERD/C/476/Add.2). En
su 1668 sesiéon (CERD/C/SR.1668), celebrada el 18 de agosto de 2004, el
Comité aprob¢ las siguientes observaciones finales.
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A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfaccién el puntual informe del
Estado Parte y la informaciéon adicional que la delegacion facilit6
oralmente y por escrito.

3. El Comité reconoce la dificil situaciéon econdmica
experimentada recientemente por el Estado Parte.

4. Aunque el Comité acoge con satisfaccion los esfuerzos
realizados por el Estado Parte para cumplir las directrices del Comité
relativas a la presentacién de informes, sefiala que en el informe no se han
tratado algunos de los motivos de preocupacion y de las recomendaciones
formuladas en las anteriores observaciones finales del Comité.

B. Aspectos positivos

5. El Comité celebra la entrada en vigor en enero de 2004 de la
Ley de inmigracion N°25871, que sustituye a la anterior Ley de
inmigracion N° 22439 y que dispone, entre otras cosas, lo siguiente:

a) El derecho a migrar como derecho esencial e inalienable;

b) El acceso de los migrantes a derechos basicos como la educaciéon
y la salud, independientemente de su condicién de migrantes;

¢) Los migrantes tinicamente pueden ser expulsados en virtud de
una orden judicial; y

d) La tipificacion del delito de trata de seres humanos.

6. El Comité acoge con satisfacciéon la labor en curso del Estado
Parte para elaborar un Plan Nacional contra la Discriminacién, la
Xenofobia y otras formas de Intolerancia, con el apoyo del PNUD vy el
ACNUDH, como medida de seguimiento de la Declaracién y Programa
de Accién de Durban, y en particular celebra el proceso altamente
participativo en que se estd elaborando el plan.

7. El Comité acoge también con satisfaccion la reciente firma
por el Estado Parte de la Convencién Internacional sobre la proteccién de
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares y
las seguridades dadas por el representante del Estado Parte de que esta
prevista su ratificacion.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

8. Al Comité le preocupa la falta de datos estadisticos en el
informe del Estado Parte sobre la composiciéon demografica de la
poblaciéon. El Comité recuerda que esa informacién es necesaria para
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evaluar la aplicaciéon de la Convencién y supervisar las politicas en favor
de las minorias y los pueblos indigenas.

El Comité pide al Estado Parte que publique los resultados del
censo de 2001 que, entre otras cosas, recogié informacién sobre los
pueblos indigenas, y que finalice lo antes posible el estudio
complementario de 2003 sobre los pueblos indigenas. Ademas, a la
luz del parrafo 8 de las directrices relativas a la presentacién de
informes y de las Recomendaciones generales N° IV y N° XXIV, el
Comité recomienda que el Estado Parte incluya en su préximo
informe periédico informacién sobre la composicién demografica
de la poblacién, en particular sobre los pueblos indigenas y las
minorias, como los argentinos de origen africano y los romanies.

9. El Comité lamenta que en el informe del Estado Parte no se
facilite informacién suficiente sobre denuncias por actos de
discriminacién racial ni sobre las correspondientes acciones judiciales
emprendidas por las victimas y en su nombre, en particular las supuestas
denuncias de ataques racistas violentos y actos de brutalidad policial
cometidos por motivos raciales.

El Comité pide al Estado Parte que incluya en su préximo informe
periddico informacion estadistica desglosada sobre las investigaciones
y las causas instruidas y sobre las penas impuestas por delitos
relacionados con la discriminacién racial y en los que se hayan
aplicado las disposiciones pertinentes del derecho interno, en
particular ataques racistas violentos y presuntos delitos cometidos
por funcionarios encargados de la aplicacién de la ley. A este
respecto, el Comité recuerda su Recomendacién general N°XIII
relativa a la formacién de los funcionarios encargados de la
aplicacién de la ley en cuanto a la protecciéon de los derechos
humanos y alienta al Estado Parte a mejorar la formacién de los
funcionarios encargados de la aplicaciéon de la ley a fin de aplicar
plenamente las normas de la Convencién.

10.  Aunque alentado por el hecho de que el Instituto Nacional
contra la Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo (INADI) fuera
reconocido como oérgano auténomo en 2002, el Comité observa con
preocupacion que su financiacién se ha reducido drésticamente.

El Comité recomienda que el Estado Parte tome medidas apropiadas
para mejorar el funcionamiento del INADI, aumentar su eficacia en
la supervision de todas las tendencias que puedan dar lugar a
comportamientos racistas y xenéfobos, combatir todas las formas de
discriminacién racial e investigar las denuncias a este respecto.
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11.  Aunque el Comité acoge con satisfacciéon la nueva Ley de
inmigracién N° 25871, observa que todavia deben adoptarse las medidas
necesarias para su aplicacion.

El Comité exhorta al Estado Parte a adoptar sin demora medidas
para aplicar la ley, teniendo plenamente en cuenta el principio de
no discriminaciéon. Ademas, el Comité recomienda que el Estado
Parte emprenda una campafia puablica de informaciéon y
sensibilizacién y vele por que se impartan cursos de formacién en
todos los organismos gubernamentales nacionales, provinciales y
municipales sobre los cambios que introduce la nueva ley.

12. Aunque el Comité acoge con satisfaccion los esfuerzos del
Estado Parte para elaborar un Plan Nacional contra la Discriminacién, la
Xenofobia y otras formas de Intolerancia, se percata de las dificultades
que pueden surgir durante su aplicacién.

El Comité recomienda que el Estado Parte fomente el apoyo al plan
en los ambitos nacional y provincial, dedique recursos financieros
suficientes para su cumplimiento y se asegure de que el plan forme
parte integrante de otros mecanismos de aplicacién de los derechos
humanos en la Argentina y se traduzca en politicas efectivas.

13.  Aunque toma nota con satisfaccién de las seguridades dadas
por el Estado Parte en relacién con su plan para intensificar la formacién
en derechos humanos de los funcionarios de fronteras y de inmigracion,
al Comité le preocupan los casos comunicados de devolucién de
refugiados y los procedimientos presuntamente injustos seguidos para
determinar el estatuto de refugiado. A este respecto, el Comité observa
que, aunque el Estado Parte se esfuerza generalmente por cumplir las
normas de la Convencién sobre el Estatuto de los Refugiados, aunque
dentro de un marco legislativo mas limitado, no existe una ley global
relativa a la proteccion de los refugiados. Ademas, el Comité sefala que
no se ha proporcionado informacién sobre la existencia de politicas y
programas para facilitar la integracién socioeconémica de los refugiados y
los solicitantes de asilo en el Estado Parte.

El Comité exhorta al Estado Parte a que aumente sus esfuerzos para
cumplir plenamente el parrafo b) del articulo 5 de la Convencién y
respetar el principio de no devolucién y para mejorar las
condiciones de proteccién y las salvaguardias en el caso de los
refugiados, en particular facilitando servicios de interpretacion,
especialmente en los aeropuertos y en otros puntos fronterizos.
También insta al Estado Parte a aprobar nuevas leyes que
determinen los requisitos para obtener el estatuto de refugiado y
los derechos de los refugiados y que especifiquen los procedimientos
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de determinacién del estatuto de refugiado y el derecho a interponer
recurso. El Comité recomienda que el Estado Parte facilite en su
proximo informe periédico mas informacién a este respecto.

14. Al Comité le preocupa la informacién recibida sobre trata de
migrantes, especialmente de mujeres migrantes explotadas como
trabajadoras sexuales.

El Comité insta al Estado Parte a elaborar politicas amplias y a
asignar recursos suficientes para prevenir, investigar y castigar esos
delitos, asi como a prestar asistencia y apoyo a las victimas, y
recomienda que el Estado Parte facilite en su préximo informe
periédico mas informacién sobre la vulnerable situacién de las
mujeres migrantes e indigenas.

15. Al Comité le preocupan los incidentes de incitacién al odio
racial y la propaganda racista en los medios de informacién, incluso en
Internet.

El Comité recuerda que el articulo 4 de la Convencién es aplicable
al fenémeno del racismo en los medios de informacion, incluida
Internet, y que el principio fundamental del respeto de la dignidad
humana exige que todos los Estados luchen contra la propagacion del
odio racial y la incitacién al odio racial. Recomienda al Estado Parte
que tome las medidas necesarias para combatir la propaganda
racista en los medios de informacién y que proporcione en su
proximo informe periédico informacién sobre la evolucién de la
situacién y las medidas adoptadas al respecto.

16. Al Comité le preocupa que el Estado Parte no haya
promulgado las leyes necesarias para aplicar el Convenio N° 169 de la
OIT, de 1989, sobre pueblos indigenas y tribales. El Comité observa
ademas las dificultades sefialadas para el reconocimiento de la
personalidad juridica de los pueblos indigenas, la proteccién insuficiente
en la practica de la propiedad y la tenencia de los pueblos indigenas sobre
las tierras ancestrales y la consiguiente disminucién de la capacidad de los
pueblos indigenas para practicar sus creencias religiosas.

A la luz de su Recomendacién general N° XXIII, el Comité insta al
Estado Parte a que aplique plenamente el Convenio N° 169 de la OIT;
adopte, en consulta con los pueblos indigenas, una politica general
de tenencia de la tierra y procedimientos juridicos efectivos para
reconocer los titulos de propiedad de la tierra de los pueblos indigenas
y demarcar sus territorios; adopte medidas para salvaguardar los
derechos de los indigenas sobre sus tierras ancestrales, especialmente
los lugares sagrados, e indemnice a los pueblos indigenas por la
desposesion de sus tierras; garantice el acceso a la justicia, reconozca
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efectivamente la personalidad juridica de los pueblos indigenas y
sus comunidades en su forma de vida tradicional y respete la
importancia especial de la cultura y los valores espirituales de los
pueblos indigenas en su relacién con la tierra.

17. Al Comité le sigue preocupando la insuficiente informacién
proporcionada por el Estado Parte sobre la representacion de los pueblos
indigenas y las minorias en la administracién ptblica federal, provincial y
municipal, la policia, el sistema judicial, el Congreso y otras instituciones
publicas.

El Comité pide al Estado Parte que incluya en su préximo informe
periédico informacién detallada sobre la representacion de los pueblos
indigenas y los grupos minoritarios en la administracién publica.

18.  El Comité observa que todavia no se ha creado el Consejo
Coordinador de los Pueblos Indigenas Argentinos, previsto por la Ley
N° 23302 para representar a los pueblos indigenas en el Instituto Nacional
de Asuntos Indigenas.

El Comité recuerda su Recomendaciéon general N° XXIII relativa a
los derechos de las poblaciones indigenas, en la que exhorta a los
Estados Partes a no adoptar decision alguna directamente
relacionada con los derechos e intereses de las poblaciones
indigenas sin su consentimiento informado, e insta al Estado Parte
a crear el Consejo lo antes posible y a asignar fondos suficientes
para el funcionamiento efectivo del Consejo y del Instituto.

19.  El Comité lamenta que, a pesar de los esfuerzos del Estado
Parte, no se respete plenamente en la practica el derecho reconocido por la
Constitucién a una educacién bilingiie e intercultural para los pueblos
indigenas. Toma nota con preocupacién de las alegaciones de que no se
da formacién adecuada a los profesores indigenas, de la discriminacién a
que hacen frente y de las insuficientes medidas para preservar los idiomas
indigenas e incluir la historia y cultura de los pueblos indigenas en el
programa escolar.

El Comité recomienda que el Estado Parte adopte todas las
medidas necesarias para garantizar, en consulta con las
comunidades indigenas, una educaciéon bilingtie e intercultural
para los pueblos indigenas con pleno respeto de su identidad
cultural, idiomas, historia y cultura, teniendo también en cuenta la
importancia mas amplia de la educacién intercultural para la
poblacién en general. El Comité recomienda ademas que se imparta
una formacién adecuada a los profesores indigenas y se adopten
medidas efectivas para combatir todas las formas de discriminacién
contra ellos. El Comité pide también al Estado Parte que proporcione
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informacién sobre el namero y el porcentaje de nifios indigenas que
asisten a escuelas de ensefianza primaria y secundaria, incluidas las
escuelas bilingiies.

20. El Comité reitera su preocupacién ante el hecho de que el
Estado Parte no haya proporcionado informacién sobre el grado en que
los pueblos indigenas ejercen sus derechos econdémicos, sociales y
culturales, especialmente a la luz de la reciente crisis econémica y social.
Reitera también su preocupacion por la falta de un sistema de seguridad
social que tenga en cuenta las necesidades especificas de los pueblos
indigenas.

El Comité reitera su peticion al Estado Parte de que incluya
informacién detallada sobre estas cuestiones en su préximo
informe periédico, en particular las medidas adoptadas para
garantizar el disfrute efectivo de los derechos econdémicos,
culturales y sociales.

21. El Comité sigue preocupado por la lentitud de las
actuaciones judiciales en relacién con los atentados contra la Embajada de
Israel y la Asociacion Mutual Israelita Argentina que tuvieron lugar en
Buenos Aires en 1992 y 1994.

El Comité recomienda que, de conformidad con el articulo 6 de la
Convencioén, el Estado Parte finalice con cardcter de urgencia el
procedimiento a fin de cumplir su obligacién de garantizar el
derecho a obtener reparacioén e indemnizacién justa y adecuada por
los dafios sufridos como consecuencia de una violaciéon de los
derechos humanos.

22.  El Comité senala las reiteradas seguridades dadas por el
Estado Parte de que estd completando las medidas preparatorias para
formular la declaracién facultativa prevista en el articulo 14 de la
Convencién e insta al Estado Parte a que concluya lo antes posible esas
medidas y efectte dicha declaracién.

23.  El Comité recomienda al Estado Parte que, al preparar su
proximo informe periédico, consulte a las organizaciones de la sociedad
civil que participan en la lucha contra la discriminacién racial.

24. El Comité recomienda que se difundan los informes del
Estado Parte tan pronto como se presenten y que se publiquen asimismo
las observaciones del Comité al respecto.

25.  El Comité recomienda encarecidamente que el Estado Parte
ratifique la enmienda al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, aprobada
el 15 de enero de 1992 en la 14* Reunién de los Estados Partes en la
Convencién y ratificada por la Asamblea General en su resolucién 47/111.
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A este respecto, el Comité se remite a la resolucién 57/194 de la
Asamblea General, en la que ésta inst6 encarecidamente a los Estados
Partes a que acelerasen sus procedimientos internos de ratificacién de la
enmienda y a que con prontitud notificasen por escrito al Secretario
General que la aceptaban. El llamamiento ha sido reiterado por la
Asamblea General en su resolucién 58/160.

26. El Comité recomienda que el Estado Parte presente sus
informes periédicos 19°y 20° el 4 de enero de 2008 y que trate en ellos
todas las cuestiones planteadas en las presentes observaciones finales.

khkhkkkhkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/ Add.112, 27 de abril de 2001

1. El Comité examiné el 15° informe periédico de la Argentina
(CERD/C/338/Add.9), que debia presentarse el 4 de enero de 1998, en
sus sesiones 1439% y 1440* (CERD/C/SR.1439 y 1440), celebradas los dias
6y 7 de marzo de 2001. En su 1457% sesién (CERD/C/SR.1457), celebrada
el 19 de marzo de 2001, aprob¢ las siguientes observaciones finales.

A. Introduccion

2. El Comité celebra la presentaciéon del informe de la
Argentina y agradece la informacién complementaria y actualizada
suministrada por la delegacién verbalmente y por escrito, asi como las
detalladas y francas respuestas a las preguntas y los comentarios
formulados por los miembros del Comité.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

3. El Comité observa que la Argentina contintia atravesando
una dificil situacién econémica. Esta situacién afecta de manera especial a
sectores vulnerables de la poblacién, como los grupos indigenas y los
inmigrantes de paises limitrofes, muchos de los cuales estan
indocumentados. Esta situacién econémica también acarrea importantes
limitaciones presupuestarias para los organismos gubernamentales
encargados de combatir la discriminacién racial y adoptar medidas en
favor de los grupos méas vulnerables.
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C. Aspectos positivos
4. El Comité acoge con satisfaccion las medidas encaminadas al

fortalecimiento del Instituto Nacional contra la Discriminacién, la
Xenofobia y el Racismo (INADI). También celebra las actividades
realizadas por éste, como la organizacién de seminarios de formacién
para profesores de enseflanza primaria y secundaria tendientes a la
valorizacién del pluralismo, los cursos de formacién para funcionarios
encargados de hacer cumplir la ley, las camparias publicitarias en los
medios de comunicacién y el establecimiento de un mecanismo para la
recepciéon de denuncias y de mediacion e intervencién ante los érganos de
justicia en relacién con ellas.

5. El Comité acoge con agrado las medidas encaminadas a
otorgar mayor autonomia al Instituto Nacional de Asuntos Indigenas, a
fortalecer su capacidad y a elaborar un plan nacional para los pueblos
indigenas. El Comité toma nota con interés de los avances logrados hasta
la fecha por el Instituto en el marco del programa destinado a conseguir la
transferencia de tierras y propiedades ancestrales a las comunidades
indigenas que las han ocupado tradicionalmente.

6. El Comité celebra la reciente ratificacién por la Argentina del
Convenio sobre Pueblos Indigenas y Tribales en Paises Independientes
(Convenio N° 169 de la Organizacién Internacional del Trabajo).

D. Motivos de preocupacién y recomendaciones

7. El Comité observa que los planes del Gobierno de realizar un
censo actualizado en el que, entre otras cosas, se tendria en cuenta la
informacién sobre la pertenencia a un pueblo indigena, no cuenta con los
recursos suficientes. El Comité alienta al Gobierno a que adopte las
medidas necesarias para realizar el censo lo antes posible.

8. El Comité observa la ausencia en el informe peridédico de
informacién detallada acerca de la representacion de los pueblos
indigenas en los cargos publicos a nivel federal y provincial, la policia, la
justicia y el Congreso. También observa la falta de datos que ayuden a
apreciar el grado de disfrute de los derechos econémicos, sociales y
culturales por parte de estos sectores de la poblacién. El Comité reitera su
solicitud de que el Estado Parte incluya en su préximo informe periédico
informacion detallada sobre los aspectos mencionados.

9. El Comité toma nota con preocupacion de la afirmacién del
Estado Parte en el sentido de que los territorios donde se encuentran
asentadas comunidades indigenas coinciden con las zonas de mayor
indice de necesidades basicas insatisfechas, y que los indices de pobreza y
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desempleo de la poblacién indigena y de otros sectores vulnerables se han
incrementado como consecuencia de la crisis econémica. El Comité
recomienda que el Estado Parte adopte medidas para paliar esta situacién
y que le mantenga informado al respecto.

10.  El Comité también toma nota con preocupaciéon de que, a
pesar de los avances logrados en la practica de mantener consultas y
solicitar la participacién de los pueblos indigenas en las decisiones que les
afectan con miras a obtener su acuerdo, atin existen situaciones en las que
la consulta y la participaciéon no se producen. El Comité recomienda que el
Estado Parte encuentre los medios y arbitrios para facilitar esa participacion.

11.  Asimismo, el Comité toma nota con preocupacién de las
dificultades que se plantean en algunos casos para llevar a cabo la
transferencia de tierras y propiedades ancestrales a los pueblos indigenas,
debido principalmente a la existencia de titulos de propiedad de
particulares, asi como a conflictos de competencia entre los gobiernos
nacional y provinciales. El Comité recuerda las disposiciones pertinentes
previstas en su Recomendacién general XXIII y recomienda que se tomen
medidas para superar esas dificultades.

12.  El Comité toma nota con preocupaciéon de la falta de un
sistema de seguridad social que tome en cuenta las necesidades
especificas de los pueblos indigenas y recomienda la adopciéon de
medidas en ese sentido.

13.  Preocupa al Comité la existencia de actitudes xenoéfobas
contra inmigrantes, principalmente de paises limitrofes, solicitantes de
asilo y descendientes de africanos. Esas actitudes, que se manifiestan
incluso en algunos de los medios de comunicacién, parecen haber
aumentado como resultado de la actual crisis econémica y han dado
lugar, en algunas ocasiones, a incidentes violentos. El Comité recomienda
que el Estado Parte se mantenga vigilante respecto de esas actitudes e
incidentes y tome medidas apropiadas para hacer frente a ellos.

14. El Comité toma nota con preocupacién de las dificultades
con que tropiezan los inmigrantes, principalmente de paises vecinos, para
sufragar los gastos de obtencién de los documentos de residencia, asi
como los tramites de inmigracién lentos y excesivamente burocraticos, y
recomienda que el Estado Parte tome medidas al respecto, incluidas
medidas de asesoramiento gratuito. El Comité recomienda, en particular,
que el proyecto de ley de migraciones actualmente en examen incluya
disposiciones para superar los problemas sefialados.

15.  El Comité lamenta la lentitud de los procesos seguidos en
relacién con los atentados antisemitas de 1992 y 1994, aunque observa los
progresos realizados, e insta a que dichos procesos concluyan cuanto antes.
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16. El Comité observa con preocupacion que ha habido
denuncias por actos de brutalidad policial cometidos con diferentes
pretextos en todo el pais por motivos de raza, color u origen étnico, por lo
que recomienda que en los cursos y seminarios que se organizan para dar
instruccién en temas de derechos humanos a miembros de la policia, las
fuerzas armadas y personal de inmigraciones y de instituciones
penitenciarias se preste particular atencion a la difusiéon y al
cumplimiento de la Convencién.

17.  El Comité observa las dificultades que tiene el INADI para
abarcar todo el territorio nacional en lo que se refiere a la recepcién y
tramitacion de denuncias por actos de discriminacién racial, por lo que
recomienda que se adopten medidas al respecto.

18.  El Comité pide que el Estado Parte incluya en su préximo
informe datos estadisticos sobre procesos judiciales llevados a cabo en la
Argentina por actos de racismo. También solicita informacién sobre las
conclusiones de la Comisiéon del Ministerio de Justicia encargada de
ajustar la legislacion interna a los instrumentos internacionales en lo que
se refiere a la Convencién.

19. El Comité recomienda que se publiquen los informes del
Estado Parte en el momento en que son sometidos al Comité y que se dé
amplia difusién a las observaciones finales del Comité al respecto.

20.  El Comité toma nota de los tramites iniciados en los érganos del
Ejecutivo con miras a formular la declaracién prevista en el articulo 14 de la
Convencion y alienta al Estado Parte a que esos tramites concluyan en breve.

21. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién aprobadas el 15 de
enero de 1992 en la 14° Reunién de Estados Partes.

22.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente sus
informes periédicos 16° y 17° junto con el 18° informe periédico, que debe
presentarse el 4 de enero de 2004, y que en ellos se refiera a las cuestiones
planteadas en las presentes observaciones.

kkhkhkkkkkkk

Comité para la Eliminacion de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.39, 18 de septiembre de 1997

1. El Comité examiné los informes periédicos 11° a 14° de la
Argentina, presentados en un solo documento (CERD/C/299/Add.11),
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en sus sesiones 1228% y 12297, celebradas el 12 y el 13 de agosto de 1997, y
en sus sesiones 1240 y 1241%, celebradas el 20 y el 21 de agosto de 1997
adopto6 las observaciones finales que figuran a continuacion.

A. Introduccién

2. El Comité celebra la ocasién que se le ofrece de proseguir el
dialogo con el Estado Parte sobre la base de sus informes periédicos 11° a
14° y del documento basico. La informacién suministrada verbalmente
por la delegaciéon, asi como las respuestas a las muchas preguntas
planteadas por los miembros del Comité, han llenado las lagunas debidas
a la brevedad de los datos suministrados en el informe acerca de algunos
articulos de la Convencién y han permitido que el Comité tenga una idea
mas precisa sobre el estado de aplicacion de la Convencién en la Argentina.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

3. Se observa que la Argentina esta pasando por un periodo de
dificultades econémicas que hacen mads dificil la aplicacion de la
Convencién, en la medida en que entre las principales victimas del
desempleo y de la pobreza figuran integrantes de los pueblos indigenas y
las minorias étnicas.

C. Aspectos positivos

4. Se toma nota con satisfaccion de que los tratados
internacionales de derechos humanos, especialmente la Convencién,
prevalecen sobre las leyes del pais con arreglo al inciso 22 del articulo 75
de la Constituciéon de 1994 y que las disposiciones de la Convencién
pueden invocarse directamente ante los tribunales.

5. Se acoge como una medida positiva la creacién del cargo de
Defensor del Pueblo (ombudsman) en virtud de la Ley N° 24284, del 1° de
diciembre de 1993, como un érgano independiente encargado de proteger
los derechos e intereses de las personas y de las colectividades contra los
actos o las omisiones de la administracién ptblica nacional y que puede
iniciar investigaciones de oficio o a solicitud de una persona.

6. Se sefiala con satisfacciéon que, con arreglo al articulo 43 de la
Constitucién de 1994, puede interponerse un recurso de amparo contra
cualquier forma de discriminacién.

7. Algunas disposiciones constitucionales relativas a los
pueblos indigenas, introducidas durante la revisién de la Constitucién en
1994, constituyen un progreso notable. Tal es el caso, entre otras, de la
concesion de la personeria juridica a las comunidades aborigenes, la
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garantia del respeto a la identidad cultural de esas comunidades, la
posesion y la propiedad comunitaria de las tierras, la participacién de los
aborigenes en la gestion referida a los recursos naturales y a los demds
intereses que los afecten.

8. Se acoge con satisfaccién la creacién del Instituto Nacional
contra la Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo, en el seno del
Ministerio del Interior, que conforme a la Ley N° 24515 de 28 de julio de
1995 tiene el objeto de elaborar politicas nacionales y medidas concretas
para combatir la discriminacién, la xenofobia y el racismo.

9. Se sefiala sobre todo que el Instituto Nacional contra la
Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo ha tomado medidas importantes
en la esfera de la ensefianza bilingtie e intercultural, la promocién de
becarios indigenas al sistema educativo formal y de la asistencia financiera
con vistas a realizar proyectos para mejorar el nivel de vida de determinadas
comunidades. En particular, se celebran los proyectos ejecutados en practica
en la regioén del Chaco y los que se refieren a la etnia wichi.

10. Se acogen con satisfaccién las gestiones realizadas por el
Instituto Nacional de Asuntos Indigenas para conseguir la transferencia
de tierras y propiedades ancestrales a las comunidades aborigenes que
tradicionalmente las han ocupado, procediendo, de modo especial, en
colaboracién con las autoridades de las provincias, a la regularizacién de
los titulos de propiedad.

11.  En el marco del articulo 5 de la Convencién, se acogen con
satisfaccién la concertacion de un acuerdo bilateral con Bolivia para
normalizar la situacién de alrededor de 500.000 bolivianos en condiciones
de ilegalidad en la Argentina y la regularizacién de la situacién de
250.000 extranjeros en la Argentina con arreglo al Decreto N° 1033 /92.

12.  Se considera positiva la creaciéon del Comité de Elegibilidad
para los Refugiados y su estrecha colaboraciéon con la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

13.  Se considera positiva la aprobaciéon del Decreto N° 232/92,
que dejo sin efecto toda reserva por razones de Estado que existiera sobre
documentacion relacionada con criminales nazis, a fin de facilitar la
investigacién de quienes hubiesen hallado refugio en territorio argentino,
y la creaciéon en 1992 de una Comisién para aclarar las actividades de los
nazis en la Argentina.

14. Se toma nota con satisfaccion de la organizacién de
seminarios y de programas de formacién en materia de derechos
humanos y de prevencién de la discriminacion racial para los magistrados
y el personal del Servicio Penitenciario Federal.
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15. También se manifiesta gran interés en la ejecucién por el
Ministerio del Interior del Programa Nacional contra la Discriminacion,
encaminado a prestar apoyo a los programas propuestos por las
organizaciones no gubernamentales en la esfera de la educacién popular,
que contempla la posibilidad de recurrir a acciones urgentes para dar
respuesta inmediata al hecho discriminatorio.

D. Principales motivos de preocupacion

16. Se lamenta la falta de informacién acerca de Ila
representaciéon de las poblaciones indigenas y de las otras minorias
étnicas en los cargos publicos, la policia, la justicia, el Congreso y, mas
generalmente, en la vida socioeconémica del pais, en la medida en que
ello obstaculiza una evaluacién completa por el Comité de la aplicacién
de las disposiciones de la Convencién respecto de esas poblaciones.

17.  Se toma nota con satisfaccion de que la Ley N° 23592 de 1988
considera el movil racial una circunstancia agravante de diversos delitos
reprimidos con arreglo al derecho penal, pero se lamenta que no se haya
aplicado plenamente lo dispuesto en el articulo 4 de la Convencién para
tipificar como delitos los distintos actos contemplados en ese articulo
como la difusién de ideas racistas y la propaganda racista, la incitaciéon a
la discriminacién racial, la violencia racial y la formacién de
organizaciones racistas.

18.  Se lamenta la brevedad de las informaciones suministradas
acerca de la aplicacion de las disposiciones del articulo 5 de la
Convencion, y se constata la discriminacién que sufren los integrantes de
las poblaciones indigenas y de las minorias en el disfrute de ciertos
derechos, sobre todo los previstos en los incisos i), iv) y v) del apartado e)
del articulo 5 de la Convencion.

19. En lo que respecta a la transferencia de las tierras y
propiedades ancestrales a las comunidades aborigenes, se toma nota con
preocupacion de que los problemas subsisten en la practica y de que, en
ciertos casos, enormes dificultades, a menudo ocasionadas por los
propietarios de las tierras, retrasan la transferencia. También se sefiala con
inquietud que algunas comunidades han sido objeto de intimidacién y
presion para que renuncien a la reivindicacion de esas tierras. Ademas, se
lamenta que no se haya suministrado informacién acerca de los
procedimientos de consulta de las comunidades indigenas durante el
proceso de transferencia de las tierras.

20. Se lamenta que subsista una falta de informacién acerca de
los recursos presentados, las sentencias dictadas y las medidas de
reparacion ordenadas por actos de racismo, asi como acerca de los
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recursos de amparo presentados a raiz de actos de discriminacién.
Esta falta de informacién impide al Comité determinar en qué medida se
ha aplicado efectivamente en la Argentina el articulo 6 de la Convencién,
y evaluar la funcién y las posibles deficiencias de la autoridad judicial en
este dmbito.

E. Sugerencias y recomendaciones

21.  El Comité recomienda que en el préoximo informe periédico
se dé mas informacién sobre el estatuto, la composicion y las actividades
del Instituto Nacional contra la Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo,
el Instituto Nacional de Asuntos Indigenas y la ejecucién del Programa
Nacional contra la Discriminacién.

22.  El Comité pide al Estado Parte que en su préximo informe
periédico incluya toda la informacién disponible sobre la situaciéon
socioecondmica de los miembros de las comunidades indigenas y de las
minorias étnicas, principalmente sobre su participacién en la vida politica
y econdmica del pais, asi como su representaciéon ante las
administraciones, federal y provinciales. También pide al Estado Parte
que en su proximo informe suministre informacién precisa acerca del
ejercicio de todos los derechos previstos en el articulo 5 de la Convencién
respecto de todos los habitantes de la Argentina. A este respecto, el
Comité sefiala a la atencién del Estado Parte la necesidad de establecer
indicadores para evaluar las politicas y programas encaminados a la
protecciéon y promocion de los derechos de las poblaciones vulnerables.

23.  El Comité insta encarecidamente al Estado Parte a cumplir la
obligacién que le corresponde, con arreglo al articulo 4 de la Convencién
de declarar como acto punible por ley la difusién de ideas racistas y la
propaganda racista, la incitacién a la discriminacién racial, la violencia
racial y la formacién de organizaciones racistas.

24. En lo que se refiere a la transferencia de tierras a las
comunidades indigenas, el Comité recomienda que las autoridades
locales y federales, incluidas las autoridades judiciales, sigan de cerca la
aplicacién de las disposiciones tomadas a este respecto a fin de prevenir y
combatir todo posible incumplimiento de estas disposiciones. Invita al
Estado Parte a que le informe de manera integral acerca de esta cuestion
en su préoximo informe periédico, precisando la medida en que se ha
consultado a las poblaciones indigenas durante este proceso. En este
contexto, se sefiala a la atencion del Estado Parte la Recomendacion
general del Comité N° XXIII sobre las poblaciones indigenas.

25.  El Comité recomienda que en el 15° informe periédico del
Estado Parte se incluya informacién acerca del nimero y la situacién de
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los refugiados e inmigrantes en la Argentina, asi como del régimen
juridico aplicable a ellos.

26.  Recordando su decisién N° 3 (45), de 16 de agosto de 1994, el
Comité invita al Estado Parte a tomar todas las medidas en su poder para
dar curso a los procedimientos relacionados con los atentados antisemitas
de 1992 y 1994, y senala a su atencién a este respecto el apartado a) del
articulo 5y el articulo 6 de la Convencién.

27.  En lo que respecta al articulo 6 de la Convencién, el Comité
recomienda que el préximo informe periédico de la Argentina contenga
informacién especifica acerca de los recursos presentados, las sentencias
dictadas y las medidas de reparacién ordenadas por actos de racismo.

28.  En el marco de la aplicacién del articulo 7 de la Convencién,
el Comité recomienda que el Estado Parte tome todas las medidas
necesarias para asegurar la formacién y la educacién en materia de
derechos humanos y de prevenciéon de la discriminacién racial de los
funcionarios encargados de la aplicacién de las leyes, de los educadores y
de los estudiantes.

29. El Comité recomienda que se publiquen y difundan
ampliamente entre la poblacién los informes periddicos 11° a 14° del
Estado Parte, asi como las presentes observaciones finales.

30.  El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique, lo antes
posible, las enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién
aprobadas en la 14® reunién de los Estados Partes.

31. Se toma nota de que el Estado Parte no ha hecho la
declaraciéon prevista en el articulo 14 de la Convencién y que algunos
miembros del Comité han pedido que se estudie la posibilidad de hacerla.

32.  El Comité recomienda que el préoximo informe periédico del
Estado Parte, previsto para el 5 de enero de 1998, actualice la informacién y
aborde todas las cuestiones planteadas en las presentes observaciones finales.

kkhkkkkkkrkk

Comité para la Eliminacion de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/46/18), 1992

48.  El décimo informe periédico de Argentina (CERD/C/172/
Add. 18) fue examinado por el Comité en sus sesiones 892a. y 8%a.,
celebradas los dias 6 y 7 de mayo de 1991 (véanse CERD/C/SR.892 y SR.894).
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49.  El informe fue presentado por el representante del Estado
Parte, quien declar6 que la Argentina tenfa una larga tradiciéon
republicana en la cual la igualdad de oportunidades se consideraba la
base de todos los aspectos de la vida publica. La Constitucién garantizaba
la igualdad de trato a todos los ciudadanos, independientemente de su
raza u origen, y no dejaba espacio para la discriminacién. La Argentina se
enorgullecia de sus raices indigenas y reconocia en su cultura aborigen un
elemento esencial de su realidad como nacién. El préximo censo nacional,
que se realizarfa el 14 de mayo de 1991, permitirfa saber con exactitud la
cantidad de habitantes indigenas, sin lugar a dudas ni malentendidos.
Como la mayoria de los paises latinoamericanos, Argentina estaba
pasando por una grave crisis econémica que hacia dificil acceder a los
justos reclamos de los ciudadanos y plasmar en realidad el principio
de la igualdad de oportunidades. La Argentina habia rechazado
constantemente el régimen segregacionista de Sudafrica, negandose a
comerciar con ese pais mientras no finalizara de una vez y para siempre el
oprobioso sistema de apartheid, concediera a cada ciudadano sudafricano
los mismos derechos civiles y politicos, permitiéndole gozar de todos sus
derechos econémicos, sociales y culturales. La Argentina habia
denunciado enérgicamente las distintas formas de discriminacién que
sufren los trabajadores palestinos en los territorios drabes ocupados por
Israel y se habia sumado a quienes denunciaban la violacién de los
derechos humanos de las minorias, como en el caso de los kurdos.

50. La politica del Gobierno para con la poblacién indigena
otorgaba maxima prioridad a la promocién de los intereses de los
indigenas, dentro de las limitaciones que imponia la situacién actual del
pais. Mediante la aplicacion de esa politica se proponia mejorar la
situacién de las comunidades indigenas, en particular los guaranies, que
vivian en la provincia de Misiones, en las esferas socioeconémica,
sanitaria y cultural. El Gobierno de la Argentina estaba decidido, como
parte de su politica de justicia social, a preservar el acervo histérico y
cultural que representaban las comunidades indigenas argentinas y
celebraba que 1993 se hubiera proclamado Afio Internacional de las
Poblaciones Indigenas del Mundo.

51. Los miembros del Comité elogiaron al Gobierno de la
Argentina por los esfuerzos realizados para fortalecer el proceso
democratico iniciado en 1983, tras los dias sombrios de la dictadura
militar, adoptando medidas legislativas para garantizar los derechos
humanos e introducir un programa para promover la libertad cultural y la
identidad nacional. También elogiaron al Gobierno por haber cumplido
sus obligaciones en cuanto a la periodicidad de los informes y por haber
presentado un informe excelente, que seguia estrictamente las directrices
del Comité sobre la preparaciéon de informes, que tenia en cuenta las
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preguntas formuladas por los miembros durante el examen por el Comité
del anterior informe de la Argentina y que estaba ampliamente
documentado.

52.  Con referencia a las medidas adoptadas por la ciudad de
Buenos Aires y la provincia de Cérdoba para salvaguardar los derechos
humanos, los miembros desearon saber cudl era la situacién en las demas
provincias, que no gozaban de tales medidas. Habiendo tomado nota de
la informacién sobre la nueva Ley No. 2627.89 relativa a la protecciéon de
la comunidad guarani en la provincia de Misiones, pidieron informacién
sobre la situacién en otras provincias; andlogamente, se pidi6 informacién
mas reciente sobre la Ley No. 23.302, que habia sido enmendada tras
consultas con las comunidades indigenas. También se pidié informacién
mas precisa y actualizada sobre la actual situacién econdémica, social y
politica del pais y sobre los problemas existentes; sobre las tasas de
emigracion de la poblacién rural a las ciudades y sobre las tensiones
resultantes en los barrios de tugurios que rodeaban a las grandes
ciudades; sobre como la designacién de un nuevo Ministerio de Justicia
afectaria a las instituciones publicas encargadas de aplicar la politica en
materia de derechos humanos; y sobre los informes presentados por
algunas organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, en las
que se denunciaba la discriminacién en los tribunales contra algunos
miembros de organizaciones izquierdistas que habian participado en el
ataque contra el cuartel La Tablada en Buenos Aires en 1989. Con
referencia a la creacion de la Contraloria General Comunal por la
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, los miembros desearon
saber si el Gobierno de la Argentina estaba pensando en establecer
oficinas similares en otras zonas del pais; si se habian presentado casos de
discriminacién racial a esa Contralorfa desde su creaciéon en 1985; y si se
habian remitido algunos casos al Procurador General para que procediera
en consecuencia.

53.  Enrelacién con la aplicacién del articulo 2 de la Convencién,
los miembros del Comité expresaron su deseo de recibir informacién
sobre la proyectada revision de la Ley No. 23.302, en particular con
respecto a la sustitucién del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas por
una autoridad que habria de designar el poder ejecutivo. A ese respecto
preguntaron qué medidas se estaban adoptando para prevenir el riesgo
de control gubernamental y qué papel desempefiaria la propia poblacién
indigena en la nueva autoridad. Dado que la definicién de comunidad
indigena habia de basarse en el autorreconocimiento, era importante
saber si una comunidad podia rechazar la solicitud de miembro
presentada por una persona y cémo podia terminarse la personalidad
juridica de una comunidad. Con referencia a la propuesta de prever
programas interculturales bilingties en la ensefianza, los miembros
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preguntaron qué garantias se concedian para asegurar que la poblacion
indigena tuviera acceso a la ensefianza de su propia cultura, hasta la
aplicacién de la nueva legislacion propuesta. Los miembros desearon
también saber si la supervivencia de las comunidades indigenas estaba en
peligro, si se estaban adoptando medidas para aumentar sus
posibilidades de supervivencia y si la poblacién indigena tendia a
trasladarse desde el campo a los barrios de tugurios.

54.  Con respecto al articulo 3 de la Convencién, los miembros
del Comité acogieron complacidos la valerosa decisiéon de la Argentina,
de 22 de mayo de 1986, de romper las relaciones diplomaticas con
Sudafrica, pese a la importante pérdida de comercio que suponia, y
preguntaron si atin se mantenia esa politica. También desearon saber si
aun subsistian contactos o relaciones comerciales o financieras entre la
Argentina y Sudafrica.

55.  Con respecto al articulo 4 de la Convencién, los miembros
del Comité observaron que el odio racial se consideraba una circunstancia
agravante en varios delitos segin el Cédigo Penal de la Argentina y
preguntaron si la instigacién al odio racial y las declaraciones racistas
constitufan en si delitos punibles. También sefalaron que el informe no
suministraba ejemplos ni estadisticas de las penas impuestas por los
delitos relacionados con el racismo. Hubo miembros que preguntaron si
en la Argentina existian algunos de los grupos u organizaciones
mencionados en al articulo 4 b) y, en caso afirmativo, si se habia
procedido penalmente contra sus miembros. A ese respecto sefialaron que
el alcance de la Ley de 1988 relativa al castigo de los actos
discriminatorios no estaba totalmente claro y pidieron mas aclaraciones.
Observando que en la Argentina habfa una tradicién de antisemitismo,
que ocasionalmente producia incidentes antisemiticos, los miembros
sefialaron que en el informe no se habia hecho referencia a este aspecto.
Observando también que la exclusién sistemdtica de los judios de
instituciones importantes como las fuerzas armadas era también
discriminatoria, los miembros preguntaron si se habfa adoptado alguna
medida por ese motivo contra las personas encargadas del reclutamiento.

56.  Con referencia al articulo 5 de la Convencion, los miembros
del Comité desearon recibir informacién sobre el grado de representacion
indigena en el Parlamento y particularmente en los 6rganos legislativos
de las provincias con grandes concentraciones de indigenas; sobre el uso
de los idiomas indigenas en los tribunales; y sobre el nivel educacional
general de la poblacién indigena. También desearon saber si era posible
expropiar tierras para trasladar a las comunidades indigenas y si las
autoridades podian declarar ilegales y sin valor las compras injustas de
esas tierras realizadas en el pasado; preguntaron cémo se llevaban a la
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préactica los programas interculturales bilingties, en particular dadas las
dificultades mencionadas en el informe; y si era cierto que los inmigrantes
de la Reptblica de Corea tenian que pagar una gran suma a fin de tener
derecho a residir en la Argentina.

57.  Enrelacién con la aplicacién del articulo 6 de la Convencién,
los miembros del Comité desearon saber la naturaleza de los delitos por
los que se incoaba de oficio un procedimiento penal; cudl era el sistema
para incoar un procedimiento respecto de otros delitos y con cudnta
frecuencia se habfan aplicado las vias recursivas extraordinarias
mencionadas en el parrafo 66 del informe y, a ese respecto, cudles eran las
funciones respectivas de la Subsecretaria de Derechos Humanos del
Ministerio del Interior y de los tribunales ordinarios.

58.  En su respuesta a las preguntas y observaciones formuladas,
el representante del Estado informante subrayé que la Argentina habia
absorbido a personas de muchas culturas diferentes y que por esa razén el
racismo, en el sentido europeo, era desconocido. En los 10 dltimos afios el
producto del pais habia disminuido un 10%, en gran parte a causa de las
condiciones internacionales imperantes, como el creciente proteccionismo
en los mercados extranjeros y la desfavorable relacién de intercambio. Las
circunstancias econémicas podian influir en las condiciones de vida de la
poblacién en otros ambitos, pero no en los derechos humanos, ya que la
poblacién era muy consciente de los derechos y las libertades
fundamentales. Tras el periodo de gobierno militar, se habia consolidado
la democracia en lo que se referia a la libertad de palabra, la libertad de
prensa y todas las garantias especificadas en la Convencién Internacional
sobre la Eliminacion de todas las Formas de Discriminacién Racial. El
derecho a otorgar amnistia o indulto era prerrogativa personal exclusiva
del Presidente. El sistema judicial argentino era independiente y el poder
ejecutivo no podia intervenir en las actividades de los tribunales. La
institucién del ombudsman (Contralor General Comunal) existia también
en las provincias de Rio Negro y San Luis y se estudiaba la posibilidad de
introducirla en el Chubut, en el sur. Las enmiendas propuestas por el
Gobierno a la Ley No. 23.302 atn no habian sido aprobadas y, por tanto,
la Ley continuaba vigente en su forma actual. Por el Decreto No. 2347, de
17 de diciembre de 1986, se habia creado la Direccién General de la Mujer,
dentro de la Subsecretaria de Derechos Humanos en el Orden
Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. No se
disponia de informacién reciente sobre la tasa de inmigracién de las zonas
rurales a los centros urbanos.

59.  Enrelacién con el articulo 2 de la Convencién, el representante
del Estado informante indic6 que gran parte de la legislacién provincial,
sobre todo en el norte y en la regién andina, se remontaba a tiempos
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antiguos y muchas veces no habia recopilaciones. El objetivo de las
enmiendas a la Ley sobre politica indigena y apoyo a las comunidades
indigenas era proteger a las comunidades indigenas, pues se daban casos
de personas o entidades que fraudulentamente reivindicaban tierras en
nombre de comunidades indigenas que ya no existian. Las enmiendas a la
Ley No. 23.302 se adoptarian en consulta con las comunidades indigenas.

60.  Con respecto al articulo 3 de la Convencién, el representante
dijo que las relaciones diplomaticas con Sudafrica se habian roto en 1986 y
s6lo se mantenian relaciones a nivel consular. Se mantenian los vinculos
culturales y no se ponia impedimento a las relaciones entre ciudadanos
particulares de los dos paises. No habia leyes que impidieran las
inversiones ni las propiedades sudafricanas en la Argentina.

61.  Con referencia al articulo 4 de la Convencién, el representante
del Estado Parte sefialé que dedicarse a actividades de propaganda racista
era un delito que castigaba la ley. Toda incitacién a tal discriminacién o
actos de tal discriminacion en el sentido del articulo 4 de la Convencién
constitufan una violacién de la ley, en particular el Cédigo Civil y el
Codigo Penal y las leyes aprobadas para dar vigencia a las convenciones
internacionales en las que era parte la Argentina. El antisemitismo
pertenecia al pasado. Habian ocurrido incidentes aislados, pero no eran
sintomas de un fendmeno social mas amplio en la Argentina, que tenia la
mayor concentracion judia de América Latina y contaba también con
importantes comunidades drabes en el norte del pafs.

62.  Enrelacion con el articulo 5 de la Convencién, el representante
declar6 en cuanto a la representaciéon de la poblaciéon indigena en el
Parlamento que no se hacia una diferencia oficial entre los representantes
indigenas y los no indigenas, si bien habia muchos parlamentarios que
por su raza pertenecian a un grupo indigena. Aunque el espafiol era el
idioma oficial de los tribunales, la defensa de los ciudadanos que no
hablaban castellano estaba garantizada, pues se contaba con servicios de
interpretacion. El Gobierno procuraba fortalecer la posiciéon de las
diversas comunidades indigenas en lo relativo a la propiedad de la tierra.
El periodo durante el cual las tierras concedidas no se podian enajenar ni
traspasar se habia prolongado de 20 a 40 afios. Sin embargo, un problema
que persistia era la falta de catastros con los titulos de propiedad de las
tierras en zonas situadas a més de 400 kilometros de Buenos Aires. La
ensefianza era laica, gratuita y obligatoria para todos, si bien evidentemente
los alumnos que vivian en zonas muy alejadas tropezaban con
dificultadas. En general el nivel docente era elevado y la tasa de
alfabetizacion de la Argentina, del 94%, era la mas alta de América Latina.
El Gobierno era consciente de la necesidad de proteger la cultura indigena
mediante programas adecuados, como los programas bilingties, que estaban
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todavia en fase de elaboracién, y a través de los medios de difusién.
Habia programas radiofénicos especiales en algunas provincias, como La
Pampa y Misiones. Los programas bilingiies sélo se podian proporcionar
en las provincias donde vivian grandes comunidades indigenas. Un
problema actual era el de salvaguardar esos idiomas, como el guarani, el
quechua y el mapuche, que estaban desapareciendo. A ese respecto era
perenne el problema de la falta de maestros que pudieran ensefiar en
idiomas indigenas.

63.  Con respecto al articulo 6 de la Convencién, el representante
sefial6 que aunque en épocas anteriores si habia habido abusos contra la
poblacién indigena, tltimamente no se habia denunciado ningtn caso. En
el proximo informe de la Argentina se responderia a las demés preguntas.

Observaciones finales

64. Al concluir el examen del décimo informe periédico de la
Argentina, los miembros del Comité dijeron que el informe habia
aportado una contribucién positiva, ya que habfa dado una imagen
bastante completa de la situacién en lo relativo a la adopcién de
instrumentos internacionales y habia analizado las nuevas leyes
nacionales, en particular la Ley No. 23.302 sobre politica indigena y apoyo
a las comunidades indigenas y la Ley de 1988 relativa al castigo de los
actos de discriminacién basada en la raza, la religién o la nacionalidad. El
andlisis de las nuevas instituciones creadas para combatir la discriminacién,
tales como la Contraloria General Comunal y la Subsecretaria de Derechos
Humanos también habian sido interesantes. No obstante, en el informe
habia algunas lagunas. Por ejemplo, no se habia facilitado informacién
sobre las decisiones judiciales relativas a la discriminacién racial, ni se
habian proporcionado cifras sobre la medida en que las poblaciones
indigenas participaban en el Congreso, la Administracién o las instituciones
encargadas de los asuntos indigenas. Las respuestas orales dadas por el
representante de la Argentina habian sido excelentes.
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Comité para la Eliminacion de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el cuadragésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/42/18), 1987

467. En su 783a. sesién, celebrada el 5 de marzo de 1987
(CERD/C/SR.783), el Comité examiné el noveno informe periédico de la
Argentina (CERD/C/149/Add.1).
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468. Presento el informe el representante de la Argentina, que dijo
que el objetivo primordial del Gobierno democrético que tomé posesiéon
el 10 de diciembre de 1983 fue el de restaurar el imperio de la ley, asi
como el pleno respeto de los derechos humanos, después de un largo
periodo en el que la dictadura militar habfa violado flagrante y
sistematicamente los derechos humanos fundamentales. Durante el
periodo en estudio, la Argentina habfa adoptado disposiciones para
ratificar todas las convenciones internacionales de derechos humanos, que
podrian alegarse directamente ante los tribunales nacionales y los
organismos administrativos. El 30 de septiembre de 1985, el Congreso de
la Nacién aprobé la Ley No. 23.302 que tenfa por objeto permitir a las
comunidades indigenas participar en tareas de gobierno, conservar su
identidad cultural y lingtiistica y ser indemnizadas por las tierras de las
que hubieren sido despojadas. El 22 de mayo de 1986, el Gobierno
argentino decidi6é romper relaciones diplomaticas con el Gobierno racista
de Pretoria de conformidad con el articulo 3 de la Convencién. La Camara
de Diputados aprobé un proyecto de ley, que ahora estaba ante el Senado,
contrario a todo tipo de discriminaciéon o de incitacién a la misma y
compatible con el articulo 4 de la Convencién. En mayo de 1986, la
Argentina organiz6 un seminario latinoamericano contra la discriminacién
en el contexto del articulo 7 de la Convencién. El representante de la
Argentina aseguré al Comité que la Convencién se estaba aplicando en
toda la Argentina, pero no en las Islas Malvinas (Falkland) donde se
impedia a su Gobierno ejercer la soberania.

469. El Comité rindi6 tributo al Gobierno de la Argentina por la
notable labor de reparacién y saneamiento llevada a cabo con rapidez y
decisiéon después de los afos catastréficos de la dictadura militar. El
Gobierno y el Congreso de la Argentina habian logrado restaurar un
sistema democratico. Los miembros del Comité elogian el informe por su
franqueza y por su nuevo espiritu. La Argentina, que habia constituido un
caso dificil, participaba ahora activamente en la lucha contra la
discriminacién dentro y fuera del pafs. La formulacién de una legislacién
nacional y la ratificacién de los instrumentos internacionales de derechos
humanos eran convincentes medidas tendentes a constituir un fuerte
sistema de garantias destinado a mantener los derechos humanos y
constitufan una prueba de la voluntad del Gobierno de superar los
problemas heredados del pasado. El informe, oportunamente presentado,
se ajustaba a las normas rectoras del Comité (CERD/C/70/Rev.1) y venia
enriquecido con wuna valiosa informacién proporcionada por el
representante de la Argentina. Un miembro lament6 que el informe sé6lo
pudiera abarcar el territorio continental de la Argentina.

470. Algunos miembros del Comité sefialaron que el informe no
contenfa datos sobre la composiciéon demografica de la poblacion,
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solicitados en ocasiones precedentes, y formularon la esperanza de que
esa informacién se incluyera en el proximo informe periddico. Asimismo
se pidi6 informacién complementaria sobre la cifra de refugiados y
exiliados y sobre la soluciéon dada a ese problema. Algunos miembros
desearon saber en qué medida la carga de la deuda y las medidas de
austeridad impuestas por el Fondo Monetario Internacional (FMI) habian
influido en la aplicaciéon de la Convencién y de otros instrumentos de
derechos humanos en la Argentina y en particular, en qué medida
afectaba a la situacién de las poblaciones indigenas y a los sectores maés
pobres de la poblacién.

471. En relacién con el articulo 2 de la Convencién, algunos
miembros del Comité notaron con satisfaccién que el Gobierno habia
promulgado una serie de leyes en beneficio de las poblaciones indigenas y
pidieron informacién mas detallada sobre el Instituto Nacional de
Asuntos Indigenas, sobre el Registro Nacional de comunidades
aborigenes y sobre la inscripcion de nombres indigenas. Solicitaron
informacién sobre las medidas de redistribucion de tierras, a saber: qué
autoridad estarfa encargada de indemnizar a las poblaciones indigenas,
cuando se facilitarfan tierras a las poblaciones indigenas, si las
comunidades indigenas iban a ser redistribuidas, devueltas a las tierras
que eran suyas primitivamente o reasentadas donde el Gobierno estimare
que mejorarian sus condiciones de vida, si se habfan consignado partidas
presupuestarias para que las personas afectadas se ganaran la vida en las
tierras que ocuparen, y quién determinaria el precio de la tierra en caso de
expropiacién. Se pidieron aclaraciones sobre las posibilidades de
conservacién por las poblaciones indigenas de su identidad histérica y
cultural, y al mismo tiempo sobre su asimilacién en la sociedad nacional.
Se pidi6 ulterior informacién sobre las dimensiones de las comunidades
indigenas, la proporcién de la poblacién total que representaban, la
cantidad de escuelas para comunidades indigenas y el idioma en que se
impartian las ensefianzas. También se pregunté si las comunidades
estaban dispersas por todo el pais o concentradas en zonas concretas y si
los pueblos némadas y semindémadas estaban incluidos en la
denominacién de comunidades indigenas. Algunos miembros del Comité
expresaron la esperanza de que en el préoximo informe periédico de la
Argentina se incluyera informacién sobre la medida en que la politica y
las medidas del Gobierno se habian llevado a la practica, sobre la
extension de los terrenos transferidos, sobre la cantidad de indigenas que
habian recibido titulos sobre la tierra, sobre las medidas adoptadas para
fomentar la produccién agropecuaria y sobre los programas destinados a
facilitar a los indigenas el acceso a todos los niveles de la educacioén, de la
asistencia médica y de los programas gubernamentales.
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472. En lo referente a la aplicaciéon del articulo 3, algunos
miembros del Comité se congratularon de las medidas adoptadas por el
Gobierno. De todos modos expresaron la esperanza de que se
interrumpiera todo tipo de relacién con Pretoria. Algunos miembros
pidieron informacién sobre el comercio privado que ciudadanos
argentinos mantenian con Sudafrica y sobre la postura de la Argentina en
lo referente a las sanciones obligatorias y amplias. Se pregunt6 cémo
estaba facultado el funcionario consular argentino en la ciudad de El Cabo
para firmar en nombre de la Embajada clausurada en Pretoria. También se
pidi6 informacién sobre las relaciones de la Argentina con movimientos
de liberacion del Africa meridional, aparte del Congreso Nacional
Africano de Sudéfrica (ANC) y de la Organizacién Popular del Africa
Sudoriental (SWAPO).

473. En relacion con el articulo 4, los miembros del Comité
felicitaron al Gobierno por la legislacién promulgada para cumplir las
obligaciones impuestas por ese articulo. Las enmiendas al Cédigo Penal
propuestas en el proyecto de ley presentado al Congreso parecian
responder a los requisitos del articulo 4. El tinico elemento que faltaba al
parecer era la financiacién de las organizaciones racistas por personas que
no fuesen miembros de ellos. Esa financiacién se consideraba delito en el
articulo 4, pero no figuraba en el proyecto de ley. Se agradecerdn maés
detalles al respecto. También se pregunté si el antisemitismo seguia
siendo un problema en la Argentina y cémo se estaba abordando.

474. Enrelacién al articulo 6, los miembros se congratularon de la
creacién de la Subsecretaria de Derechos Humanos en el Ministerio del
Interior. Quisieron saber cémo estaba organizada, cémo funcionaba,
cuantas personas empleaba y si también tenia a su cargo a las poblaciones
indigenas. También se pregunt6 si no seria mas adecuado incluirla en el
Ministerio de Justicia. Algunos miembros quisieron saber hasta qué punto
habian tenido éxito los esfuerzos de la Subsecretaria de Derechos
Humanos por dar parte de las infracciones de los derechos humanos a las
autoridades y qué medidas se habian tomado en consecuencia.
Comprobaron con satisfaccion que el Ministerio de Educaciéon habia
repuesto a todo el personal docente despedido por motivos politicos
durante la dictadura militar y preguntaron si los funcionarios repuestos
habian sido indemnizados por los sueldos que habian dejado de percibir y
si otros ministerios habian adoptado medidas anédlogas. Se pregunto si el
articulo 5 del proyecto de ley contra la discriminacién, que establecia
indemnizacién en algunas circunstancias, era ya aplicable y hasta qué
punto eran expeditivos los tramites legales. Algunos miembros
manifestaron preocupacion por la legislacion del “punto final” y pidieron
una explicacién sobre las consecuencias reales de aplicar la prescripciéon a
los delitos contra los derechos humanos perpetrados por los militares
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durante la “guerra sucia”. Se pregunt6 si la legislacién del “punto final”
no serfa contraria al articulo 6 de la Convencién, ya que la prescripcién
que establecia podria privar a las victimas de un resarcimiento efectivo.

475. Con respecto al articulo 7 de la Convencién, se felicité al
Gobierno por el cursillo sobre derechos humanos para funcionarios,
organizado por la Subsecretaria de Derechos Humanos. Se pregunto si los
funcionarios de policia se consideraban miembros de la administracién
civil a esos efectos.

476. Referente al articulo 14 de la Convencién, algunos miembros
quisieron saber si el Gobierno estudiaba la posibilidad de formular la
declaracién prevista en ese articulo, por la que se reconoceria la competencia
del Comité para recibir y examinar comunicaciones de particulares.

477. En respuesta a los miembros del Comité, el representante de
la Argentina dijo que, segun el dltimo censo, el de 1965, la poblacién
indigena se calculaba en 150.000 almas, pero que era muy posible que
fuera el doble. Representaba el 0,64% del total de la poblacién. Los
principales grupos étnicos vivian en nueve provincias. El anterior sistema
educativo, en el que se impartia la ensefianza en espafiol a nifios que no
entendian ese idioma, contribuy6 a marginar atin mas a las poblaciones
indigenas. Esa nueva legislaciéon tendria por objeto poner remedio a esa
situaciéon. Se realizaban esfuerzos para fomentar la educacién y la cultura
indigena, haciendo hincapié en los aspectos indigenas, en el empleo de
maestros indigenas y en la ensefianza en lenguas indigenas. Informé6 al
Comité de que en el nuevo proyecto de ley sobre comunidades indigenas
se preveia la concesién de tierras a los indigenas en las zonas donde
vivieren. No serian trasladados a otras zonas; las tierras estarian situadas
en el lugar donde vivieren o en su proximidad y serian adecuadas para la
explotacion. Explicé que la integracion de los indigenas en la sociedad en
pie de igualdad significaba la eliminacién de la opresién y de la
marginacién y la concesién de igualdad de oportunidades. La nueva Ley
No. 23.162 por la que se autorizaba la inscripcién de nombres indigenas
en el registro, colmaba una laguna legislativa. El funcionamiento del
nuevo Instituto Nacional de Asuntos Indigenas, propuesto por un nuevo
proyecto de ley, quedaria determinado por el Ejecutivo y tendria la
misma competencia pero no los mismos inconvenientes burocraticos del
anterior Instituto al que iba a sustituir. De conformidad con las
disposiciones pertinentes de este proyecto de ley, las autoridades
practicarian un censo de las poblaciones indigenas con objeto de recabar
los datos requeridos como base para esa ley. Confiaba en que se
aportarian los datos adecuados en el préoximo informe periddico.

478. Con respecto a la deuda externa, el representante dijo que,
aunque la Argentina podia restablecer los derechos civiles y politicos, le
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era evidentemente dificil garantizar el ejercicio de los derechos econémicos,
sociales y culturales en una situacién en que un injusto sistema econémico
internacional ocasionaba deudas abrumadoras porque los intereses de
esas deudas eran superiores a la balanza comercial.

479. Con referencia a las preguntas sobre Sudafrica y Namibia,
hizo saber al Comité que, ademds de la informacién facilitada en el
informe y a la ruptura de las relaciones diplomaticas con Sudaéfrica, la
Argentina habia votado a favor de todas las resoluciones de las Naciones
Unidas sobre Sudéfrica y Namibia, incluida una resolucién del Consejo de
Seguridad patrocinada por la delegacién de su pais.

480. Indicé que las observaciones formuladas por los miembros
del Comité con relacién al proyecto de ley contra la discriminacion,
acorde con lo dispuesto en el articulo 4 de la Convencion, se transmitirian
a las autoridades competentes. Afadié que el Comité habia efectuado una
contribucién valiosa y que el resumen del debate se transmitirfa al
Congreso junto con las recomendaciones referentes a la declaraciéon en
virtud del articulo 14 de la Convencion.

481. Se habian adoptado una serie de normas sobre el tema de las
reparaciones legales en cuya virtud el derecho internacional se
incorporaba al derecho interno argentino. Argentina se habia adherido de
hecho a casi todas las convenciones internacionales relativas a refugiados,
ya que deseaba modificar su legislacién interna de modo que el derecho
de asilo se aplicase a todos los refugiados. La ley anterior suponia que
s6lo los nazis podian solicitar asilo, ya que ese derecho se aplicaba
Unicamente a los pueblos derrotados en guerra. En 1984, el Congreso
promulgé una ley revocando esa reserva.

482. La Subsecretaria de Derechos Humanos, que sustituy6 a la
Comisién Nacional sobre la Desaparicion de Personas, tenia a su cargo la
continuacion de la labor de esa Comisién, aportando pruebas y llevando a
los culpables a los tribunales. No incumbia s6lo al Ministerio de Justicia el
tema de las personas desaparecidas. Otros departamentos iban a
intervenir y se organizaron cursillos para funcionarios sobre la
legislacion, los derechos humanos y otros temas pertinentes. Con relacién
a la reposiciéon de maestros y antiguos funcionarios, dijo el orador que
todos los ministerios trataban de indemnizar adecuadamente y cada uno
tenia una lista de solicitudes de ex funcionarios que habian regresado del
extranjero. Muchos, por supuesto, habfan desaparecido.

483. En cuanto al castigo de los delitos perpetrados bajo la
dictadura militar, que tuvieron por resultado la desapariciéon de miles de
personas, menciond la revocacién de la ley promulgada por el anterior
Gobierno indultandose a si mismo, y el juicio espectacular del ex
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Presidente militar, condenado a cadena perpetua. El hecho de que el
Parlamento hubiera aprobado una ley que fijaba un término para esos
procedimientos penales no significa que todos los criminales fueran a
quedar protegidos. Habia amplias pruebas y los juicios proseguirian hasta
que se demostrase la culpabilidad.

484. Por ultimo, en relacién con el territorio sobre el que
Argentina ejercia su autoridad, recordé que su Gobierno siempre habia
impugnado los esfuerzos del Reino Unido por extender la aplicacién de
cualquier convencioén a las Islas Malvinas (Falkland). Afadié que en el
caso de los territorios no auténomos, el Comité no era competente para
recibir informacién directamente de los Estados partes en la Convenciéon
acerca de esos territorios y cité las disposiciones del articulo 15 de la
Convencioén y la resolucién 1514 (XV) de la Asamblea General.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/39/18), 1984

438. El Comité examiné el octavo informe periédico de la
Argentina (CERD/C/118/Add. 1 y Add.16) junto con la declaracion
introductoria hecha por la representante del Estado informante, la cual
sefial6 que el informe se habia preparado sobre la base de material
informativo procedente de las autoridades de facto que ocupaban el
poder antes del 10 de diciembre de 1983. El nuevo Gobierno estaba
dedicado a la ardua labor de reconstruir el pais a fin de que pudiera
superar la profunda crisis politica, social y moral prevaleciente. La
representante declar6 también que el Gobierno estaba prestando atencién
especial a la situacion de las comunidades indigenas y habia adoptado
diversas medidas, incluido un programa de emergencia, para que se
pudieran asentar en sus propias tierras y bajo su propia organizacion.
Ademas, la representante inform6é al Comité sobre otras medidas
politicas, juridicas y socioeconémicas tomadas para aplicar la
Convencioén, refirmar el respeto a las personas y ayudar a los sectores de
la poblacién de bajo nivel de ingresos.

439. El Comité felicité a la representante de la Argentina por la
amplia y completa informacién que habia proporcionado, especialmente
acerca de la cuestion de la poblacion indigena, y tomé nota con interés de
los esfuerzos considerables que estaba haciendo el Gobierno de la Argentina
para establecer un sistema en el cual todos gozaran de la igualdad de
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derechos con el debido respeto a la unidad nacional. Los miembros tenian
gran interés en poder cooperar mas estrechamente con el Gobierno de la
Argentina y expresaron la esperanza de que el siguiente informe
periédico fuera ain mas sustantivo.

440. Los miembros del Comité elogiaron el enfoque humanitario
del nuevo Gobierno, encaminado a lograr el mejoramiento rapido de las
condiciones de la poblacién indigena de conformidad con el parrafo 4 del
articulo 1 y el parrafo 2 del articulo 2 de la Convenciéon. No obstante,
algunos miembros pidieron que se proporcionara mas informacién sobre
los grupos étnicos del pais y que se diera una imagen completa de la
composicién demografica de la nacién a fin de averiguar si la situacién de
determinados grupos habfa mejorado o empeorado. Los miembros
preguntaron si habfa mejorado el acceso de los sectores vulnerables de la
poblacion a los cargos publicos a nivel de distrito y niveles superiores, y
en caso afirmativo, hasta qué punto; preguntaron también si esos sectores
vulnerables estaban limitados a actividades tradicionales como la
artesania y la agricultura de subsistencia, o si estaban en condiciones de
incorporarse sin limitaciéon alguna a la vida del pafs gracias a la
educacién; y si en las leyes sobre el matrimonio habia disposiciones
concretas aplicables a los grupos indigenas. Se pidié informacién
adicional sobre la estrategia del nuevo Gobierno acerca de las minorias
nacionales, especialmente sobre las reservas para grupos indigenas, y se
pregunto si el Gobierno proyectaba mantener esas reservas, o si trataria
de suprimirlas de modo que sus habitantes pudieran vivir como los
demas ciudadanos.

441. Se invit6 al Gobierno a que en el préximo informe informara
al Comité acerca de las esferas concretas en las cuales se asignaba a los
extranjeros una funcién en la explotaciéon de los recursos nacionales, y
sobre la forma en que la explotacién de los recursos nacionales por los
extranjeros afectaba a los terrenos y los recursos de los grupos indigenas.

442. Se pidié informaciéon adicional sobre la posicién del
Gobierno de la Argentina respecto de las Islas Malvinas (Falkland), y
especialmente si diferia de la del régimen anterior.

443. Respecto del articulo 3, el Comité acogié con beneplacito el
hecho de que la Argentina hubiera mantenido su decisién de no conceder
visados a los representantes de organizaciones deportivas sudafricanas, y
de que hubieran cesado los vuelos de la linea aérea nacional argentina a
Sudafrica. Se expresd la esperanza de que el nuevo Gobierno siguiera
avanzando en esa direccién, a fin de cumplir plenamente las muchas
resoluciones de la Asamblea General sobre el tema.
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444. En relacion con el articulo 4, los miembros del Comité
esperaban con interés recibir en el siguiente informe periédico
informacién sobre el resultado del examen del alcance de las medidas
concretas mencionadas en ese articulo que habia hecho en diciembre de
1983 el Congreso de la Nacion.

445. En cuanto a la aplicacién del articulo 5, el Comité pidi6
informacién sobre las cuestiones planteadas durante el examen del
séptimo informe periédico acerca del derecho a la libertad de conciencia y
de religién, la libertad de pensamiento y la libertad de opinién y de
expresion, y también sobre las medidas que el Gobierno podia adoptar en
caso de que los establecimientos docentes privados, que debian aplicar las
normas del sistema oficial de educacién, aplicaran procedimientos
discriminatorios. Un miembro pidié informacién sobre la cuestién de los
desaparecidos.

446. Respecto del articulo 6, los miembros recordaron que,
durante su examen del séptimo informe periédico de la Argentina, el
comité habia pedido informacién sobre las medidas para contrarrestar los
actos gubernamentales de discriminaciéon racial. A ese respecto, se
pregunto si se habia logrado o se esperaba algtin progreso en relacién con
la situacion existente al momento del examen del séptimo informe, y si se
estaban tomando medidas para informar a las personas en posicion
vulnerable sobre sus derechos y los recursos disponibles.

447. En respuesta a las preguntas hechas por los miembros del
Comité, la representante declar6 que la politica del Gobierno era
garantizar la participacion plena de las comunidades indigenas en todos
los planes y programas destinados a ellas, que el Gobierno era totalmente
consciente de que la poblacién indigena tenia un derecho histérico a
recibir compensacién y que ésta se basarfa en la concesiéon de derechos de
propiedad de tierras a los grupos indigenas. Ya se habia celebrado una
reunioén preparatoria para una reunién nacional sobre politica indigena
que se celebraria pronto y en la cual debian estar plena y efectivamente
representadas todas las comunidades. La representante dijo también que
su Gobierno se daba cuenta de la necesidad de obtener y analizar datos
demograficos, y que el proyecto de ley previsto con ese fin contendria una
seccién relativa al registro de las personas pertenecientes a comunidades
indigenas. La representante aseguré al Comité que el objetivo de la
politica educacional de su Gobierno para las comunidades indigenas era
garantizar su integraciéon en la vida nacional preservando al mismo
tiempo estrictamente su identidad mediante la ensefianza de los idiomas
indigenas y programas de ensefianza especiales. No se pretendia en modo
alguno incorporarlas completamente a la vida nacional, con la
consiguiente desaparicién de la cultura indigena.
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448. Enrespuesta a la pregunta relativa a la politica de la Argentina
respecto de las Islas Malvinas (Falkland), la representante declar6 que una
de las bases principales de la politica de su Gobierno era la defensa de su
soberania nacional y que no habia duda alguna acerca de sus derechos
soberanos legitimos sobre las Islas Malvinas (Falkland), las Islas Georgia del
Sur y las Islas Sandwich del Sur. Al mismo tiempo, el Gobierno de la
Argentina apoyaba el principio del arreglo pacifico de las controversias
internacionales y hacia totalmente suya la resolucién 38/12 de la Asamblea
General. Deseoso de celebrar negociaciones para lograr la paz, el Gobierno
de la Argentina habia enviado representantes, por invitacién del Gobierno
de Suiza, a una reunién celebrada en Berna el 18 y 19 de julio de 1984.
Por desgracia, el Gobierno del Reino Unido no habia estado dispuesto a
negociar en esa reunién sobre la soberania de las Islas Malvinas (Falkland).
No obstante, la representante aseguré al Comité que su Gobierno seguiria
utilizando todos los medios pacificos de solucién hasta que se reconocieran
sus derechos legitimos a las Islas Malvinas (Falkland).

449. En cuanto al articulo 3, la representante dijo que la Argentina
siempre habia condenado el apartheid y habia estado a favor de la libre
determinacién del pueblo de Namibia. Habian cesado los vuelos de la
linea aérea nacional argentina a Sudafrica y el Gobierno seguiria
negandose a conceder visados a los atletas sudafricanos.

450. Respecto de las disposiciones del articulo 4, la representante
sefial6 que en cuanto se promulgara la ley se enviaria el texto de la misma
a los miembros del Comité para que la estudiaran y pudieran comprobar
que cubria todos los aspectos de dicho articulo.

451. En cuanto a las preguntas sobre el derecho a la educacién, en
los planes de estudio de las escuelas privadas mencionadas en el informe
no habia en absoluto elementos que pudieran conducir a la
discriminacién racial. Esas escuelas estaban subvencionadas por el
Gobierno y sus programas debian ser aprobados por el Ministerio de
Educacién, que no aceptaria nunca la inclusién de tales elementos.

452. Respondiendo a otra pregunta, la representante indicé que el
Comité conocia bien el problema de los desaparecidos. Por desgracia,
muchos de esos desaparecidos eran refugiados de paises vecinos que
habian sufrido la represion de las autoridades militares; no obstante, el
Gobierno se estaba esforzando al maximo por encontrar una solucién al
problema. El Gobierno habia adoptado también muchas medidas
concretas para el retorno de los exiliados argentinos. Se habia establecido
una comisién nacional para el retorno de los exiliados y se habia firmado
un acuerdo con el ACNUR y el Comité Intergubernamental para las
Migraciones (CIM), y su resultado habia sido la iniciacién de un
programa de repatriacién de refugiados argentinos.
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453. La representante de la Argentina asegur6é por ultimo al
Comité que su Gobierno estaria dispuesto a proporcionar informacién
mas amplia, adn antes de la fecha en que debia presentar su préximo
informe periédico.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/37/18), 1982

296. El séptimo informe periddico de la Argentina
(CERD/C/91/Add.8) fue presentado por el representante del Estado
informante quien declar6, en especial, que el informe se habia preparado
para reflejar el progreso social y juridico conseguido en los dltimos dos
afios, a fin de que sirvieran de complemento a la informacién
suministrada en informes anteriores y respondan a las preocupaciones
expresadas por los miembros del Comité durante su examen del sexto
informe periédico. En el informe figuraba informacion detallada acerca de
la situacién de las comunidades aborigenes, asunto que habia sido objeto
de la mayoria de los comentarios de los miembros. En respuesta a las
preguntas relacionadas con la existencia de asociaciones multirraciales o
integracionistas en la Argentina, el representante declar6 que existian
muchas de esas organizaciones y, como ejemplo, ley6 una lista de unas 40
organizaciones civicas, fraternas, culturales y de otro tipo. Declaré que el
odio racial y religioso constituia una circunstancia agravante de los
delitos contra la persona y contra la libertad, segin el Codigo Penal
argentino. Aunque no se habia presentado ningtn caso de discriminacién
racial, la Corte Suprema habia recientemente pronunciado un fallo
anulando un acto administrativo por ser discriminatorio. El caso, que
afectaba los derechos religiosos y educacionales de un extranjero,
ilustraba por analogia los recursos de que disponian todos los habitantes
para la aplicacion de sus derechos.

297. El Comité elogi6 al Gobierno argentino por el informe
amplio y detallado que habia presentado. Con respecto a la politica
seguida por el Gobierno hacia las poblaciones autdctonas, se hizo
referencia a la historia de la Argentina como pais de asentamiento de
inmigrantes procedentes de Europa occidental y central, lo que habia
tenido como resultado en el desplazamiento de las poblaciones
autdctonas. Se elogié al Gobierno por su programa de distribucion de
tierras a las poblaciones autéctonas, aunque se sefialaron los problemas
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planteados por la existencia de latifundios y por el tamafo del territorio
nacional y su estructura federal. Algunos de los miembros observaron
que, aunque el informe abundaba en detalles acerca de las diversas
regiones, era dificil entender la situacion juridica y constitucional precisa
de las poblaciones autéctonas y cudles eran sus derechos, especialmente
en vista de su agrupacion en reservas. Asimismo, se hicieron preguntas
referentes a la situacién socioeconémica de esos grupos, su desarrollo
cultural y lingiiistico y su participaciéon en todos los niveles de la vida
politica y publica en la Argentina. También se solicité informacién acerca
de la composiciéon y funcionamiento de los érganos gubernamentales
establecidos para tratar del problema, y el grado de participacién de las
poblaciones autdctonas en la adopcién de decisiones, asi como acerca de
los resultados de las medidas tomadas. Se invit6é al Gobierno argentino a
que incluyera esa informacién en su préximo informe al Comité.

298. En relacién con el articulo 3, se expresé satisfaccién por las
medidas ya adoptadas contra el apartheid. Se solicité6 informacién
adicional sobre las relaciones diplomaéticas, econémicas y de otro tipo que
aun existian entre la Argentina y Sudéfrica.

299. En relacion con el articulo 4, varios de los miembros
observaron que las disposiciones del Cédigo Penal, mencionadas en el
informe, no satisfacian las obligaciones establecidas en dicho articulo. Se
sefial6 que el articulo 4 requeria la promulgacién de leyes concretas por
los Estados partes, en las que se declarara como delito punible por ley la
difusién de ideas basadas en la superioridad o el odio raciales, la
incitacién a la discriminacién racial y los actos de violencia racial y en las
que se prohibieran, ademads, las organizaciones y actividades que
fomentaran la discriminacién racial. Por consiguiente, eran inadecuadas
las leyes que declaraban simplemente que el odio racial constitufa una
circunstancia agravante para otro tipo de delitos. El Comité expres6 la
esperanza de que la comisién gubernamental que trabajaba en una
reforma del Cédigo Penal recomendara la adopcién de leyes apropiadas
para satisfacer las obligaciones asumidas por la Argentina de
conformidad con el articulo 4 de la Convencién. Se invité al Gobierno a
que informara al Comité en su préximo informe acerca de las medidas
tomadas en ese sentido.

300. Con respecto al articulo 5, los miembros sefalaron que en la
seccién pertinente del informe se hacia referencia principalmente a las
disposiciones constitucionales y solicitaron informacién sobre
cualesquiera disposiciones legislativas concretas en aplicacién de los
derechos de libertad de pensamiento, conciencia y religion, libertad de
opinién y de expresion y libertad de reunirse pacificamente.
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301. Asimismo, se solicité informacién con respecto al articulo
6 en relacién con los recursos disponibles contra actos gubernamentales.
Se recordé que, cuando el Comité examiné el sexto informe de la
Argentina, el representante habia declarado que no existian recursos
especiales y que no eran necesarios. Sin embargo, en el séptimo informe
se hizo mencién de recursos contra el arresto y el encarcelamiento. Se
pregunté de qué recursos disponian las victimas de cualquier tipo de
discriminacién racial que no llevara aparejada el arresto.

302. También se solicité informacién adicional en relacién con la
aplicacién del articulo 7, en especial sobre si habia algtn tipo de
educacioén civica en las escuelas primarias en beneficio de la mayoria de
los nifios que no proseguian sus estudios en las escuelas secundarias.

303. El representante argentino declar6 que era imposible
responder en ese momento a todas las preguntas planteadas acerca del
informe, que habia sido preparado por una comisién interministerial. Sin
embargo, las solicitudes de informacién serian transmitidas al Gobierno
argentino con indicaciones del deseo del Comité de que se introdujeran
una mayor concisiéon asi como una descripcién de tipo general, en los
informes futuros. Refiriéndose a la politica de su Gobierno hacia las
poblaciones autéctonas, el representante sefialé que era muy dificil
promover el desarrollo sin integraciéon y que siempre existia el peligro de
segregar a las personas bajo el pretexto de la autonomia. Indicé que las
reservas indigenas no eran ghettos o prisiones sino lugares de explotaciéon
agricola provistos de servicios para desarrollar sus posibilidades. La gente
de las reservas podia asistir a la escuela en cualquier parte del pais y tenia
el mismo derecho a viajar que cualquier otra persona. En cuanto a la
preocupacion expresada acerca de la participacién de las poblaciones
autdctonas en los proyectos de desarrollo que les concernian, se habian
hecho progresos notables, como lo demostraba la formacién de
asociaciones de comunidades y grupos y la participacién de sus dirigentes
naturales (jefes, alcaldes, maestros, etc.) en las diferentes etapas de las
actividades de los proyectos. Junto con la situacién de los grupos
autdctonos, las corrientes migratorias habian retenido la atencién de las
autoridades argentinas desde hacfa mucho tiempo. La Argentina acogia
en la actualidad a 5.000 familias laosianas, ademas de a otras
nacionalidades. El representante de Argentina aseguré también al Comité
que las minorfas disfrutaban de los mismos derechos que los demés
ciudadanos de la Argentina de conformidad con los articulos 14 y 15 de la
Constitucion. Con respecto al articulo 3, declar6 que la Argentina no
solamente condenaba el apartheid sino que habia prohibido las
actividades deportivas o culturales con Sudafrica y habfa reducido sus
vinculos diplomaticos a nivel de agregado comercial.
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304. En respuesta a las observaciones formuladas sobre la
aplicaciéon del articulo 4 de la Convencién, el representante declaré que
los acuerdos internacionales tenian fuerza de ley suprema en la Argentina
de conformidad con el articulo 31 de la Constitucion. Como en la
Convenciéon no se fijaban sanciones por infraccién, se aplicaban las
disposiciones pertinentes de la legislacién nacional, tal como se describia
en el informe. En cuanto al fomento de nociones de superioridad racial,
habia varias medidas que prohibian la publicacién de propaganda racista
y disposiciones concretas para hacer frente a determinadas situaciones. En
relacién al articulo 5, declaré que desde 1853, la legislacion argentina
habia incorporado, en todas sus leyes y jurisprudencia disposiciones que
expresaban el principio de la igualdad, de conformidad con los incisos
vii), viii) y ix) del apartado d) del articulo 5 de la Convencién. Respecto a
la preocupacién expresada en cuanto a los recursos juridicos de que
disponfan las victimas de discriminacién, en relacién con el articulo
6, declaré que en el caso judicial ya descrito se demostraba que se habian
cumplido los requisitos de dicho articulo y que todos los habitantes,
incluidos los extranjeros y las minorfas, tenian igual acceso a los
tribunales para obtener una reparacion.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo quinto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/35/18), 1980

268. El sexto informe periédico de la  Argentina
(CERD/C/66/Add.6) fue presentado por la representante del Estado
informante, quien sefial6 que el informe se referia en particular a tres
asuntos que previamente habfan atraido la atencién del Comité las
medidas especiales adoptadas por el Gobierno argentino respecto de la
poblacion indigena que vive en el pais, las novedades acerca de la
aplicacion del articulo 4 de la Convencién con especial referencia a la
reforma del Cédigo Penal argentino y las medidas relativas al problema
de los trabajadores migrantes o de temporada.

269. El Comité elogié al Gobierno de la Argentina por su informe,
que mostraba que el Gobierno seguia tratando de cooperar con el Comité,
y tomd nota con especial interés de la informacién que en él se
proporcionaba sobre muchas medidas précticas y programas relativos a la
situacioén real y los derechos de los diversos grupos étnicos del pais. Sin
embargo, algunos miembros del Comité consideraron que en el informe
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faltaba un resumen en que se diera un panorama general de los resultados
de las diversas medidas adoptadas por el Gobierno y, a este respecto,
expresaron el deseo de disponer de una visién global del efecto de esas
medidas gubernamentales, asi como una descripcién de todos los grupos
indigenas, designados por su nombre étnico, en que se dieran detalles de
su tamafio y ubicacién. En particular se pregunt6 si se podia disponer de
informacién mas concreta, como el ingreso medio per capita, la tasa de
alfabetizacion, la tasa de mortalidad y la esperanza media de vida de los
pueblos indigenas para que el Comité pudiera evaluar los progresos
realizados por el Gobierno en la tarea de asistir a esos pueblos. También
se observé que, si bien en diversas constituciones provinciales habia
disposiciones relativas a la situacién y los derechos de los diversos grupos
étnicos, el informe no contenia informacién sobre disposiciones similares
que se aplicaran en el plano nacional y, a este respecto, se pregunto si los
representantes de los grupos étnicos podian participar en los niveles
nacional o local en la formulacién de las politicas que afectaban su vida y
su trabajo y si habia cierto grado de autonomia, gobierno propio u otro
mecanismo para tratar los problemas internos en el plano local
En relacién con el articulo 71 de la Constituciéon de la Provincia de
Chubut, que se refiere a la legislacién especial que se dictarfa para defensa
del aborigen, un miembro pregunt6 si de hecho se habia promulgado esa
legislacion.

270. Refiriéndose, en particular, a la informacién proporcionada
por el Gobierno de la Argentina sobre la aplicacién del parrafo 2 del
articulo 2 de la Convencién, algunos miembros del Comité observaron
que en las actividades de la Coordinacién de Area de Promocién
Comunitaria se daba prioridad a las comunidades aborigenes y a las
asentadas en las zonas de frontera y preguntaron si habia normas y
disposiciones que guiaran a las autoridades en la asignaciéon de
prioridades o si la cuestion quedaba a discrecién de las autoridades
competentes, si habia algtn tipo de participacion de las personas
directamente interesadas en el trabajo de la Coordinacién de Area y si los
proyectos del Sector de Asuntos Indigenas tramitados en 1979 debian
considerarse proyectos aislados. Observando que uno de los objetivos de
la creaciéon de fuentes primarias de trabajo consistia en evitar el éxodo de
la poblacién en busca de mejores oportunidades laborales, se pregunt6 si
habia alguna ley que prohibiera que una persona o un grupo de personas
emigrara de una zona si asi lo deseaba. Los miembros del Comité también
se refirieron a la informacion relativa a la legislaciéon que regula el sistema
de tenencia de la tierra y las disposiciones de las distintas provincias. A
este respecto, se observd que se habfa intentado garantizar a las
poblaciones indigenas de la Argentina la propiedad de la tierra que
ocupaban y se preguntd si ese intento habia tenido éxito; ademads, se
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observé que existian diferencias en las leyes relativas a la propiedad de la
tierra de las diversas provincias y se pidieron aclaraciones respecto de los
criterios en que se basaban esas diferencias legislativas, la posibilidad de
que los aborigenes tuvieran derecho a las regalias derivadas de la
explotaciéon de minerales de tercera categoria encontrados en las reservas
y la politica de Gobierno en cuanto a la cantidad de tierra concedida a
cada persona. A este respecto, se pidié informacién sobre el ntimero de
reservas que existian en la Argentina y su poblaciéon total. Algunos
miembros del Comité también destacaron la importancia de proteger las
culturas y lenguas de los grupos étnicos que viven en la Argentina y
preguntaron si habia organizaciones culturales o de otro tipo para los
distintos grupos étnicos.

271. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, se pidi6
informacioén sobre las relaciones entre la Argentina y el régimen racista de
Sudéfrica.

272. El Comité consideré que las disposiciones de los Cédigos
Civil y Penal de la Argentina a que se hacia referencia en el informe no
satisfacfan los requisitos del articulo 4 de la Convencién, en particular del
parrafo b) de este articulo y expresé la esperanza de que la Comisién
establecida para reformar el Cédigo Penal tuviera plenamente en cuenta
los requisitos de la Convencién antes de terminar su labor. Algunos
miembros preguntaron, en particular, si habfa en el Coédigo Penal
disposiciones que protegieran a los grupos étnicos, cudl era el significado
de la expresion “asociacion ilicita” empleada en el articulo 210 del Cédigo
Penal existente y si el nuevo Cddigo Penal proporcionaria una nueva
definicién.

273. En relaciéon con el articulo 5 de la Convencién, algunos
miembros del Comité pidieron mayor informacién sobre las condiciones
de trabajo de los trabajadores de temporada y los trabajadores migratorios
no calificados, en particular datos estadisticos, desglosados por zonas y
regiones, que permitieran ver en qué medida sus salarios habian
registrado aumentos que los elevaran a los niveles prevalecientes en el
pais. Se pregunté si habia alguna ley que prohibiera a las personas
abandonar una regién para buscar mejores oportunidades de trabajo.
Algunos miembros también preguntaron si en la Argentina habia
disposiciones legales relativas al enjuiciamiento en caso de violacién de la
ley N° 22.105 de 15 de noviembre de 1979 sobre Asociaciones Gremiales,
en particular de su articulo 7 relativo a la discriminacién en su
constitucién, y cudl era el significado y el objetivo del articulo que
disponia que “los sindicatos no podran constituirse en razén de ideologias
politicas”. Ademads, se pidi6 informacién sobre las responsabilidades del
Gobierno y los empleadores en lo que se refiere a asegurar condiciones de
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vida adecuadas, servicios bdasicos y bienestar a los trabajadores
migratorios y lo que ocurrfa en la practica a ese respecto; sobre la
observaciéon en la Argentina del Convenio de la OIT relativo a los
trabajadores migrantes y sobre las garantias relativas al derecho de acceso
a los lugares y servicios destinados al uso ptblico de conformidad con el
parrafo f) del articulo 5 de la Convencion.

274. Con respecto al articulo 6 de la Convencién, algunos
miembros del Comité preguntaron si se habia establecido algtn
mecanismo o recurso para las posibles victimas de la discriminacién
racial. También se observé que parecia que en el plano administrativo, en
la Argentina, una victima de discriminacién por parte de un organismo
oficial no tenia medios expeditivos de salvaguardar sus derechos.

275. El Comité tomdé nota con interés de la informacién
proporcionada por el Gobierno argentino sobre las medidas adoptadas
para aplicar el articulo 7 de la Convencién. Sin embargo, pidié mayores
detalles, en particular, en relacién con los programas escolares, las
medidas para difundir informacién en las escuelas sobre los males del
apartheid y las medidas para ensefiar la tolerancia y promover el
reconocimiento de la existencia y los valores de otras religiones a fin de
liberalizar las actitudes respecto de los no cristianos.

276. La representante de la Argentina, respondiendo a preguntas
planteadas por miembros del Comité se refiri6 a la informacién ya
proporcionada en los informes de su Gobierno y explicé que la poblacién
de su pais incluia muchas personas de ascendencia mixta y que su
Gobierno no podia proporcionar cifras exactas sobre la cantidad de
indigenas. También explicé que los proyectos destinados a promover el
desarrollo integrado de las comunidades indigenas diferfan
considerablemente de una provincia, a otra segin las necesidades de los
diversos grupos indigenas, y proporcioné detalles sobre los criterios que
rigen la distribucién de la tierra. Ademas, la representante dijo que, aun
cuando cada provincia tenia su propia politica, habia coordinacién a nivel
nacional para asegurar que se respetaran ciertas normas en los resultados
obtenidos.

277. En cuanto a las relaciones con Sudafrica, la representante
destacéd los compromisos internacionales adquiridos por la Argentina
contra la politica del apartheid y, en lo que se refiere a las medidas para la
aplicacion del articulo 4 de la Convencién, dio mayor informacién sobre
la aplicacién de las disposiciones penales existentes y sobre los trabajos
pertinentes de la Comisién establecida podra reformar el Cédigo Penal
argentino que, segtn dijo, trataria de los actos de violencia motivados por
el odio racial.
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278. Refiriéndose a algunas de las preguntas planteadas en
relacion con el articulo 5 de la Convencién, la representante explicé que el
objetivo del articulo 7 de la Ley N° 22.105 sobre Asociaciones Gremiales
era asegurar que no se impidiera a nadie ingresar a un sindicato en razén
de su pertenencia a un partido politico o sus convicciones politicas y
prohibir el establecimiento de sindicatos que estuvieran abiertos
exclusivamente a quienes suscribieran a la misma ideologfa politica.
También dijo que el derecho de acceso a los lugares y servicios destinados
al uso publico estaba plenamente protegido en la Argentina.

279. En lo que respecta a los recursos de que disponian las
victimas de la discriminacién racial, la representante declar6 que, lo
mismo que las victimas de cualquier delito, podian entablar demandas
judiciales, aunque no se habia establecido ningtin mecanismo juridico en
relaciéon con el articulo 6 de la Convencién. El hecho de que hasta el
momento no se hubieran interpuesto ante los tribunales demandas por
discriminacién racial tal vez podria explicarse por la eficacia con que los
mecanismos sociales del pais controlaban el prejuicio racial e inhibian la
violencia racial.

280. Con referencia al articulo 7, la representante proporcioné
algunos detalles relativos a la ensefianza de la tolerancia religiosa y racial
en las escuelas primarias y aseguré a los miembros del Comité de que su
Gobierno procuraria proporcionar la informacién solicitada en el
siguiente informe periédico. En lo que respecta a la situaciéon de los
trabajadores migratorios, sefalé que, la solicitud del Comité, se habia
proporcionado informacién detallada en los anexos del informe de la
Argentina, los cuales, sin embargo, no se habian traducido.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo tercer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/33/18), 1978

244. El Comité examind el quinto informe periédico de la
Argentina junto con la declaracién introductoria formulada por la
representante del Estado informante, que complement6 y actualizé la
informacion proporcionada en el informe.

245. Con referencia al articulo 31 de la Constitucién argentina se
pregunto si un tratado, al entrar en vigor, derogaba automaticamente las leyes
que no eran compatibles con €|, o si para ello se requeria legislacién especial.
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246. Durante su examen del informe, el Comité presté mucha
atencion a la informacién sobre la poblacién “aborigen” y a las medidas
adoptadas por el Gobierno en relacién con ella. Algunos miembros
expresaron dudas acerca de la propiedad del término “aborigen”, que no
fueron compartidas por los demas. Se pidi6 el texto de las directrices
relacionadas con el desarrollo de las comunidades aborigenes, asi como
informaciones adicionales sobre su aplicacion. Se recalc6 que la politica de
“integraciéon voluntaria” debfa aplicarse en forma gradual a fin de
asegurar que las comunidades “aborigenes” mantuvieran su identidad
cultural y que su objetivo debia consistir en lograr el desarrollo
econémico y social de esos grupos étnicos, permitiéndoles al mismo
tiempo conservar sus caracteristicas culturales. Se pregunté a la
representante de la Argentina si las caracteristicas de los “aborigenes”
enumeradas en el informe se consideraban requisitos indispensables para
que dichos grupos gozaran de los beneficios de las medidas especiales
adoptadas a su favor; cudles eran las instituciones responsables de aplicar
esas medidas, y cudles eran sus fuentes de financiacién; y si la ignorancia
del idioma espariol constituia un impedimento para que un “aborigen”
pudiera votar y participar en la administracién publica local de las
regiones en que se hablaba su dialecto.

247. Larepresentante de la Argentina aseguré al Comité que en el
proximo informe periédico su Gobierno proporcionaria informacién
adicional y las aclaraciones solicitadas respecto de la legislaciéon y
reglamentaciones en vigor. Afirmé que se hacfan grandes esfuerzos por
conservar la cultura indigena, incluidas sus artesanfas. Habia organismos
oficiales, como el Fondo Nacional de las Artes, y organismos provinciales
y privados que se ocupaban de mantener esa cultura. Ademaés el Gobierno
procuraba mejorar el nivel de vida de las comunidades “aborigenes”, a
pesar de las dificultades para alcanzar esos grupos, que suelen ser
némadas y “no estdin compuestos exclusivamente de indigenas”.
El organismo competente era la Secretaria de Estado de Promocién y
Asistencia Social, que no se ocupaba exclusivamente de las comunidades
“aborigenes”, sino también del resto de la poblacién, en especial de los
grupos mds desfavorecidos. Sefial6é asimismo que el desconocimiento del
idioma espafiol constitufa un problema grave, ya que las lenguas
autdctonas eran s6lo orales y carecfan de escritura, de manera que cuando
los “aborigenes” aprendian a leer y a escribir no podian aplicar esos
conocimientos a su propia lengua. El derecho al voto era universal y sin
excepciones; pero para ser funcionario publico se requeria necesariamente
saber leer y escribir.

248. El Comité tom6 nota de la informacién proporcionada por la
representante de la Argentina en su declaracién introductoria en el
sentido de que se habia establecido una comisién, presidida por un
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ex-miembro del Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial,
para que preparara una reforma del Cédigo Penal y de que dicha
comisién estaba considerando un texto inspirado en el articulo 4 de la
Convencion y se esperaba que lo terminara a tiempo para incluirlo en el
siguiente informe de la Argentina. Un miembro del Comité, refiriéndose
al articulo 80 del Cédigo Penal argentino, observé que sélo parecia referirse al
caso de homicidio y no incluia los actos de violencia o la incitacién a cometer
tales actos contra un grupo de personas, tal como se estipula en el articulo
4 de la Convencién. Otro miembro pidié una interpretacién de la frase
“asociarse con fines ttiles” que figuraba en el articulo 14 de la Constitucion.
La representante de la Argentina dijo que la frase significaba que las
personas podian asociarse con cualesquiera fines que no fueran ilicitos ni
perjudiciales para los demas; el Cédigo Civil argentino decia que la ley no
amparaba el ejercicio abusivo de los derechos.

249. En lo que respecta a la informacién sobre las medidas
adoptadas por el Gobierno en la esfera de la educacién para aplicar el
articulo 7 de la Convencién, un miembro del Comité pregunté acerca de
la utilizacién de programas de radio y televisién. La representante de la
Argentina confirm6 que habia iniciativas oficiales para asegurar que la
prensa reflejara las actitudes antirracistas oficiales. Por ejemplo, en
ocasiones especiales se emitian comunicados oficiales que tenfan amplia
difusién en la prensa.

250. Un miembro del Comité pidié informacién adicional sobre
los derechos de los trabajadores migrantes, y, en particular, sobre sus
derechos respecto de la agremiacioén, la vivienda y los beneficios sociales,
y pregunto si se habia promulgado legislacién al respecto.

251. Un miembro del Comité pidié que la informacién que
figuraba en el informe en respuesta a la recomendacién general Il y a la
decision 2 (XI) del Comité se ampliara en el siguiente informe.

kkhkkhkkkkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo primer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976

99. Al mismo tiempo que observaron que el cuarto informe
periédico de la Argentina no contenia nueva informacién que no
estuviera incluida ya en anteriores informes, los miembros del Comité
tomaron nota de las respuestas a alguna de las preguntas formuladas en
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anteriores periodos de sesiones y, en particular, a las relacionadas con los
derechos de que disfrutaban los trabajadores migrantes y otras personas
de nacionalidad extranjera, los casos de discriminacién racial planteados
ante los tribunales y las relaciones con los regimenes racistas del Africa
Meridional. Se sefial6, sin embargo, que no se habia respondido a las
restantes preguntas y se subrayé que, por consiguiente, seguian siendo
validas las observaciones hechas durante el examen del tercer informe.

100. Ademas de las preguntas formuladas en un periodo de
sesiones anterior a las que atn no se habian respondido, se hicieron
durante el debate actual dos preguntas adicionales: a) ;Implicaba el
articulo 31 de la Constitucién argentina, en virtud del cual la Convencién
tenia la fuerza de una ley nacional, que la Convencién dejarfa sin efecto
s6lo leyes o constituciones provinciales anteriores y contrarias, o
implicaba que la Convencion se aplicarfa también en los casos que una ley
federal anterior estuviera en desacuerdo con los fines de la Convencién?
b) ¢Seguia en vigor la Constitucién nacional de 1853?

101. Se observé que el informe no contenia informacién sobre las
formas de discriminacién racial existentes en las Malvinas (Falkland
Islands), territorio ocupado por una Potencia extranjera y reclamado por
Argentina.

102. El representante del Gobierno de Argentina comentd
primeramente algunas de las preguntas formuladas en anteriores
periodos de sesiones y que seguian sin repuesta. En lo tocante a la
aplicacion del articulo 7 de la Convencién, manifest6 que la responsabilidad
de la educacién publica correspondia primordialmente a las autoridades
provinciales, once de las cuales tenian programas de educacién primaria
que cumplian los requisitos de dicho articulo. Respecto de los
trabajadores extranjeros y otros no nacionales, dijo que, a los efectos
legales, eran tratados exactamente sobre la misma base que los
trabajadores argentinos y que sus derechos y obligaciones se estipulaban
en acuerdos bilaterales; y que la Constitucién garantizaba a los extranjeros
los mismos derechos civiles de que disfrutaban los nacionales de
Argentina. En cuanto a los derechos politicos de que disfrutaban los
extranjeros, remiti6 al Comité el segundo informe peridédico de su
Gobierno. Confirm6 que, en caso de discriminacién racial, las personas o
los grupos de personas afectadas podian interponer recurso de amparo.
Informé también al Comité de que el procedimiento era aplicable
igualmente en la parte argentina de la Antértida. Las restantes preguntas,
a las que no estaba en condiciones de responder, serian transmitidas a su
Gobierno. Respecto de las dos preguntas formuladas en el actual periodo
de sesiones, dijo que, en virtud del articulo 31 de la Constitucién, la
Convencioén tenia prioridad sobre cualquier legislacién contraria, ya fuera
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provincial o federal, y que la Constitucién de 1853, que contenia dicho
articulo, seguia en vigor y no habia sido enmendada por ninguna
legislacion posterior. En cuanto a la observacién (mencionada en el parr.
101 supra) de que el informe de su Gobierno no contenfa informacién
sobre la situaciéon en las Malvinas (Falkland Islands), reafirmé la
soberania de la Argentina sobre ese territorio, pero dijo que transmitiria a
su Gobierno la pregunta relativa a las formas de discriminacién racial
practicadas en ellas.

kkhkkkhhkikk

Comité para la Eliminacion de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/100/18), 1975

79.  Los miembros del Comité observaron que en la informacién
que figuraba en el tercer informe periédico de la Argentina, junto con la
informaciéon suministrada en los informes anteriores, se describia el
cumplimiento por el Estado informante de sus obligaciones en virtud de
los articulos 4, 5 y 6 de la Convencion. También se advirtié que, ademas
de ocuparse de los articulos constitucionales y las disposiciones
legislativas, el informe se referfa a las medidas judiciales, tal como se
solicitaba en el parrafo 1 del articulo 9 de la Convencion. Se observé que
se suministraban los textos completos de todos los articulos pertinentes de
la Constituciéon y todas las disposiciones legislativas a que se hacia
referencia en dicho informe o en informes anteriores. En cambio, no se
presentaba informaciéon en virtud del articulo 7 de la Convencién. El
Estado informante tampoco proporcionaba la informacién prevista en las
recomendaciones generales III (sobre relaciones con regimenes racistas) y
IV (sobre poblacién).

80. Algunos miembros dudaron de que la informacién
disponible fuese suficiente para demostrar que el Estado informante habia
dado pleno cumplimiento a las exigencias del articulo 4 de la Convencién,
y otros quedaron en la incertidumbre con respecto a la situacion actual de
la legislacién correspondiente al tema de los pérrafos a) y b) de ese
articulo. Los miembros opinaron que, segtn lo informado, la legislacién
en vigencia sélo satisfacia parcialmente los requisitos de los articulos 5 y 6
de la Convencion.

81.  Se formularon preguntas sobre el alcance de los “derechos
civiles” en la legislacién argentina; sobre la connotacién de la expresién
“prerrogativas de sangre y nacimiento” empleada en el articulo 16 de la
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Constitucién; sobre los derechos de que gozaban los trabajadores
migrantes; sobre si los derechos de que gozaban los extranjeros, segin los
articulos 14 a 20 de la Constituciéon, que al parecer aseguraban a los
extranjeros los mismos derechos de que gozaban los ciudadanos, incluian
los derechos politicos; sobre la aplicabilidad del recurso de amparo a los
actos de discriminacién racial perpetrados por particulares o grupos; y
sobre el alcance territorial de la aplicacién de la ley relativa al recurso de
amparo, y en especial si era aplicable a la Antartida.

82.  La representante de Argentina hizo comentarios sobre las
preguntas relativas a los derechos de los trabajadores migrantes y a la
aplicabilidad del recurso de amparo a la Antartida. Indicé que
transmitiria a su Gobierno las observaciones formuladas por los
miembros del Comité, para que fueran tenidas en consideracién en
informes futuros.

kkhkkkkkkrkk

Comité para la Eliminacion de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el vigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/90/18), 1973

84. El Comité, en su tercer periodo de sesiones, examind el
informe inicial de Argentina, de fecha 30 de diciembre de 1969,
juntamente con un informe complementario de fecha 27 de abril de 1970,
los que consider¢ insatisfactorios. Se solicité informacién complementaria,
pero ésta no fue presentada. El segundo informe periédico, presentado el
10 de noviembre de 1971, fue examinado en el séptimo periodo de
sesiones del Comité (126" y 127° sesiones).

85.  Algunos miembros del Comité sefialaron que el Gobierno de
Argentina habia tratado de dar respuesta a algunos puntos planteados en
el curso del examen de sus informes anteriores, agregaron que en el
actual informe figuraba informacion sobre disposiciones legales
correspondientes a algunos articulos de la Convencién y que esa
informacién no sélo abarcaba determinadas normas del Cédigo Penal, en
los que se describfan actos prohibidos de discriminacién racial, sino que
también se mencionaban las penas estipuladas para tales delitos. Se tomé
nota especialmente de las afirmaciones de que, con arreglo a los articulos
20 y 21 de la Constitucién, “se garantizaba la igualdad civil entre el
extranjero y el nacional”, y de que “la condicién politica del extranjero...
es una de las mas ventajosas”.
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86. En cambio, se observé que el informe no se ajustaba a las
directrices establecidas por el Comité, y no siempre figuraban en el los
textos de las normas juridicas a las que se hacia referencia. Ademas, para
algunos miembros el pérrafo 4 del Articulo 80 del Cédigo Penal parecia
tener un alcance mas restringido que el articulo 213 bis, que habia sido
derogado.

87.  Algunos miembros manifestaron su deseo de que en el
informe se hubiese incluido informacién acerca de aspectos demograficos.
Se pregunté si se habfa adoptado alguna medida legislativa,
administrativa o de otra indole a fin de poner en practica las disposiciones
de la Convencién que requerian que los Estados partes tomaran medidas
positivas para impedir la posible comisién de actos de discriminaciéon
racial. Al tomar nota de que se presentaba informacién relativa a normas
legislativas que, en parte, correspondian a los requisitos previstos en el
parrafo a) del articulo 4 de la Convencién, algunos miembros
preguntaron si existia alguna ley que cumpliera los requisitos de parrafo
b) de dicho articulo, cuya aplicacién el Comité consideraba obligatoria.
Se pregunt6 también si se habia adoptado alguna medida para poner en
practica el articulo 7 de la Convencién. Ademas, se pregunté al
representante de Argentina si podia comunicar al Comité alguna
informacion relativa a la situacién en materia de las relaciones de su pais
con los regimenes racistas de Africa meridional, de conformidad con la
Recomendacion General III que fuera aprobada por el Comité después de
la presentaciéon del informe que se examinaba. También se hicieron
preguntas especificas en cuanto al alcance de los articulos 80 y 209 del
Codigo Penal.

88. En su intervencién ante el Comité en su 1272 sesién, el
representante de Argentina expresé que su delegacion esperaba que el
informe que se examinaba, presentado casi un afio y medio antes, seria
actualizado y mejorado sobre la base de las directrices del Comité y de las
observaciones hechas durante los debates en el mismo. Ademads, dio
algunas explicaciones acerca del alcance de los articulos 80 y 209 del
Codigo Penal. En cuanto a las relaciones de la Argentina con los
regimenes racistas del Africa meridional, el representante de ese pais
menciond la Ley 19846 de septiembre de 1972, en virtud de la cual se
incorporaron al derecho positivo argentino las disposiciones de la
resolucion 253 (1968) del Consejo de Seguridad.

89. El Comité decidi6 considerar satisfactorio el Informe y
expres6 su confianza en la continua cooperacién del Gobierno de la
Argentina.
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2. BOLIVIA

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/63/C0O/2,10 de diciembre de 2003

1. El Comité examiné los informes periédicos 14° a 16° de
Bolivia, que debian haberse presentado de 1997 a 2001, y que se
presentaron en un dnico documento (CERD/C/409/Add.3), en sus
sesiones 1594% y 1595% (CERD/C/SR.1594 y 1595), celebradas los dias 11 y
12 de agosto de 2003. En su 16107 sesién (CERD/C/SR.1610), celebrada el
21 de agosto de 2003, el Comité aprobo las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El comité acoge con satisfaccion el informe presentado por el
Estado Parte y la informaciéon adicional facilitada por la delegacion
verbalmente y por escrito. Sin embargo, lamenta que esta nueva
informacién adicional por escrito se haya presentado tarde y los miembros
no hubieran podido examinarla antes del didlogo con la delegacién.

3. El Comité agradece las respuestas aclaratorias que ofrecié la
delegacion del Estado Parte y su disponibilidad para entablar un didlogo
constructivo con el Comité. Ademas, el Comité celebra que la delegacién
del Estado Parte estuviera encabezada por el Viceministro de Asuntos
Indigenas.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencién

4. El Comité observa que, pese a los considerables progresos
realizados por el Estado Parte y sus destacados esfuerzos, Bolivia sigue
siendo uno de los paises mas pobres y menos adelantados de América
Latina. Segtn los indicadores de la pobreza de 2002, el 64,3% de la
poblacion vive por debajo del umbral de la pobreza (el 53,3% de la
poblacion urbana y el 82,1% de la poblacién rural). El Comité estd
particularmente preocupado por esos datos y subraya que la discrepancia
entre las zonas urbana y rural afecta especialmente a las poblaciones
indigenas y a su subsistencia diaria.

C. Aspectos positivos

5. El Comité reconoce que el amplio y detallado informe del
Estado Parte se ajusta en general a las directrices para la presentaciéon de
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informes y que aborda algunas de las preocupaciones y recomendaciones
formuladas por el Comité después de haber examinado el informe anterior.

6. El Comité observa con satisfacciéon que Bolivia es Parte en
una serie de instrumentos internacionales de derechos humanos, entre
ellos el Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales en
paises independientes y la Convencién Internacional sobre la proteccion
de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.

7. El Comité celebra las numerosas medidas adoptadas para
promover y proteger los derechos humanos, incluido el reconocimiento
en la nueva Constitucién de 1995 de que Bolivia es un pais multiétnico y
pluricultural, el reciente establecimiento del cargo de Defensor del
Pueblo, la entrada en vigor en 1999 del nuevo Cédigo de Procedimiento
Penal y la aprobacién del Plan nacional de equidad de género 2003-2007.
El Comité observa asimismo con reconocimiento la creacion en cada
municipio de un Defensor del Pueblo para los nifios y adolescentes.

8. En cuanto al articulo 2 de la Convencion, el Comité toma
nota con satisfaccion de que se han abierto oficinas locales dependientes
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos para recibir denuncias de
violaciones de los derechos humanos.

9. El Comité elogia los esfuerzos del Estado Parte para asegurar
que los miembros de las poblaciones indigenas, que, segin el censo de
2001, representan el 61,8% de toda la poblacién, gocen de libertad y de
igualdad en dignidad y derechos sin discriminacién alguna, incluidas las
disposiciones juridicas encaminadas a reconocer la titulaciéon y la
propiedad de las tierras de grupos y particulares indigenas, asi como el
derecho al aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales
renovables situados en sus tierras. A este respecto, el Comité se
congratula especialmente del establecimiento del Tribunal Agrario.

10. Si bien el Comité estd profundamente preocupado por la
informacién acerca de una reunién “neonazi” programada para abril de
2001, asi como de la existencia de ese fenémeno en el pais, celebra las
medidas adoptadas por el Estado Parte, que logré impedir esa reunioén, en
consonancia con el apartado b) del articulo 4 de la Convencion.

11.  El Comité también toma nota agradecido de las medidas
adoptadas para reconocer adecuadamente los idiomas indigenas.

D. Motivos de preocupacién y recomendaciones

12.  El Comité lamenta la escasa informacién proporcionada en
relacion con el articulo 4 de la Convencién y observa con preocupacion la
falta de disposiciones legislativas que castiguen la difusién de ideas
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basadas en la superioridad o el odio racial, asi como los actos de violencia
o incitacién a la violencia y las organizaciones que fomentan la
discriminacién racial, como se exige en el articulo 4 de la Convencién.

A este respecto, el Comité reitera su recomendacién anterior,
instando al Estado Parte a que cumpla su obligacion de tipificar
como delito todas las formas de discriminacién racial, como se
especifica en el articulo 4 de la Convencion.

13. Si bien el Comité celebra los esfuerzos que despliega el
Estado Parte para asegurar el disfrute y el ejercicio de los derechos de los
pueblos indigenas mediante la adopcién de reformas constitucionales,
juridicas e institucionales, observa con preocupacién la informacion
recibida sobre la cuestién de tierras indigenas que al parecer se han
asignado a empresas privadas, especialmente en las comunidades de
Chiquitano, Beni y Santa Cruz.

El Comité invita al Estado Parte a que aplique sistematicamente la
encomiable legislacién que adopté para reconocer los derechos
fundamentales de los pueblos indigenas y mejorar sus condiciones
de vida. A este respecto, el Comité sefiala a la atencién del Estado
Parte su Recomendacién general N° XXIII en la que, entre otras
cosas, se exhorta a los Estados Partes a que reconozcan y protejan
los derechos de las poblaciones indigenas a poseer, explotar,
controlar y utilizar sus tierras, territorios y recursos comunales, y en
los casos en que se les haya privado de sus tierras y territorios, de
los que tradicionalmente eran duefios, o se hayan ocupado o
utilizado esas tierras y territorios sin el consentimiento libre e
informado de aquellas poblaciones, que adopten medidas para que
les sean devueltos las tierras y los territorios.

14. Al Comité también le preocupan los informes de que los
defensores de derechos humanos que prestan asistencia a los miembros
de grupos indigenas en conflictos sobre la tierra siguen siendo
amenazados y hostigados por agentes de la policia, especialmente en la
regién del Chapare.

El Comité recomienda que el Estado Parte adopte todas las
medidas necesarias para proteger a los defensores de los derechos
humanos contra todo tipo de violencia, amenazas, represalia,
discriminacién, presién o cualquier acto arbitrario como consecuencia
de sus actividades. A este respecto, el Comité recuerda su
Recomendaciéon general N° XIII relativa a la formacién de los
funcionarios encargados de la aplicacién de la ley en cuanto a la
proteccion de los derechos humanos y alienta al Estado Parte a que
mejore la formacién de los funcionarios encargados de aplicar la
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ley, especialmente los agentes de policia, de manera que se dé
pleno efecto a las normas de la Convencién.

15. El Comité observa la falta de informacién acerca de la
comunidad afroboliviana, que, segtin datos recibidos, esta constituida por
unas 31.000 personas que se hallan en el extremo mas bajo de la escala
socioecondmica y que sufren graves carencias en materia de salud,
esperanza de vida, educacién, ingresos, alfabetismo, empleo y vivienda.
El Comité observa ademdas que en la legislacion interna no hay
disposiciones especificas que se refieran a ese grupo.

El Comité recomienda que el Estado Parte adopte medidas para
asegurar que los miembros de la comunidad afroboliviana gocen
plenamente de los derechos enumerados en el articulo 5 de la
Convencién y que proporcione informacién a este respecto en su
proximo informe periédico, en particular sobre el nivel de vida y
otros indices educacionales y sociales de esa comunidad.

16.  Si bien comprende la necesidad de que se elaboren politicas
destinadas a reducir la produccion y el tréfico ilegales de coca, al Comité
le preocupan las posibles consecuencias negativas de esas politicas,
particularmente para los miembros de las comunidades indigenas.

A este respecto, el Comité recomienda que el Estado Parte
proporcione en su proximo informe peridédico informacién
adicional y mas especifica sobre la superficie de tierra que se ha
retirado de la producciéon de coca, las alternativas de cultivo o
aprovechamiento de esa tierra, la superficie de tierra que sigue
destindndose a la produccién de coca, el nimero de personas
afectadas y su origen étnico, asi como el efecto que tienen las
politicas del Estado Parte en sus niveles de vida.

17.  El Comité sefiala la falta de informacién sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas o de otro tipo que dan efecto a la
disposicion del articulo 6 de la Convencién. El Comité recuerda que la
mera falta de denuncias y acciones judiciales de parte de las victimas de la
discriminacién racial puede ser principalmente un indice de la falta de
legislacion especifica al respecto o del desconocimiento de los recursos
judiciales a disposicién o de una insuficiente voluntad de las autoridades
para proceder al enjuiciamiento.

El Comité pide al Estado Parte que se asegure de que en el
ordenamiento juridico interno existan disposiciones apropiadas e
informe al publico de todos los recursos judiciales en materia de
discriminacién racial. El Comité pide ademas que el Estado Parte
incluya en su préximo informe periédico informacién estadistica sobre
las causas instruidas y las penas impuestas en los casos de delitos
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relacionados con la discriminacién racial y en qué casos se han
aplicado las disposiciones pertinentes de la legislacion interna en vigor.

18.  En cuanto al articulo 7 de la Convencion, el Comité alienta al
Estado Parte a que despliegue esfuerzos adicionales para difundir la
Convencion y otros instrumentos internacionales de derechos humanos
en los principales idiomas.

19.  El Comité anima al Estado Parte a que, en la preparacion del
proximo informe periédico, entable consultas con las organizaciones de la
sociedad civil que luchan contra la discriminacién racial.

20. El Comité observa que el Estado Parte no ha hecho la
declaracién facultativa prevista en el articulo 14 de la Convencién y le
insta a que estudie la posibilidad de hacerlo.

21.  El Comité recomienda encarecidamente que el Estado Parte
ratifique las enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién,
aprobadas el 15 de enero de 1992 en la 14° Reunién de los Estados Partes
en la Convencién y ratificadas por la Asamblea General en su resoluciéon
47/111. A este respecto, el Comité se remite a la resoluciéon 57/194 de la
Asamblea General, de 18 de diciembre de 2002, en que la Asamblea
instaba encarecidamente a los Estados Partes a que aceleraran sus
procedimientos internos de ratificaciéon de la enmienda y a que con
prontitud notificaran por escrito al Secretario General su aceptacion de la
misma.

22.  El Comité recomienda al Estado Parte que tenga en cuenta
los elementos pertinentes de la Declaracién y Programa de Accién de
Durban al incorporar en su ordenamiento juridico interno la aplicacién de
la Convencién, en particular los articulos 2 a 7, y que en su préximo
informe periédico facilite informacién sobre los planes de accién u otras
medidas que se hayan adoptado para dar cumplimiento a nivel nacional a
la Declaracién y Programa de Accién de Durban.

23.  El Comité recomienda que los informes del Estado Parte se
pongan a disposicién del pablico desde el momento en que se presentan y
que también se hagan publicas las observaciones del Comité sobre los
informes.

24.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente su 17°
informe periédico conjuntamente con su 18° informe periédico, el 21 de
octubre de 2005 a mas tardar, y que en dicho informe se traten todas las
cuestiones planteadas en las presentes observaciones finales.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.10, 27 de septiembre de 1996

1. El Comité examino los informes periédicos 8°, 9°, 10°, 11°, 12°
y 13° de Bolivia, que fueron presentados en un solo documento
(CERD/C/281/Add.1) en sus sesiones 1157% y 1160, celebradas el 5 y el 7
de agosto de 1996. A la luz del examen del informe y de las observaciones
hechas por los miembros del Comité, en su 11767 sesion, el 19 de agosto
de 1996, el Comité adopto las siguientes observaciones finales.”

A. Introduccién

2. Si bien el Comité lamenta el largo periodo transcurrido desde
1983, durante el cual el Estado Parte no present6 ningtin informe, celebra
que se hayan presentado combinados los informes periédicos 8°, 9°, 10°,
11°, 12° y 13°. El Comité expresa su reconocimiento por la franqueza con
que se expone la situacion actual de Bolivia en el informe. Agradece
asimismo la informacién adicional facilitada por los miembros de la
delegacion del Estado Parte y su voluntad de entablar un didlogo
constructivo con el Comité. Gracias a la informacion que figura en el
informe y a las respuestas orales a sus preguntas el Comité pudo obtener
una visién mas clara de la situaciéon general de los derechos humanos en
el Estado Parte en lo que respecta a la discriminacién racial.

3. El Comité observa que el Estado Parte no ha hecho la
declaracién prevista en el articulo 14 de la Convencién, y algunos miembros
del Comité solicitaron que se considerara la posiblilidad de hacerla.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

4. Se toma nota con preocupacién de las condiciones de extrema
pobreza que afectan principalmente a la poblacién indigena. La pobreza queda
demostrada por la falta de acceso a servicios basicos como el abastecimiento de
agua potable, la atencién médica, la educacién y la electricidad.

5. Se toma nota con preocupaciéon de la elevada tasa de
analfabetismo y de que s6lo el 44% de la poblacion habla el idioma oficial del
pais, el espafiol, asi como del gran nimero de idiomas y dialectos que se
hablan en el pais, ya que todo ello dificulta la comunicacién entre los distintos

*

El Comité toma nota del documento presentado por el Gobierno de Bolivia el 21 de agosto de
1996 en relacion con las propuestas legislativas formuladas por el Ministerio de Justicia para la
eliminacion de todas las formas de discriminacion racial. EI Comité podra examinar ese documento
cuando Bolivia presente su proximo informe periddico.
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grupos étnicos y en muchas ocasiones sitda a los indigenas en situacién de
desventaja para defender sus derechos humanos ante los tribunales.

6. También se expresa preocupacién por el complejo problema
del trafico de drogas y por el de la produccién de drogas en las zonas
rurales, que afecta principalmente a la poblacién indigena y que el
Gobierno, enfrentado a problemas econémicos y violaciones de la ley, asi
como a presiones externas, se esfuerza por erradicar.

C. Aspectos positivos

7. Se celebran los progresos realizados para estabilizar la
economia nacional, asi como los esfuerzos que realiza el Gobierno para
reducir las grandes disparidades de nivel de desarrollo entre la capital y
otras zonas urbanas y las remotas zonas rurales de Bolivia.

8. Ademas, se encomia la Ley de participacién popular de 1994
por cuanto reconoce la categoria de persona juridica a las comunidades
indigenas y les otorga la capacidad de participar en determinadas
actividades con independencia de las autoridades centrales. Entre esas
facultades figura la de contratar proyectos publicos y recibir asistencia
internacional para el desarrollo local.

9. Se celebra asimismo la abolicién de la practica de prisién por
deudas. Por definicién, esta préctica ha afectado siempre a los sectores
mas pobres de la sociedad, por lo que ha tenido importantes
consecuencias raciales.

10.  Las nuevas medidas para ofrecer cuidados de maternidad y
atencion médica a los nifios hasta los 5 anos, en virtud del Decreto
Supremo N° 24.303, son dignas de encomio y se consideran conformes al
apartado e) del articulo 5.

11. La proteccion de la poblaciéon indigena debera verse
reforzada con la adopcién proyectada de disposiciones juridicas para
establecer diversas instituciones con esferas concretas de responsabilidad
en el ambito de la protecciéon de los derechos humanos, incluidos el
Organismo Nacional del Menor, la Mujer y la Familia y la Subsecretaria
de derechos humanos del Ministerio de Justicia. También se acoge con
satisfaccién la institucién del Defensor del Pueblo prevista en las reformas
constitucionales de 1994.

D. Principales motivos de preocupacion

12.  Se expresa profunda preocupacion por la falta de
disposiciones legislativas que, como se dispone en el articulo 4, tipifiquen
como delito la difusién de ideas basadas en la superioridad o el odio
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raciales, los actos de violencia o la incitacién a la violencia contra
cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y la
prestacion de asistencia para actividades racistas. En este sentido, se
sefiala que el hecho de no adoptar tales medidas dificulta la aplicacién del
articulo 6 relativo al derecho a proteccién y recursos eficaces.

13.  Se sefiala el apartado c) del articulo 5, segtn el cual todas las
personas tienen derecho a acceso, en condiciones de igualdad, a la funcién
publica. En este sentido, se lamenta que la Ley del servicio publico
aprobada en 1992 no prohiba expresamente la discriminacién racial en la
seleccion de los funcionarios ptblicos.

14. Se toma nota de las diferencias de acceso a los beneficios
econdmicos, sociales y culturales entre los diferentes grupos étnicos. Si
bien se aprecian las dificultades de ofrecer esos beneficios en regiones
muy alejadas de la capital, son motivo de gran preocupacién los efectos
desproporcionados que pueden dificultar el desarrollo relativo de las
distintas comunidades, ya que quizas perpettien la discriminacién racial
contra los grupos desfavorecidos.

15.  En cuanto al articulo 7, se considera insuficiente la informacion
recibida acerca de los esfuerzos realizados en la ensefianza y la educacién
para combatir los prejuicios conducentes a la discriminacién racial y para
promover la comprension, la tolerancia y la amistad, como requiere este
articulo.

16. Es lamentable que en el presente informe no se hayan
facilitado datos cuantitativos respecto de la composiciéon étnica de la
poblaciéon, las zonas geogréaficas donde estin concentradas las
comunidades minoritarias, su nivel de vida y otros indices educacionales
y sociales. Esa informacién es esencial para que el propio Gobierno pueda
detectar posibles pautas de discriminacién y para que el Comité pueda
vigilar eficazmente la aplicaciéon de la Convencién.

E. Sugerencias y recomendaciones

17.  El Comité insta al Gobierno a que considere su obligacién de
tipificar como delito todas las formas de discriminacién racial, segtin se
especifica en el articulo 4 de la Convencién. A este respecto, observa con
satisfacciéon la indicacién de que el Gobierno agradecerfa asistencia
técnica con ese fin. El Comité recomienda que el Gobierno recurra a los
servicios de cooperacién técnica del Centro de Derechos Humanos de las
Naciones Unidas.

18. El Comité recomienda que en el préximo informe, que
deberia ser un informe de actualizaciéon centrado en las cuestiones y
temas de interés planteados por el Comité durante el examen del presente
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informe, se proporcione informacién respecto de la composiciéon étnica de
la poblacién, las zonas geogrédficas donde estdin concentradas las
comunidades minoritarias, su nivel de vida y otros indices educacionales
y sociales. Asimismo pide que en el préximo informe se incluyan datos
sobre las comunidades indigenas afectadas por el trafico de drogas y la
forma en que afectan a esos grupos las politicas y los programas de
Gobierno. Se agradeceria que la informacién incluyera la superficie de
tierra donde se ha eliminado la produccién de coca, la superficie de tierra
donde se sigue produciendo coca, el ntimero de personas afectadas y el
origen étnico de esa parte de la poblacién, asi como los efectos de los
programas del Gobierno sobre su nivel de vida. Si se considera
conveniente obtener asistencia en esa esfera, el Comité recomienda que el
Gobierno solicite asistencia técnica al Centro de Derechos Humanos para
la reunién y el analisis de datos.

19. El Comité recomienda que el préximo informe periédico
contenga informacién detallada acerca del proyecto de ley de reforma
agraria. Pide que en el informe se explique cémo se concilian en el
proyecto de ley las necesidades de desarrollo sostenible, promocién de la
agricultura y proteccion de los derechos de los indigenas y las
comunidades rurales.

20. El Comité insta a que se preste atenciéon de inmediato al
desarrollo de las zonas rurales donde viven muchas comunidades
indigenas. Alienta al Gobierno a que considere la ampliacién de la
infraestructura econémica y social para poder suministrar a esas
comunidades agua potable, energia, atencién médica, educacién y otros
servicios esenciales y, en este sentido, sefiala especialmente la situaciéon
del pueblo guarani. El Comité alienta al Gobierno a que solicite asistencia
internacional con este fin.

21.  El Comité recomienda encarecidamente que en el préximo
informe periédico se resefnien todas las medidas que se adopten para
remediar los problemas descritos en el informe en relacién con las
sentencias judiciales. En particular, el Comité solicita que en el préximo
informe periédico se presente informacién acerca del ntimero de
denuncias presentadas por motivos de discriminacién racial y se den
ejemplos de las sentencias pronunciadas para poder entender mejor la
forma en que el sistema judicial aplica las obligaciones del Estado en
virtud de la Convencién.

22.  El Comité recomienda que en el proximo informe periédico se
incluyan datos sobre los efectos que tendran la Ley de reforma universitaria
y otras medidas afines para las comunidades y estudiantes minoritarios.
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23.  El Comité recomienda que el Estado Parte estudie la forma
de aplicar las disposiciones del articulo 7 y de incluir en los programas de
estudios y en la capacitacion del personal de la administracién ptblica
instruccion adecuada para combatir eficazmente los prejuicios y
promover la tolerancia.

24. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién aprobadas en la
14? reunion de los Estados Partes.

25.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte, que deberd presentarse a mas tardar el 22 de octubre de
1997, contenga informacién actualizada y se refiera a todas las cuestiones
planteadas en estas observaciones finales.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/39/18), 1984

168. Los informes periédicos quinto, sexto y séptimo de Bolivia,
presentados en un tinico documento (CERD/C/107/Add.1) y la informacion
suplementaria (CERD/C/107/Add.5) fueron examinados por el Comité
conjuntamente con la declaracién introductoria formulada por el
representante del Estado informante, quien sefiald6 que la actual
Constitucién de Bolivia, aprobada en 1967, consagraba la igualdad de todos
los ciudadanos sin distincién de raza o credo religioso. Afirmé que en
octubre de 1982, Bolivia habia retornado a un sistema democratico de
gobierno en el cual los derechos humanos y las libertades fundamentales
estaban garantizados. De sus 5.8 millones de ciudadanos, el 60% vivia en
zonas rurales y el 40% en zonas urbanas. Segin el Censo de 1976, el 17%
de la poblacién hablaba solamente quechua, el 8% s6lo aimard y el 30%
s6lo espariol, y el 43% era bilingtie, mientras que el 2% hablaba varios
idiomas, fundamentalmente de raiz guarani. La distincion de lenguas no
significaba distincién racial. El espafiol, el aimara y el quechua eran los
idiomas oficiales del pais, dichos idiomas se utilizaban en el Parlamento,
en las escuelas y en los medios de comunicacién. El representante de
Bolivia admiti6 que, si bien no habia discriminacion racial en el pais,
existian desigualdades en cuanto a las posibilidades de utilizar los servicios
publicos, debido a los problemas de desarrollo que enfrentaba el pais. Por
eso el Gobierno estaba proyectando hacer importantes inversiones
durante los préximos tres afios en programas sociales destinados a elevar
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el nivel de vida. Agregé6 que Bolivia siempre habia repudiado el apartheid
y habia ratificado en 1983 la Convencién Internacional sobre la Represion
y el Castigo del Crimen de Apartheid y la Convencién sobre la esclavitud.

169. El Comité encomi6 al Gobierno de Bolivia por la sinceridad
de su informe y subray¢ la necesidad de que continuara su dialogo con el
Comité. Agradecié al representante de Bolivia por las importantes
aclaraciones y la informacién adicional que habia proporcionado en su
declaracién introductoria y pidié que ese tipo de informacién, asi como
los datos sobre la composicién étnica de la poblacién, se incluyeran en el
proximo informe de Bolivia. El Comité observé que, si bien el informe
contenfa informaciéon completa sobre la aplicacién del articulo 5, omitia
proporcionar datos sobre la aplicacién de los articulos 2, 3, 4, 6 y 7 de la
Convencién.

170. En relacién con el articulo 4, el Comité record6 que en 1978
habia comunicado al Gobierno de Bolivia su obligacién de incorporar a su
legislaciéon disposiciones penales que previeran los actos de
discriminacién racial y la incitacién a ellos. Se subray6 que el articulo 4 de
la Convencién no tenifa efecto inmediato y que los Estados partes debian
adoptar leyes en las que se indicaran los actos punibles y las penas.

171. En lo relativo al articulo 5, el Comité hizo notar que no
resultaba claro en el informe si las comunidades indigenas eran libres de
establecer sindicatos o si existia un solo sindicato organizado por el
Estado. El Comité pidi6 mayores informaciones sobre la participaciéon de
las comunidades indigenas en los programas establecidos en su beneficio.
En particular, deseaba informacién adicional sobre la aplicaciéon del
articulo 125 del Decreto Ley No. 03464, que parecia imponer restricciones
a las comunidades campesinas. El Comité sefialé que un enfoque de ese
tipo introducia un elemento de discriminacién y pregunt6 si existian
obstaculos que impidieran la plena participacién de las comunidades
rurales en su propio desarrollo.

172. Respondiendo a preguntas sobre la composicion
demografica de la poblacién, el representante del Estado informante
explicé que la distribucién de la poblacién sobre la base de diferencias
culturales y étnicas no era muy precisa y que, a partir de 1952, habia
existido la tendencia de dividir la poblacién en urbana y rural. En
términos generales, se solia clasificar a los trabajadores de las zonas
rurales como aimara o quechua.

173. Con respecto al articulo 3, el representante de Bolivia
informé al Comité de que ese pais no tenia relaciones culturales ni
comerciales con Sudéfrica.
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174. En relacién con preguntas acerca de la aplicacion del articulo
4 afirmé que, si bien no existian leyes concretas para castigar los intentos
de justificar o promover el odio racial o las teorfas de superioridad racial,
el Estado poseia suficientes medios juridicos con arreglo a la Constituciéon
de Bolivia, y en particular a su articulo 6, para obligar al cumplimiento del
principio de igualdad. Bolivia habfa incorporado ese instrumento a su
legislaciéon y toda persona que sufriera discriminacién racial podia
invocar la Convencién al recurrir ante los tribunales.

175. Con referencia a las preguntas relativas al articulo 5, el
representante de Bolivia afirmé que a la sazén los sindicatos tenian
independencia total y se organizaban en federaciones como parte de la
Central Obrera Boliviana (COB). Tras la reforma agraria, se habian
distribuido mas de 400.000 titulos de propiedad; no obstante, cada
comunidad era propietaria de la tierra de comunidad, que representaba el
sector mayor de la antigua hacienda; con el producto de la tierra de
comunidad se sufragaban los gastos de las escuelas y los servicios
sanitarios y de otra indole. Un elemento fundamental de la politica del
Gobierno era fomentar arreglos conjuntos de gestién y propiedad con los
trabajadores. Existia el propodsito de que en el futuro los trabajadores de
las zonas rurales participaran en la planificacién de todos los proyectos
rurales. Si bien el 36% del producto nacional bruto provenia de las zonas
rurales, en el nuevo programa de desarrollo se destinaria a esas zonas el
74% de las inversiones. Explicoé que los ciudadanos y los extranjeros
residentes en el pais tenfan plena libertad para establecerse en cualquier
parte del territorio nacional. Por motivos de seguridad, los extranjeros
que no eran residentes de Bolivia no podian tener propiedades a menos
de 50 kilémetros de distancia de la frontera de Bolivia con ningtn otro pais.
Bolivia se interesaba en el problema de los refugiados y habia abierto sus
puertas a personas en busca de asilo procedentes de otros paises, sin
aplicar restricciones étnicas o raciales en relaciéon con su entrada al pais.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo tercer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/33/18), 1978

128. El Comité examiné el cuarto informe periédico de Bolivia
juntamente con la informacién suministrada por el representante del
Estado informante en su declaracién introductoria.
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129. Se recordard que, cuando examiné el informe inicial de
Bolivia en su cuarto periodo de sesiones, el Comité decidié pedir a ese
Estado que presentara otro informe que contuviera informacién adicional
distribuida segun las directrices establecidas por el Comité. En su décimo
periodo de sesiones, cuando el Comité examiné la comunicacién que
habia recibido en respuesta a esa solicitud, que decia: “no hemos
considerado necesario enviar dicho informe dado que en Bolivia no
existen conflictos ni problemas en esta materia”, decidié pedir una vez
mas al Gobierno de Bolivia que presentara un informe de conformidad
con las disposiciones del parrafo 1 del articulo 9 de la Convencién
(A/9618, parrs. 178 y 179). En su 11° periodo de sesiones, el Comité llegod
a la conclusién de que el segundo informe periddico de Bolivia no
contenia informacién sobre la mayoria de las disposiciones sustantivas de
la Convencion, y la representante boliviana dio seguridades al Comité de
que su Gobierno “no tendria inconveniente en presentar informacién mas
completa en los informes subsiguientes”.” El tercer informe periédico, que
consistfa en la afirmaciéon de que “no se ha dictado ningtn tipo de
disposiciones, en razén de que en Bolivia no existen, ni nunca han
existido, problemas raciales”, fue examinado por el Comité en su 13°
periodo de sesién y este 6rgano pidié una vez al Gobierno de Bolivia que
le proporcionara informacién sobre la aplicacién de los articulos 2, 4, 5, 6
y 7 de la Convencién, asi como la informacién mencionada en las
recomendaciones generales III y IV. El representante de Bolivia dijo al
Comité que “reconocia que su Gobierno no habia cumplido con todas sus
obligaciones y debia presentar al Comité un informe mas detallado” y se
comprometié a “recomendar a su Gobierno que preparara... un informe
complementario” antes del 14° periodo de sesiones (A/31/18 y Corr.],
pérrs. 32 a 39).

130. Ante estos antecedentes, algunos miembros del Comité
expresaron su pesar por el hecho de que el cuarto informe periédico de
Bolivia no suministrara informacién concreta y meramente volviera a
manifestar que “en Bolivia no hay una norma legal para la eliminacién de
la discriminacién racial” y afirmara que, dado que “el boliviano recibe
igual trato” y “dicha igualdad estd contemplada en la Constituciéon
Politica del Estado”, y “como no ha habido discriminacién ni oficial ni
extraoficial, tampoco ha sido necesario eliminar regimenes ni costumbres
sobre esta materia”.

131. Los miembros del Comité recordaron las disposiciones
obligatorias de la Convencién, incluso aquellas que los Estados partes se
habian comprometido a aplicar, existiera o no realmente la discriminacién
racial en sus territorios. Se observé que la supuesta inexistencia de

*

Ibid., trigésimo periodo de sesiones, Suplemento N°. 18 (A/30/18), parrs. 83 a 85.
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algunas actividades delictivas no excusaba a un gobierno de la obligacién
de promulgar leyes que prohibieran esas actividades. Asimismo se
reafirmé que las disposiciones constitucionales relativas a la igualdad y
otras normas carecian de sentido a menos que existieran medidas
legislativas para aplicar las mencionadas normas.

132. Algunos miembros del Comité tomaron nota con satisfaccién
de la informacién suministrada por el representante boliviano en su
exposicién inicial, pero expresaron la esperanza de que el préximo
informe periédico de Bolivia se referiria a esa informacién y la ampliarfa.
Se observo, sin embargo, que la presentacién de informacién oral por
intermedio del representante de un Estado parte no podia sustituir a un
informe correctamente presentado. Se pregunt6 también por qué razén el
Gobierno de Bolivia no habia incluido en su informe la informacién oral
proporcionada por su representante al Comité.

133. El representante de Bolivia reafirmé que su Gobierno no
habia promulgado legislacién contra la discriminacién racial porque en
Bolivia no existia discriminacion racial de ninguna clase. Observando que
algunos miembros del Comité aparentemente deseaban que el Gobierno
boliviano suministrara una lista de las leyes y disposiciones promulgadas
para ocuparse de delitos inexistentes, recordé que los Estados estaban en
libertad de elegir sus propios métodos y sistemas para asegurar el respeto
por las disposiciones de sus leyes fundamentales y el cumplimiento de
ellas. Finalmente, manifesté que transmitiria a su Gobierno las opiniones
expresadas en el Comité.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo primer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976

32.  El tercer informe periédico de Bolivia consisti6 en la afirmacién
de que “no se ha dictado ningtn tipo de disposiciones, en razén de que en
Bolivia no existen, ni nunca han existido, problemas raciales”.

33. El Comité recordé que, al examinar el segundo informe
periédico de Bolivia, habia tomado nota de que el Gobierno del Estado
informante no habia proporcionado en este informe (ni en su informe
inicial) informacién alguna sobre la aplicacién de los articulos 2 (parrs.
1c)y2),4,5 6y 7 dela Convencién ni la informacién prevista en las
recomendaciones generales III y IV. El Comité recordé también que, en
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esa ocasion, el representante del Gobierno de Bolivia habia dicho que su
Gobierno “no tendria objecién alguna a suministrar informacién mas
completa en informes ulteriores”. Por consiguiente, el Comité lament6
que en el tercer informe periddico de Bolivia no figurara la informacién
solicitada en virtud del articulo 9 de la Convencién o prevista en las
recomendaciones generales pertinentes del Comité, especialmente dado
que el Comité ya habia solicitado dicha informacién al examinar los
informes anteriores de Bolivia.

34. El Comité pidié una vez mas al Gobierno de Bolivia que le
proporcionara informacién detallada y concreta sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas y de otra indole que se hubieran
adoptado para hacer efectivas las disposiciones de los articulos 2, 4, 5, 6 y 7
de la Convencion, asi como la informacién mencionada en las
recomendaciones generales III y IV. Ademads, algunos miembros
expresaron el deseo de que en el préximo informe de Bolivia figurara
informacién acerca de las medidas adoptadas para resolver los problemas
econémicos que causan desigualdades entre los ciudadanos bolivianos.

35. Se sugiri6 que se pidiera al Gobierno de Bolivia que
preparara un informe suplementario, para que el Comité lo examinara en
su 14° periodo de sesiones, en el que hubiera, ademas de la informacién
ya solicitada, respuestas a las cuestiones planteadas por algunos miembros
del Comité durante el examen de los sucesivos informes de Bolivia.

36. En su declaraciéon ante el Comité, el representante del
Gobierno de Bolivia hizo observaciones generales acerca de la aplicacion
en su pais de los articulos 2 (parrafo 1 c)), 4, 5 y 6 de la Convencién.
En lo que respecta a la informaciéon demografica prevista en la
recomendacion general IV, informé al Comité de que préximamente iba a
levantarse un censo general que haria posible que su Gobierno obtuviera,
y transmitiera al Comité, informacién sobre la composicion étnica de la
poblacién. Reafirmé la declaracién que figuraba en el informe de su
Gobierno en el sentido de que no habia discriminacién racial alguna en su
pais y afiadi6 que —como consecuencia de una gran pobreza— existian
desigualdades sociales que su Gobierno intentaba combatir con medidas
que aceleraban el desarrollo y lograran una mejor distribucién de la
riqueza.

37.  El representante del Gobierno de Bolivia dijo que “reconocia
que su Gobierno no habfa cumplido con todas sus obligaciones y debia
presentar al Comité un informe mas detallado”. Se comprometié a
“recomendar a su Gobierno que preparara, antes del préximo periodo de
sesiones del Comité, un informe complementario”.
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38.  El Comité decidi6 tomar nota del propésito del representante
del Gobierno de Bolivia de recomendar a su Gobierno que preparara un
informe adicional para el préximo (14°) periodo de sesiones.

39. Sin embargo, al término del 14° periodo de sesiones no se
habia recibido el informe esperado.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/100/18), 1975

83. La mayoria de los miembros del Comité observaron que el
segundo informe periddico de Bolivia contenia mas informaciéon que el
inicial y que la subsiguiente comunicaciéon de Bolivia, que se habia
examinado en los periodos de sesiones cuarto y décimo, respectivamente.
Sin embargo, afirmaron que buena medida de la informacién contenida
en el segundo informe periédico guardaba, en el mejor de los casos, una
relacién indirecta con las disposiciones de la Convencién, en tanto que
faltaba la mayor parte de la informacién requerida en virtud del articulo 9
de la Convencién. Salvo el texto del articulo 6 de la Constitucién, no se
proporcionaba informacién sobre las medidas legislativas, judiciales,
administrativas o de otra indole que se hubieren adoptado para hacer
efectivas las disposiciones de la Convencién. El informe no contenia
informacién alguna que indicara el cumplimiento por el Estado
informante de sus obligaciones en virtud de los articulos 2, parrafos 1 c) y
2, 4, parrafos a) y b), 5, 6 y 7 de la Convencién. No se proporcionaba la
informacion prevista por el Comité en las recomendaciones generales III
(sobre relaciones con los regimenes racistas) y IV (sobre la composicion de
la poblacién). El informe tampoco tomaba en cuenta las observaciones
hechas por miembros del Comité en su décimo periodo de sesiones,
oportunidad en que se habfa examinado una comunicacién de Bolivia.”
Finalmente, el informe no estaba organizado segin las pautas generales
establecidas por el Comité en su primer periodo de sesiones.

84.  Varios miembros hicieron comentarios sobre la declaraciéon
inicial del informe, segiin la cual “en Bolivia, no existe ninguna
disposicion legal que sancione la discriminacién, ya que no existe la
discriminacién racial en ningin aspecto”. En opinién undnime de esos
miembros, atn la existencia de una situacién de facto satisfactoria no
excluia la necesidad de que se sancionara ciertas leyes, particularmente en

Ibid., vigésimo noveno periodo de sesiones, Suplemento N°. 18 (A/96/18), parrs. 178 'y 179.
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relacién con determinados articulos de la Convencién, como el articulo 4, que
son obligatorios y requieren la adopcién de medidas legislativas positivas.

85. La representante de Bolivia indic6 que transmitiria las
observaciones de los miembros del Comité al Gobierno de su pais, “el cual
no tendria inconveniente en presentar informacién mas completa en los
informes subsiguientes”.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el vigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/96/18), 1974

178. Como se recordara, cuando el Comité examiné en su cuarto
periodo de sesiones el informe inicial de Bolivia no lo considerd
satisfactorio (véase A/8418 y Corr.2, parr. 35). En su 69° sesion (cuarto
periodo de sesiones), celebrada el 30 de agosto de 1971, el Comité decidi6
pedir al Gobierno de Bolivia que presentara un nuevo informe siguiendo
las directrices impartidas en la comunicacion CERD/C/R.12 (véase
A/8027, anexo III, seccién A), con tiempo suficiente para que el Comité
pudiera examinarlo en su quinto periodo de sesiones, que debia
inaugurarse el 14 de febrero de 1972. No se recibi6 el informe solicitado por
el Comité. No obstante, en su décimo periodo de sesiones, el Comité tuvo
ante si una comunicacién de fecha 20 de marzo de 1974 en la que decia lo
siguiente: “... no hemos considerado necesario enviar dicho informe dado
que en Bolivia no existen conflictos ni problemas en esta materia, ya que la
Convencion se observa sin restricciones ni dificultades de ninguna indole”.

179. Recordando que, de conformidad con el parrafo 1 del
articulo 9 de la Convencion, la obligacion de presentar informes sobre las
medidas que sirvieran para hacer efectivas las disposiciones de la
Convencién era una obligaciéon imperativa que se debia cumplir,
existieran o no problemas de discriminacién racial en el pais de que se
tratara, en su 201° sesién (décimo periodo de sesiones), celebrada el 13 de
agosto de 1974, el Comité decidi6é pedir al Gobierno de Bolivia que, de
conformidad con las disposiciones del pérrafo 1 del articulo 9 de la
Convencién, presentase un informe lo antes posible, y en todo caso antes
de la celebracién del 11° periodo de sesiones del Comité.
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3. BRASIL

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/64/CO/2, 28 de abril de 2004

1. El Comité examind en sus sesiones 1632 y 1633%
(CERD/C/SR.1632 y 1633), celebradas los dias 5 y 8 de marzo de 2004, los
informes periédicos 14° a 17° del Brasil, que debian haberse presentado el
4 de enero de 1996, 1998, 2000 y 2002, respectivamente, y que se
presentaron en un solo documento (CERD/C/431/Add.8). En su 1641*
sesion, celebrada el 12 de marzo de 2004, el Comité aprobo las siguientes
observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfaccion el informe presentado por el
Estado Parte y expresa su agradecimiento por la oportunidad de entablar
un didlogo franco y constructivo con el Estado Parte.

3. Aunque observa que el informe no se ajusta plenamente a las
directrices relativas a la presentacion de informes, al Comité le satisface el
tono autocritico y el hecho de que el Estado Parte haya abordado algunos
de los motivos de preocupacién y recomendaciones expresados por el
Comité en sus anteriores observaciones finales (CERD/C/304/Add.11).

B. Aspectos positivos

4. El Comité acoge con satisfaccion la aprobacién, en 2002, del
Programa Nacional de Accién Afirmativa, que constituye un importante
mecanismo para aplicar la Declaracién y Programa de Accién de Durban,
asi como el segundo Programa Nacional de Derechos Humanos.

5. El Comité encomia la entrada en vigor, en enero de 2003, del
nuevo Cédigo Civil, que es acorde con la Constitucién de 1988 y elimina
las restricciones discriminatorias del ejercicio de los derechos civiles de las
poblaciones indigenas que figuraban en el antiguo Cédigo Civil de 1916.

6. El Comité toma nota de la promulgaciéon de la Ley N° 9459
de 13 de mayo de 1997, que modifica la Ley N° 7716 de 1989 haciendo
extensivo su dmbito de aplicacién no sélo a los actos de discriminacién
por motivos de raza o color sino también a la discriminacién fundada en
la pertenencia étnica, la religién o la nacionalidad.

7. El Comité observa la creaciéon de instituciones especializadas
para luchar contra la discriminacién racial, lo que demuestra el
compromiso del Estado Parte en esta esfera, como son el Consejo Nacional
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de Lucha contra la Discriminacién creado en 2001, que en 2004 se convertira
en el Consejo Nacional de Promocién de la Igualdad Racial, y la Secretaria
Especial para la Promocién de la Igualdad Racial creada en 2003.

8. El Comité celebra que en 2002 el Estado Parte haya hecho la
declaracién facultativa prevista en el articulo 14 de la Convencién.

9. El Comité observa con satisfaccion la entrada en vigor en
agosto de 2003 del Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y
tribales en paises independientes.

10. El Comité constata con satisfaccién la invitacién hecha a
todos los relatores tematicos de la Comisiéon de Derechos Humanos para
que visiten el Brasil cuando lo deseen.

11.  El Comité también expresa su satisfaccion ante la declaraciéon
de que se consulté a las organizaciones no gubernamentales para
preparar el informe.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

12.  El Comité reitera la preocupacién expresada en sus
anteriores observaciones finales (CERD/C/304/Add.11) acerca de la
persistencia de desigualdades profundas y estructurales que afectan a las
comunidades negra y mestiza y las poblaciones indigenas.

El Comité recomienda que el Estado Parte intensifique sus
esfuerzos para luchar contra la discriminacién racial y eliminar las
desigualdades estructurales y que presente informacién sobre la
aplicacién de las medidas adoptadas, en particular las previstas en
el segundo Programa Nacional de Derechos Humanos y en el
Programa Nacional de Accién Afirmativa.

13. Al Comité le preocupa la segregacion racial de hecho que
afecta a algunas poblaciones negras, mestizas e indigenas en zonas rurales
y urbanas, como las conocidas “favelas”, y lamenta que el Estado Parte no
haya aportado informacién suficiente al respecto.

A la luz de su Recomendacién general N° XIX, el Comité recuerda
al Estado Parte que la segregacion racial puede surgir sin ninguna
iniciativa o participacion directa de las actividades ptblicas e invita
al Estado Parte a que siga vigilando todas las tendencias que
puedan dar lugar a la segregacion racial o étnica y a que se esfuerce
por erradicar las consecuencias negativas que puedan tener. El
Comité invita asimismo al Estado Parte a que informe sobre las
medidas adoptadas para atajar este problema.
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14.  El Comité toma nota del nuevo Estatuto de las Sociedades
Indigenas (Estatuto da Sociedades Indigenas) que estd redactando el
Congreso Nacional.

El Comité recomienda que el Estado Parte facilite informacién
actualizada a este respecto.

15.  Si bien el Comité toma nota del objetivo del Estado Parte de
finalizar la demarcacién de las tierras indigenas para 2007 y considera que
es un paso importante encaminado a garantizar los derechos de las
poblaciones indigenas, le preocupa que la posesion y utilizacién efectivas
de las tierras y recursos indigenas continden viéndose amenazadas y
restringidas por las agresiones reiteradas contra las poblaciones indigenas.

A la luz de la Recomendacién general N° XXIII sobre los derechos
de las poblaciones indigenas, el Comité recomienda que el Estado
Parte finalice la demarcaciéon de las tierras indigenas para 2007.
Asimismo, el Comité recomienda que el Estado Parte adopte
medidas urgentes para reconocer y proteger en la practica el
derecho de las poblaciones indigenas a poseer, explotar, controlar y
utilizar sus tierras, territorios y recursos. En este sentido, el Comité
invita al Estado Parte a que informe sobre la solucién de los casos
de intereses contrapuestos en relacion con tierras y recursos
indigenas, en particular aquellos en que se ha desplazado a grupos
indigenas de sus tierras.

16. Al Comité le preocupa que sé6lo se hayan reconocido
oficialmente unas pocas comunidades conocidas como quilombos y que
aun sea menor el namero de dichas comunidades que ha recibido titulos
de propiedad permanente de sus tierras.

El Comité recomienda que el Estado Parte acelere el proceso de
identificacién de las comunidades quilombos y sus tierras y de
distribucién de los correspondientes titulos de propiedad a todas
esas comunidades.

17. Al Comité le preocupan las denuncias de discriminacién
sufrida por los gitanos en relacién con la inscripcién de los nacimientos y
la escolarizacién de sus hijos.

A la luz de la Recomendacién general N° XXVII sobre la
discriminacién de los romanies (gitanos), el Comité invita al Estado
Parte a que aclare esta cuestion.

18. Al Comité le preocupa que, a pesar del caradcter generalizado
de los actos de discriminacién, al parecer, raramente se aplican las
disposiciones juridicas de la legislacién nacional contra los delitos racistas.
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El Comité recomienda que el Estado Parte facilite estadisticas de los
procesos iniciados, y las sanciones impuestas, en los casos de
infracciones relacionadas con delitos racistas y en los que se hayan
aplicado las disposiciones pertinentes de la legislaciéon nacional
vigente. Asimismo recomienda que el Estado Parte mejore los
programas de sensibilizacién y formacién sobre la existencia y el
tratamiento de los delitos racistas destinados a quienes se ocupan
de la administracién de justicia, como jueces, fiscales, abogados y
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.

19.  El Comité se muestra preocupado por el creciente ntimero de
organizaciones racistas, como los grupos neonazis, y la extensiéon de la
propaganda racista en Internet.

El Comité recomienda que el Estado Parte aclare mejor el contenido
y la aplicaciéon de las disposiciones pertinentes de la legislacion
nacional que se refieren a la existencia y la actividad de las
organizaciones racistas, asi como las que prohiben la propaganda
racista en Internet.

20. El Comité reitera su preocupacién expresada ya en sus
anteriores observaciones finales por el hecho de que los ciudadanos
analfabetos, que pertenecen sobre todo a los grupos indigenas, negros o
mestizos, no tengan derecho a ser elegidos para cargos publicos.

A la luz del apartado c) del articulo 5 de la Convencién, el Comité
recomienda que el Estado Parte adopte medidas adecuadas para
luchar contra el analfabetismo y permita a todos los ciudadanos
disfrutar de todos los derechos politicos, en particular el derecho a
ser elegidos para ocupar cargos publicos.

21. El Comité toma nota de que el informe no ha aportado
suficiente informacién sobre los derechos culturales de las personas
pertenecientes a las minorias, en el contexto del articulo 5 de la
Convencioén. En particular, no figura mencién alguna del derecho de los
grupos minoritarios y étnicos a recibir educacién en su propio idioma.

El Comité recomienda que el Estado Parte presente mas
informacioén a este respecto.

22.  El Comité toma nota de que el Instituto Brasilefio de
Geografia y Estadisticas (IBGE) estd estudiando la posibilidad de
introducir cambios en la metodologia que utiliza para clasificar a los
diversos grupos de poblacion.

El Comité invita al Estado Parte a que presente informacién
actualizada al respecto.
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23. El Comité alienta al Estado Parte a que durante la
preparacion de los informes periédicos siga celebrado consultas con las
organizaciones de la sociedad civil que se ocupan de la lucha contra la
discriminacién racial.

24.  El Comité insta al Estado Parte a que ratifique las enmiendas
al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, aprobadas el 15 de enero de
1992 en la 14? reunién de los Estados Partes en la Convencién y ratificadas
por la Asamblea General en su resoluciéon 47/111. A este respecto, el
Comité se remite a la resolucién 57/194 de la Asamblea General de 2002,
en la que la Asamblea insta encarecidamente a los Estados Partes a que
aceleren sus procedimientos internos de ratificacién de la enmienda y a
que con prontitud notifiquen por escrito al Secretario General su
aceptaciéon de la enmienda. En la resolucién 58/160 de la Asamblea
General se reitera un llamamiento similar.

25. El Comité recomienda al Estado Parte que divulgue
ampliamente la informacién sobre los recursos internos disponibles
contra los actos de discriminacién racial, sobre los medios juridicos para
obtener reparacién en los casos de discriminacién y sobre el
procedimiento de presentaciéon de denuncias por particulares previsto en
el articulo 14 de la Convencion.

26.  El Comité recomienda que los informes del Estado Parte se
pongan a disposicién del publico tan pronto como se presenten y que se
publiquen asimismo las observaciones del Comité al respecto.

27.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente
conjuntamente sus informes peridédicos 18°, 19° y 20° en un solo
documento, a mas tardar el 4 de enero de 2008, en calidad de informe
actualizado que aborde todas las cuestiones planteadas en las presentes
observaciones finales.

kkhkhkkkhkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.11, 27 de septiembre de 1996

1. El Comité examiné los informes periédicos 10°, 11°, 12° y 13°
del Brasil, presentados en un documento tnico (CERD/C/263/Add.10),
en sus sesiones 11577, 1158% y 1159* (CERD/C/SR.1157 a 1159), celebradas
los dias 5 y 6 de agosto de 1996, y en su 1177 sesién, celebrada el 19 de
agosto de 1996, aprob¢ las siguientes observaciones finales.
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A. Introduccién

2. El Comité celebra que se haya reanudado el didlogo con el
Gobierno brasilefio después de nueve afios de interrupciéon y expresa su
satisfaccién al Estado Parte por el informe sincero que ha presentado y las
explicaciones proporcionadas por la delegacién. No obstante, lamenta que
el informe presentado sélo contenga unos pocos datos concretos sobre la
aplicacién de la Convencién en la practica. En este sentido, el Comité
toma nota de la declaraciéon de la delegacion brasilefia segtn la cual el
Estado Parte esta dispuesto a continuar el dialogo en un futuro préximo y
a proporcionarle informaciones mas amplias sobre las medidas adoptadas
para aplicar la Convencion.

3. Se toma nota del hecho de que el Estado Parte no ha
efectuado la declaracién prevista en el articulo 14 de la Convencién;
algunos miembros del Comité pidieron que el Brasil estudiara la
posibilidad de efectuar esa declaracion.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

4. Se reconoce que el Brasil es un pais de dimensiones
geograficas y demogréficas muy importantes que, durante el decenio
pasado, experimenté profundas transformaciones tanto a nivel politico y
econdémico como social. A pesar de las numerosas reformas estructurales,
politicas, econémicas y sociales, las autoridades no han logrado acabar
con la pobreza endémica, lo que agrava las desigualdades sociales que
afectan en particular a la poblacién indigena negra y mestiza, y favorece
la aparicion de una cultura de la violencia.

C. Aspectos positivos

5. Se acogen con satisfaccion las medidas legislativas e
institucionales adoptadas recientemente por el Gobierno del Brasil para
asegurar una mayor concordancia de la legislacién nacional con la
Convencién y mejorar la proteccién de los derechos fundamentales de las
comunidades mas vulnerables. En este sentido, se toma nota
especialmente de la aprobacion, en 1988, de la nueva Constitucién y de la
creacion reciente de una comisién de derechos humanos, un grupo de
trabajo interministerial para la promocioén de la poblacién negra y un
ministerio de la reforma agraria, asi como de la promulgacién del plan
nacional de derechos humanos. Es de destacar asimismo la creacién a
titulo experimental de una comisarfa de policla que se ocupa
especialmente de los casos de discriminacién racial.
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6. La voluntad manifestada por la delegacién de ratificar en
breve el Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales en
paises independientes constituye un elemento positivo que es de esperar
que se concrete lo antes posible.

7. La participaciéon activa de representantes de la sociedad civil
en la redaccién del informe del Estado Parte es una iniciativa digna de
encomio, al igual que lo es la voluntad manifestada por las autoridades
brasilenas de difundir ampliamente ese informe y las conclusiones del
Comité.

D. Principales motivos de preocupacion

8. Los datos estadisticos y cualitativos relativos a la
composicién demogréfica de la poblacién brasilefia y al disfrute de los
derechos politicos, econémicos, sociales y culturales publicados en el
informe del Estado Parte, demuestran de manera evidente que las
comunidades indigena, negra y mestiza sufren desigualdades profundas
y estructurales y que las medidas adoptadas por el Gobierno para
combatir eficazmente esas disparidades siguen siendo insuficientes.

9. Se toma nota de que el informe no contiene datos sobre los
“indicadores” de las dificultades especiales a que hacen frente en el plano
social las poblaciones mas vulnerables, en particular las poblaciones
indigena, negra y mestiza.

10. Segun diversas fuentes de informacién coincidentes, las
actitudes discriminatorias respecto de las comunidades indigena, negra y
mestiza persisten en la sociedad brasilefia y se manifiestan a diversos
niveles en la vida politica, econémica y social del pais. Esas actitudes
discriminatorias conciernen, entre otros, al derecho a la vida y a la
seguridad de las personas, la participacién politica, las posibilidades de
acceso a la educacién y el empleo, el acceso a los servicios publicos
basicos, el derecho a la salud, el derecho a una vivienda digna, la
propiedad de la tierra, la utilizacién del suelo y la aplicacién de la ley.

11. Se manifiesta especial preocupaciéon por la suerte de las
poblaciones més vulnerables: indigena, negra y mestiza.

12.  En el marco de la aplicacién del articulo 2 de la Convencién,
se observa con preocupacién la lentitud de determinadas reformas
legislativas, en particular la del Cédigo Penal. Se observa también con
preocupacion la pervivencia del articulo 6 del Cédigo Civil del Brasil de
1916, que limita de manera discriminatoria el ejercicio de los derechos
civiles de la poblacién indigena y que estd en contradiccién con la
Constitucion brasilefia de 1988, a pesar de que esa disposicién se
considere caducada segin las explicaciones del representante del Brasil.
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13. El hecho de que los ciudadanos analfabetos de las
poblaciones indigena, negra y mestiza o de otros grupos vulnerables no
puedan ser candidatos en las elecciones politicas no se ajusta al espiritu al
parrafo c) del articulo 5 de la Convencién.

14.  Se pone de manifiesto especialmente que la poblacién indigena
es objeto de graves discriminaciones en lo concerniente al disfrute de sus
derechos civiles, politicos, econdmicos, sociales y culturales. Se expresa
especial preocupacién por el trato desigual que recibe la poblacién indigena
en los procesos de demarcacién y distribucion de tierras, por la solucién
violenta e ilegal de numerosos conflictos por la tenencia de tierras y por la
violencia e intimidacién de que es victima esa poblacién a manos de milicias
privadas y a veces incluso de miembros de la policfa militar. Se expresa
asimismo inquietud en relacién con la proteccién social de esa poblacién y
con las discriminaciones de que es objeto en los dmbitos de la salud, la
educacion, la cultura, el empleo, el acceso a las funciones ptblicas y la vivienda.

15. En lo que respecta a la aplicaciéon del articulo 6 de la
Convencién, se constatd con pesar que la informacién proporcionada
sobre los casos en que las victimas de actos de discriminacién racial
habian interpuesto recursos judiciales era insuficiente y no permitia hacer
una evaluacién adecuada.

E. Sugerencias y recomendaciones

16.  El Comité espera que el Estado Parte prosiga e intensifique
sus esfuerzos por mejorar la eficacia de las medidas y los programas
destinados a garantizar a todos los grupos de la poblacién el disfrute
integro de sus derechos politicos, econémicos, sociales y culturales. El Comité
recomienda igualmente al Estado Parte que preste la atencién necesaria al
desarrollo de programas de sensibilizacién sobre los derechos humanos y la
tolerancia, a fin de evitar la discriminacién y los prejuicios sociales y raciales.

17.  El Comité pide al Gobierno brasilefio que presente en su
proximo informe periédico informaciones e “indicadores” precisos
concernientes a las dificultades sociales a que hacen frente las poblaciones
indigena, negra y mestiza, en particular a las tasas de desempleo,
encarcelacién, alcoholismo, consumo de estupefacientes, delincuencia y
suicidio. El Comité sefiala también a la atenciéon del Estado Parte la
necesidad de elaborar “indicadores” que permitan evaluar las politicas y
los programas destinados a proteger y promover los derechos de los
sectores vulnerables de la poblacién.

18.  El Comité recomienda al Estado Parte que no escatime
esfuerzos para acelerar las reformas legislativas en curso y, en particular,
para enmendar el articulo 6 del Cédigo Civil del Brasil de 1916, que esta
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en contradicciéon con la Constitucion brasilefia de 1988. El Estado Parte
deberia también adoptar medidas para permitir a los ciudadanos
analfabetos procedentes de los grupos de poblacién mas desfavorecidos
ser elegidos en las elecciones politicas.

19. El Comité recomienda al Gobierno del Brasil que dé una
expresion practica mds enérgica a su voluntad de defender los derechos
fundamentales de los indigenas, los negros, los mestizos y los miembros
de otros grupos vulnerables de la poblacién, victimas habituales de
graves intimidaciones y violencias que a veces han acarreado la muerte.
El Comité exhorta a las autoridades interesadas a que persigan
sistemdticamente a los autores de tales delitos, ya sean éstos miembros de
milicias privadas o del Estado, y que adopte medidas preventivas
eficaces, en particular mediante la formacién profesional de los miembros
de la policfa militar. Ademas, el Estado Parte debe velar por que las
victimas de tales actos sean indemnizadas y rehabilitadas.

20.  El Comité recomienda encarecidamente al Estado Parte que
adopte soluciones justas y equitativas para la demarcacioén, la distribuciéon
y la restitucion de tierras. Con este fin, en lo que concierne a los conflictos
por la tenencia de tierras, se deberian adoptar todas las medidas
necesarias para evitar las discriminaciones contra los indigenas, los
negros o los mestizos por parte de los grandes terratenientes.

21.  El Comité alienta al Estado Parte a que ratifique el Convenio N°
169 de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales en paises independientes.

22.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Brasil incluya informaciones detalladas sobre las denuncias presentadas
por las victimas de actos de discriminacién racial y sobre el curso judicial
que se ha dado a las mismas.

23.  El Comité recomienda al Estado Parte que asegure que se dé
publicidad a escala nacional a su 13° informe periédico y a las
observaciones finales del Comité.

24. El Comité recomienda al Estado Parte que ratifique las
modificaciones del pérrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, que fueron
aprobadas por la 14* reunién de los Estados Partes.

25.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte, que se espera para el 4 de enero de 1998, incluya una
actualizaciéon del informe anterior y aborde todas las cuestiones
planteadas en las presentes observaciones.

kkhkhkkkhkkk
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial

Informe sobre el cuadragésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/42/18), 1987

544. En su sesién 788a., celebrada el 10 de marzo de 1987
(CERD/C/SR.788), el Comité examind los informes periédicos octavo
y noveno del Brasil, presentados en wun solo documento
(CERD/C/149/Add.3).

545. Present6 el informe el representante del Brasil, quien informé
al Comité de que en noviembre de 1986 el pueblo brasilefio habia elegido
la Asamblea Constituyente, que tendria a su cargo la elaboracién de una
nueva constitucién federal. Se refirié también a las partes pertinentes del
informe y sobre todo a las relativas a las politicas indigenistas de su
Gobierno.

546. Los miembros del Comité manifestaron su complacencia por
la gran calidad del informe, que contenia amplia informacién y reflejaba
la importancia que tenia para el Brasil la continuacién de un didlogo
significativo con el Comité. Encomiaron ademas la pronta respuesta dada
por el Gobierno del Brasil a las diversas preguntas formuladas durante el
examen del informe anterior. Se subray6 la importancia de la nueva
legislacion promulgada con el fin de eliminar la discriminacién racial. Sin
embargo, se sefial6 que los Estados partes también debian examinar la
eficacia de esas medidas para determinar si se requerian otras que no
fuesen de carécter legislativo.

547. En lo que respecta a la aplicacién del articulo 2, en
conjuncién con el articulo 5 de la Convencién, los miembros del Comité
encomiaron la politica del Gobierno y sus medidas destinadas a mejorar
la situacion de las poblaciones indigenas. Sin embargo, observaron que se
requeria todavia un esfuerzo considerable para garantizar a los
aborigenes una posicién de igualdad con los demas ciudadanos. Algunos
miembros preguntaron de qué modo la importante deuda externa del
Brasil repercutia en la economia nacional y en la aplicacion de la
Convencién. En particular, preguntaron si las dificultades de la deuda
externa afectarfan la nueva politica del Gobierno de distribucién de tierras
y en qué medida los grupos organizados de terratenientes eran un
obstaculo a la aplicacion de ese programa.

548. En relacion con la demarcacién de las tierras indigenas, de
conformidad con el Estatuto del Indio, algunos miembros preguntaron si
existian disposiciones que permitiesen prestar asesoramiento y asistencia
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juridica en general a los indios que apelasen ante los tribunales contra la
demarcacién de esas tierras o de su asignacién, por ejemplo, a empresas
de explotacién minera. Preguntaron si se habian registrado casos de
sanciones impuestas por el Gobierno a las empresas mineras por
infraccién del Decreto No. 88985, destinado a proteger el patrimonio y el
bienestar de los indios y si las empresas mineras habian reaccionado a la
aplicaciéon de ese Decreto. Se pregunté si el significado del término
“demarcacién” era que los indios tenfan derecho a vivir en la zona
demarcada o que se transferian a los indios los titulos de propiedad de las
tierras indigenas. También se pidié una aclaracién sobre las diferencias
entre el régimen aplicable a las zonas pertenecientes a los indios y las del
patrimonio de la Unién.

549. Los miembros del Comité solicitaron informaciéon adicional
sobre la explotacion del subsuelo en las zonas de propiedad de los indios.
Preguntaron si ésta explotacion se efectuaba con la aprobacién de la
poblaciéon indigena; si ésta daba su aprobacién directamente o por
conducto de sus 6rganos representativos; si se registraban casos en que se
hubiese entregado a los indios las utilidades procedentes de la
explotacién del subsuelo de las zonas de su propiedad o en que se les
hubiese pagado indemnizacién o derechos por la ocupacién de su tierra;
en caso afirmativo, cudl era la suma total pagada a los indios por ese
concepto y, en caso de conflicto, si prevaleceria el interés de las empresas
que percibian esos ingresos o la tradiciéon indigena.

550. Algunos miembros observaron que los bosques tropicales
amazonicos eran de importancia considerable no sélo para los indios que
vivian en ellos sino también para el equilibrio climatico mundial. Por lo
tanto, era conveniente que se dispusiera de informacién actualizada
acerca de las actividades de las empresas transnacionales que procedian a
la deforestacién de amplias extensiones. Se observé que para impedir que
en nombre de los intereses privados se despojara a los indios de sus
tierras era muy importante que se acelerara el proceso de demarcacién a
fin de garantizar la supervivencia fisica y cultural de las comunidades
indigenas. Se sugirié que la prospeccién y explotacién mineras debian
reservarse a las empresas estatales y que las utilidades procedentes de la
explotacion del subsuelo debian reservarse a los indios exclusivamente.

551. Se solicit6 mayor informacién acerca del sistema de tutela
impuesto a los indios para el disfrute de sus derechos civiles y politicos.
Se pregunt6 por qué no se concedian los derechos civiles y politicos a los
indios capaces de ejercerlos y cudles eran las ventajas del sistema de tutela
(segun el informe, ningtn indio habfa pedido que se le liberase de ese
sistema).
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552. Algunos miembros del Comité deseaban conocer el nivel de
participaciéon de los indios en la gestion de los asuntos ptblicos.
Preguntaron si era politica del Gobierno tener en cuenta la sabiduria e
inteligencia de los aborigenes en la construcciéon del pais y si habia
ingenieros y técnicos entre los aborigenes; también se pregunté si en la
Céamara de Diputados habia otros indios aparte del jefe indio sefialado en
el informe anterior.

553. Se solicité aclaraciéon acerca del papel desempenado en el
Brasil por los misioneros cristianos y, en particular, sobre la diferencia de
enfoque entre los catélicos europeos y los protestantes fundamentalistas
de los Estados Unidos de América en lo que respecta a las costumbres y
modos de vida de los indios amazénicos, y se pregunté si las autoridades
brasilefas ejercian algin control sobre las actividades de los misioneros.
Interesaba asimismo saber cudl era la situacién de Leonardo Boff después
de que el Vaticano habia censurado la teologia de la liberacién.

554. Los miembros del Comité observaron que el ntimero de
indios que proseguia sus estudios mas alld de la escuela elemental era
muy bajo y expresaron la esperanza de que se lograra un pronto progreso
en esa esfera. Pidieron que se explicaran las causas de la disminucién del
nimero de estudiantes indios en las escuelas elementales, que habia
pasado de unos 20.000 en 1983 a 4.536 en 1985. Solicitaron mas
informacién sobre el ntimero total de indigenas en el Brasil y sobre la
composiciéon y el crecimiento de esa poblaciéon. También se solicit6
informacién sobre el ntimero de lenguas indigenas que se hablaba en el
pais y su importancia relativa.

555. Los miembros del Comité deseaban saber si habia algtn
programa a largo plazo para integrar las poblaciones indigenas a la vida
nacional y de qué modo se conciliaba el interés del Gobierno por
preservar la cultura de esas poblaciones y su interés en integrarlas a la
vida nacional. Por ejemplo, se pregunté si los métodos indigenas de
cultivo de la tierra eran compatibles con la aplicacién de la ciencia y la
tecnologia a la produccién agricola.

556. En lo que respecta a la poblacién afrobrasilefia, algunos
miembros del Comité preguntaron si constitufan un grupo étnico
diferente; si vivian principalmente en las ciudades; si formaban parte de
la clase obrera y cudl era su nivel de educacion. Tomaron nota de las
importantes medidas adoptadas por el Gobierno en el sector de la
educacioén a fin de promover la cultura afrobrasilefia. Se pregunté si habia
personas de raza negra en la marina del Brasil y si se habia realizado
algtin estudio sobre la representaciéon equitativa de los diversos grupos
étnicos de la poblaciéon en la marina y la administracién publica.
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Se solicit6 informacién adicional acerca de la politica del Gobierno del
Brasil en lo que respecta a la equidad en el empleo en la administracién
publica.

557. En lo que concierne al articulo 3 de la Convencién, los
miembros del Comité felicitaron al Gobierno del Brasil por las nuevas
medidas adoptadas para aplicar esa disposicion. Sin embargo, lamentaron
que las directrices dadas por las autoridades del Brasil no fuesen
obligatorias para los particulares y las empresas privadas. Deseaban saber
cudl era la posicién del Gobierno en lo que respectaba a las sanciones
obligatorias impuestas a Sudéafrica por el Consejo de Seguridad y si el
Gobierno garantizaba que las personas y las empresas privadas diesen
cumplimiento a las sanciones econémicas. Se pregunté si se habia
aplicado alguna vez el Decreto No. 91.524, que prohibia el intercambio
cultural, artistico y deportivo con Sudafrica asi como la venta de petréleo
y armas a ese pais. Los miembros del Comité deseaban saber si el Brasil
mantenia relaciones diplomaticas con Sudafrica y si la compaifiia aérea
brasilena Varig mantenia sus vuelos a Sudéfrica. Se pidi6 también mas
informacién acerca de un seminario celebrado en Rio de Janeiro bajo el
patrocinio de la Comisién de Empresas Transnacionales de las Naciones
Unidas. Los miembros del Comité manifestaron la esperanza de que el
Brasil rompiese en definitiva todas sus relaciones con el régimen racista
de Sudafrica.

558. En lo que respecta a la aplicacién de los articulos 4 y 6 de la
Convencién, los miembros del Comité expresaron su preocupacién por
una informacién comunicada por Amnistia Internacional acerca de un
incidente en el que 261 indios patax6é ha-ha-hae, del Estado de Bahia,
habian sido asesinados por la policia militar y mercenarios a sueldo de los
terratenientes. Deseaban saber qué medidas se habian adoptado para
evitar que se repitieran incidentes de ese tipo y si ese incidente se habia
comunicado al Consejo para la Defensa de los Derechos Humanos.

559. Los miembros del Comité deseaban saber si la pena aplicable
al crimen de genocidio (12 a 30 afios de reclusién) equivalia a la pena
maxima prevista en la legislacién penal, como era normalmente la regla
para los delitos mas graves; si la Ley No. 7.437 de 1985 era aplicable a los
actos de discriminacién cometidos tanto por particulares como por
funcionarios publicos; si esa Ley habia sido promulgada y aplicada en los
tribunales y, de no ser asi, cudndo se promulgaria; si esa Ley era aplicable
también en el caso de que en la propaganda no se emplease la fuerza sino
otros medios, como la difamacién. También se pregunto si al funcionario
de la administracién publica reconocido culpable en caso de discriminaciéon
se le aplicaba sélo una sancién administrativa o también una sancién
penal; si se habia invocado en algtn caso la legislacion que prohibia la



106 BRASIL

discriminacién en el empleo y, de ser asi, qué tipos de casos se habian
planteado en los tribunales y cudles eran los recursos de que se disponia.
Ademas, se solicitaron pormenores acerca de la composicién del Consejo
para la Defensa de los Derechos Humanos; se pregunté si en él
participaban representantes de los distintos sectores de la poblacion,
sobre todo de la Iglesia Catolica, que mostraba especial preocupacién por
la causa de los derechos humanos, y cudl era el método para la
designacién de los miembros y la autoridad encargada de designarlos.
Se expreso la esperanza de que con motivo de la aprobacion de la nueva
Constitucién el Gobierno adoptase también las medidas legislativas
necesarias para dar pleno vigor a las disposiciones del articulo 4 de la
Convencién.

560. En respuesta a las preguntas y los comentarios formulados
por los miembros del Comité, el representante del Brasil sefialé6 que su
Gobierno tenia plena conciencia de que la proteccién y promocién de los
derechos de la poblacién indigena distaba mucho de ser una realidad. La
expansion de la frontera agricola y las actividades de prospeccién de oro
eran causa de tensiones en el Brasil y, lamentablemente, se habian
producido varias muertes. Sin embargo, el Departamento de Policia
Federal y el Ministerio de Justicia hacian todos los esfuerzos posibles por
solucionar el problema y por enjuiciar a toda persona cuya
responsabilidad quedase establecida. Las cifras que figuraban en el
informe sobre los indios y la educacién primaria indicaban un fuerte
retroceso en 1985 en comparaciéon con 1984. La cifra correspondiente a
1985 abarcaba sin duda una parte del afio solamente y se corregiria en el
informe siguiente. En la actualidad, de una poblaciéon total de 130
millones, los indios del Brasil sumaban 220.000. Su habitat era una gran
extension de tierra que el Gobierno procuraba ampliar todavia més. En el
Brasil se hablaban unas 205 lenguas y dialectos indios. El portugués era el
tnico idioma comun.

561. Enlo que respecta a la deuda externa, el representante sefialé
que el Brasil habia decidido declarar una moratoria que le permitiria el
tiempo necesario para reajustar su economia interna. El Brasil no podia
aceptar las condiciones de ciertas instituciones financieras internacionales
pues su primera prioridad era el desarrollo nacional.

562. El Gobierno reconocia profundamente la labor de los
misioneros y la muy valiosa asistencia proporcionada a los indios. El
problema suscitado tultimamente en relacién con la teologia de la
liberacién era una cuestion interna que sélo atafifa a la Iglesia.

563. En cuanto a la inexistencia de personas de raza negra en el
servicio diplomatico y la marina, el orador recordé una rebelién que habia
estallado en Rio de Janeiro en 1893, encabezada por un almirante negro
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(Revolta da Armada). Para el Gobierno del Brasil, el numero de
matrimonios mixtos inscritos revestia gran importancia, pues era fuente
de una nueva raza y una nueva cultura.

564. En lo que respecta al articulo 3 de la Convencién, senalé que
el Brasil mantenia relaciones diplomaticas con Sudafrica y que su
representante en ese pafs era sélo un secretario auxiliar. El Gobierno del
Brasil no alentaba el comercio o las relaciones de otra indole con
Sudafrica. Varig mantenia sus vuelos a Sudéfrica pero se trataba de una
empresa privada.

565. En lo que respecta a la aplicaciéon del articulo 4 de la
Convencioén, el representante informé al Comité de que el texto de la
nueva ley habia sido remitido al Ministro de Justicia designado en marzo
de 1986. En el Brasil no existia pena de muerte o de reclusién a
perpetuidad. La pena maxima era de 30 afios de reclusién. El Consejo
para la Defensa de los Derechos Humanos no era un 6rgano nuevo sino
que habia sido completamente reestructurado a fines de 1985 a fin de que
atendiese mejor las necesidades actuales de la sociedad brasilefia.
Dependia del Ministerio de Justicia y estaba integrado por miembros de
ese Ministerio, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Departamento de
Policia Federal, el Congreso (partidos de la mayoria y de la oposicién) y
por personalidades de la prensa, del sector de la educacién y de la
abogacia. Actualmente se estaba revisando esa composicion.

566. El representante informé ademds que gran parte de la
legislacion en vigor en el Brasil se revisaria en un futuro cercano a raiz de
la aprobacién de la nueva Constitucién. Por lo tanto, el informe siguiente
contendria todavia mas informacién relativa a la aplicacién de la
Convencion y reflejarfa la preocupaciéon del Gobierno por atender a las
observaciones y preguntas del Comité que, siendo numerosas y complejas
mostraban la importancia que el Comité asignaba a los informes del Brasil.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/38/18), 1983

251. El Comité examiné el séptimo informe peridédico del Brasil
(CERD/C/91/Add.25) junto con la presentaciéon del representante del
Estado informante, quien limit6 sus observaciones a la cuestion relativa a
la legislacién nacional referente a la Convencién y se refirié6 a los
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elementos principales de las respuestas que se daban en el informe a las
preguntas planteadas anteriormente por el Comité con respecto a la
aplicaciéon de algunos articulos de la Convencién y a la protecciéon de la
poblacién indigena.

252. Los miembros del Comité felicitaron al Brasil por su informe,
que reflejaba la determinacién cada vez més firme del Gobierno de aplicar
la Convencién, y celebraron el hecho de que el Congreso Nacional
estuviese considerando la promulgacién de una nueva ley para establecer
penas mas severas en los casos de discriminacién racial.

253. El Comité centro su atencién en las cuestiones de la politica y
las medidas practicas adoptadas por el Gobierno en relacién con la
protecciéon de la poblacién indigena, atendiendo a lo dispuesto en el
articulo 1, el parrafo 4 del articulo 2 y el pérrafo 2 del articulo 5 de la
Convencién. Se senalé que las siete directrices generales del Plan de
Accién de la FUNAI adoptado el 18 de febrero de 1981, podrian ser ttiles
para otros paises que también tenfan poblaciones indigenas que era
preciso proteger. Sin embargo, algunos miembros del Comité expresaron
interés en recibir mas informacién sobre la demarcaciéon y la
reglamentacion de las tierras indigenas y sobre la forma en que se
clasificaba como indigenas a las personas; si esa clasificacién se basaba en
la raza o en su adhesiéon a un determinado grupo por consideraciones
sociales o econdmicas; hasta qué punto se permitia la colonizacién de
tierras indigenas por inmigrantes procedentes de otras regiones del pais;
si los contratos a que se referia el informe habian sido concertados entre la
poblacién indigena y los nuevos inmigrantes en las regiones mencionadas
y si esos contratos estaban de acuerdo con la politica oficial de la FUNAL
Puesto que entre las actividades principales de la FUNAI figuraban la
adquisicion de titulos para las tierras en las zonas indigenas habitadas por
poblaciones no indigenas y el reasentamiento de las personas extrafias
fuera de las tierras indigenas, se pregunto si el Gobierno habia establecido
algin fondo para indemnizar a las personas no indigenas que habian
realizado inversiones en tierras indigenas y qué penas se aplicaban en el
caso de incursiones de personas no indigenas en zonas reservadas para
los indios.

254. El Comité expres6 ademads interés en saber si existia algin
organismo administrativo o consultivo administrado por la poblacién
indigena en su propio interés, similar a los congresos de pueblos
indigenas que eran tradicionales en otras partes de América Latina y, de
ser asi, qué relaciéon tenia esa entidad con las nuevas organizaciones
establecidas por el Gobierno, tales como la FUNAIJ si los dirigentes de las
poblaciones indigenas estaban representados en algin nivel de la
administraciéon de la FUNAI y, de ser asi, a qué niveles estaban
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representados. Se pidié informacién sobre la situacion en los casos en que
habia habido ya una anexién parcial o completa de un territorio por parte
de intereses econdmicos nacionales o multinacionales y ya se habia
iniciado la explotacién de minerales; se preguntd si los indios tenian
derecho a algtin beneficio derivado de la explotacién de sus recursos
naturales y si en el sistema de tutela se preveia alguna forma de
asistencia, indemnizacién o subsidio para esos casos. Se pregunté si el
sistema de tutela entrafaba restricciones no solamente de derechos civiles
sino también de derechos politicos, si los grupos indigenas sujetos al
sistema de tutela podian votar y participar en la vida civil y, de ser asi, a
qué condiciones estaba sujeto su derecho a votar.

255. Ademas, algunos miembros del Comité pidieron informacién
acerca de la experiencia del Brasil con respecto a las escuelas bilingties, a
los programas de educacién y capacitaciéon para los grupos indigenas, a
las lenguas oficialmente reconocidas o que se estaban reconsiderando, asi
como a los resultados de las campafnas de alfabetizaciéon entre la
poblacién indigena. Con referencia al articulo 5 e) de la Convencién, un
miembro del Comité pregunto si la poblacién indigena estaba integrada
en la fuerza de trabajo de las empresas y, de ser asi, si habia en sus
condiciones de empleo normas encaminadas a proteger a los indigenas
del extrafiamiento y si el empleo daba como resultado mejores
condiciones de vida para ellos. Se expres6 asimismo la esperanza de que,
en el préximo informe, el Gobierno suministrase al Comité datos sobre el
desarrollo socioeconémico de las poblaciones indigenas y sobre las
instituciones tradicionales que participaban en programas socioeconémicos,
y de que informase si el Brasil habia ratificado o no el Convenio No. 107
de la OIT de 1957 relativo a la proteccién y la integraciéon de las
poblaciones indigenas y tribales. Se pidi6 al Gobierno que incluyese en su
proximo informe informacioén, con cifras concretas, sobre la composicién
de la poblacién indigena y estadisticas sobre la escasez de viviendas
rurales y urbanas, el analfabetismo y la mortalidad infantil entre los
indios.

256. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, algunos
miembros del Comité elogiaron los esfuerzos del Gobierno por ayudar al
pueblo de Sudafrica que padecia a causa del apartheid. Sin embargo,
expresaron sorpresa ante el hecho de que el Brasil mantuviese una
presencia diplomaética en Pretoria y pidieron al Gobierno del Brasil que
reconsiderase su posicion. En relacién con esto, se pregunté qué
magnitud tenia el comercio del Brasil con Sudafrica y qué posibilidades
habia de reducir los vinculos comerciales y diplomaticos con el régimen
de Pretoria.
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257. Con respecto a la declaracién contenida en el informe de que
el Consejo para la Defensa de los Derechos Humanos no habia tenido
nunca que examinar un acto de discriminacién racial, se pregunto si se
habian planteado casos ante los tribunales con arreglo a las leyes Nos.
5250, 6620 y el articulo 25 del Cédigo Penal, que se referian al articulo 4 de
la Convencion.

258. Respecto del articulo 5 de la Convencién, algunos miembros
del Comité indicaron su interés en recibir mas detalles sobre el plan del
Gobierno de adquirir viviendas construidas especialmente para personas
de bajos ingresos. Observando que el articulo 178 de la Constitucién
obligaba a las empresas a proporcionar educacién a sus empleados y a los
hijos de los empleados, se pregunté cuantos extranjeros se habian
beneficiado de esa disposicion; si realmente era obligatoria la educacién
entre los 7 y los 14 afios de edad; y si el plan de ensefianza del Gobierno
se esforzaba por crear conciencia entre los grupos indigenas y no
indigenas acerca de las culturas e identidades étnicas de otros grupos.
Se pidi6 explicaciones de por qué no se habia suministrado informacién
sobre la aplicacién del inciso vii) del parrafo d) del articulo 5, relativo al
derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religién, y del inciso
viii) del parrafo d) del mismo articulo, sobre la libertad de opinién y de
expresion.

259. Con respecto al articulo 6 de la Convencién, un miembro del
Comité senal6 a la atencion el articulo 92 de la Ley No. 4215, citado en el
informe, y pregunté cudles podian considerarse “motivos justificados”
para que el abogado designado dejase de defender a una persona
necesitada y qué autoridad estaba facultada a decidir si las razones del
abogado designado eran “justificadas”. Se pidi6 también que se aclarara el
sentido del articulo 1547 del Coédigo Civil, que preveia penas
considerablemente més severas para los casos de lesién moral que para
los casos de dafios fisicos o materiales.

260. Con respecto al articulo 7 de la Convencién, se pregunté qué
medidas habia adoptado el Gobierno del Brasil para incluir en los
programas de estudios escolares informacién encaminada a que los
jovenes adquiriesen conciencia de los fines y propdsitos de la Convencion.

261. Respondiendo a preguntas de miembros del Comité, el
representante del Brasil manifest6 que, de acuerdo con la Ley No. 6001 de
19 de diciembre de 1973, se consideraba indigena a una persona de origen
o ascendencia precolombina e identificada como perteneciente a un grupo
étnico separado; una comunidad indigena estaba constituida por un
grupo de familias indigenas que vivian aisladas o que mantenian
contactos intermitentes o permanentes con el mundo exterior, pero que no
estaban integradas en el cuerpo social de la nacién. Respecto de las
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directrices impartidas a la FUNAI, manifest6 que ellas estaban inspiradas
en la Ley No. 6001, que constituia el documento basico que regia la
politica oficial en la materia, y que la finalidad principal de la Ley era
regular la condicién juridica de los indigenas con miras a promover su
integracién armonica en la sociedad nacional y preservar al propio tiempo
sus valores culturales. El lento proceso de integracién se hacia atin més
dificil a causa de la lejania e inaccesibilidad de algunas de las regiones
habitadas por indigenas. La FUNAI estaba encargada de delimitar las
tierras indigenas, proceso en el que participaban representantes de la
poblacién indigena. La FUNAI se ocupaba también de prestar asistencia
basica y de promover la integraciéon y el desarrollo socioeconémico. Una
vez logrado cierto nivel de integracion y desarrollo, los indigenas
disfrutarian probablemente de beneficios materiales. En cuanto al sistema
de tutela, explic6 que, aunque dicho sistema limitaba la capacidad civil de
los indigenas, la reciente elecciéon de un jefe indigena para integrar la
Céamara de Diputados demostraba el alto nivel de representacién que
podian obtener los indigenas. Dentro del marco del sistema brasilefio de
representaciéon proporcional y teniendo en cuenta que habia 200.000
indigenas en una poblacién total de aproximadamente 120 millones, la
presencia de un indigena en la Cdmara de Diputados tenia una
importancia considerable. El representante sefial6 que en julio de 1965 el
Brasil habia ratificado el Convenio No. 107 de la OIT, de 1957, relativo a la
proteccién y la integracion de las poblaciones indigenas y que la Ley No.
6001 se habia inspirado en ese Convenio.

262. En cuanto a la preocupaciéon expresada respecto de las
relaciones diplomaticas del Brasil con Sudafrica, manifest6 que su
Gobierno habia reducido deliberadamente el nivel de su representacion
en ese pafs y que la Embajada estaba actualmente a cargo de un
Encargado de Negocios, que era un funcionario de categoria muy inferior.
El Brasil seguia reduciendo sus vinculos comerciales con Sudafrica.
Ademas, el Gobierno estaba ayudando a paises como Angola y
Mozambique en sus planes de desarrollo y habia contribuido a financiar
la construcciéon de una carretera en la Reptiblica Unida de Tanzania.

263. Respondiendo a preguntas relativas a la aplicacion del
articulo 5 de la Convencién, el representante manifest6 que el Gobierno
habia ofrecido ciertos incentivos tributarios con miras a estimular las
inversiones en algunas regiones y promover el desarrollo econémico y
social de los habitantes. Aunque el Gobierno habia logrado elevar en
alguna medida el nivel de vida, todavia quedaban inmensos problemas
por resolver. De acuerdo con el articulo 178 de la Constitucién, las
empresas comerciales, industriales y agricolas estaban obligadas a dar
instruccién primaria gratuita a sus empleados y a los hijos de éstos o a
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ayudar a sus empleados mediante un subsidio de educacién en la forma
que estableciera la ley. La educacion en el Brasil era obligatoria.

264. Para terminar, el representante aseguré al Comité que todas
las preguntas y comentarios serian transmitidos a su Gobierno para que
los tomase cabalmente en cuenta en el octavo informe periédico.
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Comité para la Eliminacion de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo quinto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/35/18), 1980

165. El Comité considerd el sexto informe periédico del Brasil
(CERD/C/66/Add.]), junto con la informacién suministrada por el
representante del Estado informante en su discurso de presentacion,
quien se refiri6 a la informacién adicional solicitada por el Comité al
examinar el quinto informe periédico, especialmente la legislacién y las
instituciones referentes a la proteccién de la poblacién indigena.

166. Los miembros del Comité tomaron nota de que el Gobierno
del Brasil habia puesto empefio en preparar su sexto informe periddico,
contestando a gran nimero de preguntas formuladas por los miembros
del Comité cuando se examiné el informe anterior y presentando textos
de la legislacién pertinente.

167. Gran parte de las deliberaciones gir6 en torno a la politica del
Gobierno con respecto a la poblacién indigena y de las medidas
legislativas y practicas encaminadas a asegurar la defensa y proteccion de
loa indios. Los miembros del Comité reconocieron que la principal
dificultad con que tropezaba el Brasil para cumplir las exigencias de la
Convencién tenia su origen en la composicion étnica del pais y en sus
comunidades indigenas. Aunque se reconocié que el Gobierno del Brasil
habia tomado medidas apropiadas para resolver los problemas de la
poblacion indigena, fijindose objetivos de caracter politico, econémico,
social, cultural y educativo, los miembros del Comité sefialaron que la
informacién presentada al respecto no era suficiente. En el parrafo 4 de la
parte III del informe, se indica que la Fundacién Nacional del Indio
(FUNALI), que ejerce funciones tutelares respecto de los indios , garantiza
la “propiedad” de tierras , pero los miembros mostraron interés en saber
si las tierras no pertenecian en realidad al Estado, tolerdndose
simplemente la presencia de los indios en ellas. Se pregunté también qué
criterio se empleaba para determinar el cardcter indigena de una persona;
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quién se encargaba de hacer esta determinacién y qué consecuencias se
derivaban de esto. Era necesario saber de qué derechos se privaba a los
indios y en qué forma podian liberarse del tutelaje para disfrutar de todos
los derechos inherentes a la ciudadania. Algunos miembros del Comité
preguntaron qué sentido tenia exactamente el tutelaje a que estaban
sujetos los indios y comunidades aborigenes que todavia no se habian
integrado en la sociedad nacional, y qué medidas se habian adoptado
para poblar la regiéon del Amazonas e integrar a los indios en la sociedad
brasilefna. Se consideré ademas importante saber qué derechos podian ser
suspendidos en virtud del tutelaje legal a que los indios estaban sujetos, si
era politica oficial respecto de la poblacién indigena concentrarla por la
fuerza en ciertas regiones o si tal concentracién era simplemente una
posibilidad que se les ofrecia junto con la opcién de salir de esas zonas;
cémo podia efectuarse la integraciéon de las comunidades indigenas si,
segiin lo indica el informe, “la politica adoptada por la FUNAI con
relacién a las comunidades aborigenes aisladas es no entrar en contacto
con ellas de no ser necesario”. Se formularon preguntas respecto a si la
politica de la FUNALI consistia en mantener aisladas a esas comunidades
con el pretexto de evitar “contactos innecesarios de los indios con los blancos,
ya que dichos contactos, en general, son perjudiciales para los indios”; y se
pregunto lo que significaba la expresién “pacificacién de los indios”. Se pidié
que el proximo informe del Gobierno del Brasil suministrase informacién
mas detallada sobre las zonas reservadas a los indios, sobre los objetivos y
métodos de la FUNAI y sobre los progresos que se hubiesen logrado, en
el sentido del parrafo 2 del articulo 2 de la Convencién, desde que se
adoptara el Estatuto Indio en 1973, y también sobre la composicién
demografica del pais, comprendidos los grupos aborigenes.

168. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, los miembros
del Comité expresaron la esperanza de que el préximo informe darfa
cuenta de las medidas concretas que el Brasil habia tomado para combatir
el apartheid, incluyendo una informacién completa sobre las relaciones
del Brasil con el régimen racista de Sudéfrica.

169. Se seniald que las leyes Nos. 5250, 6015 y 6620, que se
mencionan en el informe, tenian importancia, pero que no satisfacian
enteramente las exigencias del articulo 4 de la Convencién. El parrafo a)
del articulo 4 de la Convencién no dispone que deba haber “subversién
del orden politico y social” para que se declare punible la propaganda
racista; la difusién de ideas racistas basta, conforme a la Convencién, para
que se impongan penas de esa indole. Un miembro del Comité pregunté
qué ocurria si una sociedad, cuyos objetivos declarados fuesen legitimos,
se empefnase ulteriormente en actividades de otro tipo, especialmente
actividades que incitan a la discriminacién racial; era necesario saber si
una asociacion de este tipo estaria sujeta a una prohibicién, a instancia de
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una autoridad o de personas particulares. El parrafo b) del articulo 4 de la
Convenciéon declara delito penado por la ley la “participacion” en
organizaciones que incitan a la discriminacién racial, pero la ley N° 6.015
no establece pena alguna para esa participaciéon. Habria que saber cémo
puede disolverse una asociacién que, después de inscribirse en el registro
correspondiente, demostrase intencién de cometer actos delictuosos y si
eran punibles la asistencia y la financiacién de tales actividades. Se pidi6
también informacién sobre las recientes actividades del Consejo para la
Defensa de los Derechos Humanos, asi como una selecciéon de casos
decididos por los tribunales.

170. Con respecto al articulo 5 de la Convencion, se sefialé que el
informe contenifa informacién més completa sobre el cumplimiento de sus
disposiciones. Sin embargo, algunos miembros del Comité senalaron que
las disposiciones pertinentes de la Constituciéon federal que, segin el
informe, daba una “proteccién completa” a los derechos civiles,
econdmicos, sociales y culturales a que se hace referencia en los incisos d)
y e) del articulo 5 de la Convencién, no incluian los derechos enunciados
en los apartados i), iii), iv), vi) y ix) del inciso d), o en los apartados iii),
iv), v) y vi) del inciso e); y el derecho de libertad de movimiento, en
particular, no se mencionaba en la Constituciéon. Con respecto al inciso f)
del articulo 5, se pregunt6 si existian otras disposiciones legales que
garantizaran el acceso a los establecimientos privados abiertos al ptblico,
tales como hoteles, restaurantes, cafés, etc. Con respecto al inciso c) de
este articulo, se pidi6 informacién sobre el derecho al voto: si, por
ejemplo, la capacidad de leer y escribir constituia un requisito. Un
miembro del Comité expresé interés en saber lo que debia entenderse por
la frase “ausencia de un conflicto de intereses”, tal como la emplea el
articulo 3 de la ley electoral del Brasil referente a las condiciones que una
persona debe reunir para ocupar un cargo electivo.

171. En relaciéon con el cumplimiento del articulo 6 de la
Convencioén, se hizo referencia al articulo 159 del Cédigo Civil del Brasil
que prevé la obligacién de reparar el dafio causado por la comisién de
actos ilicitos, y se pregunto si existia en el Brasil ayuda juridica y la forma
exacta en que se prestaba; y si la reparacion a que tiene derecho la victima
de actos de discriminacién racial era de cardcter material o moral. Un
miembro del Comité declaré que, en muchos casos, dictaban nuevas leyes
para asegurar la proteccién y remedios eficaces contra la discriminacién
racial.

172. La mayoria de los miembros del Comité expresé general
satisfacciéon con las medidas tomadas por el Gobierno del Brasil para
aplicar el articulo 7 de la Convencién. Se pidié informacién mas detallada
sobre las medidas que se han adoptado en los sectores de educacion,
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especialmente sobre el contenido de los programas de estudio escolar, y
sobre medidas para eliminar prejuicios de origen racial.

173. Contestando a las preguntas y comentarios de los miembros
del Comité, el representante del Brasil manifesté que el objetivo de la
politica de limitar contactos con la poblacién indigena no era evitar tales
contactos sino limitarlos a los que fuesen absolutamente necesarios, pues
esos contactos pueden resultar perjudiciales para los indigenas. En cuanto
al reagrupamiento de los indigenas en zonas especiales o parques
nacionales, el propésito no era apartarlos de la corriente principal de la
vida nacional, sino permitirles llevar una vida conforme a sus tradiciones
y preservar su identidad. Los indigenas tienen derecho a desplazarse
libremente. En lo que respecta al término “pacificaciéon”, explicé que esa
expresion se referia a las actividades mediante las cuales la FUNAI
trataba por medios pacificos de ponerse en contacto con los indigenas.
Aun en el caso en que un grupo de indigenas recurria a actos de violencia,
no significaba esto que se tomasen represalias contra ellos. El Gobierno
del Brasil contestara en su préximo informe a las preguntas formuladas
sobre el sistema de tutela.

174. Explic6é también que el concepto de complicidad existia en el
derecho brasilefio. En cuanto a la posibilidad de ejercer un recurso contra
actos del Gobierno que no estuviesen en conformidad con la ley,
manifestd que se podia impugnar cualquier acto de la autoridad vy, si las
circunstancias lo Justificaban, ese acto podia anularse por decisién
Judicial. Sin embargo, era necesario agotar todas las posibilidades de
arreglo de un litigio por medios administrativos antes de que el asunto
pudiera plantearse ante los tribunales. En cuanto a la frase “ausencia de
un conflicto de intereses”, que figura en el articulo 3 de la ley electoral, el
representante explicé que se referia a casos en que una persona no podia
ser candidato a un cargo electivo por existir intereses personales. La ley
contenia todas las aclaraciones necesarias al respecto.

175. Respondiendo a la pregunta sobre los recursos de que
disponen las personas que se consideran lesionadas en sus derechos,
manifesté que existia ciertamente el recurso de plantear una queja ante los
tribunales por conducto de la administracién. La ley No. 6015 se refiere a
todo tipo de sociedad organizada conforme a la ley brasilena. Dio
seguridades al Comité de que el Gobierno del Brasil haria todo lo posible
por suministrar en su préximo informe periédico una contestacion
completa y cabal a los puntos planteados por el Comité.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo tercer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/33/18), 1978

297. Los informes cuarto y quinto del Brasil, presentados en un
solo documento de conformidad con solicitudes anteriores del Comité
(A/31/18 y Corr.1, parr. 23 y A/32/18, parr. 60 n)), fueron examinados
juntamente con la declaracién introductoria formulada por el
representante del Estado informante.

298. El Comité lament6 tener que sehalar que el documento que
se examinaba contenia escasa informacién; que algunas preguntas
planteadas durante los periodos de sesiones tercero, cuarto, séptimo y
noveno del Comité, en relacién con su examen de los informes periédicos
inicial, suplementario, segundo y tercero del Brasil, habian quedado sin
respuesta; y que no se habian suministrado los textos juridicos solicitados
en esos periodos de sesiones. (Para el examen de los informes inicial y
suplementario, véase A/9018, parr. 121; para el examen del segundo
informe periddico, ibid., pérrs. 122 a 127, y para el examen del tercer
informe periédico, véase A/9618, parrs. 162 a 164.)

299. Los miembros del Comité reiteraron las preguntas vy
peticiones hechas en anteriores periodos de sesiones, en particular las
solicitudes de informacién sobre la aplicacion del inciso b) del articulo 4, y
5y 7 de la Convencién y la informacién prevista en la recomendaciéon
general III del Comité. Se pidié6 asimismo al texto de la Ley N° 898,
pedido con anterioridad, asi como el texto del articulo 39, VI de la Ley de
seguridad nacional, citado en el informe examinado, y de los articulos 153
y 156 de la Constituciéon a que se refiri6 el representante del Brasil en su
declaracién introductoria. En su respuesta, el representante del Brasil
declar6, con referencia al tema de la recomendacién general III del
Comité, que el Brasil *ha apoyado todas las medidas que las Naciones
Unidas adoptaron con respecto a Sudéfrica, y da cumplimiento a la
resolucion 418 (1977) del Consejo de Seguridad”.

300. Sefialando que existia en el Brasil “una fundacién encargada
de proteger a los indios puros”, un miembro del Comité pregunté si, “al
realizar el colosal esfuerzo de integracion de la region del Amazonas, se
han tomado medidas para evitar que la llegada de la civilizacién moderna
cause trastornos en la vida de los indios y los exponga a epidemias y
enfermedades”. En su respuesta, el representante del Brasil declaré que
“hay una institucién gubernamental que se ocupa de proteger a las
minorfas indigenas en los contactos que éstas han de establecer
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necesariamente con la civilizacién moderna debido a las diversas obras
que se llevan a cabo para el desarrollo de la regién amazoénica”. Afirmé
que “la politica del Gobierno del Brasil a ese respecto es tratar de reunir a
los grupos indigenas en ciertas zonas del pais en las que pueden vivir
conforme a sus tradiciones y su cultura o, si asi lo deseaban, fortalecer sus
contactos con la civilizacién”.

301. Teniendo en cuenta que parte de la poblacién del Brasil de
origen africano habia preservado en gran medida intacta su identidad
cultural, un miembro del Comité solicitdé informacion acerca de la
situacién de ese sector de la poblacion.

302. El Comité decidi6 pedir al Gobierno del Brasil que
presentase, para el 1° de marzo de 1979, un informe suplementario que
incluyese la informacién y suministrase los textos juridicos solicitados
durante el examen de los informes anteriores asi como los solicitados
durante el examen actual.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9618), 1974

162. El Comité tomo nota de la declaracion, hecha en el tercer
informe periédico del Brasil, de que no se habian adoptado nuevas
medidas para dar efectividad a las disposiciones de la Convencién desde
la presentacién del anterior informe. Sin embargo, se observo que cierta
informacién que el Comité habia solicitado en su séptimo periodo de
sesiones al examinar el informe anterior del Brasil (A/9018, parrs. 121 a
127) atin no habia sido facilitada.

163. Respecto de la informacién presentada por el Brasil en
respuesta a la decisiéon 3 (VII) del Comité, éste considero que los textos de
las disposiciones pertinentes de leyes brasilefias que se le habian facilitado
satisfacian los requisitos del apartado a) del articulo 4 de la Convencién,
pero que en cambio no se habia cumplido plenamente lo dispuesto en el
apartado b) de ese articulo.

164. El representante del Gobierno del Brasil comunicé al Comité
que, por un descuido, no se habia incluido el texto de la Ley N° 898, que
contenia las disposiciones que correspondian al apartado b) del articulo 4
de la Convencién, en la informacién sometida por su Gobierno en
cumplimiento de la decision 3 (VII), y aseguré al Comité que se enviaria
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una traduccioén al inglés de dicho texto. También comunicé al Comité que,
por lo que se referia al Brasil, se presentarfa al Consejo Econémico y Social
informacién actualizada sobre cuestiones relacionadas con la
discriminacién racial, y que se transmitiria al Comité las partes
pertinentes de esa informacién tan pronto como estuvieran listas. Agreg6
que esperaba que pronto se enviara la informacién solicitada por el
Comité en su séptimo periodo de sesiones.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9018), 1973

121. El informe inicial del Brasil, presentado el 16 de febrero de
1970, fue examinado por el Comité en su tercer periodo de sesiones. El
informe fue considerado insatisfactorio, y se pidi6é informacién adicional.
En el cuarto periodo de sesiones se examiné un informe complementario,
fechado el 8 de julio de 1971, que contenia informacién adicional.
También este informe se consideré insatisfactorio y nuevamente se pidié
informacién adicional. A sugerencia del Comité, dicha informacion
adicional se incluy6 en el segundo informe periédico, que fue presentado
el 31 de enero de 1972. Este informe se examiné en el séptimo periodo de
sesiones (130% sesi6n).

122.  Algunos miembros sefialaron que el informe en estudio era
mas informativo y mas amplio que los dos anteriores. En opinién de
algunos miembros, la informacién contenida en el informe reflejaba
conciencia de la naturaleza obligatoria de los compromisos contraidos en
virtud del articulo 4 de la Convencién. Los miembros acogieron con
agrado que se incluyeran en el informe datos sobre determinadas
medidas administrativas, especialmente en la esfera del desarrollo
econdmico y social, encaminadas a fomentar la igualdad de
oportunidades para todos los brasilefios sin discriminacién alguna, al
mismo tiempo que se generaba una mayor prosperidad. En el curso del
examen se manifestd interés en la proyectada inclusién del estudio de la
Carta de las Naciones Unidas y ciertos instrumentos de derechos
humanos, incluida la Convencion, en los programas escolares ordinarios.
Algunos miembros expresaron la opinién de que la politica del Gobierno
de Brasil con respecto a los grupos minoritarios parecia reflejar el
proposito de las disposiciones del parrafo 4 del articulo 1, y del parrafo 2
del articulo 2 de la Convencién.
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123. Sin embargo, se sefialé que el informe no seguia en su
estructura las directrices establecidas por el Comité y que no siempre
proporcionaba los textos de las disposiciones de las distintas leyes que citaba.

124. Varios miembros comentaron el parrafo 18 del informe en
estudio, que decia lo siguiente:

“Tomando en consideraciéon la posiciéon del Brasil en lo que se
refiere a la integracion racial, el Gobierno brasilefio no acaba de
comprender la insistencia del Comité para la Eliminaciéon de la
Discriminaciéon Racial en reiterar sus solicitudes de informacién
adicional sobre un pais en el que, a pesar de la multiplicidad de
razas que viven dentro de sus fronteras, sencillamente no existen
problemas raciales. Los datos contenidos en este informe se facilitan
a fin de mostrar nuestro firme apoyo a los objetivos y principios de la
Convencién y nuestra estima por el Comité y sus miembros”.

Se observo que la insistencia del Comité en recibir ciertos tipos de
informacién dimanaba de la naturaleza obligatoria del compromiso
de adoptar ciertas medidas de conformidad con determinados
articulos de la Convencién; que el Comité no intentaba imponer a
los Estados partes nuevas obligaciones sino que simplemente les
recordaba los compromisos que habian contraido libremente al
ratificar la Convencién o adherirse a ella; que, en el caso particular
del Brasil, si no hubiera sido por las reiteradas peticiones de
informacién adicional formuladas por el Comité, gran parte de la
valiosa informacién contenida en el informe en estudio se habria
facilitado al Comité para permitirle cumplir sus funciones en virtud
del articulo 9 de la Convencién; que, a la luz de la situacién de
armonia racial predominante en el Brasil, las peticiones sobre la
informacién adicional sobre las medidas tomadas para conseguir,
preservar y fomentar tal armonia debian considerarse no como una
carga molesta, sino como una oportunidad de ayudar a otros paises
que pudiesen encontrarse ante tareas similares; y que, en cualquier
caso, las peticiones de informacién adicional no debian
interpretarse como juicio alguno sobre asuntos de fondo. Ademas,
los miembros acogieron con agrado la siguiente declaracion
contenida en el parrafo 19 del informe:

“... las consideraciones expuestas en el parrafo 18 no impedirfan
que el Brasil contintie presentando los informes bienales regulares,
con todas las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de
otra indole que hayan sido adoptadas o los acontecimientos que
hayan tenido lugar en el pais durante el bienio anterior”.
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125. En vista de que el informe fue presentado antes de que el
Comité aprobara la Recomendacién General IlI, se plante6 una cuestion
referente al estado de las relaciones del Brasil con los regimenes racistas
del Africa meridional. Algunos miembros opinaron que seria ttil recibir,
en los informes futuros, nuevas informaciones sobre los progresos de las
medidas administrativas, sociales y econémicas mencionadas en el
informe y sobre la proyectada introduccién en los programas escolares de
nuevos estudios relativos a la discriminacién racial y a la esfera mas
amplia de la accién internacional para fomentar el respeto a los derechos
humanos. Con respecto al tnico caso de un juicio que implicaba una
posible discriminacién racial, que seguia pendiente de resolucién en los
tribunales, algunos miembros deseaban conocer, en primer lugar, la ley
con arreglo a la cual se habia presentado la demanda contra el acusado y,
en segundo lugar, el resultado de los procedimientos. Se expresé interés
en el alcance de la Ley N° 1390 y en sus objetivos, esto es, si era
simplemente una medida de procedimiento, que proporcionaba un nuevo
recurso legal, o una ley mediante la que tipificaba como delito penal una
cierta conducta. Se expres6 igualmente interés en el nuevo Cédigo Penal
que se habfa redactado recientemente pero que todavia no habia entrado
en vigor, y, en especial, en saber si incluia las antiguas leyes que trataban
los delitos concretos de caracter racial. Algunos miembros expresaron el
deseo de que se proporcionaran al Comité los textos de las disposiciones
pertinentes del nuevo Cédigo Penal y de las Leyes Nos. 898 y 5250.

126. En su declaracién, el representante del Brasil resumié la
politica de su Gobierno con respecto a los grupos autéctonos como una
politica encaminada a proteger a estos grupos a la vez que se alentaba su
integracién en la comunidad nacional: no deben ser destruidos por el
contacto con la civilizacién ni mantenidos como ejemplares de zooldgico.
Con respecto a la Ley N° 1390, dijo que su finalidad era complementar al
Codigo Penal, que no se ocupaba directamente de los problemas de
discriminacién racial; asi, la Ley N° 1390 tipificaba como delito penal
cualquier acto motivado por prejuicios raciales y establecia las sanciones
apropiadas. Asegur6 al Comité que su Gobierno responderia al deseo,
expresado durante el debate, de disponer de los textos de las leyes
mencionadas en el informe, y declaro que su Gobierno, al continuar su
presentacion de informes bienales, tendria en cuenta los comentarios
formulados por los miembros del Comité.

127. El Comité consider6 que el informe era satisfactorio, y acogié
con agrado las seguridades del Gobierno del Brasil de que continuaria
presentando toda la informacién pertinente en sus futuros informes.
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4. CHILE

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/304/Add.81, 12 de abril de 2001

1. El Comité examiné los informes periédicos 11° a 14° de Chile
(CERD/C/337/Add.2) en sus sesiones 1346 y 1347° (véanse
CERD/C/SR.1346 y 1347), celebradas los dias 10 y 11 de agosto de 1999.
En su 13617 sesi6én (véase CERD/C/SR.1361), celebrada el 20 de agosto de
1999, aprob¢ las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfacciéon la presentaciéon por el
Estado parte de su informe periédico, preparado de conformidad con las
directrices establecidas por el Comité, y agradece la oportunidad de
reanudar el didlogo con el pais. El Comité encomia, en particular, el
espiritu de franqueza y transparencia demostrado tanto en el informe
escrito como en la manera en que la delegacién present6é informacién
adicional y respondi6 oralmente a la amplia gama de preguntas
planteadas por los miembros del Comité durante su examen del informe.

B. Aspectos positivos

3. El Comité encomia al Estado parte por reconocer
abiertamente la existencia de discriminacién racial en su territorio y los
vinculos histéricos de dicha discriminacién con la conquista y el
colonialismo. En ese contexto, el Comité acoge con satisfaccion el articulo
1 de la Ley No. 19.253 sobre proteccion, fomento y desarrollo de los
indigenas en Chile (Ley indigena de 1993), en el que se reconoce que “los
indigenas de Chile son los descendientes de las agrupaciones humanas
que existen en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que
conservan manifestaciones étnicas propias, siendo para ellos la tierra el
fundamento principal de su existencia y su cultura”.

4. El Comité acoge con beneplacito la informacién presentada
por el Estado parte de que, con arreglo al articulo 5 de la constitucién, los
tribunales pueden aplicar directamente los tratados internacionales
relativos a los derechos humanos y a las libertades fundamentales como la
Convencién, que hayan sido ratificados, promulgados e incorporados al
ordenamiento juridico del Estado parte.

5. El Comité acoge con beneplécito las iniciativas adoptadas
por el Estado parte para promover los derechos de su poblacién indigena,
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entre las que destacan las siguientes: la aprobacién de la Ley indigena de
1993, la posterior creacién y el funcionamiento de la Corporacién de
Desarrollo Indigena, las importantes medidas del Estado parte para
garantizar el derecho de la poblacién indigena a la propiedad de la tierra
mediante la adquisicion de tierras y su entrega a las comunidades
indigenas, y el establecimiento de un sistema judicial apropiado para la
poblacién indigena en el que se reconozca la costumbre como medio de
prueba y se permita la conciliacién juridica, en particular para dirimir
controversias sobre tierras.

6. El Comité sefiala que deben adoptarse medidas adicionales
para reformar la legislaciéon nacional, y en particular aprobar las
propuestas de enmienda de la constituciéon para fortalecer la condicién
juridica de la poblacién indigena y el proyecto de reforma del Cédigo
Penal que se debate actualmente en el Congreso y cuyo objetivo es
penalizar los actos de discriminaciéon basada en la raza o en el origen
nacional o étnico. En ese contexto, el Comité también acoge con
satisfaccién la intencién del Estado parte de ratificar el Convenio No. 169
de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales.

7. El Comité senala con satisfaccién que, tras las anteriores
observaciones finales formuladas por el Comité, el Estado parte hizo una
declaracién en virtud del articulo 14 de la Convencién en la que reconocié
la competencia del Comité para examinar las denuncias presentadas por
personas que alegaran haber sido victimas de actos del Estado parte de
violacién de los derechos establecidos en la Convencién.

8. En relacion con el articulo 7 de la Convencién, el Comité
destaca la reforma educacional de 1997 y los esfuerzos del Estado parte
por incluir en los planes de estudio escolares la ensefianza sobre los
derechos humanos. El Comité también acoge con satisfaccion la
cooperacion del Estado parte con la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos y le agradece por haber
sido anfitrion de un seminario celebrado en 1997 sobre el posible
establecimiento dentro del sistema de las Naciones Unidas de un foro
permanente para los pueblos indigenas.

C. Principales temas de preocupacion

9. El Comité expresa su preocupacion por las conclusiones del
trabajo de investigaciéon que indican que una parte considerable de la
poblacién chilena muestra tendencias intolerantes y racistas.

10.  El Comité expresa su preocupacioén por la ausencia de leyes
especificas de apoyo a determinadas disposiciones de la Convencién.
El Comité, tomando nota de que la Ley indigena de 1993 contiene un
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articulo especifico por el que se declara delito punible la discriminacién
intencionada contra personas indigenas, y que la Ley de seguridad nacional
prohibe las organizaciones fascistas, recuerda las propuestas de reforma
de la constitucién y del Cédigo Penal, pero sigue estando preocupado por
la actual ausencia de una legislaciéon global plenamente conforme con el
inciso d) del parrafo 1 del articulo 2 y el articulo 4 de la Convencién.

11. Al Comité le preocupan las controversias sobre tierras que se
produjeron durante el periodo examinado entre la poblacién mapuche y
empresas privadas nacionales y multinacionales y provocaron tension,
violencia y enfrentamientos con los agentes encargados de hacer cumplir
la ley que presuntamente condujeron a la detencién arbitraria de varios
miembros de la poblacién indigena.

12.  El Comité expresa su preocupacion por la situacién de los
trabajadores migratorios, en particular los de nacionalidad peruana.

D. Sugerencias y recomendaciones

13.  El Comité encomia al Estado parte por haber reconocido su
responsabilidad en la discriminacién que sufre la poblacién indigena,
recuerda su recomendaciéon general XXIII y pide al Estado parte que
considere la posibilidad de pedir perdén oficialmente y adoptar medidas
para indemnizar a todas las personas afectadas, politica que, entre otras
cosas, contribuiria significativamente al proceso de reconciliacién del
conjunto de la sociedad.

14. Como parte del proceso actual de reforma legislativa, el
Comité recomienda que se enmiende la constitucién a fin de incorporar a
ella la prohibicién de la discriminacién racial y que se amplie el &mbito de
aplicacién de la Ley indigena para que abarque la discriminaciéon de
conformidad con el parrafo 1 del articulo 1 de la Convencién.

15.  El Comité recomienda que el Estado parte adopte medidas
adecuadas, como parte de su actual reforma legislativa, para adaptar
plenamente su legislacion a lo dispuesto en el articulo 4 de la Convencion,
en cumplimiento de las obligaciones del Estado parte estipuladas en el
inciso d) del parrafo 1 del articulo 2.

16.  El Comité recomienda que el Estado parte utilice todos los
medios a su alcance para concienciar a la poblacién sobre los derechos de
los pueblos indigenas y de las minorias nacionales o étnicas. Alienta al
Estado parte a que contintie ensefiando las normas de derechos humanos
en las escuelas y siga organizando programas de formacién, en particular
para los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, conforme a la
recomendacion general XIII.
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17.  En su préximo informe, el Estado parte debe incluir
informacién detallada con respecto a las cuestiones siguientes: la labor y
las actividades de la Corporacién de Desarrollo Indigena, el sistema de
distribucién de las tierras, el sistema judicial vigente con respecto a la
poblacién indigena, la situacién de los trabajadores migratorios, la
aplicacion de los articulos 4 y 5 de la Convencioén y las actuales reformas
legislativas.

18.  El Comité recomienda que el Estado parte ratifique las
enmiendas del parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, aprobadas el
15 de enero de 1992 durante la 14* reunién de los Estados partes en la
Convencién.

19.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado parte, cuyo plazo de presentaciéon vence el 19 de noviembre de
2000, sea un informe de actualizacién en el que se tengan en cuenta las
cuestiones planteadas en las presentes observaciones.

kkhkkkkkkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/47/18), 1993

200. El Comité examiné los informes periédicos noveno y décimo
de Chile (CERD/C/196/Add.1) en sus sesiones 9457, 947%, 948% y 951%),
celebradas los dias 6, 7, 10 y 11 de agosto de 1992 (véanse
CERD/C/SR.945, 947, 948 y 951).

201. En su introduccidn, el representante del Estado parte facilit6
al Comité informacién suplementaria sobre la aplicacion de las
disposiciones de la Convencién. Entre otras novedades, destacé un
proyecto de ley sobre la protecciéon y desarrollo de los pueblos
autéctonos, que se aprobaria en el curso del afio 1992 y que daria un giro
notable a las relaciones entre el Estado chileno y los pueblos indigenas y
representaria también un avance importante en el proceso de eliminacién
de la discriminacién en Chile.

202. Al propio tiempo, el representante reconocié que, en la
practica, se daban casos de discriminacién de los indigenas, en especial
por lo que se referia al disfrute del derecho a la propiedad y del derecho a
la educaciéon de estos ultimos. Para subsanar esa situacion, el Gobierno
puso en marcha en 1992 un programa de becas de gran alcance, de las que
se asignaron 4.500 en los diferentes niveles de ensefianza. En cuanto al
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derecho a la propiedad y los conflictos que generaba, el Gobierno habia
creado una comisién especial de los pueblos indigenas dotada de un
servicio juridico para el que trabajarfan 14 abogados distribuidos entre las
principales zonas de asentamientos indigenas.

203. El representante subrayé que el desarrollo de las
comunidades indigenas era una prioridad para el Gobierno actual. Se
habia creado un fondo de préstamos de 3 millones de délares de los
EEUU, para hacer frente a las necesidades de estas comunidades. En la
actualidad, habia 124 proyectos en fase de ejecucién y otros 200 que se
iniciarfan en los préximos meses. Pese a las dificultades existentes, el
Gobierno democréatico de Chile se habia comprometido a eliminar todas
las formas de discriminacién que adn persistian en la practica; las
medidas adoptadas a esos efectos ponian de relieve la determinacién del
Gobierno de llevar a cabo este objetivo.

204. Varios miembros del Comité pusieron de manifiesto su
satisfacciéon por los informes de Chile que revelaban los profundos
cambios que se estaban produciendo en el pais y destacaron que el
Gobierno democratico de Chile habia adoptado una politica muy
innovadora con respecto a las poblaciones indigenas. El informe era un
documento digno de elogio en dos aspectos: por una parte, habia
facilitado al Comité un ctiimulo de datos de que el Comité no disponia
anteriormente; y por otra, en el documento se reconocia que existia
discriminacién racial con respecto a los indigenas, sobre todo en lo ocante
a sus derechos a elementos tan esenciales para su vida como la tierra y el
agua. La loable actitud de las autoridades actuales inauguraba una etapa
absolutamente nueva que permitia abrigar la esperanza de una aplicacién
cabal y completa de la Convencién. Al mismo tiempo, era preciso sefialar
que los informes no habian seguido las directrices generales del Comité
para la preparacion de informes, por lo que éste recomendaba que el
proximo se atuviera a esas orientaciones.

205. Algunos miembros del Comité indicaron que existia una
discordancia entre las cifras citadas en el documento que se relacionaban
con la composicién demografica de diferentes grupos étnicos y pidieron
aclaraciones sobre ese tema. Querian saber también si en los censos
chilenos el término “grupos étnicos” tenia el mismo sentido que el
término “poblaciones indigenas”; si habia en Chile una poblacién de
origen africano; si segufan existiendo todavia yamanas en Chile; cémo se
aplicaba en Chile el Convenio No. 169 de la OIT; si estaba a punto de
ejecutarse la decisién de la Corte Suprema, aprobada en julio de 1990.
Pasando a los conflictos provocados por la privaciéon del titulo de
propiedad colectiva a los aymaras, los miembros del Comité expresaron
su deseo de saber si se habian resuelto dichos conflictos y por qué medios
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y si la Corporacién Nacional de Desarrollo Indigena, de reciente creacién,
intervenia en la resolucién de esos conflictos. Tras haber tomado nota de
que el problema de la propiedad de los bienes raices, en lo tocante a los
pueblos indigenas, seguia sin resolverse, preguntaron cémo se habia
planteado el Gobierno de Chile la solucién concreta de problemas tan
fundamentales como el del reparto de tierras, el disfrute de los recursos
hidricos y el de la propiedad comunal.

206. Por lo que hace al articulo 3 de la Convencién, varios
miembros deploraron que en el informe no figurase informacién al
respecto y solicitaron informacién sobre el estado de las relaciones entre
Chile y Sudafrica, tanto a nivel comercial como diplomatico.

207. Respecto del articulo 4 de la Convencién, algunos miembros
del Comité desearon recibir informacién sobre las medidas adoptadas para
luchar contra la propaganda del racismo y de las organizaciones racistas.

208. En relacion con el articulo 5 de la Convencién, se solicitaron
detalles sobre la representacién de los indigenas a nivel nacional, dado
que habia 1 millén de indigenas sobre una poblacién total de 13 millones.

209. Pasando al articulo 6 de la Convencién, los miembros del
Comité indicaron que la informacién solicitada durante el examen del
informe anterior no habia sido atn suministrada y pidieron explicaciones
al respecto.

210. En cuanto al articulo 7 de la Convencion, varios miembros
del Comité quisieron saber qué se estaba haciendo en la esfera de la
educacién y de la formacioén para dar a conocer entre los docentes, la
policia, los magistrados y los militares los problemas de la discriminacién.

211. Algunos miembros del Comité formularon el deseo de que el
nuevo Gobierno democratico chileno hiciera la declaracién prevista en el
parrafo 1 del articulo 14 de la Convencidn, lo que permitiria reforzar los
procedimientos encaminados a eliminar la discriminacién racial.

212. En respuesta a las preguntas y observaciones de los
miembros del Comité, el representante del Estado que presentaba el
Informe declaré que la discriminacién era un fenémeno complejo en Chile
y que las medidas tomadas para combatirla no estaban todavia plasmadas
en ninguna ley, aunque el Gobierno no cejaba en sus esfuerzos por
eliminarla. Se habia enmendado la Constituciéon de 1980 a raiz de un
plebiscito celebrado en 1989 y ésa era la Constitucién que astaba en vigor
en la actualidad. Por lo que hace a la composicién demografica, resultaba
dificil disponer de cifras fiables y por ello el documento podia contener
algunas contradicciones. En el censo de poblacién realizado el 2 de abril
de 1992, se habia pedido por primera vez a los chilenos que hicieran
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constar su origen étnico. Dentro de unos meses se podria disponer de los
resultados de dicho censo, que serfan transmitidos al Comité. Con
referencia a las minorias, el representante declar6 que, en la practica, no se
discriminaba a ningtin grupo por motivos estrictamente étnicos o raciales;
ni los europeos, ni los inmigrantes padecian ese trato, asi como tampoco
la escasa poblacién negra. En Chile existia una tradicién muy arraigada de
recibir a los inmigrantes con los brazos abiertos, pues se consideraba que
enriquecian a la sociedad chilena y se asimilaban con rapidez.

213. El representante facilit6 al Comité informacién detallada
sobre la situacién juridica, tanto sobre el papel como en la practica, de los
mapuches, los aymara, los rapa nui y los pueblos de la isla de Pascua,
indicando, en especial, que el proyecto de ley relativo a la proteccién, el
fomento y el desarrollo de los pueblos indigenas, que se encontraba en la
actualidad en el Parlamento, preveia la concesiéon de derechos especiales
de pesca y otros derechos a estas poblaciones, y que era de esperar que
esas medidas contribuyeran a poner término al proceso de extinciéon
gradual de las poblaciones indigenas. Era cierto que muchas
organizaciones mapuches se habian opuesto a la divisién en parcelas de
las tierras comunales. Bajo el régimen militar, se habian repartido mas de
60.000 titulos sobre las tierras, con el resultado de que se abolieron 2.000
propiedades comunales. Con la llegada del Gobierno democrético, en
mayo de 1990, se habian declarado nulas esas concesiones de tierra y
celebrado consultas con las diversas comunidades sobre la mejor manera
de regularizar la situaciéon desde el punto de vista juridico. Un proyecto
de ley que se estaba estudiando en la actualidad, preveia un sistema
mixto de propiedad individual y comunal de la tierra. Se habia propuesto
también crear un fondo de tierras y aguas indigenas que permitiria a las
comunidades ir adquiriendo nuevos recursos. Se habian registrado graves
problemas motivados por disputas sobre las tierras y otros conflictos
generados por la construccion de presas hidroeléctricas y demads
proyectos, pero se confiaba en poder resolverlos de forma satisfactoria,
dada la firme voluntad politica del Gobierno de hallar soluciones a esas
dificultades por medios pacificos. En junio de 1992, se aprobé una ley que
enmendaba el Cédigo de Aguas, con objeto de prohibir la explotaciéon de
los recursos hidricos de los que dependian las comunidades indigenas.

214. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, el representante
manifestd que, si bien durante el régimen militar se habian fomentado las
relaciones con Sudafrica, se estaban relegando a un segundo plano con el
nuevo Gobierno. Recientemente, sin embargo, se habia acreditado a un
embajador chileno en Sudéfrica, como reconocimiento a los progresos que
ese pais estaba realizando para implantar un régimen unitario,
multirracial y democrético. Chile habia cumplido todas las resoluciones
del Consejo de Seguridad y de la Asamblea General en ese sentido.
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La politica del Gobierno se centraba en apoyar todos los esfuerzos por
eliminar el apartheid en Sudafrica.

215. Respecto del articulo 4 de la Convencion, el representante
declar6 que no tenia conocimiento de ninguna organizacién o grupo en su
pais que fomentara la discriminacién racial.

216. En cuanto al articulo 5 de la Convencién, el representante
dijo que, en virtud del proyecto de ley que estaba ahora estudidndose en
el Parlamento, se regularia la participacion de los pueblos indigenas en la
vida politica del pais. Un paso adelante previsto en la ley seria el
establecimiento de una corporacién de desarrollo indigena, cuyos
miembros serfan nombrados a partes iguales por el Gobierno y por los
grupos indigenas. Sefialé que, de conformidad con la tradicién liberal de
este pais, no habia “cupos” para las elecciones al Parlamento ni para las
elecciones locales; los miembros de esos érganos se elegian por sufragio
universal y en funcién de su historial y no por su condicién de
representante de grupos indigenas concretos.

217. En cuanto al articulo 7 de la Convencién, el representante
puso de relieve que en la television y la radio se celebraban
frecuentemente debates ptblicos sobre el tema de la discriminacién y que
el Ministerio de Educacién habia lanzado un programa destinado a
incrementar el conocimiento publico de este tema.

218. Chile estaba emergiendo de un largo periodo de violaciones
de los derechos humanos y el actual Gobierno democratico estaba
decidido a que nunca se volviera a repetir en su historia un periodo como
éste. Era su deseo colaborar con el Comité. Su representante garantizé al
Comité que su delegacién trasmitiria al Presidente las opiniones
expresadas por los miembros del Comité en el sentido de que Chile
deberia formular la declaracién prevista en el articulo 14 de la
Convencién y de que convendria que el préoximo informe de Chile se
ajustara plenamente a las directrices del Comité.

Observaciones finales

219. El Comité tomo nota de la reforma de la Constitucion chilena
y de los cambios introducidos en el sistema juridico a rafz del
restablecimiento del Estado de derecho. El Comité manifesté6 que
esperaba que los cambios beneficiaran a los grupos étnicos de Chile,
especialmente a las poblaciones indigenas.

220. El Comité acogié con satisfaccion la franqueza con la que el
Gobierno de Chile habia reconocido la discriminacién histérica sufrida
por las poblaciones indigenas. Tomo6 nota de las medidas que se estaban
adoptando para mejorar la situaciéon de los pueblos indigenas y formul6
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la esperanza de que se mantendria esta politica a fin de potenciar su nivel
econdmico, social y educacional, asi como el disfrute de sus derechos
humanos, de conformidad con el articulo 5 de 1a Convencién.

221. Recordando su Recomendacion General I, el Comité hizo
hincapié en la importancia de promulgar leyes que se atuvieran a lo
dispuesto en el articulo 4. También habria que revisar el Cédigo Penal y el
Codigo de Enjuiciamiento Criminal.

222. El Comité acogié con satisfacciéon la declaraciéon de la
delegaciéon de Chile sobre la posibilidad de que el Gobierno de Chile
hiciese la declaracion prevista en el articulo 14.

223. Aunque contemplaba con agrado las nuevas politicas que se
estaban adoptando, el Comité formulé el voto de que el préximo informe
periédico aportase mayor informacién y siguiera las directrices generales
del Comité.

kkhkkkkhkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el cuadragésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/44/18), 1990

344. El Comité examiné el octavo informe periédico de Chile
(CERD/C/148/Add .4) en su 846a. sesion, celebrada el 17 de agosto de
1989 (CERD/C/SR.846).

345. Al presentar el informe, el representante del Estado parte
reafirmo la fidelidad del Gobierno chileno a los valores reconocidos en la
Convencién y su confianza en el didlogo iniciado con el Comité. Declaré
que nunca habia existido discriminacién racial en Chile, donde a todos
los habitantes, sin excepcién, se le reconocian todos los derechos
fundamentales del ser humano. La politica exterior se basaba igualmente
en los principios de igualdad, y Chile era parte en gran ndmero de
instrumentos que tenfan por objeto garantizar la no discriminacién racial
y condenaban cualquier forma de racismo. Chile siempre habia
condenado el racismo, el régimen de apartheid, la politica de
bantustanizacién y la discriminacién en general.

346. Afirm6é que en Chile no existian categorias sociales que
estuvieran basadas en la raza, la cultura o la religion. Los descendientes
de los pueblos autéctonos gozaban actualmente de los mismos derechos
que todos los ciudadanos de la Reptiblica, y contaban ademds con una
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asistencia especial del Estado, de la cual se ha hecho una descripcién
detallada. En ese contexto, informé al Comité de la legislacion pertinente
y de las instituciones y sociedades que tenian por objeto promover el
desarrollo de las poblaciones autéctonas.

347. El representante declaré que durante el periodo transitorio
previsto en la Constitucién de 1980 el Gobierno se habia esforzado por
preparar las instituciones necesarias para el pleno restablecimiento de un
régimen democratico y pluralista, en prevision de las elecciones
presidenciales y legislativas que tendrian lugar el 11 de marzo de 1990.

348. Inform¢ al Comité sobre la organizacion y los resultados del
plebiscito que se habia celebrado en las maximas condiciones de
transparencia en octubre de 1988. El representante recordé también al
Comité las visitas del Relator Especial de la Comisién de Derechos Humanos,
iniciadas en 1985, que habian marcado la reanudacién de la cooperaciéon del
Gobierno chileno con las Naciones Unidas. Afirmé que los siete informes del
Sr. Volio Jiménez mostraban que se habian realizado progresos reales y
que la situaciéon habia mejorado sensiblemente, aunque todavia quedaba
bastante por hacer, tanto por parte del Gobierno como de la oposicién.

349. En virtud de los decretos supremos del Ministerio del
Interior de fecha 27 de agosto de 1988, se habian levantado
definitivamente en todo el pais el estado de emergencia y el estado de
asamblea. Con la terminacién de los estados de excepcién, el pais habia
entrado en una etapa de normalizacién juridica, en que se aplicaban
plenamente todas las disposiciones constitucionales relativas a los
derechos humanos y a las libertades fundamentales.

350. Los miembros del Comité, tras agradecer al Gobierno de
Chile y a su representante por el octavo informe, periédico y las
informaciones complementarias facilitadas, destacaron la posicién que
repetidamente habian adoptado los érganos de las Naciones Unidas con
respecto a las violaciones de los derechos humanos por parte del
Gobierno militar durante los dltimos diez afios y sefialaron que esta
situaciéon también habfa sido motivo de seria preocupacién para los
miembros del Comité, ya que estimaban que las violaciones de los
derechos humanos habian afectado la aplicacién de la Convencién por el
Gobierno. A este respecto, los miembros recordaron la resoluciéon
1989/162 de la Comisiéon de Derechos Humanos, de 8 de marzo de 1989,
en que la Comision habia expresado una vez mas su preocupacién por la
persistencia de graves violaciones a los derechos humanos y habia instado
al Gobierno de Chile a poner término a estas situaciones y a adoptar
medidas que permitieran el restablecimiento del principio de legalidad y
el goce efectivo de los derechos humanos y las libertades fundamentales
en Chile. Se sefalé también que, dadas las secuelas de la situacién que
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desde hacia afios habia imperado en Chile, cabia dudar de la veracidad de
las informaciones facilitadas por el Gobierno de Chile con respecto a la
proteccién de los derechos humanos. Al mismo tiempo, se dijo que cabia
sefialar cierto mejoramiento en los tltimos meses.

351. En cuanto al articulo 2 de la Convencidon, los miembros
pidieron que se les informara en forma mas detallada sobre la situaciéon
real de la poblacién mapuche en cuanto a la tenencia de tierras, habida
cuenta del informe mas reciente del Relator Especial de la Comisién de
Derechos Humanos. A propésito de la asistencia juridica gratuita a las
poblaciones indigenas, se solicitaron informes mas detallados sobre el
tipo y el nimero de cuestiones tratadas por los abogados que defendian a
dichas personas, y se pregunté si esos abogados defenderian
gratuitamente a los indigenas en asuntos distintos a los relativos a las
tierras, mencionados en el parrafo 20 del informe. Pidieron también
detalles sobre la participacion de los mapuches, los aymaras y otras
minorias indigenas en los dos plebiscitos celebrados en 1988. Los
miembros pidieron al Gobierno de Chile que proporcionara en su
proximo informe periédico informacién completa sobre la composicién
demografica del pais en general y de la poblacién indigena en general.

352. Respecto de la aplicaciéon del articulo 3 de la Convencién,
algunos miembros sefialaron que los parrafos 34 a 37 del informe eran
mas bien vagos y no tenian en cuenta ciertas cuestiones planteadas
anteriormente por el Comité, que Chile era el pais de Sudamérica que
mantenia relaciones mas estrechas con Sudéfrica y que Chile mantenia
con ese pafs relaciones diplomadticas, comerciales e incluso militares.
Preguntaron si después de su dltimo informe, el Gobierno chileno habia
realizado esfuerzos para prevenir y suprimir las practicas de apartheid en
Sudafrica y si tenia la intencién de limitar sus relaciones con Sudéfrica o
incluso de renunciar a ellas.

353. Respecto del articulo 4 de la Convencién, los miembros del
Comité pidieron de nuevo al Gobierno de Chile informaciones sobre las
medidas legislativas, judiciales, administrativas y de otra indole
adoptadas para poner en practica lo dispuesto en el articulo 4, en
particular con miras a reprimir cualquier incitacién a la discriminacién
racial y cualquier difusién de ideas basadas en la superioridad racial o el
odio racial. Se senalé que desde hacia 16 afios se hallaba en estudio un
proyecto de ley para poner en practica el articulo 4, pese a lo cual el
Gobierno de Chile continuaba sosteniendo que habia cumplido todas las
obligaciones contraidas en virtud de la Convencién.

354. En lo relativo al articulo 5 de la Convencién, algunos
miembros expresaron la esperanza de que el nuevo Gobierno, que debia
ser elegido en diciembre de 1990, diera a conocer en el noveno informe de
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su pais las medidas adoptadas para garantizar el disfrute sin discriminacién
de los derechos civiles y politicos mencionados en ese articulo.

355. A propésito del articulo 6 de la Convencién, después de
sefialar la ineficacia del procedimiento de recurso de amparo, los
miembros tomaron nota de que se habfa adoptado un nuevo
procedimiento administrativo para revisar la prohibicién hecha a muchos
exiliados chilenos de volver a su pais, y pidieron informaciones
complementarias en relacién con ese nuevo procedimiento. Se propuso
que en el noveno informe periédico se presentasen detalles concretos
sobre las nuevas medidas adoptadas para garantizar mejor la aplicacién
de las disposiciones del articulo 6.

356. Al referirse al articulo 14 de la Convencién, algunos
miembros del Comité propusieron que el nuevo Gobierno de Chile
informara al Comité si reconoceria la competencia de éste para examinar
comunicaciones de particulares o de grupos que denunciaban ser victimas
de actos de discriminacién racial.

357. Respondiendo a las preguntas y a los comentarios
formulados por miembros del Comité, el representante del Estado parte
declar6 que reconocia que era mejor abstenerse de afirmar que no existia
discriminacién racial en Chile, y que su Gobierno deberia adoptar
progresivamente medidas para luchar contra esa clase de discriminacién.

358. El representante de Chile facilité al Comité informaciones
complementarias sobre la tenencia de las tierras y las poblaciones
indigenas, indicando en particular que en los ultimos afios se habian
distribuido entre las familias mapuches 100.000 hectareas de terreno.
Se habian adoptado medidas para acondicionar los terrenos que habian
sido aprobadas por todos los miembros de la reserva poblada por los
mapuches. Subray6 que todas esas medidas no habian modificado en
nada el sistema de explotacién agraria, pero habian permitido conceder
en 1988 a los mapuches 71.000 titulos individuales de propiedad, gracias a
los cuales podrian obtener ahora diferentes formas de ayuda. Entre 1983 y
1989 el importe de esa ayuda se elevé a 270 millones de pesos chilenos.
Por lo que se referia a la participaciéon de las poblaciones indigenas en las
elecciones, el representante afirmé que esas poblaciones tenian derecho a
votar en las mismas condiciones que los demas miembros de la poblacién.
Durante las tultimas elecciones, el abstencionismo habia sido muy
limitado, lo que probaba que la mayor parte de la poblacién se interesaba
por las elecciones y estaba dispuesta a participar en ellas.

359. Respondiendo a las preguntas formuladas en relacién con la
aplicacién del articulo 3 de la Convencién, el representante explicé que las
relaciones diplomaticas entre Chile y Sudafrica eran normales. En cuanto a
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los ejercicios militares que ambos paises hubieran podido realizar
conjuntamente, dijo que nunca habia oido hablar de ellos. Existian, sin duda,
intercambios culturales y turisticos, que estaban organizados por organismos
privados, pero el Gobierno no tenia ninguna relacién con sus actividades.

360. Respecto de la aplicaciéon del articulo 6 de la Convencién,
dijo que efectivamente, el silencio de la legislacion frente a las detenciones
en régimen de “incomunicacién” era lamentable y que serfa de desear que
el Gobierno se ocupase de esta situaciéon con miras a adoptar medidas
para corregirla.

361. Para concluir, el representante del Estado parte declaré que
transmitiria a su Gobierno todas las preguntas formuladas por los
miembros del Comité para que pudieran responder a ellas en su préximo
informe periédico.

kkhkhkkkkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/40/18), 1985

501. El séptimo informe periddico de Chile (CERD/C/117/Add.3)
fue examinado por el Comité en su 735a. sesién, celebrada el 12 de agosto
de 1985 (CERD/C/SR.735).

502. El informe fue presentado por el representante de Chile,
quien dijo que la poblaciéon de su pais era homogénea y que era
inconcebible cualquier brote de actitudes racistas. Ademas, los principios
de la no discriminacién e igualdad entre los ciudadanos se habian
incorporado en la Constitucién y en la legislacion chilena y la propia
Convencién habia adquirido en Chile fuerza de ley. El representante
esboz6 seguidamente el contenido del informe de su Gobierno con
respecto a las medidas para dar efecto en Chile a la Convencién, en
particular a sus articulos 2, 3 y 7. Sefial6 que las medidas previstas en el
articulo 4 de la Convencién estaban incluidas implicitamente en la
Constitucion y otras leyes internas. El articulo 18 de la Ley No. 16.643, por
ejemplo, tipificaba como delito la preparacién de comunicaciones o
publicaciones que representasen una invitacién al odio, la hostilidad o los
prejuicios contra personas o grupos por motivos de raza o religion.
Afadi6é que la suspensién de ciertos derechos como resultado de las
situaciones excepcionales en Chile nunca habia implicado discriminacién
en el sentido de la Convencién. Ademas, los tribunales chilenos tenian
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obligacién de oir y juzgar, en forma independiente, toda apelacién o
solicitud que se les presentara, tales como las relativas a los actos de
discriminacién que constitufan una violacién de la legislacion chilena.

503. El Comité, si bien acogié favorablemente el informe como
una indicacién de que Chile estaba dispuesto a mantener su didlogo con
el Comité, lament6 que el informe no se hubiese preparado de
conformidad con las directrices generales del Comité (CERD/C/70/Rev.1),
asi como el hecho de que su contenido no parecia realista habida cuenta
de la actual situacion de los derechos humanos en Chile. Ademas, el Comité
estimé que el Gobierno de Chile todavia no cooperaba suficientemente en
la aplicacién de la Convencién, ya que no facilitaba informacién sobre las
medidas concretas necesarias para exigir el cumplimiento de sus
disposiciones y persistia en su opinién de que no se requeria ninguna
legislacion especifica en ese sentido, ya que en Chile habia leyes que
garantizaban debidamente los derechos establecidos en la Convencion.

504. El Comité destacé que era especialmente importante que
Chile facilitase detalles en relacién con las medidas legislativas y de otro
tipo para la aplicacién de cada uno de los articulos de la Convencién, en
particular los articulos 4, 5 y 6, ya que en su informe el Gobierno chileno
Unicamente se referfa a las disposiciones de la Constitucién chilena, sin
aclarar si esas disposiciones estaban realmente en vigor, qué derechos
constitucionales se habian suspendido como resultado del estado de
excepcion en el pais y qué derechos constitucionales podian aplicarse
plenamente.

505. Los miembros del Comité estimaron que la propia
Convencién no podia considerarse aisladamente de otros instrumentos de
las Naciones Unidas sobre derechos humanos y, antes de ocuparse de la
discriminacién racial, el Comité tenia que estar seguro de que el Estado
que presentaba el informe respetaba todos los derechos humanos
fundamentales; observaron que no podian disociarse de la opinién
publica mundial y de las decisiones y resoluciones adoptadas por las
Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales en que se
expresaba la preocupacion por las violaciones persistentes de los derechos
humanos en Chile. A este respecto se refirieron a las resoluciones
1983/38, 1984/63 y 1985/47 de la Comisiéon de Derechos Humanos, que
constitufan una grave acusacién contra el régimen chileno y expresaban la
preocupaciéon de la Comisién, en particular por las violaciones de
derechos humanos de la poblacién indigena que vivia en Chile.

506. El Comité expreso la esperanza de que, en su préximo informe
periddico, el Gobierno de Chile facilitase informacién objetiva sobre las
medidas concretas para garantizar, sin discriminacién, todos los derechos
enunciados en la Convencidn, a fin de establecer un didlogo constructivo
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con el Comité y permitir una evaluacion detallada de la situacién de los
derechos humanos y de la aplicacién de la Convencién en Chile.

507. Con especial referencia al parrafo 2 del articulo 2 de la
Convencién, los miembros del Comité expresaron su deseo de recibir
informacién detallada sobre los programas concretos adoptados para
asegurar un desarrollo econémico, social y cultural adecuado, asi como la
proteccion de los mapuches y otras poblaciones indigenas que vivian en
Chile. Se observo a este respecto que las medidas relativas a los mapuches
que el Gobierno de Chile habia adoptado y comunicado parecian contener
elementos discriminatorios respecto a otros ciudadanos chilenos. Se
pidieron también aclaraciones con respecto al ntimero total de mapuches
que vivian en Chile. Ademads, los miembros del Comité preguntaron si
sobrevivian todavia en Chile practicas derivadas de la servidumbre por
deudas y la esclavitud y, en caso afirmativo, qué medidas concretas habia
tomado el Gobierno para eliminarlas y proteger a la poblacién indigena, si
existian programas de alfabetizacién para los mapuches y otras poblaciones
indigenas, si estos programas se organizaban en sus propios idiomas y si
tenian en cuenta el desarrollo de las culturas indigenas, y qué porcentaje
de mapuches llegaban a alcanzar una educacién superior. Preguntaron
también qué medidas se habian tomado para aumentar la independencia
econdémica de las poblaciones indigenas, como se resolvian las cuestiones
de tenencia de tierras entre los mapuches, si tenfan representantes en el
Parlamento, si podfan trabajar en la administracién publica y en la
administracién de sus reservas y qué porcentaje de ellos eran maestros.

508. En relacion con el articulo 3 de la Convencion, los miembros
del Comité expresaron el deseo saber el alcance exacto de las relaciones
diplomaticas entre Chile y Sudéfrica, si el Gobierno chileno habia tomado
alguna medida para contrarrestar las iniciativas diplomaticas de Sudafrica
destinadas a reforzar los vinculos con los paises de América Latina y qué
contribucién habia hecho a los esfuerzos internacionales para poner fin al
dominio ilegal de Sudéfrica en Namibia.

509. Con referencia al articulo 4 de la Convencion, se pregunté en
particular qué sanciones se imponfan a las personas consideradas
culpables de discriminacién racial contra las poblaciones indigenas.

510. En relacion con el articulo 5 de la Convencion, se solicitd
informacién concreta sobre el nimero de chilenos a los que se habia
privado de su ciudadania y sobre la situacién relativa a la amnistia
mencionada en el sexto informe periédico de Chile.

511. Con respecto al articulo 6 de la Convencién, se solicit6
informacién sobre los procedimientos efectivos de recursos de que
disponfan las victimas de violaciones de derechos humanos, y se
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pregunté si estas victimas gozaban de una protecciéon efectiva, como el
derecho de habeas corpus o amparo.

512. Con referencia al articulo 7 de la Convencién, se pregunté
qué esfuerzos realizaba Chile, a través de los medios de comunicaciéon y
del sistema de ensefanza, para promover el conocimiento puablico de las
culturas indigenas y de la Convencién, y qué medidas educativas y de
otro tipo se tomaban para combatir el resurgimiento de grupos de
extrema derecha con actitudes racistas.

513. En respuesta a los comentarios hechos y a las preguntas
formuladas por los miembros del Comité, el representante de Chile
manifesté que su Gobierno tenia intencién de cooperar con el Comité y de
dar efecto a la Convencién. Sin embargo, no podia estar de acuerdo con
ciertos comentarios que consideraba basados en actitudes ideoldgicas y
criterios subjetivos. Recordé que en varias ocasiones en el pasado su
Gobierno habia expresado su desacuerdo con los procedimientos de las
Naciones Unidas para informar sobre la situacién de los derechos
humanos en Chile y con lo que consideraba como la aplicacién de un
doble criterio de apreciacion.

514. Con referencia al parrafo 2 del articulo 2 de la Convencién, el
representante de Chile manifesté que la poblacion mapuche era
actualmente de unas 200.000 personas. Sin embargo, era sumamente
dificil precisar la cifra exacta, ya que muchas personas tenfan al menos
algo de sangre mapuche y que la poblacién mapuche no vivia sélo en
Chile sino también en la vecina Argentina. Con respecto al sistema
mapuche de tenencia de tierras en Chile, explicé que actualmente habia
un titulo de propiedad comtn para toda la reserva, y que en el interior de
la reserva la tierra se poseia individualmente. Esta situacién habia dado
lugar a anomalfas que era necesario regular antes de promover el
desarrollo econémico y social global de la poblacién mapuche. La
poblacién mapuche habia conservado su territorio en el siglo XIX y seguia
viviendo en él desde entonces, pero no estaba confinada al mismo. Habia
habido mucha mezcla racial, sin embargo, y los mapuches que habitaban
en la reserva habian conservado su pureza racial.

515. En cuanto a las relaciones con Sudéfrica, el representante de
Chile manifest6 que Chile estimaba que no podia injerirse en los asuntos
internos de otros Estados y, por consiguiente, limitaba su intervencién a
las medidas a nivel internacional.

516. Con respecto al articulo 4 de la Convencién, el representante
de Chile manifest6 que las organizaciones racistas estarfan prohibidas en
virtud de la Constitucién chilena y que las personas pertenecientes a las
mismas cometerian un delito punible tanto en derecho civil como penal.
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517. Para concluir, el representante de Chile manifesté que las
observaciones hechas por los miembros del Comité y las preguntas que
habian quedado sin contestar se transmitirian a su Gobierno y que las
respuestas se facilitarfan en su préximo informe periédico.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/38/18), 1983

265. El sexto informe periddico de Chile (CERD/C/90/Add .4 y
Corr.l) fue presentado por el representante de ese Estado. Este indic6, en
particular, que en el informe se proporcionaban datos actualizados sobre
las medidas adoptadas en Chile respecto del registro de la propiedad
privada de las poblaciones indigenas, y corrigio el texto del informe en lo
relativo a los indios “alacalufes”.

266. Algunos miembros se oponian a que se examinara el informe
o se entablara un didlogo con las autoridades chilenas a causa de su
persistente y sisteméatica violacién de los derechos humanos y las
libertades fundamentales desde el golpe militar 10 afios antes. Se dijo que
tras el golpe militar, 1,2 millones de chilenos se habian visto obligados a
exiliarse y que las autoridades chilenas seguian violando los derechos
humanos basicos. Dichas violaciones habian sido denunciadas en varias
ocasiones por o6rganos de las Naciones Unidas y tltimamente por la
Asamblea General en su resolucién 37/183; el Relator Especial sobre Chile
también habia expresado particular preocupacién (véase A/37/564)
acerca de la situacion de las poblaciones indigenas en ese pais. El objetivo
de la nueva Constitucién, segtin se dijo, era institucionalizar el estado de
excepcion en Chile, y las disposiciones mencionadas en el informe en
relaciéon con el articulo 5 de la Convencién no tenian fuerza legal.

267. Sin embargo, a juicio de otros miembros, el hecho de que
estuviera en desacuerdo con la naturaleza del régimen de un determinado
Estado parte no debfa impedir que el Comité cumpliera sus tareas. Ademas,
si el Comité se negaba a examinar el informe de un Estado parte en la
Convencién, no cumpliria sus obligaciones en virtud de la Convencién. El
Presidente, al decidir sobre la cuestion, dijo que, si bien no podia funcionar
en un vacio politico y hacer caso omiso de las resoluciones de la Asamblea
General, el Comité debia tener en cuenta s6lo aquéllas que se relacionaran
directamente con la discriminacién racial: en las Naciones Unidas habia
otros 6rganos que se ocupaban de otras cuestiones de derechos humanos.
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268. El Comité tuvo en cuenta las medidas adoptadas en relacion
con las poblaciones indigenas. No obstante, destacé que era importante que
el Gobierno activara las gestiones encaminadas a resolver los problemas
derivados de la practica mapuche de subdividir la propiedad. Se pregunté
si los titulos de propiedad de los grupos indigenas eran transferibles y si se
imponfa alguna restriccién a los miembros de esos grupos respecto de
dichas transferencias. También se hicieron preguntas acerca de la autoridad
de los jefes elegidos localmente y de su situacion respecto del Gobierno.

269. En relacién con el articulo 3 de la Convenciéon, el Comité
sefialé que Chile no habia proporcionado la informacién concreta solicitada
sobre las relaciones diplomaticas, econémicas y de otro tipo con Sudéfrica.

270. Algunos miembros del Comité no estuvieron de acuerdo con
la respuesta de Chile de que “en parte alguna [de la Convencién] aparece
la obligacién de dictar normas especificas sobre la discriminacién”.
Destacaron el hecho de que las disposiciones de los apartados a) y b) del
articulo 4 bastaban como refutaciéon de ese argumento. Los Estados partes
no necesitaban adoptar medidas especiales si se podia demostrar
claramente en el momento de su adhesién o ratificacién que su legislacion
ya contenia las garantias requeridas. No obstante, correspondia a cada
gobierno demostrar que su legislacién contenia medidas contra la
discriminacién. Si Chile cumplia con las disposiciones del articulo 4, debia
proporcionar al Comité informacién acerca de la forma en que la ley
sancionaba las violaciones del articulo 4 que pudieran cometerse contra los
mapuches u otros grupos étnicos y facilitarle los textos legales pertinentes.

271. En lo que respecta al articulo 5 de la Convencién, los
miembros expresaron dudas acerca de la nueva Constitucion y destacaron
que se habia suspendido el goce de un ntimero indefinido de derechos.
Por ejemplo, se observé que, segtin el articulo 13 de la Constitucion,
quienes hubieran sido condenados por un delito grave no podian obtener
la ciudadania chilena. Esta medida privaba del derecho a la ciudadania a
cientos de miles de victimas de los primeros afios del régimen, que habian
sido condenadas arbitrariamente. Se pidieron aclaraciones acerca de la
Constitucion en relacién con los derechos a la libertad de movimiento y
de residencia; opinién y expresién; pensamiento, conciencia y religion;
reunién y asociacion con fines pacificos. Se pidieron mayores aclaraciones
respecto de la diferencia entre las leyes aprobadas con quérum calificado
y las leyes constitucionales organicas y se pregunto si se habian planteado
ante los tribunales casos relativos a violaciones del articulo 5 de la
Convencién. Algunos miembros afirmaron que debian facilitarse al
Comité los textos de las leyes pertinentes, en particular las que regian los
partidos politicos y las que se referian al derecho a la libertad de opinién
y expresion. Refiriéndose a algunos pasajes de la Constitucién, se
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pregunté quién definfa las normas morales del pais y como definfa el
Gobierno las actividades politicas. En relacién con el articulo 24 de la
Constitucién, que autorizaba al Presidente de la Republica a suspender en
ciertas circunstancias el ejercicio de varias libertades fundamentales, se
preguntdé cémo se ejercian esas facultades y como funcionaba el poder
judicial. Se dijo que en el siguiente informe se debia describir la forma en
que estaba organizado el sistema judicial chileno y se debia aclarar el
grado de independencia de los jueces; asi como el efecto que tenia el
estado de excepcién en el funcionamiento de los tribunales. El Comité
consider6 que la oposicién a la discriminacién racial s6lo podia existir en un
medio en que se respetaran plenamente los derechos humanos, y se
pregunto si el estado de excepcién constitufa una derogaciéon temporaria de
las obligaciones contraidas por el pais en virtud de la Convencién o si la
situacién equivalfa a una suspension formal y permanente de los derechos
humanos. Se expres6 la esperanza de que en el siguiente informe periédico
se presentara una resefia de la situacion en el contexto del articulo 5.

272. En cuanto al articulo 6, se pidieron detalles acerca del
derecho a la defensa y las posibilidades de recurso en los casos que
entraflaran discriminacién racial de cualquier origen, inclusive por parte
de funcionarios del Gobierno. Ademds, el Comité consider6 que el
siguiente informe debia contener también mayor informacién sobre la
aplicacion de ese articulo, asi como del articulo 7.

273. Respondiendo a las preguntas formuladas por el Comité, el
representante de Chile dijo que el siguiente informe proporcionaria la
informacién de antecedentes y los textos legales solicitados. Sin embargo,
agreg6 que la Constituciéon Politica de 1981 cubria casi todas las
disposiciones de la Convencion.

274. El representante sefial6 que Chile habfa promulgado leyes
basicas relativas a las poblaciones indigenas cuyo objetivo era encuadrar
el tratamiento que recibian en el orden juridico general del pais. Segtn la
legislacion actual, las reservaciones y los propietarios a titulo individual
debian registrar su propiedad a fin de proteger los derechos de propiedad
de los indigenas. Ese procedimiento se habia determinado previa consulta
con funcionarios de la FAO. Los mapuches tenian sus propias
asociaciones privadas que les servian de enlace con el Gobierno. Se hacia
un esfuerzo comdn por mantener intacta su cultura.

275. Las relaciones diplomaticas de Chile con Sudafrica eran de
larga data y habian evolucionado bajo los cuatro tltimos Gobiernos. Chile
habia condenado invariablemente el apartheid. Sus relaciones con
Sudafrica se limitaban a cuestiones econdémicas que servian a los objetivos
de Chile como pais en desarrollo, sin que entraran en juego en modo
alguno las politicas de Sudéfrica.
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276. En vista de que, evidentemente, el articulo 4 de la
Convencién obligaba a adoptar medidas legislativas, el representante de
Chile esperaba que en el siguiente informe se indicara que la legislacién
interna cubria todas las disposiciones de la Convencién. Sefial6 que la
Constitucién Politica equiparaba los tratados a leyes: la Convencién en su
integridad estaba actualmente en vigor en Chile sin que se aprobara una
legislacion especial. Indic6 que, habida cuenta de que no habia
discriminacién racial en Chile, no habfa tampoco necesidad de medidas
administrativas o judiciales. Explicando la diferencia entre leyes
constitucionales orgdnicas y leyes aprobadas con quérum calificado, dijo
que las primeras requerian una mayoria de tres quintos para su
aprobacién, enmienda o derogacién, mientras que las tltimas requerian la
mayoria absoluta. En cuanto a la pregunta de si el estado de excepcién era
transitorio, informé al Comité de que tenia un plazo concreto que no
podia ampliarse sino que sélo podia renovarse como un nuevo estado de
excepcion si las circunstancias lo justificaban. Con referencia a la
afirmacién de que, en virtud de una disposicién de la Constitucion,
cientos de miles de chilenos perderian su ciudadania, observé que el
Gobierno habia promulgado una ley de amnistia que abarcaba el periodo
1973-1983. Por consiguiente, nadie habia perdido atn su ciudadania. El
representante explic6 que habia tres tipos de recursos: se podia solicitar a
la autoridad que adoptaba una decisién, a saber, el Presidente, que la
reconsiderara; ademads, existia el recurso de protecciéon en el caso de
presuntas violaciones de las garantias constitucionales y el recurso de
amparo, que era similar al habeas corpus.

277. El representante de Chile dijo, por tltimo, que no le parecia
digno responder a las observaciones politicas formuladas en el curso del
examen del informe. Las preguntas que no se hubiesen contestado por falta
de informacién tratarian en el siguiente informe periédico. Chile aseguraba
al Comité que apoyaba plenamente los esfuerzos por aplicar la Convencion.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/36/18), 1981

260. El quinto informe periédico de Chile (CERD/C/65/Add.3)
fue examinado por el Comité tras una breve declaracién introductoria
formulada por el representante del Estado informante.
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261. Algunos miembros del Comité tomaron nota con satisfaccién
de que el informe se habia preparado de conformidad con las directrices
establecidas por el Comité; empero, lamentaron que quedaran sin
respuesta muchas preguntas que se habian formulado al Gobierno de
Chile durante el examen de su cuarto informe periédico.

262. En relacion con el articulo 2 de la Convencion, los miembros
del Comité sefialaron en particular a la atencién la cuestién de la
proteccién de las minorias indigenas que viven en Chile. Se sefialé que en
anteriores informes se habia aludido a tribus indigenas que no se habian
mencionado en informes posteriores, donde se mencionaba sélo a los
mapuches y los aymaras, y se solicité informacién sobre dénde vivian
esos grupos y de qué magnitud eran; ademads, debian proporcionarse
estadisticas sobre la composicién demogréfica de la poblacién para
aclarar si el tamafo de los grupos minoritarios estaba aumentando o
disminuyendo y si éstos eran victimas de la discriminacién racial.
Al respecto, se sefialé en particular la informacién contenida en el parrafo
412 del informe del Relator Especial de la Comisién de Derechos
Humanos sobre la situaciéon de los derechos humanos en Chile
(A/35/522) , segun el cual en los procedimientos establecidos para la
adquisicion del derecho a la tierra por parte de los mapuches no se tenian
en cuenta sus instituciones, sus costumbres ni sus tradiciones, y que esa
situacién, unida a una falta de asistencia técnica y financiera efectiva,
creaba las condiciones para que los mapuches fueran paulatinamente
desposeidos de sus tierras por grupos social y econdémicamente maés
poderosos, con lo que se ponia en peligro la existencia de los mapuches
como grupo étnico. El Comité pidié informacion sobre la asignacién de
tierra en las zonas donde vivian miembros de esa minoria indigena y
sobre las razones para que se hubiera disuelto el Instituto de Desarrollo
Indigena, que habfa promovido medidas culturales, sociales y
educacionales en beneficio de los mapuches. También se pidi6
informacién sobre las disposiciones concretas del capitulo de la
Constitucion titulado “Bases de la institucionalidad” para determinar si en
éste se aplicaba el inciso d) del parrafo 1 del articulo 2 de la Convencién.

263. Algunos miembros del Comité preguntaron de qué manera
aplicaba Chile los articulos 3 y 7 de la Convencién, dado que el informe
contenia escasa o ninguna informacién sobre el tema, y se pidieron, en
particular, detalles sobre las relaciones de Chile con el régimen racista de
Sudéfrica.

264. Con respecto al articulo 4 de la Convencién, el Comité sefiald
que, al igual que en el informe anterior, en el que se estaba examinando se
manifestaba que en Chile no se habfan adoptado medidas legislativas
concretas para combatir la discriminacién racial, que, aparentemente, no
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era considerada por la ley como un delito punible, a menos que se
acompafara de actos de violencia; se manifesté que esa situacion era
totalmente inadecuada, habida cuenta de lo requerido en la Convencién.
El Comité no podia quedar satisfecho con la explicacién de que no se
necesitaba adoptar legislacion de ese tipo, debido a que nunca habia
existido un problema racial en Chile. Esa afirmacién era incompatible con
la declaraciéon contenida en el informe de que la Convencién se habia
incorporado en las leyes chilenas y, en consecuencia, podia aplicarse
cuando y como fuera procedente. Se expresé la opinién de que no era
posible aceptar la afirmacién de que la Convencién se aplicaba por si
misma, debido a que se habia incorporado automaticamente a las leyes
internas del pais: en el articulo 4 de la Convencién se establecia que los
Estados partes debfan “declarar” que determinados actos eran “acto
punible conforme a la ley” y debian aprobar leyes concretas con esos fines
y declarar cudl serfa el castigo para las infracciones. Ademas, se sefiald
que el tnico texto legislativo mencionado en el informe en relacién con la
aplicacién del inciso a) del articulo 4 de la Convencién era la Ley
N°16.643, sobre abusos de publicidad, pero se observé que la Ley
abarcaba s6lo un aspecto del articulo en cuestiéon y que no satisfacia
plenamente los requerimientos de la Convencién. La situacion relativa a
la prohibicién de las organizaciones con fines raciales era similar.
Ademas, a juzgar por las disposiciones constitucionales reproducidas en
el informe, parecia que no se permitia a las personas que hubieran
incurrido en determinadas contravenciones el ejercicio de ningtin cargo o
funcién publica por el término de diez afios, y que si ya estaban
ejerciendo ese cargo o funcién publica, esas personas eran declaradas
cesantes; lamentablemente, no se mencionaba el tipo de contravencién a
que se aludfa. En consecuencia, seria ttil para el Comité contar con
informacién detallada sobre el tema y, en particular, saber quién era
responsable de decidir que se habia cometido esa contravencion.

265. Con respecto al articulo 5 de la Convencién, con los
elementos proporcionados por el informe el Comité no estaba en
condiciones de determinar si en Chile, donde habia estado en vigor
durante varios afios el estado de emergencia, se aplicaban las
disposiciones de la Convencién, en particular las relativas al goce o
ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las
libertades fundamentales en las esferas politica, econémica, social y
cultural o cualquier otra de la vida publica. A juzgar por los documentos
de las Naciones Unidas, durante ese periodo el ejercicio de algunos
derechos fundamentales habia sido limitado o suspendido, y se esperaba
que el Gobierno de Chile proporcionara informacién precisa sobre la
forma en que aplicaba todas las disposiciones del articulo 5 de la
Convenciéon y alguna informaciéon sobre la extensiéon del estado de
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emergencia. Al respecto, se pregunto si pese a que el 11 de marzo de 1981
habia entrado en vigor la nueva Constitucién Politica, se habia mantenido
el estado de emergencia y, en caso afirmativo, si no se estaba limitando el
alcance de esa Constitucién, y cémo se estaban aplicando en la préctica
los principios y las disposiciones de la Constitucién. También se sefial6
que debia ponerse a disposicién del Comité el texto de la Constitucion de
Chile, con el propésito de determinar si se respetaban las disposiciones de
la Convencién. Disipando una duda expresada durante las deliberaciones
sobre si era de competencia del Comité expresar opiniones sobre los
efectos de un estado de emergencia en los derechos humanos en general,
varios miembros hicieron hincapié en que el articulo 5 de la Convencién
garantizaba el derecho de toda persona, sin distincién de raza ..., a la
igualdad ante la ley, particularmente en el goce de los derechos
enumerados en ese articulo. Un Estado no podia ser parte en la
Convencién a menos que garantizara esos derechos. Si esos derechos no
se garantizaban para todos sin distincién o no se ejercian, el Comité podia
formular preguntas sobre la relacién existente entre esa situacion y el
estado de emergencia.

266. El Comité también pidi6 informacién completa sobre la
aplicacion del articulo 6 de la Convencién y expresé el deseo de recibir los
textos legislativos pertinentes con el propésito de determinar si toda
persona que fuera victima de discriminacién racial podia obtener
reparaciones en los tribunales. Ademas, con respecto a las facultades del
Tribunal Constitucional recientemente establecido en Chile, el Comité
debia tener el texto de las disposiciones que facultaban al Tribunal a
bloquear cualquier medida legislativa que procurara socavar o debilitar a
la no discriminacién en materia racial.

267. En respuesta a las preguntas formuladas por miembros del
Comité, el representante de Chile se refirié a la preocupacion expresada
por el Comité acerca de las poblaciones indigenas y su derecho a la
propiedad de la tierra y manifest6 que durante los dltimos afios se habian
hecho considerables progresos, debido, en particular, a la promulgacién
del Decreto-Ley N° 2568 mencionado en el cuarto informe periédico de su
Gobierno, en el cual se incluian disposiciones para facilitar a los
mapuches el acceso a la propiedad individual de la tierra. Ese Decreto-
Ley habia sido enmendado por el Decreto-Ley N° 2750 para proporcionar
mayores garantias y salvaguardas a los derechos socioeconémicos y
culturales de la poblacién indigena, proporcionarles apoyo educacional y
asegurar el completo respeto de sus costumbres, creencias y estilo de vida.

268. En relacion con el articulo 4 de la Convencién, el orador
manifestd que la Convencién, al igual que todos los instrumentos
internacionales ratificados por Chile, se habia publicado en el Diario
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Oficial y, automaticamente, habia pasado a ser parte de la legislacion
nacional del pais, y que en el primer capitulo de la nueva Constitucién de
Chile se reflejaba plenamente el articulo 1 de la Convencién. Sus efectos se
veian mas adn fortalecidos por textos legales concretos que contenian
disposiciones que prohibian todo tipo de discriminacién racial y que se
habian citado en el tercer informe periédico de Chile.

269. Posteriormente, el representante sefialé que en los capitulos
III (*De los Derechos y Deberes Constitucionales”) y IV de la Constituciéon
se reproducian las garantias establecidas en el articulo 5 de la
Convencién. Esos derechos quedaban maés reforzados atin en el Cédigo
Civil de Chile, en el que se establecia la igualdad ante la ley de chilenos y
extranjeros, y en el Cédigo Penal, en el que se reiteraba que no debia
existir discriminacién por motivos de raza, color, sexo, opinién politica,
etc. Las medidas adoptadas durante el estado de emergencia se habian
aplicado de conformidad con los principios de la Convencién y en ningtin
caso se habia discriminado contra ningtin sector particular de la poblaciéon
debido a su ascendencia, raza o tradicién.

270. Finalmente, el representante de Chile declaré que en el
proximo informe periédico su Gobierno proporcionaria informacién sobre
las preguntas que habian quedado sin respuesta.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/34/18), 1979

243. El cuarto informe periédico de Chile, que consistia en dos
documentos (CERD/C/18/Add.2 y 5), fue examinado por el Comité
junto con la informacién complementaria que proporcioné el
representante del Estado informante en su declaracién inicial. Este
destac6 el Acta Constitucional No. 3 de 1976 que sustituyé a la
Constitucion Politica de Chile y el Decreto-Ley de 22 de marzo de 1979
relativo a los descendientes de los mapuches.

244. El Comité tuvo que examinar el informe a la luz de los
antecedentes del examen del tercer informe periédico que hiciera en su
15° periodo de sesiones, en marzo y abril de 1977." Se recordara que en
dicho periodo de sesiones, en vista de su profunda preocupacién respecto

*

Documentos Oficiales de la Asamblea General, trigésimo segundo periodo de sesiones,
Suplemento No. 18 (A/32/18), parrs. 68 a 79.
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a las violaciones sistematicas de los derechos humanos y las libertades en
Chile, el Comité no pudo precisar en qué medida la situacién
constitucional podria afectar a la aplicaciéon de la Convencién, situaciéon
que determinaba las condiciones en que la Convencién se ponia en
practica. La documentacién adicional presentada durante el periodo de
sesiones no podia, debido a su forma y volumen, facilitarse al Comité, el
cual, por tanto habia invitado al Gobierno de Chile a someter la
informacién necesaria sobre la situacién constitucional y legislativa general
en tal forma y volumen que se pudiera poner a disposicién del Comité.

245. El Gobierno no lo habia hecho asi. Su cuarto informe nuevamente
trata del problema de la discriminacién racial como cuestién aislada, sin
proporcionar la informacién necesaria sobre la situacién constitucional
general en dicho pais. Por el contrario, el representante de Chile expresé
ciertas reservas en cuanto a la competencia del Comité para abordar
aspectos institucionales que pertenecian a la soberania interna de los Estados
o que se relacionaban con cuestiones de derechos humanos en general.
El tnico nuevo factor en el informe fue el anuncio de que durante el afio se
someteria un proyecto de documento constitucional al pueblo chileno.

246. Varios miembros insistieron en que el Comité no podia
desempefiar sus funciones mientras no se le informara de si la
Constitucion de Chile atin estaba suspendida y en qué medida lo estaba y
de cudl era la condicién juridica precisa de las Actas Constitucionales
No.1, 2 y 3 citadas en el informe. En consecuencia, se abstuvieron de
entrar a examinar el contenido del informe. Otros fueron atiin mas lejos y
propusieron aplazar el debate. No mas de tres miembros entraron a
examinar el contenido del informe. Los resultados de este examen se
presentan a continuacion.

247. No fue hasta el final del debate, cuando el representante de
Chile traté de informar al Comité sobre la situacién constitucional general
en el pais. Este explicé que las disposiciones de la Constitucién de 1925
relativas a la discriminacién racial habian sido ampliadas por el Acta
Constitucional No. 3. Ademas, afirmé que también en el Cédigo Civil, asi
como en diversas leyes y decretos, se prevefan salvaguardias. Estos
principios se habrian de consagrar en la nueva Constitucién que se estaba
redactando. El representante harfa saber a su Gobierno el interés del
Comité en que la nueva Constitucion incluyese disposiciones maés
concretas para la prohibicién de la discriminacién racial como tal.

248. En relacion con el articulo 5 de la Convencidon, el
representante de Chile dijo que la mayoria de los derechos especificados
en éste, con excepcién de ciertos derechos politicos que se habian
suspendido, no se habian visto afectados por el estado de emergencia y en
la préactica se respetaban en Chile. Ciertos derechos que se habian
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suspendido durante el estado de sitio estaban nuevamente en vigor en el
estado de emergencia. La Constitucién de 1925 atin estaba vigente, y en
ciertas esferas sus disposiciones habian sido ampliadas y mejoradas por
las sucesivas Actas Constitucionales.

249. El examen de ciertas cuestiones concretas tuvo los siguientes
resultados: en general, se observé que el cuarto informe periddico de
Chile era demasiado breve y contenfa poca informacién relativa a la
aplicacion de los articulos de la Convencién, en especial los articulos 4, 5y 7.

250. Algunos miembros acogieron con beneplacito la reforma del
sistema de tenencia de tierras en Chile, en virtud del cual se podrian
conceder titulos individuales de dominio a los miembros de las
comunidades indigenas interesadas si asi lo desearen. Se considerd
conveniente la decisién del Gobierno de unir a nivel superior el Instituto
de Desarrollo Indigena con el Instituto de Desarrollo Agropecuario.

251. En relaciéon con medidas especiales para ayudar a los
mapuches, se plante6 la pregunta de si se estaba prestando asistencia
similar a los indios del norte de Chile. Se solicit6 méas informacién relativa
a programas educativos y culturales para las comunidades indigenas y las
medidas que se estaban adoptando respecto del empleo y la salud.

252. En lo concerniente a las medidas adoptadas contra la
discriminacién racial y el apartheid se solicitaron detalles de programas
realizados en Chile en las esferas de la informacién, educacién, cultura y
ciencia en relaciéon con el Decenio de la Lucha contra el Racismo y la
Discriminaciéon Racial. Se pregunt6é hasta qué punto Chile apoyaba los
diversos Fondos Fiduciarios establecidos por las Naciones Unidas en
beneficio de los pueblos del Africa meridional y cudl era la posicién de
Chile sobre la cuestién del asilo politico y los refugiados.

253. En relacion con el articulo 4 de la Convencion, se tomo nota
de que el informe seguia los mismos lineamientos que diversos otros,
afirmando simplemente que ya existian en la Constitucién y en el Cédigo
Penal de Chile, disposiciones generales adecuadas para ocuparse de
actividades del tipo que abarcaba dicho articulo. Se destacé que los
Estados partes en la Convencién estaban obligados a promulgar
legislacion concreta para poner en vigor el articulo 4 y se manifest6 la
esperanza de que este concepto fuese transmitido a las autoridades
chilenas competentes. Un miembro acogi6é con beneplécito la reforma del
articulo 30 del Cédigo del Trabajo a que se hacia referencia en el informe
y preguntd qué pena se aplicaba a cualquier funcionario o persona a
quien se hallare culpable de un acto de discriminacién racial.

254. El representante de Chile respondié algunas de estas
cuestiones concretas. Declar6 que Chile habia participado en la lucha
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contra el apartheid con contribuciones al Fondo Fiduciario para Namibia.
Como miembro de la Organizacién de los Estados Americanos, su pais
era parte en una convencion regional relativa al derecho de asilo y estarfa
dispuesto a conceder asilo en situaciones comprendidas en ese instrumento.
La propaganda en favor de la discriminacién racial que llamare a la
violencia se consideraba en el articulo 11 del Acta Constitucional No. 3.

255. Enlo que concernia a los recursos de que disponian las victimas
de discriminaciéon racial, el representante de Chile explicé el recurso de
amparo que se estipulaba en el Cédigo de Procedimiento Penal y en las
disposiciones pertinentes del Cédigo Penal y del Cédigo Civil de Chile.

256. Respecto del articulo 7 de la Convencién, el representante de
Chile dijo que el Gobierno estaba examinando sus politicas y programas
en las esferas educativa, social y cultural y que durante dicho proceso se
tendrian en cuenta las importantes disposiciones del articulo 7.

257.  Las preguntas sobre las cuales el representante de Chile no tenia
informacioén suficiente se responderian en el préximo informe periédico.

258. En sus observaciones finales, el Presidente hizo notar que se
habia reconocido plenamente el derecho del Comité de investigar los
detalles de las constituciones de los Estados partes. No obstante, el
Presidente creia que las condiciones en Chile que preocupaban al Comité
no habian variado substancialmente. A sugerencia suya, el Comité
decidi6 reiterar en substancia la declaracion hecha en la 338a. sesion,
durante el 15° periodo de sesiones.”
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el quincuagésimo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/32/18), 1977

68.  Antes de comenzar el examen del tercer informe periédico de
Chile, el Comité debatié prolongadamente una propuesta en el sentido de que
“se aplace su examen hasta que la comunidad internacional considere que
el Gobierno chileno coadyuva a sus esfuerzos para garantizar la proteccién de
los derechos humanos y la eliminacién de la discriminacién racial”.

69. Los miembros que apoyaron la propuesta expresaron dudas
de que fuera legitima la participacién de la Junta chilena en tratados
internacionales en la esfera de los derechos y libertades humanos. Se

- Ibid, parr. 79.



148 CHILE

refirieron, entre otras cosas, a los debates y resoluciones de los tltimos
periodos de sesiones de la Asamblea General y de la Comisiéon de
Derechos Humanos y a la negativa del Gobierno de Chile a cooperar con
las Naciones Unidas en materia de derechos humanos. Argumentaron
que existia un vinculo entre las violaciones sistematicas de los derechos
humanos en general y la discriminaciéon racial en particular y que la
discriminacién racial sélo se podia eliminar cuando se respetaban los
derechos humanos en general. También pusieron en duda la credibilidad
de algunas afirmaciones que figuraban en el informe relativas a la
situaciéon de los derechos humanos en Chile y sostuvieron que esas
afirmaciones no condecfan con los hechos que se conocian acerca de la
situacion real en Chile.

70.  Sin embargo, los miembros que se oponfan a la propuesta
que el Comité tenfa ante si, aunque también expresaron su profunda
preocupaciéon por la situaciéon de los derechos humanos en Chile,
convinieron en que todo Estado parte tenia el derecho y la obligacién de
presentar los informes previstos en el parrafo 1 del articulo 9 de la
Convenciéon y en que el Comité estaba también obligado a examinar esos
informes, de conformidad con el parrafo 2 de ese articulo. Por
consiguiente, debia haber razones de fondo para que se decidiera aplazar
el examen de un informe determinado, a fin de que el Comité no fuera
blanco de acusaciones de discriminacion contra el Estado de cuyo informe
se tratara. Ninguno de los argumentos aducidos por los propugnadores
del aplazamiento proporcionaba una razén suficiente para la medida
propuesta. La no cooperacién con los érganos de las Naciones Unidas no
era una razén para que el Comité se negara a examinar un informe
presentado por el Gobierno de que se tratara, ni para aplazar su examen.
Las violaciones de los derechos humanos, aunque fueran persistentes y
sistemdticas, no eran de la competencia del Comité, a menos que
constituyeran discriminacion racial, segtin la definicién de la Convencién
Internacional sobre la Eliminaciéon de todas las Formas de Discriminacién
Racial. Atn cuando la situacién en un pais determinado entrafara
violaciones de las disposiciones de esa Convencién, en si mismo ese hecho
no podia justificar que el Comité se negara a examinar el informe
presentado por el Gobierno de que se tratara, de hecho, era una razén
para que el informe fuera examinado.

71.  En la 317a. sesién, el Presidente puso fin al debate de
procedimiento declarando que “la mayoria de los miembros parecen ser
partidarios de examinar el informe de Chile en el presente periodo de
sesiones y de tomar nota de los puntos de vista de los miembros que se
han opuesto a este examen”.
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72.  Gran parte del debate posterior gir6 en torno de la cuestién
de la situacién efectiva de la Constitucién de Chile: ;Estaba todavia en
vigor? ;Habia sido derogada? ;O se habia suspendido, fuera por un
periodo determinado o por un periodo indefinido? También suscitaron
interés la naturaleza juridica precisa del “Decreto Supremo” mencionado
en el informe y los efectos del Decreto del 11 de septiembre de 1973, por el
que se habia proclamado un estado de emergencia en todo Chile, sobre el
ejercicio efectivo de los derechos garantizados por la Constitucién y las
leyes del pais y que se enumeraban en el informe.

73.  Algunos miembros sefialaron que no tenia sentido analizar
los derechos constitucionales y legales mencionados en el informe
mientras no hubiera certidumbre respecto de la naturaleza real de los
instrumentos que establecian esos derechos. Otros miembros sostuvieron
que el Comité no podia llegar a conclusiones significativas acerca de la
existencia o inexistencia de practicas de discriminacién racial si no podia
determinar si la Constitucién y las leyes que establecian determinados
derechos y proclamaban la igualdad en el disfrute de ellos estaban
realmente en vigor. Se argument6 también que el hecho de que en el
informe se citaran las disposiciones que establecian determinados
derechos pero se omitiera la informacién de que los instrumentos donde
figuraban esas disposiciones no estaban en vigor ponia en duda la
credibilidad del informe en su totalidad y hacia inttil que el Comité lo
examinara.

74. Ademads de esas cuestiones fundamentales, en torno de las
cuales gir6é gran parte del debate, se examinaron algunos de los aspectos
concretos del informe. Se sefial6 que la lista de derechos que se indicaba
eran reconocidos por el sistema juridico chileno era mas restringida que la
lista de derechos que figuraba en el articulo 5 de la Convencién. Se hizo
hincapié en que era inquietante el uso de la palabra “arbitrarias” que
califica a “discriminaciones” en las Actas Constitucionales Nos. 2 y 3, dado
que no se podia justificar ninguna forma de discriminacién. Algunos
miembros sefialaron a la atencién el hecho de que se mantuvieran
relaciones comerciales con Sudéfrica. Otros miembros sefialaron la
ausencia de informacién sobre la aplicacion del articulo 7 de la
Convencién. También se expresaron algunas criticas respecto de los datos
que figuraban en el informe acerca de algunas de las medidas adoptadas
para asegurar el desarrollo y la proteccién de ciertos grupos raciales.

75.  Se formularon las siguientes preguntas concretas: ;Se podian
invocar las disposiciones de la Convencién ante los tribunales chilenos
para obtener proteccién juridica contra la discriminacién racial? ;Se
habian dado casos en que las victimas de actos u omisiones arbitrarias o
ilegales que las hubieran privado del ejercicio legitimo de sus derechos
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hubieran interpuesto recursos ante los tribunales? ;En qué circunstancias
la nacionalidad chilena era un requisito para obtener empleo?

76.  Algunos miembros pidieron que su proporcionaran les
textos de las disposiciones de las leyes y Actas Constitucionales
mencionadas en el informe. Se hizo particular referencia a la ley
No. 15.576 (promulgada en forma revisada en la ley No. 16.643) y al
parrafo 10 del titulo IV del Libro II del Cédigo Penal, que tenian relacién
con los apartados a) y b) del articulo 4 de la Convencién.

77.  El representante de Chile hizo una declaracién en la 319a.
sesion del Comité; en ella se ocup6 de la situacién constitucional de su
pais, de la situacién existente en lo que atafifa a los derechos humanos y
del tema concreto de la discriminacién racial. Informé el Comité de que
en 1975 y 1976 se habian promulgado cuatro actas constitucionales por las
que se enmendaba la Constituciéon de 1925. Describié en términos
generales el alcance de las Actas Constitucionales Nos. 1y 2 y analiz6 las
disposiciones del Acta Constitucional No. 3, titulada “De los Derechos y
Deberes Constitucionales”, que modificaba los articulos 10 a 20 de la
Constitucién Politica de 1925. Confirmé que seguia en vigor el estado de
sitio declarado el 11 de septiembre de 1973 y que en virtud de esa
declaracién se habian restringido algunos derechos (entre los cuales no se
contaban los establecidos en los articulos 6, 7, 8, 11, 15, 16 y 18 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Politicos). Informé ademas al Comité
de que el Gobierno de Chile presentaria a la brevedad al Secretario
General los textos de los Cédigos Civil y Penal de Chile, de las Actas
Constitucionales a las que se habia referido, de la Constituciéon de 1925 y
de los diversos decretos y leyes mencionados en el informe del Gobierno
de Chile y en su declaracién.

78. En su 320a sesiéon, el Comité decidié por consenso
“suspender el examen del informe de Chile en espera de que los
documentos juridicos prometidos por el representante de Chile se pongan
a disposicién del Comité para que éste pueda concluir el examen de dicho
informe en su actual periodo de sesiones”. Se estableci6 un grupo de
trabajo para examinar la informacién adicional que presentaria el
representante de Chile.

79. Cuando el Comité reanudo el examen del informe de Chile,
en su 336a. sesién, examind las propuestas presentadas por el grupo de
trabajo. En la 338a. sesién el Presidente ley6 una declaracién que contenia
las conclusiones que habia extraido del debate del Comité sobre el
informe. El texto de la declaracién era el siguiente:

“1. Del debate se desprende que el Comité lamenté que el tercer
informe periédico de Chile presentado el 3 de febrero de 1977 no
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contuviera suficiente informacién para que el Comité pudiera
determinar en qué medida la situacién constitucional imperante en
Chile afectaba a la aplicacién de la Convencién Internacional sobre
la Eliminacién de todas las Formas de Discriminacion Racial.

2. El Comité ha tomado nota de que la documentacién
adicional presentada durante el periodo de sesiones por el
representante de Chile, formada, por material constitucional y otro
material legislativo, no podria —debido a su forma y volumen—
facilitarse al Comité en los idiomas de trabajo.

3. El Comité desea sefialar que, si el Gobierno de Chile lo
desea, podria presentar al Comité la informacién mencionada en el
parrafo anterior, en tal forma y volumen que se pudiera poner a
disposicion del Comité.”

El Presidente dijo también:

“Al formular esa conclusion, el orador tiene conciencia de que la
mayoria de los miembros del Comité, cuando examinaron la
informacién presentada por el Gobierno de Chile, expresaron su
honda preocupacién por las violaciones sistematicas de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales en dicho pais,
y también expresaron la opinién de que esa situacién constituia un
grave impedimento al cumplimiento por Chile de las obligaciones
que le impone la Convencién Internacional sobre la Eliminacién de
todas las Formas de Discriminacion Racial”.
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Comité para la Eliminacion de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/100/18), 1975

159. Tan pronto como el Comité inicié su examen del segundo
informe periédico de Chile, y antes de que se invitara al representante de
ese Estado a participar en el debate de conformidad con el articulo 64 A
del reglamento provisional, el Comité examiné una propuesta presentada
por uno de sus miembros sobre una cuestién de orden en el sentido de
que no debia examinarse el informe. El miembro que presenté dicha
propuesta y otros miembros que la apoyaron sostuvieron que no podia
considerarse que el documento hubiera sido presentado por el legitimo
Gobierno de Chile; que, al usurpar el poder, la Junta militar que
actualmente gobierna Chile habia violado la Constitucién de ese pais, que
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era una hipocresia descarada que en el informe se aludiera a la
Constitucion de Chile cuando dicha Constituciéon no habia estado en vigor
desde el golpe de estado; y que el Comité no podia considerar seriamente
el examen de un documento basado en una Constitucién que habia sido
dejada sin efecto mediante toda una serie de decretos inconstitucionales.
Los miembros del Comité que se opusieron a la propuesta —algunos de
los cuales subrayaron que compartian las preocupaciones expresadas por
sus colegas con respecto a la situacion de respeto de los derechos
humanos en Chile— sefialaron que el Comité no era competente para
determinar la legitimidad de las autoridades que presentaban los
informes de los Estados partes, los cuales eran enviados al Comité por el
Secretario General de conformidad con el pérrafo 1 del articulo 9 de la
Convencién; que la situacién general en Chile no estaba comprendida en
el alcance de la Convencién y ; por consiguiente, no podia ser examinada
por el Comité; y que el Comité estaba obligado a examinar el informe que
tenia ante si, que habia sido presentado y enviado en la forma debida y de
conformidad con el procedimiento establecido. Sin embargo, algunos de
esos miembros sugirieron que el Comité procediera inmediatamente a
preguntar al representante de Chile si se encontraba en vigor la
Constitucién, y en qué medida, y en particular si estaban vigentes en su
totalidad o en forma limitada las disposiciones de la Constitucion
relacionadas con las de la Convencién. Otros miembros del Comité se
opusieron a que se formulara semejante pregunta al representante de
Chile, sefialando que la suspensién de la Constitucién de un pais o la
restricciéon de la aplicaciéon de algunas de sus disposiciones estaban
esencialmente dentro de la jurisdiccién interna de un Estado soberano y
fuera de la competencia del Comité. El Comité convino a invitar al
representante de Chile a participar en el examen del informe de su
Gobierno y formularle, en primer lugar, la pregunta relativa a la vigencia
de la Constitucion y, en particular, de las disposiciones de la Constitucion
que se mencionaban en el informe.

160. El representante de Chile asegur6 al Comité que la
Constitucién de Chile estaba en vigor y que se estaba aplicando la
totalidad de sus 110 articulos generales. Agreg6é que en ese momento
prevalecia en Chile un estado de emergencia —constitucional, ya que
estaba previsto expresamente en la Constitucion— y que se habia
proclamado un estado de sitio, pero que las disposiciones civiles,
culturales y educacionales se estaban aplicando en todo Chile en completa
igualdad. Se pregunté concretamente al representante de Chile si las
disposiciones de la Constitucién que se mencionaban en el informe, y
sobre las cuales se basaba todo el informe (salvo una seccién que se
ocupaba de la aplicaciéon del parrafo 2 del articulo 2 de la Convencién), a
saber, los parrafos 1, 2, 7, 8, 9, 10, 14, 15 y 17 del articulo 10, se estaban
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aplicando total o parcialmente o si habian sido suspendidas en virtud del
estado de sitio. En respuesta, el representante de Chile sefialé que la
Constitucion en vigor era general e incluia las disposiciones mencionadas
en el informe, las que estaban siendo aplicadas en la medida que lo
permitia el estado de sitio, que habia sido proclamado constitucionalmente.
Explicé que tal vez esas disposiciones no estuvieran en vigor en su
totalidad debido a la aplicacién de otras disposiciones constitucionales
que surgian del estado de sitio. Se pregunto al representante de Chile si
esa declaracién se aplicaba también a la seccién 15 del articulo 10 de la
Constitucién, en la que se garantizaba a todos los habitantes de la
Reptblica la libertad de vivir en cualquier parte de ella y trasladarse de
un lugar a otro, y contesté que ese derecho estaba garantizado para todas
las personas siempre que no participaran en ninguna actividad que
pudiera considerarse una violacién al estado de sitio. Hizo hincapié en
que el estado de sitio habia sido proclamado mediante lo que él denominé
un “Decreto Supremo” del poder ejecutivo, en ejercicio de facultades que
le conferia expresamente la Constituciéon en el Articulo 72, cuyas
disposiciones autorizaban al poder ejecutivo a restringir los derechos
garantizados en virtud de la seccién 15 del articulo 10 de la Constitucién.
Agreg6 que eso no significaba que la Constitucién no estuviese en vigor y
que no tenia nada que ver con problemas de discriminacién racial, que no
se producian en Chile.

161. Algunos miembros del Comité tomaron nota con pesar de
que, aunque las disposiciones del articulo 10 de la Constituciéon constituian
su piedra angular, en el segundo informe periédico de Chile no se
mencionaba en absoluto el hecho de que el ejercicio de algunos de los
derechos garantizados en virtud de ese articulo estaba en realidad sujeto a
algunas restricciones, omisién que algunos miembros estimaban que era tan
grave que arrojaba dudas sobre la veracidad del informe en su totalidad, asi
como sobre el hecho de que valiera la pena que el Comité lo examinara.

162. El Comité pidi6 al representante de Chile que le
proporcionara el texto del “Decreto Supremo” por el que se declaré el
estado de sitio, asi como el texto de las secciones pertinentes del articulo
72 de la Constitucién en que se basaba ese decreto.

163. Algunos miembros del Comité hicieron observaciones sobre
los dos textos suministrados por el representante de Chile, sefialando que
la declaracién que dicho representante habia hecho ante el Comité, en el
sentido de que el estado de sitio habia sido proclamado constitucionalmente,
no estaba corroborada por los textos disponibles. Observaron que el
“Decreto Legislativo N° 3” de 18 de septiembre de 1973 habia sido
proclamado por la Subsecretaria de Guerra del Ministerio de Defensa
Nacional y habia sido firmado por cuatro oficiales militares, mientras que
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en la seccion 17 del articulo 72 de la Constitucién se conferia la facultad de
declarar el estado de sitio al Congreso y, en caso de que el Congreso no
estuviera reunido, al Presidente, quien estaba en la obligacién de fijar la
duracién del estado de sitio; se observé también que la declaraciéon del
Decreto Legislativo N° 3 no especificaba la duracién del estado de sitio.
Sin embargo, algunos miembros del Comité negaron la competencia de éste
para ocuparse en un debate sobre la constitucionalidad del Decreto
Legislativo y sostuvieron que la situacién no guardaba relacién con la
aplicacién de las disposiciones de la Convencién o la practica de la
discriminacién racial en Chile. Otros miembros del Comité, aunque
estuvieron de acuerdo en que el Comité no era competente ni estaba
calificado para examinar la constitucionalidad de un decreto proclamado
por un Estado parte, sostuvieron, empero, que el Comité no podia seguir
adelante en su examen del segundo informe periédico de Chile antes de
recibir informacién adicional sobre las consecuencias exactas del estado de
sitio sobre los derechos garantizados en virtud de la Constitucién a todos
los habitantes de la Reptblica, con particular referencia a los derechos
consagrados en la Convencién. Deseaban saber, entre otras cosas, si, en
virtud del estado de sitio, se habia dictado algtn otro decreto por el que se
suspendiera o restringiera la aplicacién de algunos articulos de la Constitucién
y si se habian establecido tribunales judiciales o semijudiciales especiales.

164. Durante el intercambio de opiniones resumido en los
parrafos anteriores, se formularon varias propuestas. Con arreglo a una
propuesta, el Comité adoptaria una decisién en la que expresaria su
profunda preocupacién por el contenido del informe y por el hecho de
que la junta militar chilena no estuviera cumpliendo con las disposiciones
de la Convencién, y observaria ademds con profundo pesar que, tras la
suspension de la Constitucién, ya no existian en Chile disposiciones
legislativas, judiciales, administrativas o de otra indole de las que todo
Estado parte en la Convencion se habia comprometido a adoptar a fin de
dar cumplimiento a las disposiciones de la Convencién. Con arreglo a
otra propuesta, el Comité, no habiendo llegado a un acuerdo, informaria
de ello a la Asamblea General en su informe anual en el que incluirfa
resimenes de las opiniones expresadas por diversos miembros o, en su
defecto, extractos de las actas resumidas de las sesiones en que se
examiné el informe de Chile, o simplemente se harfa referencia a los
documentos de que se tratase, citando su signatura. Se hizo una tercera
sugerencia en el sentido de que el Comité procediera de inmediato al
examen del informe. Con arreglo a una cuarta sugerencia, el Comité
suspenderia su examen del infome hasta tanto se recibiera informacién
adicional sobre las consecuencias del estado de sitio en los derechos
constitucionales en Chile.
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165. El Comité decidié dar instrucciones a su Relator para que
preparara la seccién del informe anual del Comité en la que figura el
resumen del segundo informe periédico de Chile de la misma manera en
que se preparan las demads secciones relativas a los informes de otros
Estados partes, consignando las diversas opiniones expresadas por los
miembros del Comité y la informacién suministrada por el representante
del Estado informante.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9018), 1973

269. El informe inicial de Chile, presentado el 2 de enero de 1973,
fue examinado por el Comité en su octavo periodo de sesiones (1537 sesién).

270. Varios miembros observaron que el informe que se estaba
examinando contenfa amplia informacién sobre las medidas legislativas y
administrativas especiales que habian sido adoptadas para la protecciéon
de los grupos indigenas y para garantizar el disfrute por esos grupos de la
igualdad de trato y de posibilidades, y observaron que en el pérrafo 2 del
articulo 2 de la Convencién se disponia la adopcién de tales medidas
especiales, que también se aprobaba en el parrafo 4 del articulo 1 de dicho
instrumento.

271. Sin embargo, se sefial6é que aparte de lo relativo a las medias
especiales mencionadas en el parrafo anterior, la informacién contenida
en el informe era escasa. Del mismo modo, el informe no habia sido
preparado de acuerdo con las directrices establecidas por el Comité.
También se observé que no habian sido suministrados los textos de las
disposiciones de la Constituciéon Politica de Chile y de otras normas
juridicas mencionadas en el informe. En vista de la insistencia en las
medidas especiales adoptadas en beneficio de los grupos indigenas, se
estim6 que seria util al Comité contar con informacién sobre la
composicién demografica de la poblacién en general y con datos sobre la
poblacion indigena en particular. Varios miembros manifestaron la
esperanza de que en el segundo informe periédico de Chile figurara
informacién sobre esos aspectos, asi como sobre los resultados alcanzados
como consecuencia de las medidas descritas en el informe que se estaba
examinando entonces, mayores detalles sobre las medidas adoptadas para
aplicar los articulos 3 a 7 de la Convencién e informacion sobre las relaciones
del Estado informante con los regfimenes racistas del Africa meridional, y
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de que, en la preparacién de futuros informes, se tomaran en cuenta las
directrices establecidas por el Comité y las Recomendaciones Generales
por él aprobadas.

272. El representante de Chile aseguré al Comité que las
observaciones formuladas por los miembros serfan transmitidas a su
Gobierno y tomadas en cuenta en la preparacién del préoximo informe, y
que en los futuros, ademds de la informacién detallada en la
comunicacién en que se establecian las directrices para los informes
presentados en virtud del articulo 9 de la Convencién, figuraria
informacién sobre los resultados de las medidas especiales adoptadas con
respecto a las poblaciones indigenas, asi como sobre la posicién
internacional de su Gobierno.

273. El Comité decidié considerar satisfactorio el informe,
sefialando al mismo tiempo su deseo de recibir informacién mas amplia y
variada en los informes posteriores.

5. COLOMBIA

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.76, 20 de agosto de 1999

1. El Comité examiné los informes periédicos octavo y noveno
de Colombia (CERD/C/332/Add.1) en sus sesiones 1356% y 1357% (vednse
CERD/C/SR.1356 y 1357), los dias 17 y 18 de agosto de 1999, y en su
1362 sesién (véase CERD/C/SR.1362), el 20 de agosto de 1999, aprobo las
siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfaccion el minucioso informe
presentado por el Gobierno de Colombia, en el que se incluye informacién
relativa a las grandes comunidades indigenas y afrocolombiana de
Colombia. El Comité acoge también con satisfacciéon la informacién
proporcionada por la delegacion del Estado parte durante el examen oral
del informe, incluida la informacién relativa a las comunidades romani,
judia y libanesa de Colombia.
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B. Aspectos positivos
3. El Comité acoge con satisfaccion, en particular, la sinceridad

con que el Estado parte reconoce que las comunidades afrocolombiana e
indigena siguen siendo victimas de discriminacién racial sistematica, lo
cual ha dado lugar a que esas comunidades sean objeto de marginacion,
pobreza y vulnerabilidad a la violencia.

4. El Comité observa con satisfaccion que en la Constitucion
Colombiana de 1991 se incluyen disposiciones en contra de la
discriminacién en que se presta atencion a los derechos de las
comunidades minoritarias y se reconocen oficialmente los derechos de las
comunidades indigena y afrocolombiana a la tenencia de determinadas
tierras ancestrales. En la Constitucion se reconoce también la diversidad
cultural y étnica de la nacién y se aspira a proteger esa diversidad.

5. El Comité acoge con agrado las iniciativas adoptadas por el
Gobierno de Colombia, entre ellas los programas de desarrollo
multianuales en apoyo de las comunidades indigena y afrocolombiana, y
el establecimiento de una nueva comisién interinstitucional de derechos
humanos, bajo la autoridad del Vicepresidente de Colombia, encargada
de coordinar la politica y el plan de accién del Estado parte en materia de
derechos humanos y derecho humanitario internacional.

6. El Comité toma nota de la importante decisién sobre accién
afirmativa adoptada por el Tribunal Constitucional en el caso Cimarrén.

7. El Comité acoge con beneplacito el anuncio formulado por
representantes del Estado parte de que se han adoptado varias medidas
para promover el respeto de los derechos humanos dentro de la estructura
militar y para restringir la competencia de los tribunales militares en los
casos de derechos humanos relacionados con las fuerzas armadas.

C. Principales esferas de preocupacion

8. Si bien toma nota de que el marco constitucional para
prohibir la discriminacién racial se ha establecido firmemente, el Comité
expresa, sin embargo, su preocupacioén por que no esté plenamente en vigor
el marco legislativo correspondiente para llevar a efecto esas disposiciones.

9. El Comité expresa una vez més su preocupacion por que el
Estado parte no haya aprobado leyes que estén en consonancia con el
articulo 4 de la Convencién, en el cual se dispone la promulgacién de
determinadas leyes penales.

10.  Se expresa preocupacion por los informes en que se indica
que la violencia en Colombia ha estado concentrada en gran medida en
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zonas donde residen comunidades indigenas y afrocolombianas; que esas
comunidades son cada vez mas el blanco de ataques de grupos armados;
y de que las tacticas del Gobierno para luchar contra el trafico de drogas
ha dado lugar a una nueva militarizacién de esas regiones, con lo cual se
ha creado un clima propicio para las violaciones de los derechos humanos
y la destruccién de la autonomia cultural y la identidad.

11. Tomando nota también de que los indicios de un clima de
impunidad ha plagado todos los niveles del sector judicial y de que los
tribunales civiles han juzgado con éxito pocos casos relacionados con los
derechos humanos, el Comité expresa su preocupacién por que ese clima
de impunidad pueda tener repercusiones graves en los derechos de las
comunidades indigenas y afrocolombianas, ya que esas comunidades
minoritarias estan sometidas desproporcionadamente a violaciones de los
derechos humanos y de las normas humanitarias internacionales.

12.  Se expresa profunda preocupacién por los informes de que
mas de 500 dirigentes indigenas han sido asesinados en los dltimos
25 afos y que los dirigentes de las comunidades afrocolombianas han sido
objeto de agresiones andlogas. Si bien todas las partes en el conflicto han
contribuido a ese nivel de violencia, el Comité observa que los grupos
paramilitares que realizan operaciones en el pais serdn los responsables
de la mayoria de los abusos.

13.  Cabe sefialar que las comunidades indigenas y afrocolombianas
estin representadas insuficientemente en las instituciones estatales,
incluidos los organismos legislativos, el sistema judicial, los ministerios
gubernamentales, las fuerzas armadas, la administracién publica y el
servicio diplomatico.

14.  Haciendo hincapié en que la violencia generalizada que se ha
extendido por Colombia ha dado lugar a una de las mayores poblaciones
de personas internamente desplazadas del mundo, y en que esa situaciéon
ha afectado en particular a las comunidades afrocolombiana e indigena, el
Comité expresa su preocupacioén por que las medidas adoptadas por el
Gobierno de Colombia para prestar asistencia a las personas desplazadas
han sido limitadas y algunas personas internamente desplazadas se han
visto forzadas a regresar a regiones donde es imposible garantizar
condiciones minimas de seguridad.

15. Reconociendo también que dentro de la comunidad de
personas desplazadas hay un nimero desproporcionadamente grande de
mujeres, se expresa preocupacion por que los programas del Gobierno no
respondan a las necesidades de muchas mujeres indigenas y afrocolombianas
que estdn sometidas a multiples formas de discriminacién basadas en el
género y en su raza u origen étnico, ademas de su situaciéon de desplazadas.
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16. Se expresa preocupacion por que los programas de
desarrollo y de exploraciéon de recursos en tierras sometidas a los
derechos de propiedad de las comunidades indigenas y afrocolombianas
se hayan aplicado sin haber efectuado suficientes consultas con los
representantes de esas comunidades y sin haber tenido suficiente
preocupacion por las consecuencias ambientales y socioeconémicas de
esas actividades.

17.  Se expresa también preocupacioén por la informacién que los
medios de difusién proporcionan sobre las comunidades minoritarias,
incluida la constante popularidad de los programas de televisiéon en que
se promueven estereotipos basados en la raza o el origen étnico. El
Comité sefiala que esos estereotipos contribuyen a reforzar el ciclo de
violencia y marginacién que ya ha tenido graves repercusiones en los
derechos de las comunidades histéricamente desfavorecidas de Colombia.

18. También se expresa grave preocupacion por los informes
sobre “depuracién social” en centros urbanos en relacién con el asesinato
de prostitutas y de nifios de la calle afrocolombianos, algunos de los cuales,
al parecer, han sido seleccionados como blancos sobre la base de su raza.

19. Causa preocupaciéon el hecho de que los programas de
desarrollo en apoyo de las comunidades indigenas y afrocolombianas no
se hayan aplicado plenamente ni se prevea aplicarlos plenamente, debido
a restricciones financieras.

20. El Comité también expresa su preocupacién por que se
hayan otorgado pocas escrituras de tenencia de tierras en virtud de los
programas legislativos en que se reconocen los derechos de propiedad de
las comunidades indigenas y afrocolombianas y por que el proceso haya
tropezado con obstaculos burocraticos.

D. Sugerencias y recomendaciones

21. Se recomienda que se promulguen leyes, lo mas pronto
posible, en que se pongan en efecto, en términos explicitos y amplios, las
obligaciones contraidas en virtud de los articulos 2 y 4 de la Convencién.

22.  Reconociendo que muchos afrocolombianos viven en
condiciones de extrema pobreza en zonas de tugurios urbanos, el Comité
recomienda que el Estado parte adopte medidas para solucionar la
segregacion racial de facto en las zonas urbanas. El Comité solicita
también que en el préximo informe periédico se proporcione informacién
adicional sobre las condiciones de vivienda en las zonas urbanas y sobre
las leyes que puedan aplicarse a los casos de discriminacién en el sector
de la vivienda.
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23.  El Comité recomienda que el Estado parte aplique medidas
afirmativas y efectivas para lograr que aumenten las oportunidades de
empleo para las minorias y las comunidades indigenas, tanto en los
sectores, publico como privado, y para mejorar la situacién social, politica,
econdmica y educacional de las comunidades histéricamente marginadas.

24.  El Comité pide que en el préximo informe el Estado parte
incluya informaciéon sobre la aplicaciéon y las consecuencias de las
medidas anunciadas recientemente para promover el respeto de los
derechos humanos en el sector militar, en lo que respecta a la aplicaciéon
de la Convencién.

25.  El Comité insta al Estado parte a promover la seguridad y el
bienestar de la numerosa poblaciéon internamente desplazada de
Colombia, constituida principalmente por personas de las comunidades
indigenas y afrocolombianas y, a garantizar con cardcter de suma
prioridad, la seguridad de los dirigentes de las comunidades indigenas y
afrocolombianas y de los defensores de los derechos humanos en todo el
pais, que han intentado proteger los derechos de esas comunidades.

26. El Comité recomienda que el Estado parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, aprobadas el 15
de enero de 1992 en la 14° reunién de los Estados partes en la Convencioén.

27.  Cabe sefalar que el Estado parte no ha formulado la
declaraciéon prevista en el articulo 14 de la Convencién y que algunos
miembros del Comité pidieron que se examinara la posibilidad de
formular una declaracién de esa indole.

28.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado parte sea un informe amplio, preparado de conformidad con las
directrices sobre la presentacion de informes del Comité, y que en él se
examinen los aspectos sefialados en las presentes observaciones finales.

khkhkkkkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.1, 28 de marzo de 1996

1. El Comité examiné los informes periédicos sexto y séptimo
de Colombia (CERD/C/257/Add.1) en sus sesiones 1135 y 11367
(CERD/C/SR.1135 y 1136), celebradas el 29 de febrero y el 1° de marzo de
1996, y aprob6 en su 1149? sesion, celebrada el 11 de marzo de 1996, las
siguientes observaciones finales.
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A. Introduccion
2. El Comité expresa su reconocimiento por la oportunidad de

continuar el didlogo con el Estado Parte sobre la base de sus informes
periédicos sexto y séptimo. Lamenta, no obstante, que en el informe no se
ofrezca informacién concreta sobre la aplicacion de la Convencioén en la
practica y por consiguiente no se cumplan plenamente las obligaciones
que impone al Estado Parte el articulo 9 de la Convencién. El Comité
observa también que muchas de las preocupaciones y recomendaciones
expresadas durante anteriores didlogos entre el Estado Parte y el Comité
siguen sin respuesta.

3. Se sefiala que el Estado Parte no ha hecho la declaracién
prevista en el articulo 14 de la Convencién y algunos miembros del Comité
han pedido que se considere la posibilidad de hacer dicha declaracion.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

4. Se reconoce que el clima de violencia generalizada
relacionado con la guerra de guerrilla, el trafico de estupefacientes y la
existencia de grupos armados paramilitares obstaculiza la plena
aplicacion de la Convencién.

C. Aspectos positivos

5. Las recientes medidas legislativas e institucionales aprobadas
por el Gobierno de Colombia para establecer una mayor conformidad entre
la legislacién nacional y la Convencion y acrecentar la proteccion de los
derechos humanos de los indigenas y afrocolombianos son bien acogidas.
A este respecto se toma nota de la aprobacién de la nueva Constitucion en
1991 y de la Ley N° 70 en 1993 y de la creacién en el Ministerio de Gobierno
de una Direccién de Asuntos de Comunidades Negras.

D. Principales motivos de preocupacion

6. La falta de datos estadisticos y cualitativos fidedignos sobre
la composicion demografica de la poblaciéon colombiana y sobre el
disfrute de los derechos politicos, econémicos, sociales y culturales por los
pueblos indigenas y afrocolombianos hace dificil evaluar los resultados de
diferentes medidas y politicas.

7. También se observa que el informe no ofrece informacién
sobre indicadores y otros mecanismos encaminados a evaluar las politicas
gubernamentales para la proteccién de los derechos de las comunidades
indigenas y afrocolombianas, incluidas las politicas sobre uso y propiedad
de las tierras.
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8. Se expresa especial preocupaciéon ante la falta de una
aplicacién eficaz de las politicas encaminadas a garantizar a las
comunidades indigenas y afrocolombianas el control de la calidad de su
medio ambiente y la explotacion de sus territorios.

9. Se manifiesta preocupacién una vez mas por el hecho de que
el Estado Parte no ha cumplido las disposiciones contenidas en el articulo
4 de la Convencidén, que requieren la promulgacién de legislacion penal
especifica. Se subraya que la obligacién del Estado Parte en virtud del
articulo 4 de la Convencién es imperativa y debe cumplirse plenamente.

Se expresa especial preocupacién por las noticias de que
hombres de uniforme han violado los derechos de personas indigenas.

10.  Se expresa grave preocupacién ante el incumplimiento del
articulo 5 de la Convencién. Cabe sehalar que varias fuentes de
informacién confirmativas indican la persistencia en la sociedad
colombiana de actitudes discriminatorias estructurales con respecto a las
comunidades indigenas y afrocolombianas, que se hacen visibles en
diversos niveles de la vida politica, econémica y social del pais. Estas
actitudes discriminatorias se refieren, entre otras cosas, al derecho a la
vida y la seguridad personal, la participacion politica, las posibilidades de
educacién y de empleo, el acceso a los servicios publicos basicos, el
derecho a la salud, el derecho a una vivienda adecuada, la aplicacién de la
ley, la propiedad y el uso de las tierras.

11. Por lo que respecta a la aplicacién del articulo 6 de la
Convencién se expresa preocupacion por el hecho de que la informacién
insuficiente proporcionada acerca de los casos de recurso judicial por
actos de discriminaciéon racial no le permite hacer una evaluacion
apropiada.

E. Sugerencias y recomendaciones

12.  El Comité pide al Gobierno de Colombia que en su préximo
informe proporcione informaciéon detallada y exacta acerca de las
preocupaciones expresadas por el Comité.

13. El Comité recomienda que el Gobierno establezca
inmediatamente mecanismos eficaces para coordinar y evaluar las
diversas politicas de proteccion de los derechos de las comunidades
indigenas y afrocolombianas, incluidos sus aspectos institucionales. Esos
mecanismos deben promover el pleno disfrute de todos los derechos
humanos por los miembros de esas comunidades y garantizar su vida y
seguridad, asi como la participacion real y adecuada de los representantes
de esas comunidades en la vida publica.
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14.  El Comité reafirma que las disposiciones del articulo 4 son
obligatorias, como se indica en su recomendacién general VII (32).
El Comité subraya que Colombia debe cumplir todas las obligaciones que
le imponen esas disposiciones obligatorias de la Convencién. Al hacerlo,
el Gobierno debe tener también en cuenta la recomendaciéon general XV
(42) del Comité.

15.  El Comité espera que el Estado Parte prosiga e intensifique
sus esfuerzos para mejorar la efectividad de las medidas y los programas
encaminados a garantizar a todos los grupos de la poblacién el pleno
disfrute de sus derechos politicos, econémicos, sociales y culturales. El
Comité recomienda también al Estado Parte que preste la atencién
necesaria a los procesos migratorios, incluso mediante la ejecucién de
programas de gran escala de creacién de conciencia del problema
orientados hacia los derechos humanos y la tolerancia, con el fin de evitar
la discriminacién y los prejuicios sociales y raciales.

16.  El Comité recomienda que se dedique especial atencién al
problema de las 6rdenes ilegales en los organismos del ejército, de policia
y de orden publico. Deben investigarse los casos de dictado y ejecucion de
ordenes ilegitimas, y debe castigarse a los culpables de actos ilegales.
Debe eliminarse la impunidad. Estas cuestiones deben figurar también en
los programas de formacién de los organismos mencionados.

17.  El Comité recomienda que el Gobierno de Colombia se
muestre mas resuelto a defender los derechos fundamentales de las
comunidades indigenas y afrocolombianas en lo que respecta al uso y
propiedad de sus tierras.

18. El Comité recomienda ademas que el préoximo informe
periédico de Colombia contenga datos detallados sobre los casos de
recurso judicial por actos de discriminacion racial.

19. El Comité sugiere que el Estado Parte intensifique su
cooperacion con el programa de asistencia técnica del Centro de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas, incluso para la formacién de quienes
participan en actividades relacionadas con los derechos humanos y para
la educacion de la generacién mas joven.

20. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién aprobadas en la
14 reunién de los Estados Partes.

21.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte, que habra de presentarse el 2 de octubre de 1996, sea un
informe actualizado y aborde todos los puntos destacados en las
presentes observaciones.

e e



164 COLOMBIA

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/47/18), 1993

142. El Comité examiné el quinto informe periédico de Colombia
(CERD/C/191/Add. 1) en sus sesiones 944%, 945 y 9507, celebradas los
dias 6 y 11 de agosto de 1992 (véanse CERD/C/SR. 944, 945 y 950).

143. El informe fue presentado por el representante del Estado
parte, que indic6 que la elecciéon de la Asamblea Nacional Constituyente
habia allanado el camino para la reconciliacién democrética. Colombia era
una sociedad multirracial y atribuia gran importancia a la defensa del
acervo cultural de todas las comunidades indigenas. Los derechos de las
minorias estaban protegidos en virtud de varios articulos de la
Constituciéon. A ese respecto, se refiri6 a las disposiciones de los articulos
5,7,10, 43, 246 y 286 de la Constituciéon. Desde que se habia presentado el
informe se habian adoptado dos decretos, a saber, el Decreto No. 436 de
10 de marzo de 1992, por el que se habia creado el Consejo Nacional de
Politica Indigena, y el Decreto No. 716 de 28 de abril de 1992, por el que se
creaba la Comisién Nacional de Derechos Indigenas. El Consejo,
compuesto por tres senadores y cuatro representantes elegidos por las
comunidades indigenas, ayudaba a promover los intereses de esas
comunidades, en particular definiendo las esferas prioritarias para la
asistencia social. En cuanto a la Comisién Nacional, su funcién consistiria
en coordinar las actividades a fin de evitar toda violacién de los derechos
de las poblaciones indigenas. El Gobierno supervisaba las repercusiones
que tenian sobre el medio ambiente las operaciones de construccién y
prospeccién en las zonas indigenas. Se habian interrumpido dos
proyectos, uno en Chocé y otro en el aeropuerto de Punto Mayo, a causa
del riesgo de dafiar el medio ambiente. El Comité Nacional de Lingtiistica
Aborigen habia ayudado a capacitar a 20 expertos en lenguas, 15 de ellos
indigenas. También se procuraba adaptar los programas de estudios a las
necesidades de las comunidades indigenas. El Gobierno trataba de que las
entidades publicas de todos los niveles conocieran mejor los derechos de
las poblaciones indigenas.

144. Los miembros del Comité celebraron la actitud positiva del
Gobierno de Colombia por lo que se referia a su obligacién de presentar
informes, asi como la regularidad con que los presentaba. Tomaron nota
con satisfaccién de que esencialmente el informe satisfacia las directrices
del Comité para la presentacion de informes. Con todo, lamentaron que
no se diera suficiente informacién acerca de la aplicacién practica de las
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disposiciones constitucionales o legislativas. Los miembros del Comité
indicaron que el informe no contenia una parte general relativa al marco
institucional, politico, econémico y social en que se aplicaba la
Convencién en Colombia. Pidieron informacién detallada acerca de la
composicién demografica de la poblacion, en particular en lo relativo a los
grupos minoritarios que no fueran indigenas, y preguntaron hasta qué
punto estaban integrados en la sociedad colombiana. También se sefiald
que, al preparar el proximo informe periddico, debian tenerse en cuenta
las directrices respecto de la parte inicial de los informes de los Estados
partes. En cuanto a la nueva Asamblea Nacional Constituyente, se
pidieron aclaraciones acerca del proceso de elecciéon de representantes de
las poblaciones indigenas en esa Asamblea. Los miembros también
deseaban saber si en algtin caso se habia invocado la Convencién ante las
autoridades nacionales y si los tribunales habian dictado algin fallo
remitiéndose a la Convencién;, si se habia hecho referencia a la
Convencién o a otros instrumentos internacionales de derechos humanos
en el proceso de redaccién de la nueva Constitucion de Colombia; si
conforme al derecho colombiano las obligaciones internacionales
resultantes de la Convencién tenian carécter vinculante o podian derogarse
en virtud de leyes posteriores; y si Colombia habia tomado medidas para
hacer la declaracién prevista en el articulo 14 de la Convencién, tal como
habia sefialado su representante al examinarse el anterior informe de
Colombia. Los miembros también deseaban recibir mds informacién
acerca de las conclusiones de la Comisién creada para investigar los
incidentes que se habfan producido en la regién de Chocé en 1987 en
relacién con los derechos mineros. También pidieron aclaraciones acerca
de los informes de actos de violencia por parte de grupos militares o
paramilitares, incluido el secuestro de nifios por escuadrones de la
muerte, actos de violencia contra los habitantes de las zonas rurales en
que habia guerrillas y otras violaciones de los derechos humanos. A este
respecto, los miembros del Comité deseaban saber en qué medida las
poblaciones indigenas se vefan afectadas por la violencia, si eran las
Unicas victimas o si también ellas participaban en los actos de violencia.

145. Con respecto al articulo 2 de la Convencién los miembros del
Comité deseaban mas informacién acerca de las medidas adoptadas para
reconocer los derechos de las poblaciones indigenas y mejorar su
situacién juridica, econémica y social. Pidieron aclaraciones acerca del
significado exacto y de la condicién de los resguardos indigenas y
preguntaron si los habitantes indigenas de los resguardos podian poseer
tierras individualmente o sélo sobre la base de la propiedad comunal.
Deseaban saber si los resguardos ocupaban el 25% del territorio
colombiano o si habia comunidades indigenas concentradas en otras
regiones del pais. Se pidieron pormenores acerca de las dreas de manejo
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especial; en qué diferian de los resguardos; acerca del significado de la
mejora de los resguardos y de las “instancias de concertacién” para que
las poblaciones indigenas pudieran participar en las actividades de
desarrollo. Los miembros deseaban saber si el Gobierno iba a revisar los
titulos de propiedad de los resguardos concedidos en el periodo colonial.
Preguntaron cudl era el ntimero exacto de hectareas concedidas a las
comunidades indigenas que no tenian tierras o que no tenian bastantes. Se
pregunto si los recursos no renovables eran propiedad del Estado, quién
podia explotar esos recursos y cudl era la situacion prevaleciente en los
casos en que esos recursos estaban en zonas en que las tierras eran
propiedad de comunidades indigenas. Los miembros del Comité pidieron
informacién acerca de la designacién y las funciones de los inspectores
indigenas de recursos naturales y preguntaron si el Gobierno habia
conseguido frenar la contaminacién del medio ambiente y los actos de
violencia en la Amazonia. Deseaban saber si las poblaciones indigenas
habian recibido indemnizacién por los dafios causados al medio ambiente
y por la violacién de sus derechos de propiedad por empresas madereras
y mineras. También se pidi6 informacién acerca de la tasa de mortalidad
infantil y de la esperanza de vida de los miembros de las comunidades
indigenas en comparacioén con las del resto de la poblacién. Los miembros
del Comité deseaban saber si los Decretos Nos. 88 de 1976 y 1142 de 1978,
por los que se establecia el derecho de las comunidades indigenas a
recibir educacién bilingiie y bicultural, y la resolucién de 1984, en la que
se pedia que los programas de estudio se basaran en los principios del
desarrollo y la educacién étnicos, se habifan puesto debidamente en
préctica y si el bilingualismo sélo se aplicaba a las comunidades indigenas
o también al resto de la poblacién. Se pregunt6 asimismo si las poblaciones
indigenas tenian que inscribir los nacimientos y las defunciones.

146. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, se observé que
Colombia no mantenia relaciones diplomaticas ni de otra indole con
Sudéfrica.

147. En lo referente a las disposiciones del articulo 4, los
miembros del Comité observaron que las autoridades colombianas
todavia no habian aprobado leyes especificas por las que se prohibiera 1a
discriminacién racial. A este respecto, recordaron el caracter preceptivo
de ese tipo de legislaciéon e insistieron en la importancia de contar con
disposiciones juridicas antidiscriminatorias, aunque sélo fuera con fines
preventivos.

148. En lo relativo al articulo 5 de la Convencion, los miembros
sefialaron que la informacién dada en el informe no cubria todos los
aspectos del articulo. Se pidi6 més informacién acerca de las medidas
précticas adoptadas o que se prevefa adoptar para garantizar el derecho a
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la proteccién contra la violencia ejercida por grupos militares o
paramilitares. También se pidieron mads aclaraciones acerca del disfrute
por las poblaciones indigenas y otros grupos étnicos minoritarios de los
derechos politicos, sociales, econémicos y culturales. Se pidieron cifras
comparativas acerca de la educacion, el ingreso por habitante, la vivienda,
la atencién médica y la representacion politica.

149. En relacion con el articulo 6 de la Convencion, los miembros
del Comité deseaban saber hasta qué punto los ciudadanos utilizaban
servicios como la linea telefénica nacional abierta para que los
particulares pudieran informar de cualquier amenaza o restriccién del
derecho a la vida o a la libertad. Se pregunté cuantos casos se habian
remitido a las autoridades judiciales y cuantos habian resuelto, asi como
qué pena se habia impuesto a quienes habian perpetrado actos de
violencia y qué medidas se habian tomado contra las empresas madereras
y mineras que no habian cumplido los requisitos.

150. En su respuesta a las preguntas y observaciones de los
miembros del Comité, el representante del Estado parte recalc6 que
Colombia habfa iniciado un proceso politico muy complejo, cuyo
resultado era de capital importancia para el futuro del pais. Colombia era
un pais democratico y abierto, que se enfrentaba con graves problemas,
como el de la droga o el de la violencia. Las poblaciones indigenas vivian
en las cuencas del Amazonas y del Orinoco, regiones de dificil acceso, y
las autoridades procuraban protegerlas contra una explotacién forestal
abusiva y una deforestacién masiva y ayudarlas a conservar su habitat y
su cultura. En cuanto a la representacion de las poblaciones indigenas en
la Asamblea Nacional Constituyente, el representante indic6é que los dos
indigenas que habia en la Asamblea habian sido designados a raiz de
elecciones en que habia participado toda la poblacién. La representacion
de los indigenas en el Congreso obedecia a una garantia constitucional, de
conformidad con el articulo 171 de la Constitucién que preveia la eleccién
de dos miembros en las circunscripciones especiales por las comunidades
indigenas. En cuanto al lugar que ocupaban los instrumentos
internacionales en el ordenamiento interno, dijo que el derecho
internacional primaba sobre la legislacién interna.

151. Pese al acuerdo de desmovilizacién y desarme concertado
entre el Gobierno y algunos de los seis grupos de guerrilleros que habia a
fines del decenio de 1980, los esfuerzos en pro de la paz no habian tenido
un éxito completo y dos movimientos —las Fuerzas Armadas
Revolucionarias de Colombia y el Ejército de Liberacién Nacional—
continuaban la guerrilla. La violencia que sacudia Colombia estaba
vinculada al fenémeno de la droga. El Gobierno habia firmado un
acuerdo de cooperacién con las comunidades indigenas para luchar



168 COLOMBIA

contra ese fenémeno. El Gobierno central habia creado un Comité
compuesto de representantes de las poblaciones indigenas y de miembros
de la administraciéon central para lanzar un programa de sustitucion del
cultivo de la adormidera, crear una infraestructura de servicios y
desarrollar el sistema de produccién. En la Constitucién se reconocian los
instrumentos internacionales ratificados por el Gobierno, en particular la
Convencién, como fuentes de derecho que se podian invocar ante los
organos judiciales del pafs. En cuanto a la declaracién prevista en el
articulo 14 de la Convencién, el Gobierno de Colombia seguia
examinando la cuestion. Por lo que hacia a los acontecimientos que se
habian producido en Chocé, en mayo de 1987, que no guardaban relacién
con la explotacion de yacimientos mineros, no se trataba de un
enfrentamiento entre las comunidades indigenas y el Gobierno, sino de
rivalidades entre dos tribus vecinas del Chocd, que el Gobierno se habia
esforzado por reconciliar.

152. Respecto del articulo 2 de la Convencién, el representante del
Estado parte precis6 que la unidad territorial tradicional de las
comunidades indigenas era el resguardo, que era considerado en todo
como una municipalidad. Los resguardos tenian por finalidad favorecer
la unidad cultural de las poblaciones indigenas; estaban bajo la autoridad
de un gobernador indigena que se encargaba de promulgar y aplicar las
leyes y de crear un sistema judicial conforme a las practicas de la
comunidad. Las comunidades indigenas asumian con toda autonomia la
distribucién de las tierras, cuya propiedad estaba sometida al sistema
agrario de los indigenas. En cuanto a la explotaciéon de los yacimientos
mineros situados en tierras indigenas, la legislacién estipulaba que toda
mina situada en tierras cuyo titulo de propiedad fuera anterior a 1986
pertenecia al propietario de esas tierras. En los demas casos, las riquezas
del subsuelo pertenecian a la nacién. Se habian planteado dos casos de
comunidades que deseaban hacer valer sus derechos mineros, pero la
justicia todavia no se habia pronunciado. En cuanto a la explotacién de la
madera, el Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del
Ambiente (INDERENA) habia tomado disposiciones para oponerse a
importantes intereses multinacionales y frenar la deforestacién, de la que
las poblaciones indigenas eran las principales victimas. La decisiéon del
Gobierno de proteger los ecosistemas y respetar el derecho de los
indigenas que vivian en la Amazonia tenia por finalidad confiar la gestién
de la cuenca del Amazonas a las comunidades que vivian en ella desde
siempre. El programa colombiano de educacién bilingtie iniciado en 1975
habia permitido formar a profesores especializados en la ensefianza
bilingtie a las poblaciones indigenas. En el marco de la nueva
administracién indigena, las distintas comunidades podrian organizar por
si mismas la ensefianza y los servicios de salud en sus respectivos



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la
Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 169

territorios, con apoyo de los correspondientes ministerios. Todos los
nacimientos y todas las defunciones debian inscribirse ante un notario de
la circunscripcion.

153. En cuanto al articulo 4 de la Convencidn, el representante del
Estado parte precisé que los tribunales no habian recibido nunca ninguna
queja de discriminacién racial. El problema del racismo no revestia la
misma importancia en las sociedades pluriétnicas como la colombiana
que en otras partes; aun asi, se comunicaria al Gobierno el deseo del
Comité de que se prestara mds atenciéon a la aplicaciéon de las
disposiciones del articulo 4.

154. En cuanto al articulo 5 de la Convencién, el representante
declar6 que la Constitucién garantizaba a todos el derecho de voto,
incluidos los indigenas. La mayoria de las comunidades étnicas vivian muy
aisladas, en regiones poco pobladas. El Estado habia procurado que
tuvieran los elementos basicos del bienestar, pero debido a lo precario de
sus condiciones de vida era probable que su ingreso medio fuera muy bajo.

Observaciones finales

155. El Comité tomo nota de la reforma de la Constitucién y las
considerables reformas juridicas que se habian introducido con miras a
proteger los derechos humanos. Acogié con agrado las medidas
legislativas y la elaboracién de programas orientados a mejorar la
situacién econdémica, social y educacional de la poblacién indigena. Lleg6
también a la conclusiéon de que los planes del Gobierno para la
conservacion de la regiéon del Amazonas podia redundar en beneficio de
la poblacién indigena.

156. Sin embargo, el Comité tomé nota de que anteriormente se
habian iniciado proyectos y programas andlogos sobre la situaciéon
econdmica y social de los pueblos indigenas y, en consecuencia, el Comité
habia esperado que se le informara acerca de sus resultados.

157. En general, el informe carecia de datos sobre la efectiva
situacién econémica, social y educacional de la poblacién indigena. En el
informe siguiente debia figurar informacién sobre la situacién econémica,
social y educacional de los grupos indigenas en comparacién con el resto
de la poblacién. Unicamente sobre la base de ese tipo de datos el Comité
estarfa en condiciones de evaluar exactamente la situacién de la poblacién
indigena. Ademas, el Gobierno de Colombia debia incluir informacién
sobre la situacion real de la comunidad negra, respecto de la cual no se
habia presentado suficiente informacién hasta la fecha.

158. El Comité reitero su preocupacion de que el articulo 4 de la
Convencién no se recogia debidamente en el derecho penal nacional.
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159. El Comité expreso preocupacién por la continuacién de la
violencia en Colombia. Como ya lo habia sefialado el Comité de Derechos
Humanos, las medidas que habia adoptado el Gobierno de Colombia no
parecian ser suficientes hasta la fecha para proteger debidamente la vida,
la salud y los bienes de los ciudadanos, y, en especial, de los miembros de
la poblacién indigena.

kkhkhkkkkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/44/18), 1990

247. El Comité examiné los informes periédicos tercero y cuarto
de Colombia (CERD/C/143/Add.1 y CER/C/166/Add.1) en sus sesiones
841a.y 842a., celebradas el 15 de agosto de 1989 (CERD/C/SR.841 y 842).

248. Present6 los informes el representante del Estado informante,
quien facilité al Comité informacién que completaba la que figura en los
informes objeto de examen, y centré especialmente su atencién en
exponer la politica indigenista de Colombia desde la independencia. Tras
exponer las caracteristicas principales de la politica seguida en el pasado
en esa esfera, sefial6 que desde 1982 esa politica calificada de “autogestion
indigena”, se habfa caracterizado por la activa participaciéon de las
comunidades indigenas en la toma de decisiones sobre medidas que
afectasen a su desarrollo econémico y social y por el respeto a las
instituciones culturales y las organizaciones tradicionales de aquéllas. En
1982 se habia celebrado el Primer Congreso Nacional Indigena y se habia
restablecido la Organizacién indigena Nacional de Colombia, merced a la
cual el Gobierno habfa promovido programas de desarrollo agrario,
sanitario, educativo y econémico y habia fomentado la proteccién de los
recursos naturales. El representante dijo que en 1988 habia 67 reservas o
zonas protegidas de origen colonial o antiguo, con una poblaciéon
aproximada de 150.000 indigenas, y otras 177 zonas protegidas,
establecidas por el Instituto Colombiano de Reforma Agraria (INCORA),
con una poblacién de 158.000 indigenas aproximadamente, mientras que
antes s6lo habfa 27 reservas, con una poblacién de 15.000 habitantes
indigenas de una poblacién indigena total estimada en unas 450.000
personas. Expuso también con detalle los aspectos sanitario, educativo y
cultural de la potitica indigenista del Gobierno.

249. El representante declar6é que en Colombia no habia ninguna
politica nacional o local ni disposicién legislativa alguna que tendiera a
crear o perpetuar la discriminacién racial, como se mencionaba en el
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articulo 2 de la Convencién. Ademéds, las disposiciones vigentes, tanto
constitucionales como legislativas, garantizaban a todos los ciudadanos el
pleno disfrute de sus derechos, sin discriminacién alguna y cualquiera
que fuese su grupo racial o étnico. Contra toda disposicién que violase las
garantias constitucionales, podian interponerse los recursos admitidos
por la ley, entre los que destacaba como mas relevante el sistema de
revisién de la constitucionalidad de las leyes por la Corte Suprema de
Justicia, que reconocia el derecho de todos los ciudadanos, nacionales o
naturalizados, cualquiera que fuese su origen racial, a impugnar toda
disposicion legal que infringiera la Constitucion. El representante aport6
nuevos datos sobre las politicas y medidas legales y administrativas
formuladas y desarrolladas por el Gobierno actual para aumentar la
participacién de la comunidad indigena en la vida colectiva de la nacién
colombiana, sin menoscabo alguno de sus tradiciones y valores ancestrales.

250. El representante dijo que, ademas de los grupos indigenas,
los grupos étnicos de origen africano habian aportado una valiosa
contribucién al desarrollo de Colombia. Subrayé que los miembros de la
raza negra eran ciudadanos de pleno derecho, sin distincién alguna en
cuanto a sus derechos y obligaciones. Esa igualdad alcanzaba también a los
inmigrantes de diversos grupos raciales que habian llegado a Colombia en
épocas diversas. Con una base demogréfica de indigenas, espafioles y
africanos, Colombia no era un claro ejemplo de pais de inmigracién, pero
su organizacién social y juridica habfa garantizado siempre la igualdad
racial y el trato no discriminatorio de todos los elementos de la poblacién.
Finalmente, el representante declaré que Colombia habia apoyado la causa
de la igualdad racial en todos los foros internacionales y habia incorporado
esa igualdad a su legislacién interna como una de las conquistas mas
preciosas en su lucha por la proteccién de los derechos humanos.

251. Los miembros del Comité felicitaron al Gobierno de
Colombia que, pese a una situacién bastante complicada y a las
dificultades con que tropezaba, mantenia un didlogo fructifero con el
Comité y con otros 6rganos que se ocupaban de la proteccién de los
derechos humanos, y presentaba informes con regularidad. Los miembros
del Comité se refirieron a los graves problemas planteados por la
violencia politica y el trafico de estupefacientes en Colombia, e hicieron
notar que el terrorismo y el trafico de estupefacientes comprometian
seriamente las politicas formuladas y aplicadas por el Gobierno para dar
efecto a las disposiciones de la Convencidn, y expresaron su deseo de que
el Gobierno colombiano hiciera observaciones y diera explicaciones al
respecto. En referencia a este problema, se hizo especial mencién del
informe sobre Colombia del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones
Forzadas o Involuntirfas presentado a la Comisiéon de Derechos Humanos
(E/CN.4/1989/18/Add.1, de 6 de febrero de 1989).
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252. En cuanto a la afirmacién contenida en la introduccién al
cuarto informe de Colombia de que no habia discriminacién racial en
dicho pafs, y de que no se practicaban actos de dicha indole que afectasen
a las minorias raciales que vivian en Colombia, los miembros del Comité
discreparon de dicha afirmacién y puntualizaron que, segin el articulo 9
de la Convencion, los Estados partes no se comprometian a proclamar que
no existia discriminacion racial en su territorio, sino a informar al Comité
de las medidas que hubieran adoptado para aplicar las disposiciones de la
Convencién, como Colombia habia hecho en la segunda parte de sus
informes tercero y cuarto. Se expresd la esperanza de que en futuros
informes periédicos de Colombia se tuvieran en cuenta esas
observaciones del Comité. Tras indicar que 12 Estados partes, entre ellos
cuatro Estados latinoamericanos, habian hecho la declaracién prevista en
el articulo 14 de la Convenciodn, varios miembros manifestaron el deseo de
saber si el Gobierno colombiano estaba considerando la posibilidad de
formular tal declaracién.

253. Los miembros del Comité querian saber qué progresos se
habian hecho en relacién con el Proyecto de Ley de Reforma
Constitucional de Colombia, que incluia una disposicién por la que se
prohibia la incitacién al racismo y la discriminacién racial; cual era la
politica del Gobierno actual respecto del Programa Nacional de
Desarrolla de las Poblaciones Indigenas (PRODEIN); cuéles eran los
principales logros alcanzados por el PRODEIN desde 1986; de qué modo
afectaba a las poblaciones indigenas el actual plan de desarrollo, y qué
cambios se habfan introducido en el PRODEIN. Se solicit6 ulterior
informacién sobre el alcance y contenido del Plan para la Erradicaciéon de
la Pobreza Absoluta y del Plan de Desarrollo Integral Campesino, para
saber hasta qué punto ambos planes contemplaban medidas concretas en
favor de la poblacién indigena y de la importante minoria negra. También
se pregunté qué cambios se habian introducido en la nueva legislacion
sobre reforma agraria y, concretamente, qué aspectos de esa legislacion
favorecian mas a los habitantes indigenas, sobre todo en relacién con las
reservas y otras formas posibles de propiedad rural. Los miembros
preguntaban también hasta qué punto la falta de recursos suficientes
afectaba a la politica indigenista del Gobierno, y cudl era la diferencia
entre el concepto de “reservas indigenas” y el de “zonas protegidas”. En
relacién con los incidentes ocurridos los dias 24 de marzo, 14 de abril y 15
de mayo de 1987 en la regién del Choc6, en que se habian visto
implicados fuerzas policiales y elementos indios, se pidié informacién
sobre la labor de la comisiéon gubernamental. Se pregunt6 también qué
recursos facilitaria el Gobierno para que la poblacién indigena pudiera
preservar los recursos naturales de los bosques tropicales.
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254. En relacion con el articulo 3 de la Convencion, los miembros
tomaron nota con satisfaccion de que Colombia no mantenia relaciones
diplomaticas con Sudafrica, pero preguntaron si tenfa relaciones
consulares y comerciales con ese pais.

255.  En relaciéon con el articulo 4 de la Convencién, se apunté que
Colombia no habia adoptado las medidas previstas en el parrafo a) del
articulo 4 y se sugiri6 que Colombia considerase la posibilidad de
modificar su Cédigo Penal y su Cédigo de Procedimiento Penal para
aplicar las disposiciones contenidas en los parrafos a) y b) del articulo 4
de la Convencién.

256. En cuanto a la aplicacién del articulo 5 de la Convencién, se
solicité mayor informacién sobre la medida en que todos los ciudadanos
tenian la posibilidad de gozar en la practica de los derechos que en dicho
lugar se consagraban; se pedian mds datos sobre el disfrute de los
derechos politicos y culturales por los pueblos indigenas y otras minorias
étnicas, y que se proporcionaran cifras comparativas para los distintos
grupos en materia de educacién, ingreso per capita, vivienda,
disponibilidad de servicios de atencién médica y representaciéon. También
se pregunto si los indigenas colombianos que s6lo hablaban un dialecto
podian votar sin necesidad de someterse a un examen de idioma espafiol.
Se pidieron aclaraciones con respecto a los proyectos ejecutados por el
Gobierno para dotar a los indigenas de formacién profesional y se
pregunté qué medidas habia adoptado el Gobierno para ayudar a los
nifios indigenas a tener acceso a la ensefianza secundaria, y si existia un
programa de becas para los colombianos indigenas.

257. Con referencia al articulo 6 de la Convencion, los miembros
preguntaron si la Procuraduria General de la Nacién iniciaba acciones
judiciales en casos relacionados con la discriminacién racial; cuantas
oficinas del Servicio de Defensoria Publica se habian creado desde el
establecimiento de ese servicio; y qué funciones desempefiaba la
Consejerfa Presidencial para la Defensa, Protecciéon y Promocién de los
Derechos Humanos. También se pidi6 mayor informacién sobre el
funcionamiento de la oficina especial de asuntos indigenas.

258. En respuesta a las preguntas y las observaciones formuladas
por los miembros del Comité, el representante del Estado parte declar6
que reconocia que no era suficiente que un Estado parte afirmara sobre la
base tedrica que ajustaba sus acciones a los instrumentos internacionales;
debia indicar concretamente qué leyes y medidas se adoptaban con ese
fin. Por su parte, Colombia se habia esforzado por dar al Comité la mayor
informacién posible sobre este tema y mantendria esa actitud en informes
futuros. Dijo que Colombia estaba contemplando aceptar el
procedimiento previsto en el articulo 14 de la Convencién. El proyecto de
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reforma constitucional se habia aprobado en primera lectura durante la
legislatura de 1988. Esta reforma permitiria que el Estado colombiano
contara con instituciones mas adaptadas al tipo de problemas sociales y
econdmicos que imperaban en el pais.

259. La violencia y el trafico de estupefacientes eran dos
problemas a que hacia frente el Gobierno colombiano. Con respecto al
tema de la violencia, el representante dijo que ciertos grupos internos
recurrian a la violencia para intentar modificar las instituciones en lugar
de utilizar los medios democréticos con que contaban. En lo concerniente
al trafico de estupefacientes, el representante dijo que, lamentablemente,
Colombia era un centro de transformaciéon y distribucién de
estupefacientes. Los traficantes libraban una sangrienta guerra abierta
contra las autoridades legitimas del pais que luchaba por detener su
trafico. Puso de relieve que, en esas condiciones, no sélo era dificil
asegurar la proteccion permanente de todos los ciudadanos, sino que era
especialmente dificil hallar los recursos y wutilizar los medios
institucionales para ayudar, proteger y estimular a las minorias.

260. En lo ateniente a los proyectos de desarrollo indigena, el
representante precisé que en Colombia, como en muchos otros paises de
América Latina, la continuidad de los programas estaba asegurada
incluso aunque un nuevo gobierno les cambiara el nombre. Los elementos
de base de los proyectos puestos en marcha durante el Gobierno anterior
se habian conservado e incluso fortalecido. En el marco de este proyecto,
se habia adoptado en 1988 una nueva Ley de Reforma Agraria. Esta Ley
ya habia comenzado a dar frutos, pero era necesario que transcurriera un
cierto plazo para conocer la incidencia de la nueva politica de reparticion
de tierras en las poblaciones indigenas.

261. Con respecto a los datos estadisticos solicitados por los
miembros del Comité, el representante precisé, citando como ejemplo la
composiciéon demografica, que era dificil elaborar estadisticas en
Colombia porque era un pais de mestizos. La poblacién totalmente
blanca, cuyo origen era casi exclusivamente espariol, representaba menos
del 20% de la poblacién. Habia mas de un 50% de “mestizos”, es decir
individuos que eran mezcla de indios y de blancos. Los mulatos, producto
de la mezcla de blancos y negros africanos, representaban alrededor del
20% de la poblacién. Ademads, habia de un 7% a un 8% de negros de raza
pura o muy poco mezclada y, por ultimo, los grupos indigenas, que se
consideraban puros, representaban alrededor del 1% al 1,5% de la
poblacién. En esas condiciones, dijo, no era facil determinar la cantidad de
indigenas, de negros, de mestizos o de mulatos que trabajaban en la
administracion, la ensefianza o los servicios publicos. Con respecto a los
indios puros, que eran poco numerosos, habitaban en regiones alejadas de
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las grandes ciudades y de hecho estaban un tanto aislados del resto del
pais, por lo que su participacion en la vida econémica y social era bastante
limitada.

262. El representante del Estado parte dio respuestas detalladas a
las preguntas referentes a la aplicacion del articulo 2 de la Convencién. En
especial, explic6é que el concepto de “reserva” databa de la época colonial
y este titulo se asignaba a la comunidad indigena, que en virtud de él
conservaba el usufructo de esa tierra, que seguia siendo propiedad del
Estado. La politica oficial actual era transformar progresivamente las
reservas en “resguardos”, sobre los que las poblaciones indigenas ejercian
un verdadero titulo de propiedad colectiva, mas de acuerdo con sus
tradiciones. Con respecto a la protecciéon de las poblaciones menos
favorecidas y de los medios para asegurarla cuando era necesario elegir
entre el paternalismo y la autonomia, el representante dijo que ese
problema era comdn a todos los paises donde vivian poblaciones
indigenas y Colombia no era una excepcién. Con una perspectiva
histérica del problema, el representante precisé que actualmente era
necesario en la préctica llegar a una solucién intermedia que garantizara a
la vez el desarrollo de las comunidades indigenas y la conservacién de su
identidad cultural. Refiriéndose a los incidentes que se habian producido
en la region del Choco, dijo que los datos pedidos se incluirian en el
proximo informe periédico de Colombia.

263. Con respecto a la aplicaciéon del articulo 3 de la Convencién,
el representante declar6 que Colombia no tenia ninguna relacién
diplomatica, comercial ni consular con Sudafrica.

264. A propésito de la obligacion de respetar las disposiciones del
articulo 4 de la Convencién, el representante, tras informar al Comité
sobre la adopcién de un Cédigo de Procedimiento Penal a fines de 1988,
dijo que la informacién solicitada se proporcionaria en el siguiente
informe periédico.

265. Respondiendo a las preguntas formuladas en relacién con los
articulos 5 y 6 de la Convencion, el representante dijo que no existia
ninguna limitacién al derecho a votar ni al derecho a ser elegido. Incluso
los analfabetos podian votar. Ademds, suministré datos complementarios
y dijo especialmente que a fines de 1988 se habia creado la Consejeria
Presidencial para la Defensa, Proteccién y Promociéon de los Derechos
Humanos con el fin de que coordinara y centralizara las actividades de
determinacién de violaciones de los derechos humanos. La Consejeria
tenfa por misién preparar informes para precisar las condiciones en que
se producian esas violaciones y sefialarlas a la atencion de los jueces y las
autoridades encargadas de investigar esta cuestion. La Consejeria
trabajaba en estrecha colaboracién con el Procurador de la Reptblica.
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266. Refiriéndose a los medios utilizados para alfabetizar a los
indigenas que vivian en regiones sumamente aisladas, el representante
indicé que grupos de voluntarios habian organizado cursos especiales
para los habitantes de esas comunidades. También dijo que el Gobierno
aprovechaba la experiencia de los indigenas en su intento de proteger el
medio ambiente y colaboraba con las comunidades indigenas en esa esfera.

267. Con respecto a las preguntas formuladas sobre la aplicacién
del articulo 7 de la Convencién, el representante indic6é que la tarea de
traducir los manuales sobre la legislacién nacional a una veintena de
idiomas autéctonos era bastante dificil de llevar a cabo, porque se trataba
de un trabajo costoso y sumamente dificil. Sin embargo, en los tltimos
afios se habian logrado avances en este sentido.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/40/18), 1985

444. El  segundo  informe  periédico de  Colombia
(CERD/C/112/ Add.l) fue examinado por el Comité en sus sesiones 731a.
y 732a., celebradas el 8 de agosto de 1985 (CERD/C/SR.731 y SR.732).

445. Present6 el informe el representante de Colombia, que se
refiri6 a la historia de su pais y a la politica de su Gobierno en relacién
con la poblacién indigena y otras minorfas, asi como a las medidas
adoptadas para fortalecer la unidad nacional entre todos los sectores de la
poblacién. Dijo en particular que la legislacién colombiana prohibia la
esclavitud y la discriminacién y que no habia barreras tangibles para el
avance social de los negros o las personas de origen indigena. También
dijo que la tendencia general era dejar de tratar a los indigenas como
menores y a concederles cierto tipo de autonomia en un intento de
ajustarse a normas internacionales de conducta.

446. El Comité expres6 su reconocimiento por el informe
sustantivo presentado por Colombia, que seguia de cerca las directrices
generales del Comité (CERD/C/70/Rev. 1) y que contenia informacién
muy completa sobre la poblacién indigena y los esfuerzos desplegados
para mejorar su situacién. No obstante, algunos miembros sefialaron que
en el informe habia una discrepancia entre el pérrafo 1, en que se decia
que “en Colombia no existe la discriminacién racial”, y el parrafo 178, en
que se decia que “la discriminacién racial... existe en todas las naciones
del mundo, con variaciones de intensidad y operando bajo las maés
diversas actitudes”. Se pidieron aclaraciones a este respecto.
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447. Con respecto a la aplicaciéon del articulo 2, juntamente con el
articulo 5 de la Convencién, gran parte del debate gir6 en torno a la
politica del Gobierno en relacién con la poblacién indigena y la legislacion
y las medidas practicas encaminadas a garantizar la proteccién y
promocién de los derechos de los indios y otras minorfas. El Comité
celebro la propuesta reorganizacion del Programa Nacional de Desarrollo
de las Poblaciones Indigenas (PRODEIN). Expreso el deseo de recibir més
informacién sobre las actividades socioeconémicas y politicas realizadas
por la poblacién indigena y otros grupos étnicos, y pregunté si éstos
participaban en organizaciones politicas, en el gobierno y en los partidos
de oposicidn, si habia organismos voluntarios formados por las propias
comunidades étnicas y, de ser asi, qué funcién desempefiaban, y si habia
consejos asesores de que formaran parte. Con referencia en particular a
las actividades y los programas del Instituto Colombiano de la Reforma
Agraria (INCORA), se pidieron aclaraciones en cuanto a la forma en que
el Instituto se ocupaba de los indigenas expulsados de sus tierras; si se les
ofrecia asistencia letrada para permitirles defender sus derechos
territoriales; cudntos titulos de propiedad de la tierra se habian entregado
de hecho a la poblacién indigena en forma particular o colectiva; cuantos
grupos indigenas podian adaptarse con éxito a una economia de
subsistencia a una economia productiva; y si se habia puesto en practica
algtin plan de creacién de cooperativas.

448. Con referencia al derecho de la poblacién indigena de
circular libremente, se pidieron explicaciones en cuanto a las formalidades
que debia cumplir un particular que deseara visitar una reserva o una
persona indigena que quisiera abandonar la reserva.

449. También se pidié mas informacion sobre la medida en que se
respetaba la libertad de culto de las poblaciones indigenas; se pregunto si
la cultura predominante les permitia adherirse a una religiéon acorde con
sus propias tradiciones culturales.

450. Con referencia a la informacion suministrada en el informe
sobre la educacién y los programas de alfabetizacién, algunos miembros
expresaron el deseo de saber si el Gobierno de Colombia tenfa algin
programa especial para la poblacién indigena; hasta qué punto los
diversos grupos de la sociedad participaban en el proceso educativo que
estaba en marcha; en qué medidas las dificultades econémicas influian
sobre la ensefianza primaria; y qué medidas habia introducido el
Gobierno para asegurar el equilibrio en el sector de la ensefanza privada
y para evitar la alienacién de la poblacién indigena.

451. Se pidi6é mas informacién sobre la poblacién de colonos que
emigraba a los bosques tradicionalmente ocupados por los indios y sobre
la forma en que se resolvian las controversias entre los colonos y los
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indios. Ademas, algunos miembros plantearon la cuestiéon de las selvas
tropicales en América Latina, que se explotaban intensivamente, y
expresaron el deseo de saber si ese era también el caso de las selvas
tropicales de Colombia, y si los grupos indigenas residentes en ellas se
veian afectados. Asimismo se observ6 que habia habido una afluencia de
colonos y empresas multinacionales que se dedicaban a la explotaciéon de
minerales en las zonas ocupadas por la poblacién indigena. A ese
respecto, se pidi6 informacién sobre cualquier ley que se hubiera
promulgado para evitar su explotaciéon y proteger sus derechos.

452.  El Comité elogié al Gobierno de Colombia por su actitud con
respecto al articulo 3 de la Convencién y por el hecho de que nunca
hubiese tenido relaciones diplomaticas con Sudafrica ni considerado la
posibilidad de establecerlas. No obstante, debido a la ofensiva
emprendida por Sudéfrica para superar su aislamiento por la comunidad
internacional, se pregunto si habfa algtin contacto comercial o deportivo
con ese pais, incluso a nivel no oficial, y, de ser asi, qué medidas habia
adoptado el Gobierno para impedir esos contactos.

453. En relacion con la aplicacion del articulo 4 de la Convencion,
el Comité sefial6 que se precisaban nuevas medidas para poner en
practica en particular las disposiciones de los parrafos a), b) y c) del
articulo que el decreto relativo al servicio de radiodifusién, mencionado
en el informe, constituia una primera medida, y que en el informe no se
suministraba informacién especifica sobre la aplicaciéon de ese articulo
fundamental de la Convencion.

454. En relacion con el articulo 6 de la Convencién, algunos
miembros observaron que, de acuerdo con el informe, una persona cuyos
derechos hubiesen sido violados podia recurrir a las autoridades judiciales
para obtener reparaciéon. Se sehalé que, en el caso de que una persona
quisiera denunciar un acto de discriminacion racial, el juez estaria en una
posicién muy dificil porque no podria aplicar una disposicion especifica para
sancionar dicho acto. Los miembros preguntaron qué normas juridicas se
aplicarfan en ese caso, si las de la Convencién o las del Cédigo Civil colombiano.

455. En relaciéon con el articulo 7 de la Convencion, el Comité
felicit6 al Gobierno de Colombia por la extensa informacién suministrada
y tomo nota con interés del papel de los clubes UNESCO vy las escuelas
asociadas a la UNESCO, mencionadas en el informe. Se pidi6 maés
informacién, en particular sobre los programas de capacitacion de
maestros, abogados y funcionarios del Gobierno, haciendo hincapié en la
necesidad del respeto mutuo en el trato con las comunidades indigenas.

456. En respuesta a las preguntas y observaciones formuladas por
miembros del Comité, el representante de Colombia dijo que entendia
que la afirmacién que se hacia en el informe de que en Colombia no
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existfa la discriminacién racial se aplicaba a la discriminacién racial
sancionada por los instrumentos juridicos. Colombia no pretendia ser un
modelo; habia cometido errores con las poblaciones indigenas y estaba
tratando de avanzar por el camino de la equidad y la reparacién histérica.
El medio millén aproximadamente de miembros de la poblacién indigena
de Colombia pertenecia a unos 77 grupos étnicos, y muchos de ellos se
encontraban en las zonas andinas: los grupos que se asentaron en las
zonas altas fueron los que mejor resistieron la conquista espafiola. Bajo el
altimo Gobierno, se habia adoptado un enfoque diferente que
propugnaba un tipo de participaciéon que tuviese en cuenta los distintos
elementos, condiciones histéricas, caracteristicas y aspiraciones del pais.
No obstante, era un enorme problema modificar la situacién real de
acuerdo con los ideales de las convenciones, constituciones y leyes. La
poblaciéon indigena tenia la desgracia de existir en una era en que se
desdefiaba todo lo aborigen. El orador afiadié que la poblacién indigena
tenia derecho a abandonar sus reservas aunque ese derecho era un tanto
tedrico, y que los extranjeros tenian acceso a las reservas. Un objetivo
importante era llegar a una especie de autogestion indigena con una
mayor participacién de la comunidad.

457. El orador anadi6é que la politica actual consistia en hacer de
las reservas zonas protegidas a fin de conceder a la poblacion el titulo de
propiedad sobre sus tierras ancestrales. En esa esfera existia una estrecha
colaboraciéon con el INCORA. Sin embargo, se planteaban enormes
dificultades, en especial en las relaciones con otros colonos en la tierra,
que tenian una actitud mas individualista respecto de la propiedad y
provocaban una mayor destruccién de la naturaleza. Habia que tener en
cuenta los intereses ecoldgicos, en particular al establecer parques
nacionales en que la poblacién indigena tuviese derecho a asentarse.

458. En relacién con el problema de la marginalizaciéon de las
poblaciones indigenas, dijo que era preciso desplegar ingentes esfuerzos a
fin de incorporarlas a la vida nacional, respetando al mismo tiempo su
individualidad y ddndoles igualdad de oportunidades. El actual Gobierno
trataba de crear mecanismos de participacion de las poblaciones
indigenas; estos mecanismos practicos eran la clave para asegurar que las
leyes y la Convencién no fueran simple letra muerta.

459. En cuanto a la educacién, el representante dijo que la
enseflanza primaria era obligatoria pero no la secundaria ni la
universitaria. Sin embargo, las cifras recientes de analfabetismo
demostraban que el 13,8% de la poblacién de las zonas urbanas, el 36,5%
de las zonas rurales y el 28,5% en general eran analfabetas. A pesar de un
plan de alfabetizacién de adultos, todavia quedaba mucho por hacer y se
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habia dispuesto en la Constituciéon que, como minimo, se dedicara a la
ensefianza el 10% del presupuesto nacional.

460. En cuanto a las relaciones entre la Iglesia y el Estado, explic6
que la Iglesia habfa desempefiado un papel importante y controvertido en
la historia de Colombia; constituia un elemento de protecciéon de las
minorias y habia luchado por proteger los derechos de las minorfas y de
la poblacién indigena.

461. En relacion con el derecho de circular libremente, el
representante dijo que no habia leyes internas en Colombia que exigieran
permisos de trabajo en distintas secciones del pais. Las restricciones
mencionadas en el informe no eran de caracter politico y se referian
exclusivamente a asuntos de control de trafico en el caso de peligros fisicos.

462. En relacion con la aplicacion del articulo 3 de la Convencion,
dijo que Colombia no tenia ningtn tipo de relaciones con Sudéfrica.
Como principio general, Colombia era partidaria de la solucién pacifica
de las controversias y ni alentaba ni cohonestaba las soluciones violentas
en ninguna parte del mundo.

463. Refiriéndose a las preguntas formuladas en relacién con el
articulo 4 de la Convencién, sefialé que en Colombia era raro que
existieran organizaciones inspiradas en ideas de superioridad racial y, si
se recibiera una solicitud para crear una organizaciéon basada en tales
ideas, se negarfa el permiso en virtud de las normas generales que
prohiben tales organizaciones. El orador no crefa que la promulgacién de
leyes prohibiendo la difusién de informacién fuese bien recibida en
Colombia. El sistema juridico general colombiano sancionaba las teorias
que justificaran el delito y la incitacién al delito —y a su juicio,
probablemente eso era suficiente— aunque no existia un reglamento
preciso para dar aplicacion al articulo 4.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/39/18), 1984

128. El informe inicial de Colombia (CERD/C/85/Add.2) fue
presentado por el representante del Estado informante. Facilité informacién
adicional relativa a la composicién étnica de la poblacién de Colombia, en
donde el 50% aproximadamente de los 28 millones de habitantes eran
mestizos, el 8% negros, el 18% mulatos y el 20% blancos. También habia
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medio millén de indigenas aproximadamente que comprendia 77
comunidades, de las cuales la mas importante era la de los indios paez que
vivian en el Departamento del Cauca y en la region de Tierra Adentro. En el
pasado, fueron victimas de atropellos por parte de los colonos, pero esos
atropellos se castigaron severamente y desde entonces los indios paez
habian sido protegidos y sus tierras y propiedades comunitarias no podian
ser enajenadas. Con el fin de aumentarlas, el Estado habia adquirido
propiedades que fueron transferidas a los cabildos indigenas para que las
explotaran comunitariamente. Las comunidades indigenas también
disfrutaban de protecciéon en la esfera cultural, para ayudarlas a mantener
su propia identidad. El Decreto No 1142 de 1982 estableci6é una estrategia
educativa para que los indigenas decidieran sobre su propio sistema
educativo. También se habian elaborado programas de educacién bilingtie
y bicultural en diversos departamentos y regiones para diferentes
comunidades indigenas y los investigadores estaban ensefiando a 25 pueblos
indigenas aproximadamente las reglas gramaticales de sus propias lenguas.

129. Comentando el informe, el Comité celebré la iniciacion de un
dialogo con Colombia, asi como el espiritu con que se habia presentado su
informe inicial. Sin embargo, sefial6 que en la elaboracién del informe no
se habian seguido las directrices del Comité (CERD/C/70/Rev.1) e indic6
que la informacién contenida en el informe no ayudaba al Comité a
determinar si se estaban aplicando correctamente las disposiciones de la
Convencién. El Comité recomendé que se tuvieran en cuenta sus
directrices en la preparacion del préximo informe periédico de Colombia,
que debia presentarse el 2 de octubre de 1984.

130. En lo referente al lugar que ocupa la Convencién dentro del
sistema juridico colombiano, el Comité deseaba saber si la Convencién
tenia caracter de ley obligatoria y podia invocarse ante los tribunales, si
sus disposiciones habian sido incorporadas en el derecho colombiano y si
prevalecia sobre el derecho interno. También solicité informacién detallada
sobre la legislacién promulgada para impedir la discriminacién racial.

131. Enlo tocante a los articulos 1 y 2 de la Convencién, el Comité
acogié con satisfaccién la informacién adicional presentada verbalmente
por el representante de Colombia acerca de la composicion demografica
de su pais. Sin embargo, el Comité expreso6 el deseo de que en el préximo
informe figurara informacién sobre la poblacion de Colombia. Solicit6
informacién sobre el Programa Nacional de Desarrollo de las Poblaciones
Indigenas, sobre las medidas para ayudar a los grupos en posicion
desventajosa y las cifras comparativas para los diversos grupos en
relacion con la ensefianza, el ingreso per capita, la vivienda y la atencién
médica. En el proximo informe deberian también facilitarse estadisticas
sobre el empleo de los integrantes de los distintos grupos raciales de la
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administracién publica y la medida en que estan representados entre los
funcionarios elegidos. El Comité desearia también tener informacién
sobre el disfrute de los derechos politicos y culturales por parte de los
miembros de la poblacién indigena, su situacién real y lo que se estaba
haciendo concretamente para preservar los idiomas indigenas. Se
pregunté si habia existido en algtin momento la esclavitud entre la
poblacién indigena. Se pidieron aclaraciones referentes a la vida de la
poblacién indigena en las tierras de resguardo y, en particular, acerca de
la politica agraria del Gobierno, la condicién juridica de las tierras de
resguardo, si la poblacién indigena tenia derecho a adquirir bienes raices
en otras partes de Colombia y a disponer de ellos libremente, y qué
medidas concretas se estaban adoptando para asegurar un desarrollo més
rapido de las tierras de resguardo. El Comité deseaba también saber c6mo
se protegian los derechos de la poblacién indigena, si se utilizaba una
tierra de resguardo para un proyecto nacional de desarrollo, si los
indigenas podian emigrar de las tierras de resguardo y, en caso
afirmativo, si perdian sus derechos sobre ellas cuando emigraban.

132. Respecto del articulo 3, los miembros del Comité solicitaron
informacién sobre las medidas adoptadas para dar efecto a ese articulo y
detalles del estado de las relaciones diplomaticas, econémicas y de otra
indole de Colombia con Sudafrica.

133. En lo referente al articulo 4, el Comité subrayé que el
cumplimiento de las obligaciones en virtud de ese articulo era
absolutamente obligatorio para los Estados partes. Exhort6é a Colombia a
que adoptase medidas inmediatas y positivas a tal efecto.

134. Por lo que respectaba al articulo 5, los miembros del Comité
solicitaron informacién acerca del modo de aplicar a la poblacién en
general, y mas concretamente a la poblacién indigena, el derecho a la
seguridad de la persona y a la proteccién por parte del Estado contra la
violencia o dafios corporales, asi como acerca de los derechos politicos.
También pidieron informacién sobre la libertad de circulaciéon y el
derecho a salir del pais y a regresar a €I, asi como sobre el modo de aplicar
el derecho a la igualdad ante la ley.

135. En relacién al articulo 6, se pidieron mas detalles acerca de
los recursos disponibles en Colombia.

136. En lo referente al articulo 7, el Comité pregunté qué
iniciativas se habfan tomado para dar efecto a ese articulo de la
Convencién y esperaba que en el proximo informe periédico figurase
informacioén sobre las politicas de educacién e informacion.
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137. Respondiendo a las preguntas formuladas respecto de la
poblacién indigena, el representante de Colombia dijo que, para preservar
su identidad cultural y su idioma, los pueblos indigenas requerian
protecciéon especial por ser sumamente vulnerables a la explotaciéon
econdmica. No se les imponia obligacién alguna mientras vivian en las
tierras de resguardo y no estaban sujetos a impuestos. Sin embargo, si
algunos de los que vivian en las tierras de resguardo queria abandonarlas,
tenia libertad para hacerlo. No existian leyes similares a favor de ningtn
otro grupo étnico. El titulo de propiedad de las tierras de resguardo
pertenecia a la comunidad, y ningtn particular podia reclamar para si
una parte de esas tierras. Las tierras de resguardo pertenecian a la
poblacién indigena mientras ésta desease permanecer en ella. Si un
miembro de la comunidad abandonaba las tierras de resguardo, no perdia
por ello sus derechos y podia regresar cuando lo deseara. La ley que
prohibia la venta de tierras de resguardo tenia por objeto impedir que la
poblacién indigena fuera despojada de sus tierras. Las tierras de
resguardo no podian ser compradas, transferidas ni concedidas. Si se
necesitaba usar una parte de esas tierras para fines puablicos, tales como la
construccién de un aeropuerto, se requeria una ley especial del Congreso,
en la que habria que estipular concretamente el beneficio publico que
representaria la accién propuesta. Existian disposiciones para asegurar la
debida compensacién, y los jueces aplicaban estrictamente las leyes
relativas al uso de las tierras de resguardo para fines publicos. Cada
comunidad indigena tenia una escuela primaria en la que se impartia
instruccién en el idioma de la comunidad. En el préximo informe se
facilitaria informacién sobre capacitacion en agricultura y sobre reforma
agraria. Los indios participaban en la vida politica de Colombia como
cualquier otro ciudadano; podian elegir sus propios representantes y ser
elegidos para ocupar los cargos mas altos del pais. Como las tierras de
resguardo estaban situadas en regiones remotas e inhéspitas, con
frecuencia estaban atrasadas, y era dificil asegurar su rapido desarrollo.
No obstante, se estaban aplicando planes de desarrollo importantes en
muchos casos.

138. Refiriéndose a las preguntas formuladas en relacién con el
lugar que ocupa la Convencién en el derecho colombiano, el
representante dijo que la Convencién habia sido ratificada por el
Congreso y era parte integrante de la ley de la Reptblica. En Colombia los
tratados internacionales gozaban del mismo caracter que la Constitucién
Nacional. Los tratados tenifan precedencia en relacién con cualquier
legislacion que pudiera sancionarse. No habia ley ni disposicién
constitucional alguna que contradijera ningun articulo de la Convencién;
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no habia sido necesario enmendar la Constitucién ni ninguna otra ley
para permitir que la Convencién entrara en vigor en Colombia.

139. En respuesta a las preguntas formuladas en relacién con la
aplicaciéon del articulo 3, el representante de Colombia informé al Comité
de que su pais no tenia relaciones diplomaticas, culturales ni de otra indole
con Sudéfrica. Colombia siempre habia estado en total desacuerdo con la
politica de apartheid y habia apoyado todas las decisiones adoptadas por
los 6rganos de las Naciones Unidas contra el régimen de Sudafrica.

140. Para concluir, el representante de Colombia asegurd a los
miembros del Comité que todas sus observaciones serfan tenidas en
cuenta por su Gobierno al preparar su proximo informe, que se redactaria
de conformidad con las directrices del Comité.

6. COSTA RICA

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/60/CO/3, 20 de marzo 2002

1. El Comité examiné el 16° informe periddico de Costa Rica
(CERD/C/384/Add.5), que se debia presentar el 4 de enero de 2000, en
sus sesiones 1513 y 1514 los dias 15 y 18 de marzo de 2002
(CERD/C/SR.1513 y 1514). En su 1521° sesién (CERD/C/SR.1521), el 21 de
marzo de 2002, aprob6 las observaciones finales que figuran a continuacién.

A. Introduccion

2. El Comité acoge con beneplacito el detallado informe del
Estado Parte, cuyo contenido se ajusta a las directrices revisadas para la
presentaciéon de informes (CERD/C/70/Rev.5), asi como la elaboraciéon
del informe en consulta con organizaciones no gubernamentales.

3. El Comité alaba la regularidad con que el Estado Parte
presenta sus informes periddicos con arreglo a la Convencién. Manifiesta
su reconocimiento por el tono de autocritica del informe y por el didlogo
franco y constructivo sostenido con los representantes del Estado Parte.
El Comité agradece la considerable informacién complementaria presentada
verbalmente por la delegacién en respuesta a las preguntas formuladas.
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B. Aspectos positivos
4. El Comité senala que, conforme a lo dispuesto en el articulo 7

de la Constitucion de Costa Rica, los tratados internacionales de derechos
humanos tienen precedencia sobre la legislacién nacional. También
celebra que dichos tratados, en la medida en que reconocen un conjunto
mas amplio de derechos o garantias que la Constitucién, tengan
precedencia sobre las disposiciones constitucionales. Asimismo, celebra
que se puedan invocar directamente ante los tribunales.

5. El Comité toma nota de la aprobacién en mayo de 1999 del
articulo 76 de la Constitucién, en virtud del cual el Estado Parte
garantizara que se protejan los idiomas de los grupos indigenas del pais.

6. El Comité senala con satisfacciéon que, durante la Conferencia
Mundial contra el Racismo, la Discriminacién Racial, la Xenofobia y las
Formas Conexas de Intolerancia, el Presidente de Costa Rica se disculpd
publicamente por los errores cometidos en el pasado contra los
afrocostarricenses. Celebra también la conmemoraciéon del Dia
Internacional de la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial de acuerdo
con el parrafo 31 del Programa de Accién de Durban.

7. El Comité acoge con satisfaccion la reciente aprobacién (en
enero de 2002) por la Oficina de Control de Propaganda de una resolucién
que prohibe la transmisién por radio de prevenciones contra las mujeres,
en particular las negras, asi como todo producto comercial de este tipo.

8. El Comité celebra que el Estado Parte haya ratificado las
modificaciones del parrafo 6 del articulo 8 de la Convencion.

9. Celebra la recién formulada invitacién permanente del
Gobierno de Costa Rica para que los mecanismos de la Comisién de
Derechos Humanos, entre ellos el Relator Especial sobre las formas
contemporaneas de racismo, discriminacién racial, xenofobia y formas
conexas de intolerancia, visiten el pafs.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

10.  Preocupa al Comité que, con arreglo a la legislacién del pais,
la discriminacién racial en Costa Rica sélo se considere un delito menor
punible con el pago de una multa. Se invita al Estado Parte a que examine
la cuestion de si esa pena estd proporcionada a la gravedad de los hechos.

11.  El Comité estd preocupado por la situacion de los indigenas,
en particular:

e) Lainformacién en el sentido de que los indigenas que viven en
regiones apartadas carecen de, entre otras cosas, atencién de la
salud, educacién, agua potable y fluido eléctrico;
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f) Los problemas en cuanto a la propiedad de la tierra; que la
tierra habria sido apropiada por migrantes o empresas
transnacionales;

g) Las dificultades que enfrentan los indigenas para recibir fondos
publicos para mejorar sus condiciones de vida;

h) Que al parecer la tasa de mortalidad infantil en las
comunidades indigenas es tres veces superior a la media
nacional.

El Comité invita al Estado Parte a seguir prestando la atencién que
corresponde a las necesidades especificas de esta poblacién. Recomienda
que el Estado Parte adopte las medidas necesarias para que las tierras de
los indigenas no sean invadidas y para que sean la restituidas aquellas
que hayan sido ocupadas por no indigenas.

12.  El Comité toma nota de que en la Asamblea Legislativa se ha
retirado el proyecto de ley de desarrollo auténomo de los pueblos
indigenas, cuya finalidad era la completa autonomia de los indigenas y el
reconocimiento de su derecho a disfrutar de su propia cultura, asi como
del derecho a administrar sus territorios. El Comité observa que en junio
de 2001 se someti6 a la Asamblea Legislativa un proyecto de ley de
contenido similar al proyecto de ley de desarrollo auténomo de los
pueblos indigenas. Pide que el Estado Parte informe sobre lo que ha
sucedido a este respecto.

13.  El Comité observa con preocupacién la deficiente realizacién
de actividades en favor de los indigenas en el Estado Parte, como ha
comentado la Defensoria de los Habitantes, en particular la incapacidad
de las autoridades para mantener la comunicacién con la poblacién
indigena y la falta de planes oficiales destinados a ella. En este contexto, el
Comité desea referirse a su Recomendaciéon general N° XXIII, en que
exhorta a los Estados Partes a que garanticen que la poblacién indigena
goce de igualdad de derechos con respecto a su participacion efectiva en
la vida publica y que no se adopte decisiéon alguna directamente
relacionada con sus derechos e intereses sin su informado consentimiento.

14. El Comité expresa preocupaciéon por las pretendidas
manifestaciones de racismo, xenofobia e intolerancia en contra de los
grupos minoritarios en los medios de comunicacién. El Estado Parte debe
apoyar la aprobacion de un cédigo deontolégico de prensa.

15. También preocupan al Comité las condiciones de vida y de
trabajo de los inmigrantes, en su mayoria procedentes de Nicaragua, que
podrian ser victimas de discriminaciones conforme a lo dispuesto en el
articulo 5 de la Convencién. El Comité recomienda que el Estado Parte
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siga intentando asegurar los derechos de los inmigrantes por lo que
pertenece a la discriminacién por motivos de raza y origen étnico o
nacional. En este contexto, observa que la Asamblea Legislativa esta
examinando una nueva ley de inmigracién. El Comité pide que el Estado
Parte proporcione mas informacién sobre la marcha de los trabajos a este
respecto en su préoximo informe periédico.

16.  El Comité expresa preocupacion por la pretendida aplicacion
discriminatoria de la legislacién en vigencia sobre el procedimiento para
determinar la condicién de refugiado. De acuerdo con la informacién
recibida, no se aplica de igual manera a las distintas nacionalidades lo que
dispone esa legislaciéon para determinar la condiciéon de refugiado. El
Comité recomienda que el Estado Parte se asegure de la igualdad de trato
de todos los solicitantes de asilo a este respecto, en particular en el caso de
los colombianos.

17.  En tanto alaba la eficiencia y la credibilidad del sistema
judicial costarricense, el Comité manifiesta preocupacién por los datos
suministrados sobre la falta de igualdad en el acceso a los tribunales, en
particular en el caso de grupos minoritarios y étnicos. El Comité anima al
Estado Parte a seguir esforzandose por garantizar la igualdad de acceso
de hecho a los tribunales de toda persona, los grupos minoritarios y
étnicos inclusive.

18.  También preocupa al Comité la falta de representacién de las
minorias en los planos judicial y gubernamental. El Comité recomienda
que el Estado Parte inicie medidas de accién afirmativa para garantizar
dicha representacion.

19.  Si bien observa que la legislacién nacional no reglamenta el
uso de Internet, el Comité alienta al Estado Parte a promulgar una
legislacion que se ajuste a las disposiciones de la Convencién y a difundir y
promover la Convencién por todos los medios posibles, hasta por Internet.

20. El Comité recomienda que el Estado Parte siga realizando
campafias educativas para dar a conocer los derechos humanos, en
particular las cuestiones relativas al racismo, la xenofobia y la intolerancia,
a fin de prevenir y combatir la discriminacién en todas sus formas.

21. El Comité recomienda que se difundan los informes del
Estado Parte tan pronto sean sometidos al Comité, al igual que las
observaciones finales formuladas por éste. Asimismo, alienta al Estado Parte
a seguir incluyendo dichas observaciones en el sitio Web correspondiente.

22.  El Comité recomienda al Estado Parte que tenga en cuenta las
partes correspondientes de la Declaracién y Programa de Accién de Durban
al poner en efecto en el ordenamiento juridico interno la Convencién, en
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particular los articulos 2 a 7 de ésta, y que en su préximo informe
periédico, informe de los planes de accién u otras medidas que haya
adoptado para dar cumplimiento a la Declaracién y el Programa de Accién.

23.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente su 17°
informe periédico, junto con el 18°, que debe presentarse el 4 de enero de
2004, como un informe en que se ponga al dia la situacién y que trate las
cuestiones planteadas en las presentes observaciones.

kkhkkkhhkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.71, 7 de abril de 1999

1. El Comité examiné los informes periédicos 11° a 15° de Costa
Rica (CERD/C/338/Add4), en sus sesiones 1321 y 1322%
(CERD/C/SR.1321 y 1322), celebradas el 11 y 12 de marzo de 1999, y en
su 13317 sesién (CERD/C/SR.1331), celebrada el 18 de marzo de 1999,
aprobo las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con agrado la oportunidad de reanudar su
dialogo con el Estado Parte tras un lapso de siete afios. El Comité expresa
su satisfaccion por la actitud franca y constructiva adoptada por los
representantes del Estado que presenta el informe en su dialogo con el
Comité, asi como por la informacién adicional comunicada verbalmente.

B. Aspectos positivos

3. El Comité acoge con agrado que el Estado Parte haya
informado que la Convencién es directamente aplicable al sistema juridico
de Costa Rica y que tiene precedencia sobre la legislacién nacional.

4. El Comité toma nota con interés de los esfuerzos
desplegados por el Estado Parte por promover la igualdad de
oportunidades para los pueblos indigenas, y en particular la ratificacion
del Convenio 169 de la OIT relativo a los pueblos indigenas y tribales
(1989), la existencia de la Comisién de Asuntos Indigenas (CONAI) y la
Defensoria de los Habitantes, y la Ley para el desarrollo auténomo de los
pueblos indigenas que se ha presentado a la Asamblea Legislativa.

5. El Comité toma nota con reconocimiento de que incluso en
momentos de crisis econdmica o durante desastres naturales, el Estado
Parte ha mantenido tradicionalmente una generosa politica de refugiados



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la
Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 189

y de inmigracién. El Comité toma nota con particular interés de que se ha
decretado una “amnistia migratoria” del 1° de febrero al 31 de julio de
1999 para permitir la regularizacién de la situacién de un gran ntimero de
inmigrantes clandestinos y lograr asi que disfruten de sus derechos sociales,
econdmicos y culturales, en particular por lo que respecta al trabajo.

C. Principales motivos de preocupacion

6. Aunque toma nota del empefio del Estado Parte en eliminar
toda diferencia de trato en la ley no basada en elementos racionales, el
Comité expresa su preocupacion porque en la legislacién de Costa Rica no
figuren normas expresas en las que se prohiba la descriminacién basada
en el origen nacional o étnico.

7. Aunque toma nota de que en la Ley N° 4430 de 21 de mayo
de 1968 y en la Ley N° 4466 de 19 de noviembre de 1969 se sanciona con
una multa el delito de segregacion racial respecto de la admisiéon de
personas de diferente raza en centros publicos o privados, preocupa al
Comité que las sanciones financieras previstas no constituyan una medida
suficientemente eficaz para prevenir, prohibir y erradicar todas las
practicas de segregacion racial, como se estipula en el articulo 3 de la
Convencién.

8. En lo que respecta al articulo 4 de la Convencién, preocupa al
Comité la falta de disposiciones especificas y adecuadas de caracter
legislativo en las que se prohiba la discriminacién racial por grupos o
asociaciones privadas. El Comité subraya que, de conformidad con el
apartado d) del parrafo 1 del articulo 2 de la Convencién los Estados
Partes deberan prohibir la discriminacién racial practicada no sélo por
particulares sino también por, “grupos u organizaciones”.

9. El Comité toma nota con preocupacién de las recientes
manifestaciones de xenofobia y discriminacién racial, principalmente
dirigidas a inmigrantes, en particular a nicaragtienses. En este contexto el
Comité también expresa su preocupacion por la vulnerabilidad en que se
encuentran los refugiados y los inmigrantes clandestinos, que suelen vivir
y trabajar en el pais en condiciones precarias y ser victimas de formas de
discriminacién que se describen en el articulo 5 de la Convencién, en
particular en su parrafo e).

10.  El Comité sigue preocupado por la situacion relativa a los
derechos de tenencia de la tierra de los pueblos indigenas en el Estado
Parte. A pesar de los esfuerzos desplegados persisten diversos problemas
relativos a la asignacién de tierras y/o compensaciéon por éstas. Son
motivos de especial preocupacion los enfrentamientos originados por la
titularidad de la propiedad de la tierra en el curso de los cuales murieron
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varios indigenas y se produjeron actos de vandalismo, como ocurri6 en
Talamanca.

11.  Observando que son pocos los casos de discriminacién racial
que se han llevado a los tribunales u érganos administrativos, el Comité
expresa su preocupacion por la eficacia del acceso a la proteccién y a los
recursos contra los actos de discriminacién racial, en particular contra la
poblacién indigena, la minoria negra, los refugiados y los inmigrantes.

12.  El Comité observa con preocupacién que el informe del
Estado Parte se dedica principalmente al marco juridico y administrativo
existente para lograr la protecciéon contra la discriminacién racial, pero no
proporciona informacién suficiente para evaluar el disfrute efectivo de los
derechos previstos en la Convencién, en particular por parte de la
poblacién indigena, la minoria negra, los refugiados y los inmigrantes.

13.  Con respecto al articulo 7 de la Convencién, el Comité toma
nota de que se ha proporcionado escasa informacién sobre la decisién del
Estado Parte de adoptar medidas inmediatas y eficaces, particularmente
en los campos de la ensefianza, la educacion, la cultura y la informacién,
con el fin de combatir los prejuicios que llevan a la discriminacién racial.

D. Sugerencias y recomendaciones

14.  El Comité recomienda que el Estado Parte tome todas las
medidas legislativas pertinentes para procurar que los articulos 2 y 4 de la
Convencioén se reflejen plenamente en el derecho nacional. En particular,
el Comité destaca la importancia de prohibir y castigar adecuadamente
los actos de segregacion y discriminacién racial, tanto si son cometidos
por particulares como por asociaciones.

15.  Se recomienda también que el Estado Parte intensifique sus
medidas orientadas a prevenir y perseguir todo acto o manifestacién de
discriminacion racial o xenofobia, incluidos los actos de violencia contra
las personas pertenecientes a minorias étnicas y nacionales.

16.  El Comité recomienda que en el proximo informe periédico
del Estado Parte se incluya informacién sobre el alcance y las
repercusiones de la nueva legislaciéon sobre la inmigracion.

17.  Se recomienda también que el Estado Parte tome medidas
inmediatas y adecuadas para procurar el disfrute de las disposiciones del
articulo 5 de la Convencién también por parte de la poblacién indigena, la
minoria negra, los refugiados y los inmigrantes.

18.  El Comité recomienda que el Estado Parte intensifique sus
esfuerzos para lograr la distribucién justa y equitativa de la tierra,
teniendo en cuenta las necesidades de la poblacién indigena. El Comité
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subraya la importancia que tiene la tierra para los pueblos indigenas y
para su identidad espiritual y cultural, asi como el hecho de que los
pueblos indigenas tienen un concepto distinto del uso y de la propiedad
de la tierra. A este respecto, revestirfa gran importancia la aprobacién por
parte de la Asamblea Legislativa de la Ley para el desarrollo auténomo de
los pueblos indigenas.

19.  Por lo que respecta al articulo 6 de la Convencién, el Comité
recomienda que el Estado Parte haga esfuerzos adicionales para facilitar
la igualdad de acceso a los tribunales y a los 6rganos administrativos, en
particular para beneficio de la poblacién indigena, la minoria negra, los
refugiados y los inmigrantes, a fin de lograr la igualdad para todas las
personas.

20. Se invita al Estado Parte a proporcionar mas informacién
sobre los siguientes asuntos: a) el disfrute efectivo de los derechos
enunciados en la Convencién, en particular por parte de la poblaciéon
indigena, la poblaciéon negra, los refugiados y los inmigrantes; y b) las
medidas adoptadas en la esfera de la ensefnanza, la educacion, la cultura y
la informacién a fin de combatir la discriminacién racial, de conformidad
con el articulo 7 de la Convencién.

21. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién aprobadas el 15 de
enero de 1992 en la 14° Reunién de los Estados Partes en la Convencion.

22.  El Comité pide al Estado Parte que dé amplia publicidad a su
informe al Comité, asi como a estas observaciones finales.

23.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte, que debe presentarse el 4 de enero de 2000, sea un informe
de actualizacion en el que se aborden todas las sugerencias y
recomendaciones que figuran en estas observaciones finales.

kkhkhhkkkkrk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/47/18), 1993

93. El Comité examiné los informes periddicos décimo y
undécimo de Costa Rica (CERD/C/197/Add.8), en su 941%, 942* y 951*
sesiones, celebradas los dias 4, 5 y 11 de agosto de 1992 (véanse
CERD/C/SR.941, 942 y 951).
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94. Los informes fueron presentados por el representante del
Estado parte, que sefial6 que Costa Rica habia sido uno de los primeros
Estados que ratificaron la Convencién. Posteriormente Costa Rica pasé a
ser parte en casi todos los instrumentos de derechos humanos de las
Naciones Unidas y hacia todo lo que estaba a su alcance para cumplir las
obligaciones de presentacion de informes que entrafiaba la ratificaciéon de
esos instrumentos. Por afiadidura, Costa Rica habia ratificado diversos
convenios de la OIT que guardaban relacién con la labor del Comité, a
saber; el Convenio relativo a la igualdad de remuneracién, 1951 (No. 100),
el Convenio relativo a la discriminacién (empleo y ocupacién), 1958
(No. 111) y el Convenio sobre pueblos indigenas y tribales, 1989 (No. 169).

95.  En cuanto a la afirmacién de que en febrero de 1992 se habia
producido cerca de Talamanca un choque entre un grupo de indigenas y
la policia, en el que resultaron muertas dos personas, se habia iniciado
una investigacion oficial. Como primera medida, los 12 funcionarios de la
policia que participaron en ese incidente habian sido suspendidos de sus
funciones y detenidos, y 3 de ellos todavia estaban encarcelados en espera
de una decisién judicial.

96. En el plano internacional, Costa Rica habia condenado
categoricamente el apartheid. Desde 1967 habia prohibido toda relacién
comercial con Sudéfrica y en 1986 habia roto las relaciones diplomaticas
con el Gobierno de Sudéfrica. Ademas Costa Rica no habia reconocido los
bantustanes y habia condenado la ocupacién de Namibia.

97.  Los miembros del Comité acogieron con satisfaccion el
informe de Costa Rica, que contenia informacién sobre diversas
cuestiones que se habfan planteado cuando el Comité examiné su dltimo
informe. Los miembros sefialaron no obstante que el informe no se
ajustaba a las directrices del Comité e incluia informacién sobre ciertas
cuestiones que no interesaban al Comité. Ademas, el informe no contenia
informacién estadistica suficientemente detallada sobre el ntimero de
individuos pertenecientes a diversos grupos minoritarios e indigenas.
A ese respecto el Comité pidi6é informacién sobre indicadores como las
tasas de desempleo, analfabetismo, detencién, encarcelamiento, alcoholismo,
prostitucion y suicidio, asi como la tasa de no integracién, de cada grupo.

98.  Los miembros del Comité observaron con sorpresa que la
estimaciéon general del ntimero de personas que vivian en las reservas
habia variado apreciablemente desde el informe anterior de Costa Rica.
También consideraban que en el informe deberfa haberse dado
informacién bésica sobre la situacién econémica de los grupos menos
favorecidos y las medidas adoptadas para mejorar su situacion,
particularmente después de la elecciéon del nuevo Presidente.
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99.  En cuanto al articulo 2 de la Convencién, los miembros del
Comité querian saber qué medidas se habian tomado para mejorar la
situaciéon de la minoria negra; de qué medios de accién disponia la
Comisién Nacional de Asuntos Indigenas; qué medidas se habian tomado
para asegurar los derechos a la tierra de los grupos indigenas; qué
factores y dificultades se habian encontrado para garantizar los derechos
de los grupos indigenas conforme a la Convencién; y si el Gobierno estaba
considerando la posibilidad de actualizar el Cédigo de Trabajo de 1943.
Los miembros también pidieron informacién sobre las consecuencias de la
deforestaciéon en Boruca para los indios que vivian en esa zona; si la
poblacién indigena habria sido consultada antes de que la Compaiiia
costarricense de refinado de petroleo entrara en la regién y efectuara
perforaciones durante dos afios; y si los indios disponian de las mismas
oportunidades que los demas costarricenses para obtener compensacion
por los dafios ecolégicos o para la restauracion de las tierras afectadas.

100. En cuanto al articulo 4 de 1a Convencion, los miembros del
Comité querian tener madas informaciéon sobre si la publicaciéon de
propaganda racista o la participacién en organizaciones racistas eran
actividades prohibidas especificamente por la ley y en consecuencia
punibles. Observando que las penas previstas en el articulo 385 del
Codigo Penal en relacién con la incitacién a la violencia racial eran
relativamente leves, los miembros querian saber la gravedad que se
atribuia a ese delito.

101. Con referencia al articulo 5 de la Convencion, los miembros
del Comité querian saber qué porcentaje de indios y de negros
participaban en las elecciones; a qué nivel y en qué ntimero estaban los
indios y los negros representados en el Gobierno; si los indios que vivian
en las reservas disfrutaban de una libertad total de movimientos; de qué
manera ejercian los indios que vivian en las reservas el derecho de
propiedad; qué alternativas se ofrecian a los indios que no estaban
satisfechos con los servicios de la Comisién Nacional de Asuntos
Indigenas; de qué manera se garantizaba a los indios el derecho a la
nacionalidad; y cémo se ejercia el derecho a la libertad religiosa en el caso
de los grupos indigenas y minoritarios. Observando que anteriormente
los indios sélo habian tenido permisos temporales de residencia, se
pregunto si el Gobierno estaba llevando adelante sus planes para expedir
cédulas de identidad, particularmente en el caso de los indigenas que no
hablaban espafiol ni conocian su fecha de nacimiento. Refiriéndose al
parrafo 67 del informe, los miembros pidieron més informacién acerca de
los abusos mencionados, los criterios para la distribucién de la tierra y de
qué manera esa distribucién habia mejorado la situacién de los indios
afectados por esos abusos.
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102. En relacion con el articulo 6 de la Convencién los miembros
del Comité querian saber de qué recursos disponian los indios en caso de
que se violaran sus derechos; cuantas denuncias por discriminacién se
habian presentado y en cudantos juicios se habia pronunciado una
condena; qué porcentaje de denuncias habfan sido presentadas por indios,
negros y refugiados; y qué medidas se habian tomado para dar a conocer
a la poblacién, indigena, su derecho a presentar peticiones conforme al
articulo 14 de la Convencion.

103. En cuanto al articulo 7 de la Convencién, los miembros del
Comité deseaban tener mas informacién sobre el papel de la Comisién
Nacional de Asuntos Indigenas en lo relativo al patrimonio cultural; el
nuamero y los tipos de escuelas a que asistian los indigenas; el nivel de
educacién que alcanzaban los indios; los programas de television, radio o
video que se hubieran producido en idiomas locales indios y las medidas
adoptadas para proteger los bienes culturales de los grupos indigenas.

104. En su respuesta el representante del Estado parte sefialé6 que
la finalidad de las reservas no era confinar a la poblacién indigena de
ningtn modo, sino garantizar el mantenimiento de la propiedad colectiva
de la tierra por los grupos indigenas. En consecuencia, cada familia
indigena que vivia en una reserva tenia su propia tierra y solamente
podia venderla a otros indios. Ese requisito tenia por objeto evitar la
pérdida de tierras comunales como consecuencia de la especulacién. El
sistema habia logrado poner término a las intrusiones constantes en los
territorios indigenas, con la inevitable retirada de sus poblaciones.
Al mismo tiempo, los indios tenian libertad para viajar a donde quisieran.
Tenian la obligacion legal de avisar cuando fueran a abandonar la reserva,
no para limitar su libertad de movimiento sino simplemente para
proteger el sistema de propiedad colectiva de la tierra. Los indios también
tenian libertad para poseer bienes fuera de la reserva si lo deseaban.

105. Respecto a la situaciéon de los indios que vivian en las
reservas, el representante explicé que el principal problema era el de la
salud. Aunque el 96% de la poblacion de Costa Rica en general tenia
acceso a los servicios de salud, habia problemas en cuanto a la atencién
sanitaria en las reservas debido a factores como la dificultad de llegar a la
poblacién de dichas reservas y a los conflictos entre las practicas de la
medicina tradicional y la tecnologia médica moderna. Sin embargo, el
Gobierno habia establecido programas de nutricién, habia alentado la
medicina preventiva y estaba concentrando sus esfuerzos en la lucha
contra el c6lera.

106. También habfa problemas en las reservas en lo relativo a la
educacién, por falta de maestros, materiales docentes y en particular
textos paralelos. También habia un conflicto en lo referente al principio de
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la ensefianza del espafiol, porque se temia que la poblacién indigena
pudiera perder su identidad cultural. Por esa razén el Gobierno estaba
tratando de conseguir que la educacién se impartiera tanto en espariol
como en los idiomas locales. En cuanto a las actividades mineras,
correspondia a la Asamblea Legislativa otorgar las concesiones mineras
en las reservas, y todos los grupos indigenas estaban representados en la
Asamblea.

107. En relacién con la cuestion de los documentos de identidad,
se habia pedido a los guaymies, tribu némada de la zona fronteriza entre
Costa Rica y Panama, que decidieran si pensarian asentarse en Costa Rica
o en Panama. Se habia preparado un proyecto de ley para dar cédulas de
identidad a los miembros de la tribu y se habian concertado acuerdos
bilaterales entre Panamd y Costa Rica para reglamentar la cuestion del
pueblo guaymi. Se sefial6 que otros grupos indigenas del pais ya poseian
documentos de identidad y ademas podian solicitar pasaportes.

108. Aunque era cierto que antes de 1948 no se permitia a los
negros residir en la parte central del pais, hacia tiempo que se habian
suprimido esas restricciones y hoy la poblacién negra disfrutaba de total
libertad de movimiento en todo el pafs. Ademads, la poblacién negra
estaba plenamente integrada en el desarrollo politico y econémico de la
nacién. En cuanto al problema de los refugiados, se remitié el Comité al
dltimo informe presentado por Costa Rica al Comité de Derechos
Econémicos, Sociales y Culturales, que trataba con detalle esa cuestion.

109. Respecto a los procedimientos de recurso disponibles, en
marzo de 1990 se habia creado como 6rgano subsidiario del Ministerio de
Justicia la Defensoria General de Derechos Humanos. Su tarea era
proteger los derechos humanos de todas las personas que residian en el
territorio de la Republica, no sélo costarricenses sino también extranjeros.
La salvaguardia de los derechos de los pueblos indigenas estaba incluida
en su mandato, que se derivaba de los diversos instrumentos
internacionales de derechos humanos en los que era parte Costa Rica.
La Defensoria intercedia en los casos de amenazas, obstrucciones o
violaciones de los derechos humanos; tomaba medidas preventivas y
formulaba recomendaciones a las autoridades competentes; recomendaba
sanciones obligatorias contra cualquier funcionario que hubiera violado
los derechos de los ciudadanos; promovia la reforma de las leyes, y daba
la mas amplia difusién posible a la informacién sobre los derechos
humanos. Desde 1990 la Defensoria habia recibido unas 6.000 quejas,
denuncias y peticiones de asistencia. En un periodo de 2 afios habia
celebrado unos 50 seminarios destinados a aumentar la conciencia de las
cuestiones de derechos humanos entre los miembros de lapolicia, la
profesion docente y la poblacién indigena.
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Observaciones finales

110. Después de tomar nota de los aspectos positivos de los
informes periédicos décimo y undécimo de Costa Rica y la posicién que
ocupaba ese pais en la esfera de los derechos humanos, el Comité observé
que la presentacion del informe no se ajustaba suficientemente a las
directrices generales y consolidadas relativas a la forma y el contenido de
los informes.

111. Habia omisiones en la parte general, que debia haberse
dedicado a los fundamentos generales en que se basaba la aplicacién de la
Convencién, y no se concentraba suficientemente en las cuestiones que
revestian interés concreto para el Comité.

112. Habia también omisiones en la parte analitica, que debia
haber tratado de la aplicacién de cada articulo de la Convencién como las
siguientes:

a) Habia demasiado pocos ejemplos practicos o estadisticas
pertinentes, especialmente en los casos de reclamaciones y
condenas por actos de discriminacién racial;

b) Habia también omisiones en la presentaciéon de la situacién
efectiva de las minorias étnicas, especialmente las poblaciones
indigenas y los negros, los “indicadores sociales” de la no
integracion de esos grupos de poblacioén, las dificultades y la
discriminacién a los que se encontraban expuestos (derecho a la
tierra, derecho a la salud, la libertad de circulacién, educacién,
etc.), el dafio provocado al medio ambiente que pertenecia a los
indios y los obstaculos con que podrian tropezar al reclamar
indemnizacién por esos dafos.

113. El Comité hizo especial hincapié en las omisiones arriba
mencionadas. Se refiri6, en particular, al problema de la situacién de las
“reservas” de las poblaciones indigenas y el riesgo consiguiente de
exclusioén social.

114. En conclusién, si bien acogia con agrado las explicaciones
que habia dado la delegacién de Costa Rica en su presentaciéon oral, el
Comité pidi6é al Gobierno de Costa Rica que proporcionara informacién
precisa sobre todos esos puntos en su duodécimo informe, cuya
presentacion debia ajustarse a las directrices generales del Comité.

kkhkkkkkkrkk



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la
Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 197

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/42/18), 1987

718. Los octavo y noveno informes periédicos de Costa Rica
(CERD/C/118/Add.31 y CERD/C/149/Add.15) fueron examinados por
el Comité en sus 794a. y 795a. sesiones, celebradas el 13 de marzo de 1987,
sin la participacion de un representante del Estado notificante
(CERD/C/SR.794 y SR.795).

719. Los miembros del Comité expresaron su decepcién ante el
hecho de que ni el octavo ni el noveno informe peridédico de Costa Rica
afiadian algo a lo ya indicado en informes anteriores, y de que en ellos no
se respondieran las preguntas formuladas al representante de Costa Rica
durante el examen del séptimo informe periédico. El préximo informe de
Costa Rica debla seguir las directrices del Comité (CERD/C/70/Rev.1).

720. Los miembros del Comité pidieron informacién actualizada
sobre la composicién étnica de la poblacién, en particular las poblaciones
indigena y negra de Costa Rica. Se sefial6 que habia una poblacién en
Costa Rica que era fisicamente distinta del resto y que recibia peor trato:
el Comité necesitaba informacién sobre la medida en que esa poblacién
sufria. Si el Gobierno no podia proporcionar estadisticas, serfa admisible
que presentara una imagen impresionista de discriminacién.

721. En general, los miembros del Comité deseaban recibir
informacién sobre los articulos 2 a 7 de la Convencién, con objeto de
evaluar la medida en que Costa Rica aplicaba la Convencién.

722. Respecto del articulo 3, los miembros del Comité deseaban
conocer la situacién de las relaciones de Costa Rica con Sudéafrica.

723. Los miembros declararon que Costa Rica debia adoptar
medidas mds concretas para aplicar el articulo 4 de la Convencién.

724. En lo relativo al articulo 5 de la Convencién, se pidi6
informacién sobre la proporcién de la poblacién que podia participar en
elecciones, los procedimientos de recurso disponibles contra la censura,
las lenguas habladas por la poblacién indigena, su cultura y su nivel de
instruccién, la lengua hablada por la poblacién negra, y lo que se hacia
para conservar su patrimonio cultural y su bienestar, asi como sobre los
refugiados politicos presentes en las fronteras de Costa Rica. También se
hizo referencia a los conflictos armados de América Central y se pregunto
como afectaban a la poblacion indigena el aumento del presupuesto



198 COSTARICA

costarricense para la compra de armas y el aplazamiento de algunos de
los programas econémicos y sociales.

725. En relacién con el articulo 7, se pregunté lo que se estaba
haciendo en las escuelas de Costa Rica para eliminar las ideas
preconcebidas acerca de las personas pertenecientes a grupos étnicos
distintos de la mayoria.

kkhkkkkkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/37/18), 1982

435. El séptimo informe periédico de Costa Rica
(CERD/C/91/Add.11 y Add.13) fue presentado por el representante del
Estado informante, quien recalcé el respeto de su Gobierno por los
derechos humanos y su empefio en alcanzar los objetivos de la
Convencién. El orador declar6 que Costa Rica habia promulgado leyes
que prohibian comerciar con Sudéfrica; que durante los dltimos 30 afios,
los distintos gobiernos han realizado esfuerzos especiales por eliminar la
discriminacién racial en todas sus formas y que dichos esfuerzos
emanaban de la conviccién de que no se podia tolerar la discriminacién
en una sociedad democrética. El papel de la Comisién Nacional de
Asuntos Indigenas (CONAI) consistia en defender los derechos de los
habitantes originales del territorio.

436. Los miembros del Comité encomiaron al Gobierno por su
actitud de proteccién constante de los derechos humanos en general y por
sus logros en la aplicacion de la Convencién en particular. El informe
recibi6 elogios por seguir las directrices establecidas por el Comité y por
responder a las preguntas planteadas por los miembros del Comité en
sesiones anteriores.

437. Con respecto a las disposiciones del parrafo 1 del articulo 2
de la Convencién, se sefialé que las disposiciones del Cédigo Penal en
vigor no eran suficientemente amplias. Se pidi6 informacién mas
completa sobre el procedimiento para derogar las medidas administrativas
o legislativas que contravinieran las disposiciones de la Convencion.
Con respecto al parrafo 2 del articulo 2 de la Convencion, se indicé que el
informe no ofrecia detalles concretos en relaciéon con las medidas
encaminadas a lograr la integracién de las comunidades indigenas. Se
pregunto si el Gobierno de Costa Rica crefa que se debia proteger a esas
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comunidades de la influencia externa. Recordando que en periodos de
sesiones anteriores algunos miembros del Comité habian expresado la
preocupacion de que las medidas encaminadas a proteger a las
comunidades indigenas podian convertir a esas comunidades en piezas de
museo, un miembro pregunto cudl era la filosofia basica que respaldaba la
creacion de la Comisién Nacional de Asuntos Indigenas. Observando que
las distancias aproximadas entre los centros de atencién médica de la Caja
Costarricense del Seguro Social y las reservas indigenas eran de mas de 150
kilémetros en algunos casos, un miembro pregunto si se podian comparar
esas distancias con el promedio nacional. Se pregunté por qué las
comunidades indigenas habian presentado el problema de la vivienda
como uno de los menos urgentes, si estaban satisfechas con su vivienda y
si se comparaban sus condiciones de vivienda con las de otras comunidades.

438. Con respecto a las minorias raciales, se pregunt6 si la
Comisién Nacional de Asuntos Indigenas atendia los intereses de los
negros y, de no ser asi, hasta qué punto se podria extender a ellos el
ambito de accién de la Comisién. Se expresé pesar por el hecho de que los
Unicos datos disponibles sobre la composiciéon demografica de la
poblacién eran los correspondientes al censo de 1950. Se sefial6 que la
poblaciéon negra era mayor que la poblacién indigena y que se habia
derogado por discriminatorio, el Decreto Ley No. 31 de 10 de diciembre
de 1934. Se pidi6 mas informacién acerca de la situacién general de los
negros en Costa Rica.

439. En relacién con el articulo 4 de la Convencion, se recalcé que
la informacién suministrada no decia si era posible castigar la
discriminacién racial en los casos en que la conducta de las personas o
grupos de personas que perpetraba el acto no se mencionaba de manera
especifica en las disposiciones de las leyes. El articulo 371 del Cédigo
Penal no correspondia exactamente al articulo 4 de la Convencién, y se
expresoé la esperanza de que Costa Rica hiciera concordar su Cédigo Penal
con la Convencién.

440. Con respecto al articulo 5, se encomié al Gobierno por las
medidas legislativas, judiciales y administrativas que permitian aplicar las
disposiciones de dicho articulo. Se pidi6 informacién sobre la edad de
votar en Costa Rica.

441. En relacion con el articulo 6 de la Convencion, se observé
que, segln el informe, se podia obtener una indemnizacién justa por
dafios y perjuicios ocasionados por un hecho punible mediante el ejercicio
de la Accién Civil Resarcitoria. Se pregunto si los ciudadanos disponian
de alglin recurso para corregir una decision arbitraria sobre censura
tomada por el Ministerio de Justicia.
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442. En relacién con el articulo 7, se solicité que en el préximo
informe se suministrara informacién sobre los programas escolares
destinados a eliminar la discriminacién racial.

443. En respuesta a las preguntas formuladas por los miembros
del Comité, el representante de Costa Rica dijo que la Comisién Nacional
de Asuntos Indigenas se habia creado por iniciativa de los grupos
indigenas, que consideraban su posiciéon débil y crefan que era necesaria
la unidad. Bajo los auspicios del Gobierno, la Comisién se ocupaba
exclusivamente de los asuntos de las comunidades indigenas. La cuestion
de la poblacién negra constituia un asunto completamente diferente. La
mayoria de los negros habitaban en la costa del Atlantico. Participaban
activamente en el sistema politico y estaban representados en la Asamblea
Legislativa y en los distintos niveles del gobierno local.

444. El representante de Costa Rica sefial6 que una de las
preocupaciones de la Comisiéon Nacional de Asuntos Indigenas consistia
en proteger el derecho a las tierras de las comunidades indigenas. La
legislacion disponia el mantenimiento de reservas con miras a fomentar el
bienestar material y espiritual de las comunidades indigenas en su propio
medio. No se exigia a los miembros de las comunidades que
permanecieran en las reservas. Sin embargo, existian limitaciones con
respecto a la venta de tierras, que pertenecian al conjunto de
comunidades. También sefalé que las distancias aproximadas entre los
centros de atencién médica de la Caja Costarricense del Seguro Social y
las comunidades indigenas que se indicaban en el informe se referfan a las
zonas rurales; que la distancia media en las zonas urbanas era més corta y
que se disponia de clinicas locales en muchas de las zonas més apartadas.

445. En cuanto a la cuestién de la vivienda, el representante de
Costa Rica dijo que las propias comunidades indigenas habian presentado
la vivienda como uno de los problemas menos urgentes y que concedian
mas prioridad a los servicios de salud y al derecho a la tierra y se sentfan
capaces de resolver por si mismas sus necesidades en materia de vivienda.

446. La delegacion de Costa Rica reconocié que el pais habia
logrado pocos avances en lo relativo a la promulgacién de leyes
especificas para castigar los delitos de discriminacién racial. Habia poca
presiéon para legislar sobre asuntos sobre los cuales no habia queja.
Sin embargo, la delegacién de Costa Rica comprendia que el pais habia
contraido ciertas obligaciones conforme a la Convencién y seguiria
exhortando a las autoridades a fomentar la adopciéon de medidas
legislativas en la esfera de la discriminacién racial. Se habia creado la
Oficina de Censura debido al deseo de la Iglesia Catélica de mantener
ciertos valores morales. En los dltimos afios, con la relajacién de las
normas, la Oficina habia perdido influencia.
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447. Por dultimo, el orador declar6 que Costa Rica seguia
empefiada en cumplir sus obligaciones con arreglo a la Convencién.
En los casos en que la legislacién interna era deficiente respecto de las
disposiciones de la Convencién, se la haria concordar con la Convencion,
que tenia precedencia. Mientras tanto, se aplicarian directamente las
disposiciones de la Convencién en los casos concretos en que no
procediera la legislacién interna.

B e

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/36/18), 1981

279. Los informes periddicos cuarto, quinto y sexto de Costa Rica
sobre el periodo comprendido entre 1974 y 1980, contenidos en un solo
documento (CERD/C/66/Add.29), fueron presentados por el representante
del Estado informante, quien proporcioné informacién adicional sobre los
grupos étnicos que viven en su pais y recordé6 que Costa Rica habia
reconocido la competencia del Comité, de conformidad con el pérrafo 1
del articulo 14 de la Convencién para recibir y examinar comunicaciones
de individuos sujetos a la jurisdiccién de Costa Rica. Informé asimismo al
Comité de que Costa Rica habia ratificado varios instrumentos
internacionales en la esfera de los derechos humanos, incluida la
Convencién Interamericana de Derechos Humanos, de que la Corte
Interamericana de Derechos Humanos habia sido establecida en San José,
de conformidad con la Convencién, y de que su Gobierno habia sido el
primero en aceptar la competencia de la Corte. Ademds, proporciond
informacién sobre el Instituto Interamericano de Derechos Humanos
establecido en su pais el 30 de julio de 1980 y sobre la Universidad para la
Paz, cuya creacién habia sido aprobada por la Asamblea General en su
trigésimo quinto periodo de sesiones.

280. Miembros del Comité expresaron su satisfaccion por el
valioso informe, en particular con respecto a la informacién
proporcionada sobre el problema de la poblacién indigena y las medidas
tomadas o planeadas para mejorar su situaciéon. Algunos miembros del
Comité, sin embargo, sefialaron que Costa Rica no habia seguido las
directrices para la preparacién de los informes y expresaron la esperanza
de que en el proximo informe periédico de dicho pais se proporcionase
mas informacién sobre los articulos 3, 4 y 7 de la Convencién. Se alabé al
pais por haber aceptado las obligaciones estipuladas en virtud del articulo
14 de la Convencion.
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281. Con respecto a las medidas adoptadas por Costa Rica para
fomentar el progreso econdémico, social y cultural de la poblacién
indigena, protegiéndola al mismo tiempo de las comunidades maés
avanzadas, algunos miembros del Comité manifestaron reservas acerca
de que, como resultado de las medidas protectoras, la poblaciéon fuese
mantenida como “pieza de museo” en vez de ser integrada a la vida de lo
sociedad, lo que sin duda responderia mejor a los intereses del pais.
Convendria que el Comité dispusiese de un andlisis de la labor llevada a
cabo por la Comisién Nacional de Asuntos Indigenas establecida de
conformidad con la Ley de 11 de julio de 1973 con respecto a la sanidad,
la viviendo y la reforma agraria, y que se le proporcionase informacién
sobre sus logros. Se pidi6, en particular, que se concediesen a las
poblaciones indigenas oportunidades en materia de autogestion de
actividades importantes para su vida diaria y para el futuro del pais.
Ademas, seria tutil que el Comité tuviese informacién sobre las medidas
tomadas para proteger a la poblacién indigena de las comunidades maés
avanzadas de Costa Rica y para impedir intrusiones en sus tierras. A este
respecto, se observé que la palabra “reserva” al igual que otras palabras
utilizadas en el informe que denotan un concepto de divisioén racial, tenia
connotaciones desagradables y que la legislacién sobre grupos indigenas
no aclaraba si sus miembros podian marcharse de las reservas si asi lo
deseaban, establecerse en otro lugar de Costa Rica y participar en la vida
nacional en situacién de plena igualdad con otros costarricenses, o si la
ley les obligaba a permanecer en las reservas o a abandonarlas solamente
en tanto que trabajadores migrantes. Se observé asimismo que la
prohibicién de vender bebidas alcohdlicas en las reservas, establecida en
el articulo 6 de la Ley Indigena, si bien tenia por objeto proteger a los
habitantes indigenas contra la corrupcién de su moral, parecia ser una
medida excesivamente rigida. Ademads, se sefial6 que una mesa redonda
celebrada en octubre de 1979, a la que asistieron el Presidente de Costa
Rica y los representantes de 15 comunidades indigenas, iba a ser el preludio
de la consignacién de créditos presupuestarios para proporcionar a tales
comunidades mas carreteras, tierras, centros sanitarios, maestros, abastecimiento
de agua potable y otros servicios, y se solicité mas informacién sobre tales
medidas complementarias. En particular, se pregunté si se habian
organizado deliberaciones sobre una base regular, si los representantes de
las 15 comunidades que se habian reunido con el Presidente habian sido
seleccionados o elegidos de conformidad con algin procedimiento
especial y si, en vista de la escasez de tierras y de la creciente poblacion, se
pensaba adoptar alguna otra politica, por ejemplo, programas de
industrializacién u otras medidas econémicas. Se solicité asimismo
informacién sobre la composicién étnica de la sociedad costarricense,
acerca de si las personas indigenas tenian derecho a participar en la
elecciéon del Presidente de la Republica, en qué medida disfrutaban de
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igualdad de derechos politicos y qué se habifa hecho para garantizar el
desarrollo de la poblacién negra que vive en Costa Rica.

282. Algunos miembros del Comité tomaron nota de que Costa
Rica habia progresado en la promulgaciéon de leyes internas para la
aplicacién, en particular, del articulo 4 de la Convencién. Algunos
miembros, sin embargo, preguntaron si en Costa Rica operaban
organizaciones con fines racistas o si el Gobierno habia tomado una
posicién inequivocamente firme contra ellas. A este respecto, se observé
que el articulo 372 del Coédigo Penal de Costa Rica se refiere a
organizaciones de cardcter internacional y, en consecuencia, no es
aplicable a las organizaciones nacionales. Ademas, aunque el articulo 33
de la Constitucién politica de Costa Rica dispone que todas las personas
son iguales ante la ley y no podra hacerse discriminacién alguna contraria
a la dignidad humana, no se habifan tomado medidas para penalizar la
infraccién a tal disposicién. Se sefialé asimismo que de conformidad con
el articulo 371 del Cédigo Penal toda persona, gerente o director de una
institucién oficial o privada, administrador de un establecimiento
industrial o comercial, que aplicare cualquier medida discriminatoria
perjudicial serfa sancionado financieramente, y se pregunté6 qué se
entendia por “perjudicial”, qué tipo de perjuicio se suponia, y si se trataba
s6lo de indole material o también moral.

283. Con respecto al articulo 5 de la Convencién, algunos
miembros del Comité mostraron interés en que se le presentase un
analisis de la situacién politica de Costa Rica, una explicacién de los
principios politicos e informacién sobre su sistema electoral. Se solicitd
asimismo informacién sobre la protecciéon de los derechos politicos y
econOdmicos de los ciudadanos, su libertad de movimiento, la entrada de
extranjeros desde el levantamiento de todas las restricciones a la
inmigraciéon basadas en la raza, de conformidad con la Ley N°. 5360 de 11
de octubre de 1973, y sobre si habian buscado refugio en Costa Rica
miembros de alguna otra comunidad que las mencionadas en el informe,
y cual habia sido la politica oficial en materia de asilo.

284. Con respecto al articulo 6 de la Convencién, se pregunté
cudles eran los procedimientos disponibles de conformidad con las
disposiciones de dicho articulo.

285. Con respecto al articulo 7 de la Convencién, se solicit6
informacion, en particular, sobre las actividades de Costa Rica en relacién
con la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Universidad para
la Paz, y sobre las actividades internacionales que habian dado a Costa
Rica reputacién de pais que fomentaba los derechos humanos y luchaba
contra la discriminacién racial.
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286. En respuesta a las preguntas planteadas por miembros del
Comité, el representante de Costa Rica proporcioné datos e informacién
adicionales relativos a la poblacién indigena que vivia en su pais. Aclar6é
asimismo que el término “reservas indigenas” se referia sélo a las
comunidades protegidas por la ley y proporcioné informaciones relativas
a diversas disposiciones de la Ley Indigena y otros documentos anexos al
informe de su gobierno. Ademads, explicé que las dificultades a las que
hacfa frente Costa Rica en la adopcién de medidas para aplicar el articulo
4 de la Convencién se debian al problema de promulgar leyes para
castigar delitos inexistentes. Sin embargo, de conformidad con el articulo
7 de la Constitucién, las convenciones y los tratados internacionales
ratificados por Costa Rica tenian precedencia sobre la legislacién interna.
En consecuencia, servian para “tipificar” delitos y solamente quedaba
establecer sanciones en el Cédigo Penal. A este respecto, de conformidad
con el articulo 372 del Cédigo, se impondria prisién de 10 a 15 afios a
quienes violasen las disposiciones de los tratados para la proteccién de los
derechos humanos suscritos por Costa Rica; este periodo de prisiéon era
aplicable a toda persona que violase las disposiciones de dichos tratados y
no sélo a los miembros de organizaciones de carécter internacional.

287. El representante de Costa Rica aseguré al Comité que las
preguntas planteadas serfan sefialadas a la atencién de su Gobierno, que
responderia a ellas en su siguiente informe periddico.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/96/18), 1974

173. El Comité acogié con agrado el tercer informe periédico de
Costa Rica, ya que proporcionaba la informacién prevista en las
Recomendaciones Generales III y IV del Comité. Se observé que la falta de
informacién sobre medidas y procesos judiciales era atribuible al hecho
indicado en el informe de que ninguna persona habia concurrido a los
tribunales por motivo de haberse transgredido las disposiciones que
condenaban la discriminacién racial en cualquiera de sus formas. Aunque
el tercer informe periédico no contenia nueva informacién acerca de las
medidas adoptadas después de la presentaciéon del segundo informe
periddico, el Comité vio con satisfaccién que en el tercer informe periédico
se reafirmaba que las disposiciones constitucionales y legislativas ya
descritas en informes anteriores seguian en vigor, que se ampliaba la
informacién anteriormente proporcionada acerca de tales disposiciones y
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que se tomaban debidamente en cuenta las observaciones formuladas en
el Comité durante el examen del segundo informe periédico.

174. Mucho satisfizo al Comité tomar conocimiento de que, el 8
de enero de 1974, el Gobierno del Estado informante habia hecho una
declaracién, conforme con el parrafo 1 del articulo 14 de la Convencion,
por la reconocia la competencia del Comité para recibir y examinar
comunicaciones de personas o grupos de personas, como se preveia en
dicho articulo. Observ6 el Comité que, de ese modo, Costa Rica habia
pasado a ser el cuarto Estado parte que formulaba tal declaracién. Se
preguntd, no obstante, si el Gobierno de Costa Rica también habia
establecido o designado un érgano, dentro de su ordenamiento juridico
nacional, con la competencia descrita en el pérrafo 2 del articulo 14 de la
Convencion.

175. Los extractos de un discurso pronunciado por el Canciller de
Costa Rica ante el Consejo de Seguridad, citados en el informe,
dieron origen a que algunos representantes pidieran aclaraciones,
particularmente respecto de la parte que decia asi: “El actual Gobierno de
Costa Rica inici6 en 1970 una politica de universalizacién de sus
relaciones diplomaticas”. Como esta declaracion venia precedida en el
informe por una observacion en la que se indicaba que se citaba esa parte
del discurso en relacién con el deseo expresado por Comité “de conocer la
posicion politica internacional de los paises suscriptores de la Convenciéon
en referencia concreta con las naciones que han sido condenadas por las
Naciones Unidas por politicas discriminatorias tan horrendas como el
apartheid, algunos miembros del Comité quisieron saber si la politica de
universalizaciéon de las relaciones diploméaticas habia conducido al
establecimiento de relaciones diplomaticas con el régimen ilegal de
Rhodesia del Sur o habia dado lugar a la derogacién del Decreto
Legislativo N° 4015 de 1967, que prohibia el comercio de exportacién e
importacién con Sudafrica mientras el Gobierno de este pais no
renunciase a sus politicas de discriminacién racial.

176. Sigui6 poniéndose en tela de juicio que fuese adecuado utilizar
la palabra “blancos” para discutir personas de ascendencia mezclada de
espafioles e indios, cuestion ya discutida en el séptimo periodo de sesiones
y a cuyo respecto se hacian ciertas observaciones en el informe que se
estaba examinando, ya que parecia la palabra “mestizos” més apropiada.

177. En la declaracion que formulé6 ante el Comité, el
representante del Gobierno de Costa Rica se refiri6 a las cuestiones
mencionadas en el parrafo 175 supra e indicé que el Decreto Legislativo
N° 4015 de 1967 seguia en vigor. No consideraba que el Comité fuera el
6rgano mas apropiado para discutir la cuestion de las relaciones



206 COSTARICA

diplomaticas, pero sefial6 que Costa Rica mantenia relaciones de ese tipo
con Sudafrica, pero no con Rhodesia.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/90/18), 1973

134. El informe inicial de Costa Rica, presentado el 20 de enero de
1972, fue examinado por el Comité en su tercer periodo de sesiones.
Se consideré que no era satisfactorio y se solicité informacién adicional.
Esa informacién no fue recibida por el Comité. El segundo informe
periédico, de fecha 4 de febrero de 1972, fue considerado, conjuntamente
con un informe suplementario presentado el 8 de agosto de 1972, en el
séptimo periodo de sesiones (131? sesion).

135. Varios miembros destacaron especialmente la informacién de
que el Gobierno de Costa Rica, con miras a establecer una base juridica
para leyes ulteriores encaminadas a aplicar las disposiciones de la
Convencién, habia presentado una enmienda a la Constituciéon y que
posteriormente —al aprobarse su nuevo Cédigo Penal— habia reunido en
una sola seccién todas las disposiciones relacionadas con los derechos
humanos, incluidas las disposiciones contra la discriminacién. Se observé
que en el informe suplementario, que se habia presentado antes de la
aprobacién por el Comité de la Recomendacién General 111, figuraba el
texto del decreto N° 4015 de 1967, por el cual se prohibia el comercio de
exportacién e importacién con Sudafrica hasta que el Gobierno de ese pais
abandonase su politica de discriminacién racial. Se tomo nota también de
que, de conformidad con el segundo informe periddico, los pocos
indigenas americanos que preferian permanecer en las zonas rurales eran
debidamente protegidos por leyes que garantizaban todos sus derechos.

136. Se pregunt6 si también se habia prohibido el comercio con
Rhodesia del Sur y se expresaron dudas respecto de si los articulos 371 y
372 del Cédigo Penal satisfacian plenamente las exigencias del articulo 4
de la Convencién. La connotacién étnica de la palabra “blancos”
—quienes, junto con los “mestizos”, segin se decia, comprendian el
97.65% de la poblacion total— exigia alguna explicacién; se puso en tela
de juicio la correccién de ese termino. Algunos miembros preguntaron si
los indigenas americanos eran protegidos por leyes que se refirieran
especialmente a ellos o por la legislacién general aplicable a la totalidad
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de la poblacioén, y si el hecho de que se les diera informacién agricola
significaba que no tenian acceso a la ensefianza superior.

137. En su contestacion, el representante de Costa Rica explico
que no se habian adoptado medidas especiales para prohibir el comercio
con Rhodesia del Sur debido a que Costa Rica no tenia relaciones
comerciales con ese pais; que la palabra “blancos” se referia a los
inmigrantes europeos y sus descendientes; que la relacién entre la
legislacion de Costra Rica y el articulo 4 de la Convencién no habia sido
objeto de decisiones juridicas porque nunca se habia presentado la
oportunidad de aplicar las disposiciones pertinentes; y que los indigenas
americanos, que comprendian el 0.33% de la poblacién total, disfrutaban
de los mismos derechos que el resto de los habitantes, incluido el acceso a
la ensefanza superior, pero que al mismo tiempo recibfan una protecciéon
especial. El representante de Costa Rica aseguré al Comité que
transmitiria a su Gobierno las observaciones hechas en la sesion.

138. El Comité decidi6 considerar que los informes eran
satisfactorios y expresé la esperanza de que las preguntas formuladas por
sus miembros fueran contestadas en el tercer informe periédico.

7. CUBA

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.60, 10 de febrero de 1999

1. El Comité examiné los informes periédicos 10°, 11° y 12° de
Cuba (CERD/C/319/Add.4) en sus sesiones 1290 y 1291?, celebradas los
dias 12 y 13 de agosto de 1998, y en su 1301 sesién, celebrada el 20 de
agosto de 1998, aprob¢ las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité se congratula de la presentacién del informe del
Estado Parte y de la posibilidad de reanudar el didlogo con él. El informe
se ajustaba a las directrices en materia de presentaciéon de informes y
contenia datos ttiles, que fueron complementados por las informaciones
facilitadas oralmente por la delegaciéon. El Comité se congratula
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asimismo de que Cuba haya presentado el documento basico
(HRI/CORE/1/Add.84).

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencién

3. Se reconoce que Cuba ha tenido graves problemas
econémicos a causa del embargo impuesto desde principios de los afios
90, que influyen en el pleno disfrute de los derechos econémicos, sociales
y culturales, en particular por parte de los grupos sociales menos
favorecidos, entre los que, por motivos histéricos y socioculturales, hay
un porcentaje elevado de poblacién negra y mestiza.

C. Aspectos positivos

4. Se expresa reconocimiento por el compromiso del Estado
Parte de erradicar todas las manifestaciones de discriminacion racial, en
particular mediante la promulgacién, desde 1959, de medidas legislativas
adecuadas, la adopcion de politicas de igualdad de oportunidades y la
generalizacién de la instruccién de la poblacion. Es digna de aplauso la
politica consistente en promover a negros a cargos directivos en todos los
niveles del pais, incluidos los 6rganos politicos de més alto nivel.

5. También se agradece la declaracién del Estado Parte de que,
aunque en la vida publica los prejuicios raciales son practicamente
inexistentes, sigue habiéndolos en los aspectos mas intimos de la vida, en
particular en las relaciones sociales y el matrimonio. Los esfuerzos
encaminados a promover la igualdad parecen haber despertado entre los
ciudadanos un sentimiento generalizado de que el prejuicio racial es
inaceptable y en todos los aspectos de la vida mejoran las relaciones
interraciales armoniosas.

6. Se observa asimismo con interés que la reforma constitucional
de 1992 implanté varias disposiciones en virtud de las cuales los
extranjeros residentes en Cuba tienen los mismos derechos que los
cubanos en lo tocante a cuestiones como la proteccion de sus personas y
bienes y el disfrute de los derechos y el cumplimiento de los deberes que
la Constitucién establece.

7. También es encomiable el hecho de que las instituciones
académicas estén realizando estudios de los distintos aspectos de la
cuestion racial.

D. Principales motivos de preocupacion
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8. El informe del Estado Parte no facilita informacién suficiente
sobre la aplicaciéon practica de la Convencién, en particular de sus
articulos 4 a 6.

E. Sugerencias y recomendaciones

9. El Comité recomienda que el Estado Parte, en su préximo
informe periédico, facilite informacién mdas completa sobre la
composicién demogréfica de la poblacién, a la luz del parrafo 8 de las
directrices sobre presentacion de informes. En ese mismo informe
deberian exponerse, resumidas, las conclusiones del estudio que esta
efectuando el Centro de Antropologia sobre las relaciones entre las razas
y la etnicidad.

10. El Comité pide al Gobierno de Cuba que, en su préximo
informe periédico, facilite informacién sobre el ntiimero de denuncias por
discriminacién racial, los resultados del enjuiciamiento de casos de
discriminacién racial y el desagravio, de haberlo, que se haya dado a las
personas afectadas por esa discriminacién. También se debera explicar
claramente, a la luz del articulo 6 de la Convencion, la funcién del Fiscal
General en lo que respecta a esas denuncias.

11. El Estado Parte debe prestar especial atencion a la
Recomendacién general XIII (42) del Comité, de 16 de marzo de 1993,
relativa a la formacion de los oficiales de policia en materia de protecciéon
de los derechos humanos y a la Recomendacién general XVII (42) de 19 de
marzo de 1993 relativa a la creacién de instituciones nacionales que
faciliten la aplicaciéon de la Convencién. En el préximo informe periédico
deberia figurar informacién al respecto.

12.  El Comité invita al Estado Parte a que se difundan la
Convencién, el informe periddico y estas observaciones finales del
Comité, a fin de que el poder judicial, los abogados, los 6rganos oficiales
pertinentes y los ciudadanos en general tengan pleno conocimiento de las
disposiciones y las posibilidades de la Convencién.

13.  Se sefiala que el Estado Parte no ha formulado la declaracién
a que se hace referencia en el articulo 14 de la Convencién y algunos
miembros del Comité pidieron que se examinara la posibilidad de hacerla.

14.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte, cuya fecha de presentacion es el 16 de marzo de 1999, sea de
actualizacién y que en él se aborden todas las cuestiones planteadas en las
presentes observaciones.

kkhkhkkkkkkk
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/46/18), 1992

93. El Comité estudié el noveno informe periédico de Cuba
(CERD/C/184/Add.3) en sus sesiones 894a. y 895a., celebradas el 7 de
marzo de 1991 (véanse CERD/C/SR.894 y 895).

94.  Present6 el informe el representante del Estado informante,
quien sefial6 a la atencién del Comité la aprobacién en 1987 del nuevo
Codigo Penal que reflejaba un cambio de actitud con respecto al
tratamiento del delincuente extrayendo de la esfera penal conductas que
por su naturaleza no constituian propiamente delitos. Cuba habia tomado
asimismo medidas juridicas para eliminar todo vestigio de discriminacién
racial rezago de la vieja sociedad, asi como medidas encaminadas a
obtener cambios de actitud que permitieran a la poblacién reconocer la
discriminacién y protegerse contra sus manifestaciones.

95. Varios miembros del Comité elogiaron la actitud de
cooperacion del Gobierno cubano. Sehalaron que la discriminacién racial
no se podia considerar s6lo como un rezago de la vieja sociedad, puesto
que ninguna sociedad estaba completamente libre de ella. Algunos
miembros preguntaron si habfa todavia ciertos tipos de discriminacién
racial como resultado de las diferencias de condicién juridica y social de
los diversos grupos étnicos y si la reforma del Cédigo Penal habia
modificado de algtin modo el desproporcionado ntimero de negros que
formaban parte de la poblacién penal. Mostraron el deseo de recibir
informacion sobre la composicién demografica de la poblacion asi como
la medida en que estaban representados los principales grupos étnicos en
la administracion, la educacién y los servicios de represion. Algunos
miembros pidieron también mas informacién acerca de la importancia
relativa de los diversos niveles de ensefianza y de la proporciéon de
alumnos negros en cada nivel.

96. En relacién con el articulo 1 de la Convencién algunos
miembros de la Comisién pidieron mas detalles sobre el funcionamiento
de los programas de “promocién” de ciertos sectores de la poblacién y
sobre coémo beneficiaban estos programas a la poblacién negra
especificamente.

97.  Con referencia al articulo 2 de la Convencién algunos
miembros de la Comisién deseaban saber si en el nuevo Cédigo Penal
estaban incluidos los delitos contra la igualdad racial; que penas se
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aplicaban para castigar esos delitos conforme al articulo 295 de dicho
Codigo; si estaba justificada la reduccién de la duracién de las penas
aplicables y qué sanciones se aplicaban a un funcionario que hubiera
cometido un acto de discriminacion.

98. En relaciéon con el articulo 3 de la Convencién varios
miembros del Comité preguntaron cudles eran las sanciones aplicables al
delito de apartheid y por qué eran distintas las consecuencias de la
despenalizacién segin se tratara de discriminacién racial o de apartheid.

99. Pasando al articulo 5 de la Convencién varios miembros del
Comité preguntaron si podian ser admitidas como miembros del Partido
Comunista las personas que profesaban abiertamente una fe religiosa; si
existfan limitaciones a la libertad de movimiento y restricciones para
entrar y salir del pais; cudl era la funciéon de los llamados “pueblos
cautivos” y si seguian en vigor el Reglamento del carnet de identidad y el
Registro de direcciones. Se preguntd también como habia que entender el
articulo 32 de la Constitucién cubana, en el que se declaraba que se podia
perder la ciudadania cuando se actuara “contra el pueblo de Cuba y sus
instituciones” y qué procedimiento se seguia para declarar dicha pérdida
y qué defensa se podia ejercer al respecto. Otros miembros mostraron
asimismo el deseo de recibir mas informacién sobre las limitaciones del
derecho de propiedad. En cuanto a la libertad de opinién, conciencia y
religién deseaban saber si se habia presentado algtin caso de discriminacion
religiosa y, en caso afirmativo, de qué tipo de discriminaciones se trataba;
cudl era el verdadero alcance de los articulos 41 y 54 de la Constitucién
cubana en que se hacia referencia a la fe o a la creencia religiosa que “se
opongan a la revolucién”; y qué limitaciones imponia la Oficina de
Asuntos Religiosos a la practica religiosa. En cuanto a la libertad de
opiniéon y de expresiéon algunos miembros del Comité preguntaron si
habia cambiado algo el control de los medios de informacién que ejercia el
Partido Comunista. En lo concerniente a la libertad de reunién y de
asociacién algunos miembros deseaban saber cudal era el alcance del
articulo 103 del Cédigo Penal que regulaba todo lo referente a la
expresiéon de opinién por organizaciones no gubernamentales; qué
opciones tenian quienes querian ejercer el derecho de asociacién y cuales
eran los criterios para reconocer estos derechos segin la Ley de
Asociaciones. Refiriéndose al derecho a la salud preguntaron qué tipo de
asistencia recibifan las victimas del SIDA. Por dltimo se preguntdé qué
medidas se tomaban para asegurar que los diferentes grupos de
poblacién, especialmente la poblacién negra, tuvieran acceso a las
diversas instancias de la vida cultural.
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100. En lo relativo al articulo 6 de la Convencién se pregunt6 si
una victima de actos de discriminacion racial tenia derecho a una
indemnizacion.

101. En el contexto del articulo 7 de la Convencién se pregunté por
qué el sistema de educacién cubano no ofrecia cursos de derechos humanos
y si los programas de historia, tanto a nivel escolar como universitario,
incluian el estudio de los diferentes grupos y culturas étnicas.

102. En su respuesta el representante de Cuba sefial6 que a su
parecer algunas de las preguntas que se habian formulado rebasaban la
competencia del Comité. Dijo que en Cuba si ocurria alguna
manifestacion de discriminacién racial pero que ese tipo de manifestacion
estaba estigmatizado, merecia el rechazo de toda la sociedad y se
castigaba en la legislacién penal. Explicé que el alto nimero de negros en
la poblacion penal obedecia al hecho de que los negros eran
especialmente numerosos en los sectores mas pobres de la poblacién. En
el informe siguiente se daria informacién sobre la situaciéon econémica de
los diferentes grupos econémicos.

103. En relacion con el articulo 1 de la Convencién el
representante declar6é que los programas polifacéticos mencionados en el
informe tenian como objetivo la promocion de aquellos sectores, que no
habia que entender en el sentido de “sectores raciales” a los que ain no
habian llegado los logros sociales de la Revolucién.

104. El representante del Estado informante en su respuesta a las
preguntas planteadas por miembros del Comité en relacién con el articulo
2 de la Convencién dijo que en los casos de los delitos que atentaban
contra la igualdad racial los procesos se efectuaban de conformidad con
las normas generales que se sefialaban en el Cédigo de Procedimiento
Penal. En el préximo informe se facilitaria informacién acerca de si ya se
habian plantead casos de ese tipo en virtud del nuevo Cédigo Penal. La
reduccién de la sancién maxima aplicable al delito de discriminaciéon
racial, que habfa pasado de tres afios de privacién de libertad a dos, se
habia debido a una tendencia general a disminuir las penas maximas y a
un fuerte aumento de la conciencia social antirracista que hacia que el
racismo tuviera menos repercusiones en la sociedad cubana.

105. En cuanto a la aplicacién del articulo 5 de la Convencion el
representante explicé que en lo que se referia a los érganos de direccién
del Estado no se prohibia a nadie que participara en la vida politica del
pais a causa de sus convicciones religiosas. Las relaciones con el Vaticano
habian cambiado, de modo que las sanciones con el clero eran ya cosa del
pasado. Se estudiaba la posibilidad de que las personas que profesaran
una religiéon pudieran ingresar en el Partido Comunista, pero seguia
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habiendo dudas de que pudieran adherirse a los principios del marxismo-
leninismo. En respuesta a las preguntas sobre la libertad de movimiento
el representante dijo que todo el mundo podia cambiar libremente de
residencia ya fuese temporal o permanentemente. La denominacién de
“pueblos cautivos” era una expresién que estaba en relacién con brotes de
insurreccién contrarrevolucionarios que habian surgido en 1960 y 1961.
Habia ya plena libertad para entrar y salir de esas regiones. En cuanto a la
obligacién de toda persona de poseer un documento de identidad y de
sefialar al registro de direcciones todo cambio de residencia de una
duracién superior a seis meses, el representante declaré que todos los
ciudadanos estaban sometidos a esa obligacién independientemente del
grupo al que pertenecieran. El representante dijo que el Gobierno no
oponia ninguna limitacién al derecho a salir de Cuba, pero que el ejercicio
préactico de ese derecho requeria que algtin otro pais concediera al cubano
que deseara salir del pais un visado de entrada y de residencia. En cuanto
al concepto de pérdida de la ciudadantia, el representante explicé que ésta
solia producirse al adquirir otra nacionalidad. El procedimiento aplicable
era raro y solo se aplicaba a quienes realizaran actividades contra el
pueblo cubano y sus instituciones.

106. En cuanto al derecho a la propiedad, el representante declaré
que en Cuba habia todos los tipos de propiedad imaginables; la tnica
prohibiciéon que existia era la de crear empresas de cardcter capitalista.
Volviendo a la cuestién de la libertad de expresion, que era diferente de la
libertad de opinién, dijo que la legislaciéon cubana a ese respecto era
comparable a la de todos los paises del mundo y se aplicaba a todos los
ciudadanos sin distincién por motivos de raza. En cuanto a la libertad de
religién, el propio Fidel Castro habfa reconocido que en Cuba habia
problemas de discriminacién religiosa. Sin embargo, las relaciones tensas
con el clero ya eran cosa del pasado, hasta tal punto que se estaba
considerando la posibilidad de admitir como miembros del Partido
Comunista de Cuba a personas de una manifiesta religiosidad. En lo que
se referfa a la libertad de reunién y de asociacién pacifica, el representante
declar6 que los articulos correspondientes de la Ordenanza Municipal
pertinente y de la Ley de Asociaciones en particular eran aplicables a
todos los ciudadanos sin distincién por motivos de raza. En cuanto al
derecho a la educacion, insistié en que los nifios de todas las razas y de
todos los sectores de la sociedad tenfan acceso a la ensefianza en pie de
igualdad.

107. Respondiendo a preguntas planteadas en relacién con el
articulo 6 de la Convencién el representante explicé que todo el que
tuviera razones fundadas para quejarse de una violacién del derecho a la
igualdad por motivos de raza podia entablar un proceso criminal y
reclamar dafios y perjuicios por la via civil.
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108. Con referencia al articulo 7 de la Convencién, el representante
sefial6 que en diciembre de 1990 él mismo habia dado un curso para
posgraduados sobre los derechos humanos en el marco de las Naciones
Unidas en el Instituto Superior de Relaciones Internacionales; todos los
interesados habian podido participar en ese curso y en el futuro se
organizarian otros.

Observaciones finales

109. Varios miembros del Comité declararon que el Gobierno de
Cuba habia mantenido un didlogo constructivo con el Comité y
reconocieron que se estaban tomando medidas activas para luchar contra
la discriminacién racial en Cuba. Se expreso la esperanza de que en el
proximo informe periédico se suministraria més informacion.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/44/18), 1990

319. El Comité examiné el octavo informe periédico de Cuba
(CERD/C/158/Add.4) en sus sesiones 845a. y 846a., celebradas el 17 de
agosto de 1989 (CERD/C/SR.845 y 846).

320. Present6 el informe la representante del Estado parte, que
hizo hincapié en que toda discriminacion era ajena a la filosofia misma de
la revolucién cubana, como podia inferirse claramente de las transformaciones
econdmicas y sociales que se habian producido en el pais desde 1969. Las
disposiciones de la Convencién, asi como las de la Convencién Internacional
sobre la Represion y el Castigo del Crimen de Apartheid, se habian
incorporado en la legislaciéon nacional de Cuba. Ademés, Cuba seguia
demostrando su solidaridad con los pueblos oprimidos de Sudafrica,
Namibia y los territorios &rabes ocupados por Israel, y apoyaba sin
reservas a los movimientos nacionales de liberacién que luchaban contra
todas las manifestaciones de discriminaciéon racial y apartheid. A este
respecto, sehal6 a la atencién del Comité el papel desempefiado por Cuba
en las conversaciones que habian conducido a la firma del acuerdo
tripartita por el que se habia de poner fin al conflicto en el Africa
sudoccidental y se promovia la independencia de Namibia. Por tltimo,
destac6 varios aspectos del nuevo Cédigo Penal vigente desde abril de
1988 y declar6, en particular, que se habian adoptado castigos distintos de
la privacién de libertad con miras a reducir la poblacién carcelaria y que,
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como consecuencia de ello, se habia excarcelado a 20.000 presos,
reduciéndose la sentencia de otros 12.000.

321. Los miembros del Comité tomaron nota del informe con
satisfaccién y encomiaron a la representante del Estado parte por su
presentacion. Se felicité asimismo a las autoridades cubanas por haber
proporcionado mucha informacién precisa, lo que daba fe de su voluntad
de poner en practica el mayor ntiimero posible de disposiciones de la
Convencién. Se solicit6 mas informacién acerca de la distribucién
demografica de la poblacién y de los idiomas hablados en Cuba. Respecto
del Tercer Congreso del Partido Comunista Cubano, celebrado en 1988,
era evidente que sélo el 18% de los miembros del Comité Central eran
negros o mestizos. A este respecto, se formularon preguntas sobre la
situacién practica a que hacfan frente los mestizos y los negros en Cuba.
Un miembro pregunt6é ademas si la participacién de Cuba en un conflicto
étnico en Etiopia era compatible con su concepto de los derechos humanos.
Por dltimo, se pregunto si el Gobierno de Cuba estaria dispuesto a hacer la
declaracién prevista en el articulo 14 de la Convencién.

322. En relacién con el articulo 3 de la Convencién, hubo grandes
elogios al papel de Cuba en la lucha contra el racismo y el apartheid.

323. Con respecto al articulo 4 de la Convencién, se solicité6 una
aclaracién respecto de la definicién de los “actos antisociales” mencionados
en el informe. Se solicité informacién sobre las sanciones previstas en el
articulo 349 del Cédigo Penal y se pregunt6 si habia habido casos en que
se impusieron realmente esas penas. También se senalé que, de
conformidad con el informe, no habia motivos para que ocurrieran los
delitos previstos en el articulo 4 de la Convencién. A ese respecto, se
recordé que las disposiciones adoptadas por Cuba con arreglo al articulo
4 eran necesarias, teniendo en cuenta que algunas veces se producian
manifestaciones indirectas de discriminacién y que, aun cuando no
hubiese discriminacién racial en un pafs en un momento dado, nadie
podia predecir que mas adelante no se produjesen hechos infelices. Con
respecto a las disposiciones del nuevo Cédigo Penal, se solicité en
particular mas informacién sobre las medidas adoptadas contra el abuso
ilegal de autoridad por parte de ciertos grupos.

324. En relacion con el articulo 5 de la Convencion, los miembros
deseaban recibir mas informacion sobre las condiciones de detencién en
Cuba. Se pregunté si las familias autorizadas a emigrar a los Estados
Unidos podrian visitar Cuba, y si los cubanos tenian libertad para escoger
empleo o cambiar de empleo de conformidad con el Convenio pertinente
de la OIT. Se solicité6 también mas informacién sobre la aplicacién en
Cuba de los derechos de libertad de religién y de asociacién y reunion, y
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también sobre el informe del Grupo de la Comisién de Derechos
Humanos que habia visitado Cuba en 1988.

325. Varios miembros del Comité solicitaron informacién respecto
de la aplicacién del articulo 6 de la convencién.

326. Con respecto al articulo 7 de la Convencién, algunos
miembros preguntaron si se dictaban cursos concretos sobre el concepto
de los derechos humanos para estudiantes, oficiales de policia y
abogados, como se observaba el Dia Internacional de la Eliminacién de la
Discriminaciéon Racial y cudles eran los requisitos para acceder a la
enseflanza superior. Se solicité asimismo madas informacién sobre la
preasignacion y preubicacion laboral de los estudiantes.

327. Respondiendo a preguntas formuladas y a observaciones
hechas por algunos miembros del Comité, la representante del Estado
parte explicé que la sociedad cubana era una mezcla de diferentes grupos
étnicos. La eliminacién de las barreras étnicas en la estructura social de
Cuba estaba consagrada en su legislacion. La aplicacion sistematica de los
principios del antirracismo, la igualdad y la solidaridad humana daban fe
del compromiso asumido por su pais de promover a todos los sectores de
la poblacién, independientemente de su origen social y étnico. Gracias a la
aplicacion de medidas sociales, econémicas y politicas, la poblacién
cubana habia adquirido un cardcter homogéneo. En esas condiciones, no
cabia realizar un censo de los diversos grupos étnicos en Cuba, que no se
prestaria a ningtn fin atil. Afiadié que el Gobierno de su pais estaba
realizando actualmente un estudio sobre la posibilidad de hacer la
declaracion contemplada en el articulo 14 de la Convencién. Respondiendo
a las preguntas formuladas en relacién con el Tercer Congreso del Partido
Comunista Cubano, convino en que habia un nimero desproporciado de
presos negros en Cuba, y en que los negros segufan siendo el sector més
pobre de la sociedad cubana. Sin embargo, explicé que esta situacién no
reflejaba una discriminacién racial, sino que era el producto de
condiciones sociales que Cuba estaba empefiada en mejorar. Con respecto
a la participaciéon de Cuba en conflictos étnicos, dijo que la intervenciéon
cubana no habia sido contraria a la Convencién y que Cuba se habia
limitado a responder a solicitudes de los Gobiernos de Etiopia y Angola.

328. En relacion con la aplicacién del articulo 4 de la Convencion, la
representante explicé que en el informe se entendia por “actos antisociales”
aquellos actos que contravenian las normas establecidas y la legislacion
nacional en un momento dado, que los jueces tenian en cuenta al determinar
la imposicién de una sancién. En el articulo 349 del Cédigo Penal se prohibia
y se sancionaba la discriminacién, mientras que en el articulo 128 del
mismo Cédigo se calificaba al apartheid como delito sancionable con la
mayor severidad. Sin embargo, subrayé6 que nunca nadie habia sido
acusado en relacion con ese delito. Afiadié que ciertos abusos anteriores por
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parte de algunos funcionarios publicos habian creado la necesidad de
incluir en el nuevo Cédigo Penal el delito de abuso de autoridad.

329. Respondiendo a las preguntas formuladas en relacién con el
articulo 5 de la Convencion, la representante del Estado parte dijo que el
sistema penal cubano se basaba en el respeto de la dignidad humana, que
todos los presos tenian un empleo, recibian atencién médica y tenian
derecho a recibir visitas. Afiadié que quienes abandonaban el pais no
compartian los objetivos de la revolucion y eran, de hecho, delincuentes a
quienes no podia permitirse el regreso a Cuba, aunque se hacian algunas
excepciones por motivos humanitarios. En lo concerniente al informe del
Grupo de la Comisiéon de Derechos Humanos que habia visitado Cuba en
septiembre de 1988 por invitacién del Gobierno, dijo que el Grupo habia
recibido més de 1.600 denuncias, 87 de ellas oralmente. Destacé que la
visita habfa sido un acontecimiento sin precedentes y que habia
demostrado la preocupacion del Gobierno de Cuba por la protecciéon de
los derechos humanos y las libertades fundamentales.

330. Refiriéndose a otras preguntas formuladas en relacién con el
articulo 5 de la Convencion, la representante sefial6 que en el pais habia
mas de 1.600 asociaciones diferentes registradas. Todas ellas estaban
obligadas a respetar las disposiciones de la Constitucién y en el Cédigo
Penal se preveian sanciones para la violacién de la ley sobre la igualdad o
las amenazas a la libertad de los demds. Con respecto al derecho a la
libertad de religion, explicé que actualmente se estaban mejorando las
relaciones entre la Iglesia y el Estado y que, como podia leerse en el libro
“Fidel y la religién”, ya se habfan logrado resultados positivos. Los
objetores de conciencia tenian ahora acceso a otras formas de servicio. Sin
embargo, subrayé que la propaganda religiosa no debia estorbar los
programas de bienestar social del Gobierno. Por tltimo, dijo que no habia
ninguna discriminacién en relacién con el empleo y que los niveles de
sueldos se determinaban exclusivamente sobre la base de las habilidades
y de la idoneidad de conformidad con el Convenio No. 111 de la OIT.

331. Respondiendo a preguntas formuladas sobre el articulo 7 de
la Convencién, la representante hizo hincapié en que la poblacién cubana
tenia acceso a las disposiciones de los instrumentos internacionales de
derechos humanos, y estaba familiarizada con ellos. Aunque no existian
cursos especiales sobre el concepto de derechos humanos, todo el sistema
educacional cubano estaba orientado hacia la promocién del respeto a los
derechos humanos y a las libertades fundamentales y hacia la toma de
conciencia de la interdependencia de los derechos econémicos, sociales y
culturales. El concepto de los derechos humanos y, en consecuencia, la
discriminacién racial, eran también tema de monografias universitarias y
de posgrado en diversos establecimientos docentes del pais. Por tltimo,
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subrayé que el ingreso en la Universidad se basaba exclusivamente en los
resultados de examenes y que los alumnos de las escuelas primarias y
secundarfas interesados en determinada ocupacién tenian la oportunidad
de asociarse a un club para cultivar sus intereses.

kkhkkkhhkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/42/18), 1987

174. El Comité examiné el séptimo informe periédico de Cuba
(CERD/C/131/Add.4 y Corr.1) en su 759%. sesion, celebrada el 10 de
marzo de 1986 (CERD/C/SR.759).

175. Al presentar el informe la representante de Cuba hizo
referencia a las partes pertinentes del documento y declaré que su pais
seguia demostrando su solidaridad con los pueblos oprimidos que vivian
en Sudafrica, en Namibia y en los territorios arabes ocupados por Israel, y
apoyaba plenamente a los movimientos de liberacién nacional que
luchaban contra todas las manifestaciones de la discriminacién racial, el
sionismo y el apartheid.

176. El Comité elogi6é la actuacion de Cuba en la lucha por la
eliminacién de la discriminacién racial tanto en el plano interno como en el
internacional. El informe se ajustaba a las directrices del Comité
(CERD/C/70/Rev.1) y en él se presentaban las leyes y disposiciones
constitucionales pertinentes, lo cual resultaba especialmente ttil. El éxito de
Cuba en la lucha contra el analfabetismo era particularmente impresionante.
Los miembros deseaban se les informase sobre la reparticion demografica de
la poblacién. También deseaban saber cémo habia incorporado el Gobierno
de Cuba los convenios internacionales en el derecho interno y cuando se
habia publicado la Convencién en la Gaceta Oficial.

177. En relaciéon con el articulo 2, se pidi6 se aclarara la
afirmacién sobre la “promocién de sectores de la poblacién” mencionada
en el informe. En ese contexto, los miembros pidieron mas informaciones
sobre las medidas especiales que habia adoptado el Gobierno para
promover los derechos de algunos sectores de la poblacién contra los
cuales habfa discriminado el antiguo régimen.

178. En relacién con el articulo 4, se pidieron aclaraciones sobre la
definicién de los actos antisociales a que se hacia referencia en el informe.
Se sefial6 que, segun se indicaba en el informe, Cuba estaba tomando
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medidas adecuadas para cumplir con ese articulo. Se pidié asimismo
informacién sobre las penas previstas en el articulo 349 del Cédigo Penal
para sancionar a los individuos culpables de discriminacién y se pregunt6
si en la préctica se habian aplicado esas penas.

179. Tratandose el articulo 5 de la Convencién, los miembros
deseaban saber si los trabajadores migrantes extranjeros estaban comprendidos
en las disposiciones sobre seguro social y atencién sanitaria y si podian
formar parte de la Central Unica de Trabajadores, si las personas de tez
mas oscura se incorporaban a las filas del partido gobernante, si se
contrataba como maestros a las personas de color a fin de promover la
igualdad entre todos los sectores de la poblacién, cudl era la politica del
Gobierno sobre la participacion de los militantes cristianos en los asuntos
publicos, y en particular sobre su participaciéon en el Partido Comunista,
si se garantizaba el derecho a salir del propio pais y a regresar a él o
cudles eran las restricciones al ejercicio de ese derecho, y si la existencia de
la Central Unica de Trabajadores en Cuba significaba que un grupo étnico
que deseara formar su propio sindicato no podria hacerlo.

180. Refiriéndose al articulo 6, los miembros dijeron que
agradecerian que se proporcionasen mdas informaciones sobre la
protecciéon y los recursos efectivos contra todo acto de discriminaciéon
racial y de violaciones de los derechos fundamentales, en particular
cuando las violaciones hubiesen sido cometidas por funcionarios
publicos. Los miembros del Comité tomaron nota de que el Gobierno
estaba llevando a cabo una intensa campafia de educacién a fin de elevar
la cultura juridica de la poblacién. En tal sentido, y también en relaciéon
con el articulo 7, se pregunto si se organizaban cursos especiales sobre el
concepto de los derechos humanos para estudiantes, oficiales de policia y
miembros de las profesiones juridicas. También se sefalé que la
aplicacion de ese articulo era especialmente satisfactoria.

181. Se pregunto a la representante si el Gobierno cubano estaria
dispuesto a hacer la declaracién prevista en el articulo 14 en el sentido de
reconocer la competencia del Comité para examinar comunicaciones de
particulares.

182. Respondiendo a las preguntas hechas por los miembros del
Comité, la representante de Cuba dijo que todos los érganos y tribunales
podian invocar el articulo 4 de la Convencién, ya que una vez publicados
en la Gaceta Oficial los tratados pasaban a tener fuerza de ley. En el articulo
349 del Cédigo Penal se prohibia y sancionaba todo acto de discriminacién
contra otra persona o el acto a alentar o incitar a otros a que practicasen la
discriminacién. Ademads, en el articulo 128 del Cédigo Penal se establecia
que el apartheid era un delito grave que acarreaba severas penas.
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183. Reiter6 que en Cuba no existia discriminacién religiosa.
La cuestion de si los cristianos podian ser miembros del Partido
Comunista en Cuba era una cuestioén interna que se estaba estudiando.
Habia algunos indicios alentadores, por ejemplo una reciente reunién por
los dirigentes de la Iglesia en la cual se habia analizado el didlogo de la
Iglesia con el Gobierno y los comentarios favorables del emisario del Papa
acerca de la relacion entre la Iglesia y el Gobierno.

184. Desde 1959 Cuba habia venido esforzandose por eliminar las
distinciones por motivos de clase, sexo y raza. En el dltimo Congreso del
Partido se habia subrayado la necesidad de que hubiese una
representacion proporcional de las mujeres y de todas las razas en las filas
del Partido, en su Comité Central y en la vida econémica y social. La
Central Unica de Trabajadores databa de 1939. No obstante, existian
sindicatos independientes de sectores como la construccién, los servicios
publicos, la ensefianza y la salud. No habia ningtin grupo étnico que
deseara formar un sindicato propio. No existia ninguna corriente de
trabajadores migrantes y no se efectuaba distincién alguna entre
trabajadores cubanos y trabajadores extranjeros con respecto a los
derechos y salarios. Toda persona que deseara salir del pais podia hacerlo,
bastaba que presentase una solicitud de emigracién y obtuviese los
documentos correspondientes. Se estaba estudiando las solicitudes
presentadas por muchas personas que habian dejado el pais en los
primeros afios de la Revolucién y que ahora deseaban volver. Se
garantizaba el derecho a todos los estudiantes, sea cual fuere su raza o su
color, a ingresar en los establecimientos educacionales cubanos.

185. De conformidad con el articulo 6 de la Convencién, todo
cubano que estimase haber sido victima de una violacién de los derechos
humanos disponia de recursos juridicos, establecidos en los articulos 26 y
62 de la Constitucién y en el articulo 154 del Cédigo Penal. Se imponian
penas de prisién y de multa a los transgresores.

e e

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/38/18), 1983

442. El Comité examiné el sexto informe periédico de Cuba
(CERD/C/106/Add.3) junto con la declaracién introductoria del
representante del Estado informante, que sefialé que en la esfera
internacional su Gobierno apoyaba los esfuerzos por eliminar el racismo y
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el apartheid alli donde éstos se manifestaran, y que en Cuba se estaba
llevando a cabo una amplia campafia educativa para sensibilizar a la
poblacién sobre los males de la discriminacién racial.

443. El Comité felicité al Gobierno de Cuba por su informe, que se
concentraba en las nuevas medidas legislativas, judiciales, administrativas
y de otros tipos adoptadas desde marzo de 1981 y se habia elaborado de
conformidad con las directrices revisadas del Comité.

444. En cuanto a la aplicacién del parrafo 1 del articulo 2 de la
Convencioén, los miembros del Comité manifestaron su deseo de disponer
de informacién actualizada sobre la composicién étnica de la poblacién, a
fin de que el Comité pudiera juzgar en qué medida se estaba observando
en la practica la Convencién, asi como de recibir estadisticas sobre la tasa
de mortalidad infantil, la esperanza de vida y los niveles de ingreso y de
educaciéon de los diferentes grupos de la poblacién, para que el Comité
pudiera estudiar la evolucién de las tendencias en el tiempo y comprobar
si las medidas legislativas y administrativas del Gobierno estaban
teniendo efectos positivos. Refiriéndose al proyecto de declaracién sobre
las minorias y al proyecto de convencién internacional sobre los derechos
de los trabajadores migrantes, un miembro pregunté cudl era la posicion
de Cuba sobre ese aspecto de la mejora de la proteccién internacional para
los grupos que podian ser victimas de discriminacién racial.

445. En lo tocante al articulo 3 de la Convencién, el Comité
encomié a Cuba por su papel de primera linea en la lucha contra el
apartheid y la discriminacién racial. Se sefial6 que la lucha contra la
discriminacién racial y el apartheid se habian convertido en un elemento
fundamental de la politica exterior de la Cuba socialista y que otra
manifestacion de la solidaridad de Cuba con los pueblos que luchaban
contra el racismo, la dominacién colonial y el apartheid era el hecho de
que se estaban proporcionando apoyo politico y asistencia material,
incluida la militar, a los movimientos de liberacién nacional, y que miles
de estudiantes de Sudafrica, Namibia y otros paises recibian educacién en
escuelas y universidades cubanas.

446. La mayoria de los miembros del Comité observaron que en el
informe se proporcionaba amplia informacién sobre la aplicacién del
articulo 4 de la Convencién. No obstante, se expresaron dudas sobre la
observancia por Cuba del pérrafo b) del articulo 4. A este respecto, se
sefial6 que en el quinto informe periédico se habia indicado que serfa
sancionada toda asociacién que se formara con objetivos contrarios a las
leyes que prohibian la discriminaciéon. Puesto que era evidente que no
podia encarcelarse a una asociacién, el Estado informante debia
especificar a qué miembros de la asociacién se condenaria a penas de
carcel. También se pidi6 que se aclarara cémo tratarian los tribunales
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cubanos la demanda de una victima de discriminacién racial que invocara
el articulo 4 de la Convencion.

447. Enlo referente al articulo 5 de la Convencidn, se sefiald que en
el informe se proporcionaba amplia informacién sobre la aplicacién de ese
articulo. No obstante, algunos otros miembros expresaron la opinién de que
el informe contenia s6lo respuestas parciales a algunas preguntas que se
habfan formulado durante el examen por el Comité del quinto informe
periddico; en particular, no se proporcionaba informacién sobre la
aplicacién de los parrafos d) y e) del articulo 5. Por consiguiente, se
pregunt6 si en la legislacion cubana se consignaba el derecho a formar
sindicatos o sélo el derecho a afiliarse a los ya existentes, si estaba
permitido establecer sindicatos independientes y si se habia formado
alguno. Refiriéndose a una afirmacién contenida en el informe, un miembro
pidi6 que se clarificara el término “poder popular” y la duracién del
mandato de los representantes elegidos, asi como las razones por las que
éstos debian ser revocados por los electores en vez de retirarse sencillamente
al expirar su mandato. Los miembros también deseaban saber si las personas
que no podian ejercer el derecho al voto ni ser elegidas en virtud del parrafo
b) del articulo 7 de la Ley electoral quedaban privadas de su derecho al voto
antes o después de ser condenadas por el delito del que se las acusaba. En
relaciéon con el parrafo c) del articulo 7 de esa Ley, se solicit6 mads
informacién sobre si las sentencias de privacion de los derechos publicos y
las de privacién de libertad eran complementarias y se pregunté en qué
consistia la privacion de los derechos ptiblicos. También se pidi6 informacién
mas detallada sobre los aspectos de los decretos-ley 83/81 y 84/81
mencionados en el informe en relacion con el articulo 5 de la Convencion.

448. En cuanto a la aplicacién del articulo 6, algunos miembros
del Comité sefialaron que en el informe no se describia detalladamente
cémo podia una persona presentar recurso si se consideraba victima de
discriminacién racial, y tampoco estaba claro si los tribunales podian
obligar a las autoridades a adoptar medidas, ni si una persona podia
presentar la demanda por su cuenta o si su opinién debia ser aceptada
previamente por la Fiscalia.

449. En relacién con el articulo 7 de la Convencién, algunos
miembros sefialaron que las medidas descritas en el informe satisfacian en
general los requisitos de la Convenciéon. No obstante, convendria
disponer de mas detalles sobre la formacién que se impartia a
funcionarios, maestros, policias y abogados a fin de difundir entre ellos el
conocimiento de las disposiciones de la Convencién. Se pidié informacién
adicional sobre los programas escolares.

450. Respondiendo a las observaciones y preguntas de los
miembros del Comité, el representante de Cuba sefialé que en su pais no
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habia diferenciacién alguna por motivos raciales y que todos los
ciudadanos gozaban de absoluta igualdad de jure y de facto. No serfa
factible levantar un censo de los diferentes grupos étnicos, y tampoco
tendria utilidad. Si Cuba tuviera que diferenciar entre las distintas razas
en su censo de poblacién se veria obligada a abandonar toda la filosofia
de igualdad que habia adoptado en 1959. Cualquier andlisis de la
poblaciéon cubana revelaria la existencia de una proporcién de personas
de origen africano y drabe, de otras de origen asiatico, fundamentalmente
chino, y de “blancos”, la mayoria de los cuales eran de origen espaiiol, lo
que querfa decir que constituian una mezcla de lo que habia dado en
llamarse sangre aria con sangre mora. En relacién con las preguntas sobre
la tasa de mortalidad infantil, el representante sefial6 que la tasa de
mortalidad infantil era en Cuba similar a la de los paises mas
desarrollados y que los servicios de salud eran completamente gratuitos.
En relacién con los dos proyectos de instrumentos internacionales sobre
los trabajadores migrantes y las minorias, explicé que, puesto que ambos
se estaban todavia elaborando, el Gobierno de Cuba tendria que esperar a
que se terminaran para expresar su opinién sobre ellos.

451. En cuanto a la aplicacién del articulo 4 de la Convencion, el
representante dijo que, en opinién de Cuba, el fin de la Convencién era
evitar la formaciéon de organizaciones que fomentaran el racismo y la
discriminacién racial. Los miembros de esas organizaciones podian ser
condenados a penas de prisiéon. La finalidad de la ley cubana no era
eliminar una organizacién per se, sino castigar a los promotores de
organizaciones establecidas con fines ilegales.

452.  En relacién con las preguntas formuladas sobre el articulo 5
de la Convencién, el representante sefialé que la Constituciéon de Cuba
garantizaba todos los derechos mencionados en los parrafos d) y e) de ese
articulo, incluidos el derecho a la propiedad, el derecho al matrimonio y a
la eleccién del cényuge y la igualdad de derechos y deberes de los
cényuges en relacion con el mantenimiento de la casa y la crianza de los
hijos. En cuanto al término “poder popular” mencionado en el informe, el
representante dijo que significaba la institucionalizacién de la voluntad
del pueblo en los 6rganos gubernamentales. Explicé asimismo que en las
elecciones generales a la Asamblea Nacional, el mandato de los elegidos
era de cinco afos y en las elecciones locales de dos afios y medio, y que,
segun la ley, los elegidos que hubieran incumplido sistematicamente sus
obligaciones, hubieran perdido la confianza de sus electores, hubieran
cometido delitos o actuado de manera incompatible con el desempefio de
un alto cargo, podian ser revocados de sus funciones por la misma gente
que los habia elegido. El representante sefial6 asimismo que las personas
privadas de sus derechos ptblicos podian presentar recursos y obtener
alguna forma de rehabilitacién. En cuanto a la libertad de los sindicatos, el
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representante mencioné la Constituciéon cubana, en la que se proclamaba
la existencia de un Estado socialista compuesto por obreros, campesinos e
intelectuales y se protegian y promovian todas las organizaciones de
masas de la poblacién. Un sindicato tnico era lo mejor para los intereses
del pueblo cubano.

453. En lo referente al articulo 6 de la Convencion, el
representante mencioné los articulos 26 y 62 de la Constitucién y el
articulo 154 del Cédigo Penal sobre el derecho de las personas a que se
considerasen sus demandas.

454. Respondiendo a otras preguntas, en especial sobre el derecho
a la educacion, el representante destacé que la educacién era gratuita en
Cuba a todos los niveles, lo que significaba que existia verdadera
igualdad, y que desde la més temprana edad se ensefiaban a los nifios los
principios de libertad, igualdad y fraternidad. La educacién superior se
basaba también en los mismos principios. Sobre la cuestién del programa
para la capacitacion de funcionarios, el representante dijo que en 1979
Cuba habia organizado su primer simposio de capacitaciéon penitenciaria,
que tenfa por objeto difundir entre los funcionarios de prisiones el
conocimiento de los derechos civiles y politicos de los presos a su cargo.

e e e

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/36/18), 1981

382. El Comité examind el quinto informe periddico de Cuba
(CERD/C/75/Add.2) junto con la informacién complementaria
suministrada por el representante del Estado que presentaba el informe
en su declaracién introductoria, que habia incluido algunos comentarios
sobre el informe y en la que se habia hecho referencia a preguntas
formuladas durante el examen del cuarto informe periédico de Cuba.

383. Los miembros del Comité expresaron su satisfaccién por la
presentacion del informe y por la forma en que el Gobierno de Cuba
aplicaba las disposiciones de la Convencién en el plano interno y
promovia los ideales de la Convencién a nivel internacional. El informe
constitufa una prueba evidente del esfuerzo sincero de dicho Gobierno
por eliminar la desigualdad econémica y todas las formas de
discriminacién racial heredadas de la era colonial. Algunos miembros
elogiaron el sistema de ensefianza cubano que garantizaba la igualdad de
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oportunidades a las generaciones futuras, asi como su sistema de
seguridad social y su legislacién laboral.

384. Respecto de la aplicacion del articulo 2 de la Convencién, los
miembros sefalaron que las disposiciones de este articulo se hacian
efectivas en el articulo 26 de la Constitucién y en el articulo 143 del
Codigo Penal. Sin embargo, se pregunto si se habian adoptado medidas
especiales para asegurar la promocién adecuada de la poblacién negra de
Cuba. También se pidi6 que en el préximo informe periédico se
suministraran estadisticas sobre la composicién étnica de la poblacién.

385. En relacién con el articulo 3 de la Convencion, se sefialé que
Cuba apoyaba a los movimientos de liberacién nacional en el Africa
meridional y que era parte en la Convenciéon Internacional sobre la
Represion y el Castigo del Crimen de Apartheid. Como miembro activo y
dindmico de las Conferencias de Paises No Alineados desde 1961, Cuba
ocupaba un puesto de vanguardia en la lucha contra el racismo y el
colonialismo a nivel internacional. Un miembro pregunté si el Gobierno
de Cuba, ademas de condenar al régimen racista de Sudafrica, también
prestaba asistencia financiera o de otro tipo a los movimientos de
liberacién nacional de la region.

386. En cuanto al articulo 4 de la Convencién, la mayoria de los
miembros consideraba que en el informe se proporcionaba amplia
informacioén sobre la aplicacién de dicho articulo. También se encomiaron
las disposiciones del Cédigo Penal de 1979 aplicables a las personas que
practicaban la discriminacién racial. Por ejemplo, el articulo 5 del Cédigo
Penal establecia sanciones contra todas las personas que expresaran
apoyo al apartheid en Cuba, aun cuando no fueran ciudadanos de este
pais. Sin embargo, un miembro pregunté como enfrentaba el Gobierno
estos problemas de conformidad con su sistema socialista, si habian
surgido organizaciones o asociaciones que propugnaran el racismo aun en
forma indirecta y qué habia hecho el Gobierno al respecto; si se habian
producido casos de racismo “a la inversa” y cémo habia tratado el
Gobierno de superar ese sentimiento.

387. En relaciéon con el articulo 5 de la Convencién, algunos
miembros sefialaron que en la legislaciéon cubana se reflejaban casi todas
las disposiciones de dicho articulo; que el articulo 42 de la Constitucién
establecia proteccion y recursos eficaces contra todo acto de
discriminacién racial y que la legislacién sobre seguridad social era
especialmente eficaz ya que aseguraba la concesién de beneficios en
forma armoniosa y universal. Sin embargo, algunos miembros sefialaron
que el articulo 42 de la Constitucién no reflejaba cabalmente el contenido
del articulo 5, en especial los incisos ii) a ix) del parrafo d) y los incisos i) y
ii) del parrafo e) de dicho articulo. En relacién con el parrafo e) del articulo
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5, se pregunto si en la legislacién cubana se establecia el derecho a formar
sindicatos o solamente el derecho a afiliarse a los existentes. Con referencia
al parrafo c) del articulo 5, se pidié6 que se explicara el procedimiento de
remocién de los funcionarios elegidos con arreglo a la Ley Electoral de
1976. También se pregunt6 si existian instituciones especiales para la
educacién preescolar de los nifios impedidos, si no se admitia a dichos
nifos en los programas ordinarios de formacién preescolar.

388. En relacién con la aplicacién del articulo 6 de la Convencién,
era especialmente digno de mencién que cualquier particular pudiese
solicitar indemnizacién por cualquier acto de discriminacién del que
considerara que habia sido objeto. Se pidi6 mds informacién sobre las
diferencias entre los delitos respecto de los cuales se entablaba proceso
penal por iniciativa del Estado y los delitos perseguibles por particulares
y cudles eran los casos excepcionales en que la parte agraviada podia
iniciar una accién penal. En relacién con el articulo 53 de la Ley N°. 1.323,
se pregunto si este articulo se aplicaba a los extranjeros de visita en Cuba
que fuesen objeto de discriminacién racial y qué podia hacer un extranjero
al respecto. Un miembro sefialé que la presentacién por los ciudadanos de
peticiones a los organismos competentes para quejarse de actos de
discriminacién racial no podia considerarse una forma adecuada de
aplicar el articulo 6, a menos que el organismo competente tratara dichas
peticiones en forma inmediata y objetiva.

389. En cuanto al articulo 7 de la Convencidon, los miembros
celebraron la labor educativa realizada por Cuba en relacién con la
difusién de los principios de la Carta y de la Convencién, especialmente
la educacién de jovenes, para garantizar la igualdad de todos los
ciudadanos. Se pidi6 informacién adicional acerca del porcentaje de
analfabetos entre la poblacién adulta.

390. Elrepresentante de Cuba respondi6 a varias de las preguntas
formuladas por los miembros del Comité. Refiriéndose a la cuestién de la
promocion de la poblacién negra, declaré que los principios de igualdad y
de equidad habian trascendido el plano teérico o filoséfico para
convertirse en una realidad viva, fundada en la solidaridad de los seres
humanos, independientemente de su color u origen étnico.

391. Refiriéndose a algunas de las preguntas formuladas en
relaciéon con el articulo 5 de la Convencién, explicé que el trabajador
podia elegir el empleo de su preferencia. Como Cuba era un pais sin
desempleo, el derecho asi garantizado por la Constitucién no era
hipotético. En cuanto a la pregunta sobre los sindicatos, senalé que antes
de la Revolucién los trabajadores y los empleadores habfan estado
divididos, mientras que ahora ambos formaban una entidad dedicada a la
defensa de los intereses de los trabajadores. Ademas, las disposiciones del
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articulo 53 de la Constitucién, que estaban formuladas en términos
amplios, garantizaban la libertad de asociacién. Respondiendo a la
pregunta acerca de las elecciones, explicé que Cuba era una democracia en
la que todo miembro de la comunidad podia postular un candidato para su
eleccion. Los funcionarios elegidos podian ser removidos por sus electores.
En cuanto a la pregunta relacionada con la educacién de los impedidos,
sefial6é que la rehabilitacién de los impedidos en Cuba era gratuita.

392. Respecto del articulo 6 de la Convencién sobre los recursos a
disposicion de las victimas de discriminacion racial, dijo que en el articulo
26 de la Constitucion y en el articulo 143 del Cédigo Penal, que en su
articulo 70 también trataba de la cuestion de la responsabilidad civil, se
establecia la indemnizacién de las victimas. Los extranjeros que fuesen
victimas de discriminacién tenian los mismos derechos que los
ciudadanos cubanos.

393. En relacién con el articulo 7, el representante declaré que
actualmente entre la poblacién adulta eran analfabetos quienes estaban
incapacitados fisicamente para aprender. Ademads, se estaba haciendo lo
posible por asegurar que todos los adultos terminaran el sexto grado y
supieran leer y escribir.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/34/18), 1979

424. El Comité examind el cuarto informe periédico de Cuba
(CERD/C/48/Add.4) conjuntamente con la exposicién introductoria del
representante del Estado informante.

425. Algunos miembros del Comité felicitaron al Gobierno de
Cuba por su empefio en cumplir sus obligaciones con arreglo al articulo 9
de la Convencién y por la inclusién en su informe de respuestas a las
preguntas planteadas en relaciéon con el examen del tercer informe
periédico de Cuba. Dichos miembros manifestaron satisfaccién particular
por las medidas legislativas adoptadas desde la presentacién del informe
anterior. Al respecto, los miembros del Comité preguntaron si la
Convencién habia entrado automaticamente en vigor en Cuba o si habia
sido necesario promulgar unas leyes especiales para incorporar sus
disposiciones en el derecho nacional.
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426. Respecto de la caracteristica multirracial de la sociedad
cubana, se pregunté si se habian adoptado medidas especiales en
cumplimiento del parrafo 4 del articulo 1 de la Convencioén para asegurar
el adecuado progreso de la poblaciéon negra del pais, y se manifest6 la
esperanza de que en informes futuros al Comité se presentaran datos
estadisticos sobre la composicién étnica de la poblacién.

427. En cuanto a la aplicacién del articulo 3 de la Convencién, los
miembros del Comité manifestaron su satisfaccién por la colaboracién de
Cuba con la comunidad internacional en su empefio por combatir el
apartheid y la segregacion racial. Varios miembros acogieron con especial
satisfacciéon las disposiciones contenidas en el nuevo Cédigo Penal para
castigar delitos relacionados con los derechos laborales, la discriminacién
racial y el apartheid. Se pidi6 una aclaracién sobre la relacién entre el
articulo 128 y el articulo 349 del Cédigo Penal, puesto que parecia existir
una superposicion entre los dos articulos del Cédigo Penal y habia gran
discrepancia en el nivel de severidad de los castigos prescritos en dichos
articulos por delitos similares.

428. Algunos miembros observaron con satisfaccion que las
disposiciones del articulo 4 de la Convencién se aplicaban debidamente
mediante las disposiciones pertinentes de la Constitucién de 1976 de
Cuba, la Ley de Asociaciones de 1976 y el nuevo Cddigo Penal y que el
articulo 4 de la Convencién podia ser invocado automaticamente por
todos los 6rganos y tribunales del Estado. Sin embargo, otros miembros
opinaron que el articulo 4 de la Convencién no podjia ser considerado como
de efecto automatico e imponia una obligacién a los Estados partes de
promulgar legislacion especial para su aplicaciéon. Se manifestaron dudas
acerca de que las disposiciones juridicas fuesen adecuadas para la
aplicacién del parrafo b) del articulo 4. Mas atin, no se percibia claramente
en qué forma los articulos 239 y 240 del Cédigo Penal se aplicaban contra
una organizacién o asociacién que tuviese objetivos contrarios a la
Constitucién y a la legislacién, y se pidié una aclaracién respecto del
sistema de “unidades” para calcular las multas impuestas por delitos
relacionados con dichos articulos. El Comité hallarfa ttil recibir en un futuro
informe el texto completo de los articulos 239 y 240 del Cédigo Penal.

429. Con respecto a la aplicacién del articulo 5 de la Convencion,
se seflalé que las medidas legislativas a las que aludia el informe parecian
cumplir los requisitos previstos en ese articulo. Sin embargo, algunos
miembros hicieron notar que, con respecto a los derechos politicos, no
habia en el informe ninguna informacién relativa a la seleccién de
candidatos para las elecciones y se hizo la pregunta de si el partido en el
poder monopolizaba la seleccién de candidatos o si los individuos tenian
derecho a presentarse a las elecciones por iniciativa propia. Algunos
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miembros del Comité pidieron también informacién concreta sobre la
aplicacion del derecho a circular libremente y a elegir residencia en el
territorio de un Estado, el derecho a salir de cualquier pais, incluso del
propio, y a regresar al pais propio, el derecho a la libertad de
pensamiento, de conciencia y de religién, el derecho a la libertad de
opinién y de expresion y el derecho a la libertad de reunién y de
asociacién pacificas.

430. Con respecto a la aplicacién del articulo 6 de la Convencion,
a algunos miembros les resultaba dificil comprender que no hubiera
habido casos de discriminacion racial ante los tribunales en 15 afos,
cuando se admitia en el informe que todavia podrian quedar vestigios de
prejuicios raciales entre el pueblo de Cuba. Se sefialé que los
procedimientos de recurso previstos en los articulos 26 y 62 de la
Constitucién no aseguraban de por si una compensacién efectiva por la
discriminacién racial. Se solicité algtn texto pertinente en el que se
especificara el derecho que tenian las victimas de discriminacién racial a
entablar acciones judiciales. Se pregunt6 también si el pueblo de Cuba era
consciente de sus derechos en relaciéon con el articulo 161 de la Ley de
Procedimiento Penal que disponia que “no se obligara a ninguna persona
acusada a prestar testimonio contra si misma ...” y si el procedimiento
juridico descrito en el articulo 697 de la Ley de Procedimiento Civil,
Administrativo y Laboral era gratuito. Con respecto al articulo 149 del
Codigo Penal, se pidieron aclaraciones acerca de quién determinaba si un
juicio era injusto o contrario a la ley y cémo se podia suponer o demostrar
la intencién de un juez.

431. Con respecto a la aplicacién del articulo 7 de la Convencién,
los miembros del Comité elogiaron al Gobierno de Cuba por la amplia
informacién suministrada. Se pregunté si todos los jovenes,
independientemente de su raza, se beneficiaban por igual del tipo de
educacién descrito en el Cédigo de la Nifez y la Juventud.

432. Al contestar a las preguntas planteadas por los miembros del
Comité, la representante de Cuba declaré que la Convencion tenia fuerza
de ley en su pais y que no hacia falta ninguna otra disposicién juridica
para acogerse a la Convencién. Cuba era una sociedad multirracial en la
que no existia una divisién entre razas distintas y no se habia considerado
necesario reunir ningin dato relativo a la raza en el dltimo censo. No se
necesitaba ninguna medida especial en relacién con el parrafo 4 del
articulo 1 de la Convencién, puesto que todas las formas de discriminacién
o explotacién habian desaparecido completamente del pais.

433. Con respecto a la cuestion relativa a la relaciéon entre los
articulos 128 y 349 del Cédigo Penal, la representante de Cuba informo al
Comité de que el primer articulo prescribia penas severas para el crimen
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de apartheid, mientras que el udltimo prevefa penas para casos
individuales de discriminacién racial.

434. Al contestar a las preguntas relativas al articulo 4 de la
Convencién, la representante de Cuba sefial6 que el articulo 349 del
Codigo Penal preveia de forma concreta la aplicacién de ese articulo; los
articulos 239 y 240 del Coédigo Penal prescribian penas para delitos
relativos a las asociaciones ilegales; con arreglo al articulo 34 del Cédigo
Penal, las multas impuestas por los tribunales cubanos se determinaban
en unidades, fijandose la suma de la unidad segtn el salario del infractor.

435. La representante record6 que los articulos 40 y siguientes de
la Constitucién preveian los derechos enunciados en el articulo 5 de la
Convenciéon y que en el tercer informe periédico de Cuba se habia
proporcionado informacién concreta sobre los procedimientos electorales.

436. Con respecto a la aplicacién del articulo 6 de la Convencion,
la representante declaré6 que, aunque podrian quedar vestigios de
prejuicios raciales en la mente de determinadas personas, no se cometia
en Cuba ningtn acto de discriminacién racial. Contestando a las
preguntas planteadas en relacién con los procedimientos de recurso
previstos en los articulos 26 y 62 de la Constitucién, la representante de
Cuba sefial6 que el articulo 346 del Cédigo Penal prescribia penas para las
infracciones de los derechos enunciados en el articulo 6 de la Convencion.
Con respecto a si los ciudadanos eran conscientes de sus derechos, dijo
que uno de los deberes de la Fiscalia General de la Reptblica era vigilar la
acciéon de los tribunales y asegurar que los ciudadanos fueran conscientes
de sus derechos y deberes. La justicia era totalmente gratuita en Cuba
para todas las personas. Con respecto al articulo 149 del Cédigo Penal,
explicé que la determinacién de los delitos contra ese articulo era de la
competencia de la Fiscalia General de la Republica con arreglo al articulo
130 de la Constitucion.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/32/18), 1977

312. Se examino el tercer informe periddico de Cuba junto con la
declaraciéon introductoria formulada ante el Comité por el representante
del Estado informante. Los miembros del Comité observaron con
satisfaccion que el nuevo informe suministraba datos amplios y



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la
Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 231

detallados sobre las medidas legislativas, administrativas y de otro tipo
adoptadas desde la presentacién del segundo informe periédico, unos 16
meses antes, asi como informacién detallada y textos pertinentes a las
observaciones, preguntas y solicitudes formuladas por miembros del
Comité en su 13° periodo de sesiones. Varios miembros apoyaron una
propuesta de que, con el consentimiento del representante del Estado
informante, se reclasificara el informe que se estaba examinando como
documento de distribucién general.

313. En el 16° periodo de sesiones se reiter6 una opinién
expresaba ya en el 13° periodo de sesiones: la premisa en que se basaban
los informes cubanos a saber, que la tnica causa de la discriminacién
racial era la explotacién socioeconémica, y que la ausencia de tal
explotacion llevarfa a la desaparicién de la discriminacién racial —no
tomaba en cuenta otros elementos, incluso psicolégicos, que creaban
prejuicios aun en condiciones de completa igualdad. El elemento
psicolégico s6lo podria eliminarse mediante la educacién; los informes de
Cuba reconocian implicitamente ere hecho cuando describian las medidas
adoptadas por el Gobierno cubano en las esferas de la educacién y la
informacién publica.

314. Habida cuenta den las disposiciones del parrafo 2 del
articulo 2 de la Convencién, un miembro del Comité pregunt6 si se habia
adoptado alguna medida para promover la igualdad de los grupos
étnicos a los que hacia referencia el inferirse, particularmente en lo tocante
a educacion, utilizacién del idioma, actividades culturales en los idiomas
propios de esos grupos, etc.

315. Varios miembros del Comité expresaron la opinién de que la
informacién contenida en el tercer informe periédico de Cuba, junto con
la informacién suministrada en informes anteriores, demostraban que en
ese pafs se habia dado pleno vigor a las disposiciones obligatorias del
articulo 4 de la Convencién. Con referencia al parrafo a) de ese articulo,
empero, se preguntoé si “toda asistencia a las actividades racistas, incluida
su financiacién” habia sido declarado, “delito punible conforme a la ley y
se observé que los textos de los articulos 219, 224, 227 y 232 del Cédigo de
Defensa Social, citados en el informe, no se referian a los delitos
expresamente mencionados en el parrafo a) del articulo 4 de la
Convencién. Con respecto al parrafo b) de ese articulo, se sefialé que las
disposiciones de la Ley de Asociacién citada en el informe no aclaraban si
las organizaciones y actividades de propaganda que promovieran la
discriminacién racial e incitaran a ella eran declaradas ilegales en Cuba.
También se observé que las disposiciones del articulo 224 del Cédigo de
Defensa Social —que establecia que “Los asistentes a las reuniones o
manifestaciones en las que se cometiere alguno de los delitos previstos en
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este Codigo o en leyes especiales, incurrirdn en la sancién que tenga
sefialado el hecho ejecutado”— tenian un alcance excesivo; pero, por otra
parte, se observé que el Comité no podia objetar a dicho articulo mientras
no diera lugar a la aplicacién de penas de naturaleza discriminatoria. Se
recordé que, cuando el Comité estaba examinando informes de otros
Estados partes, se habia expresado la opinién de que no bastaba con
declarar ilegales y prohibir las organizaciones cuyo objetivo aceptado era
la promocién de la discriminacién racial y la incitacién a ella, ya que la
Convencién requeria que todas las organizaciones que promovian la
discriminacién racial e incitaban a ella fueran declaradas ilegales y
prohibidas, y era evidente que esa disposiciéon se aplicaba a todas las
organizaciones racistas, reconocieran o no como su '‘objetivo” la
promocién de la discriminacion racial y la incitacién a ella.

3l6. Con respecto a las disposiciones del articulo 5 de la
Convencioén, se hizo referencia a los derechos mencionados en el parrafo
) y en el inciso viii) del parrafo d), asi como al principio de la igualdad
ante la ley y de la igualdad en el goce de los derechos humanos,
mencionado en el preambulo a dicho articulo. Se observé que la nueva
Ley Electoral, ademas de asegurar completa igualdad tanto para votar
como para ser elegidos, daba expresiéon a los mas altos principios
democraticos, ya que regulaba no solo la eleccién de los miembros de la
legislatura sino también los procedimientos para su revocacién y para la
celebraciéon de referéndums: por otra parte, se sefialé que, en virtud de esa
Ley los miembros de los 6rganos gubernamentales eran elegidos en forma
indirecta. Se observé también que el hecho de que la libertad de palabra y
de prensa s6lo pudieran ser ejercidas de acuerdo con los objetivos de la
sociedad socialista planteaba la cuestion de si dicha restriccién estaba
plenamente de acuerdo con el derecho de todo individuo de la igualdad
ante la ley. Se observé que la Ley de Migraciéon y la Ley de Extranjerfa
daban amplia proteccién a los extranjeros que residian en Cuba y le
suministraban igual tratamiento; pero se plantearon preguntas —en
relaciéon con la declaraciéon, de que, para los fines de esas Leyes, los
extranjeros se habian clasificado en visitantes, diplomaticos, invitados,
residentes temporales y residentes permanentes— respecto de si el trato
igual de todas esas categorias de extranjeros incluidos los diplomaticos,
no se oponian a los acuerdos internacionales que definfan los privilegios
diplomaticos.

317. Varios miembros del Comité expresaron la opinién de que la
informacién proporcionada en los sucesivos informes de Cuba, incluido el
informe que se examinaba demostraba que se habfa cumplido con lo
estipulado en el articulo 6 de la Convencién. Por otra parte, se observé
que en el informe que se examinaba no se respondia a preguntas
planteadas en el 13° periodo de sesiones del Comité respecto de las
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reparaciones que se ofrecian a las personas que consideraban que los
derechos que les correspondian en virtud de los articulos 40 y 41 de la
Constituciéon habian sido violados. Se observé que los datos
proporcionados en el informe que se examinaba se referian exclusivamente
a cuestiones de procedimiento penal, en tanto que la aplicacién del articulo
6 de la Convencion suscitaba basicamente cuestiones de caracter civil, a las
que no se hacia referencia alguna en el informe. Se manifest6 que, aunque
se daba al perjudicado un plazo de no mas de 10 dias para entablar una
querella, no se especificaba un plazo anédlogo para las investigaciones que
habian de realizar las autoridades. Se indic6 también que si bien se
estipulaba claramente el procedimiento mediante el cual la victima de un
acto de discriminacién racial por parte de otras personas podia presentar
la informacién a la policia, al Fiscal o a los tribunales, no estaba claro a
quién debia dirigirse una persona en los casos en que el presunto culpable
fuese un funcionario de gobierno. Se sefial6 que podia haber una
discrepancia entre los procedimientos estipulados en el articulo 122 de la
Ley de Procedimiento Penal y los procedimientos descritos en el articulo
123 de la misma Ley. Y se manifest6 que los articulos de la Ley de
Procedimiento Penal citados en el informe indicaban que las partes
perjudicadas podian entablar una accién penal s6lo respecto de los delitos
de injuria, calumnia, falsa denuncia y demanda indebida, y que si un
funcionario o agente del Estado cometia un acto ilicito de carédcter
discriminatorio que no se ajustara a esas condiciones sdlo podia entablarse
una accién por iniciativa del Fiscal General; por otra parte, se sefialé que en
el articulo 276 de la Ley de Procedimiento Penal se estipulaba expresamente
que si un acusador particular estuviere dispuesto a sostener la accién, el
Tribunal le daria a los autos el curso correspondiente.

318. Muchos miembros del Comité observaron complacidos que
el informe que se examinaba contenia informaciéon detallada sobre
diversas medidas que se habian adoptado para dar cumplimiento al
articulo 7 de la Convencion.

319. Muchos miembros del Comité tomaron nota con satisfaccién
de la informacién sobre la activa participacion de Cuba en la lucha
internacional por eliminar la discriminacién racial.

320. La representante de Cuba comenté las observaciones y
preguntas de los miembros del Comité resumidas en los parrafos
precedentes. Declar6 que el Gobierno Revolucionario de la Republica de
Cuba habia establecido la igualdad para todos los ciudadanos y
eliminado todas las formas de discriminacién racial al establecer una
nueva estructura politica y socioeconémica. Manifest6 ademads que los
diversos grupos étnicos y raciales de Cuba se habian integrado
totalmente. Sefialé que la informacién que figuraba en el informe que el
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Comité tenfa ante si complementaba —pero no reiteraba— Ia
informacién proporcionada en informes anteriores, que respondia a
algunas de las preguntas planteadas por miembros del Comité en el
actual periodo de sesiones, especialmente en relacion con los articulos 4
y 6 de la Convencién. El articulo 52 de la Constitucién cubana estipulaba
claramente que los medios de difusién masiva eran propiedad del
pueblo y se utilizaban en interés de la clase trabajadora y de la sociedad.
El articulo 227 del Cédigo de Defensa Social declaraba ilicitas todas las
asociaciones que fomentaran el odio o la discriminacién racial y la Ley
de Asociaciéon disponia sanciones contra las asociaciones que violaran
sus estipulaciones, incluso cuando esas asociaciones hubiesen sido
establecidas con objetivos licitos. Todos los ciudadanos cubanos
participaban directamente y en condiciones de igualdad en la eleccién
de sus representantes; las instituciones socialistas de Cuba
proporcionaban también los medios para que el pueblo participara
directa y sistematicamente en la adopcion de decisiones. Las
prerrogativas e inmunidades concedidas a los diplomaticos se definfan
en decretos especiales basados en la reciprocidad y en acuerdos
internacionales. Los articulos 277 et seq. de la Ley de Procedimiento
Penal estipulaban que la accién penal respecto de los delitos podia ser
ejercida por el Fiscal General o por iniciativa del Estado o, en casos
excepcionales, por el perjudicado, a quien se concedian diez dias para
actuar. En los articulos 430 et seq. se indicaban los delitos respecto de los
cuales la parte ofendida podia entablar una querella. En el articulo 129
de la Ley de Organizacién del Sistema Judicial y en la Ley 1323, que
regia la organizaciéon de las administraciones centrales del Estado, se
establecian otras reparaciones. La aparente discrepancia entre las
disposiciones del articulo 122 y las del articulo 123 de la Ley de
Procedimiento Penal se explicaba a la luz de las disposiciones del
articulo 116 de dicha Ley, que demostraba que esos dos articulos se
complementaban mutuamente.

kkhkkkkkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo primer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976

158. El Comité tomé nota con reconocimiento de la completa
informacién que figuraba en el segundo informe periédico de Cuba
(que se habia presentado en tres documentos sucesivos), de sus
voluminosos anexos y de la declaracion introductoria formulada por el
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representante del Gobierno de Cuba. El Comité observé que el informe
incluia textos legislativos y constitucionales, asi como un anélisis detallado
de los antecedentes de la situacién en Cuba y de los principios en que se
basaba la politica de su Gobierno, tanto en el plano nacional como en el
internacional. La detallada informacién abarcaba la aplicacién de todos los
articulos pertinentes de la Convencién y no se referia sélo a medidas
legislativas, sino también a las medidas administrativas y de otra indole.

159. Algunos miembros observaron con satisfaccion que el
Gobierno de Cuba no se limitaba a adoptar medidas para prohibir la
discriminacién racial por los cauces legislativos, sino que creaba también
las estructuras econdmicas y sociales necesarias para eliminar en la
practica todas las formas de discriminacién racial. Sin embargo, otros
miembros objetaron las premisas en que se basaba el enfoque del
Gobierno de Cuba: si bien reconocfan que existia una relacién entre el
racismo y ciertas estructuras econémicas y sociales, ponian en tela de
juicio la afirmacién de que la discriminacién racial fuera atribuible
exclusivamente a causas econdmicas y sociales y la creencia de que una
reordenaciéon de la estructura econémica y social conllevara
automaticamente la eliminacion del racismo.

160. Algunos miembros expresaron la opinién, impugnada por
otros, de que las disposiciones legislativas y constitucionales pertinentes
que se citaban en el informe no cumplian todos los requisitos previstos en
el parrafo b) del articulo 4 de la Convencién. A ese respecto, se pidié que
se proporcionara el texto del articulo 227 del Cédigo de Defensa Social.

161. Se expresaron opiniones discrepantes acerca de la aplicacion
en la Constitucién y la legislacion de Cuba del articulo 6 de la
Convencién. Algunos miembros estimaron que los articulos 26, 62, 123 y
130 de la Constituciéon, en que se preveian recursos en el caso de
injusticias cometidas por empleados del Estado y se garantizaban los
derechos de queja y peticién, no se precisaba si las autoridades a quienes
se dirigia una peticién debian responderla, no se concedia a los tribunales
competencia para conceder reparaciéon a las personas cuyos derechos
habian sido violados y no se especificaba si una persona cuyo recurso
hubiera sido rechazado por el Fiscal General podria dirigirse a otro
6rgano a fin de que forzara al Fiscal General a actuar. No obstante, otros
miembros observaron que en el articulo 62 de la Constitucién se precisaba
que las autoridades debifan dar respuesta a las quejas y peticiones en un
“plazo razonable”; que el articulo 36 de la Ley fundamental de la
Reptblica de Cuba especificaba que ese plazo no excederia de 45 dias; que
el Codigo de Defensa Social hacia referencia a otras instituciones del
Estado que tenian competencia para participar en lo tocante a garantizar los
derechos de los ciudadanos en caso de manifestaciones de discriminacién
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racial, y que los “procedimientos de apelacién” descritos en el informe
aseguraban a la parte agraviada una reparacion efectiva en los tribunales.

162. Algunos miembros se preguntaron si no era peligrosos
afirmar que el Estado tenia el deber de impedir los fallos judiciales
injustos o que el poder ejecutivo tenia el derecho de intervenir para anular
las decisiones adoptadas por el poder judicial; empero, otros miembros
expresaron la opinién de que el Estado, personificado en el Fiscal General,
tenia el deber de anular cualesquiera decisiones injustas o ilegales que
pudieran adoptar los tribunales nacionales.

163. Algunos miembros del Comité formularon las siguientes
preguntas: a) ;No deberia el derecho de asilo, previsto en el articulo 13 de
la Constitucién a favor de “los perseguidos en virtud de la lucha por los
derechos democraticos de las mayorias”, extenderse a quienes lucharon
por defender los derechos democraticos de las minorfas?; b) Los derechos
proclamados en los articulos 40, 41, 42, 52 y 62 de la Constitucién de Cuba
(estaban limitados a los ciudadanos de Cuba o se garantizaban a todos
por igual, tanto a los ciudadanos como a los no ciudadanos?

164. Algunos miembros expresaron el deseo de que en el préoximo
informe de Cuba figurara mas informacién detallada acerca de las
medidas practicas adoptadas para garantizar los derechos enumerados en
el articulo 5 de la Convencién, la aplicacion del articulo 7 de la
Convencién y la composicién étnica de la poblacion.

165. El representante del Gobierno de Cuba formulé las
siguientes observaciones sobre todas las opiniones y comentarios que se
resefian en los parrafos 159 a 164: a) Los esfuerzos del Gobierno de Cuba
por crear un medio en que no pudieran plantearse problemas de
prejuicios raciales y discriminacién racial no se limitaban a reformas
econémicas y sociales sino que se extendian también a la esfera de la
educaciéon; “el sistema educacional cubano estd de esta modo
eliminando todas las fuentes de discriminacién racial en la vida social y
econémica del pais”; b) Las organizaciones que se dedicaran a las
actividades descritas en el parrafo b) del articulo 4 de la Convencién
podian ser sancionadas en virtud del articulo 202 y del parrafo 3 del
articulo 227 del Coédigo de Defensa Social, y se establecian también
sanciones para los directores o funcionarios de esas obligaciones con
arreglo a lo dispuesto en los articulos 230 y 232 del dicho Cédigo; c) En
relaciéon con el articulo 6 de la Convencidn, el articulo 213 del Cédigo de
Defensa Social preveia la posibilidad de recursos y proteccién ante los
tribunales nacionales para todo ciudadano que hubiera sufrido
discriminacién de cualquier clase; el propio individuo podia llevar el
caso de discriminacién ante el tribunal y no era necesario que la
iniciativa la tomara el Fiscal General. En los articulos 54 y siguientes de
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la Ley N° 1251 de Enjuiciamiento Criminal, adoptada en 1972, se
establecian otros recursos de caracter juridico en casos de discriminacién
racial; d) Era posible que el poder ejecutivo o el legislativo anularan las
decisiones tomadas por los tribunales nacionales, pero se garantizaba al
poder judicial de Cuba plena independencia en sus actuaciones, excepto
en materia de indultos y amnistias; e) De hecho, Cuba habia concedido
asilo a ciertas personas que habian luchado por los derechos de una
minorfa —"por ejemplo, a lo miembros de la minoria racial negra de
determinado pais que han luchado por la eliminaciéon de la
discriminacién racial”; f) Era posible que existiera cierta incongruencia
de caracter técnico-juridico en el hecho de que la legislacién se refiriera
algunas veces a los derechos de “todos” y en otras ocasiones a los de los
“ciudadanos”; se sefalaria esta cuestion a la atencion de las autoridades
competentes de Cuba y se la aclararia en el préximo informe; g) Se
transmitirfa a las autoridades de Cuba las solicitudes de nuevos datos
relativos a la aplicacién de lo dispuesto en los articulos 5 y 7 de la
Convencién; h) En lo tocante a la informaciéon sobre la composiciéon
étnica de la poblacién, el Gobierno de Cuba habia suspendido la practica
de referirse en los certificados de nacimiento a la raza del nacido vy,
durante la preparacion de los censos, no se hacian preguntas relativas al
origen racial; en consecuencia, el Gobierno de Cuba ya no disponia de
informacién alguna respecto de la composicion étnica de la poblacién.

kkhkhkkkkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9618), 1974

97.  El informe inicial de Cuba contenfa informacién sobre los
principios constitucionales y las disposiciones de la Ley Fundamental que
estaban directamente relacionados con la mayor parte de las disposiciones
de la parte I de la Convencién, especialmente con las que figuraban en los
articulos 5, 6 y 7, asi como informacién sobre algunas medidas
administrativas adoptadas por el Gobierno del Estado cubano. El Comité
celebr¢ la informacién relativa a la actitud de Cuba ante la discriminacién
racial, tal como se manifestaba en su politica exterior, y observé con
satisfaccion que el informe que se examinaba era uno de los pocos informes
iniciales presentados en consonancia con las directrices del Comité.



238 ECUADOR

98.  Se expresaron ciertas dudas respecto de la aplicacién de
algunas de las disposiciones del articulo 5 de la Convencién; se considero
discutible, por ejemplo, que el Sistema de Control de la Fuerza de Trabajo
fuese compatible con el derecho a la libre eleccién del trabajo. No quedaba
claro si se aplicaba plenamente el articulo 4 de la Convencién. Tampoco se
facilitaba informacién sobre las disposiciones concretas del Cédigo Penal
que daban efectividad a las disposiciones antidiscriminatorias de la
Constitucién y de la Convencion; se necesitaba mds informacién sobre las
medidas administrativas y judiciales. Se expreso interés general por
recibir el texto de la Declaraciéon de la Habana e informacién sobre la
composicién étnica de la poblacion.

8. ECUADOR

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/62/CO/2, 2 de junio de 2003

1. El Comité examiné los informes periédicos 13° a 16° del
Ecuador, que debian presentarse del 4 de enero de 1994 al 4 de enero de
2000 respectivamente y que se presentaron en un solo documento
(CERD/C/384/Add.8), en sus sesiones 1556 y 1557% celebradas los dias 4
y 5 de marzo de 2003 (CERD/C/SR.1556 y CERD/C/SR.1557). En su
15807 sesion (CERD/C/SR.1580), celebrada el 20 de marzo de 2003, el
Comité aprobo las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con agrado los informes detallados
presentados por el Estado Parte y aprecia la informacién actualizada que
ha facilitado verbalmente la delegacioén, asi como sus respuestas francas y
directas a las preguntas y a los comentarios formulados por los miembros
del Comité. Sin embargo, el Comité observa que el constructivo dialogo
que pudo asi reanudar con el Estado Parte después de diez afios de
interrupcién podria haber sido mejor si hubiera tenido lugar mas pronto.

B. Aspectos positivos

3. El Comité toma nota con satisfaccion de que la Constitucion
de 1998, al igual que otras disposiciones juridicas, garantizan medidas
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especiales de protecciéon a las poblaciones indigenas y afroecuatorianas y
tipifican el delito de discriminacién racial contra estas y otras minorias
étnicas. También toma nota de que el Estado Parte ha aprobado leyes en
las que se tipifica el contrabando ilegal de personas a través de las
fronteras del pais, a menudo en condiciones inhumanas (“coyoterismo”).

4. El Comité saluda la adopciéon de varios planes de accién
dentro del marco del Plan nacional de derechos humanos del Estado
Parte, en particular los planes relativos a los derechos de los negros y a los
derechos de los extranjeros, migrantes, refugiados, apétridas y
desplazados, asi como los esfuerzos del Estado Parte para promover la
adopcion de otros planes de accién, en particular el relativo a los derechos
de los pueblos indigenas.

5. El Comité celebra la creaciéon por el Estado Parte de una
Defensoria del Pueblo, con direcciones especiales para asuntos indigenas
y afroecuatorianos, y de una Comision para la coordinacién publica de los
derechos humanos.

6. El Comité acoge con agrado la introduccién de un sistema de
educacién bilingtie en el Ecuador, gracias al cual se dispensa ensefianza a
unos 94.000 nifios indigenas en espafiol y en sus propios idiomas.

7. El Comité toma nota con satisfaccién de que el Estado Parte
ratific6 el Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales en
paises independientes (1989) y la Convencién Internacional sobre la
proteccién de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus
familiares (1990).

8. El Comité acoge asimismo con satisfacciéon la intencion
expresada por el Estado Parte de ratificar la enmienda al parrafo 6 del
articulo 8 de la Convencién Internacional sobre la Eliminacién de todas
las Formas de Discriminacién Racial. A este respecto, el Comité remite a
la resoluciéon 57/194 de la Asamblea General, de 18 de diciembre de 2002,
en la que la Asamblea General insta encarecidamente a los Estados Partes
en la Convencién a que aceleren sus procedimientos internos de ratificacion
de la enmienda de la Convencién y a que con prontitud notifiquen por
escrito al Secretario General su aceptacion de dicha enmienda.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

9. El Comité expresa su inquietud ante la falta de datos
estadisticos sistematicos sobre la composicién étnica de la poblaciéon
ecuatoriana. Aunque reconoce las dificultades que entrafia establecer
criterios para definir los diferentes grupos étnicos, el Comité hace
hincapié en que estos datos son necesarios para la aplicaciéon de la
legislacion especial en favor de estos grupos.
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10. El Comité recomienda que se fortalezcan las instituciones
nacionales encargadas de la promocién de los derechos de los pueblos
indigenas y afroecuatorianos, en particular el Consejo de Desarrollo de las
Nacionalidades y Pueblos del Ecuador (CODENPE), el Consejo de
Desarrollo Afroecuatoriano (CODAE) y la Defensoria del Pueblo.
El Estado Parte deberia explicar en su préximo informe las interrelaciones
y la delimitaciéon de atribuciones entre las numerosas instituciones activas
en este ambito. El Comité recomienda también que el Estado Parte
refuerce, mediante una financiacién suficiente y otros medios adecuados,
la Comisiéon para la coordinacién publica de los derechos humanos,
recientemente establecida.

11.  El Comité observa que, pese a las garantias constitucionales y
legales, sigue existiendo discriminacién contra las poblaciones indigenas
y afroecuatorianas y contra los miembros de otras minorias étnicas. El
Comité insta al Estado Parte a que vele por la aplicaciéon practica de las
disposiciones constitucionales y legales que prohiben la discriminacién
racial y garantice la aplicacién de medidas de proteccién especiales en
favor de las poblaciones indigenas y afroecuatorianas y de los miembros
de otras minorfas étnicas, en particular a través de los tribunales
nacionales y otros 6rganos competentes, como la Defensoria del Pueblo.

12.  Se expreso seria inquietud ante los casos comunicados de uso
excesivo de la fuerza por la policia y el ejército contra los indigenas,
especialmente en el contexto de manifestaciones politicas y disturbios
civiles. El Comité recomienda que el Estado Parte vele por que se eviten
estos actos y, a este respecto, recomienda al Estado Parte que incluya la
educacién en derechos humanos en la formacién profesional que se
dispensa a la policia y a los miembros de las fuerzas armadas, asi como al
personal penitenciario, y le pide que comunique toda medida tomada a
estos efectos.

13. Aunque agradece la sinceridad con que el Estado Parte
reconoce la existencia de discriminacién de facto contra los indigenas, los
afroecuatorianos y los miembros de otras minorias, preocupa al Comité
que un porcentaje desproporcionadamente elevado de personas
pertenecientes a grupos étnicos minoritarios no gocen a menudo de
acceso igual al mercado del empleo, la tierra y los medios de produccién
agricola, ni a los servicios de salud, educacién y otros y que, por
consiguiente, un porcentaje desproporcionadamente elevado de los
miembros de esos grupos viva en la pobreza. El Comité insta al Estado
Parte a que intensifique su esfuerzo por aumentar el nivel de vida de
estos grupos, de modo que puedan gozar plenamente de los derechos
econdmicos, sociales y culturales enumerados en el articulo 5 de la
Convencién. Se pide al Estado Parte que incluya en su préximo informe
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datos precisos y algunos indicadores fundamentales en relacién con el
goce de los derechos econémicos, sociales y culturales por los diferentes
grupos étnicos, desglosados por poblaciéon urbana o rural, edad y género.

14.  En cuanto al importante problema del analfabetismo entre
los indigenas y los afroecuatorianos, el Comité recomienda que el Estado
Parte tome disposiciones para aumentar el profesorado bilingiie, en
particular originario de esas comunidades. El préximo informe del Estado
Parte deberia contener datos precisos sobre el porcentaje de indigenas,
afroecuatorianos y otras poblaciones minoritarias que tienen acceso a la
enseflanza primaria, secundaria y universitaria, asi como sobre el acceso
de esos grupos a programas de radiodifusion, televisién y a otros medios
de comunicacién social en su idioma.

15.  El Comité toma nota de que las mujeres pertenecientes a
minorias étnicas son objeto de una doble discriminacién fundada, tanto en
su origen étnico, como en su género. En el préximo informe periédico, el
Estado Parte debe incluir informacién sobre la discriminacién por razones
de género de las mujeres indigenas y afroecuatorianas y sobre las
medidas que haya tomado a este respecto. Al formular el plan de accién
sobre los derechos de la mujer, el Estado Parte debe abordar el problema
de la doble discriminacién de las mujeres pertenecientes a minorias
étnicas, asi como su falta de representaciéon politica en el Ecuador, de
conformidad con la Recomendacién general N° XXV del Comité, relativa
a las dimensiones de la discriminacién racial relacionadas con el género.

16.  En cuanto a la explotacién de los recursos del subsuelo de los
territorios tradicionales de las comunidades indigenas, el Comité observa
que con la mera consulta a estas comunidades antes de iniciar la
explotacién de los recursos no se cumplen las condiciones especificadas
en la Recomendacion general N° XXIII del Comité, relativa a los derechos
de las poblaciones indigenas. El Comité recomienda, pues, que se recabe
previamente el consentimiento de estas comunidades con conocimiento
de causa y que se garantice la divisiéon equitativa de los beneficios que se
obtengan con esa explotacién. En su préoximo informe periédico, el Estado
Parte debe facilitar informacion detallada sobre la titularidad de las tierras
de las comunidades indigenas, asi como sobre los recursos de que
disponen los indigenas para reclamar una indemnizacién en caso de
empobrecimiento del medio ambiente de sus tierras tradicionales.

17.  El Comité estd preocupado ante la falta de confianza en el
sistema judicial ecuatoriano observada entre los miembros de las minorias
étnicas. Se pide al Estado Parte que informe sobre las causas de esa falta
de confianza e indique si la actual reforma del sistema judicial ha hecho
que sea mds eficaz y mas accesible a los pobres.
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18.  El Comité recomienda que el Estado Parte dé amplia difusiéon
a la informacién acerca de los recursos internos disponibles contra los
actos de discriminacién racial, las vias legales existentes para obtener
reparacion en caso de discriminacién y sobre el procedimiento de
denuncia personal previsto en el articulo 14 de la Convencién.

19.  El Comité advierte la ausencia de informacién en el informe del
Estado Parte sobre el funcionamiento del sistema judicial indigena y
recomienda que se dé informacién al respecto en el proximo informe periédico.

20.  El Comité estd preocupado ante las informaciones recibidas
acerca de la discriminacién y la hostilidad de que son objeto los migrantes
y pide al Estado Parte que intensifique sus esfuerzos para concebir y
llevar a cabo campafias educativas con objeto de combatir la
discriminacién racial en todos los sectores de la sociedad.

21.  El Comité recomienda que el Estado Parte tenga en cuenta
los elementos pertinentes de la Declaracion y Programa de Accién de
Durban a la hora de aplicar la Convencién en el ordenamiento juridico
nacional, en particular en lo que se refiere a los articulos 2 a 7 de la
Convencién, y que incluya en su préximo informe periédico informacién
sobre las medidas tomadas para aplicar en el ambito nacional la
Declaracién y Programa de Accién de Durban.

22.  El Comité invita al Estado Parte a que consulte a las
organizaciones de la sociedad civil que se ocupan de la promocién de los
derechos humanos durante la preparacién del préximo informe periédico
y recomienda que el ptblico tenga acceso a los informes periédicos desde
el momento de su presentacion y que se hagan también publicas las
observaciones del Comité sobre esos informes.

23.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente su 17°
informe periddico juntamente con sus informes periédicos 18° y 19° el
4 de enero de 2006 a mas tardar y que en dicho informe se traten todas las
cuestiones suscitadas en las presentes observaciones finales.

e e e

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/48/18), 1993

128. El Comité examiné los informes periédicos undécimo y
duodécimo del Ecuador (CERD/C/197/Add.9 y CERD/C/226/Add.1)
en sus sesiones 9717 972% y 983?, celebradas los dias 10, 11 y 18 de marzo
de 1993 (véase CERD/C/SR.971, 972 y 983).
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129. Al presentar el informe, el representante del Estado Parte
dijo que en el Ecuador no habfa una discriminacién racial de caracter
sistemético y que las desigualdades que existian eran consecuencia de los
problemas sociales, econémicos y estructurales que afectaban a todos los
paises en desarrollo. El Gobierno trataba constantemente de mejorar su
legislacion y de fomentar la igualdad, y recibiria el asesoramiento y las
observaciones del Comité con el mejor espiritu posible.

130. El representante sefial6 que el Plan Nacional de Desarrollo
1989-1992 mencionado en el informe era un instrumento particularmente
importante, ya que se habia hecho méas hincapié en la planificacién que en
el pasado. El Vicepresidente era la autoridad encargada del Plan, que
tenia caracter obligatorio para el sector puablico. Uno de los principales
elementos que obstaculizaban su aplicacién era la influencia de los
factores externos sobre la economia. A ese respecto, cabia mencionar que
aproximadamente el 30% del presupuesto estatal se destinaba a pagar la
deuda externa del Ecuador.

131. Los miembros del Comité expresaron su reconocimiento por
la alta calidad de los informes presentados por el Ecuador. Se observé que
los informes hacian hincapié en que el Ecuador era una sociedad
multiétnica y multicultural y que el Estado se esforzaba, mediante el Plan
Nacional de Desarrollo, por fomentar los grupos y culturas que
contribuian a la creacion de una identidad nacional. No obstante, se
sefial6 que los informes no incluian datos demograficos sobre la
composiciéon étnica de la sociedad ecuatoriana. En particular, los
miembros del Comité solicitaron datos concretos sobre las tasas de
natalidad, de mortalidad y de esperanza de vida de las poblaciones
indigenas, comparadas con las de la poblacién en su conjunto. Los
miembros sefialaron también que los informes no contenfan suficientes
ejemplos concretos de la protecciéon ofrecida por el sistema juridico a las
victimas de discriminaciones raciales.

132. Se observé que en el informe se hacia mucho hincapié en la
explotacion de los recursos naturales y la proteccién del medio ambiente.
A ese respecto, se necesitaba informacién mas detallada acerca de los
efectos de esos programas sobre la vida cultural y social de las
poblaciones indigenas, especialmente las que vivian en la regién
amazoénica. Esos programas no parecian beneficiar directamente a las
poblaciones cuyas tierras se utilizaban, y en el informe no se habia
incluido ninguna mencién de sus opiniones.

133. En relacion con el articulo 2 de la Convencion, los miembros
del Comité hicieron preguntas sobre cudles eran los grupos considerados
como “nacionalidades indigenas”; de qué modo se determinaba que un
individuo pertenecia a una nacionalidad o minorfa dada; cudl era el
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significado de las “manifestaciones culturales populares” mencionadas en
el parrafo 13 del undécimo informe periédico; y si se habia alguna
distincién entre los extranjeros con respecto al alcance de los derechos que
se les garantizaban.

134. En cuanto al articulo 4 de la Convencién, los miembros del
Comité preguntaron cudl era la practica efectiva de los tribunales con
respecto a las penas aplicables en caso de participaciéon en organizaciones
o actividades racistas; si se habian dictado sentencias a este respecto de
conformidad con la legislacién pertinente; y si el Gobierno prevefa alguna
modificacién de los articulos pertinentes del Cédigo Penal.

135. En cuanto al articulo 5 de la Convencién, los miembros del
Comité deseaban saber cudles eran exactamente los criterios que
aplicaban las autoridades para decidir cudndo se impartiria la ensefianza
en idiomas indigenas; en qué medida a los nifios que se recibian
enseflanza en un idioma indigena se les impartia también instrucciéon en
espafiol; por qué se denegaba el derecho al voto a los analfabetos, que en
general pertenecian a las comunidades indigenas; que comparacién se
podia establecer entre la financiaciéon del sistema educativo rural y los
fondos destinados a la educacion de estudiantes blancos o mestizos; si el
presupuesto destinado al sistema de educacién bilingtie de las poblaciones
indigenas se habia reducido considerablemente en 1991; y qué medidas se
estaban adoptando para responder al aumento de los problemas
sanitarios en las comunidades indigenas, en particular los vinculados a la
degradacién ambiental ocasionada por la exploracién del petréleo.

136. Los miembros del Comité también deseaban saber qué
porcentaje de miembros del Parlamento eran miembros de comunidades
indigenas; cémo estaba representada la poblaciéon indigena en las
administraciones locales; en qué medida las comunidades indigenas
participaban en la adopcién de decisiones sobre las cuestiones que les
interesaban directamente, como la asignacién y delimitasen de tierras; si
los titularas de las tierras indigenas eran los particulares, las familias o las
comunidades; cémo se designaban las “reservas etnobioldgicas”; cémo se
aseguraba en la practica el respeto de los valores culturales de las
poblaciones nativas en los proyectos de desarrollo, incluida la exploracién
de hidrocarburos; qué papel desempenaban las organizaciones indigenas
en materia de vigilancia de la aplicacién de la legislacién relativa a la
exploracién y explotacion de los recursos naturales en las zonas
indigenas; si se consultaba a las comunidades y poblaciones indigenas con
respecto a las decisiones relativas a la explotaciéon de los recursos; si se
indemnizaba a las personas cuyos medios de vida se veian comprometidos
por nuevas industrias; en qué medida las comunidades indigenas se
beneficiaban de la explotacién de los hidrocarburos en la regiéon amazoénica;
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si el Gobierno habia investigado los actos ilegales realizados por grupos
paramilitares en las comunidades indigenas y qué medidas se habian
adoptado para proteger mejor a esas comunidades ante nuevos actos de
intimidacion y coaccién; quién habia establecido las diversas
organizaciones quichuas mencionadas en el parrafo 21 del undécimo
informe; si los numerosos dirigentes indigenas encarcelados habfan sido
puestos en libertad; si se impedia que los grupos indigenas constituyeran
sus propios partidos politicos; en qué medida el articulo 48 de la
Constitucion se aplicaba a los grandes terratenientes; si se proporcionaba
a las poblaciones indigenas herramientas, préstamos, asistencia técnica o
cualquier otro elemento de infraestructura cuando se les asignaban
tierras; y qué proteccion se concedia a las comunidades indigenas para
desalentar los ataques realizados por los grandes terratenientes.

137. Con respecto al articulo 6 de la Convencién, los miembros
del Comité pidieron mas informacién sobre la Comisién de Derechos
Humanos, en particular como se habia establecido y cudles eran sus
actividades actuales; sobre datos estadisticos relativos a los recursos
disponibles contra los actos de racismo sobre las sentencias dictadas en
relaciéon con actos racistas y si se habfan presentado ante la Comisién
Interamericana de Derechos Humanos denuncias de ese tipo de actos; y si
la violacién de las disposiciones ambientales dictadas por la Direcciéon
Nacional del Medio Ambiente daba lugar a alguna clase de responsabilidad
civil o penal.

138. Con referencia a los levantamientos indigenas de 1990 y al
dialogo entablado posteriormente con los dirigentes de las comunidades
indigenas, los miembros del Comité preguntaron cudles eran las
exigencias de los grupos indigenas, en particular con respecto a la tierra, y
cudl habia sido el resultado de ese didlogo. Los miembros del Comité
también pidieron al representante que formulara un comentario sobre las
denuncias de que en la provincia de Imambura habia grupos militares
que actuban contra las comunidades indigenas con la aquiescencia del
Gobierno, y sobre las denuncias de que un dirigente comunitario indigena
habia sido sometido a malos tratos en la cércel.

139. Respondiendo a las preguntas y observaciones formuladas
por los miembros del Comité, el representante del Estado Parte dijo que
habia transmitido a su Gobierno las solicitudes de otras informaciones
formuladas por los miembros del Comité. En el proximo informe del
Ecuador se comunicarian al Comité respuestas precisas a esas preguntas.

140. En cuanto al marco general para la proteccién de los
derechos humanos, el representante del Ecuador explicé que se estaba
examinando a la sazén la reforma constitucional, incluida la posibilidad
de crear el puesto de Ombudsman, que dependeria del poder judicial.
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En la actualidad el Procurador General del Ministerio de Justicia era la
autoridad responsable del examen e investigaciéon de las denuncias en
materia de derechos humanos.

141. Con respecto a la participacion de las comunidades
indigenas en la administracién del Estado, el representante declar6 que la
Constitucién vigente no preveia una representacion indigena en el
Congreso. Todos los representantes eran elegidos por el pueblo con
independencia del color o la raza. Desde los levantamientos indigenas de
1990, los representantes del Gobierno del Ecuador habian participado en
un didlogo, que se seguia realizando, con dirigentes de las diversas
comunidades indigenas. Esas comunidades habian presentado una lista
de 16 puntos, en la que se incluia la reivindicacién de un mejor acceso a
los medios necesarios para explotar sus tierras.

142. Con respecto a la explotacién de los recursos en las tierras
indigenas, el representante dijo que el Presidente del Ecuador habia
estudiado personalmente el problema de la explotacién del petrdleo en la
regiéon amazonica para velar por la protecciéon del medio ambiente y de
los intereses de las comunidades indigenas que habitaban alli. De
conformidad con la legislacién del Ecuador, la propiedad de los recursos
subterraneos pertenecia al Estado, pero la exploracién se llevaba a cabo
previendo debidamente la concesién de compensaciones adecuadas a las
comunidades indigenas. Tal habia sido particularmente el caso de la
comunidad huaorani, una tribu que, como estadio de evolucién, se
encontraba en la edad de piedra, estaba formada por sélo 2.715 personas y
no estaba integrada de modo alguno en la civilizacién occidental.

Observaciones finales

143. El Comité elogio la regularidad del Gobierno del Ecuador en la
presentacion de informes sobre la aplicacién de la Convencién en ese pais.

144. El Comité observé que uno de los objetivos del Plan Nacional
de Desarrollo era velar por el reconocimiento del caracter multiétnico y
multicultural del Ecuador. El Comité esperaba que las comunidades
indigenas se beneficiaran de la aplicacién del Plan en lo relativo a su
situacién econémica, social y cultural.

145. El Comité alent6 al Gobierno a que, en su préoximo informe,
proporcionara informacién detallada sobre la aplicacion del Plan
Nacional de Desarrollo, para que el Comité pudiera evaluar plenamente
las condiciones de vida de las comunidades indigenas. El Comité expresé
su deseo especial de que la explotacién econémica de la regién amazoénica
s6lo se emprendiera después de realizar un examen integral de los
intereses de las comunidades indigenas en lo relativo a la preservacién de
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su identidad. EI Comité confiaba en que el Gobierno adoptaria medidas
efectivas para lograrlo.

146. Se solicité al Gobierno del Ecuador que informara sobre el
funcionamiento del poder judicial en relacién con la Convencién y
especialmente sobre la situacién juridica y las funciones de la Comisién
ad hoc de Derechos Humanos establecida por el Congreso Nacional del
Ecuador.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo quinto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/45/18), 1991

100. Los informes periddicos noveno y décimo del Ecuador,
refundidos en un documento tunico (CERD/C/172/Add.4), fueron
examinados por el Comité en su 868” sesion, celebrada el 9 de agosto de
1990 (CERD/C/CR/SR.868).

101. Los informes fueron presentados por el representante del
Estado parte, quien subrayé que su pais, crisol de razas y culturas,
garantizaba a todos los ciudadanos el libre ejercicio de los derechos
humanos enunciados en los instrumentos internacionales vigentes. A fin
de garantizar el pleno disfrute de esos derechos, el Ecuador, pese a una
evidente falta de recursos, trataba por todos los medios de luchar contra
el subdesarrollo, mejorar las condiciones de vida de su poblaciéon y
salvaguardar la paz social en un pleno respeto del medio ambiente.
Paralelamente a los esfuerzos encaminados a mejorar la situaciéon de los
nifios y la condicién de la mujer, la participaciéon e integraciéon de las
poblaciones autéctonas, que representaban el 18,5% de la poblacién total,
constitufan una de las esferas de accién prioritarias del Gobierno. A este
respecto, se hacfa hincapié en la alfabetizacién, como demostraba la
existencia de 1.750 centros de ensefianza bilingtie que acogian a 34.000
alumnos. La extrema movilidad y el mestizaje de la poblacién contribuian
a la integracién de grupos minoritarios y servia de disuasivo contra la
discriminacién en todas sus formas.

102. Los miembros del Comité tomaron nota con satisfacciéon de
los informes presentados por el Gobierno ecuatoriano y agradecieron al
representante del Estado parte su exposiciéon introductoria. También
vieron con satisfaccion que el Ecuador hubiese hecho la declaraciéon
prevista en el parrafo 1 del articulo 14 de la Convencion. Pese a todo, se
lamenté que los informes no se hubieran redactado de conformidad
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con las directrices generales revisadas adoptadas por el Comité
(CERD/C/70/Rev.1), y que no aportasen informacién suficiente acerca de
la aplicaciéon concreta de las disposiciones constitucionales o legislativas
que permitian luchar contra la discriminacién. A este respecto, algunos
miembros preguntaron si la Convencién se invocaba expresamente en el
Ecuador; expresaron sorpresa por el hecho de que, al parecer, las
disposiciones de la Convencién nunca se hubieran invocado ante los
tribunales. Aun el hecho de que se hubieran invocado, no era prueba
suficiente de que no hubiera discriminacién racial en el Ecuador.

103. Algunos miembros del Comité indicaron el deseo de
disponer de informaciones complementarias sobre la composicién étnica
de la poblacién; sobre la proteccién del media natural, con el que las
poblaciones autdctonas vivian en estrecha simbiosis; sobre las medidas
adoptadas por el Gobierno para proteger el patrimonio y preservar la
especificidad cultural de los grupos minoritarios; sobre los idiomas que se
podian utilizar ante los tribunales o la administracién; sobre la aplicacion
del inciso d) del parrafo 1 del articulo 2 de la Convencién; sobre las
medidas adoptadas para luchar contra el desempleo y reducir la
diferencia de ingresos, y sobre el tema de la aplicacién de la Ley No. 256
relativa a la igualdad entre el hombre y la mujer. También se pidieron
informaciones acerca de las medidas adoptadas en favor de ciertas tribus
indigenas —por ejemplo, los colorados— que, seglin se supone, estan en
vias de desaparicién; sobre los métodos utilizados por ciertas empresas
petroleras para implantarse en diversas zonas del pafs, en las que vivian
poblaciones autéctonas, y sobre las actividades del Instituto Lingtiistico
de Verano. También se hicieron preguntas sobre la persistencia de cierta
forma de marginacién y sobre las opiniones expresadas, por ejemplo, en
un documento del 1° de agosto de 1990 de la Federacién de
Organizaciones Indigenas del Ecuador, que se referia a ciertas dificultades
experimentadas por las poblaciones autéctonas.

104. A propoésito de la aplicacién del articulo 5 de la Convencién,
algunos miembros observaron con interés que el Ecuador dedicaba el 30%
del presupuesto nacional a la educacién, y manifestaron el deseo de
recibir a este respecto mds informacion sobre el progreso de la ensefianza
y la tasa de alfabetizacién de las poblaciones autéctonas. A este respecto,
preguntaron si estos grupos se alfabetizaban en espafiol o en su propio
idioma y querian saber también en qué proporcién las poblaciones
autoéctonas accedian a la ensefianza superior. Respecto de la reforma
agraria y de los problemas que planteaba al Gobierno la cuestién de las
tierras pertenecientes a los indigenas, se pregunté cudl era él porcentaje
de territorio nacional ocupado por poblaciones autactonas; cual habia sido
el resultado de la reforma emprendida en 1973; cuantos titulos de
propiedad se habfan cedido a las poblaciones autéctonas, y si estas
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dltimas conseguian efectivamente pasar de una economia de subsistencia
a una economia de produccién. También se pidieron, por otra parte,
informaciones acerca del presupuesto, la composicién y las actividades de
la Oficina Nacional de Asuntos Indigenas. También se pregunté si se
garantizaba a los grupos minoritarios la igualdad respecto del acceso al
trabajo, si tenfan posibilidad de organizarse colectivamente y cudles eran
los servicios de salud de que podian beneficiarse. A propésito de los
derechos politicos de que disponian los miembros de grupos minoritarios,
se pregunto si las medidas legislativas y administrativas mencionadas en
los informes habian dado resultados en cuanto a la participacién de las
poblaciones autdctonas en la vida ptblica de la nacién; cudl era su grado
de participacién en las elecciones asi como su representacién en el
Parlamento y en los escalones mas elevados de la administracion, y cudles
eran los objetivos y actividades de los organismos mencionados en el
parrafo 26 del informe.

105. En relaciéon con el articulo 7 de la Convencién, algunos
miembros preguntaron si el Gobierno ecuatoriano habia tomado medidas
inmediatas y eficaces en las esferas de la ensefianza, la educacién, la
cultura y la informacién para luchar contra los prejuicios que llevaban a la
discriminacién racial y a la intolerancia y, en particular, si las poblaciones
autdctonas estaban informadas de las disposiciones pertinentes de los
instrumentos internacionales de derechos humanos.

106. En respuesta a las preguntas planteadas por los miembros
del Comité, el representante del Estado parte indicé que el objetivo
fundamental de su Gobierno era garantizar un desarrollo de las
estructuras, tanto econdmicas como sociales, del pais. A este respecto, y
pese a la considerable carga que representaba una deuda exterior que
ascendfa a 11.000 millones de doélares para una poblaciéon de 10 millones
de habitantes, el Ecuador habia creado, en 1954, un Consejo Nacional de
planificacién econémica y social. Por otra parte, se desarrollaban
actividades concretamente en materia de promocién de la mujer y, a este
respecto, el Congreso Nacional ecuatoriano habia adoptado el 18 de
agosto de 1989 un total de 81 textos legislativos que garantizaban la
igualdad absoluta de los conyuges.

107. En respuesta a las numerosas preguntas formuladas a
proposito de las poblaciones autéctonas, el representante destacé la
aportaciéon fundamental del elemento indio al desarrollo de la cultura
ecuatoriana. Tanto la reforma agraria de 1964 como las migraciones
interiores habian contribuido a la mezcla de poblaciones, pese a que la
débil densidad demografica del pais hubiera frenado la integracién de los
grupos aislados y planteado algunos problemas. Deseoso de no caer
nuevamente en el paternalismo caracteristico del periodo colonial, el
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Gobierno habia fijado como una de sus prioridades el fortalecimiento de
la autonomia local. En consecuencia, se esforzaba, por conducto de la
Oficina Nacional de Asuntos Indigenas, de ayudar a las poblaciones
autéctonas a desarrollarse en su propio medio. Estas dltimas
representaban el 18,5% del total de la poblacion y el censo previsto para
1990 debia permitir la actualizacién de los datos correspondientes a cada
uno de los grupos étnicos.

108. Las actividades de alfabetizacilon emprendidas por el
Gobierno tenfan por objeto contribuir al desarrollo de las poblaciones
autdctonas y, en el momento actual, los analfabetos no representaban ni
siquiera un 10% de la poblacién. En cuanto a la politica de tenencia de
tierras, el representante subrayé que el Gobierno habia tratado de
establecer un didlogo muy amplio con la poblacién para llegar a acuerdos
en cuestiones fundamentales tales como el acceso a la tierra, los minifundios
y la reglamentacién de la utilizacién del agua. Por lo que se referia a la
participacioén de los grupos indigenas en la vida publica del pais, recordé
que todos los ciudadanos, independientemente de su origen, tenian
acceso a las mas altas responsabilidades del Estado y que varios hombres
politicos de origen indigena se habian destacado en la esfera politica.

109. A propésito del articulo 7 de la Convencién, el representante
sefial6 que se habian traducido a quichua numerosos textos relativos a los
derechos humanos, incluidos los de la Asociacion Nacional de Derechos
Humanos, lo que habia permitido a los quichuas conocer mejor sus derechos
y obligaciones y participar asi de manera maés activa en la vida del pais.

110. Para terminar, el representante del Estado parte agradecié a
los miembros del Comité el interés que habian manifestado por la
situacién en su pais y subrayé que en futuros informes aportarfa datos
suplementarios.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/40/18), 1985

84. El octavo informe periédico del Ecuador (CERD/C/118/
Add.4) fue examinado por el Comité en sus 70la. y 702a. sesiones,
celebradas los dias 5 y 6 de marzo de 1985 (CERD/C/SR.701 y SR.702).

85.  Present6 el informe el representante del Ecuador, quien se
refiri6 a los articulos pertinentes de la Constitucién y del Cédigo Penal,
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que garantizan los derechos estipulados en la Convencién. Sefialé que la
revision de la Constitucion, que ha tenido lugar desde la presentacion del
informe, ha reforzado atin mas el recurso del habeas corpus. El Gobierno
estd empenado en elevar el nivel de alfabetizaciéon y en difundir la
educacién gratuita entre los sectores menos favorecidos de la poblacién,
habiendo emprendido un programa a gran escala de reconstruccién
econdmica concebido para acabar con la pobreza.

86.  El Comité elogi6 al Gobierno ecuatoriano por su concienzudo
informe, el cual se atiene a las directrices generales del Comité
(CERD/C/70/Rev.1) y facilita abundante informacién que responde a las
muchas preguntas formuladas durante el examen del informe anterior del
Ecuador. El presente informe constituye un ejemplo excelente de cémo
presentar las disposiciones del Gobierno para aplicar la Convencién. El
Ecuador es parte de todos los convenios sobre derechos humanos en los
que figura la obligaciéon de presentar informes, ha hecho la declaraciéon
conforme al articulo 14 de la Convencién y ha ratificado el Protocolo
Facultativo del Pacto de Derechos Civiles y Politicos. El informe actual
constituye una sefial alentadora de la voluntad politica de suprimir los
vestigios de la discriminacién y de poner remedio a las desigualdades
existentes, en particular en lo que se refiere a la educacién, como requisito
previo para eliminar la discriminacién. En el préximo informe podran
facilitarse detalles acerca de la institucion ya antigua del habeas corpus en
la legislacién ecuatoriana. Se solicitaron aclaraciones sobre la proporciéon
de indios en el total de la poblacién, pues parece haber una discrepancia
entre el porcentaje del 50% indicado en los informes anteriores y el 18,5%
que figura en el actual.

87.  Con respecto a la aplicacién del articulo 2 de la Convencién,
conjuntamente con el articulo 5, el Comité expreso el deseo de disponer
de mas informaciones sobre el tipo de actividades econémicas realizadas
por los distintos grupos étnicos, y en especial: como se distribuye el
aumento del producto nacional bruto entre los grupos étnicos, cémo
pueden las tribus indigenas que llevan una existencia némada y primitiva
ejercer eficazmente sus derechos en tales condiciones, pese a que todo el
mundo es igual ante la ley; si, dadas las condiciones reinantes en la
agricultura ecuatoriana, la reforma agraria es viable y puede atender a las
necesidades de las familias campesinas a las que se han asignado parcelas
de nueve hectareas (a este respecto, se pidi6é que en el pré6ximo informe se
presenten cifras de la poblacién afectada por la reforma agraria) y qué
asistencia se esta prestando a las comunidades autéctonas para que
puedan efectuar la transicién de una economia de subsistencia a una
economia monetaria. El Comité agradecera asimismo que se le faciliten
mas datos acerca de las medidas especiales que el Gobierno puede estar
tomando para paliar las grandes diferencias de niveles de ingresos y
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hacer frente al desempleo. Se pidieron mas datos sobre las mejoras en la
atencion sanitaria de las distintas comunidades étnicas.

88. El Comité pregunté6 qué medidas han proyectado para
conservar la cultura y forma de vida de los grupos étnicos del pais sin
obstaculizar la modernizaciéon del mismo. Se solicitaron aclaraciones
acerca de la disposicién constitucional conforme a la cual puede utilizarse
el quechua o la lengua indigena correspondiente, ademas del espafiol, en
las escuelas situadas en zonas de poblaciéon predominantemente indigena,
y se pregunté si ello resultaba coherente con lo que se afirma en el
informe, a saber que la Constitucién reconoce el derecho de la poblaciéon
indigena a recibir ensefianza en su propia lengua, particularmente en los
casos en que no es predominante. Algunos miembros del Comité
solicitaron informacién acerca de las medidas que se toman para que las
poblaciones indigenas que viven en zonas como el Amazonas puedan
ejercitar el derecho a utilizar su propia lengua y a recibir una instrucciéon
bilingtie. Asimismo, preguntaron sobre los matrimonios entre distintos
grupos étnicos y si estan sometidos a alguna restriccién; igualmente, si el
objetivo de reducir al 59% el analfabetismo, que se menciona en el
informe, se habia alcanzado en agosto de 1984; qué proporciéon del
presupuesto del Ecuador se dedica a la educaciéon; qué porcentaje de
egresados de las escuelas secundarias corresponden a cada grupo
indigena; qué proporcién de la poblacion indigena no habla espafiol; si se
facilita automadaticamente la interpretacién a esas personas en caso
necesario, por ejemplo, ante los tribunales, y si dicha interpretacién es
gratuita.

89.  El Comité solicité aclaraciones acerca de lo que dispone el
articulo 33 de la Constitucién, conforme al cual el sufragio es obligatorio
para quienes saben leer y escribir y facultativo para los analfabetos. A este
respecto, se sefial6 que, aunque no se deniega el derecho a votar, la
distincién entre el deber de votar y el derecho a no votar fundado en el
nivel de instruccién del votante no resulta de comprensién facil.
Las dificultades practicas derivadas del analfabetismo dificilmente
justifican tal distincién. En ese contexto, se pregunté qué porcentaje de los
indigenas ha quedado hasta el presente fuera de la vida politica del pais.
El Comité desearfa recibir mas informacién sobre el grado de
representacion politica de los grupos indigenas y el tipo de sistemas de
autogestion adoptados en esas comunidades para que pueda mejorar su
situacion sin perder su identidad cultural propia. También se agradecerian
mayores datos sobre la condicién social de los mestizos y los mulatos.

90.  En relacién con el articulo 4 de la Convencion, se dijo que
seria util para el Comité, y serviria de ejemplo para otros Estados partes,
el disponer de la referencia exacta - y del texto - de la seccién pertinente



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la
Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 253

del Cédigo penal que ha incorporado las disposiciones de ese articulo de
la Convencién. En ese contexto, se sefialé que el hecho de que no se haya
aplicado el Coédigo penal no significa que no existan casos de
discriminacién racial; se solicitaron aclaraciones al respecto.

91. Por lo que se refiere al articulo 7 de la Convencién, se pidi6
informacién sobre la manera de informar al publico en general de las
disposiciones de la Convencioén y las formas en que se aplican.

92. Respondiendo a las preguntas y observaciones de los
miembros del Comité, el representante del Ecuador explicé que en su pais
aun prosigue el proceso de mezcla de razas y culturas y que, segtn algunas
estimaciones, el 50% de la poblacion es indigena, y segtin otras tinicamente
constituye el 18%. En el proximo informe figurard una informacion mas
completa sobre los distintos grupos étnicos y culturas del Ecuador.

93. Con respecto a la cuestion de la reforma agraria, el problema
principal no radica en la distribucién de tierra cultivable, que abunda,
sino en aumentar su productividad. Aunque en la actualidad la
productividad crece sé6lo al ritmo del 2,5% anual, se confia en que
aumentara en un 50% en los 10 afios proximos. Indicé que el nimero total
de familias campesinas beneficiarias en virtud de la reforma agraria a que
se refiere el informe no debe entenderse como ntmero total de familias
propietarias de tierras. Otras muchas han adquirido tierras por herencia o
compra. Algunas comunidades indigenas han pasado de una economia
de subsistencia a una economia monetaria e incluso han recurrido al uso
adelantado del crédito, disponiendo de cuentas en bancos extranjeros y
exportando sus productos a otros paises.

94.  Informo6 al Comité de que las culturas indigenas estdn siendo
conservadas por los propios grupos autéctonos y por otros ecuatorianos,
orgullosos de su patrimonio histérico. Se ha creado una organizacién
nacional, FODERUMA, para ayudar a florecer las culturas autdéctonas, al
tiempo que a modernizar las condiciones de vida de los indigenas.
Los distintos grupos indigenas no disponen de un dnico lenguaje para
todos ellos. Los habitantes originarios hablaban multitud de lenguas
distintas. En el siglo XII, los incas invasores impusieron el quechua como
lingua franca que adoptaron los misioneros cristianos, quienes la
difundieron a otras tribus. No obstante, se han conservado las lenguas
originales. En la actualidad, aproximadamente sélo el 50% de los indios
hablan espafiol ademés de su correspondiente lengua vernacula. No hay
limitaciéon alguna a los matrimonios interraciales, pero las costumbres
indigenas favorecen una endogamia excesiva, que aboca a la extincién a
algunas tribus, como los colorados y los jibaros.
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95. A la educacién se destina el 33% del presupuesto nacional,
porcentaje superior al minimo del 30% que fija el articulo 71 de la
Constitucion. El analfabetismo se ha reducido en la actualidad a cerca del
12% de la poblacién, con focos de analfabetismo fundamentalmente en las
zonas rurales.

96.  Con respecto al derecho de voto, en la actualidad todos los
ciudadanos mayores de 18 afios pueden votar, aunque sean analfabetos.
La nueva Constitucién ha otorgado a los ciudadanos analfabetos el voto
como solucién provisional, con objeto de compensar en alguna medida su
situacién vulnerable en la sociedad, hasta que llegue el momento en que se
haya eliminado el analfabetismo. Al mismo tiempo, la ley fija normas
restrictivas que dificultan el que cualquier ciudadano alfabetizado que no
haya participado en una eleccién vote en las siguientes, gracias a lo cual, en las
dltimas elecciones se ha conseguido un elevado porcentaje de participacion.

97.  Por tltimo, el representante del Ecuador dijo que, en su préximo
informe, su pais facilitard datos més detallados sobre todas las cuestiones
planteadas, e incluira los textos de las secciones pertinentes del Cédigo
Penal en que figuran las disposiciones del articulo 4 de la Convencién.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/37/18), 1982

204. El séptimo informe periédico del Ecuador (CERD/C/91/
Add. 2) fue presentado por el representante del Estado informante, quien
sefiald, en particular, que la decisién de incorporar las disposiciones del
articulo 4 de la Convenciéon en el Coédigo Penal era consecuencia del
didlogo que se habfa iniciado entre el Comité y el Ecuador con la
presentaciéon del primer informe periédico. El Ecuador se habia adherido
a todas las convenciones internacionales sobre proteccién de los derechos
humanos y era uno de los pocos paises que habian hecho la declaraciéon a
que se referia el articulo 14 de la Convencién. El orador también sefiald
que en el marco del Plan Nacional de Desarrollo, el Gobierno estaba
tratando de mejorar las condiciones de vida de la poblacién agricola y
habia decidido asignar una tercera parte del presupuesto del Estado a la
educacion de la poblacién.

205. El Comité felicit6 al Ecuador por la calidad de su informe, en
el cual se habian incluido los textos de las disposiciones legislativas
promulgadas para poner en vigor la Convencién. Varios miembros
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destacaron que el Ecuador hubiera hecho la declaraciéon prevista en el
articulo 14 de la Convencion.

206. Con respecto al articulo 2 de la Convencién, y a fin de
comprender mejor la aplicacién de las disposiciones de la Convencién en
el Ecuador, se pidié mas informacién sobre la composicién étnica de la
poblacién, puesto que sélo se sabia que la poblacién autéctona constituia
un 50% del total. Se pregunté qué medidas se habian adoptado para
asegurar que la poblacién autéctona gozara de los derechos humanos y
libertades fundamentales en las mismas condiciones que el resto de la
poblacién y de qué manera se la protegia en los tribunales; se pregunt6 si
los diversos grupos étnicos podian recibir ensefianza en su propio idioma
y si en la nueva Constitucién de 1978 se habian introducido cambios en
ese sentido. Los miembros del Comité solicitaron mas detalles sobre la
ensefianza del quechua y sobre el empleo del quechua y otros idiomas en
las esferas administrativa, judicial, etc. Puesto que el Ecuador garantizaba
los derechos enunciados en los instrumentos internacionales, se pregunté
si se habfan transformado esos derechos en garantias individuales de las
que una persona pudiera valerse directamente en contra de las
autoridades estatales; y si el disfrute de esas garantias se hacia extensivo a
los extranjeros. Refiriéndose a la ejecucion de la reforma agraria del
Gobierno que se mencionaba en el informe, los miembros del Comité
hicieron varias preguntas y en particular, si se compraba la tierra de los
terratenientes ricos para redistribuirla; si la reforma sélo afectaba a la
tierra cultivable; cudl era la proporcién de personas sin tierra y a qué
grupo pertenecian; cudntas familias autéctonas se habifan beneficiado de
la asignacién de tierras, y si podian emigrar a la ciudad en caso de que se
hubieran establecido en tierras asignadas a ellas que no respondian a sus
necesidades; si en el presupuesto se preveia la asignacién de fondos
suficientes para el abastecimiento de agua, el riego y el mejoramiento de
las condiciones de vida de la poblacién rural; y qué medidas se habian
adoptado en el Ecuador en relaciéon con la infraestructura y los
implementos agricolas a fin de asegurar que la reforma agraria prosperara.
Asimismo, se pidi6é informacién adicional sobre las prioridades del Plan
Nacional de Desarrollo y sobre las medidas adoptadas de conformidad con
el parrafo 2 del articulo 2 de la Convencién en beneficio de los grupos mas
desfavorecidos de la poblacién para asegurar su adecuado desenvolvimiento.

207. Con referencia al articulo 4 de la Convencién, algunos
miembros del Comité tomaron nota del Decreto No. 3194, por el que se
habia enmendado el Cédigo Penal del Ecuador con miras a poner en
vigor las disposiciones de dicho articulo. Se pidieron més detalles sobre
las garantias judiciales relacionadas con la proteccion contra la discriminacion
racial y la proteccién de los derechos fundamentales del ciudadano, puesto
que en el informe no se hacia referencia concreta a ellas.
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208. Por lo que respecta al articulo 5 de la Convencién, algunos
miembros del Comité pusieron de relieve las disposiciones de la
Constitucion de 1978, que contemplaban la vigencia del derecho de
hébeas corpus ante el Alcalde o Presidente del Concejo, quien verificaba
la legalidad de la orden de privacion de la libertad. Se pregunté si el
Alcalde o Presidente del Concejo, que actuaban en representaciéon del
poder ejecutivo, también ejercian funciones judiciales, si sus decisiones
estaban sujetas a control judicial y si en el Ecuador una autoridad
administrativa podia asegurar el cumplimiento de una decisién adoptada
por el poder judicial.

209. Con respecto al articulo 6 de la Convencion, varios miembros
del Comité pidieron que se clarificara cémo estaba establecida la
organizacion judicial del Ecuador, cémo se garantizaban los derechos de
la defensa, si podia emplearse el quechua en los tribunales y qué normas
regian los procedimientos penales, civiles y administrativos.

210. En relacion con el articulo 7 de la Convencién, el Comité
felicit6 al Gobierno del Ecuador por haber asignado una tercera parte de
su presupuesto nacional a la educacién. No obstante, se pidieron mayores
detalles sobre las medidas concretas que se habian adoptado en la esfera
de la ensefianza, la educacién, la cultura y la informacién y, en particular,
sobre el papel que desempenaban los medios de informacién en la
difusiéon de otras culturas y de los principios en que se basaban los
derechos humanos, asi como sobre el modo en que se informaba a la
poblacién de sus derechos y sobre las disposiciones que se estaban
tomando para promover los idiomas y estudios autéctonos, y se pregunto si
el Ecuador promovia los intercambios con otros paises latinoamericanos.
Con respecto a la afirmacién del informe de que la educacién estaba
encaminada a inculcar un espiritu de tolerancia en los alumnos, se solicit6
mayor informacién sobre el significado de las palabras “espiritu de
tolerancia” y sobre el modo en que podia inculcarse.

211. En respuesta a preguntas planteadas por los miembros del
Comité, el representante del Ecuador afirmé que en la esfera econémica se
habia emprendido un nuevo experimento por iniciativa del Banco Central
del Ecuador, que habia decidido conceder préstamos a los agricultores
autdctonos y habia establecido unidades moviles destinadas a las regiones
mas alejadas. El Banco Nacional de Fomento también concedia préstamos
a los agricultores en situacién desventajosa.

212. Con referencia a las preguntas relativas a los articulos 5 y 6 de
la Convencidn, el representante afirmé que su Gobierno, que tenfa gran
interés en evitar los abusos de poder contra las personas, habia adoptado
medidas para que la persona encargada de aplicar el derecho de habeas
corpus fuera independiente de los tres poderes, es decir, el legislativo, el
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ejecutivo y el judicial. Ese era el motivo por el cual para acogerse al recurso
de hédbeas corpus la victima o su abogado debian recurrir a un funcionario
elegido. El Alcalde o Presidente del Concejo examinaba la legalidad de la
orden de privacion de la libertad y ofa a las dos partes, tras lo cual podia
ordenar la liberacién del detenido. Con respecto a la proteccion juridica, el
representante del Ecuador dijo que segun el articulo 107 de la Constituciéon
una persona que carecia de medios para pagar a un abogado tenfa derecho
a los servicios de un defensor publico.

213. Con referencia al articulo 7 de la Convencién, el representante
declar6é que se transmitian por radio a las zonas rurales aisladas que no
tenian acceso a los periédicos o a la televisién programas de ensefianza
dirigidos por maestros. Mediante el empleo de cuestionarios era posible
verificar si los oyentes habian asimilado adecuadamente las materias que
se ensefiaban. El representante aseguré al Comité que todas las otras
preguntas serian respondidas en el préximo informe del Ecuador.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/34/18), 1979

357. El quinto informe periédico del Ecuador (CERD/C/20/
Add.35 y 36) se consideré junto con la declaracién introductoria que
formul6 el representante del Estado informante, quien puso en
conocimiento del Comité las novedades producidas en el Ecuador después
de la presentacion del informe anterior, las mas significativas de las cuales
fueron la aprobacién de una nueva Constitucién, los cambios introducidos
en el Coédigo Penal de conformidad con las disposiciones de la Convencion
y las medidas adoptadas para poner en préctica la reforma agraria del pafs,
que hasta el presente ha beneficiado a 90 mil familias campesinas.

358. En particular, el Comité acogié con beneplacito las nuevas
medidas legislativas adoptadas por el Ecuador de conformidad con las
disposiciones de la Convencién. Al respecto, se pregunté cudndo entraria
en vigor la nueva Constitucién, si ésta reemplazaria a la Constitucién de
1945 y si habia entrado en vigor el Decreto No. 3194 del 29 de enero de
1979 que ponia en practica las disposiciones de la Convencién e
incorporaba al Coédigo Penal, de manera practicamente textual, las
disposiciones de los incisos a), b) y c) del articulo 4.
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359. Con respecto a la reforma agraria, se observé que serfa ttil que
en el proximo informe periédico se incluyeran estadisticas mas detalladas
que proporcionaran un cuadro mds claro de los adelantos logrados al
respecto. Serfa particularmente interesante saber, sobre la base de datos
demograficos, qué cantidad de tierra quedaba por distribuir y entre cudntas
familias. También se pregunté qué esfuerzos se estaban haciendo para
eliminar la tradicional explotacién de los huasipongueros (colonos).

360. Con respecto a la aplicacion del articulo 6 de la Convencién,
se sefial6 que el Ecuador habia establecido tribunales especializados de
justicia con el propésito de asegurar la restauracién de los derechos de
cualquier ciudadano que las autoridades administrativas hubieran
menoscabado. Se solicité una explicaciéon sobre el significado de la
expresion “tribunales especializados”.

361. Con respecto a la aplicacién del articulo 7, los miembros del
Comité expresaron la esperanza de que en el préximo informe periédico
del Ecuador se incluyera informacion adicional sobre actividades en las
esferas educacional y cultural.

362. El representante del Ecuador, en respuesta a preguntas
formuladas por miembros del Comité, les informé que la nueva
Constitucion entraria en vigor el 10 de agosto de 1979; la Constitucién de
1945 se habia mencionado en el informe debido a que estaba en vigor en
el interin. El orador confirmé que ya se habia convertido en ley el Decreto
No. 3194 de enmienda al Cédigo Penal. También dijo que era dificil
proporcionar porcentajes exactos de la composiciéon demogréfica de su
pais; las razas que componian la poblaciéon estaban completamente
mezcladas. La reforma agraria estaba adelantando lentamente debido a
problemas tecnolégicos, econémicos y sociales, pero la reforma agraria de
1964 habia abolido totalmente el sistema por el cual los huasipungueros
trabajaban la tierra. Acerca del significado de los “tribunales especializados”,
dijo que eran tribunales administrativos.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo primer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976

222.  El Comité examiné el cuarto informe periédico del Ecuador,
presentado en dos documentos sucesivos, y la declaracién introductoria
del representante del Gobierno del Ecuador. El Comité tomé nota con
satisfaccion de que se le habia remitido un anteproyecto de varios
articulos del Coédigo Penal cuya modificacién se estaba examinando
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actualmente; de que se habia suministrado informacién sobre medidas
administrativas y de otra indole; de que no se habfa presentado a los
tribunales ningdn caso de posible discriminacién racial; y de que se
habian tomado en cuenta las observaciones formuladas en el Comité
durante el examen de los informes anteriores del Ecuador, tanto en la
preparacion del presente informe como en la redaccién de las enmiendas
propuestas al Coédigo Penal.

223.  Algunos miembros del Comité tomaron nota con agradecimiento
de la informacién sobre las medidas administrativas y de otra indole,
especialmente las adoptadas en las esferas de la educacién y la reforma
agraria. Algunos miembros recibieron con beneplécito esas medidas como
manifestaciones de un programa general encaminado a elevar el nivel de
vida de todos los sectores de la poblacién del pais y a establecer, mediante
el mejoramiento de las condiciones de la poblacién, una infraestructura
econdmica y social conducente a la aplicacién de la Convencién; otros
miembros destacaron ademas los efectos directos de esas medidas en los
grupos mas desposeidos de la poblacién en particular, y estimaron que
dichas medidas se ajustaban a las disposiciones del parrafo 2 del articulo 2
de la Convencién. También situaban en ese contexto las medidas que se
habfan tomado para reforzar la ensefianza del quechua —que se
consideraba parte del patrimonio nacional— pero en el marco de un
sistema de ensefianza bilingtie conducente al establecimiento de un
dialogo entre todos los sectores de la poblacion.

224. Algunos miembros del Comité tomaron nota de que, teniendo
en cuenta las observaciones formuladas en el Comité durante el examen de
los informes anteriores del Ecuador, la Comisién Legislativa se proponia
considerar la posibilidad de enmendar la redaccién del parrafo 3 del
articulo 211 del anteproyecto de Cddigo Penal, en que se estipulaba que
toda persona que “participare en actividades racistas o formare parte de
organizaciones destinadas a propagar o promover la discriminacién racial”
serfa castigada. Aunque algunos miembros estimaban que, de conformidad
con el derecho nacional vigente y en cumplimiento del articulo 141 de la
Constitucién, la policia podia actualmente tomar medidas respecto de los
grupos y organizaciones racistas, en caso de que se formara alguno, y que
aunque otros miembros opinaron que, dado que las disposiciones de la
Convencién se habfan incorporado en el derecho interno, las disposiciones
del articulo 4 de la Convencién ya tenian caracter obligatorio, todos los
miembros que participaron en el debate sobre este tema consideraron que
serfa conveniente modificar la redaccion del parrafo 3 del articulo 211 del
anteproyecto de Cédigo Penal, para evitar cualquier ambigiiedad y ajustar
mas el texto a la redaccién del apartado b) del articulo 4 de la Convencién.
Ademas, se observo que una organizacion podria dedicarse subrepticiamente a
propagar o promover la discriminacion racial sin declarar que, ese era el fin
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a que estaban “destinadas” sus actividades; no obstante, en el apartado b)
del articulo 4 de la Convencién se estipula que se “declararan ilegales y
prohibiran las organizaciones ... que promuevan la discriminacién racial e
inciten a ella” y no simplemente las actividades y organizaciones
“destinadas” a propagar o promover la discriminacién racial.

225. Varios miembros del Comité expresaron la esperanza de que
se transmitiera el texto de las disposiciones de las enmiendas propuestas
del Cédigo Penal, una vez aprobadas; y de que en el informe siguiente se
proporcionara mas informacién sobre las medidas adoptadas para poner
en vigor las disposiciones del articulo 7 de la Convencién, sobre las
medidas adoptadas de conformidad con las disposiciones del articulo 2
(parr. 1, apartado e)) de la Convencién y la informacién prevista en las
recomendaciones generales Il y IV.

226. Algunos miembros del Comité hicieron las siguientes preguntas:

a) Con referencia al apartado c) del articulo 178 de la Constitucion,
que propende a favorecer el desarrollo cultural “del indigena y
del campesino”, y en relacioén con el inciso o) del articulo 189 de
dicho instrumento, que se referia al trabajo agricola,
particularmente el realizado “por indigenas”: ;Eran indigenas
todos los campesinos ecuatorianos? ;O habia diferencias entre
el campesino ecuatoriano y el indigena ecuatoriano? Y de
haberla, ;cuédl era esa diferencia?;

b) ¢Cual era la proporcion de indigenas en el total de la poblaciéon
total ecuatoriana?;

c) Con referencia a la informacion de que la reforma agraria habia
abarcado aproximadamente el 10% de la poblacién ecuatoriana,
(qué proporciéon de indios ecuatorianos se habia beneficiado de
la redistribucién de tierras?;

d) Si se cometiera un acto como los descritos en el articulo 4 de la
Convencién antes de que entrara en vigor el nuevo Cdédigo
Penal, ;podria ser castigado en virtud de la legislacion
ecuatoriana vigente?;

e) ¢Se aplicaban al empleo en el sector privado las disposiciones del
parrafo 2 del articulo 141 de la Constitucién ecuatoriana —que
estipulaba que cualquier discriminacién basada en la raza y que
atentara contra la dignidad humana era un delito punible por ley?;

f) ¢De qué recursos disponian las victimas de esos delitos, de
conformidad con el articulo 6 de la Convencién?
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227. El representante del Gobierno del Ecuador se refiri6 a los
debates resumidos en el parrafo 224, supra, sobre la relaciéon entre las
disposiciones del articulo 4 de la Convencién y las del articulo 211 del
anteproyecto de Cédigo Penal, y reiter6é que el plan de estudiar la posible
reformulacién del parrafo 3 de dicho articulo se habia debido a los
debates del Comité sobre los informes anteriores del Ecuador realizados
en otros periodos de sesiones. En lo concerniente a las solicitudes
enumeradas en el parrafo 225, supra, el representante del Ecuador
proporcioné informacién adicional sobre las disposiciones del articulo 7
de la Convencidn y se remiti6 a la informacién sobre la composicién de la
poblaciéon que ya se habia proporcionado al Comité. Dio las siguientes
respuestas a las preguntas que figuran en el parrafo 226, supra:
Con respecto a la segunda pregunta, dijo que el 50% de la poblacién del
Ecuador estaba constituida por indigenas. Con respecto a la cuarta
pregunta, declaré que antes de la entrada en vigor de la Convencién, la
Constitucion del Ecuador ya estipulaba que la discriminacién racial era
un delito punible por la ley; cuando el Gobierno ratific6 la Convencion,
sus disposiciones se habfan incorporado automadticamente en la
Constitucién. Con respecto a la quinta pregunta, dijo que en el articulo
141 de la Constitucién no se hacfa distincién alguna entre el sector pablico
y el privado y que todo acto de discriminacién era punible por la ley.
Y, con referencia a la sexta pregunta, declar6é que toda persona victima de
préacticas discriminatorias podia recurrir a los tribunales. Por tltimo, el
representante del Ecuador aseguré al Comité que se proporcionaria
informacioén sobre las preguntas que habian quedado sin contestar.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9618), 1974

127. En el tercer informe periédico del Ecuador se mantenia y
continuaba el didlogo con el Comité que se habia iniciado en el segundo
informe periédico y que el Comité habifa acogido con agrado, y se
comentaban las observaciones formuladas por ciertos miembros del Comité
en anteriores periodos de sesiones. El informe contenia el texto de las
instrucciones enviadas por el Gobierno del Ecuador a su delegacién en el
vigésimo séptimo periodo de sesiones de la Asamblea General en relacion
con los temas del programa relativos a los regimenes racistas del Africa
meridional. Ademas, se informé al Comité de que el Gobierno del Ecuador
—a la luz de ciertas observaciones formuladas durante el examen por el
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Comité del informe anterior a ese Gobierno— habia decidido incorporar a
su nuevo Cédigo Penal algunas disposiciones por las que se castigaban los
delitos de discriminacién racial, especialmente los que se describian en el
articulo 4 de la Convencion; el texto de los articulos 211 a 215 del
anteproyecto de Cédigo figuraba en una adicién al tercer informe periédico.

128. Se sefial6 que el proyecto de articulos del Cédigo Penal citado
en el parrafo anterior satisfacia los requisitos del articulo 4 de la Convencién,
salvo en dos aspectos: la financiacion de las actividades racistas, prohibida en
el apartado a) del articulo 4, y la declaracién de ilegalidad y prohibicién de
las organizaciones racistas, requerida de conformidad con el apartado b) de
ese articulo, no se inclufan entre los delitos descritos en el citado proyecto del
Cédigo Penal. Algunos miembros se preguntaron si esa omisién podia
atribuirse a la existencia en el derecho ecuatoriano de disposiciones generales
que hiciesen innecesario incorporar esos dos puntos al proyecto.

129. El representante del Gobierno del Ecuador contest6 a diversas
preguntas concretas que le fueron formuladas en el curso del debate.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9018), 1973

104. El informe inicial del Ecuador, presentado el 17 de junio de
1970, fue examinado por el Comité en su tercer periodo de sesiones.
Se consider6 insatisfactorio y se pidié mas informacién. El Comité no recibio
tal informacioén. El segundo informe periédico, presentado el 26 de enero de
1972, fue examinado en el séptimo periodo de sesiones (128% y 129° sesiones).

105. Algunos miembros del Comité expresaron la opinion de que
el informe examinado era detallado y de que se ajustaba a las directrices
establecidas por el Comité. También se sefialé que en el informe figuraban
los textos de las disposiciones de la Constitucién, de varios codigos y de
otras medidas legislativas, que el informe proporcionaba informacién no
s6lo sobre las medidas legislativas sino también sobre otras medidas tales
como programas en materia de educacion, y que daba informacién til
sobre la composicién demogréfica de la sociedad. Se sefial6 ademas que la
Constitucién contenfa disposiciones ausentes en las Constituciones de
otros paises. Se tomd nota especialmente de la Ley de Aboliciéon del
Trabajo Precario en la Agricultura de 1970, destinada a prestar asistencia
especial a la poblacién india.
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106. Sin embargo, varios miembros expresaron desacuerdo con la
expresién “como no existe en el Ecuador ningtn tipo de discriminacion,
no hay necesidad para que en su legislacion se dicten medidas legislativas,
judiciales o administrativas que se refieran a una condenacién de la
segregacion racial ni del apartheid; tampoco se necesitan normas que
condenen o prohiban la discriminacién, desde luego que no se la practica
ni como cuestion de hecho”. En opinién de estos miembros, el
requerimiento de adoptar medidas positivas para dar efecto a ciertas
disposiciones de la Convencion, tales como el articulo 4, era obligatorio, a
menos que ya existiesen leyes que satisfaciesen plenamente tales requisitos.

107. Se plantearon cuestiones respecto de los siguientes
problemas: la situacién de las relaciones del Ecuador con los regimenes
racistas de Africa meridional; las penas por la violacion de las
disposiciones anti discriminatorias de la Constitucién y de leyes tales
como la Ley de Reforma Agraria; el alcance y la pertinencia por lo que
toca a la discriminacién racial de los articulos 133 y 135 del Cédigo Penal;
el significado de los términos “nativo” e “indigena” a la luz de la
informacién demografica contenida en el informe; y la forma en que se
interpretaban y aplicaban los textos legales mencionados en el informe y
la medida en que su aplicaciéon los convertia en instrumentos eficaces en
la lucha contra la discriminacién racial. Se consideré ttil recibir informacion
que diese ejemplos respecto de la declaracién de que “el Gobierno tiene muy
en cuenta su compromiso de “estimular, cuando fuese el caso, las

”on

organizaciones y movimientos multirraciales integracionistas...”.

108. El representante del Ecuador informé al Comité de que la
situacién social y politica del Ecuador habia evolucionado desde la
presentacion del informe examinado; que la actual Constitucién contenia
nuevas disposiciones respecto a la discriminaciéon racial, que
necesariamente repercutirian en el Derecho Penal y que el nuevo
programa educativo tenia cursos relativos a los derechos humanos y a la
discriminacién racial. También informé al Comité de que el comercio, el
turismo y otro tipo de intercambios con Sudafrica estaban prohibidos por
la Ley, y comento sobre el significado de los términos demograficos y
sobre el alcance y pertinencia de los articulos del Cédigo Penal relativos a
algunas de las cuestiones suscitadas.

109. El Comité, aunque considero satisfactorio el informe, esperd
que el Gobierno del Ecuador en su préximo informe proporcionaria
informacién respecto de las cuestiones planteadas durante el examen del
pesente informe final.
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9. EL SALVADOR

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/SLV/CO/13, 21 de marzo de 2006

1. El Comité examiné en sus sesiones 1741 y 1742
(CERD/C/SR1741 y 1742), celebradas los dias 27 y 28 de febrero de 2006,
los informes periédicos 9° al 13° de El Salvador que deberian haber sido
presentados el 30 de diciembre de 1996, 1998, 2000, 2002 y 2004
respectivamente, y que se presentaron refundidos en un solo documento
(CERD/C/471/Add.1). En su CERD/C/SR.1757 y CERD/C/SR.1758,
celebrada el 9 y 10 de marzo de 2006, el Comité aprob¢ las siguientes
observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfacciéon el informe periédico del
Estado parte, aun cuando lamenta que la Procuraduria para la Defensa de
los Derechos Humanos y las organizaciones no gubernamentales de
derechos humanos no hayan participado en su elaboraciéon. El Comité
agradece la informacién suplementaria facilitada oralmente por la
delegacidn, asi como las respuestas detalladas a sus multiples preguntas.

B. Aspectos positivos

3. El Comité nota con satisfaccién el inicio de un cambio de
perspectiva en el Estado parte con relacién al tema indigena, manifestado
a través de la creaciéon de instituciones tales como el Comité Técnico
Multisectorial para los Pueblos Indigenas, conformado en 2001 y la
Jefatura de Asuntos Indigenas adscrita al Consejo Nacional para la
Cultura y el Arte (CONCULTURA).

4. El Comité acoge con satisfaccién el estudio intitulado EI
perfil de los pueblos indigenas, realizado con el apoyo del Banco
Mundial, el cual, como lo expreso el Estado parte, servira de base para el
establecimiento de politicas ptblicas en esta area.

5. El Comité nota con agrado el inciso 2 del articulo 62 de la
Constitucion del Estado parte, que establece que las lenguas autéctonas
que se hablan en el territorio nacional seran objeto de preservacion,
difusién y respeto. El Comité también observa el proyecto Revitalizaciéon
de la Lengua Nahuat, y que la Declaracién Universal de los Derechos
Humanos ha sido traducida a las lenguas Nahuat y Pipil.
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6. El Comité nota con beneplécito la ratificacién del Estado
parte de la Convenciéon Internacional sobre la Protecciéon de los
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares en 2003.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

7. El Comité observa una vez mas la discrepancia existente
entre la evaluaciéon del Estado parte, segin la cual la sociedad de El
Salvador es étnicamente homogénea, y la informacién fidedigna que
indica que en el paifs viven pueblos indigenas tales como los nahua-pipil,
los lencas y los cacaotera. El Comité recuerda que informacién sobre la
composicién de la poblacién es necesaria para evaluar la aplicacién de la
Convencion y supervisar las politicas que afectan a las minorias y a los
pueblos indigenas.

El Comité sefiala a la atencién del Estado parte su Recomendacion
General No. 4 (1973), asi como el parrafo 8 de sus directrices
relativas a la presentacion de informes, y pide nuevamente al
Estado parte que facilite datos estadisticos desagregados sobre la
composicién étnica de la poblacién salvadorefa en su préximo
informe periédico.

8. El Comité observa que la legislaciéon interna del Estado parte
se limita a declarar el principio general de no discriminacién, sin referirse
especificamente a todos los elementos establecidos en el articulo 1 de la
Convencién.

El Comité recomienda que el Estado parte incorpore en su derecho
interno una definicién de discriminacién racial que incluya todos
los elementos establecidos en el articulo 1 de la Convencién.

9. El Comité sigue preocupando por las afirmaciones
formuladas por el Estado parte en el sentido de que no hay
discriminacién racial en El Salvador, ya que, segin el Estado parte, no
existen grupos raciales diversos en su territorio y por lo tanto no ha sido
necesario tomar medidas especiales y concretas, en las esferas social,
econdmica y cultural para combatir los efectos de tal discriminacién.

Considerando que ningtin pais esta libre de la discriminaciéon
racial, el Comité recuerda al Estado parte que, en virtud de la
Convencion, esta obligado a adoptar medidas positivas legislativas,
judiciales, administrativas y de otro tipo para dar efecto a sus
disposiciones, aun ante la ausencia pretendida de discriminacién
racial. Dichas medidas deben también ser dirigidas a la prevencién
de actos de discriminacién. El Comité recomienda ademas al Estado
parte que considere la posibilidad de otorgar reconocimiento legal a
los pueblos indigenas. (art.2)
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10. El Comité observa que el Estado parte indica que no ha
ratificado el Convenio 169 de la OIT relativo a los Pueblos Indigenas y
Tribales en Paises Independientes dado que algunas de sus disposiciones
son contrarias a su legislacion interna.

El Comité exhorta al Estado parte a que tome las medidas
legislativas necesarias que le permitan ratificar el Convenio 169 de
la OIT relativo a los Pueblos Indigenas y Tribales en Paises
Independientes. (art. 2.2)

11.  El Comité observa preocupado la situaciéon de vulnerabilidad
en que se encuentran los pueblos indigenas respecto del disfrute de sus
derechos econémicos, sociales y culturales, en particular en cuanto a la
tenencia de la tierra y el acceso al agua potable.

El Comité alienta al Estado parte a que intensifique sus esfuerzos
para mejorar el disfrute de los derechos econémicos, sociales y
culturales de los pueblos indigenas, en especial que tome medidas
para garantizarles la tenencia de la tierra y el acceso al agua potable.
El Comité invita al Estado parte a tener en cuenta su Recomendacién
General No. 23, relativa a los pueblos indigenas. (art. 5)

12.  El Comité observa preocupado la situacién precaria de los
trabajadores migrantes provenientes principalmente de Nicaragua,
Honduras y Guatemala, en particular respecto de las mujeres y nifios,
quienes por temor de ser deportados son victimas de explotacién laboral
y de maltrato en las escuelas ptblicas.

Teniendo en cuenta la Recomendacién General No. 30 sobre los no-
ciudadanos, el Comité recomienda al Estado parte que asegure la
implementacion de la Convencién Internacional sobre la proteccién
de todos los derechos de los trabajadores migrantes y sus
familiares. Alienta al Estado parte a implementar los convenios
celebrados con el gobierno de Nicaragua para regularizar la
situacion de los trabajadores migrantes nicaragiienses en
El Salvador; y lo invita que someta informacién sobre los progresos
obtenidos en esta area. (art. 5 (e), (i), (v))

13.  El Comité observa preocupado que la escasa participacion de
los indigenas en el gobierno y en la direccion de los asuntos ptblicos en
cualquier nivel, y en las funciones publicas en El Salvador.

El Comité recomienda al Estado parte a velar porque los indigenas
participen en el gobierno y en la direccién de los asuntos publicos
en cualquier nivel, y tengan acceso, en condiciones de igualdad, a
las funciones publicas. (art. 5 (c))
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14.  El Comité observa preocupado que los pueblos indigenas no
tienen acceso a sus lugares sagrados de la misma manera que los
seguidores de otras religiones.

El Comité alienta al Estado parte a tomar las medidas necesarias
para facilitar el acceso, sin restricciones, a los indigenas a sus
lugares sagrados en los centros prehispanicos para la celebraciéon de
sus ceremonias religiosas. (art. 5 (vii)).

15.  El Comité observa que, conforme al Estado parte, es dificil
identificar a los indigenas, pues ellos mismos prefieren en ocasiones no
asumir su identidad. Observa también que segun cierta informacién, esto
se debe en gran parte a los hechos ocurridos en el 1932 y en 1983, en los
que un elevado ntimero de indigenas fueron asesinados. Al Comité le
preocupa seriamente que los autores de dichos actos no hayan sido
identificados, juzgados y castigados.

El Comité exhorta al Estado parte a tomar en cuenta las
recomendaciones hechas por el Comité de Derechos Humanos en
sus observaciones finales para el Salvador (2003), en el sentido de
que se enmiende la Ley de Amnistia General, para volverla
compatible con los instrumentos internacionales de derechos
humanos. El Comité también alienta al Estado parte a que
implemente las recomendaciones de la Comisién Interamericana de
Derechos Humanos, y a que adopte un programa de reparacién
moral, y en la medida de lo posible material, para las victimas,
creando asi un clima de confianza que permita a la poblacién
indigena manifestar su identidad sin temor. (art. 6).

16. El Comité nota con preocupacion las dificultades que
enfrentan los pueblos indigenas en cuanto al acceso a la justicia, debido al
alto costo de los procedimientos judiciales y la falta de servicios judiciales
en areas remotas.

El Comité invita al Estado parte a tomar todas las medidas
apropiadas para corregir esta situacion, incluyendo la posibilidad
de eximir del pago de tarifas judiciales a los pueblos indigenas,
tomando en consideracion lo sefialado en su Comentario General
No. 31 sobre la prevencién de la discriminacién racial en la
administraciéon y el funcionamiento de la justicia penal,
especialmente los pérrafos 6° al 9° de esta recomendacién. (art. 6).

17.  El Comité recomienda encarecidamente al Estado Parte que
ratifique las enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién,
aprobadas el 15 de enero de 1992 en la 14° Reunién de los Estados Partes
en la Convencién y refrendadas por la Asamblea General en su resoluciéon
47/111. A este respecto, el Comité se remite a la resoluciéon 57/194 de la
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Asamblea General, de 18 de diciembre de 2002, en la que ésta insta
firmemente a los Estados Partes a acelerar sus procedimientos internos de
ratificacion en relacion con la enmienda y a notificar con prontitud y por
escrito al Secretario General su aceptacién de la misma. La Asamblea
General ha reiterado dicho llamamiento en su resoluciéon 58/160, de 22 de
diciembre de 2003.

18.  El Comité exhorta al Estado parte a que haga la declaracién
del articulo 14 de la Convencién, reconociendo asi la competencia del
Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial para recibir y
examinar comunicaciones de personas o grupos de personas. (art. 14).

19.  El Comité solicita al Estado parte que en la elaboracién de su
proximo informe periédico se consulte a las organizaciones de la sociedad
civil que luchan contra la discriminacién racial.

20.  El Comité recomienda al Estado parte que tenga en cuenta
los elementos pertinentes de la Declaracién y Programa de Accién de
Durban al incorporar en su ordenamiento juridico interno la Convencién,
en particular los articulos 2 a 7. Recomienda también que en su préximo
informe periddico facilite informacién sobre las medidas adoptadas para
dar cumplimiento en el ambito nacional a la Declaracién y Programa de
Accién de Durban, en particular la preparacién y aplicacion del plan
nacional de accién.

21. El Comité recomienda que se difundan los informes del
Estado parte tan pronto como se presenten y que se publiquen asimismo
las observaciones del Comité al respecto, incluso en lenguas indigena.

22.  Con arreglo al parrafo 1 del articulo 9 de la Convencién y al
articulo 65 del reglamento interno enmendado del Comité, el Comité
requiere al Estado parte que informe sobre la aplicacion de las
recomendaciones del Comité que figuran en los parrafos 10, 12 y 15 dentro
del plazo de un afio a partir de la adopcioén de las conclusiones presentes.

23.  El Comité recomienda al Estado parte que presente sus 14° y
15° informes periddicos que deberan presentarse el 30 de diciembre de
2008 en un solo documento refundido, y que en ellos se actualicen las
cuestiones suscitadas durante el examen de los presentes informes, asi
como todos los puntos planteados en las presentes observaciones finales.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el quincuagésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/50/18), 1996

460. El Comité examiné los informes periédicos tercero, cuarto,
quinto, sexto, séptimo y octavo de El Salvador, combinados en un solo
documento (CERD/C/258/Add.1), en sus sesiones 1108 y 11099,
celebradas los dias 4 y 7 de agosto de 1995 (CERD/C/SR.1108 y 1109).

461. Los informes fueron presentados por una delegacién del
Estado Parte, la cual declar6é que El Salvador estaba resuelto a preservar la
cultura indigena. El representante del Estado explicé ademas que los 12
afios de guerra civil habfan impedido a su pais presentar informes al
Comité durante ese tiempo. Aseguré al Comité que su pais estaba deseoso
de renovar un didlogo constructivo con el Comité y que en adelante
presentaria los informes en el momento debido.

462. El representante declar6é que el pais habia cambiado en sélo
unos pocos afios. El proceso de paz que habia comenzado con la firma del
Acuerdo de Paz de 1992 era irreversible. Este proceso lo reforzaba el
cambio de una fuerza de policia militar a una civil y la creacién de la
Oficina del Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos. El
Estado se habia beneficiado también de la presencia de la Misién de
Observadores de las Naciones Unidas en El Salvador (ONUSAL) y de los
programas de cooperacién técnica del Centro de Derechos Humanos. A
este ultimo respecto, El Salvador habia recibido una misién de evaluacién
de las necesidades en materia de derechos humanos, enviada por el
Centro como parte de sus programas de cooperacién técnica, en la que
habia participado un miembro del Comité.

463. En lo que respecta a los tratados de derechos humanos, el
representante explic6 que El Salvador habia ratificado el Convenio
relativo a la discriminacién en materia de empleo y ocupaciéon de 1958
(No. 111) y el Convenio relativo a la proteccién e integraciéon de las
poblaciones indigenas de 1957 (No. 107), y otros tratados regionales e
internacionales de derechos humanos. Sin embargo, en lo que respecta a
la Convencién, el representante declaré que en El Salvador el fenémeno
de la discriminacién racial no existia. En El Salvador todas las personas
gozaban de igualdad de derechos, incluida la poblacion indigena. Al
mismo tiempo, reconocié que no habia datos demograficos concretos
sobre las personas indigenas, pero que esas personas eran muy pocas y
vivian en pequefios grupos en asentamientos dispersos. El Gobierno tenia
programas encaminados a preservar y difundir los idiomas indigenas.
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464. Los miembros del Comité expresaron agradecimiento por la
reanudacion del didlogo entre el Comité y El Salvador. Se mencioné la
necesidad de evaluar el informe en el contexto de la guerra civil de la que
estaba surgiendo el Estado Parte y expresé agradecimiento por sus
esfuerzos reflejados tanto en el informe como en el documento basico. Los
miembros del Comité estuvieron de acuerdo en que El Salvador de hoy
era diferente de El Salvador de hacia sélo cuatro afios y tomaron nota del
hecho de que, como parte del didlogo entre el Gobierno y el Frente
Farabundo Marti para la Liberacién Nacional, se habfa firmado un
acuerdo sobre derechos humanos en 1990, en San José, en el que se
recogian los derechos reconocidos por El Salvador en su Constituciéon y en
el marco de los instrumentos de derechos humanos de las Naciones
Unidas y de la Organizacién de los Estados Americanos. El acuerdo seria
vigilado por una misién de verificacién de los derechos humanos.

465. Los miembros del Comité expresaron preocupacioén por el
hecho de que el informe era incompleto y no se ajustaba a las directrices
del Comité para la preparacion de informes de los Estados. Un miembro
sefial6 que los parrafos 6 a 49 del informe repetian la misma informacién
contenida en el documento bésico, lo que significaba que el informe en si
consistia solamente en los parrafos 1 a 5 y 50 a 60. El informe no facilitaba
informacién sobre la situacién de las personas indigenas las cuales, segtin
el dltimo censo de 1930, y teniendo en cuenta el ntimero estimado de
fallecidos desde el alzamiento de 1932, deberia ascender a unas 50.000
personas después del alzamiento. Aunque muchos de sus descendientes
se habian asimilado al cuerpo general de la sociedad, seguian existiendo
pequefias poblaciones indigenas que mantenfan sus formas de vida
tradicionales. Estas comunidades tenian acceso limitado a las
oportunidades de empleo y educacién, una posesion limitada de bienes,
de crédito bancario y de otras formas de oportunidades econémicas.
El hecho de que el informe no reconociera la existencia de estas
comunidades indigenas y que estas comunidades hubieran estado
sumamente marginadas constituia una violacién de la Convencién y era
motivo de preocupacién. Por consiguiente, un miembro del Comité no
podia aceptar el supuesto en que se basaba la afirmacién hecha en el
informe segtn la cual, habida cuenta del hecho de que la sociedad
salvadorefia no tiene ningtn problema de poblaciones étnicas, el
Gobierno de El Salvador considera improcedente e innecesario referirse a
la parte dispositiva de la Convencién.

466. Un miembro del Comité se refiri6 al articulo 201 de la
Constitucién, que dispone que “ningtn centro educativo podra rechazar o
admitir estudiantes sobre la base de la naturaleza de la unién de sus
padres o tutores o de una diferencia social, racial o politica”. Pregunt6 si
aun existia esa disposicién, por qué no se informaba sobre ella, qué
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significaba en la practica, si podia invocarse en los tribunales y si habia
jurisprudencia al respecto.

467. Con respecto al parrafo 4 del articulo 1 de la Convencién, un
miembro sefialé a la atencién el hecho de que en la Constitucién no se
indicaba lo relativo a la aplicacién de esta disposicién.

468. Con respecto al articulo 4 de la Convencién, se indicé
ademas que el documento basico hacia referencia a varias instituciones
que habian sido establecidas para la protecciéon de derechos humanos, en
particular el Comisionado del Presidente para los Derechos Humanos y la
Oficina del Procurador para la Proteccién de los Derechos Humanos. Se
pidi6 una explicacién detallada de las funciones, mandatos, actividades y
relaciones de estos oOrganos con el poder judicial y la Asamblea
Legislativa. Se pregunt6 también a la delegacién acerca de la posibilidad
de invocar la Convencién en los tribunales de derecho y se sefialé que si
bien las exigencias del pérrafo a) del articulo 4 de la Convencién parecian
estar cubiertas por el articulo 406 del Cédigo Penal, el parrafo b) del
articulo 4 de la Convencién no se habia puesto en préctica. Se pregunto si
habia habido una mejora en la situacién de las comunidades de los ex
refugiados repatriados de los paises vecinos, quienes al parecer
tropezaban con los obstaculos planteados por los militares en lo que
respecta al abastecimiento y a la libertad de circulacién.

469. Un miembro del Comité sefial6 a la atencién el hecho de que
tampoco en la Constitucién se mencionaba lo relativo a la aplicacién de
las garantias contenidas en el articulo 2 de la Convencién, y en particular
preguntd si en la practica se gozaba de los derechos a la vida, a la
seguridad personal y a la propiedad de bienes.

470. También se sefialé6 que no se facilitaba informacién con
respecto a la aplicacién del articulo 5 de la Convencién.

471. Con respecto al articulo 6 se expres6é preocupacioén por los
actos de violencia por motivos politicos que se seguian cometiendo
impunemente, ya que rara vez daban lugar a una investigacién oficial.
Teniendo en cuenta esa situacién, los miembros del Comité expresaron su
profunda preocupacién por la aprobacién de la Ley de amnistia y porque
no se impedia que los que habian violado los derechos humanos
prestaran servicios en las fuerzas armadas, la policia nacional, el poder
judicial u otros organismos estatales. También sefialaron que en el
informe faltaba informacién sobre la evolucién de la situacién de los
derechos humanos desde la firma del Acuerdo de Paz de 1992 y que el
Comité habia recibido informacién de otras fuentes segtin la cual los que
habian cometido violaciones de los derechos humanos en el pasado
gozaban de impunidad y la nueva policia civil habia cometido nuevas
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violaciones. Se pregunté si habia planes concretos para resarcir o
indemnizar a las victimas, o adoptar otras medidas para garantizar que
no se repetirian las violaciones de los derechos humanos. Se solicité
informacion concreta sobre la realizacion del derecho a un recurso eficaz,
previsto en el articulo 6 de la Convencién.

472.  Con respecto al articulo 7 se sefialé asimismo que, si bien en
el informe se sostenfa que en virtud de la Constitucién de 1983 los
tratados internacionales tenian fuerza de ley y podian invocarse ante los
tribunales, la invocacién de tratados internacionales no era algo comtn en
la cultura juridica de El Salvador. Se pregunté si esto no ponia de
manifiesto una mala difusion de la informacién. Uno de los miembros
recalcé la importancia de formar a los funcionarios encargados de hacer
cumplir la ley, tema sobre el que el Comité habia expuesto
detalladamente su opinién en su recomendaciéon general No. 13. Se
pregunté qué medidas se habian adoptado para impartir esa formacién y
qué efectos habia tenido ésta en la proteccién de los derechos humanos en
el Estado Parte.

473. Se solicité informacién sobre los movimientos migratorios,
especialmente de refugiados, tanto desde el Estado Parte hacia otros
paises como los movimientos de personas procedentes de otros paises que
buscaban refugio en el Estado Parte. Se propuso que el Estado Parte
realizase un estudio sobre sus obligaciones dimanantes de los articulos 2 a
7 de la Convencién. Otros miembros opinaron que la guerra civil era una
razén mas que suficiente para reforzar la supervision internacional de la
situacion en el Estado Parte. Uno de los miembros solicité maés
explicaciones sobre el articulo 406 del Cédigo Penal, asi como informacién
sobre lo que ocurriria en octubre cuando la ONUSAL se retirase del
territorio del Estado Parte.

474. Los miembros del Comité solicitaron asimismo al Estado
Parte que aceptara la modificacion del parrafo 6 del articulo 8 de la
Convencion, relativa a la financiacién del Comité, y presentase lo antes
posible su instrumento de aceptacién al Secretario General. Algunos
miembros recomendaron que el Estado Parte considerase la posibilidad
de formular una declaracién de aceptacién del articulo 14 con el fin de
reconocer la competencia del Comité para recibir comunicaciones
individuales.

475. Uno de los miembros describi6 su participacién en una
mision de evaluacion de las necesidades realizada en el Estado Parte a
finales de mayo y comienzos de junio. La misién habia sido organizada
por el Centro de Derechos Humanos y se habia llevado a cabo en el marco
de sus programas de cooperacion técnica. El miembro explicé que el
experto independiente sobre la situacién de los derechos humanos en
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El Salvador habfa recomendado que la Comisién diera por concluido el
proceso de supervisién y empezase a prestar servicios de asesoramiento.
Se recomend6 que se prestaran servicios de asesoramiento para
consolidar el proceso parlamentario, reformar los érganos de control de la
sociedad, incluidas las fuerzas de seguridad y la policia civil, elaborar
nuevas leyes y determinar el papel futuro del Procurador de Derechos
Humanos respecto de las minorfas. El orador explicé que la misién se
habia efectuado para responder a la solicitud de asistencia técnica
formulada por el Estado Parte, que el Centro estaba analizando la
informacién obtenida durante la misién y que al concluir el andlisis se
proporcionarfa un informe.

476. En respuesta a las preguntas y observaciones de los
miembros del Comité, el representante del Estado Parte afirmé que la
guerra civil habfa impedido que el Estado Parte cumpliese sus obligaciones
seglin la Convencién. Confirmé ademds que el articulo que prohibia la
discriminacion racial se habia mantenido en la Constitucion de 1983.

477. El representante explicé que la afirmacién que figuraba en el
informe de que El Salvador no tenia una poblacién indigena importante
se debia a las dificultades metodoldgicas para determinar y evaluar la
situaciéon de los indigenas. Sostuvo que las caracteristicas que se
utilizaban en otros paises para individualizar a los grupos étnicos, como
la forma especial de vestir, las tradiciones religiosas o el uso de idiomas
nativos, no eran evidentes en El Salvador. Explic6 ademéas que desde la
conquista espafiola se habia producido un proceso intensivo de
asimilacién. La guerra civil habia dispersado atiin mas a las comunidades
indigenas, por lo que ahora se confundian con el resto de la poblacién y
resultaba muy dificil individualizarlas.

478. El representante afirmé que el Gobierno sabia que existian
poblaciones indigenas y estaba haciendo un esfuerzo concertado para
preservar sus culturas e idiomas. Se prestaria mds atencién al llamado
proceso de transculturacién, asi como a los métodos apropiados para
identificar a los indigenas, quizas con la asistencia del Centro de Derechos
Humanos. Prometi6é que en 1996 se presentaria un informe al Comité en el
que se expondrian los resultados de ese esfuerzo.

479. Con respecto al articulo 4 el representante sostuvo ademas
que la disposicion del Cédigo Penal que tipificaba como delito la
incitacién al odio contra determinados grupos no se habfa modificado.
Acept6 facilitar informacién sobre el nimero de casos relacionados con
esa disposicién después de consultar a las autoridades competentes. Hasta
ese momento no se habfan sustanciado causas judiciales en que se hubiese
invocado la Convencién, pero la Corte Suprema estaba impartiendo
formacién a jueces y abogados sobre la aplicacion del derecho internacional.
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480. En respuesta a las preguntas relativas al papel de las fuerzas
de seguridad publica en relacién con los articulos 6 y 7 de la Convencion,
los representantes explicaron que en junio de 1995 se habia creado el
nuevo Ministerio de Seguridad Publica y que la formacién de la policia se
impartia en la nueva Academia de Seguridad Publica. Se esperaba que el
nuevo reglamento disciplinario de la Policia Nacional Civil se aprobara
antes de fin de mes. También se habfan adoptado medidas para acelerar la
investigacion de 117 casos de delitos graves.

481. Con respecto a los movimientos migratorios, los representantes
informaron al Comité de que unas 200.000 personas habian abandonado
el pais para buscar refugio en paises vecinos. Esas personas habian
regresado con arreglo a un plan de repatriacién voluntaria, cuyo éxito
habia reconocido la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los
Refugiados. Sin embargo, habia cerca de 500.000 personas desplazadas
dentro del pais a raiz del conflicto, lo que, sin lugar a dudas, afectaba a
algunas comunidades indigenas. También habia varios refugiados
procedentes de Honduras.

482. En cuanto a la retirada de la ONUSAL, el representante
respondié que dependia de una decisién del Consejo de Seguridad en que
éste reflejara la conviccién de que el proceso de paz era irreversible y que
ahora su prosecucién dependia del pueblo y el Gobierno de El Salvador.
Se habia designado como Procurador para la Proteccién de los Derechos
Humanos a una experta respetada en derechos humanos, con plenos
poderes para promover y proteger los derechos humanos previstos en el
articulo 194 de la Constitucion y la correspondiente legislacion
reglamentaria. La Oficina del Procurador habifa empezado a recibir
denuncias de violacion de los derechos humanos, funcién que
anteriormente cumplia la ONUSAL. Se habia tomado nota de las
observaciones del Comité y se harian esfuerzos para incorporar en el
siguiente informe peridédico toda la informacién solicitada por éste.

Observaciones finales

483. En su 1126 sesién, celebrada el 16 de agosto de 1995, el
Comité aprobé las siguientes observaciones finales.

a) Introduccién

484. El Comité acoge con beneplacito la presentaciéon de los
informes periédicos tercero a octavo de El Salvador, que fueron
combinados en un solo documento. El Comité expresa asimismo su
reconocimiento por la oportunidad de reanudar el didlogo con el Estado
Parte que se habia interrumpido luego del examen, realizado en 1984, del
informe inicial y el segundo informe periédico, que habian sido
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combinados en uno solo, asi como por el cardcter constructivo de las
conversaciones mantenidas. También se expresa reconocimiento por las
respuestas que la delegacién dio oralmente a las preguntas planteadas por
los miembros del Comité.

b) Aspectos positivos

485. La nueva época de paz y democratizaciéon que se ha
instaurado recientemente en el Estado Parte luego de 11 afios de guerra
civil es un acontecimiento digno de celebrarse, como lo es la firma del
Acuerdo sobre Derechos Humanos en julio de 1990. En el Acuerdo se
sienta una base para que una misién de verificacién de derechos humanos
vigile el ejercicio de ciertos derechos y libertades. Dicho avance fortalecerd
las actividades contra la discriminacion racial.

486. Se observa con satisfaccion que se han creado varias
instituciones con facultades constitucionales y legales para defender los
derechos humanos, en particular la Oficina del Procurador para la
Defensa de los Derechos Humanos, el Comisionado Presidencial para los
Derechos Humanos, el Departamento de Derechos Humanos de la Corte
Suprema de Justicia y la Comision de Justicia y Derechos Humanos de la
Asamblea Legislativa.

487. Se toma nota del hecho de que, con arreglo a la Constituciéon
de 1983, se otorga a los tratados internacionales, entre ellos la Convencién
Internacional sobre la Eliminacion de todas las Formas de Discriminacion
Racial, un estatuto superior al del derecho interno, lo cual permite
invocarlos ante los tribunales.

488. Se toma nota con reconocimiento de la solicitud formulada
por el Estado Parte al Centro de Derechos Humanos a fin de que éste le
proporcione servicios de asesoramiento y cooperacién técnica. Al
respecto, cabe también sefialar que el programa que se ha organizado
para El Salvador contiene elementos importantes, entre ellos el
robustecimiento de las instituciones de derechos humanos y de la
educacién y formacién de los funcionarios que participan en la proteccién
de los derechos humanos.

) Principales motivos de inquietud

489. Es de lamentar que las posibles deficiencias planteadas en
relacién con el segundo informe periédico no hayan sido corregidas en el
documento que se presenta ahora, en especial la falta de informacién
sobre la proteccion de determinados derechos y las medidas adoptadas
con arreglo a ciertos articulos de la Convencién, asi como el hecho de que
no se hayan seguido en general en el informe las directrices elaboradas
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por el Comité para la preparacién de los informes de los Estados Partes.
Tales problemas siguen obstaculizando la capacidad del Comité de vigilar
el cumplimiento de las responsabilidades que incumben al Estado Parte
en virtud de la Convencién.

490. No es aceptable la afirmacién del Estado Parte en el sentido de
que, debido a que no es posible distinguir fisicamente a la poblacién indigena
de la poblacién en su conjunto, y debido a que el niimero de indigenas es
insignificante, no existe discriminacién racial en el pais. El hecho de que el
Gobierno no reconozca la existencia de personas de origen étnico indigena
dificulta que el Comité pueda evaluar la aplicacién de la Convencién.

491. Es de lamentar que no se haga referencia alguna en la
Constitucién a los derechos de los indigenas, incluidos su derecho a
participar en las decisiones que afectan sus tierras, su cultura, sus
tradiciones y la distribucién de los recursos naturales.

492. Se expresa también profunda preocupacién por el hecho de
que las autoridades no se hayan esforzado por reunir informacién acerca
de la situacién de las minorias étnicas indigenas y otros grupos
minoritarios, la cual podria servir para indicar el grado de aplicacion
practica de la Convencién en el pais, especialmente por cuanto parece
haber pruebas claras de que las minorias indigenas viven en condiciones
de extrema marginalidad econémica.

d) Sugerencias y recomendaciones

493. El Comité recomienda que el Estado Parte fomente
activamente una cultura juridica que proteja en forma efectiva los
derechos humanos mediante la difusion mas amplia posible de
informacién sobre los tratados internacionales de derechos humanos en
los que es Parte, no s6lo entre las autoridades responsables de la proteccion
de los derechos humanos sino también entre el ptblico en general.

494. El Comité sugiere que el Estado Parte adopte medidas para
garantizar una coordinacion eficaz entre las instituciones establecidas en
el ambito de los derechos humanos y pide que en el préximo informe
periddico se incluya informacién detallada sobre las funciones juridicas
de esas instituciones, en particular la del Procurador para la protecciéon de
los derechos humanos, las actividades que hayan realizado hasta el
momento y las relaciones que mantengan entre si y con el poder judicial y
la Asamblea Legislativa. El1 Comité pide que en el noveno informe
periédico del Estado Parte se incluya informacion concreta sobre las
funciones reales y previstas de esas instituciones en materia de proteccién
de los derechos de los indigenas y de otros grupos minoritarios.
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495. El Comité recomienda que se retina y analice sistematicamente
informacién cuantitativa y cualitativa fidedigna a fin de evaluar los
avances que se logren en la eliminacién de la discriminacién racial y de
vigilar muy de cerca la situacién de las personas y los grupos marginales.
Recomienda asimismo que en el préximo informe periédico se incluyan
datos demogréficos detallados acerca de las categorias de personas que se
enumeran en el articulo 1 de la Convencién, y que se observe lo dispuesto
en el parrafo 8 de las directrices para la presentaciéon de informes. El
Comité recomienda especialmente que se incluyan en ese informe datos
sobre la situacién actual de la poblacién indigena, que cuando se realiz6 el
altimo censo en 1930 comprendia aproximadamente unas 50.000 personas.

496. El Comité recomienda también que el Estado Parte solicite,
en el marco del programa de cooperacién técnica que se lleva a cabo
actualmente en colaboracion con el Centro de Derechos Humanos,
asistencia para reunir la informacién pertinente sobre la situacion
econdmica y social y la condicién juridica de las personas que pertenecen a
grupos étnicamente distinguibles en El Salvador, asi como para preparar
los informes que han de presentarse a los érganos creados en virtud de
tratados. Sugiere que el Estado Parte inicie un examen pormenorizado de las
obligaciones que le incumben con arreglo a los articulos 2 a 7 de la
Convencién, asi como de su grado de cumplimiento de aquéllas. Sugiere que
también se solicite al Comité asistencia técnica en relaciéon con ese examen.

497. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, que fueron
aprobadas en la 14® reunién de los Estados Partes.

498. El Comité recomienda que el noveno informe periédico del
Estado Parte, que ha de presentarse antes del 30 de diciembre de 1996, sea
amplio y completo.

kkhkkkkkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/39/18), 1984

176. El informe periédico inicial y el segundo informe periédico
de El Salvador, presentados en un solo documento (CERD/C/86/Add.3)
fueron examinados por el Comité tras una breve declaraciéon introductoria
formulada por el representante del Estado informante, quien expres6 que
su pafs cumplia fielmente, tanto en el orden interno como en el externo,
las disposiciones y principios que prohibian la discriminacion racial.
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177. El Comité subray6 que el informe marcaba el inicio de un
didlogo que era de esperar que continuara y fuera fructifero. Afirmoé que la
informacién distaba mucho, empero, de ajustarse a las obligaciones
establecidas en la Convencién. El informe era extremadamente breve y se
referfa mas a la situacion existente fuera de El Salvador; no proporcionaba
informacién sobre las tensiones internas que afectaban al ejercicio de los
derechos humanos y las libertades fundamentales en el pais. Muchas
fuentes, incluido el Senado de los Estados Unidos, informaban sobre graves
violaciones de los derechos humanos. Si bien podia reconocer las
dificultades del Gobierno, el Comité consideraba desafortunado que
practicamente no se proporcionara ningtin dato concreto sobre la aplicacion
de los articulos 2 a 7 de la Convencién. Por consiguiente el Comité inst6 al
Gobierno de El Salvador a que, cuando preparara sus préximos informes
periddicos, siguiera las directrices del Comité (CERD/C/70/Rev.l) y
proporcionara informacién detallada sobre las medidas concretas adoptadas
por el Gobierno para aplicar las obligaciones que le imponia la Convencién.

178. El Comité tomo nota de las referencias a la Constituciéon que
figuraban en el informe, pero indicé que las constituciones describen por
lo general las condiciones que debian prevalecer, pero no necesariamente
las condiciones que realmente existian en un pais. Si bien en el informe se
afirmaba que la Constitucién podia invocarse ante los tribunales, no se
indicaba qué medidas legislativas se habian adoptado para aplicar la
Constitucion. El Comité deseaba saber como se habia recogido en la
practica el principio de la igualdad juridica. También observé que no
resultaba claro si el articulo 150 de la Constitucién de El Salvador
constituia s6lo una declaracién de principios o era algo mas. También se
pidieron detalles acerca de la nueva Constitucion.

179. Enlo relativo a la aplicacion del articulo 2, el Comité sefial6 a
la atencién del Gobierno de El Salvador la falta de informacién acerca de
la situaciéon de los grupos y minorias indigenas, asi como sobre la
composiciéon demografica de la poblacion. Se pregunté si el Gobierno
estaba aplicando ese articulo y cudles eran sus politicas con respecto a la
poblacién indigena y a las minorias étnicas. Se pidi6 al Gobierno que
proporcionase también datos sobre las medidas concretas adoptadas para
mejorar la situacion de los grupos desfavorecidos.

180. En relacién con el articulo 3, algunos miembros del Comité
encomiaron al Gobierno por las medidas adoptadas contra el régimen de
Sudéfrica. Sin embargo, se recordé6 que la Convencién se referfa
principalmente a disposiciones internas. En ese contexto, un miembro
sefial6 que las flagrantes violaciones de derechos humanos cometidas en El
Salvador eran de una magnitud comparable al genocidio y al apartheid.

181. Con respecto al articulo 4, el Comité deploré el hecho de que
en el informe no se proporcionara ningin dato acerca de la legislacién
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interna encaminada a castigar la incitacién al odio racial. El Comité afirmé
que en el articulo 4 de la Convencién se exigia la adopcion de medidas
legislativas por parte del Estado, y en consecuencia, la sola incorporaciéon
de la Convencién al derecho interno no era suficiente. El Comité pregunté
cuando se proponia el Estado informante adoptar medidas al respecto.

182. En relacién con el articulo 5, el Comité observé que en el
informe se hacia referencia al principio de la igualdad juridica, pero no se
indicaba si ése era un principio del derecho positivo o si se trataba
simplemente de una directriz para los ¢rganos legislativos. El Comité
afirmé que si bien en virtud de varios instrumentos internacionales
algunos derechos politicos podian suspenderse en circunstancias muy
especiales, el derecho a la vida nunca se podia limitar. Era muy grave que
en el informe se omitiera toda mencién a la seguridad de las personas y a
la protecciéon del Estado contra toda violencia o dafios fisicos infligidos
por funcionarios gubernamentales o por cualquier grupo o institucion,
especialmente teniendo en cuenta la existencia de los “escuadrones de la
muerte”. El Comité subrayé la obligaciéon de que los Estados partes
asegurasen que todas las personas sometidas a su jurisdiccién disfrutaran
de los derechos enumerados en ese articulo de la Convencién. El Comité
desearia recibir informacién detallada sobre la situacién reinante en El
Salvador y sobre la intencién del Gobierno de cumplir con el articulo 5, en
particular con respecto al derecho a la seguridad personal, la libertad de
prensa, los partidos politicos, los derechos de los trabajadores, el derecho
de asilo y las politicas de inmigracién y sobre los refugiados. El Comité
también pidi6 explicaciones sobre la situacién civil y politica de la
poblacion indigena y de los grupos étnicos desfavorecidos que se sentian
excluidos de participar en el proceso politico.

183.  En relacién con el articulo 6, el Comité sefial6 que en el
informe no se proporcionaban datos sobre los recursos de que podia
disponer una persona que habia sido victima de discriminacién racial ni
sobre la eficacia del procedimiento del recurso.

184. Al responder a preguntas formuladas por algunos miembros
del Comité, el representante de El Salvador dijo que el proyecto de
constituciéon se habia aprobado en diciembre de 1983. Aseguré a los
miembros del Comité que sus inquietudes y observaciones serian
transmitidas debidamente al Gobierno de El Salvador.
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10. GUATEMALA

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/GTM/CO/11, 21 de marzo de 2006

1. El Comité examiné en sus sesiones 1739 y 1740
(CERD/C/SR.1739 y 1740), celebradas los dias 24 y 27 de febrero de 2006,
los informes periddicos 8° a 11° de Guatemala que debian de haberse
presentado el 17 de febrero de 1998, 2000, 2002 y 2004 respectivamente, y
que se presentaron refundidos en un solo documento
(CERD/C/469/Add.1). En sus sesiones 1756 y 1757 (CERD/C/SR.1756 y
1757), celebradas el 9 de marzo de 2006, el Comité adopto las siguientes
observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfacciéon el informe periédico del
Estado parte y expresa su satisfaccion por el caracter interactivo del
didlogo reanudado con el Estado de Guatemala. Si bien el Comité aprecia
que la delegacion estuviera compuesta por miembros de la Comisiéon
Presidencial contra la Discriminacién y el Racismo contra los Pueblos
Indigenas de Guatemala, toma nota que no incluyera representantes de
los diferentes Ministerios del Estado parte.

3. Tomando nota del retraso de aproximadamente siete afios en
presentar el informe, el Comité invita al Estado parte a respetar la
periodicidad fijada por el Comité para la presentacién de informes.

B. Aspectos positivos

4. El Comité se congratula por la creacién de la Comision
Presidencial contra la Discriminacién y el Racismo contra los Pueblos
Indigenas de Guatemala (CODISRA), y de la Defensoria de la Mujer Indigena
dentro de la Comision Presidencial de Derechos Humanos de Guatemala.

5. EI Comité se felicita por la promulgacién de la Ley Marco de
los Acuerdos de Paz que convierte a los Acuerdos de Paz y en particular,
el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indigenas en
compromiso de Estado.

6. El Comité acoge con satisfaccion la declaraciéon por parte de
la delegacién de que existe la intencién por parte de la Corte Suprema de
Justicia y de la politica institucional del Organismo Judicial, para
reconocer el sistema juridico indigena.
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7. El Comité se congratula por la promulgacién de la Ley de
Idiomas Mayas asi como la ley que establece el respeto del uso del traje
indigena regional en las escuelas.

8. El Comité acoge con satisfaccion las reformas al Coédigo
Municipal del capitulo IV, en particular el reconocimiento, como parte de
las alcaldias ordinarias, de las alcaldias indigenas por primera vez en la
legislacién nacional donde el Estado se compromete a promover y respetar
la organizacién tanto politica como administrativa de los pueblos indigenas.

9. El Comité se felicita por el Acuerdo Gubernativo N° 22-04,
que establece la educaciéon bilingtie intercultural como parte de la
educacién nacional asi como por las précticas para su aplicacion.

10.  El Comité toma con interés el seguimiento de los procesos de
institucionalizacion del dia B'eleje’ B’atz, el Dia de la mujer en el
calendario indigena.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

11. Al Comité le preocupa que los datos estadisticos facilitados
en el informe del Estado parte sobre los pueblos indigenas que componen
la nacién guatemalteca no estén completos y que en el Estado parte no
existan datos estadisticos desagregados sobre la poblaciéon afro-
descendiente. El Comité recuerda la necesidad de dicha informacién para
evaluar la aplicacién de la Convencién en relacién a dichos grupos.

El Comité recuerda al Estado parte su Recomendacién general 4 asi
como el parrafo 8 de sus directrices relativas a la presentaciéon de
informes y recomienda al Estado parte que en su préximo informe
periédico incluya datos estadisticos desagregados y actualizados
sobre los pueblos indigenas y afro descendientes con el fin de
evaluar su situacién con mayor exactitud.

12.  Preocupa profundamente al Comité el arraigo profundo del
racismo y la discriminacién racial contra los pueblos maya, xinca y
garifuna existentes dentro del territorio del Estado parte y la insuficiencia
de politicas ptblicas en materia de eliminacién de la discriminacién racial.
(art.2.1y art.2.2)

El Comité exhorta al Estado Parte que apruebe el proyecto de
politica nacional denominada ‘Por una Convivencia Armoénica e
Intercultural’ encaminada a eliminar la discriminacién racial.
Recomienda igualmente que tome medidas especiales como
establece el articulo 2.2 de la Convencién a favor de los pueblos
histéricamente discriminados, indigenas y afro descendientes.
Asimismo el Comité recomienda que se intensifiquen las acciones
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de coordinacién de apoyo entre las diferentes instituciones que se
dedican a la lucha contra la discriminacién racial tales como la
Secretaria Presidencial de la Mujer, la Comisién Presidencial contra
la Discriminacién y Racismo contra los Pueblos Indigenas en
Guatemala y el Ministerio de Educacion.

13.  Si bien el Comité reconoce que la tipificacion del delito de

discriminacién recogida en el articulo 202 bis del Cédigo Penal constituye
un avance juridico, el Comité lamenta que no haya legislacién interna que
tipifique exclusivamente la discriminacién racial. (art. 4 (a))

El Comité recomienda que el Estado parte adopte una ley especifica
que tipifique como acto punible toda difusién de ideas basadas en
la superioridad o en el odio racial, toda incitacién a la discriminacién
racial asi como todo acto de violencia contra los pueblos indigenas y
afrodescendientes existentes en el Estado parte.

14.  Si bien el Comité toma nota de los avances en la prevencién

contra la discriminacién racial en el sistema de administracién de justicia
a favor de los pueblos indigenas, el Comité reitera su preocupaciéon por
las dificultades de acceso a la justicia de los pueblos indigenas, en
particular por la falta de reconocimiento y aplicacién del sistema juridico
indigena y la falta de suficientes intérpretes y defensores de oficio
bilingties competentes en los procedimientos judiciales. (art. 5(a))

El Comité recuerda al Estado parte su recomendacién general 31
sobre la prevenciéon de la discriminacién racial en la administracion
y funcionamiento de la justicia penal (parrafo 5e) del apartado B) el
cual exhorta al Estado parte a velar por el respeto y reconocimiento
de los sistemas tradicionales de justicia de los pueblos indigenas de
conformidad con la normativa internacional de derechos humanos.
Asimismo, el Comité recomienda que el Estado parte garantice el
derecho de los indigenas al uso de intérpretes y defensores de
oficio bilingiies en los procedimientos judiciales.

15. Al Comité le preocupa la violencia incluyendo la violencia

doméstica ejercida contra las mujeres indigenas. (art.5(b))

Teniendo en cuenta su recomendacién general No. 25, el Comité
recomienda al Estado parte que garantice el acceso a la justicia a las
mujeres indigenas. Asimismo, recomienda que se apruebe el proyecto
de ley especifica que tipifica como delito de hostigamiento sexual con
agravacion de pena cuando las victimas sean mujeres indigenas.

16.  El Comité nota con preocupacion la baja participaciéon de los

pueblos indigenas, en especial de la mujer indigena en la vida politica y
en particular la falta de representacién en el Congreso de los pueblos
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xincas y garifunas. Asimismo le preocupa la ausencia de referencia
especifica para la participacion politica indigena en la Ley electoral y de
Partidos Politicos.(art.5 (c))

El Comité, tomando en cuenta su Recomendacién general 23,
apartado 4 d), recomienda que el Estado parte redoble sus
esfuerzos para asegurar la plena participacién de los indigenas, en
especial de la mujer indigena en los asuntos publicos, y que tome
medidas efectivas para asegurar que todos los pueblos indigenas
particularmente los xinca y garifuna, participen en todos los
niveles. Asimismo urge a que se enmiende la Ley electoral y de
partidos politicos de tal manera que promueva la participacién
politica de todos los pueblos indigenas.

17.  El Comité esta altamente preocupado por la falta de acceso a
las tierras por parte de los pueblos indigenas, la falta de respeto a sus
territorios tradicionales, los bosques comunales, asi como los problemas
en relacion con la restituciéon de las tierras a aquellos indigenas
desplazados como consecuencia del conflicto armado o como resultado de
proyectos de desarrollo econémico.(art.5 (d) (v))

Teniendo en cuenta su recomendaciéon general 23 relativa a los
derechos de los pueblos indigenas, en particular el parrafo 5, el
Comité exhorta al Estado parte a que tome medidas que
reconozcan y protejan los derechos de los pueblos indigenas a
poseer, explotar, controlar y utilizar sus tierras y territorios. En los
casos en que se les ha privado de sus tierras y territorios, de los que
tradicionalmente eran duefos, o se hayan ocupado o utilizado esas
tierras y territorios sin el consentimiento libre e informado de
aquellas poblaciones, el Comité recomienda al Estado Parte que
adopte medidas para que dichas tierras les sean devueltas.
El Comité asimismo urge a que agilice el proceso de adopcion del
proyecto de la Ley de Catastro Nacional para que se identifiquen y
demarquen las tierras comunales indigenas.

18. El Comité expresa su preocupacién por alegaciones que
impiden el acceso a los lugares sagrados de los pueblos indigenas y de los
conflictos derivados de este impedimento que son tratados por los
operadores judiciales como cuestiones de cardcter penal. Existen
igualmente alegaciones respecto a que la comisiéon encargada de llevar
temas relacionados con los lugares sagrados ha sido disuelta.

El Comité pide al Estado parte que considere la posibilidad de una
alternativa a los procesos criminales para tratar dichos conflictos y
urge a que asegure el pleno disfrute de los derechos culturales de
los pueblos indigenas.
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19. El Comité nota con preocupacion el otorgamiento de
licencias mineras por parte del Ministerio de Energia y Minas a empresas
concesionarias y lamenta que los pueblos indigenas no hayan sido
consultados e informados acerca de que el permiso para explotar el
subsuelo de sus territorios haya sido concedido a esas empresas.
El Comité expresa igualmente su preocupaciéon por la iniciativa legislativa
de la Ley Reguladora del Procedimiento Consultivo, la cual en caso de
aprobarse, vulneraria el derecho a la participaciéon de los pueblos
indigenas en las decisiones que les afectan directamente. (art.5 (d) (v))

El Comité recomienda al Estado parte que al tomar decisiones
relacionadas directamente con los derechos e intereses de los
pueblos indigenas se esfuerce en obtener su consentimiento con
conocimiento de causa como se establece en la Recomendacion
general 23, parrafo 4d). El Comité recomienda igualmente que el
Estado parte incluya, antes de adoptar la Ley reguladora del
Procedimiento Consultivo, una cldusula referente al derecho de
consulta de los pueblos indigenas cada vez que se prevean medidas
legislativas o administrativas susceptibles de afectarlos con el fin de
asegurar su consentimiento por tales medidas.

20. Al Comité le preocupa la alta tasa de analfabetismo de la
poblacién indigena, en especial en las zonas rurales, la cual esta
compuesta de un 65% en las mujeres. Le preocupa también al Comité la
baja asistencia en el nivel primario de la poblacién indigena sobre todo de
las mujeres jovenes y nifas indigenas (Art. 5(e) (v))

El Comité alienta al Estado parte que emprenda acciones a corto y
medio plazo para la implementacién de medidas que disminuyan el
analfabetismo especialmente en las areas rurales entre las nifias y las
mujeres. El Comité recomienda al Estado parte que considere
aumentar el nimero de escuelas bilingiies en particular en areas
rurales. En este sentido, el Comité recomienda que el Estado parte
cumpla debidamente con la reforma educativa con curriculas con
pertinencia cultural teniendo en cuenta lo dispuesto en el Acuerdo
sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indigenas.

21.  Si bien el Comité acoge con agrado la informacién sobre la
estructura, composicion y competencia de la Defensoria de los Pueblos
Indigenas de la Procuraduria de los Derechos Humanos, lamenta no
haber recibido informacién sobre los casos registrados y resueltos ante
dicho érgano. (Art.6).

El Comité recomienda al Estado parte que proporcione informacién
sobre los resultados de las 28 denuncias presentadas sobre
discriminacién racial y si las victimas han recibido debida reparacion.
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22.  Si bien el Comité agradece la informacién presentada por la
delegaciéon en relacién a las estadisticas de casos presentados ante la
Fiscalia de Derechos Humanos que investiga delitos de discriminacién y
racismo, toma nota al mismo tiempo que de los 79 casos presentados s6lo
uno ha derivado en sentencia. (Art.6)

El Comité pide que el Estado parte incluya en su préximo informe
periédico las razones por las cuales de los 79 casos sélo uno ha
derivado en sentencia. Igualmente, el Comité agradeceria
informacién estadistica sobre las denuncias presentadas ante la
Fiscalia, los procedimientos iniciados presentados y los resultados
de los casos relativos a la discriminacién racial o étnica asi como
ejemplos concretos de tales casos. El Comité desearia igualmente
informacién respecto a si las victimas han recibido una reparacién
justa y adecuada por el dafio material y moral causado por la
discriminacion racial.

23.  El Comité expresa gran preocupacién por las actitudes de
desprecio y rechazo hacia los indigenas en los medios de comunicacién.
El Comité expresa igualmente su preocupaciéon por el hecho de que las
radiodifusoras comunitarias s6lo alcancen a menos de un kilémetro de
radio, negando de esta manera a las comunidades indigenas el disfrute de
este medio de comunicacién. (Art.7)

El Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas
apropiadas para combatir los prejuicios raciales que conduzcan a la
discriminacién racial en los medios de comunicacién. Recomienda
igualmente la promocién del pluriculturalismo en los medios de
comunicaciones locales, comunitarias y libres, tanto en su
contenido como en sus estructuras de control y en particular el
debido funcionamiento de las radiodifusoras comunitarias para que
su alcance llegue a la mayor cantidad de comunidades indigenas.

24. El Comité recomienda al Estado parte a que acelere el
proceso de adopcién de la ley que autorice al Gobierno a reconocer la
competencia de la declaracién del articulo 14 de la Convencién.

25.  El Comité recomienda al Estado parte que tenga en cuenta
los elementos pertinentes de la Declaracién y Programa de Accion de
Durban al incorporar en su ordenamiento juridico interno la Convencién,
en particular los articulos 2 a 7. Recomienda también que en su préximo
informe periédico facilite informacién sobre las medidas adoptadas para
dar cumplimiento en el &mbito nacional a la Declaracién y Programa de
Accién de Durban, en particular la preparaciéon y aplicacion del plan
nacional de accién.
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26. El Comité recomienda que se difundan los informes del
Estado parte tan pronto como se presenten y que se publiquen y
divulguen asimismo las observaciones del Comité al respecto.

27.  Con arreglo al parrafo 1 del articulo 9 de la Convencién y al
articulo 65 del reglamento interno enmendado del Comité, el Comité
requiere al Estado parte que informe sobre la aplicacion de las
recomendaciones del Comité que figuran en los parrafos 13, 15 y 19 dentro
del plazo de un afio a partir de la adopcién de las conclusiones presentes.

28.  El Comité recomienda al Estado parte que presente sus informes
periédicos 12y 13 el 17 de febrero de 2008 en un sélo documento refundido.

kkhkkkkkkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/304/Add.21, 23 de abril de 1997

1. En sus sesiones 1190% y 11917, celebradas los dias 5 y 6 de
marzo de 1997 (CERD/C/SR.1190 y 1191), el Comité para la Eliminacién
de la Discriminacién Racial examiné el séptimo informe periédico de
Guatemala (CERD/C/292/Add.1), y en su 1210% sesién, celebrada el 19
de marzo de 1997, aprobd las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité celebra la oportunidad de entablar un didlogo
franco y provechoso con el Gobierno de Guatemala. El Comité expresa su
agradecimiento por el continuo didlogo sostenido con Guatemala durante
esta época en que se han producido importantes cambios y novedades en
el Estado Parte.

3. El Comité expresa su agradecimiento por la importante
informacién facilitada en el informe y en la exposicion oral de la
delegacion. Esta informacién, en particular la reciente evolucién en el
Estado Parte, permitieron al Comité obtener una imagen mejor y maés
actualizada de la situacién. No obstante, el Comité lamenta que el informe
no contuviera suficiente informacién sobre la préctica actual del Estado
Parte en lo que respecta a la aplicacién de la Convencién y que no tuviera
suficientemente en cuenta las observaciones finales del Comité sobre el
anterior informe (A/50/18, parrs. 298 a 319).

4. El Comité observa que el Estado Parte no ha hecho la
declaracion prevista en el articulo 14 de la Convencién y algunos de sus
miembros pidieron que se estudiara la posibilidad de hacer esa declaracion.
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B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencién

5. Se reconoce que queda mucho por hacer para superar los
efectos del prolongado conflicto en el Estado Parte. Los esfuerzos para
aplicar plenamente los principios y disposiciones consagrados en la
Convencién se han visto obstaculizados por las dificiles circunstancias
por las que atraviesa el pais tras decenios de agitaciéon y guerra civil. Se
reconoce que los cambios tienen que ir mas alla del desarme y que han de
cambiarse las actitudes y los valores en lo que se refiere a la cultura de la
violencia a fin de alcanzar la paz. Se observa que la practica de la
discriminacién racial, en especial contra las poblaciones indigenas, atn
prevalece en algunos sectores de la sociedad.

C. Aspectos positivos

6. Se observa con satisfaccién que pese a las graves dificultades
econdmicas y sociales se estdn haciendo considerables esfuerzos para
aplicar las disposiciones de la Convencién.

7. Se aprecia en particular que recientemente se haya alcanzado
una importante reforma juridica. A este respecto un importante logro ha
sido el acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos indigenas y el
acuerdo sobre el reasentamiento de poblaciones desarraigadas, que se
firmaron al concluir los acuerdos de paz. Ademads, se observa con
satisfaccién que, siguiendo la recomendacion del Comité, el Estado Parte
ratificé en 1996 el Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y
tribales en paises independientes. También se observa con aprecio que,
con arreglo a la Constitucion del Estado Parte, las obligaciones
internacionales, en particular la Convencién Internacional sobre la
Eliminacién de todas las Formas de Discriminacién Racial, tienen primacia
sobre el derecho interno. Ademas, se acogen favorablemente las medidas
adoptadas para revisar el Cédigo Penal a fin de incluir en él la prohibicién
de la discriminacién racial y para introducir medidas legislativas sobre los
derechos a la tierra y la proteccion de la identidad indigena.

8. Se observa con agradecimiento que se han disuelto las
comisiones militares y los comités voluntarios de defensa civil.

9. Se observa con satisfacciéon que se han creado varios érganos
para facilitar la reconciliacién racial y promover una sociedad
democratica basada en el principio de la igualdad. Se celebra en particular
que se haya establecido una comisién paritaria, integrada por miembros
de las poblaciones indigenas y no indigenas. También se aplaude la
creacion de la Comision de la Verdad (Comisién de aclaracion histérica)
para investigar las matanzas y desapariciones ocurridas durante el conflicto
armado. A este respecto, se valora positivamente que la delegacion de
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Guatemala haya asegurado al Comité que los archivos militares se
facilitardn a la Comisién de la Verdad. Se observa también con satisfaccion
que se haya creado una secretaria de los pueblos indigenas en la oficina del
procurador del Estado y una comisién sobre los nifios sin hogar.

10.  Se observa con satisfaccion que haya disminuido el niimero
de denuncias de violaciones de los derechos humanos.

11.  Se observa con satisfaccién que un gran ntimero de personas,
principalmente indigenas, que huyeron de sus tierras y del pais durante el
conflicto armado, hayan retornado al territorio del Estado Parte y que el
Estado Parte haya establecido un fondo para ayudar a los retornados a
reinstalarse.

12.  El Comité aplaude el propésito, manifestado por la delegacién
del Gobierno de Guatemala, de incluir un miembro de la poblaciéon
indigena en su delegacién cuando presente el proximo informe periédico.

D. Principales motivos de preocupacion

13. Se expresa preocupacion por el clima de violencia e
intimidacién que aun existe en el Estado Parte y porque los efectos
perjudiciales de este clima los sufren principalmente la poblacion
indigena. Esto compromete gravemente la seguridad de las personas a la
que se refiere el apartado b) del articulo 5 de la Convencion.

14.  Se expresa preocupaciéon porque el Estado Parte no haya
cumplido las recomendaciones del Comité relativas a la aplicacién del
articulo 5 de la Convencion; se expresa también preocupacién porque aun
no se haya cumplido plenamente la recomendacién del Comité de que el
Estado Parte facilite informacion detallada sobre la aplicacion de las
disposiciones de la Convencion.

15.  Se expresa preocupacioén por la falta de medidas legislativas
encaminadas a eliminar la discriminacién racial, como lo exige el articulo
2 de la Convencioén.

16.  Se expresa también preocupaciéon por la falta de legislaciéon
que prohiba la incitacién a la discriminacién racial, como lo exige el
articulo 4 de la Convencion.

17.  Se expresa preocupacion porque la poblacion indigena no
goce de tutela y recursos eficaces ante los tribunales nacionales frente a las
violaciones de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, a causa
de la falta de intérpretes y porque no hay suficientes abogados disponibles.

18.  Se expresa preocupacién porque funcionarios del Estado
Parte siguen gozando de inmunidad criminal por los abusos y violaciones
de los derechos humanos de los pobres, en particular la poblacién
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indigena y las mujeres. Esto ha llevado a la gente a tomar la justicia por su
mano y ha originado un ntmero considerable de linchamientos. Esta
situacion refleja la desesperanza y falta de confianza de la poblacién en la
administracion de la justicia.

19. Se expresa preocupacion por la situaciéon en cuanto a los
derechos a la tierra en el Estado Parte. Pese a los esfuerzos del Gobierno,
el problema de asignacion de tierras o pago de indemnizacién persiste,
particularmente con respecto a la devoluciéon de las tierras a las
poblaciones indigenas tras el término del conflicto armado. Son motivo de
especial preocupacion los enfrentamientos por la propiedad de tierras, en
los que indigenas han sido detenidos y amenazados.

20. Se observa con preocupacion que no se ha aplicado la
anterior recomendaciéon del Comité relativa a la formacién de oficiales
encargados de hacer cumplir la ley a la luz de la Recomendacién general
XIII del Comité.

21. Se observa con preocupacion que no se ha logrado una
participaciéon adecuada y proporcional de la poblacion indigena en el
Parlamento, en la administracién publica y en la vida ptiblica a nivel nacional;
en particular, los miembros de las comunidades indigenas estin
subrepresentados en la judicatura y en la administracioén de justicia en general.

22.  Se expresa preocupacion porque no se haya logrado la difusiéon
generalizada del informe periddico del Estado Parte, asi como de las
observaciones finales del Comité en los respectivos idiomas de la poblacién.

23.  Aunque se han hecho esfuerzos para promover medidas
afirmativas en materia de educaciéon y formacién, y para dar ensefianza
bilingtie a toda la poblacién, la situacién atin no es satisfactoria.

E. Sugerencias y recomendaciones

24.  El Comité recomienda que el Estado Parte continte y redoble
los esfuerzos para cambiar el clima de violencia y apoyar el rapido desarme.

25.  El Comité reitera su recomendacién de que el Estado Parte
aplique plenamente la Convencién, en particular los articulos 4, 5y 6, y
facilite informacién sobre su aplicacién. Se sugiere ademas que el Estado
Parte facilite informacién detallada sobre la efectividad de las leyes
recientemente adoptadas y de los érganos recientemente creados sobre
relaciones étnicas. Se pide también que el Estado Parte incluya en su
proximo informe informacién sobre las denuncias recibidas y las
sentencias dictadas en lo que se refiere a la discriminacién racial.
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26. El Comité recomienda que el Estado Parte contintie el
proceso de incorporar la prohibiciéon de la discriminacién racial en la
legislacién nacional, asi como la aprobacién de leyes para aplicar el
acuerdo sobre la identidad y los derechos de las poblaciones indigenas.

27.  El Comité recomienda que el Estado Parte tome medidas
para garantizar la aplicacion efectiva de las nuevas leyes y facilitar el
acceso a los tribunales a todos los miembros de la poblacién, en particular
proporcionando servicios adecuados de interpretaciéon para los indigenas
a todos los niveles de procedimiento judicial. El Comité reitera su anterior
recomendacién de que se mejore la formacién de los oficiales encargados de
hacer cumplir la ley a la luz de la Recomendacién general XIII del Comité.

28.  El Comité recomienda que las autoridades de Guatemala
adopten medidas eficaces para poner fin a la impunidad de los
funcionarios publicos que actden ilegalmente y para garantizar que todos
los miembros de la poblacién dispongan de los recursos judiciales
pertinentes y de un proceso con las debidas garantfas.

29. El Comité recomienda que prosigan los esfuerzos para
asegurar la plena participacién de todos los ciudadanos en la vida
publica, particularmente en las elecciones, tras haber sido debidamente
informados en los distintos idiomas hablados en el Estado Parte.

30. El Comité recomienda que el Estado Parte adopte medidas
para garantizar una distribucién justa y equitativa de la tierra, teniendo
en cuenta las necesidades de la poblacién indigena, en particular las de las
personas que retornan al territorio tras el término del conflicto armado.

31. El Comité destaca la importancia que la tierra tiene para las
poblaciones indigenas y para su identidad espiritual y cultural, en
particular el hecho de que tienen una nocién diferente del uso y
propiedad de la tierra. Se sugiere que el Estado Parte utilice las
disposiciones del Convenio N° 169 de la OIT como guia para resolver las
cuestiones de distribucién de la tierra y que examine, a la luz de la
Convencién, la cuestion de la indemnizacién por los bienes que no
puedan restituirse.

32.  El Comité sugiere que se redoblen los esfuerzos para
promover medidas afirmativas en materia de educacién y formacién, a fin
de introducir la educacion bilingtiie para todos los sectores de la poblacién.

33.  El Comité sugiere que el Estado Parte estudie la posibilidad
de crear una comisién nacional que lleve a cabo actividades especificas en
respuesta a las recomendaciones y sugerencias del Comité.
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34.  El Comité sugiere que se dé amplia publicidad a la Convencién,
a los informes periddicos presentados por el Estado Parte y a las
observaciones finales del Comité, en los principales idiomas de la poblacién.

35. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién aprobadas en la
14? reunion de los Estados Partes.

36. El Comité recuerda con agradecimiento la invitaciéon del
Estado Parte para que uno de sus miembros vaya a Guatemala a ayudar
al Estado Parte a aplicar la Convencién.

37.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte sea exhaustivo y aborde todas las cuestiones planteadas
durante el examen del informe.

kkhkhkkkkkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el quincuagésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/50/18), 1996

279. El Comité examiné los informes periédicos segundo, tercero,
cuarto, quinto y sexto de Guatemala, consolidados en un documento
tnico (CERD/C/256/Add.1), en sus sesiones 1092? y 1093?, celebradas el
14 de marzo de 1995 (véase CERD/C/SR.1092 y 1093).

280. Los informes fueron presentados por el representante del
Estado Parte, quien afirmé la importancia atribuida a la labor del Comité
por su Gobierno y el compromiso de Guatemala de respetar y promover
los derechos humanos de toda su poblacién. También se hicieron
observaciones introductorias en que se pusieron de relieve algunos
momentos decisivos del desarrollo del pais y se sefialaron las inquietudes
actuales en relacién con Belice.

281. Se explicé que la poblacién de Guatemala estd compuesta
principalmente de pueblos indigenas y que se hablan unos 23 idiomas y
dialectos. El representante subrayé que la politica del Estado hacia
hincapié en el respeto de la diversidad racial y cultural del pueblo y
describi6 las funciones del flamante Fondo Nacional Indigena. Algunas
deficiencias estructurales limitan la capacidad del Gobierno de promover
adecuadamente el bienestar de su pueblo en esferas como la salud y la
educacién. Una historia de inestabilidad politica y de conflicto armado
continuo impone problemas particulares. Actualmente se estan haciendo
denodados esfuerzos para concertar acuerdos de paz; ya se ha convenido
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en atribuir una funciéon de mediacién al Secretario General de las Naciones
Unidas y en establecer la misién de las Naciones Unidas en Guatemala.

282. El representante afirmé que las tentativas del Gobierno de
introducir una reforma econémica habian tropezado con las estrategias de
las instituciones financieras internacionales.

283. Los miembros del Comité celebraron las medidas adoptadas
con miras a lograr una paz duradera y garantizar el proceso democrético.
También observaron que, de conformidad con la Constitucién, tienen
precedencia sobre la legislacién nacional y pueden ser invocados
directamente ante los tribunales todos los instrumentos de derechos
humanos ratificados por Guatemala, o aquellos a los que el pais se ha
adherido, incluida la Convencion Internacional sobre la Eliminacion de
todas las Formas de Discriminacién Racial.

284. En cuanto al articulo 2 de la Convencién, algunos miembros
formularon varias preguntas sobre la medida en que el Gobierno luchaba
contra la discriminacién racial en sus leyes y politicas, en especial la
discriminacién contra los pueblos indigenas mayoritarios. También
observaron que un elemento fundamental de esa politica serian los
esfuerzos para aliviar la situacién de desventaja econémica de esos
pueblos. Ademas se formularon preguntas en cuanto al efecto de la lucha
armada sobre la lucha contra la discriminacién racial. Algunos miembros
del Comité hicieron preguntas sobre el recurso generalizado al
reclutamiento por la fuerza de indigenas con fines militares y sobre las
graves violaciones cometidas por el ejército contra la poblacion indigena,
que incluian ejecuciones sumarias y otros tratos crueles y degradantes.
Ademas, algunos miembros hicieron preguntas sobre la situaciéon de los
indigenas que eran refugiados y que habian regresado, sobre las
comunidades que habian resistido y sobre las “comunidades perdidas”.
Los miembros preguntaron cudl era la funcién del ejército en materia
policial, y sobre las actividades de las Patrullas de Autodefensa Civil
(PAC). Algunos miembros preguntaron sobre el estado del nuevo Cédigo
Penal y sobre el grado de independencia de que gozaban los magistrados.

285. Algunos miembros preguntaron si se podia invocar ya la
Convenciéon ante los tribunales nacionales o si atn faltaba que se
promulgase la legislacion pertinente. También pidieron que se aclarase el
articulo 45 de la Constituciéon sobre la responsabilidad penal por
violaciones de los derechos humanos. Se hicieron preguntas sobre la
eficacia de la legislacién penal en la lucha contra la discriminacién racial.

286. Algunos miembros sefialaron que la legislacion guatemalteca
no cumplia con lo estipulado en el articulo 4 de la Convencién ya que no
abordaba expresamente los problemas de la discriminacién racial.
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287. En cuanto al articulo 5, algunos miembros preguntaron cual
era la situaciéon socioeconémica de los pueblos indigenas en relacién con
los demas integrantes de la sociedad. A la luz de la informacién recibida
por los miembros, también se pregunto si se protegian adecuadamente los
derechos de los pueblos indigenas a la propiedad. Se expres6
preocupaciéon por las dificultades con que tropezaban los pueblos
indigenas para que se les hiciera justicia ante los tribunales y para
participar plenamente en la vida publica del pafs. Se pidi6 maés
informacién sobre la participacién de los pueblos indigenas en los
consejos de desarrollo. También se formularon preguntas sobre el goce
por parte de los pueblos indigenas y determinados grupos étnicos de la
libertad de religion, el acceso a la educacién, la libertad de expresién en
los medios electrénicos y el derecho a fundar sindicatos.

288. Con respecto al articulo 6 de la Convencién algunos
miembros pidieron que se confirmase si el ejército habia indemnizado a los
agricultores de los dafios causados a sus cultivos durante las actividades
militares. También se pidié informacién sobre el ntimero de casos concretos
de discriminacién racial que habian sido llevados ante los tribunales y sobre
la eficacia en esos casos de recursos como el hdbeas corpus.

289. En relaciéon con lo estipulado en el articulo 7, algunos
miembros preguntaron en qué medida se impartia formacién a la policia
y a los funcionarios de seguridad en materia de derechos humanos.
También se solicitaron detalles sobre los esfuerzos estatales de difusién
generalizada de la Convencién.

290. Algunos miembros sugirieron que Guatemala considerase la
posibilidad de formular la declaracién prevista en el articulo 14 de la
Convencién asi como la posibilidad de aceptar la enmienda al parrafo 6
del articulo 18 de la Convencion sobre la financiacién de los gastos de los
miembros del Comité.

291. En respuesta a las preguntas de los miembros, el
representante del Estado Parte reconocié las deficiencias del informe e
indicé que su Gobierno presentaria un informe ampliado a tiempo para
su examen en el 47° periodo de sesiones del Comité. También abordaria
en su siguiente informe, que debia presentar en febrero de 1996, las
cuestiones pendientes. Para facilitar la preparaciéon de estos informes el
representante invité en nombre del Gobierno al Relator del Comité para el
pais a que visitase Guatemala.

292. El representante aclaré varias ambigiiedades del informe y
manifestd6 que tal vez en futuros censos nacionales se procuraria
informacién de caracter étnico para ayudar al Estado a cumplir con sus
obligaciones en materia de presentacion de informes.
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293. Se senalé que varios adelantos positivos en el pais no se
consignaban en el informe, como las leyes para dar cumplimiento al
articulo 70 de la Constituciéon y el establecimiento del Fondo de
Desarrollo Indigena de Guatemala (FODIGUA).

294. El representante reconocié que habia habido problemas con
las Patrullas de Autodefensa Civil, pero indicé que se estaban realizando
grandes esfuerzos para desarmarlas y transformarlas en comités para la paz
y el desarrollo. Se mencionaron algunas mejoras en lo que toca a las fuerzas
policiales asi como iniciativas presidenciales para convertir al ejército en
una fuerza de voluntarios integrada por soldados adultos solamente.

295. Se describieron las politicas del Gobierno para facilitar el
regreso de los refugiados y de las personas desplazadas y el representante
prometidé que facilitaria mas informacién sobre cuestiones como el monto
de la indemnizacién concedida a los agricultores cuyos cultivos habian
resultado destruidos por el ejército durante las actividades militares.

296. Se sehalaron algunas reformas del sistema judicial y el representante
indic6 la prioridad atribuida por el Gobierno a garantizar la independencia del
poder judicial y la seguridad personal de los jueces y magistrados.

297. El representante también sefial6 a la atencién distintas
politicas destinadas a la mitigacion de la pobreza y al suministro de
servicios sociales esenciales (vivienda, atencién médica, educacién, etc.) e
indic6 que el Gobierno atribuia mucha prioridad a estas cuestiones.
Indic6 que en el Congreso guatemalteco estaba en marcha el
procedimiento para la ratificacién del Convenio No. 169 de la OIT.

Observaciones finales

298. En su 1098? sesi6n, celebrada el 17 de marzo de 1995, el
Comité aprob¢ las siguientes observaciones finales.

a) Introduccion

299. El Comité acoge complacido la reanudacién del didlogo con
el Gobierno de Guatemala y expresa su agradecimiento al Estado Parte
por su detallado informe y por el documento bésico presentado
(HRI/CORE/1/Add.47). El Comité observa con satisfaccion que la
informacién facilitada verbalmente por la delegaciéon al presentar el
informe y responder a las preguntas formuladas durante el didlogo le han
permitido obtener una idea mas clara de la situacién en el Estado Parte.
No obstante, el Comité lamenta que el informe no facilite informacién
sobre la aplicacién de la Convencién, como se pide en el parrafo 1 del
articulo 9 de la Convencién. A este respecto, toma nota de la afirmaciéon
de la delegacién de que estd dispuesta a proseguir el didlogo con el
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Comité en el futuro préximo y a facilitarle nueva informacién sobre las
medidas adoptadas para dar cumplimiento a la Convencién.

b) Factores positivos

300. Se celebran las medidas adoptadas con el fin de lograr una
paz duradera y afianzar el proceso democratico iniciado en 1985. Se toma
nota asimismo de que, de conformidad con la Constitucién, todos los
instrumentos de derechos humanos ratificados por Guatemala, o a los que
el pais se ha adherido, incluida la Convencién Internacional sobre la
Eliminacion de todas las Formas de Discriminacion Racial, tienen
precedencia sobre la legislacion nacional y pueden ser invocados
directamente ante los tribunales.

301. El Comité toma nota de las medidas tomadas por las
autoridades militares para poner a disposicion de la justicia al personal
militar que ha participado en acciones criminales, asi como de sus esfuerzos
para reducir las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC) y revisar su necesidad.

302. Asimismo, el Comité acoge con satisfaccion la creacién en
1994 de 3.000 puestos de maestros, incluidos 800 en la ensefianza bilingtie.

<) Factores y dificultades que entorpecen la
aplicacion de la Convencién

303. Se observa con profunda preocupaciéon que, debido al
conflicto armado en el pais, todavia existe en la sociedad guatemalteca un
grado importante de militarizacién, lo que contribuye al fenémeno de que los
miembros de las fuerzas armadas cometan excesos contra la poblacion civil
en general y contra los miembros de las comunidades indigenas en particular.

d) Principales motivos de inquietud

304. El Comité no puede aceptar la afirmacién que figura en el
parrafo 87 del informe en el sentido de que en Guatemala no se practica
ninguna forma de discriminacién racial contra personas, grupos de
personas o instituciones. En Guatemala persiste una discriminacién racial
de facto contra las comunidades indigenas, que representan la mayoria de
la poblacién guatemalteca. Se observa con preocupacion que en la practica
no existe proteccion juridica contra esta discriminacién.

305. El Comité expresa su profunda preocupaciéon por la
discriminacién generalizada de que son objeto las comunidades
indigenas, que las excluye del disfrute de sus derechos civiles, politicos,
econdmicos, sociales y culturales. Es de lamentar que no se hayan tomado
medidas adecuadas para aplicar las disposiciones de la Convencién. En
particular, es lamentable que los miembros de las comunidades indigenas,
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contrariamente a lo dispuesto en el apartado c) del articulo 5 de la
Convencién, no puedan participar en condiciones de igualdad en la
direccién de los asuntos publicos en cualquier nivel.

306. También es de lamentar que la legislacién nacional no
satisfaga los requisitos del articulo 4 de la Convencién que exige la
adopcioén de una legislacion penal especifica.

307. El Comité expresa su preocupaciéon por los numerosos
excesos cometidos por elementos de las fuerzas armadas y de las Patrullas
de Autodefensa Civil (PAC) contra los pueblos indigenas, inclusive
ejecuciones sumarias y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes,
amenazas y el reclutamiento por la fuerza en las fuerzas armadas.

308. El Comité deplora en particular que no se hayan investigado
esos crimenes ni se haya encausado a sus autores.

309. También son de lamentar el desconocimiento de los
procedimientos de recurso por parte de los miembros de las comunidades
indigenas, la escasez en la practica de facilidades para que puedan utilizar
su propio idioma en las actuaciones ante los tribunales y las definiciones
del sistema judicial, al igual que la relativa impunidad consiguiente de los
autores de estas violaciones.

310. El Comité expresa también su preocupacién por las
condiciones de extrema pobreza y exclusién social que sufre en particular
la poblacién indigena maya quiché. Estas condiciones menoscaban el
disfrute de los derechos garantizados por el articulo 5 de la Convencién,
como son el derecho a ser propietario, el derecho al trabajo, el derecho a
fundar sindicatos y a sindicarse, y el derecho a la vivienda, a la salud
publica y a la educacion.

311. El Comité expresa su preocupacién en particular por la
elevada tasa de analfabetismo, sobre todo entre las comunidades indigenas.

e) Sugerencias y recomendaciones

312. El Comité pide que en el préximo informe del Estado Parte
figure informacién detallada sobre la aplicacién de las disposiciones de la
Convencion.

313. El Comité recomienda asimismo que el Gobierno tome
medidas practicas para aplicar la Convencién, en particular por lo que
respecta a los miembros de las comunidades indigenas. Debe hacerse todo
lo posible para garantizar que los miembros de las comunidades
indigenas puedan disfrutar efectivamente de sus derechos econémicos,
sociales, culturales, civiles y politicos, de conformidad con el articulo 5 de
la Convencion.
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314. El Comité pone de relieve que el Estado Parte debe cumplir
las obligaciones que le incumben en virtud del articulo 4 de la
Convencién y adoptar las medidas legislativas necesarias para dar efecto
a las disposiciones de dicho articulo.

315. El Comité recomienda que en el proximo informe periédico
se facilite mas informacién sobre la aplicacién de las disposiciones del
articulo 5 de la Convenciéon. Se pide al Estado Parte que facilite
informacién detallada sobre las medidas adoptadas para garantizar la
integracion politica, social y econémica de las comunidades indigenas, asi
como su existencia fisica y su patrimonio cultural; sobre los esfuerzos
para reducir la militarizaciéon de la sociedad y la influencia de los PAC;
sobre los casos de denuncias de discriminacién racial planteados ante los
tribunales, sobre las penas impuestas a los autores de esos actos de
discriminacién racial y sobre los recursos e indemnizaciones a disposiciéon
de las victimas de la discriminacién racial.

316. El Comité hace un llamamiento al Gobierno para que revise y
mejore la capacitacién de los funcionarios de las fuerzas del orden ptublico
a la luz de la recomendacion general XIII del Comité.

317. El Comité recomienda que el Estado Parte considere la
posibilidad de ratificar el Convenio No. 169 de la OIT sobre pueblos
indigenas y tribales en paises independientes.

318. El Comité sugiere que el Estado Parte considere la
posibilidad de hacer una declaracién en virtud del parrafo 1 del articulo
14 de la Convencion, reconociendo la competencia del Comité para recibir y
examinar comunicaciones de personas o grupos de personas comprendidas
dentro de su jurisdiccion que aleguen ser victimas de violaciones de
cualquiera de los derechos estipulados en la Convencién.

319. El Comité sugiere que el Estado Parte asegure la difusién de
su informe periédico, de las actas resumidas del debate y de las
observaciones finales adoptadas al respecto.

f) Otras medidas

320. El Comité toma nota con satisfacciéon de la propuesta del
Estado Parte de presentar informacién adicional en el 47° periodo de
sesiones, en agosto de 1995, asi como de su decisién de presentar un
nuevo informe periédico en febrero de 1996, y espera que estas
propuestas se lleven a cabo. El Comité toma nota ademads con satisfaccion
de la invitacién oficial al Comité para que envie a uno de sus miembros a
Guatemala con el fin de prestar asistencia al Estado Parte en la aplicacién
de la Convencién.

*khkkhhkkikk
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/39/18), 1984

468. El Comité examindé el informe inicial de Guatemala
(CERD/C/111/Add.2) junto con la declaracién introductoria formulada
por el representante del Estado informante. El representante se refirié en
particular a las elecciones nacionales de 1984 y declaré que en Guatemala
era obligatorio votar para los ciudadanos alfabetizados y facultativo para
los analfabetos, y que el Gobierno militar habia establecido el Tribunal
Electoral Supremo, que era el cuarto poder del Estado, para eliminar del
proceso electoral la influencia del poder ejecutivo, algunos de cuyos
grupos habian monopolizado el poder en los 12 afios dltimos. Por otra
parte, ademdas de redactar la nueva Constitucion de la Reptblica, la
Asamblea Nacional Constituyente tendria que redactar la Ley de habeas
corpus y la Ley electoral en virtud de la cual Guatemala elegiria, en 1985,
el préoximo Presidente constitucional y la Asamblea Nacional Legislativa
que promulgaria una legislacion en armonia con el espiritu de la
Convencion.

469. Algunos miembros del Comité recibieron con beneplécito el
hecho de que el Gobierno de Guatemala se hubiese adherido a la
Convenciéon. No obstante, a pesar de la informacién adicional que el
representante habia proporcionado, a la luz de la situacién complicada en
que se hallaba ese pais como resultado del estado de emergencia existente
y teniendo en cuenta las resoluciones de los érganos de las Naciones
Unidas, era dificil para el Comité hacerse una idea clara de hasta qué
punto el Gobierno habia empezado en realidad a poner en practica la
Convenciéon. Ademas, se sefialé que, si bien podia ser cierto que en
Guatemala no habia discriminacion racial de jure, ésta podia existir de
facto. A este respecto, el Comité solicité informacién sobre el lugar que
ocupaba la Convencién en el régimen juridico de Guatemala, las medidas
juridicas que se habian adoptado para prohibir la discriminacion racial y
castigar a los infractores y, en particular, si el Estatuto Fundamental de
Gobierno, que mencionaba los derechos humanos como la base fundamental
de la organizacién interna de la nacién, habia reemplazado las garantias y
derechos individuales previstos en la Constitucién derogada.

470. El Comité también deseaba saber si las obligaciones de
Guatemala derivadas del articulo 2 se aplicaban efectivamente, por
ejemplo, a las poblaciones indigenas, si el Gobierno adoptaba medidas
efectivas para examinar sus politicas y leyes con especial referencia a las
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poblaciones indigenas y otros sectores vulnerables de la poblacién; hasta
qué punto las poblaciones indigenas disfrutaban del derecho a la libertad
de expresion y al uso de sus propios idiomas; si el derecho a la libertad de
religién, pensamiento y conciencia y el derecho a la libertad de reunién y
asociacién estaban garantizados para los grupos indigenas; si existia
algin sistema de educacién bilingtie que ayudase a las poblaciones
indigenas a preservar su idioma y desarrollar su cultura; si la
alfabetizaciéon en quiché se llevaba a cabo de la misma manera que la
alfabetizacion en espafiol o si las personas que sélo conocian el quiché
eran consideradas plenamente alfabetizadas, y si el nivel de los servicios
de vivienda era el mismo para los grupos indigenas que para el resto de la
poblacién. Respecto de la aplicacién del parrafo 2 del articulo 2 de la
Convencioén, se pidié informacién sobre los planes sociales y econémicos
para mejorar la condicién de las poblaciones indigenas y preservar su
identidad cultural, sus leyes consuetudinarias, tradiciones, artes y
artesanias. Se pidié mas informacién sobre los derechos de la mujer, que
probablemente sufria mas de la opresion social, y si existian leyes que
asegurasen los derechos de los trabajadores y la condicion de los
campesinos. El Comité también pidié informacién sobre el desglose
demografico de los diferentes grupos indigenas.

471. En cuanto a la aplicacién del articulo 3, algunos miembros
del Comité preguntaron qué posicién habifa adoptado el Gobierno de
Guatemala respecto de Sudafrica y si mantenia relaciones diplomaticas,
politicas, culturales o comerciales con ese pais.

472. En relaciéon con la puesta en practica del articulo 4, se sefialé
que en el informe se declaraba simplemente que los actos de
discriminacién racial estaban prohibidos, sin hacer ninguna referencia a
las penas. Algunos miembros hicieron preguntas acerca de la legislacion
pertinente por la que se establecian penas por la incitaciéon a la
discriminacidn racial y delitos conexos, la reparaciéon que podian obtener
las personas contra las cuales se hubiesen cometido esos delitos y las
limitaciones que se imponian a las autoridades e instituciones publicas
respecto de la incitacién a la discriminacién racial.

473. Por lo que se refiere a la aplicacién del articulo 5, el Comité
solicité informaciéon concreta sobre la forma en que el Gobierno de
Guatemala se proponia cumplir las obligaciones que le imponia el inciso
d) del articulo 5, que era de especial importancia en los casos en que se
habia derogado la Constitucién nacional; pregunté si el apartado i) del
inciso d) del articulo 5 relativo al derecho a circular libremente era todavia
valido y qué medidas se habian adoptado a nivel local contra los
funcionarios que, incluso en un estado de emergencia, violaban los
derechos humanos e infligian lesiones corporales. A ese respecto, se
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mencionaron los parrafos 2 y 7 de la resolucién 1984/53 de la Comisiéon
de Derechos Humanos. Asimismo, se solicitd informacién adicional sobre
los derechos sociales y econémicos, incluido el respeto del derecho a la
propiedad comunitaria de la tierra.

474. En relacién con el articulo 6, el Comité sefial6 que en el
informe no se aclaraba qué reparacién legal podia obtener la persona que
pensaba que se habfan infringido sus derechos humanos. Tampoco estaba
claro si en el procedimiento penal existian disposiciones para sancionar a
los funcionarios del Gobierno que contravinieran las disposiciones
legislativas sobre la aplicacion de la Convencién y si existian otros
procedimientos de apelacién en el caso de que se hubiesen cometido actos
de discriminacién racial.

475. Respecto de la puesta en practica del articulo 7, el Comité
deseaba obtener informacién adicional, en particular, respecto de las
medidas efectivas que se hubiesen adoptado para combatir los prejuicios
que existian inevitablemente cuando habia poblaciones indigenas, la
forma en que se presentaba y ensefiaba en las escuelas y otros
establecimientos educacionales el tema de los derechos humanos y las
medidas que habia adoptado Guatemala para promover la comprensién
internacional.

476. En respuesta a las preguntas formuladas por algunos
miembros del Comité, el representante de Guatemala explicé que la
poblacién de Guatemala estaba integrada en gran parte por indios y
mestizos en proporciones aproximadamente iguales y que el Gobierno no
habia escatimado ningtin esfuerzo para preservar la identidad cultural y
los idiomas de esas minorias. Declar6 también que, desconociéndose los
hechos reales y como resultado de una camparia sutil contra Guatemala,
se habia presentado al mundo un cuadro distorsionado de los
acontecimientos de su pafs. No habia nada en la legislacién, la
administracién de la justicia o la practica administrativa que pudiera
calificarse de discriminacién racial. Todos los guatemaltecos sin distincién
gozaban del disfrute efectivo de todos los derechos humanos y las
libertades fundamentales. Ademas de los indios y mestizos, habia
también personas de origen africano y asidtico que vivian en el pais, pero
el Gobierno no habia recibido nunca ninguna denuncia de discriminacién
racial. Elementos subversivos habian hecho acusaciones de discriminacién
racial en beneficio de sus propios fines politicos y para derrocar al
Gobierno y destruir el régimen politico existente en el pais.

477. Refiriéndose a la cuestion de la libertad de religién, dijo que
todos los habitantes de Guatemala, fuesen mestizos o indios o de cualquier
otro origen étnico, tenfan derecho a practicar la religion de su eleccién.
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478. En cuanto a la libertad de circulacién, dijo que todo
ciudadano de Guatemala estaba en libertad de salir del pais y volver a €I,
cuando asi lo desease, sin necesidad de obtener un visado de entrada o
salida en su pasaporte. Las tnicas excepciones estaban claramente
especificadas por la ley, por ejemplo, las personas que habian sido
privadas judicialmente de sus derechos civiles.

479. Respecto del asentamiento obligatorio de grupos indigenas,
declar6 que las aldeas de las poblaciones indigenas consistian en casas
situadas en las montafias y muy distantes unas de otras y que ese
aislamiento hacia que fuese facil para los elementos subversivos hacerse
con el control de las aldeas. El Gobierno no tenfa mas opcién que el
reasentamiento en nuevas zonas. Sin embargo, esas acciones se habian
caracterizado en el extranjero como un traslado forzoso de la poblacién.

480. En cuanto al sistema de tenencia de la tierra, el representante
explicé que la desventaja del sistema existente de tenencia de la tierra, era
que conducia a que se estableciesen explotaciones agricolas de superficie
excesivamente pequefia, ya que la tierra del padre se dividia entre todos
los hijos y la poblacién indigena tenfa una tasa de fecundidad muy
superior a la de la poblacién mestiza. Por consiguiente, hacia unos 30 afios
el Gobierno habia introducido un programa de reforma agraria. De ese
modo se habian distribuido grandes extensiones de tierra y se habian
concedido zonas de dimensiones considerables para su explotacién en
régimen de cooperativa. Ademads, se habian respetado los titulos de
propiedad originales otorgados por los espafioles. Nadie podia ser
despojado de sus tierras sin una compensacioén adecuada.

481. Por lo que se refiere al derecho a la educacién de la poblaciéon
indigena, dijo que el Gobierno habia iniciado un programa de educacién
bilingtie, pero como habia mas de 20 dialectos en el pais, era necesario
una inversién considerable y el Gobierno mal podia hacerla habida cuenta
de las necesidades en otras esferas, como la salud y los servicios sociales.
El idioma nacional de Guatemala era el espafiol y se esperaba que
constituyera una fuerza unificadora para sus habitantes. La tasa de
analfabetismo era alta a pesar de los esfuerzos que se hacian para
reducirla, y era superior para los adultos que para los nifios. La educacién
primaria era obligatoria, pero por diversas razones la asistencia escolar no
era del 100%.
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11. MEXICO

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/MEX/CO/15, 21 de marzo de 2006

1. El Comité examiné en sus sesiones 1731 y 1732 (CERD/C/SR.
1731 y 1732), celebradas los dias 20 y 21 de febrero de 2006, los informes
periédicos 12 al 15 de México que deberian de haberse presentado el 22 de
diciembre de 1998, 2000, 2002 y 2004 respectivamente, y que se
presentaron refundidos en un solo documento (CERD/C/473/Add.1).
En sus sesiones 1752 y 1753 (CERD/C/SR.1752 y 1753), celebradas el 7 de
marzo de 2006, el Comité aprobd las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfacciéon el informe periédico del
Estado parte y el hecho de que estuviera representado por una delegaciéon
formada por titulares de diferentes dependencias del Estado involucradas
en asuntos relacionados con la aplicacién de la Convencién. Asimismo, el
Comité celebra que la Comisién Nacional de Derechos Humanos haya
participado en la elaboraciéon del informe periddico asi como las
organizaciones no gubernamentales de derechos humanos. El Comité
agradece igualmente a la delegacién las respuestas francas y detalladas a
las numerosas preguntas que se le formularon.

B. Aspectos positivos

3. El Comité acoge con satisfaccion la declaracion realizada por
el Estado parte en 2002 del articulo 14 de la Convencién para el
reconocimiento de la competencia del Comité para la Eliminacién de la
Discriminacién Racial para recibir y examinar comunicaciones de
personas o grupos de personas.

4. El Comité celebra la adopcién del nuevo articulo 2 de la
Constituciéon que establece que la Nacion Mexicana es tnica, indivisible y
pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indigenas.

5. El Comité se congratula por la promulgacion de la Ley
Federal para la prevencion y eliminacién de la discriminacion en 2002 y
por la creacién del Consejo Nacional para prevenir la Discriminacién que
entré en funciones en 2004.
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6. El Comité acoge con beneplacito la promulgacién en 2003 de
la Ley General de Derechos Lingiiisticos de los Pueblos Indigenas y la
creacion del Instituto de Lenguas Indigenas.

7. El Comité acoge con satisfaccién la creacion en 2003 de la
Comisién Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indigenas.

8. El Comité se congratula por el reconocimiento de la
jurisdiccién de los juzgados indigenas en algunos estados de los Estados
Unidos Mexicanos.

9. El Comité toma nota con agrado la ratificaciéon del Estado
parte de la Convenciéon Internacional sobre la Protecciéon de los
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares en 2003.

10. El Comité toma nota con satisfaccion de la estrecha
colaboracién entre la Oficina del Alto Comisionado de Derechos
Humanos presente en México y el Estado parte en la lucha contra
discriminacién racial particularmente en relacién a los pueblos indigenas.

C. Motivos de preocupaciéon y recomendaciones

11. El Comité expresa preocupaciéon por la falta de datos
estadisticos sobre comunidades afro-descendientes en el informe del
Estado parte. El Comité recuerda que informacién sobre la composicién
de la poblacién es necesaria para evaluar la aplicacion de la Convencion y
supervisar las politicas que afectan a las minorias.

El Comité recomienda al Estado parte que proporcione informacién
sobre las comunidades afro-descendientes que numéricamente son
pequefias y mas vulnerables y por ello deben contar con todas las
garantias de proteccion que la Convencién establece.

12. Si bien el Comité toma nota de las explicaciones
proporcionadas por el Estado parte en relacion a las reformas
constitucionales de 2001 en materia de derechos indigenas, el Comité
lamenta que dichas reformas no hayan sido reflejadas en la préctica. El
Comité lamenta asimismo que los pueblos indigenas no fueron
consultados durante el proceso de la reforma. (Art. 2)

El Comité recomienda al Estado parte que ponga en préctica los
principios recogidos en la reforma constitucional en materia
indigena en estrecha consulta con los pueblos indigenas.

13.  El Comité expresa preocupacion por la falta de cumplimiento
del articulo 10 de la Ley General de Derechos Lingtiisticos de los Pueblos
Indigenas que recoge el derecho de los indigenas al uso de intérpretes en
el sistema de la administracion de justicia. (Art. 5(a))
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Teniendo en cuenta la Recomendacion general 31 (apartado B, parrafo
5e)), el Comité recomienda al Estado parte que garantice el derecho de
los pueblos indigenas al uso de intérpretes y de defensores de oficio
conocedores del idioma, cultura y costumbres de las comunidades
indigenas en el transcurso de procedimientos judiciales.

14. El Comité toma nota con preocupacién que el articulo 2,
seccién VII de la Constituciéon haya limitado el derecho de los pueblos
indigenas a elegir a sus representantes politicos tnicamente a nivel
municipal. (Art. 5 (c))

El Comité recuerda al Estado parte el articulo 5 c) de la Convencion
y le recomienda que garantice en la practica el derecho de los
pueblos indigenas a participar en el gobierno y en la direccién de
los asuntos ptiblicos a cualquier nivel.

15.  El Comité reitera su preocupacioén por el hecho de que las
comunidades indigenas no poseen seguridad juridica en cuanto a la
tenencia de la tierra en particular en la regién Huasteca donde la lucha de
las comunidades indigenas por el reconocimiento y titulacién de sus
tierras ha dejado en las tltimas tres décadas una secuela de decenas de
muertos. (Art.5(d)(v))

El Comité recuerda al Estado parte su Recomendacién General 23
relativa a los derechos de los pueblos indigenas, en particular el
parrafo 5, el cual exhorta al Estado parte a reconocer y proteger los
derechos de los pueblos indigenas a poseer, explotar, controlar y
utilizar sus tierras y territorios. Asimismo, el Comité recomienda al
Estado Parte que asegure la correcta aplicaciéon del Programa de
Atencién a Focos Rojos que tiene por objeto resolver los conflictos cuya
causa principal es la disputa por la posesion de tierras. EI Comité
pide al Estado parte que proporcione informacién en su préximo
informe peridédico sobre los avances logrados en esta materia.

16. El Comité sigue preocupado por la situaciéon de los
trabajadores migrantes que provienen principalmente de comunidades
indigenas de Guatemala, Honduras y Nicaragua, en particular respecto
de las mujeres que son victimas de abusos tales como largas jornadas
laborales, falta de seguro médico, maltrato fisico y verbal, acoso sexual y
amenazas de entregarlas a las autoridades migratorias por ser
indocumentadas. (Art. 5(e)(i)

Teniendo en cuenta la Recomendaciéon General 23 sobre los no-
ciudadanos, el Comité recomienda al Estado parte que asegure el
adecuado cumplimiento en la practica de los programas que se
estan llevando a cabo tales como el Programa de Documentaciéon
para la Seguridad Juridica-Migratoria de los Trabajadores Agricolas
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Guatemaltecos, el Programa de Regularizacién Migratoria, el
Programa de Dignificacién de Estaciones Migratorias, el Plan de
Accién para la Cooperaciéon en Asuntos Migratorios y de
Proteccién Consular con el Salvador y Honduras asi como el
Programa de Jornaleros Agricolas. El Comité invita al Estado parte
a que incluya informacién en su préximo informe periédico sobre
los progresos obtenidos en relacion a la situacion de los
trabajadores migrantes en el Estado parte.

17.  Si bien el Comité acoge con satisfaccion la tipificacién como
delito de la esterilizacién forzada bajo el articulo 67 de la Ley general de
Salud, el Comité reitera su preocupacién por la condicién de los hombres
y mujeres indigenas en materia de salud reproductiva en Chiapas,
Guerrero y Oaxaca en relaciéon a la practica de esterilizaciones forzadas.
(Art.5 (e) (iv))

El Comité exhorta al Estado Parte a que adopte todas las medidas
necesarias para poner fin a la préctica de esterilizaciones forzadas, a
que investigue de manera imparcial y a que se procese y se castigue
a los autores y ejecutores de las practicas de esterilizaciones
forzadas. El Estado Parte debe velar también por que las victimas
dispongan de recursos justos y eficaces, incluso para obtener
indemnizacion.

18. Le preocupa al Comité la discriminacién racial existente
hacia los pueblos indigenas en los medios de comunicacién, incluyendo la
emisiéon de representaciones estereotipadas y denigrantes hacia los
pueblos indigenas. (Arts. 4 y 7)

El Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas
apropiadas para combatir los prejuicios raciales que conduzcan a la
discriminacion racial en los medios de comunicacion, tanto en los
canales publicos como privados. Adicionalmente, el Comité
recomienda al Estado parte que promueva en la esfera de la
informacién, la comprensién, la tolerancia y la amistad entre los
diversos grupos raciales existentes en el Estado parte, incluyendo la
adopcién de un cédigo de deontologia de los medios de comunicacién.

19.  El Comité recomienda al Estado parte que tenga en cuenta
los elementos pertinentes de la Declaracién y Programa de Accién de
Durban al incorporar en su ordenamiento juridico interno la Convencién,
en particular los articulos 2 a 7. Recomienda también que en su préximo
informe periddico facilite informacién sobre las medidas adoptadas para
dar cumplimiento en el ambito nacional a la Declaracién y Programa de
Accién de Durban, en particular la preparacién y aplicacion del plan
nacional de accién.
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20. El Comité recomienda que se difundan los informes del
Estado parte tan pronto como se presenten y que se publiquen asimismo
las observaciones del Comité al respecto en los idiomas indigenas.

21.  Con arreglo al parrafo 1 del articulo 9 de la Convencién y al
articulo 65 del reglamento interno enmendado del Comité, el Comité
requiere al Estado parte que informe sobre la aplicacion de las
recomendaciones del Comité que figuran en los parrafos 11, 12 y 17 dentro
del plazo de un afio a partir de la adopcién de las conclusiones presentes.

22.  El Comité recomienda al Estado parte que presente sus 16 y
17 informes periddicos que deberan presentarse el 22 de marzo de 2008 en
un solo documento refundido.

kkhkkkkkkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.30, 11 de diciembre de 1997

1. El Comité examiné el 11° informe periédico de México
(CERD/C/263/Add.10) y en sus sesiones 1206* y 1207¢ (CERD/C/SR.
1206 a 1207), celebradas los dias 17 y 18 de marzo de 1997. En sus sesiones
12317, 1234* y 1235%, celebradas los dias 14, 15 y 18 de agosto de 1997,
respectivamente, aprobé las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité se felicita de la continuacién del didlogo con el
Gobierno de México y expresa su satisfaccion al Estado Parte por la
diligencia con que el Gobierno ha presentado su informe, el cual sigue las
nuevas directrices dadas por el Comité. Asimismo, el Comité se muestra
satisfecho de las respuestas orales dadas por la delegacién durante el
examen de su informe.

3. Se toma nota de que el Estado Parte no ha hecho la
declaracion prevista en el articulo 14 de la Convencién; algunos miembros
del Comité han pedido que el Gobierno de México estudie la posibilidad
de hacer esa declaracion.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

4. Se reconoce que México es un pais en el que conviven
muchos (56 grupos) étnicos y autéctonos cuyas tradiciones culturales y
lingtiisticas son muy variadas. México también se caracteriza por una
extrema pobreza que afecta a muchas poblaciones, sobre todo en la
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provincia de Chiapas, en la que desde 1994 existe un conflicto entre un
movimiento de liberacién nacional, el Ejército Zapatista de Liberaciéon
Nacional, y las autoridades locales y federales. A pesar de las numerosas
iniciativas institucionales, politicas, econémicas y sociales, las autoridades
mexicanas no han conseguido atajar la pobreza endémica, lo que ha
acentuado las desigualdades sociales que afectan en particular a las
poblaciones indigenas, ni restablecer la paz social en el Estado de Chiapas.

C. Aspectos positivos

5. Se toma nota con satisfaccion de las numerosas iniciativas de
la Comisién Nacional de Derechos Humanos durante el periodo
examinado. Cabe sobre todo destacar el trabajo realizado a favor de los
autoctonos recluidos, asi como los programas de sensibilizacion,
divulgacién y educacion sobre los derechos humanos, que, en particular,
han sido difundidos por radio y television.

6. Cabe subrayar los esfuerzos que, desde 1994, ha realizado el
Estado Parte para restablecer la paz en el Estado de Chiapas. En
particular, la creaciéon, en 1995, de la Comision de Concordia y
Pacificacién y, en diciembre de 1996, de la Comisién de Seguimiento y
Verificaciéon de los Acuerdos de Paz, fueron muy bien acogidas. Las
investigaciones llevadas a cabo por la Comisién Nacional de Derechos
Humanos acerca de las denuncias que la poblacién civil presenté por
violaciones de derechos humanos, asi como la concentracion del Acuerdo
de 16 de febrero de 1996 sobre los derechos y la cultura autéctonos,
constituyen un avance indudable en el proceso de pacificacion.

7. Asimismo, se toma nota del gran ndmero de programas y
medidas adoptados tltimamente por las autoridades de México para
combatir la extrema pobreza y alentar el desarrollo econémico, social y
cultural de las poblaciones autéctonas.

D. Principales motivos de preocupacion

8. El Comité lamenta que existan divergencias de interpretacion
de la Convencién entre él y el Estado Parte, divergencias que fueron ya
comprobadas durante el examen de informes anteriores, en particular en
lo relativo a la persistencia de actos de discriminacién racial o étnica
contra determinados grupos sociales y a la insuficiente aplicacién de las
disposiciones del articulo 4 de la Convencién. El Comité asimismo
lamenta la falta de precision de los datos sobre la composicion de la
poblacién del Estado Parte.

9. Se ha expresado preocupacién acerca de la persistencia de las
practicas de discriminacién, a veces institucionalizadas, por las autoridades
publicas, de que son victimas los miembros de los grupos autéctonos.
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10.  Actualmente, la legislacién nacional no cumple las exigencias
del articulo 4 de la Convencién, lo que suscita una profunda
preocupacion, ya que el Estado Parte no ha adoptado todavia todas las
medidas necesarias para prevenir y combatir eficazmente las distintas
formas de discriminacion racial o étnica.

11.  En cuanto al articulo 5 de la Convencién, se toma nota con
preocupacién de que, en determinadas situaciones, el derecho de toda
persona a la igualdad de tratamiento en los tribunales no estd garantizado
de manera efectiva para las personas que pertenecen a grupos autéctonos.
En particular, no es seguro que esas personas puedan expresarse en su
lengua en el transcurso de un procedimiento judicial.

12.  Se expresa preocupacion acerca del derecho a la seguridad
personal, sobre todo para los autéctonos, los inmigrados en situaciéon
ilegal, los nifios de la calle o los defensores de los derechos humanos que
han sido victimas de varios actos de violencia o de intimidacion. Es
particularmente preocupante observar que, en determinados casos, ese
derecho a la seguridad ha sido violado por representantes de las fuerzas
del orden, grupos paramilitares o terratenientes. Demasiado a menudo,
los responsables de esos crimenes han permanecido impunes.

13.  El Comité expresa su preocupacion por la protecciéon de los
derechos politicos de los miembros de los grupos autéctonos y desea
recibir mas informacién sobre su participacion en el Parlamento nacional
y los érganos politicos.

14.  En lo relativo al goce de los derechos econémicos, sociales y
culturales, se observa con inquietud que parte de la poblacién vive en una
situacién de extrema pobreza, sobre todo las personas procedentes de
grupos autéctonos. Se lamenta a este respecto la ausencia en el informe
del Estado Parte de indicadores socioeconémicos sobre la marginacién y
la no integracién de determinados grupos de la poblacién. Por dltimo,
otro tema de preocupaciéon se refiere al proceso de demarcaciéon y
distribucién de tierras, que no parece haber respetado plenamente el
derecho de tierras de las poblaciones autdctonas.

15.  En cuanto a la aplicacién del articulo 6 de la Convencién, se
toma nota con preocupacion de que en el informe del Estado Parte no se
incluye informacién relativa al nimero de denuncias, fallos y reparaciones
civiles con relacién a los actos de racismo en cualquiera de sus formas.

16.  En cuanto al articulo 7, y a pesar de los esfuerzos evidentes
realizados ultimamente por el Gobierno de México, es preocupante
observar todavia la insuficiencia de las medidas adoptadas para
garantizar una ensefianza adecuada de los derechos humanos a los
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que estdn en contacto
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habitual con los sectores “vulnerables” de la poblacién, en particular los
agentes de las fuerzas del orden y el personal penitenciario.

17. La falta de una legislacién, a nivel local y federal, que
garantice a las poblaciones autéctonas la posibilidad de recibir una
ensefianza bilingtie y bicultural sigue siendo un tema de preocupacion.

18.  El hecho de que el informe del Estado Parte no incluya datos
precisos sobre la poblacién autéctona dificulta el trabajo de analisis del
ejercicio, por esta parte importante de la poblacién, de los derechos
reconocidos en la Convencién.

19.  Por tltimo, la situacién en el Estado de Chiapas sigue siendo
inestable y muy preocupante, ya que las negociaciones politicas se
encuentran suspendidas actualmente, a pesar de los esfuerzos anunciados
tanto por las autoridades gubernamentales como por el Ejército Zapatista
de Liberacién Nacional. Esta tensa situaciéon agrava las condiciones de
precariedad de las poblaciones autéctonas que residen en esa region.

E. Sugerencias y recomendaciones

20.  Sesolicita al Estado Parte que en su préximo informe incluya
estadisticas detalladas sobre los distintos grupos autéctonos que viven en México.

21.  El Comité espera que el Estado Parte siga esforzandose por
hacer mas eficaces las medidas y los programas destinados a garantizar a
todos los grupos de la poblacién, en particular a los 56 grupos autéctonos,
el ejercicio pleno de sus derechos politicos, econémicos, sociales y
culturales, sean mas eficaces. El Comité recomienda también al Estado
Parte que dedique toda la atencién precisa a los ajustes legislativos
necesarios, asi como al desarrollo de programas de sensibilizacién sobre los
derechos humanos, en especial los destinados a los representantes del Estado.

22.  El Comité pide al Gobierno de México que, en su préximo
informe periddico, presente informaciones e “indicadores” precisos sobre
las dificultades sociales y econémicas que afrontan las poblaciones
autoctonas. El Comité sefiala también a la atencién del Estado Parte la
necesidad de elaborar “indicadores” que permitan evaluar las politicas y
programas destinados a proteger y promover los derechos de los sectores
vulnerables de la poblacién.

23. El Comité recomienda al Estado Parte que no escatime
esfuerzos para acelerar las reformas legislativas en curso y, de manera
mas concreta, para armonizar plenamente la legislacién nacional con las
exigencias del articulo 4 de la Convencién.
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24.  El Estado Parte deberfa también adoptar medidas para que
los ciudadanos procedentes de las poblaciones autéctonas puedan ser
elegidos en las elecciones politicas y tener acceso a la funcién publica.

25.  El Comité recomienda al Estado Parte que tome todas las
medidas adecuadas para garantizar la igualdad e imparcialidad de trato
de todas las personas ante la justicia, en particular las que proceden de
grupos autdctonos. Invita especialmente a las autoridades mexicanas a
que ofrezcan a los autdéctonos la posibilidad de expresarse en su lengua de
origen en todos los procedimientos judiciales.

26.  El Comité recomienda al Gobierno de México que mantenga
una mayor vigilancia en la defensa de los derechos fundamentales de los
autéctonos y demds grupos vulnerables de la sociedad, los cuales son
habitualmente victimas de intimidaciones, violencias y graves violaciones
de los derechos humanos. Desea que las autoridades competentes
persigan sistemdticamente a los autores de tales crimenes, ya sean
miembros de milicias privadas o funcionarios del Estado, y que se tomen
medidas preventivas eficaces, sobre todo mediante la formacién de los
miembros de la policia y el ejército. Asimismo, el Estado Parte debe
procurar que las victimas de esos actos obtengan reparacién.

27.  El Comité recomienda al Estado Parte que encuentre
soluciones justas y equitativas a la demarcacién, la distribucién y la
restitucion de tierras. En lo que concierne a los conflictos por la tenencia
de la tierra, deberian adoptarse todas las medidas necesarias para evitar
las discriminaciones contra los autéctonos.

28. A fin de evaluar la aplicacion del articulo 6 de la Convencién,
el Comité recomienda que el Estado Parte presente en su préximo informe
datos relativos al nimero de denuncias, fallos y reparaciones civiles sobre
actos de racismo, en todas sus formas.

29.  El Comité recomienda que el Estado Parte haga todo lo que
esté a su alcance para garantizar la ensefianza multicultural para todos.

30.  El Comité recomienda al Estado Parte que asegure que se dé
publicidad a escala nacional a su 11° informe periédico y a las
observaciones finales del Comité.

31. El Comité recomienda al Estado Parte que ratifique en
cuanto pueda las modificaciones del parrafo 6 del articulo 8 de la
Convencién, que fueron aprobadas en la 14* reunién de los Estados Partes.

32.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte sea un informe detallado y aborde todas las cuestiones
planteadas en las presentes observaciones.

e e e
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el quincuagésimo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/50/18), 1996

353. El Comité examiné los informes periédicos noveno y décimo,
combinados en un solo documento (CERD/C/260/Add.1), en sus
sesiones 1104 y 1105%, celebradas los dias 2 y 3 de agosto de 1995 (véase
CERD/C/SR.1104 y 1105). A la par que los informes periédicos noveno y
décimo, el Comité examiné también un informe con datos adicionales
(CERD/C/286), solicitado en virtud de la decisién 2 (46) del Comité, de
fecha 9 de marzo de 1995, de conformidad con el parrafo 1 del articulo
9 de la Convencioén.

354. Los informes fueron presentados por el representante del
Estado Parte, que insistié en que en México no se daba el fenémeno de la
discriminacién racial, pero que se podian encontrar algunas modalidades
de discriminacién derivadas de la realidad socioeconémica, que afectaban
a los grupos mas vulnerables de la sociedad como las mujeres, los
minusvalidos, los trabajadores migrantes y los indigenas. La extrema
pobreza de estos ultimos constituia a la vez la causa y la consecuencia de
su marginacién econdémica, social y cultural y los exponia también a
abusos, tanto en las zonas rurales como en las zonas urbanas.
El representante indicé que era dificil evaluar en cifras la poblaciéon
autéctona. Segun los célculos efectuados con fines estrictamente
estadisticos, aplicando el criterio lingiiistico, en funcién del cual son
indigenas las personas que hablan una lengua indigena, podria haber en
México de 7 a 10 millones de indigenas. El representante admitié que no
bastaba con aplicar exclusivamente el criterio lingtiistico y que, con arreglo
al Convenio No. 169 de la OIT, debia estimarse el criterio de la conciencia
de la identidad autéctona, por ejemplo, como un criterio fundamental.

355. El representante indicé acto seguido que México, a pesar de
ser un Estado milenario, no se habia definido juridicamente hasta 1991
como nacién multiétnica y multicultural. Hasta entonces, y desde que
conquisté la independencia hace cerca de dos siglos, las poblaciones
autoctonas habfan sido consideradas, en el mejor de los casos, como
pueblos a los que habia que civilizar y asimilar culturalmente. Los
exiguos frutos de esa politica de integracién de los indigenas, aplicada
desde hace varios decenios, impulsaron a los mexicanos a comprender
que era un error querer crear a ultranza un pais homogéneo, negando a
toda costa el origen profundo de la nacién mexicana. No obstante, dado
que la Constitucién, cuyo articulo 4 ha sido modificado en ese sentido,
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establece en la actualidad la diversidad cultural de la poblacién mexicana,
se trata de adaptar el conjunto de la legislacion de México para eliminar
todos los rasgos de carécter discriminatorio y, en especial, los relativos al
acceso a los recursos naturales, la administracién de justicia, la
organizacion administrativa de las comunidades y la ensehanza.

356. Pasando a presentar el informe adicional dedicado en su
mayor parte al conflicto que surgi6é en 1994 en el Estado de Chiapas y
solicitado por el Comité durante su 46° periodo de sesiones (decisiéon 2
(46)), el representante explicé que ese conflicto no era mdas que un
estallido doloroso de la desesperacién que hunde sus raices en la miseria.
El representante sefialé también que, desde comienzos del conflicto, el
Gobierno federal habia reconocido la razén de una serie de motivos que
habian incitado a los miembros de las comunidades indigenas a la
rebelién, motivos que arrancan de la marginacién econémica y social y
que no tienen relacién alguna con el racismo ni la discriminacién racial. El
propio Ejército Zapatista de Liberacién Nacional (EZLN), agregé, no ha
hablado para nada de problemas relacionados con la discriminacién
racial, en el sentido en que lo interpreta la Convencioén. El representante
describié a continuacién las medidas y programas adoptados por el
Gobierno en favor del Estado de Chiapas, que ascienden a unos
129 millones de délares.

357. Los miembros del Comité agradecieron al Estado Parte la
minuciosidad y la sinceridad de sus informes, asi como la presentacién de
documentos suplementarios sobre la situacién en el Estado de Chiapas.

358. Los miembros del Comité pusieron de relieve su
discrepancia con las opiniones del Gobierno sobre el cardcter de la
discriminacién de que son victimas, en gran parte, las poblaciones
indigenas de México, recalcando que ésta guarda efectivamente relacion
con los articulos 2 y 5 de la Convencién. Se trata, sin lugar a dudas, de
una forma de discriminacion racial, tal como se define en la Convencion,
pues se traduce en politicas o practicas que perpettian la marginacién y la
pauperizaciéon de determinados grupos étnicos.

359. Los miembros del Comité declararon que la enmienda
introducida en el articulo 4 de la Constituciéon de México, en la que se
reconocian los derechos especificos de las comunidades autdctonas, habia
marcado un hito importante en la transformacién de una sociedad
mestiza en una nacién multicultural. No obstante, sin reglamentos ni
medidas para desarrollar esa disposicién, dicha reforma constitucional
tendria escaso efecto practico. Los miembros del Comité hicieron
hincapié, por lo demads, en que en muchos casos la opresiéon de las
comunidades autéctonas no obedecia tanto a la ausencia de normas
juridicas como al hecho de que los grupos de intereses econémicos y los
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caciques locales siguieran realizando con toda impunidad sus practicas
abusivas en detrimento de los grupos autéctonos.

360. Los miembros del Comité tomaron nota con interés de las
medidas adoptadas por el Gobierno para mejorar las condiciones
econdmicas y sociales de las comunidades indigenas y, en especial, de los
programas destinados a luchar contra la extrema pobreza, como el
Programa Nacional de Solidaridad y el Programa Nacional de Desarrollo
de los Pueblos Indigenas. Se congratularon de la originalidad de
determinados planteamientos. Esa originalidad se manifiesta de una
forma muy interesante, por ejemplo en el programa de reforma de la
justicia, que tiene en cuenta las costumbres indias en las actuaciones
judiciales. Se estim6 que ello también mejoraria el reconocimiento cultural
mutuo y la concertacion social. Este programa es digno de encuadrarse
entre las medidas de discriminacién positiva previstas en el articulo 1 de
la Convencion.

361. Sin embargo, los miembros del Comité subrayaron que la falta
de informacién en el informe del Estado Parte en lo tocante a los efectos
reales de esos programas. Pusieron de manifiesto su preocupacion por las
informaciones de buena tinta que les habian llegado acerca de su ineficacia
y de las injerencias ilegales de ciertos funcionarios locales o de los grandes
terratenientes. Los miembros del Comité insistieron, en ese sentido, en la
importancia de seleccionar indicadores sociales que permitiesen decidir
hacia qué sectores debian orientarse prioritariamente los recursos y de
verificar si los programas habian arrojado los resultados previstos.

362. Tras pasar revista a los diversos organismos creados a nivel
federal para promover y proteger los derechos de los pueblos indigenas,
los miembros del Comité reconocieron que las medidas adoptadas por
estos organismos revestian, sin lugar a dudas, una gran importancia, pero
se preguntaban si, habida cuenta de su multiplicidad, no existia un
peligro de burocratizaciéon y de duplicaciones. Resulta indispensable
garantizar una buena coordinacién entre los diversos organismos. Los
miembros del Comité expresaron igualmente el deseo de saber si habia
miembros de las comunidades indigenas que participasen en la gestién de
las instituciones en funciones de direccion.

363. Los miembros del Comité abordaron una cuestion clave para
las poblaciones indigenas, la de la tierra, indispensable para su
subsistencia, pero también para su identidad. Habia indicios de que las
disposiciones administrativas tomadas por el Gobierno de México
resultaban insuficientes para garantizar a los miembros de las
comunidades indigenas un trato justo y equitativo a la hora del reparto de
tierras. A lo largo de decenios, los terratenientes habian despojado
ilegalmente a las poblaciones indigenas de sus tierras. De esa forma, los
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indios se habfan visto expulsados progresivamente de las tierras fértiles
de la costa del Pacifico hacia las regiones montafiosas centrales y
finalmente hacia el este, donde reinaba la selva tropical que poco se presta
a la agricultura. Los miembros del Comité sefialaron que hacfa ya mucho
tiempo que el Gobierno mexicano era objeto de acusaciones por parte de
las organizaciones de defensa de los derechos humanos, en el sentido de
que no hacfa nada para poner término a la violencia que llevaban
aparejados los conflictos por la propiedad de la tierra en las zonas rurales,
pues consideraba que eran inevitables. Los miembros del Comité
indicaron ademas que las comunidades aut6ctonas de México vefan en la
enmienda reciente del articulo 27 de la Constitucién y en la promulgaciéon
en 1992 de la nueva Ley agraria, una mayor amenaza para sus actividades
econdmicas, no muy boyantes, y para su identidad. Ademas, daba la
impresion de que la situacién econémica de las comunidades indigenas se
habia agravado desde que México se habia adherido al Tratado de Libre
Comercio de América del Norte. Los miembros del Comité expresaron su
deseo de ampliar su informacién sobre los efectos concretos de la reforma
constitucional de 1992 y sobre la respuesta ofrecida a las reivindicaciones
formuladas por el EZLN en el ambito agrario.

364. Pasando a la cuestién del conflicto en el Estado de Chiapas,
los miembros del Comité, tras acoger con agrado los esfuerzos del
Gobierno por dar al conflicto no una solucién militar, sino politica,
manifestaron su interés por averiguar qué medidas se habfan adoptado
para acabar con las actividades de los grupos paramilitares que atn
subsistian en la zona, y saber si los detenidos que no habfan sido todavia
liberados habian tenido acceso a procedimientos judiciales justos y
equitativos, y si los responsables civiles y militares de las desapariciones,
ejecuciones arbitrarias y torturas habfan sido detenidos y puestos a
disposicién de la justicia.

365. En cuanto al articulo 4 de la Convencién, los miembros del
Comité hicieron hincapié en que persistia un malentendido entre el
Comité y el Gobierno de México, pues éste afirmaba que no se necesitaba
ninguna medida legislativa concreta para su aplicacién, dado que el
problema de los indigenas nunca se habia formulado desde el punto de
vista de la discriminaciéon racial. Esa actitud no se ajusta a los
planteamientos del Comité, que estima que deben adoptarse medidas
concretas, incluso si no existen fenémenos racistas en un pais, aunque
sOlo fuera para prevenir los casos de discriminacién racial o étnica y por
su valor pedagoégico.

366. En lo referente al articulo 5 de la Convencién, los miembros
del Comité sefialaron que, como lo reconoce con mucha franqueza el
Gobierno mexicano, las poblaciones indigenas siguen siendo, de hecho,
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victimas de discriminacién en muchos aspectos, como en la esfera de la
educacién y de la formacién general, el derecho a practicar su propia lengua
y cultura, la salud, el acceso a una dieta completa y equilibrada, el acceso a la
propiedad, el acceso a infraestructuras como la red vial y otros medios de
comunicacién y el acceso a la justicia. Los miembros del Comité pusieron de
relieve una vez mas la insuficiencia de los esfuerzos emprendidos y la falta
de indicaciones claras sobre los resultados obtenidos. Rogaron al Estado Parte
que facilitara la mayor informacién posible sobre la aplicacién del articulo 5
de la Convencién en su préoximo informe peridédico.

367. En lo que concierne al articulo 6 de la Convencién, se apunté
que, si bien parecia que podia invocarse la Convencién directamente para
denunciar ante los tribunales un asunto de discriminacion racial, no se
habia dicho nada, en cambio, del tipo de sanciones que el juez podria
aplicar al respecto.

368. El Comité tomé nota con gran interés de las informaciones
facilitadas con respecto al articulo 7 de la Convencién, y estim6 que las
perspectivas abiertas por las iniciativas ya realizadas eran muy
prometedoras. Se estim6é que, puesto que el patrimonio cultural de
México era tinico en el mundo, habia que cultivarlo, potenciarlo y darlo a
conocer por encima de todo. Tras instar al Gobierno a seguir difundiendo
la cultura ancestral de los indigenas, el Comité recomendé al Estado Parte
que asociara a esos actos a las comunidades autdctonas de otros paises,
como ya se habia hecho con Bolivia, con miras a favorecer el despertar de
un sentimiento de solidaridad cultural.

369. En respuesta a las preguntas y observaciones de los
miembros del Comité, el representante del Estado Parte explicé que la
enmienda al articulo 27 de la Constitucién se justificaba por el hecho de
que ya no quedaban mas tierras por distribuir y que esa enmienda no
habia afectado a las garantias sociales existentes en materia agraria y,
entre otras, a la prohibicién de los grandes latifundios.

370. El representante reafirmé la voluntad del Gobierno de no
dejar sin castigo ninguna exaccién cometida durante los acontecimientos
del Estado de Chiapas y propuso informar al Centro de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas sobre la evolucién de la investigacién y
las condenas que se dictasen en este sentido. Puntualizé, ademas, que
todos los rebeldes detenidos habian sido puestos en libertad ya en julio de
1994 e invité a los miembros del Comité a leer el informe del Comité
Internacional de la Cruz Roja, presente en Chiapas durante los 18 meses
posteriores al estallido del conflicto.

371. El representante agregd también que se estaba procediendo a la
revisién del Cédigo Penal, que era uno de los puntos del acuerdo con el EZLN.
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372. Por ultimo, el representante aseguré a los miembros del
Comité que el préximo informe periédico de México contendria mayor
informacioén sobre la aplicacién del articulo 5 de la Convencién.

Observaciones finales

373. En su 1124" sesion, celebrada el 16 de agosto de 1995, el
Comité aprobé las siguientes observaciones finales.

a) Introduccién

374. El Comité acoge complacido la presentaciéon por el Estado
Parte de un informe periédico detallado y franco, preparado de
conformidad con las directrices revisadas del Comité para la preparaciéon
de los informes, asi como la informacién adicional presentada por escrito
sobre la situacién imperante en el Estado de Chiapas, solicitada conforme
a la decision 2 (46) del Comité de 29 de marzo de 1995 durante su 46°
periodo de sesiones. También se expresa satisfaccién por la informacién
complementaria que ha facilitado verbalmente la delegacién del Estado
Parte.

375. Se toma nota de que el Estado Parte no ha hecho la
declaracion a que se hace referencia en el articulo 14 de la Convencién, y
algunos miembros solicitaron que se considerase la posibilidad de dicha
declaracion.

b) Aspectos positivos

376. Se acogen con beneplécito las medidas legislativas y de otra
indole adoptadas por el Gobierno en favor de la poblacién indigena,
conforme a lo dispuesto en el articulo 2 de la Convencién. En particular,
se toma nota con satisfaccién de que la enmienda introducida en enero de
1992 en el articulo 4 de la Constitucién representa un cambio fundamental
en la politica del Estado Parte hacia los pueblos indigenas, ya que en ella
se seflala que la nacién mexicana tiene una composicién multicultural
basada inicialmente en sus poblaciones indigenas y se reconocen, por vez
primera desde la independencia de México, los derechos constitucionales
especiales de la poblacién indigena que vive en su territorio.

377. En cuanto al conflicto de Chiapas, se toma nota con
satisfaccion de que en enero de 1994 el Gobierno decidi6 adoptar las
medidas necesarias para llegar a una solucién mds bien politica que
militar, declaré unilateralmente la cesacién del fuego, decreté6 una
amnistia general y estableci6 la Comisién Nacional de Desarrollo Integral
y Justicia Social para los Pueblos Indigenas.
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378. Se acogen con beneplacito los esfuerzos realizados por el
Estado Parte para establecer un sistema educativo bilingtie bicultural en
favor de los grupos indigenas.

379. También se toma nota con satisfaccion de las enmiendas
introducidas en los articulos 18 a 22 de la Constituciéon con miras a
ampliar los derechos constitucionales de las personas de origen indigena
acusadas en las actuaciones judiciales, asi como la revisién en curso del
Codigo Penal y el Cédigo de Enjuiciamiento Criminal.

<) Principales motivos de inquietud

380. Suscita inquietud la situacién de extrema pobreza y
marginacion en que se encuentra la mayorfa de la poblaciéon indigena en
México. Las causas de esa situacion son complejas y se explican, entre
otras cosas, por las repercusiones del choque de civilizaciones, asi como
por las consecuencias que la reciente internacionalizacién de la economia
ha tenido en las politicas sociales en México. La mejora de la situacién
econdémica y social de la poblacién indigena de México ha sido y sigue
siendo todavia responsabilidad del Gobierno.

381. Se expresa preocupacion por la falta de informaciéon en los
informes del Estado Parte sobre la aplicaciéon efectiva de las medidas
constitucionales y legales y sobre las repercusiones de los diversos
programas y politicas adoptados por México en cumplimiento de lo
dispuesto en la Convencién.

382. Se expresa especial preocupacién por el hecho de que el
Estado Parte no parece percatarse de que la discriminaciéon latente que
padecen los 56 grupos de indigenas que viven en México queda
comprendida en la definicién de discriminacién racial que figura en el
articulo 1 de la Convencién. Es inadecuada la descripciéon de la dificil
situaciéon de esos grupos como una mera participacion desigual en el
desarrollo socioeconémico.

383. También es motivo de preocupacién el hecho de que el Estado
Parte presta escasa atencién a las repercusiones que sobre la situacion
econémica de las comunidades indigenas ha tenido la adhesién al Tratado
de Libre Comercio de América del Norte, asi como la reforma constitucional
y legislativa conexa del sistema de tenencia de la tierra de 1992.

384. Si bien se acogen con beneplécito los logros alcanzados por el
Instituto Nacional Indigenista, se toma nota de la insuficiente coordinacion
entre las diversas instituciones y comisiones encargadas de proteger los
derechos de las comunidades indigenas en México, asi como de su
funcionamiento burocratico.
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385. Se expresa preocupacion por el hecho de que el Estado Parte
adn no ha aplicado las disposiciones del articulo 4 de la Convencioén.

386. Sigue siendo motivo de preocupacioén la grave discriminaciéon
con que se enfrentan los pueblos indigenas en lo referente al disfrute de sus
derechos civiles, politicos, econémicos, sociales y culturales. Se expresa
especial preocupaciéon por el trato desigual que se da a la poblaciéon
indigena en el proceso de distribucién de la tierra, incluida su restitucién, y
por la solucién violenta e ilegal de muchos litigios relacionados con la
tierra, asi como por la enmienda del articulo 27 de la Constituciéon y el
escaso apoyo dado al sistema educativo bilingtie-bicultural.

d) Sugerencias y recomendaciones

387. No resulta claro cémo se incorpora la Convencién a los
regimenes juridicos federal y estatal, ni si se pueden invocar directamente
ante los tribunales las disposiciones de la Convencién.

388. El Comité recomienda que el Estado Parte prosiga sus
esfuerzos con el fin de analizar las causas profundas de la marginaciéon
socioecondmica con que se enfrenta la poblacién indigena de México y
siga tratando de armonizar las costumbres indigenas con el ordenamiento
juridico positivo.

389. El Comité sefiala a la atencién del Estado Parte la necesidad
de adoptar indicadores para evaluar los programas y politicas con miras a
la proteccién y promocién de los derechos de los pueblos indigenas.

390. El Comité recomienda que el Estado Parte revise el
funcionamiento de las distintas instituciones encargadas de la proteccion de
los derechos de los pueblos indigenas, asi como la coordinacién entre ellas.

391. El Comité reafirma que las disposiciones de los parrafos a) y
b) del articulo 4 de la Convencién tienen cardcter preceptivo, segiin se
sefiala en la recomendacién general XV (32) del Comité, y recomienda que
el Estado Parte cumpla cada una de las obligaciones.

392. El Comité desea que el Gobierno de México facilite, en su
proximo informe, informacién detallada sobre la aplicacién del articulo 5
de la Convencion.

393. El Comité recomienda encarecidamente que el Estado Parte
trate de encontrar una solucién justa y equitativa al problema de la
distribucién, incluida la restitucion de la tierra. En cuanto a los conflictos
sobre la tierra, deben adoptarse todas las medidas necesarias para velar
por la aplicaciéon del imperio del derecho sin una intromisién indebida
por parte, entre otros, de los poderosos terratenientes.
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394. El Comité recomienda enérgicamente que el Estado Parte
intensifique sus esfuerzos para promover las medidas afirmativas en la
esfera de la educacion y la formacion.

395. El Comité recomienda que el Gobierno de México vele por
que se investiguen las violaciones de los derechos humanos de los
pueblos indigenas y se indemnice a las victimas.

396. Se acoge con beneplacito la propuesta presentada verbalmente
por la delegacion de que se facilite al Centro de Derechos Humanos de las
Naciones Unidas informacién periédica y detallada al respecto.

397. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas introducidas en el parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién,
que fueron aprobadas por los Estados Partes en el curso de la 14* sesion.

398. El Comité recomienda que el 11° informe periédico del
Estado Parte, que deberd presentarse el 22 de mayo de 1996, sea un
informe de actualizacién.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/46/18), 1992

347. Los informes peridédicos séptimo y octavo de México,
presentados en un unico documento (CERD/C/194/Add.1), fueron
examinados por el Comité en sus 930a. y 931a. sesiones, celebradas el 15y
el 16 de agosto de 1991 (véanse CERD/C/SR.930 y 931).

348. El informe fue presentado por el representante del Estado
Parte, quien puso de relieve la atencién prioritaria concedida por el
Presidente de México a la situacién y los problemas de las poblaciones
indigenas, que constitufan el 9% de la poblacion total del pais. El
representante explicé que ademds del Programa Nacional de Solidaridad,
en cuya virtud las poblaciones y comunidades indigenas eran objetivos
prioritarios, se cre6 en 1989 una Comision Nacional para los Pueblos
Indigenas encargada de estudiar las posibles reformas de la Constitucién
y de eliminar las injusticias sufridas por esos pueblos. Como medida
siguiente, el Presidente de la Republica introdujo, el 7 de diciembre de
1990, un proyecto de decreto que completaba el articulo 4 de la
Constitucion al reconocer los derechos de los pueblos indigenas. El
Instituto Nacional Indigenista (INI) también ha preparado y distribuido
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un Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indigenas para 1991-
1994. La politica actual del Gobierno de México se basa en el respeto a los
pueblos y comunidades indigenas garantizandoles plena igualdad ante la
ley y protegiendo y desarrollando sus culturas, sus organizaciones
sociales y sus recursos.

349. Algunos miembros del Comité se felicitaron de que el
informe de México, que respondia a las cuestiones suscitadas durante el
examen de informes anteriores, aportase una evaluacién satisfactoria de
las medidas adoptadas en el pais para llevar a la practica la Convencién y
reflejase la buena disposicién de las autoridades mexicanas a dialogar con
el Comité. Sin embargo, hicieron notar que, en su formato, el informe no
se ajustaba plenamente a las orientaciones impartidas por el Comité para
la presentacién de informes, no contenia la requerida exposicién del
marco general social, econémico, politico e institucional en el que la
Convencion se estaba llevando a la practica ni respondia a algunas de las
preguntas hechas durante el examen de los informes anteriores. Algunos
miembros del Comité sefalaron que hacia falta una informacién mas
adecuada de la situaciéon demografica de México, especialmente en lo
tocante a la proporcién de indigenas en la poblacién, su distribuciéon
étnica, sus indices de natalidad y sus movimientos migratorios,
especialmente los de los amerindios. También hacia falta alguna
informacion sobre las tendencias econdmicas, la tasa de inflacién, las
tensiones sociales, las migraciones de la poblacién rural y el proceso de
renovacién y democratizacién actualmente en marcha en México.

350. Con referencia al articulo 2 de la Convencién, algunos
miembros del Comité reconocieron la importancia de las reformas
legislativas adoptadas por las autoridades mexicanas para mejorar la
situacién de las poblaciones indigenas. En esta coyuntura quisieran saber
si se han adoptado criterios para calibrar los efectos de esas medidas, si
las nuevas normas para obtener confesiones se aplican tinicamente a los
acusados que son miembros de las comunidades indigenas o estan
socialmente desfavorecidos; si se han obtenido resultados concretos con el
Programa de Justicia para los pueblos indigenas; cudl es la funcién y la
composicién de la Comision Nacional de Justicia para pueblos indigenas;
y en qué medida ese 6rgano coordina sus actividades con las de la
Comision Nacional de Derechos Humanos. Ademas, se hizo referencia a
la informacién suministrada por el informe y por Amnistia Internacional
en lo referente a los constantes conflictos, actos de violencia, detenciones
ilegales, expulsiones y demds privaciones de derechos humanos de que
han sido victimas los campesinos y los indigenas, sobre todo en los
estados de Oaxaca y Chiapas. A ese respecto, algunos miembros quisieron
saber qué medidas habfa adoptado el Gobierno mexicano para resolver
conflictos entre terratenientes e indigenas; si las recomendaciones de la
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Comisién Nacional de Derechos Humanos tenian fuerza legal de obligar,
y si las tenfan en cuenta las autoridades politicas y administrativas
competentes en aquellos casos en que se habia rebasado el plazo legal
para pronunciar sentencia.

351. Por lo que respecta al articulo 4 de la Convencién, los
miembros del Comité observaron que las autoridades mexicanas no
habian adoptado atn ningunas leyes especiales que prohibieran la
discriminacién racial, alegando que las vigentes disposiciones
constitucionales y penales eran suficientes para garantizar los derechos
humanos sin discriminacién y que no hacia falta promulgar ninguna
legislacion especial. Los miembros expresaron la esperanza de que
Meéxico cambiara de actitud insistiendo en que la promulgacién de esas
leyes era una obligaciéon impuesta por la Convencién. También quisieron
saber si los tribunales podian incoar causas y pronunciar sentencias sobre
la tnica base de la violacién de las disposiciones de la Convencién, sin
referencia a las disposiciones del Cédigo Penal mexicano.

352. Con referencia al articulo 5 de la Convencién, se pidi6
informacién sobre el ntiimero de miembros de comunidades campesinas o
indigenas que hubiesen sido elegidos para el Parlamento o nombrados
para el ejercicio de funciones publicas; sobre el nimero de matrimonios
entre indigenas y no indigenas; sobre medidas adoptadas por el Gobierno
para facilitar el acceso de los indigenas a la tierra, y sobre medidas
adoptadas en ayuda de los pobres de zonas urbanas. También se pregunt6
si el Programa Nacional de Solidaridad estaba mejorando la situacion
econdmica y social de la poblacién mexicana y cudl era su repercusion en la
aplicaciéon de los parrafos d) y e) del articulo 5 de la Convencion.

353. En lo tocante al articulo 6 de la Convencién, algunos
miembros del Comité pidieron estadisticas sobre el ntimero de recursos
de amparo interpuestos en México por indigenas y campesinos, asi como
mas informacién sobre el procedimiento judicial para tramitar quejas de
discriminacién racial formuladas por ciudadanos mexicanos. También
quisieron saber si podian interponer recursos de amparo las asociaciones o
los grupos de intereses que representaran a determinadas categorias de la
poblacién. Ademas, se expresé la esperanza de que el Gobierno mexicano
accediera a efectuar la declaracion prescrita en el articulo 14 de la Convencién.

354. Con respecto al articulo 7 de la Convencién, se pregunté cudl
era el grado de analfabetismo de la poblacién indigena; si se habian
adoptado medidas para emitir por television programas en idiomas
indigenas; cual era la postura del Gobierno acerca de la peticién de que se
reconocieran los idiomas indigenas como idiomas nacionales y si los
programas educativos para combatir los prejuicios contra los indigenas se
extendian a los miembros de las fuerzas de policia.
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355. En su respuesta, el representante de México asegurd al
Comité que el préximo informe periédico de su Gobierno se preparara de
conformidad con las orientaciones generales del Comité acerca de la
presentacion de informes de los Estados Partes y que incluira datos sobre
la situacién econdémica, social, politica, cultural y demografica del pais.
Puntualiz6, por lo demads, que la poblaciéon indigena de México
aumentaba en un 2,9% anual, frente a un 2,3% del resto de la poblacién.

356. Por lo tocante a las cuestiones suscitadas a proposito del
articulo 2 de la Convencion, el representante indic6 que todo encausado
perteneciente a un grupo étnico disponia de servicios de traduccién y de
abogados por conducto del Instituto Nacional Indigenista, asi como de
intérpretes, en virtud de las nuevas disposiciones legislativas del 1° de
febrero de 1991. Ademas, en julio de 1991 se habia celebrado un acuerdo
entre la Procuraduria General de la Reptblica y el Instituto Nacional
Indigenista para prestar ayuda a los ciudadanos indigenas sometidos a
investigacién o a procedimiento, con objeto de adaptar los objetivos del
Programa de Justicia a los intereses de los indigenas. Los reclusos
indigenas estaban en la mayoria de los casos acusados de trafico de
drogas y representaban exclusivamente al 7% de la poblacion penal total.
El ntimero de reclusos indigenas disminufa continuamente gracias a las
reformas en el ambito penal. La Comisién Nacional de Justicia para los
Pueblos Indigenas participaba en el Programa de Justicia con otros
organos, concretamente la Comisién Nacional de Derechos Humanos,
encargados de la coordinacién de actividades.

357. Refiriéndose a controversias entre diversas comunidades en
relacién con la cuestion agraria de los Estados de Oaxaca y de Chiapas, el
representante de México puntualizé que esta situacién preocupaba al
Gobierno de su pais, el cual habia encargado a la Comisién Nacional de
Derechos Humanos y el Instituto Nacional Indigenista que se ocupara de
ella. La Comisién se habia desplazado al Estado de Oaxaca y, entre otras
cosas, habia formulado recomendaciones de que se castigara a los
miembros de la policia acusados de practicar torturas. Las recomendaciones
de la Comisién Nacional de Derechos Humanos encargada de proteger
los intereses de todos los sectores de la poblacién mexicana no tenian fuerza
ejecutiva, pero en general se cumplian. Siete de esas recomendaciones tenian
por objeto la aceleracién de los procedimientos judiciales.

358. Con referencia al articulo 4 de la Convencidn, el representante
aludi6 a la postura del Gobierno de su pais, expresada en el informe, a
proposito de la ausencia, en la legislacion nacional, de disposiciones
explicitas por las que se declarasen ilegales cualesquiera actos de racismo.
Puntualiz6 que ni los tribunales ni la Comisién Nacional de Derechos
Humanos habian recibido atn queja alguna por discriminacién racial.
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También puntualizé que los tratados internacionales, como la Convencion,
ratificados por el Senado de México, tenian fuerza de ley en todo el
territorio nacional y podian ser invocados ante los tribunales,
especialmente en las causas criminales. Ademads, una persona declarada
culpable de discriminacién racial, incurrirfa en la pena prevista en el
articulo 364.2 del Cédigo Penal federal por haber violado los derechos y
garantias reconocidos en la Constitucion.

359. A propésito del articulo 5 de la Convencién, el representante
declar6 que no se hacfa en México ninguna distincién entre indigenas y
demas ciudadanos empleados en el sector publico y que no habia
estadisticas sobre matrimonios interétnicos. Facilit6 en cambio estadisticas
sobre el éxodo rural de los indigenas, puntualizando que el 10, 6% de
ellos habian sido censados en 1980 en regiones distintas de su regién de
origen. Ademas, facilit6 datos sobre el programa de distribucion de tierras
a los indigenas y sobre las modalidades de aplicacion. El programa tenia
por objeto sobre todo regularizar la ocupacién por los indigenas de las
tierras que ya trabajaban.

360. Con referencia al articulo 6 de la Convencion, declard el
representante que no existian en México estadisticas sobre el nimero de
recursos de amparo entablados por los campesinos y puntualizé que
nadie impedia a un grupo determinado interponer ese recurso, siempre y
cuando cada uno de los miembros que componian el grupo formulase el
recurso a titulo personal. Ahadié que México tenia previsto formular la
declaracién prescrita en el articulo 14 de la Convencién.

361. En lo referente al articulo 7 de la Convencién, el representante
declar6é que el Gobierno mexicano tenia previsto reforzar los programas
de salud y de ensefianza en las regiones donde se concentraban las
poblaciones indigenas, en lugar de ampliar los canales de televisién en
esas regiones. Declar6é asimismo que, en virtud del Cédigo federal de
Procedimiento Penal, los policias, los magistrados y los jueces estaban
informados de los derechos de los indigenas.

Observaciones finales

362. El Comité se congratulé de que México hubiere presentado su
informe en los plazos previstos y de que hubiera respondido adecuadamente
a las preguntas formuladas. El Comité se felicit6 igualmente de que México se
dispusiera a hacer la declaracién prescrita en el articulo 14 de la Convencién.

363. El Comité observé que en México existian disparidades
econdmicas y sociales entre las diversas categorias de la poblacién, causa de
graves discriminaciones a las que habia que poner remedio, atin cuando no
tuviesen un caracter racista. El Gobierno mexicano se habia aplicado a esta
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tarea, ya que habia emprendido muchas reformas en favor de los indigenas,
de los campesinos y de las clases sociales mas desfavorecidas. Ademas, el
Comité formulé el deseo de que el Gobierno mexicano tuviese més en
cuenta las orientaciones emitidas por el Comité en la elaboracién de su
proximo informe. Deploré por otra parte que México no hubiese modificado
su postura en lo referente a la interpretacion del articulo 4 de la Convencién.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/44/18), 1990

60. El Comité examiné el sexto informe periédico de México
(CERD/C146/ Add.2) en su 833a. sesion, celebrada el 8 de agosto de 1989
(CERD/C/SR.833).

61. Al presentar el informe, el representante del Estado parte
dijo que segtin el régimen constitucional de México, la Convencién era
parte de la carta fundamental de la federacién mexicana y que su
aplicacién se hacia en el marco de uno de los principios fundamentales de
la Constitucién de la Reptblica de México, el de la igualdad ante la ley.
Subray6 que la discriminacién racial era contraria a la cultura, al orden
juridico y a las instituciones de México en cuanto pais independiente.
También analizé en detalle el régimen juridico establecido por México
para prevenir toda practica que pudiera dar lugar a cualquier forma de
diferenciacién, exclusién, restricciéon o preferencia por motivos de raza o
de cualquier otra indole. El representante proporcioné al Comité
informacién que completaba la consignada en el informe presentado en
1986. En especial, menciondé acontecimientos recientes relativos a la
proteccion de las poblaciones indigenas en los Estados de Guerrero y
Oaxaca. Por dltimo, sefial6 que pese a la grave crisis econdémica que
encaraba el pais desde hacia seis afios, México continuaba asegurando el
respeto de los derechos humanos y, en particular, impedia toda practica
que pudiese favorecer cualquier forma de discriminacién racial.

62. Los miembros del Comité agradecieron al representante del
Estado parte la informacién complementaria proporcionada al presentar
el informe y encomiaron a las autoridades mexicanas por la
determinaciéon con que fomentaban la igualdad racial en el territorio
mexicano y por la franqueza de su didlogo con el Comité. Al mismo
tiempo, opinaron que la afirmacién contenida en el parrafo 4, del informe,
esto es, que “en México no existe la discriminacién racial”, era dificil de
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aceptar. Se pidieron aclaraciones al respecto, habida cuenta sobre todo de
que en México existian 56 grupos étnicos diferentes.

63. En relacién con el articulo 4 de la Convencion, se observo
que la legislacion nacional mexicana no calificaba de delito la
discriminacién racial; que la sola ratificacion de la Convencién por
México no bastaba para tipificar la discriminacién racial como delito; que
la discriminacién no constitufa delito porque México habia omitido las
medidas complementarias necesarias tras la ratificacion de la Convencién
y que, por consiguiente, México no satisfacia plenamente las condiciones
establecidas en el parrafo 1 del articulo 2 y del articulo 6 de la Convencién.
Ademas, se pidi6é una aclaracién acerca de lo que se entendia en México
por lucha preventiva contra la discriminacién racial y si el legislador
mexicano habia adoptado recientemente disposiciones juridicas encaminadas
a aplicar las disposiciones del articulo 4 de la Convencién.

64.  En lo referente a la aplicacién del articulo 5 de la Convencién,
algunos miembros del Comité deseaban saber hasta qué punto las
minorias étnicas tenian la posibilidad politica de participar en la ejecuciéon
de la reforma municipal; cudl era la suerte de 15 miembros de comunidades
indigenas encarcelados sin juicio; qué medidas se habian adoptado para
proteger las lenguas indigenas y, en particular, para permitir que los
miembros de minorias étnicas se expresasen en su propia lengua en los
tribunales. También deseaban saber qué esfuerzo especial se habia hecho en
favor de esas minorias en la esfera de la ensefianza y cudl era el porcentaje
de miembros de alguna minoria que formaba parte actualmente del
personal directivo de la administracion o del servicio diplomético mexicano.

65.  Enrelacion con el articulo 7 de la Convencién, se pregunto6 si
México habia adoptado o se proponia adoptar las medidas necesarias
para aplicar el articulo 7 de la Convencién y combatir los prejuicios que
conducian a la discriminacién racial, especialmente en las esferas de la
ensefianza y la educacion.

66. Al contestar a las preguntas formuladas, el representante del
Estado parte aseguré desde luego al Comité que la afirmacién de que en
México no existia discriminacién racial se eliminaria del informe. Sin
embargo, aclaré que esa frase debia entenderse en el contexto de todo el
parrafo 4 del informe, cuya lectura permitia entender que la discriminacién
racial no existia juridicamente. Aseguré al Comité que en su séptimo
informe periddico el Gobierno contestaria a todas las preguntas formuladas
durante el examen del sexto informe periédico, velando por que se hiciesen
todas las precisiones necesarias, y tendria en cuenta las observaciones
formuladas, especialmente en relacién con el articulo 4 de la Convencién.

kkhkhhkhhkikk
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/40/18), 1985

151. El quinto informe periédico de México (CERD/C/115/Add.1
y Corr. 1) fue examinado por el Comité en sus 706a. y 707a. sesiones,
celebradas el 8 de marzo de 1985 (CERD/C/SR.706 y SR.707).

152. El informe fue presentado por el representante de México,
que puso de relieve el cardcter multirracial y multicultural de su pais y
sefial6 a la atencion del Comité los programas emprendidos por el
Gobierno para superar las desventajas econémicas, sociales y culturales
de la poblacién indigena de México. Indicé que los convenios
internacionales de derechos humanos en los que México era parte
formaban parte integrante del derecho supremo del pais, tenian
precedencia sobre cualquier ley nacional y podian ser invocados ante los
tribunales nacionales con fuerza de obligar.

153. El Comité felicité al Gobierno de México por su detallado y
amplio informe, que contenia una gran cantidad de informacién atil y
reflejaba el decidido esfuerzo que se habifa hecho para eliminar la
discriminacién racial. El informe seguia fielmente las directrices generales
del Comité (CERD/C/70/Rev.1).

154. Por lo que se refiere al articulo 2 de la Convencién, el Comité
elogio al Gobierno por sus esfuerzos para mejorar las condiciones de sus
comunidades indigenas y permitirles participar plenamente en las
decisiones relacionadas con su propio desarrollo. Se solicit6 mas
informacién sobre los grupos étnicos que formaban la poblacién tan mixta
de México y se pregunt6 si las comunidades indigenas se encontraban
predominantemente en las zonas urbanas o en las rurales. Se pidi6 que se
explicara la discrepancia que existia entre la cifra del 8,5% que se daba en
el informe como porcentaje de la poblacién indigena dentro del total de la
poblacién y la del 27,9% que figuraba en un estudio de las Naciones
Unidas. Varios miembros manifestaron el deseo de que se les
proporcionaran datos estadisticos sobre la distribucién de la poblacion
indigena y cifras que indicaran dénde se hallaban concentrados y qué
proporcién de puestos administrativos de alto nivel ocupaban los
diferentes grupos étnicos. Por otra parte, se sefialé que, si bien las
garantias juridicas de igualdad ante La Ley para todos los ciudadanos se
ajustaban a las disposiciones de la Convencion, en realidad la poblacion
indigena todavia se encontraba en condiciones de desigualdad y de
marginalizaciéon. Se pregunt6 cudles eran los efectos de la urbanizacion y
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de la industrializacién en la poblacién indigena, asi como las repercusiones
que tenia el pago de la deuda exterior de México en la capacidad del pais
para crear mejores condiciones de vida para la poblacién en general y
para los grupos marginales en particular. Se pidié mas informacién sobre
las reformas politicas nacionales, en particular la reforma agraria. Se
pregunté qué indemnizacién se habia pagado por las tierras que se habian
expropiado, si existia un limite maximo para la adquisiciéon de tierra y qué
porcentaje de la poblacién indigena se habia beneficiado de esa politica.
Varios miembros manifestaron su interés por recibir mas informacién
sobre el Consejo Nacional de Poblaciones Indigenas. Se pregunté también
qué nuevos planes se habian elaborado para proteger y promover las
culturas étnicas, qué porcentaje de los gastos ptiblicos se asignaba a la
educacién, a la salud, a la vivienda y a los servicios sociales, y en qué
medida se aprovechaban de esos gastos los sectores mas vulnerables de la
sociedad. Se necesitaba més informacién sobre el porcentaje de indigenas
matriculados en los diferentes programas del sistema educativo nacional
y sobre los efectos de ese sistema en la alfabetizacién de la poblacion
indigena. Se observé que se habian publicado manuales sobre la reforma
agraria para los agricultores indigenas, y se preguntd si el indice de
alfabetizacion de la poblacién indigena permitia a ésta aprovecharse de
tales publicaciones. También se solicité informacién sobre las tendencias
migratorias desde México hacia los Estados Unidos.

155. En relacion con el articulo 3 de la Convencion, los miembros
del Comité elogiaron al Gobierno por la forma en que estaba aplicando
ese articulo y por el papel activo que habia desempefiado en la esfera
internacional para eliminar la discriminacién racial y combatir el apartheid.

156. En relacion con el articulo 4 de la Convencion, el Comité no
estuvo de acuerdo con la afirmacién hecha por México en el sentido de
que el Gobierno no necesitaba establecer penas especiales para castigar los
actos de discriminaciéon racial, ya que en el pais no existia ningtn
problema de discriminacién racial. Varios miembros sefialaron que en los
paises en desarrollo donde se habia padecido al maximo el colonialismo
era donde mas probabilidades habfa de que amplios sectores de la
poblacion permanecieran al margen del progreso. En tales casos, la
distincién entre discriminacién social y econémica y discriminacién racial
no estaba muchas veces muy clara. Algunos tomaron nota de la opinién
del Gobierno mexicano de que las exigencias del articulo 4 de la
Convenciéon se hallaban basicamente cubiertas por las garantias
constitucionales, cuyo quebrantamiento constituia un delito. Indicaron,
sin embargo, que, con arreglo al espiritu de la Convencién, era necesario
un enfoque mas directo para que el publico en general entendiera bien
que la ley castigaba ciertos actos. El apartado a) del articulo 4 de la
Convencién obligaba al Gobierno a establecer sanciones penales concretas.
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157. En lo referente al articulo 5 de la Convencion, varios
miembros del Comité expresaron el deseo de saber sobre qué base estaban
organizados los ejidos y pidieron una explicacién sobre la disparidad
existente entre las cifras que se daban en el informe y que mostraban, por
un lado, que tales ejidos ocupaban el 47% del territorio nacional y
empleaban el 65% de la fuerza de trabajo agricola y, por otro, que el 73%
del capital invertido en el sector agricola se hallaba concentrado en los
predios privados. También se pidieron aclaraciones sobre las cifras
relativas al empleo de la poblacién de 12 afios y mas.

158. En cuanto al articulo 6, y en relaciéon con el papel de la
Suprema Corte de Justicia al dictaminar que una ley era inconstitucional,
se sefalé que parecia muy riguroso el requisito de que para que tuviera
cardcter obligatorio ese tipo de decision debia sostenerse en cinco
sentencias consecutivas, con lo cual se necesitarfa mucho tiempo para que
una ley que de hecho era inconstitucional fuera suprimida de la
legislacion. Se pregunt6 si, en los casos de discriminacién racial, cuando
no hubiera un demandante, el Ministerio Pablico iniciaria una accién
judicial cuando tuviera conocimiento de tales actos.

159. Con relacién al articulo 7 de la Convencién, el Comité elogié
las medidas adoptadas por el Gobierno, en especial en las escuelas
primarias, para inculcar una actitud apropiada hacia la igualdad de razas.

160. Respondiendo a las preguntas y comentarios formulados por
miembros del Comité, el representante de México declaré6 que no era
posible, en un solo informe, facilitar datos exhaustivos sobre todos los
aspectos que abarcaba la Convencién. El actual informe exponia los
principales problemas de un sector de la poblacién, que abarcaba la
poblacién indigena, aunque no se limitaba a ella. El Gobierno tenia la
intencién de proporcionar en su préximo informe periédico mucha mas
informacioén sobre la situacién en relacién con el producto nacional bruto,
el ingreso por habitante y la distribucién de los ingresos.

161. En cuanto a las preguntas formuladas en relacién con los
articulos 2 y 5 de la Convencién y las tendencias demograficas de la
poblacion, informé al Comité que el 80% de la poblacion es mestiza.
Aproximadamente 5 millones de habitantes indigenas componen el 8% de
la poblacién; la mitad de la poblacién indigena habla varios dialectos,
pero no espafol. El 70% aproximadamente de la poblacion vive en la
actualidad en zonas urbanas. Pasando a las preguntas relacionadas con la
reforma agraria, dijo que esa reforma de la tierra se habia realizado a lo
largo de un periodo de 60 afios, y que existen latifundios, minifundios y
propiedades colectivas. Las propiedades colectivas, que habian sido
devueltas por el Estado a los pueblos que podian demostrar su
permanencia en ellas hasta 100 afios antes, no podian ser confiscadas ni
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vendidas. Actualmente, la necesidad principal era proporcionar capital
para cultivar adecuadamente las tierras comunales creadas por la reforma
agraria. El Consejo Nacional de Poblaciones Indigenas es una organizaciéon
no gubernamental creada para defender los intereses de los grupos
étnicos, en particular en relacion con la tierra. En el préximo informe se
facilitaria mas informacién sobre esa organizacién. El representante del
Estado informante puso de relieve que si en México existia alguna
discriminacién, no era racial. La desigualdad no se basaba en la raza, sino
que debia considerarse en su perspectiva histérica. La existencia de
desigualdades econémicas y sociales no significaba necesariamente
discriminacién. El Gobierno Federal trataba de descubrir cuales eran las
principales necesidades del pueblo y de garantizar su pleno desarrollo, en
particular elevando el nivel de vida de los grupos marginales.
Ello significaba hacer participar a la poblaciéon en todas las esferas del
desarrollo y aumentar sus conocimientos culturales sin que abandonaran
su pasado cultural. Habia que entender, sin embargo, que México tenia
que combatir una grave crisis econémica. Ademads, la poblacién del pais
se habia elevado, pasando de 19 millones en 1940 a 67 millones en 1980.
En cuanto a las cifras de la poblacién econémicamente activa, dijo que se
referian inicamente a la poblacién de mas de 12 afios de edad, pero ello
no significaba que todos ellos formaran parte de la fuerza de trabajo,
porque esa cifra inclufa a gran ndmero de personas que tenian una
ocupacién no remunerada, como eran los estudiantes. El desempleo
abierto se estimaba en un 9% aproximadamente, pero ello no reflejaba el
hecho de que alrededor del 30% de la poblacién se hallaba subempleada.
La disparidad entre esas dos cifras podia explicarse por la existencia de la
economia paralela. En el préximo informe se facilitarfa informacién
respecto del porcentaje de gastos publicos consagrados a obras publicas.
Las posibilidades de desarrollo del pais se hallaban en la actualidad
limitadas por la pesada carga del servicio de la deuda externa. Pese a las
presiones ejercidas por las instituciones internacionales, el Gobierno habia
realizado todos los esfuerzos posibles para atender a las necesidades de
alimentacién basica, educacién y salud. El actual Gobierno habia consultado
a los representantes de los grupos indigenas, especialmente sobre cémo
incorporar sus necesidades al Plan Nacional de Desarrollo. Se habia prestado
especial atencién a la creacion de sistemas bilingties y biculturales que tengan
en cuenta las necesidades de los grupos étnicos para integrarlos en la sociedad.

162. En cuanto a la emigracién de trabajadores mexicanos a los
Estados Unidos, dijo que esa emigracién era de cardcter temporal; en
México no habia suficientes empleos y no se podia impedir a los
trabajadores que salieran del pais. No era probable que desapareciera esa
emigracion mientras los Estados Unidos necesitaran la mano de obra
barata que México tenia para ofrecer.
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163. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, dijo que México
estaba muy orgulloso de su politica de lucha contra el apartheid. Las
medidas préacticas que habia adoptado estaban plenamente en
consonancia con las resoluciones pertinentes de las Naciones Unidas. Por
ejemplo, México prohibia toda venta de productos petroleros a Sudéfrica.

164. En relacion con el articulo 4 de la Convencion, el
representante de México declar6 que el Cédigo Penal mexicano no inclufa
disposiciones concretas que declararan ilegal la discriminacién racial. El
articulo 1 de la Constitucion garantizaba la igualdad para todos. Reiteraba
que la discriminacién racial no existia en México; las unicas
desigualdades que existian eran de caracter social y econdémico y el
Gobierno estaba tratando de remediarlas.
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359. El Comité examiné el cuarto informe periédico de México
(CERD/C/88/Add.]), luego de una breve declaracion preliminar efectuada
por el representante del Estado informante, quien explicé que este
informe se limitaba a complementar los anteriores, aclarar algunos puntos
y responder las preguntas formuladas por los miembros del Comité.

360. El Comité encomidé el informe de México por la amplia
informacién que contenia y por reflejar un didlogo constructivo al dar
respuesta a las preguntas que se habian formulado durante el examen del
informe anterior. Algunos miembros sefialaron que el analisis de las
disposiciones constitucionales que figuraban en el informe demostraba
que se garantizaba la igualdad a los ciudadanos mexicanos y se sefial6 a la
atencion el hecho de que México se habia adherido a todas las convenciones
internacionales sobre derechos humanos. Un miembro observé que aunque
se inclufa en el informe una amplia informacién, a veces se omitian
algunas disposiciones de las medidas legislativas citadas y se incluia
informacioén improcedente en el examen de determinados articulos.

361. Se pidi6 informacién actualizada sobre la composiciéon
demografica de la sociedad mexicana, incluso datos sobre la poblaciéon
indigena. Con respecto al articulo 2 de la Convencién, el Comité inquirié
acerca de la politica del Gobierno para garantizar a la poblacién indigena y
las minorias étnicas el goce de las libertades y derechos civiles basicos.



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la
Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 331

A ese respecto, se preguntdé asimismo la forma en que se habian
desarrollado los programas gubernamentales para la poblacién indigena
mencionados en informes anteriores y los resultados que se habian logrado
en esa materia.

362. Con referencia al articulo 3 de la Convencién, se sefial6 que
se desprendia claramente del informe que el Gobierno de México habia
adoptado medidas concretas para condenar todas las formas de
discriminacién racial y, en ese sentido, se solicité informacién actualizada
sobre el estado de las relaciones del Gobierno mexicano con Sudafrica.

363. En relacion con el articulo 4 de la Convencién, el Comité
formulé numerosas observaciones sobre la Constitucion de México, el
Codigo Penal y la Ley de Prensa. El Comité convino en que, a través del
informe, era evidente que la discriminacién racial y el trato desigual eran
incompatibles con el sistema juridico mexicano. Sin embargo, algunos
miembros sefialaron que las medidas legislativas descritas en el informe
no eran adecuadas, por lo menos en relacién con la aplicacién del inciso a)
del articulo 4. Las medidas legislativas relativas al inciso b) podian
considerarse suficientes si en las disposiciones sobre organizaciones
ilegales se hacia también ilegal el fondo mismo de tales organizaciones y
actividades. No se disponian sanciones especiales para aplicar las
disposiciones del inciso e) del articulo 4, aunque los actos mencionados en
ese articulo se declaraban, en general, ilegales y podia aplicarse a ese
respecto el recurso de amparo. Con referencia al articulo 364 del Codigo
Penal, se expreso la opinién de que esa disposicion no era suficiente para que
se considerase delito penal la violacion de las garantias constitucionales y no
podia abarcar todos los delitos previstos en el inciso a) del articulo 4 de la
Convencién. Ademas, para que en los articulos 164 y 164 bis del Cédigo
Penal quedaran comprendidas las organizaciones y asociaciones que
promovieran la discriminacién racial e incitaran a ella, era necesario primero
que la discriminacion racial se declarase delito punible por ley. Un miembro
opind que la Ley de Prensa satisfacia en forma adecuada las disposiciones
del articulo 4 con respecto a la difusiéon de ideas basadas en la
superioridad racial y que, aunque podian invocarse plausiblemente los
articulos 164 y 164 bis del Cddigo Penal en los casos de incitacién a la
discriminacién racial, era indispensable que previamente se declarase delito
el propio acto de incitacién. Otro miembro estimé que podia considerarse
que en los articulos 164 y 164 bis del Cédigo Penal mexicano se aplicaban
las disposiciones del articulo 4, aunque tal vez en forma algo ambigua. Por
altimo, se expresé la esperanza de que el Gobierno mexicano suministrara
mas explicaciones sobre las disposiciones legislativas vigentes en su préximo
informe o promulgara nuevas disposiciones legislativas para superar las
deficiencias sefialadas.



332 MEXICO

364. En relacion con el informe de México, el Comité efectué un
breve examen de la interpretacién del articulo 4 de la Convencién. La
mayor parte de los miembros sugirieron que el articulo 4 constituia un
requisito obligatorio para que los Estados partes promulgaran medidas
legislativas concretas en tanto que los demas articulos de la Convencién
dejaban a discreciéon de los Estados partes la adopcién de medidas que
considerasen apropiadas a fin de cumplir con determinadas
disposiciones. A ese respecto, se sefiald que el articulo 4 tenia fuerza de
jus cogens. Ademads, entrafiaba la cuestién de si podia limitarse o no la
libertad de expresion y de asociacién. Un miembro opiné que por el solo
hecho de llegar a ser parte en la Convencién un Estado cumplia su
obligacion de condenar la propaganda racista. Otros miembros
consideraron que la aplicacién del articulo 4 constitufa un proceso al que
no se podia dar término de una sola vez y estimaron que era preciso
educar y preparar a la opiniéon publica para la promulgacién de medidas
legislativas orientadas a poner en vigor las disposiciones de ese articulo.

365. Con respecto al articulo 5 de la Convencién, se pregunté en
qué forma el requisito de que los diputados y senadores, ademas del
Presidente de la Reptblica, debian ser ciudadanos mexicanos por
nacimiento se conciliaba con el derecho de toda persona a tomar parte en
elecciones segun el inciso c) del articulo, y el grado de participacién de la
poblacién indigena en las elecciones a todo nivel. Se pidié informacién
sobre la situacién econdmica, social, cultural y educativa de los diferentes
sectores de la sociedad, en especial de los diversos grupos étnicos; los
resultados de la reforma agraria; los beneficios, servicios sociales y atencion
sanitaria; los beneficios de la ensefanza, las tasas de alfabetizacién y el
porcentaje de asistencia escolar, especialmente en la escuela secundaria.
Con respecto al inciso f) del articulo 5, se observé que al parecer en el
derecho mexicano no se disponfan sanciones en los casos en que se
excluyera a una persona de un lugar o servicio de propiedad privada.

366. Con respecto al articulo 6 de la Convencion y el papel de la
Corte Suprema de Justicia al dictaminar que una ley o una disposiciéon
legal era inconstitucional, se sefiald que parecia bastante riguroso el
requisito de que ese tipo de decisién debia sostenerse en cinco sentencias
consecutivas, puesto que era poco probable que las circunstancias fueran
las mismas en cada ocasiéon. En cuanto al derecho de peticion, se hizo notar
que los procedimientos del recurso de amparo podian instituirse contra
todo funcionario o empleado publico que no diera respuesta a esa peticion.

367. Se pidi6 informacién més precisa en relacién con el articulo 7
de la Convencién. Se preguntd, en particular, la forma en que las escuelas
primarias procuraban inculcar una actitud apropiada hacia la discriminacién
racial y la forma en que se realizaba esa actividad a nivel secundario.
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368. El representante de México contest6 algunas de las preguntas
planteadas. Con respecto a las observaciones formuladas sobre la
aplicacion del articulo 4 de la Convencién, sefial6 que, segtin la Constitucién,
todo instrumento internacional al que México se adhiriese automaticamente
pasaba a formar parte del derecho nacional y tenia la misma fuerza que
las disposiciones de la Constitucién. Asi pues, podia invocarse la
Convencién ante los tribunales y tendria prioridad sobre toda disposicién
incompatible con sus condiciones. Subrayé que el término amparo
abarcaba un conjunto completo de procedimientos judiciales cuyo
proposito era garantizar el goce efectivo de las garantias constitucionales
y podia ser invocado por toda persona que estimase que las leyes o las
acciones de las autoridades denegaban tales garantias; esas leyes o
acciones debian suspenderse tan pronto se instituyesen los procedimientos,
especialmente en los casos relativos a violacién de los derechos humanos
o a una denegacién de la libertad individual, y los funcionarios ptblicos
culpables de abuso de poder eran posibles de sanciones.

369. En respuesta a preguntas formuladas sobre la aplicacion del
articulo 5 de la Convencién, el representante del Estado informante dijo que,
dados los recursos financieros de México, el Gobierno debia concentrarse en
necesidades bésicas tales como la salud y la ensefianza. Sin embargo, existian
disposiciones respecto de la seguridad social, tales como beneficios limitados
de desempleo, seguro de compensacién de los trabajadores y beneficios de
maternidad y guarderias infantiles. También se habia hecho extensiva la
seguridad social a los habitantes de las poblaciones marginales cuyo trabajo
no les permitia tener derecho a la seguridad social colectiva ni hacer
aportaciones a un plan individual; se pedia que los trabajadores marginales
desempefiasen labores comunitarias para que la seguridad social no se
considerase una obra de caridad. En respuesta a otras preguntas, el
representante de México dijo que se prestaba especial atencién a las
necesidades de las comunidades rurales a fin de hacerlas participar
plenamente en el progreso y la vida cultural de la nacién. Se hacian esfuerzos
para ensefiar espafiol a esas poblaciones y no existia discriminacién en los
programas de ensefanza de las ciudades y las aldeas. La ensefanza
impartida por el Estado era gratuita en todos los niveles. Respecto de la
enseflanza de la poblacién indigena, dijo que existian muchos programas
educativos proyectados para esta poblaciéon y que al suministrar instruccién
se utilizaban servicios e instalaciones de radio y televisiéon. Ademads, los
empleadores tenfan la obligacién de impartir instruccién y capacitacién en
diversos oficios a los trabajadores no educados.
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453. El Comité examind el tercer informe periédico de México
(CERD/C/63/Add.1) junto con la declaracién de presentaciéon hecha por
el representante del Estado informante.

454. Varios miembros del Comité expresaron su agradecimiento
por la detallada informacién que figuraba en el informe y sefialaron con
interés que, en virtud del articulo 133 de la Constitucién Politica de los
Estados Unidos Mexicanos, los tratados celebrados de conformidad con la
Constitucion adquieren, al ser ratificados, el rango de Ley Suprema en
toda la Unién. A este respecto un miembro, observando que la Convencién
era ipso facto la ley suprema, solicité que se le aclarara si era necesario
promulgar leyes especiales para aplicar los articulos sustantivos de la
Convencioén, o si ya tenian fuerza de ley en México. Algunos miembros
del Comité estimaron que, aunque la Convencién tuviera el cardcter de
ley suprema, para aplicar sus disposiciones era menester promulgar
legislacion adicional en la que, por ejemplo, se declararan punibles por ley
los actos de discriminacién racial y se impusieran las penas necesarias.

455. El Comité observé que resultaba dificil precisar con la
informacién proporcionada en el informe si la legislacion mexicana
cumplia efectivamente los requisitos de los articulos 4 y 6 de la
Convencion, y se sugiri6é que en el siguiente informe periédico figuraran
todas las disposiciones de la legislacion mexicana aplicables a esos
articulos, de modo que pudieran examinarse esas normas, como un todo,
a la luz de las obligaciones que recaian sobre los Estados partes. Se
record6 que la Convencién no sélo se destinaba a combatir la
discriminacién racial donde existiera, sino también a prevenirla, y que el
objetivo del articulo, en particular, era asegurar que los Estados partes
introdujeran disposiciones en sus sistemas juridicos para impedir
cualquier estallido o resurgimiento de discriminacién racial. A este
respecto, se pregunté qué actos de discriminacién racial constituian
concretamente delito conforme al Cédigo Penal, y se expreso el deseo de
que se facilitaran al Comité los textos juridicos pertinentes.

456. Se solicité asimismo mads informacién con respecto a la plena
vigencia de los derechos mencionados en el articulo 5 de la Convencién.
Un miembro pregunté concretamente si México habia firmado el
Convenio N° 111 de la Organizacién Internacional del Trabajo relativo a la
discriminacién en materia de empleo y ocupacién.
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457.  Con respecto al articulo 6 de la Convencién, el Comité expres6
concretamente su agradecimiento por la detallada informacién
proporcionada sobre la ley de amparo. A este respecto, se expres6 la
esperanza de que se proporcionara informacién sobre ejemplos concretos
de decisiones judiciales que permitieran al Comité comprender mejor cémo
se desarrollaban los procedimientos de amparo. Se sefialé asimismo que si
bien esos procedimientos eran admisibles con respecto a decisiones
tomadas por las autoridades, no estaba claro qué recurso tenia un particular
cuyos derechos hubieran violado otros particulares, a no ser que el Ministerio
Publico Federal presentara querella criminal; se pregunté qué sucedia si el
Ministerio Publico Federal consideraba que, dadas las circunstancias, la
querella no podia prosperar, o si se negaba a presentar querella porque el
delito lo hubiera cometido un 6rgano estatal, y si alguna disposicién de la
legislacién mexicana permitia a un particular presentar querella por si
misino. Con respecto a la importantisima funcién de revision de la Suprema
Corte de Justicia, sobre todo para determinar si una ley era anticonstitucional,
se pregunt6 qué sucederia si la Suprema Corte decidiera que determinada
ley era efectivamente anticonstitucional y si la ley dejaba de ser aplicable en
el caso concreto de que se tratara o si se rescindia enteramente.

458. Varios miembros del Comité opinaron que, si bien el informe
anterior contenia informacién satisfactoria con respecto al articulo 7 de la
Convencién, en el siguiente informe peridédico se debia proporcionar
informacién actualizada sobre las medidas adoptadas por el Gobierno de
México en aplicacion de las disposiciones de dicho articulo.

459. En respuesta a las preguntas planteadas por miembros del
Comité, el representante de México confirmé que en su pais, cuando se
ratificaban los tratados se publicaban en el Diario Oficial y entraban en
vigor, con precedencia sobre el derecho de la nacién. Se proporcionaria
informacién concreta sobre el procedimiento aplicable en caso de que un
particular deseara invocar las disposiciones de la Convencién para
conseguir que se protegieran sus derechos ante un tribunal mexicano.
Con respecto a las observaciones del Comité sobre la aplicacion del
articulo 4 de la Convencién, hizo hincapié en que el Gobierno y el pueblo
de México tenian grandes dificultades para legislar en materia de
discriminacién racial dado que el concepto en si era extrafio a su filosoffa
y su cultura. Sin embargo, en el informe se intentarfa explicar cuéles de
las diversas formas de discriminacién racial quedaban cubiertas por el
derecho penal vigente en el pafs.

460. Con respecto a las preguntas planteadas en relacién con el
articulo 6 de la Convencion, que el representante supiera nunca se habian
presentado casos de discriminacién racial ante los tribunales mexicanos.
Explicé que en México el recurso de amparo podia utilizarlo cualquier
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persona, inclusive los extranjeros, y se podia invocar contra cualquier acto
de discriminacién racial. Explicé asimismo que en los casos en que unos
particulares violaran los derechos de otros, el Ministerio Ptblico Federal
podria tomar medidas por su propia cuenta tanto si se presentaba una
denuncia como si no y que si bien un particular no podia plantear querella
criminal, si podian iniciar procedimientos ante los tribunales civiles, y
percibir las compensaciones por dafios y perjuicios que marcaba la ley.
En cuanto a las decisiones de la Suprema Corte segtin las cuales una ley se
declarase anticonstitucional, el representante manifesté que la ley no
seguiria en vigor si comprendia normas derivadas de otra ley; sin embargo,
las decisiones de la Suprema Corte en materia de recursos de amparo no
prejuzgaban el caracter de la ley que se tratara, y en esos casos el papel de
la Suprema Corte se limitaba a proteger el derecho de un particular en un
caso concreto. El representante asegur6 a los miembros del Comité que se
transmitirian al Gobierno de su pais sus observaciones y peticiones de
informacién y que se les darfa respuesta en el siguiente informe periédico.

F*hhhhhhhrtk

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/34/18), 1979

79.  El segundo informe periédico de México (CERD/C/16/
Add.1) fue encomiado por su calidad y minuciosidad, que demostraban
que dicho pais estaba dispuesto a colaborar activamente con el Comité.

80. En particular, se hizo referencia a la parte del informe
relativa a las poblaciones indigenas, que, segtin algunos miembros, podia
servir de modelo para paises que se encontraban en la misma situacién
que México. Respecto de la situacién de la poblacién indigena, el Comité
acogi6 con satisfaccién la informacion que habia recibido respecto de la
composiciéon demografica de México asi como de las medidas que se
estaban adoptando para ayudar a los sectores indigenas y menos
favorecidos de la poblacién a alcanzar un nivel mas elevado de desarrollo
educativo y cultural. El Comité tomé nota con satisfacciéon de que se
hacfan considerables esfuerzos por promover el respeto de los derechos
humanos, proteger el patrimonio cultural de las minorfas y mejorar las
condiciones y el nivel de vida de la poblacion indigena, en particular
desde el establecimiento del Instituto Nacional Indigenista.

81. Respecto de los pérrafos a) y b) del articulo 4 de la
Convencién, en el informe se declaraba que las obligaciones contraidas
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por México en virtud del parrafo a) del articulo 4 de la Convencién se
recogian en el articulo 63 de la Ley Federal de Radio y Television.
Al respecto, varios miembros sefialaron que el parrafo a) del articulo 4 se
aplicaba a todas las formas de difusién de ideas racistas y a la incitacién a
la discriminacién racial, y no solamente a las emisiones de radio y
television. Ademas, el articulo 9 de la Constitucién, citado en el informe
en relacién con el parrafo b) del articulo 4 de la Convencién, no contenia
el tipo de legislacién positiva que el Comité consideraba necesaria. Otro
miembro, profundizando en la cuestién, declaré que, a su juicio, las
disposiciones contenidas en los parrafos a) y b) del articulo 4 de la
Convenciéon requerfan que existiera la posibilidad de recurrir a
procedimientos penales y que, al respecto, la legislacién mexicana parecia
poco especifica. Serfa conveniente que las infracciones regidas por esas
disposiciones de la legislacién mexicana se definieran mas claramente de
modo que se pudieran incoar procedimientos judiciales sin que hubiera
que interpretar los textos o ampliar su alcance. Respecto de los posibles
conflictos entre el derecho de reunién o de asociaciéon y la obligaciéon
derivada del articulo 4 de la Convencién de declarar ilegal toda
organizacion que se librara a actividades que incitaran a la discriminacién
racial, algunos miembros preguntaron si los tribunales mexicanos habian
tenido ya que dirimir conflictos de esa indole y recomendaron que México
transmitiera al Comité el texto del articulo 164 del Cédigo Penal.

82.  El Comité también expresd su preocupacion en relacién con
las obligaciones impuestas por el articulo 6 de la Convencién, respecto de
las cuales en el informe se citaban los articulos 16 y 17 de la Constituciéon
mexicana. Los miembros también examinaron detenidamente el
procedimiento de amparo descrito en el informe en relacién con el
articulo 6 de la Convencién. En el informe se declaraba que el derecho
mexicano incluia, ademds de los recursos procesales ordinarios, un
recurso constitucional denominado recurso de amparo o de garantias que
se regia por el articulo 107 de la Constitucién y por la Ley de Amparo y
cuya finalidad era proteger al individuo de las leyes o decretos
promulgados por las autoridades que pudieran restringir o menoscabar
las salvaguardias o garantias sociales establecidas en la Constitucién.
Algunos miembros sefialaron que todos los individuos, incluso los
menores, tenfan derecho a incoar procedimientos de amparo y pidieron
que se confirmara si se podia invocar el articulo 107 de la Constitucién en
caso de discriminacién racial. Otro miembro sefial6é que el procedimiento
de amparo, que tenia por objeto resolver “controversias”, sélo podia
entablarse con motivo de actos cometidos por las autoridades. Pregunté
qué recursos existian contra las violaciones perpetradas por particulares.
Otro miembro se pregunto si los juicios de amparo eran comparables con
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las demandas que podian presentarse en los tribunales supremos con
arreglo al sistema juridico anglosajon.

83.  En lo que respecta a los articulos 5 y 7 de la Convencién, los
miembros del Comité en general se manifestaron satisfechos con los
minuciosos detalles proporcionados respecto de la aplicaciéon de dichos
articulos y, en particular, con la atencién prestada a los derechos de la
poblacién indigena y el cuidado puesto en satisfacer sus necesidades
sociales. Se sefial6 que todas las medidas adoptadas debian aplicarse por
igual a todos los sectores de la poblacién. Seria ttil que en el préoximo
informe se proporcionara informacién respecto de otros grupos de la
poblacién como, por ejemplo, los inmigrantes y los mestizos.

84. La representante de México aseguré al Comité que se
proporcionaria al Comité el texto integro de la Ley de Amparo, asi como
del articulo 107 de la Constitucién y que en el préximo informe de su pais
se suministraria informacién adicional acerca de, en particular, la
aplicacién de la parte de la Constitucién mexicana relacionada con las
libertades y garantias individuales.

F*hhhhhhhrt

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo primer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976

231. El Comité tomé nota con satisfaccion de que el informe
inicial de México proporcionaba informacién sobre las disposiciones
constitucionales pertinentes, asi como sobre las medidas administrativas y
de otra indole por las que se daba efecto a las disposiciones de la
Convencién, proporcionaba los textos de los articulos de la Constituciéon
Politica a que se hacia referencia y ofrecia la informacién prevista en la
recomendacién general III. Se lamenté que el informe no estuviese
organizado de conformidad con las directrices establecidas por el Comité
en su primer periodo de sesiones.

232.  Los miembros del Comité tomaron nota con reconocimiento de
que el articulo 1 de la Constitucién Politica de México no se aplicaba
solamente a ciudadanos mexicanos, sino que a “toda persona” en los Estados
Unidos Mexicanos, que el Gobierno de México habia adoptado diversas
medidas para mejorar las condiciones de vida de todos los habitantes de la
Reptblica, tales como la Ley de Reforma Agraria, la ampliacién de los
servicios de bienestar y seguridad social y la creaciéon de una institucion
especializada encargada de asegurar viviendas adecuadas; que México habia
tomado una posicion activa contra los regimenes racistas del Africa
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meridional y habifa respetado las resoluciones pertinentes de las Naciones
Unidas; y que las autoridades mexicanas habian negado los visados de
entrada a representantes sudafricanos en un simposio proyectado sobre
depositos de uranio patrocinado por el OIEA. Se tom6 nota con pesar de que,
como resultado de ellos, el OIEA habia decidido cambiar la sede del simposio;
algunos miembros sugirieron que se pidiera al OIEA que definiera su posicion en
cuanto a la participacién de Sudafrica en los simposios que organizaba.

233. Algunos miembros del Comité expresaron la esperanza de que
en el segundo informe peridédico de México se proporcionase informacién
sobre medidas administrativas y de otro caracter adoptadas en cumplimiento
de las disposiciones de los articulos 2 (inciso e) del parrafo 1y parrafo 2) y 7
de la Convencién, y sobre las disposiciones del sistema juridico mexicano por
las que se diera cumplimiento a los requisitos de los articulos 4, 5 y 6 de la
Convencién. También se expresé la esperanza de que el Gobierno de México
proporcionara la informacién demografica prevista en la recomendacién general
IV, e informacién adicional pertinente que permitiese al Comité apreciar con
mayor precision la situaciéon de los grupos étnicos que formaban parte de la
poblacién mexicana y las medidas adoptadas para proteger a los grupos étnicos
que no habian alcanzado la plena integracién en la sociedad mexicana.

234. Los miembros del Comité hicieron las siguientes preguntas:
a) A pesar de las disposiciones del articulo 1 de la Constitucién Politica de
Meéxico —que dispone que toda persona en el pais gozara de las garantias
que dicha Constituciéon establece— no resultaba claro si se prohibia
explicitamente la discriminacién racial y si la legislacion mexicana preveia
sanciones en ese caso; b) En el articulo 29 de la Constituciéon de México no
se explicaba plenamente en que circunstancias se podian suspender los
derechos de la poblacién; deberian proporcionarse al Comité textos
legislativos en que se demostrara claramente que dichas suspensiones no
se aplicarian a las garantias contra la discriminacién racial; c) jCudl era la
filosofia que servia de fundamento a la politica de México en relacién con
la raza? A ese respecto, se recordd que algunos gobiernos latinoamericanos
habian informado de que su politica se basaba en el deseo de crear en sus
paises respectivos una amalgama de las diversas razas en tanto que otros
gobiernos de paises latinoamericanos trataban de integrar a todos los
grupos étnicos en el cuerpo politico, aunque preservando sus caracteristicas
étnicas respectivas; d) ;En qué medida ocupaban los diversos grupos étnicos
puestos publicos y participaban en los érganos representativos de México?

235. El representante del Gobierno de México aseguré al Comité de
que, en la preparacion de su informe siguiente, su Gobierno tendria en cuenta
las observaciones formuladas durante el examen de su informe inicial.
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12. NICARAGUA

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el quincuagésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/50/18), 1996

499. El Comité examind los informes periédicos quinto, sexto,
séptimo, octavo y noveno de Nicaragua, que fueron presentados en un solo
documento (CERD/C/277/Add.1), en sus sesiones 1110% y 1111%, celebradas
los dias 7 y 8 de agosto de 1995 (véanse CERD/C/SR.1110 y 1111).

500. El informe fue presentado por el representante del Estado
Parte, quien record6 los tragicos sucesos ocurridos en su pais,
especialmente las luchas politicas que han generado guerras civiles y
dictaduras, y que han dejado en él sus huellas. En 1990 la eleccién de la
Sra. Chamorro, candidata de una coaliciéon de 14 partidos politicos,
encauzo a Nicaragua en un proceso de transicion hacia la reconstruccion
econdmica y social, el fortalecimiento de la democracia y la reconciliacién
nacional. A tal fin, los principales programas que las autoridades han
puesto en marcha son la lucha contra la pobreza, la descentralizacién
administrativa y el estimulo a la creacién de empresas medianas y
pequetias. Sin embargo, dicho proceso enfrenta numerosas dificultades,
ocasionadas por el empeoramiento de la situacién econémica y social del
pais, que tiene el nivel de deuda externa més alto del mundo, un PIB muy
bajo y una tasa de natalidad muy elevada (3,7%).

501. La Constituciéon de 1987, que fue modificada en 1995, consagra
en su articulo 5 el principio del pluralismo politico, social y étnico,
reconociendo por primera vez la existencia de poblaciones autéctonas, que
por lo tanto gozan de todos los derechos y garantias constitucionales, y en
especial del derecho a preservar su identidad y su cultura, a dotarse de sus
propias formas de organizacion social y a administrar sus asuntos locales,
asi como a mantener las formas comunales de propiedad, usufructo y
explotacién de sus tierras. En el articulo 121 de la Constitucién se dispone
que las poblaciones autéctonas de las regiones de la costa atlantica tienen
derecho, en su regién, a una educaciéon multicultural. El representante
indicé asimismo que la mayor parte de las comunidades étnicas de Nicaragua
viven en las dos regiones de la costa atléntica, y estan integradas principalmente
por mestizos, miskitos, creoles, sumus y ramas. Dichas regiones son las
menos pobladas del pais; hay un 35% de poblacién urbana, un 40% de
poblacién rural, y el resto de la poblacién vive disperso en la region.
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502. En el informe se describe en detalle el mecanismo juridico
instaurado por las autoridades en 1986 para proteger a las minorias con
arreglo a la Convencién en especial las disposiciones pertinentes de la
Constitucién, al igual que la Ley No. 28 sobre el Estatuto de Autonomia
de las regiones de la costa atlantica de Nicaragua. En esta tltima se prevé
el establecimiento de gobiernos de las regiones auténomas compuestos de
un Consejo regional, un Coordinador regional y autoridades municipales
y comunales; dichos gobiernos tienen poder de decisién en materia de
explotacion de los recursos naturales.

503. Tras agradecer al representante de Nicaragua las informaciones
complementarias que proporcioné durante la presentacion del informe, el
Comité expres6 su satisfaccion por la reanudaciéon del didlogo con ese
pais, pero observé con pesar que en el informe no se inclufan datos
concretos sobre la aplicacién ni de la legislaciéon en materia de lucha
contra la discriminacién racial ni de la Convencién. El Comité recordé al
representante de Nicaragua que la regularidad con que deben presentarse
los informes periédicos de conformidad con la Convencién (cada dos
afios) es un elemento esencial de la eficacia del didlogo con el Comité.

504. En el contexto de la parte general del informe, los miembros
del Comité pidieron mayores detalles acerca de la composiciéon y el
funcionamiento del Instituto Nicaragiiense de Desarrollo de las Regiones
Auténomas (INDERA), asi como datos actualizados sobre las poblaciones
autoéctonas, en especial su composicién, su ambito de distribucién
geogréfica y su situacion econémica, en todo el territorio del paifs. Al
tiempo que subrayaron que en el informe sélo figuraban datos relativos a
las minorias étnicas de la costa atlantica, los miembros del Comité
pidieron informacién sobre las demds minorias y grupos autéctonos que
vivian en Nicaragua, especialmente los de la costa del Pacifico. También
quisieron saber cual era el estatuto de las convenciones internacionales, en
especial la Convencién Internacional sobre la Eliminacién de todas las
Formas de Discriminacién Racial, en el derecho interno nicaragiiense.

505. En relacion con el articulo 2 de la Convencion, los miembros
del Comité pidieron informacién complementaria sobre las politicas
seguidas en materia de lucha contra todas las formas de discriminacién
racial. En lo tocante al inciso 2 del articulo 2 de la Convencion, solicitaron
también mas informacién sobre el funcionamiento efectivo y el
fortalecimiento de las atribuciones de los dos Consejos regionales cuya
creacion se prevé en el Estatuto de Autonomia de 1987, en particular en
las esferas de la conservacion y la explotacion de los recursos naturales, y
sobre su grado de autonomia politica y administrativa en relacién con la
administracién central de Managua. Se pidié también informacién sobre
la situaciéon del Fondo especial de desarrollo y promocién social que se ha
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previsto establecer para las dos regiones auténomas, asi como sobre el
monto de los recursos financieros asignados anualmente por las
autoridades centrales al presupuesto de los gobiernos auténomos. Los
miembros del Comité pidieron asimismo mayores detalles sobre el
anteproyecto de ley que debia elaborarse en consulta con las poblaciones
autéctonas interesadas, relativo a la utilizacién racional y la conservacién
de los recursos naturales de las regiones auténomas.

506. En lo que se refiere al articulo 3 de la Convencién, el Comité
observé que la informacién que se proporciona al respecto es insuficiente,
en la medida en que siguen existiendo en distintas partes del mundo
practicas idénticas a las del apartheid. Los miembros del Comité
manifestaron, pues, su deseo de obtener informacién complementaria
acerca de las medidas adoptadas por las autoridades con arreglo al
articulo 3 de la Convencioén.

507. En cuanto al articulo 4 de la Convencion, habida cuenta de
que no hay informacién al respecto en el informe escrito, los miembros
del Comité formularon preguntas sobre las medidas positivas que
hubiesen adoptado las autoridades, en el ambito legislativo, y en especial
el penal, a fin de castigar todas las formas de discriminacion racial; en tal
sentido, preguntaron al representante de Nicaragua si la Ley sobre los
derechos y garantias de los ciudadanos nicaragiienses que se mencionaba
en el informe anterior, y en cuyo articulo 22 se prohibia toda clase de
propaganda contra la paz o en favor del odio nacional seguia vigente, y
en caso afirmativo, si se la aplicaba y en qué contexto.

508. En lo referente al articulo 5 de la Convencién, al observar que
los datos suministrados al respecto en el informe eran insuficientes, el Comité
pidi6 que se complementara la informacién sobre las medidas adoptadas
para poner en practica dicho articulo, y en especial las medidas que se
hubiesen adoptado, y su aplicacién en la practica, para asegurar la igualdad
de todos ante la ley y para que todos pudieran ejercer sin discriminacién
alguna los derechos politicos, civiles, econdmicos, sociales y culturales.

509. En cuanto al articulo 6 de la Convencién, los miembros del
Comité pidieron detalles sobre las medidas que hubiesen tomado las
autoridades para facilitar el retorno y la reinstalaciéon de los miembros de
los grupos autéctonos que habian huido a Honduras y a Costa Rica
durante las hostilidades, especialmente si lo habian hecho a largo plazo.
También pidieron informaciones sobre el funcionamiento de los érganos
judiciales en las regiones auténomas y sobre la administracién de justicia
en general en dichas regiones, la cual esta sometida a un régimen especial
con arreglo al articulo 18 del Estatuto de Autonomia. A continuaciéon
formularon preguntas acerca de los recursos de que disponia la poblacién
en los casos de discriminacién racial. Asimismo, se pidieron a la
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delegacién informaciones sobre la creacién del cargo de defensor de los
derechos humanos y sobre sus atribuciones y funciones.

510. En lo tocante al articulo 7 de la Convencién, los miembros
del Comité manifestaron interés en conocer cudles eran “los casos que
establezca la ley”, en los cuales, segtin el articulo 11 de la Constitucion,
“las lenguas de las comunidades de la costa atlantica de Nicaragua
también tendran uso oficial”. Teniendo en cuenta que la relacién de las
poblaciones autdctonas de la costa atlantica con su tierra es un elemento
fundamental de su cultura, los miembros del Comité preguntaron cual era
la superficie de las tierras comunales de estas poblaciones que no podian
enajenarse, y pidieron detalles sobre las disposiciones referentes a los
recursos mineros que ellas encerraban.

511. Enrespuesta a las preguntas y observaciones formuladas por
los miembros del Comité, el representante del Estado Parte dijo que el
Instituto Nicaragiiense de Desarrollo de las Regiones Auténomas
(INDERA) habia sido disuelto recientemente, en primer lugar porque su
funcién fundamental, que consistia en establecer una conexién entre el
Gobierno nacional y las regiones auténomas de la costa atlantica, habia
perdido su razén de ser, desde el momento en que se habian consolidado
los gobiernos y consejos regionales; y, en segundo lugar, porque la
direcciéon estaba fundamentalmente en manos de representantes de la
comunidad de los miskitos, lo cual producia descontento entre los
miembros de los demds grupos étnicos, que consideraban no estar
adecuadamente representados. Dijo que habia varias comunidades
indigenas en las regiones de la costa del Pacifico, con poblaciones que iban
desde los 14.000 hasta los 28.000 habitantes, pero que en general dichas
poblaciones indigenas se habian asimilado a las comunidades locales, con
lo cual habian perdido su cultura y sus costumbres tradicionales.

512. En respuesta a preguntas concretas acerca de la explotacion
de los recursos naturales en las regiones auténomas, el representante del
Estado Parte dijo que el Gobierno central expedia los permisos, que
estaban sujetos a la aprobacién de los consejos regionales. El territorio
regional no puede cederse sin la previa aprobacién de los consejos
regionales; en caso de que se deriven de ello controversias entre el Estado
y los consejos regionales, es competente para entender en tales
controversias la Corte Suprema de Justicia.

513. El representante afiadi6 que en cuanto al programa de
educacién interétnica bilingtie, participaban directamente en su ejecucion
maestros, instructores, dirigentes y representantes de las comunidades
indigenas. En 1992 recibieron ensefianza en virtud de ese programa 13.000
nifios, desde los preescolares hasta los alumnos del cuarto grado de la
escuela primaria. En Puerto Cabezas, en la regién de la costa atlantica
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septentrional, se ha establecido un centro de formacién de maestros
bilingties. El representante afiadi6 que en las regiones auténomas, los
idiomas que hablan las comunidades indigenas se usan oficialmente en
los 6rganos administrativos de las regiones, ademas del espafiol; deben
garantizarse las traducciones de los contratos de empleo y los acuerdos
colectivos, y todo el personal que participa en la administracién de
justicia, asi como los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley,
deben conocer los idiomas que hablan todas las partes en una
controversia. En la esfera de la educacién técnica, el Instituto de
Tecnologia de Nicaragua y varias organizaciones indigenas han
organizado de 40 a 50 cursos encaminados a la creacién de empleos y al
perfeccionamiento de la capacidad técnica —particularmente en beneficio
de las personas que han sido desmovilizadas, los refugiados que
han regresado y las mujeres que son jefes de familia—, en unas
60 comunidades indigenas. Alrededor de 300 personas han participado en
cursillos destinados a estimular la puesta en marcha de proyectos en
pequefia escala y de microempresas.

514. El representante declaré que su Gobierno habia consignado
fondos por conducto del Fondo de Inversiones Sociales de Emergencia
(FISE), el cual venia promoviendo la creacion de infraestructuras
econdmicas y sociales, por ejemplo mediante la construcciéon de puentes,
carreteras, canales, edificios para instituciones docentes y centros de
salud, y la ejecucién de programas de repoblacion forestal. El Instituto de
Energia de Nicaragua, con asistencia externa, ha invertido en los tltimos
dos afios 5 millones de délares de los EE.UU. en las nuevas centrales
hidroeléctricas construidas para mejorar la distribucién de energia en
centros urbanos como Bluefields y Puerto Cabezas.

515. En lo que toca al turismo en las regiones auténomas, el
Ministerio de Turismo viene preparando programas de turismo cultural y
de acercamiento al medio ambiente, en virtud de los cuales se ha
capacitado a los miembros de las comunidades para que administren los
proyectos, y se han puesto a disposicion de las comunidades servicios de
asesoramiento para poner en marcha iniciativas con base en la comunidad.

516. El representante dijo que se habia creado en la Asamblea
Nacional una Comisién de Asuntos Etnicos y Comunidades Indigenas,
cuyos miembros pertenecian en su totalidad a la poblacién indigena.
Dicha Comisién preparé el Plan de Accién de Nicaragua para el Decenio
Internacional de las Poblaciones Indigenas del Mundo, que incluye
diversos temas y actividades anuales hasta el afio 2004.

517. Al mismo tiempo, el representante destac6 que era imposible
subsanar en un periodo tan corto las consecuencias de las guerras civiles,
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la ocupacién extranjera, las dictaduras, los desastres naturales y la
negligencia de la administraciéon central.

518. En lo relativo a la participacion de Nicaragua en la
protecciéon de los derechos de las minorias en los planos internacional e
interregional, el representante afirmé que Managua era sede del
Parlamento Indigena de Ameérica, que habia celebrado recientemente el
Undécimo Congreso Indigenista Interamericano, en el cual se habia
aprobado la Declaracién de Managua; en dicha Declaracion se sefiala que
es urgente reconocer la tenencia de la tierra de las poblaciones indigenas
del continente, establecer mecanismos de coordinacién entre los Estados y
las poblaciones indigenas para facilitar la adopciéon de decisiones en
asuntos relativos a dichas poblaciones, y hacer participar a los pueblos
indigenas en todos los aspectos de la vida politica, juridica, econémica y
social. Nicaragua ha tenido una intensa participacion en las actividades
del Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indigenas de la Subcomisién de
Prevencién de Discriminaciones y Protecciéon a las Minorias, desde su
creacion en 1982, y ha prestado apoyo asimismo a la redaccién de una
declaracién sobre los derechos de los pueblos indigenas.

519. El Comité agradeci6 al representante la informacién
complementaria suministrada, pero observé que la delegacién no habia
explicado en qué forma cumplia con el articulo 4 de la Convencién.

Observaciones finales

520. En su 1124" sesion, celebrada el 16 de agosto de 1995, el
Comité aprobé las siguientes observaciones finales.

a) Introduccién

521. Se expresa satisfaccién por la reanudacién del didlogo entre
Nicaragua y el Comité, y el detallado y franco informe presentado por el
Estado Parte. No obstante, se lamenta que el informe no facilite suficiente
informacion factica, especialmente en lo relativo a la aplicacién de la
Convencién y de la legislacién interna correspondiente. Se elogia a la
delegacién que presento el informe por la provechosa informacién adicional
que proporciond de palabra, en respuesta a las preguntas formuladas y las
observaciones hechas por los miembros del Comité, y se acoge favorablemente
su promesa de proporcionar al Comité respuestas por escrito.

522. El conflicto armado que asold el pais durante el decenio
pasado, en el que, queriendo o sin querer, se utilizaron a las poblaciones
indigenas como instrumentos politicos, militares y estratégicos, determiné
la situacion general de los derechos humanos en el pais, y sigue teniendo
algunas consecuencias para el pleno disfrute de los derechos humanos
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por todos los nicaragiienses, junto con los problemas politicos de
administracién y la crisis econémica que atn persisten.

523. Se toma nota de que el Estado Parte no ha hecho la
declaracién a que se hace referencia en el articulo 14 de la Convencion, y
algunos miembros del Comité pidieron que se considerase la posibilidad
de una declaracion de esa clase.

b) Aspectos positivos

524. Se acoge favorablemente la Constitucién de 1987, que
reconoce por primera vez el cardcter multiétnico de la poblacién de
Nicaragua y concede a todas las personas el disfrute de todos los derechos
proclamados en los distintos instrumentos regionales e internacionales.
Entre otras novedades alentadoras cabe mencionar las disposiciones de la
propia Constitucién y de la Ley No. 28 de 1987, conocida como el Estatuto
de Autonomia, que establece un régimen especial de autonomia para las
dos regiones de la costa atlantica de Nicaragua en las que viven la
mayoria de las minorias étnicas y los grupos indigenas. El Estatuto de
Autonomia reconoce y garantiza, entre otras cosas, la propiedad comunal
de la tierra de los pueblos de las dos regiones auténomas y su derecho a la
educacién en su propio idioma.

525. El Comité acoge favorablemente las enmiendas constitucionales
de 1995, especialmente las disposiciones que destacan el pluralismo étnico
de Nicaragua y refuerzan los derechos de las poblaciones indigenas y de
otros grupos étnicos de la costa atlantica, en particular el derecho de los
consejos regionales a aprobar acuerdos para la explotacion de sus
recursos naturales.

526. Se acoge favorablemente la adopcién de la Ley de amparo de
1988, que prevé el derecho de habeas corpus en los &mbitos constitucional,
administrativo y penal, y la declaracién hecha en el informe de que los
factores culturales, sociales y de otro tipo se tienen en cuenta cuando los
miembros de las comunidades indigenas son juzgados. Se valoran
positivamente los articulos 549 y 550 del Cédigo Penal, inspirados en la
Convencién para la Prevencién y la Sancién del Delito de Genocidio.

527. Se toma nota con satisfacciéon de las elecciones para los
consejos regionales celebradas en 1990 y 1994, consejos a los que la Ley de
autonomia de 1987 concede importantes funciones y atribuciones,
particularmente en lo relativo a la concertaciéon de acuerdos entre los
gobiernos regional y central sobre la utilizacién y explotacion racionales
de los recursos naturales de las regiones, asi como de la disposicién
constitucional de 1995 sobre la promulgacién de una ley nueva y maés
completa para las regiones auténomas.
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528. Se toma nota con aprecio de los esfuerzos realizados por las
autoridades para establecer un sistema docente multilingtie en favor de las
comunidades indigenas y de que, de conformidad con la Ley No. 162, los
idiomas indigenas junto con el espafiol son oficiales en las regiones auténomas.

529. Se acoge favorablemente la creacién, por las reformas
constitucionales de 1995, de la Oficina del ombudsman de los derechos
humanos encargado de investigar las violaciones de los derechos
humanos y de vigilar la aplicacién de los instrumentos internacionales de
derechos humanos ratificados por Nicaragua, tales como la Convencion.

530. Se elogian los esfuerzos hechos por el Estado Parte, en
cooperacion con las Naciones Unidas, para organizar la repatriacion y el
reasentamiento de los miskitos, sumus y creoles que huyeron a los paises
vecinos durante el conflicto civil.

<) Principales motivos de inquietud

531. Se expresa preocupacién por la posicibn que ocupa la
Convencién en el ordenamiento juridico interno de Nicaragua y
por la falta de informacion a este respecto en el informe y durante la
exposicion oral.

532. Se observa con preocupaciéon que el Estado Parte no ha
aplicado las disposiciones del articulo 4 de la Convencién, que prevén la
adopcién de medidas positivas y de legislacion concreta para combatir la
discriminacién racial.

533. La realizacién de los derechos econémicos y sociales es
motivo de constante preocupacion, habida cuenta en particular de que las
medidas del llamado ajuste estructural y la privatizacién de los bienes
publicos han repercutido negativamente en el disfrute de los derechos
econdémicos, sociales y culturales del pueblo nicaragiiense, especialmente
en sus sectores mas vulnerables, entre ellos las comunidades indigenas.

534. Se lamenta que se haya proporcionado insuficiente
informacién sobre la aplicacién de los articulos 5 y 6 de la Convencién, en
particular sobre las disposiciones concretas de la legislacién nacional
adoptadas para aplicar estos articulos y sobre el nimero de denuncias de
discriminacién racial presentadas ante los tribunales.

535. Se expresa preocupacion por conocer cudl es la proporcién
entre la tierra de propiedad comunal y la tierra de propiedad privada en
las regiones auténomas, en particular en lo relativo a los derechos
mineros, y las desigualdades en la distribucién de los beneficios de la
explotacion de los recursos naturales de los territorios auténomos entre
las autoridades regionales y las autoridades centrales.
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536. Se expresa también preocupacién por la falta de suficientes
consultas con las autoridades regionales en la adopcién de decisiones por las
autoridades centrales, lo que conduce a la insuficiente participaciéon de los
grupos indigenas en las decisiones que afectan a su tierra y a la asignacion de
los recursos naturales de su tierra, sus culturas y sus tradiciones.

d) Sugerencias y recomendaciones

537. El Comité recomienda que el Estado Parte cumpla las
obligaciones que ha contraido en virtud de lo dispuesto en el articulo 4 de
la Convencion.

538. Habida cuenta de la importancia de las medidas en materia
de ensefianza, educacién, cultura e informaciéon para combatir los
prejuicios que conducen a la discriminacion racial y para promover la
comprension, la tolerancia y la amistad entre los grupos étnicos y raciales,
el Comité recomienda que el Estado Parte adopte todas las medidas necesarias
en esos ambitos de conformidad con el articulo 7 de la Convencién.

539. El Comité recomienda que, en la formulaciéon de politicas
sobre cuestiones relativas a la discriminacion racial en general, el
Gobierno tenga en cuenta las recomendaciones generales adoptadas por
el Comité, entre ellas las relativas a la creaciéon de comisiones regionales
para facilitar los objetivos y propoésitos de la Convencién (recomendacion
general XVII (42)) y a la formacién de funcionarios encargados de hacer
cumplir la ley (recomendacién general XIII (42)).

540. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, que fueron
aprobadas durante la 14° reunién de los Estados Partes.

541. El Comité recomienda que el décimo informe periédico del
Estado Parte, que debera presentarse el 17 de marzo de 1997, revista
caracter exhaustivo.

*hkkkhkkkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo tercer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/43/18), 1988

80.  El Comité examiné el cuarto informe periédico de Nicaragua
(CERD/C/128/Add.1) en su 818a. sesion, celebrada el 3 de agosto de
1988 (CERD/C/SR.818).
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81. El informe fue presentado por la representante del Estado
parte, quien indicé que la nueva Constitucién politica de Nicaragua habia
entrado en vigor el 9 de enero de 1987. Puso de relieve las diferentes
disposiciones relativas, entre otras cosas, al mantenimiento de la paz y al
establecimiento de un orden internacional mas justo. Ademds, por
primera vez en su historia quedaba reconocido el caracter multiétnico del
pais. Por otra parte, las lenguas de los pueblos indigenas y de las
comunidades de la costa atlantica habfan conseguido el estatuto de
lenguas nacionales, habia quedado garantizada la igualdad de todos los
ciudadanos ante la ley, y la esclavitud, asi como toda forma de
discriminacién, quedaban prohibidas de conformidad con las normas de
derecho internacional que el Gobierno se habia comprometido a respetar.

82. La representante de Nicaragua sefialdé que se habia
continuado el didlogo entre los pueblos indigenas y el Gobierno, iniciado
desde que se elaboré la Constituciéon, lo que habia permitido resolver
gran namero de problemas. De esta forma, mas de 400 representantes de
los distintos grupos étnicos habian aprobado la dltima versién de un
proyecto de ley sobre la autonomia, aprobado después por la Asamblea
Nacional el 2 de Septiembre de 1987, y que constituia el marco juridico y
politico de la aplicacién practica de las disposiciones de los instrumentos
internacionales relativos a la lucha contra la discriminacién racial.
Ademas, la Asamblea Nacional estaba examinando un proyecto de ley
electoral que otorgaba a los pueblos indigenas una igualdad real en el
ejercicio de sus derechos politicos, permitiéndoles elegir a sus
representantes en un gobierno regional auténomo. Ademads, se habian
concertado 18 acuerdos de cesaciéon del fuego con varios grupos armados
indigenas, como pudo comprobar el 17 de mayo de 1988 el Secretario
General de la Organizaciéon de los Estados Americanos. Por otra parte,
desde 1985 unos 26.000 indigenas habian sido repatriados voluntariamente
con la colaboracion de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados y bajo la observacién de una Comisién del
Parlamento Europeo que se habia desplazado a Nicaragua en abril de 1988.

83.  Por dltimo, la representante del Estado parte puso de relieve
las dificultades que planteaba la guerra de agresion dirigida contra su
pais, que cotidianamente causaba victimas entre la poblacién civil y que
constitufa un obstaculo al respeto de los derechos humanos. En tales
circunstancias, era extremadamente dificil velar por el respeto de los
derechos econémicos de la poblacién.

84. Los miembros del Comité felicitaron al Gobierno de
Nicaragua por el excelente informe que habia preparado de conformidad
con las directrices del Comité (CERD/C/70/Rev.1) y dieron las gracias a
la representante de Nicaragua por haberlo actualizado en forma util y
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completa. En particular, sefalaron que el Gobierno no habia dudado en
mencionar en su informe los factores y las dificultades que afectaban a la
aplicaciéon de la Convencién y se habia esforzado por responder las
numerosas preguntas que habfa suscitado el examen de su informe
precedente. Asimismo, los miembros del Comité subrayaron los
progresos reales que se habian realizado para aportar soluciones al
problema de la discriminacién racial, pese a la dificil situacién que
prevalecia en el pafs. A ese respecto, se preguntd si actualmente seguia
suspendida la aplicacién de ciertos articulos de la Constitucién y si ciertos
grupos étnicos mencionados en el informe tomaban parte en el conflicto.
Por dltimo, se subrayé con satisfaccién que la Convencién, asi como otras
normas de derecho internacional, habian sido incorporadas directamente
en la legislacién nacional.

85.  Con respecto al articulo 2 de la Convencién, los miembros
del Comité tomaron nota de la aprobacién, en septiembre de 1987, de la
Ley sobre la autonomia de los pueblos indigenas y acogieron con
satisfaccién varias disposiciones que se relacionaban, entre otras cosas,
con la gestion del gobierno, el respeto del derecho de propiedad de los
pueblos indigenas y el estudio de las lenguas. No obstante, se pidi6
informacién complementaria en particular sobre los limites y el alcance de
la autonomia que se habia concedido, sobre la influencia de las
negociaciones que se llevaban a cabo con diversos grupos étnicos respecto
a la aplicacion de la ley, sobre las razones por las cuales la region de la
costa atlantica habia sido dividida en dos zonas, sobre la composiciéon de
las delegaciones ministeriales en esas dos zonas y sobre los principios de
la revolucién sandinista que eran aplicables a los pueblos indigenas.

86.  Los miembros del Comité subrayaron el caracter ejemplar de
las medidas adoptadas por Nicaragua para aplicar el articulo 3 de la
Convencion.

87.  Con respecto al articulo 4 de la Convencién, se expresé la
opinién de que ese articulo no era plenamente aplicado en Nicaragua y se
pidi6 informacién complementaria al respecto. No obstante, se sefial6é con
satisfaccién que el Cédigo Penal sancionaba el delito de genocidio.

88.  Con respecto al articulo 5 de la Convencién, se expreso el
deseo de obtener informacién complementaria sobre la participaciéon de
los diferentes grupos indigenas en las elecciones previstas en 1988, asi
como sobre la libertad de circular libremente en Nicaragua y de regresar
al pais. A ese respecto, se pidié mas informacién sobre la posible prérroga
de la Ley de amnistia mencionada en el informe y sobre la repatriaciéon de
los mesquitos refugiados en Honduras. Respecto del derecho de toda
persona a la propiedad, se pregunté cudl era la superficie total de las
tierras que tenfan u ocupaban tradicionalmente los pueblos y las
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comunidades indigenas de la costa atlantica, cudl era su situacién
respecto al derecho a poseer tierras y a beneficiarse de la explotacion
industrial y forestal de la regién, y si el Gobierno preveia el
establecimiento de una economia mixta en el pais. Ademads, se pidieron
detalles sobre la situacién de la iglesia morava y sobre las restricciones a
la libertad de opinién y de expresion y a la libertad de asociacién

89.  Se expreso el deseo de obtener mas informacién respecto de
la aplicacién del articulo 6 de la Convencién. En particular se pidieron
pormenores sobre los tipos de violaciones sancionadas, sobre las quejas
registradas y sobre las decisiones dictadas por los tribunales.

90. Respecto del articulo 7 de la Convencién, se sefialé que el
Gobierno habfa adoptado medidas para organizar campafias de
alfabetizaciéon y se pregunté si se habia establecido una formacién
encaminada a fomentar los derechos humanos y a luchar contra la
discriminacién racial, en particular en las escuelas y universidades y para
los miembros de la policia, de la funcién ptblica y del ejército.

91. Enrespuesta a las diversas preguntas relativas a la Ley sobre
la autonomia de los pueblos indigenas, la representante del Estado parte
sefial6 que la Revolucién Popular habia tenido por finalidad, en
particular, favorecer a los pueblos indigenas. No obstante, por razones
sobre todo histdricas, las relaciones entre las autoridades centrales y las
comunidades indigenas de la costa atlantica estaban marcadas por la
desconfianza. La Ley sobre la autonomia habia reconocido los derechos y
deberes de esas poblaciones y, a ese respecto, la representante expuso
ciertas disposiciones relativas, entre otras cosas, al derecho a la
propiedad. Anadié que la costa atlantica, aunque antes constituia una
entidad administrativa tinica, habia quedado dividida temporalmente en
dos zonas, debido a las grandes dificultades de comunicacién entre el
norte y el sur de la region.

92.  En respuesta a las preguntas formuladas con respecto al
articulo 5 de la Convencioén, la representante de Nicaragua sefial6 que en
su pais habfa 14 partidos politicos, 7 de los cuales estaban representados
en la Asamblea Nacional. La mayoria de los grupos indigenas que habian
acudido a las armas habia firmado los acuerdos de paz que establecian la
cesacion del fuego, y la Ley de amnistia habfa quedado prorrogada hasta
julio de 1987, fecha de la entrada en vigor del Acuerdo de Esquipulas II.
Respecto del derecho a la propiedad, explicé que el Estado reconocia a las
comunidades de la costa atlantica el derecho de usufructo de sus tierras y
sus recursos naturales, pero que esos pueblos no reconocian el concepto
de la propiedad privada. La Constitucién garantizaba ademas la economia
mixta y reconocia la existencia de diferentes formas de propiedad de la
tierra que iban todas ellas al servicio de los intereses superiores de la nacién.
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93.  Respecto de los demas derechos reconocidos por el articulo 5
de la Convencién, la representante puso de relieve las disposiciones
constitucionales que garantizaban las libertades de religién, de opinién,
de expresion y de asociacion. Indicé que no se impedia a los ministros de
culto de la iglesia morava utilizar el inglés en sus predicaciones y que la
actividad de los grupos religiosos sobre la costa atlantica era floreciente,
como lo demostraba la traduccién reciente de la Biblia en lengua sumu.
Los trabajadores, asi como los adeptos a las confesiones religiosas, tenian
derecho sin ninguna discriminacién a agruparse en sus organizaciones.
Por dltimo, estaba garantizada la libertad de prensa y, desde la entrada en
vigor del Acuerdo de Esquipulas II, se habia levantado todo tipo de censura.

94.  En respuesta a las preguntas planteadas respecto del articulo
7 de la Convencidn, la representante sefial6 que la identidad cultural de
los indigenas estaba plenamente reconocida y que gozaban del derecho a
utilizar su idioma en todos los actos de la vida cotidiana. La ensefianza
primaria se dispensaba en la lengua materna de los alumnos y en cada
zona de la costa atlantica existia un 6rgano de ensefianza bilingiie.
Ademas, se habian emprendido esfuerzos considerables para realizar
emisiones de radio educativas para los grupos indigenas y se habia
iniciado un programa de cursos de derecho para los miembros de la
policia, del ejército y de la funcién publica. Asimismo, se organizaban
regularmente seminarios sobre los derechos de los indigenas. La
representante de Nicaragua subray6, no obstante, las dificultades que en
la préctica impedian sensibilizar a la poblacién mayoritaria acerca de los
derechos humanos y de los derechos de los grupos indigenas.

*hhhhhhhrt

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/38/18), 1983

455. Los informes periddicos segundo y tercero de Nicaragua,
presentados en un mismo documento (CERD/C/103/Add.l y Corr.l),
fueron examinados por el Comité junto con la declaracién introductoria
del representante del Estado informante, que aludi6 en general a la
composicién demogréfica del pais y a la politica del Gobierno, orientada
hacia la integracién de todos los grupos de la poblacién en el proceso de
desarrollo del pais. También declar6 que Nicaragua habia vivido en
estado de guerra desde la promulgacién el 15 de marzo de 1982 del Estado
de Emergencia Nacional y que, debido a las ideas politicas democraticas y
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populares del pais, se habia procurado adoptar medidas legales y juridicas
para eliminar el racismo y la discriminacién en todas sus formas.

456. Los miembros del Comité felicitaron al Gobierno de
Nicaragua por su informe, preparado de conformidad con las directrices
del Comité. Tomaron nota con elogio de la franqueza del informe en el
que se ponian de relieve los graves problemas con que se enfrentaba el
Gobierno de Nicaragua, asi como las medidas que se habian adoptado en
relacion con todos los estratos de la sociedad. Algunos miembros
indicaron ademas que Nicaragua habia intentado seriamente comunicar
su experiencia en lo tocante a la aplicacién de la Convencién a pesar de la
situaciéon de emergencia existente en el pais, y que habia que tener en
cuenta el hecho de que Nicaragua era victima de intromisiones externas en
violacién de la Carta de las Naciones Unidas. Por otra parte, se hizo notar
que los cuatro afios transcurridos desde la Revolucién de Nicaragua eran
un plazo demasiado breve para eliminar la injusticia social impuesta por
el régimen de Somoza, que habia ocupado el poder durante mas de 50 afios.

457. Gran parte del debate giré en torno a la politica del Gobierno
y a sus medidas practicas enderezadas a la aplicaciéon del parrafo 4 del
articulo 1, del parrafo 2 del articulo 2 y del articulo 5 de la Convencion,
referentes a la situacion efectiva y a los derechos de los diversos grupos
étnicos del pais. El Comité aprobé los adelantos efectuados por Nicaragua
en la preparacion del proyecto de constituciéon y de ley electoral; sus
esfuerzos por introducir la reforma agraria y el éxito logrado en los
campos de la ensefianza y la alfabetizacién, que habfan merecido el
aplauso de la UNESCO.

458. Refiriéndose a la situacién de las comunidades indigenas de
Nicaragua, algunos miembros del Comité preguntaron cudl era la actual
condicién juridica de la comunidad miskita en las costas del Pacifico y del
Atlantico; por qué habia sido trasladada de su asentamiento a orillas del
rio Coco; si la comunidad trasladada tenia derecho a adquirir tierras en
virtud del nuevo plan y, en caso afirmativo, si recibfa una participacién
justa en las tierras, si la redistribucién de las tierras estaba bajo la
jurisdiccién del Instituto Nicaragiiense de la Costa Atlantica o de una
autoridad superior; si la tierra se distribuia exclusivamente a los indios o
a todos los demas grupos étnicos también; si se habian formulado quejas
sobre el programa de redistribucién por parte de particulares o de la
comunidad miskita en su conjunto y si los miskitos estaban representados
en el 6rgano de vigilancia y en el propio Instituto. Se solicitaron otros
pormenores sobre la politica general del Gobierno y sobre las medidas
adoptadas para conservar y proteger a las comunidades indigenas y
garantizar su existencia auténoma para que no perdieran su cultura
peculiar, sus idiomas y sus tradiciones. Algunos miembros del Comité
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quisieron saber también si los indios de la Costa Atlantica habian
presentado algtn recurso de amparo y, en caso afirmativo, cual habia sido
el resultado. Por otra parte, se pregunté si se habian previsto otras
medidas, tales como proyectos de mineria y de industria, para mejorar la
situacién econémica de las poblaciones indigenas y qué se hacia en la
préctica para que la poblacién indigena se beneficiara de la explotaciéon de
los recursos naturales en las regiones donde vivia. Se expreso la esperanza
de que el préximo informe periédico de Nicaragua incluyera mas datos
sobre la labor de la Comisién Especial del Consejo de Estado, asi como
datos demograficos detallados, con informacién sobre todos los grupos
indios del pafs.

459. En lo que hace al articulo 4 de la Convencién, el Comité hizo
notar que el delito de genocidio estaba tipificado en el derecho positivo,
cosa que protegia considerablemente a los pueblos indigenas de los malos
tratos y persecuciones. Sin embargo, algunos miembros expresaron la
opinién de que las clausulas juridicas reunidas en el informe no llegaban
a dar pleno efecto a lo estipulado en ese articulo y las disposiciones del
Estatuto sobre Derechos y Garantias de los Nicaragiienses no eran
congruentes con los apartados a), b) y c) del articulo 4. Se pidieron maés
aclaraciones a este respecto.

460. Refiriéndose a otra informacién facilitada sobre la aplicaciéon
del articulo 5 de la Convencién, algunos miembros del Comité observaron
que no dudaban de la sinceridad del Gobierno nicaragiiense en cuanto a
tratar de mejorar la situaciéon socioeconémica de la poblacién de las zonas
mas abandonadas del pais, y que a ese respecto se estaban tomando
medidas muy progresistas. Con respecto a lo dicho en el informe de que
se estaba reasentando una parte de la poblacién del pais, se indicé que el
Comité estaba obligado a considerar si con ello se planteaban cuestiones
de discriminacién racial o de restricciéon del derecho a circular libremente,
y que el hecho de que se pidiera esa explicacién no significaba que el
Comité deseara desestabilizar el proceso revolucionario de Nicaragua.
También se preguntd si el reasentamiento se habia llevado a cabo en
consulta con la poblacién o con algunas de sus organizaciones, habida
cuenta de que los desplazamientos forzosos de personas civiles a otros
territorios no estaban permitidos por las normas que regian los conflictos
armados (véase el articulo 17, del Protocolo Adicional II, 1977). En cuanto
al derecho a participar en elecciones, algunos miembros quisieron saber
cémo y en virtud de qué normas se habian organizado en Nicaragua
elecciones municipales y si la votaciéon habia sido secreta. Por lo que
respectaba a la libertad de reunién y asociacién, se pidieron maés
pormenores sobre la reglamentacion del derecho a manifestar
publicamente las opiniones. Se hicieron otras preguntas, entre otras cosas,
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sobre los derechos a la nacionalidad y a la libertad de religién y de
opinién, asi como sobre el derecho a la salud ptublica.

461. Con referencia al articulo 6 de la Convencion, se hizo notar
que Nicaragua habia consignado en su Ley de Reforma Procesal Penal
nuevas garantias de juicio imparcial de los detenidos, lo que demostraba
el sincero deseo del Gobierno de cumplir con las disposiciones de ese
articulo de la Convencién. Se expresé la esperanza de que en el préximo
informe periddico de Nicaragua se describieran los nuevos progresos en
materia legislativa.

462. El representante del Estado informante respondié a algunas
preguntas formuladas por el Comité. Refiriéndose a la condicién juridica
de la comunidad miskita, manifesté que el Gobierno habfa invitado a la
Comisién Interamericana de Derechos Humanos a visitar el pais para
hacer una investigacién sobre el terreno de la situacion de los miskitos. La
misién hizo su investigacién en mayo de 1982 y tuvo acceso a una amplia
gama de personas y de organizaciones relacionadas con el asunto. Las
recomendaciones de la Comisién fueron aceptadas por el Gobierno con el
fin de dar una solucién al problema, lo que podia suponer el traslado a
nuevos asentamientos de los 8.500 miskitos desplazados de sus hogares.
El Gobierno se comprometié por escrito ante la Comisién Interamericana
a permitir a los que lo desearan regresar a sus hogares una vez que cesara
la situaciéon de emergencia y no existiera el estado de guerra.

463. En cuanto a las estadisticas sobre la composiciéon de la
poblacién, dijo que el Gobierno no estaba en condiciones de facilitar esa
informacién por el momento, pero tratarfa de responder plenamente a
todas las observaciones y preguntas de los miembros en su préximo
informe. En cuanto a las elecciones, explic6 que el pais estaba creando
nuevas instituciones y que se esperaba adoptar para fines de 1983 un
proyecto de ley electoral y que las elecciones se celebraran en 1984.

464. Para concluir, el representante declar6 que a cuatro afios tan
s6lo de la Revolucién, Nicaragua podia jactarse de haber ratificado la
mayoria de los instrumentos juridicos internacionales para la proteccién
de los derechos humanos, de haber recibido tres misiones visitadoras de
la Comisién Interamericana de Derechos Humanos, a peticiéon propia, y
de disponer de una activa Comisién Nacional de Derechos Humanos.

kkhkhkkkkkkk
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/36/18), 1981

123. El informe inicial de Nicaragua (CERD/C/45/Add.3) fue
examinado por el Comité junto con la declaracién introductoria
formulada por el representante del Estado informante, quien
complementé la informacién ofrecida en el informe.

124. El representante sefial6 que las convenciones internacionales
pasaban a formar parte de la legislacion nacional de Nicaragua tan pronto
como eran ratificadas y se publicaban los decretos pertinentes en el Diario
Oficial, y que su pais no mantenia relaciones con regimenes racistas. El
orador se refiri6 a varias disposiciones del Cédigo Penal de Nicaragua en
las que se preveian penas graves contra los actos de discriminacién.
Nicaragua también tenia leyes de proteccion de los trabajadores
migrantes que evitaban la discriminacién contra los extranjeros y
garantizaban a toda persona el acceso gratuito a los tribunales. En su
informe, el Gobierno de Nicaragua habia reproducido las leyes nacionales
basicas relativas a la prevenciéon de la discriminaciéon racial y la
promocién de la igualdad y los derechos de todos los nicaragtienses,
incluidas las minorfas nacionales. Por tltimo, el representante manifesté
que su Gobierno estaba preparando las disposiciones legales requeridas
por la Convencion y aseguré al Comité que, en la actualidad, no existia en
Nicaragua discriminacion de ninguna clase y que, en caso de surgir casos
de ese tipo, el Gobierno se ocuparia de ellos sobre la base de las
disposiciones juridicas concretas o generales de las leyes nacionales.

125. Los miembros del Comité sefialaron la seriedad de la actitud
del Gobierno de Nicaragua respecto de la necesidad de establecer un
didlogo con el Comité. Se considerd que, pese a las complicaciones de la
situacién nacional, el documento presentado era informativo. Empero, se
destacé que Nicaragua atn no habia aplicado todas las disposiciones de la
Convencién y se expreso la esperanza de que en el préximo informe se
advirtieran los resultados de las actividades emprendidas en ese sentido.
En particular, se formularon preguntas sobre los adelantos logrados en la
preparacién de un proyecto preliminar de constitucién politica y un
proyecto de ley electoral asi como, en particular, leyes y reglamentos para
aplicar los principios establecidos en la ley fundamental. Se sefial6 a la
atencion el articulo 22 del Estatuto Fundamental en el que se bosquejaba
un programa legislativo y se pregunt6 si existian proyectos de las leyes
alli mencionadas. Se sefiald6 que en el articulo 49 del Estatuto
Fundamental, referente a las situaciones de emergencia, no se incluia la
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disposicion contenida en el articulo 4 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Politicos, en el sentido de que las disposiciones de emergencia
no debian entrafiar discriminacién alguna fundada dnicamente en
motivos de raza, color, sexo, idioma, religién u origen social.

126. Se senalé que debian adoptarse medidas para prohibir el
apartheid por ley, de conformidad con el articulo 3 de la Convencién.

127. Se sefalaron a la atencién las disposiciones del articulo 4 de
la Convencién. Tras indicar que no todas las disposiciones del articulo 4
estaban cubiertas por las leyes nacionales, el Comité expresoé la esperanza
de que cuando se aprobaran nuevas leyes se adoptaran medidas concretas
para remediar esa situacion.

128. En relacion con el articulo 5 de la Convencidn, si bien se sefald
que Nicaragua estaba haciendo todo lo posible por dar cumplimiento a la
Convencién hasta que se promulgara su nueva Constitucién, se solicitd
informacién adicional sobre la aplicaciéon de ese articulo a la luz del nuevo
orden politico que el Gobierno iba a introducir. En particular, se pidié
informacién sobre la celebracion de elecciones nacionales y sobre la situacién
de diversos partidos y grupos politicos.
Se pregunto si era posible ejercer el derecho de organizar o formar partidos
politicos, previsto en el inciso a) del articulo 25 del Estatuto sobre Derechos y
Garantias de los Nicaragiienses, dado que en el Estatuto ya se establecia la
composicién de la Junta de Gobierno y del Consejo de Estado. Se pidi6 una
explicacién sobre la razén por la que Misurasata (Asociaciéon de indios) sélo
tenfa un miembro de un total de 47 en el Consejo de Estado, pese a que los
indios representaban el 5% de la poblacion. Aunque les complacia la
eliminacién de la discriminaciéon en cuestiones sindicales, los miembros
solicitaron una aclaracién sobre la situacién de los sindicatos (especialmente
los del personal de los medios de difusion) y preguntaron si los sindicatos de
los medios de difusion seguirian las directrices oficiales o actuarfan
independientemente, y si habria un solo sindicato amplio en el pais mientras
que, como era sabido, el Gobierno organizaba sindicatos sandinistas.
Se expres6 la esperanza de que la ley de sindicatos satisficiera los
requerimientos del Convenio pertinente de la OIT. Al mismo tiempo que se
apreciaban los esfuerzos realizados por Nicaragua para mejorar la situacion
de los grupos étnicos minoritarios, se solicité que en el préximo informe se
incluyera informacién adicional sobre los resultados practicos en esa esfera,
en especial, los relativos a las actividades, el programa y los recursos del
Instituto Nicaragiiense de la Costa Atlantica. También se pregunté de qué
manera habia transcurrido el Afio de la Alfabetizacion en la Costa Atlantica,
donde vivia la mayoria de los indios y, en particular, si las autoridades
habian tratado de imponer el idioma espafiol a los indios o habfan
encontrado la manera de introducir la alfabetizaciéon en su propio idioma.
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129. Con respecto a los articulos 5 b) y 6 de la Convencién, se
sefial6 que debian adoptarse algunas medidas para aplicar en mayor
medida esos articulos. Se expres6 preocupaciéon acerca de las
informaciones periodisticas sobre la detencién de una persona llamada
Steadman Fagoth, representante de Misurasata en el Consejo de Estado.
Se pidi6 al representante de Nicaragua que informara al Comité si ello se
habia realizado de conformidad con el articulo 8 del Estatuto sobre
Derechos y Garantias. Se formulé una pregunta respecto del articulo 8, a
fin de determinar cudles eran las autoridades distintas de las jueces
facultadas para expedir una orden de detencién. Se solicité una aclaracion
sobre los detalles del procedimiento juridico, el Cédigo Penal y la
detencién anterior a la iniciacién del juicio. También se pidi6 informacién
sobre cualquier estudio del Cédigo Penal existente que hubiera podido
iniciarse a fin de que se reflejaran las disposiciones de la Convencién.

130. Se destaco la importancia de que en el préximo informe se
incluyera informacién sobre las actividades iniciadas para aplicar el
articulo 7 de la Convencion.

131. En respuesta a las preguntas del Comité, el representante de
Nicaragua sefial6 que, debido al dificil periodo de transiciéon que atin estaba
atravesando el pais, se habia otorgado prioridad a la eliminacién de los
males heredados de la dictadura de Somoza y a la preparacién de una serie
de disposiciones juridicas que respondieran a los deseos del pueblo.
Se habia establecido que el afio 1985 seria el plazo para celebrar elecciones
gubernamentales y establecer un parlamento o congreso que reemplazara al
actual Consejo de Estado para el ejercicio del poder ejecutivo.

132. Con respecto a los sindicatos, el representante manifesté que
se tenfa la intencién de establecer asociaciones de prensa y una federacion
de sindicatos, pero que ninguno de esos Organos estaria obligado a
cumplir normas predeterminadas.

133. Refiriéndose a los grupos étnicos, el representante manifestd
que, a fin de aplicar el Estatuto Fundamental, se estaban reglamentando
diversas cuestiones mediante leyes individuales, como las que trataban de
las minorias, la ensefianza en los idiomas locales, etc. Se habia iniciado
una campania de alfabetizacion en la Costa Atlantica, con el propésito de
mantener la cultura étnica y, al mismo tiempo, integrar a las minorias en
la vida de todo el pais. Refiriéndose a la detencién del representante de
una minorfa étnica de la region del Atlantico, el representante de
Nicaragua informé al Comité que, segtin el contenido de los archivos de
Somoza, la persona detenida habia sido una defensora de la dictadura.
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13. PANAMA

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/304/Add.32, 2 de abril de 1997

1. El Comité examiné los informes periodicos 10°, 12°, 13° y 14°
de Panama, presentados en un documento tnico (CERD/C/299/Add.1),
en su sesién 1208* (CERD/C/SR.1208), el 18 de marzo de 1997. En su 1213°
sesion, el 21 de marzo de 1997, aprobé las siguientes observaciones finales.

A. Introduccion

2. El Comité toma nota con reconocimiento de que el Estado
Parte esta dispuesto a reanudar su didlogo con él al enviar una delegacién
de alto nivel a presentar el informe, lo que indica la importancia otorgada
por el Gobierno de Panama a las obligaciones asumidas con arreglo a la
Convencién. Sin embargo, el Comité lamenta que no se hayan presentado
informes entre 1986 y 1996 y que el actual informe no trate debidamente
todos los derechos reconocidos en los articulos 2 a 7 de la Convencién.
Con todo, el Comité expresa su reconocimiento por el franco didlogo
entablado con una delegacién competente y por las respuestas verbales a
la amplia gama de preguntas hechas por los miembros.

B. Factores y dificultades que obstaculizan’la aplicacién
de la Convencion

3. El Comité advierte que Panam4 esta saliendo de un periodo
de graves dificultades politicas, sociales y econémicas. El Comité observa
que las grandes disparidades econdémicas entre los distintos grupos
étnicos de la poblacion tienden a afectar a la aplicacién de la Convenciéon
en el Estado Parte.

C. Aspectos positivos

4. Cabe celebrar las iniciativas adoptadas recientemente por el
Estado Parte para promover y proteger los derechos humanos, incluidos
los enunciados en la Convencién. La labor realizada por la Comisién
Nacional sobre limites administrativos que desembocé en importantes
negociaciones y en reformas legislativas tales como la promulgacién de
las leyes que crean las comarcas indigenas (distritos territoriales de las
poblaciones indigenas) de Madugandi y Ngobe Bugle, es alentadora.
También se observa con interés los programas y las iniciativas
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emprendidos para proteger a los inmigrantes y a los refugiados durante el
periodo objeto de examen.

5. Se acoge con satisfaccién la promulgacién en diciembre de
1996, de la ley que establece un defensor del pueblo para las cuestiones de
derechos humanos.

6. Se acoge con satisfaccion la reciente adopcién y aplicaciéon de
dos programas de formacién en materia de derechos humanos para el
personal encargado de la aplicacién de la ley. Se observa también que los
derechos humanos forman parte del programa de estudios de la academia
policial desde hace ya varios afios.

7. Ademas, se observa que en 1995 el Estado Parte reformé su
legislacion sobre el empleo para, entre otras cosas, luchar contra las
distintas formas de discriminacion racial.

D. Principales motivos de preocupacion

8. Se observa con preocupacion que, en los dltimos diez afios,
ningtn individuo o grupo ha presentado denuncias ante los érganos
gubernamentales competentes, pese a que, al parecer, no se han respetado
plenamente los derechos estipulados en la Convencién.

9. Se manifiesta preocupaciéon por el hecho de que algunos
grupos que viven en Panama, como las poblaciones indigenas y las
minorias negra y asiatica, no disfrutan plenamente de los derechos
reconocidos en la Convencién.

10.  Se manifiesta también preocupacién por el hecho de que
Panama no ha cumplido plenamente las obligaciones asumidas en virtud
del articulo 4 de la Convencion.

11. A la luz del articulo 5 de la Convencion, se observa con
preocupacién que en la gran mayoria de los casos, sigue sin resolver la
cuestiéon de los derechos de tierras de la poblacién indigena. Estos
derechos parece también que peligran a causa de las actividades mineras
emprendidas, con autorizacién de las autoridades centrales, algunas
empresas extranjeras, y del aumento del turismo en esas regiones.

12.  Se observa con preocupacion que el estatuto juridico de las
comarcas, en comparacion con el de las provincias, sigue estando poco claro.

13.  Se observa con preocupacién que, en relacién con el articulo
5 de la Convencién, el Estado Parte s6lo ha presentado informacién acerca
del derecho al trabajo. Se recuerda al Estado Parte que el articulo 5 de la
Convencion abarca también otros derechos. Ademas, el informe del Estado
Parte no contiene datos sobre la aplicacién del articulo 6 de la Convencion.
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14. Si bien se toma nota de que la Zona del Canal tiene un
estatuto juridico especial, se advierte con preocupacién que los
trabajadores de Panama no disfrutan de los mismos derechos que los
trabajadores extranjeros empleados en esa zona especial.

15.  Se toma nota con pesar de la baja tasa de participacién de las
poblaciones indigenas en las elecciones y de su escasa representaciéon en
la funcién ptublica.

16.  Sigue causando preocupacion la falta de datos estadisticos
detallados y desglosados sobre los grupos indigenas, en especial porque
limita la capacidad del Comité de supervisar la aplicacién de los derechos
que figuran en la Convencion.

E. Sugerencias y recomendaciones

17.  El Comité recomienda que el Estado Parte designe un érgano
competente para coordinar y supervisar los programas y las politicas
establecidos para aplicar la Convencién, conforme a lo previsto en su
Recomendacién General XVII.

18. El Comité recomienda que el Estado Parte adopte las
medidas necesarias para cumplir plenamente las obligaciones estipuladas
en el articulo 4 de la Convencion.

19.  El Comité sugiere que el Estado Parte incluya en su préximo
informe informacién sobre las denuncias recibidas y las sentencias
pronunciadas en casos de discriminacién racial.

20. El Comité sugiere que el Estado Parte adopte todas las
medidas necesarias para difundir en gran escala la Convencién y
traducirla a los idiomas de los grupos indigenas.

21.  El Comité recomienda que el Estado Parte siga mejorando la
formacién de los funcionarios encargados de la aplicacién de la ley a la
luz de su Recomendacién General XIII.

22.  El Comité recomienda que el Estado Parte adopte las
medidas apropiadas para que los distintos grupos de la sociedad, tales
como las poblaciones indigenas o las minorfas negra y asiatica, gocen
plenamente los derechos enunciados en la Convencién. En particular, se
sefiala a la atencién la aplicacion de los derechos estipulados en el
apartado e) del parrafo 3 y en los parrafos 4 y 5 del articulo 5 a estos
grupos especificos.

23. El Comité recomienda vivamente que el Estado Parte
persista en sus esfuerzos para aplicar por entero el derecho de las
poblaciones indigenas de ser duefios de propiedades y tierras.
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Recomienda en especial que el Estado Parte investigue y supervise las
repercusiones de la labor de las compafias mineras, incluidas las extranjeras,
asi como las consecuencias del actual desarrollo del turismo, en el goce de
los derechos fundamentales por parte de las poblaciones indigenas.

24.  En relacién con el estatuto juridico de las comarcas, el Comité
sugiere que, en su proximo informe, el Estado Parte explique con mayor
precision el estatuto de las comarcas en comparacién con el de las provincias.

25.  El Comité sugiere que el Estado Parte adopte las medidas
apropiadas para que los indigenas participen en las elecciones y para que
accedan, en condiciones de igualdad, al empleo en la funcién publica.

26.  El Comité recomienda también que el Estado Parte incluya
en su proximo informe datos desglosados, e informacién e indicadores
socioecondmicos sobre la composicién demografica de la poblacién.

27.  Con respecto al estatuto especial de la Zona del Canal, el
Comité recomienda que el Gobierno de Panama adopte las medidas
apropiadas para garantizar que quienes viven y trabajan en esta zona
gocen, en condiciones de igualdad, de los derechos que figuran en la
Convencioén, en particular en el articulo 5.

28.  Por otra parte, el Comité alienta al Estado Parte a que
ratifique el Convenio N° 169 de la OIT.

29. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, que fueron
aprobadas por la 14% reunién de los Estados Partes.

30.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte sea completo y aborde todas las cuestiones planteadas en el
examen del presente informe.

kkhkkkkhkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/42/18), 1987

619. El Comité examiné el octavo y noveno informes periddicos
de Panama, presentados en un solo documento (CERD/C/149/Add .4),
en su 790a. sesion, celebrada el 11 de marzo de 1987 (CERD/C/Sr.790).

620. Presenté el informe la representante de Panama, quien
destacé algunos de sus pasajes y afirmé que la situacién de las



Compilacion de observaciones finales del Comité para la Eliminacion de la
Discriminacion Racial sobre paises de América Latina y el Caribe (1970-2006) 363

comunidades indigenas y de otros sectores desfavorecidos de la poblacién
panamena ocupaban el centro de la estrategia de desarrollo de su pais.

621. Algunos miembros del Comité manifestaron su satisfacciéon
por el informe, que se conformaba a las directrices del Comité
(CERD/C/70/Rev.1) y mostraba la voluntad politica de Panama de
mantener un didlogo fructifero con el Comité.

622. Hubo miembros que observaron que el Gobierno seguia sin
poder dar cumplimiento a todas las disposiciones de la Convencién en la
Zona del Canal, donde la poblacién panamefia se encontraba en
desventaja en la esfera del empleo, en violacién de un tratado bilateral
como es el Tratado del Canal de Panaméa de 1977. Pedian mds informacién
a fin de poder apreciar la situacién y juzgar en qué medida esas acciones
constituian acciones discriminatorias en el sentido de la Convencién.

623. Por lo que tocaba al articulo 2, conjuntamente con el articulo 5
de la Convencién, algunos miembros del Comité pidieron informacién
detallada sobre la composicion étnica de Panama y preguntaron cémo se
integraba la poblacién indigena en el conjunto de la poblacién. Deseaban
saber cuantos titulos de propiedad de caracter individual o colectivo habian
sido concedidos a las comunidades indigenas, cudl era la extension de las
zonas indigenas, qué porcentaje de la tierra era propiedad de personas no
indigenas, incluidas empresas privadas, antes de la delimitacién, y qué
progresos se habian hecho en la devoluciéon de la tierra a la poblacién
indigena, cudles eran los recursos naturales renovables y no renovables de
esas regiones, qué porcentaje de los ingresos derivados de las actividades de
empresas privadas no indigenas recibia la poblacién indigena, qué actividades
desarrollaba en dichas regiones la Direccién Nacional de Recursos Naturales
Renovables y qué porcentaje del presupuesto nacional y de los planes de
desarrollo se destinaban a las zonas indigenas. Se pidi6 una explicacién sobre
la demarcacion de las tierras de la comunidad guayami, que podria reducir la
tierra indigena de la comunidad. Se manifesté preocupaciéon por la
afirmacién del informe de que, para controlar la penetracién de personas
ajenas en la Reserva Cuna, se tuvieron que cercar con alambre los limites de
la reserva: aunque dicha medida estaba encaminada a proteger al grupo
indigena, debia tenerse en cuenta que el objetivo de los Estados debe ser
integrar las comunidades indigenas en la poblacién total y no aislarlas.

624. Algunos miembros felicitaron al Gobierno por sus medidas
destinadas a proteger las tres principales comunidades indigenas. Habia que
confiar en que dichas medidas se hicieran extensivas a otras comunidades. A
este respecto, querian saber cudl era la politica del Gobierno hacia los grupos
indigenas menos conocidos y preguntaron si se los iba asimilando a grupos
mayores o podian mantener su identidad. También preguntaron cual era el
ingreso medio per capita de las comunidades indigenas, cudl su indice de
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empleo y alfabetizacién y qué porcentaje de la poblacién indigena recibia
educacién secundaria y universitaria.

625. Se pidi6 mas informacién sobre los proyectos de legislacién
que habian de definir el estatuto juridico de las autoridades indigenas y la
participacién de las autoridades administrativas nacionales en el gobierno
de las zonas indigenas. En particular se pregunté cual era el papel de la
administracién nacional en dichas zonas y si estaba previsto algtin 6rgano
institucional —por ejemplo, un defensor del pueblo— que fiscalizara a la
propia administracién. Se pidieron copias de los pasajes pertinentes de la
nueva legislacién. Se pidié esclarecimiento acerca de los poderes y
funciones de las municipalidades (corregimientos), asi como una
explicacion sobre lo que parecia un elemento de discriminacién entre las
autoridades tradicionales y las elegidas de la comunidad indigena
guayami en lo que se referfa a la igualdad ante la ley. También se
pregunté qué mecanismos judiciales se podian utilizar en dichos casos y
qué procedimiento habia para poder destituir de sus cargos a las
autoridades que hubieran transgredido la ley.

626. Se pidié informacién sobre programas concretos que
pudieran hacer conscientes a los indigenas de sus derechos
constitucionales y de las medidas y beneficios que les estan destinados.

627. En lo que se referia al articulo 3 de la Convencién, hubo
miembros que preguntaron si Panama mantenia relaciones diplomaticas,
consulares o comerciales con Sudafrica y, en caso afirmativo, si tenfan o
no importancia.

628. Acerca de la aplicaciéon del articulo 4 de la Convencién,
algunos miembros sefialaran que el contenido del articulo 39 de la
Constitucion era digno de elogio, pero que los principios que ahi se
formulan debian ir acompafados de las sanciones penales
correspondientes, segin lo estipulaba el inciso b) del articulo 4 de la
Convencion. Se expresé la esperanza de que el Gobierno de Panama se
ocuparia de que se promulgara legislacion especifica que diera pleno
cumplimiento al articulo 4.

629. En lo tocante al articulo 6 de la Convencién, algunos
miembros preguntaron si los recursos de que disponian los ciudadanos
que se consideraban victimas de violaciones de los derechos consagrados
en la Convencién eran accesibles y efectivos y si también se aplicaban en
la Zona del Canal.

630. Por lo que tocaba a la aplicaciéon del articulo 14 de la
Convencién, se invit6 al Gobierno de Panama a que examinara la posibilidad
de hacer la declaracién prevista por dicho articulo, por lo que reconoceria la
competencia del Comité para ocuparse de comunicaciones de personas.
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631. En respuesta a las preguntas formuladas y a las
observaciones hechas por los miembros del Comité, el representante de
Panama declaré que su Gobierno no mantenia ningtn tipo de relaciones
con Sudafrica. Todas las preguntas de los miembros del Comité las
transmitiria a las autoridades panamenas para que las contestaran en el
proximo informe.

e e

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/37/18), 1982

158. El Comité examiné el séptimo informe periédico de Panama
(CERD/C/91/Add.1) junto con la declaracién introductoria del representante
del pafs informante quien subray®, en especial, los obstaculos que atin existian
con respecto a la aplicacion de la Convencion en la llamada “Zona del Canal de
Panama”, sobre la cual su Gobierno atn no habia restablecido su autoridad.

159. El Comité elogié al Gobierno de Panama por su detallado y
excelente informe y, en particular, por las medidas que habia tomado a
nivel internacional para luchar contra el apartheid, de conformidad con el
articulo 3 de la Convencién.

160. Con respecto a la informacién suministrada en la primera
parte del informe sobre la Zona del Canal, que estaba reglamentada por
los Tratados Torrijos-Carter de 1977, en la cual el Gobierno de Panama
denunciaba la existencia de practicas discriminatorias, el Comité record6
que ya habia comunicado a la Asamblea General en ocasiones anteriores
su preocupacién por el hecho de que Panamd no pudiera aplicar las
disposiciones de la Convencién en una parte de su territorio y expreso,
una vez mas, su esperanza de que los esfuerzos de Panama por recobrar
su soberania sobre la Zona del Canal tuvieran éxito y el Gobierno pudiera
aplicar todas las disposiciones de la Convencién en la totalidad del
territorio panameno. Se pregunto si los tratados a que se hacia referencia
en el informe contenfan una clausula relativa a divergencias en la
interpretaciéon de sus disposiciones y si el Gobierno de Panamd habia
presentado la cuestion de la violaciéon del Cédigo de Trabajo a la
Organizacién Internacional del Trabajo.

161. El Comité destacé en particular la aplicaciéon por parte de
Panama del articulo 2 de la Convencién y especialmente la politica del
Gobierno con respecto a la poblacién indigena del pais, sobre la cual pidié
mayor informacién. Se observd, a ese respecto, que el articulo 19 de la
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Constitucién de Panama concordaba esencialmente con el apartado d) del
parrafo 1 del articulo 2 de la Convencién, pero no incluia todas las
distinciones mencionadas en la definicién de discriminacién racial que
figuraba en el parrafo 1 del articulo 1 de la Convencién. Se observé que,
de conformidad con el articulo 116 de la Constitucién, el Estado
garantizaba a las comunidades indigenas la reserva de las tierras
necesarias y la propiedad colectiva de ellas para el logro de su bienestar
econémico y se pidi6 informacién acerca de las medidas concretas
adoptadas por el Gobierno de Panama para aplicar esa disposiciéon
constitucional. A ese respecto, algunos miembros del Comité deseaban
saber si el sistema de comarcas debia describirse como integracién o
integracioén con asimilacién, si las comarcas eran zonas de asentamiento,
regiones auténomas o unidades administrativas y cémo funcionaba el
sistema de comarcas, especialmente en la zona indigena de Darién,
establecida por la Ley No. 20 de 1957, si esas zonas recibian recursos
adicionales, puesto que aparentemente estaban en un estado de atraso en
comparaciéon con el resto del pais, y si los recursos se suministraban
mediante créditos. Con respecto al desarrollo de las comarcas, deseaban
saber si el Gobierno de Panama tenia la intencién de crear cooperativas o
si su desarrollo estaba en manos de empresas privadas; y, si en los casos
en que una compariia privada tenia la concesion para la explotaciéon de los
recursos del subsuelo del territorio de una comarca, si su poblaciéon
recibia beneficios de la concesién otorgada a la compafifa. Ademads, se
pregunté cudl era la cantidad y la forma de distribucién de los créditos
asignados al desarrollo de las regiones habitadas por poblaciones
indigenas y, en especial, puesto que las dos zonas indigenas definidas en
la Ley No. 20 de 1957 eran inadjudicables, si esa situacién se aplicaba
también a las zonas indigenas definidas en la Ley No. 18 de 1932 y la Ley
No. 18 de 1934, y cudl era la situacién del grupo cultural Teribe, con
respecto al cual no se mencionaba ninguna zona indigena separada.

162. Con referencia a los movimientos integracionistas que se
habian desarrollado entre la poblacién indigena de Panama, se preguntd
si en ellos participaban grupos indigenas distintos o grupos étnicamente
relacionados que querian integrarse entre ellos, o si lo que se buscaba era
la integracién en la totalidad de la nacién; si los grupos indigenas
tomaban la iniciativa o si era el Gobierno el que procuraba promover de
esa forma su progreso social y econémico, y si se habian tomado medidas
para asegurar la integracién de las poblaciones indigenas en cuanto a la
enseflanza. Se observé que aparentemente habifa cierta incompatibilidad
entre la tendencia hacia la integracién y la politica oficial de delimitacién
geogréfica de las diversas comarcas, y se pregunté a qué nivel se hacia el
esfuerzo de integraciéon y en qué esferas desempefiaban los grupos
indigenas un papel especial. Los miembros del Comité también deseaban
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saber si las poblaciones indigenas tenian sus propios representantes en el
Parlamento, en el Gobierno y en los érganos locales y si les era posible
salir de su regioén y tener acceso facil a trabajo, vivienda e instrucciéon
fuera de las zonas donde residian normalmente, y cudl era la composicién
de la Comisién Nacional de Asuntos Indigenistas, su funcién, sus
facultades y sus relaciones con los diversos ministerios, en qué medida
participaban los dirigentes indigenas en dicha Comisién, si los dos
representantes del Congreso Choc6 actuaban como miembros de dicha
Comisién o simplemente en calidad de consultores y hasta dénde llegaba
la influencia de la Comisién en las decisiones de la Comision Nacional de
Reforma Agraria. A ese respecto, se preguntd asimismo si la asignaciéon
de tierras explotables a las poblaciones indigenas por parte de la
Comisién Nacional de Reforma Agraria tenia por objeto excluirlas del
sector industrial, en qué medida participaba dicha Comisién en la
formulacién de politicas y la adopcién de decisiones en el sector agrario y
cudles eran, en general, los resultados de la politica indigenista
establecida por el Gobierno de Panama. Se hizo referencia a ese respecto a
la declaracion del Presidente de la Republica de Panama en que se
comprometi6 a garantizar la igualdad de todos los panamefios, y se pidié
informacién acerca de las medidas adoptadas con ese objeto. El Presidente
habia mencionado asimismo la reestructuracion de la Direccién
Indigenista del Ministerio de Gobierno y Justicia y de la Direccién de
Politica Indigenista del Gobierno, y se pregunté cudl era la composicién
de esos 6rganos y como funcionaban, y si habia coordinacién entre ellos.

163. El Comité deseaba recibir mayor informacién acerca de
textos y medidas concretas de cardcter legislativo para dar pleno
cumplimiento a las disposiciones de los pérrafos a) y b) del articulo 4 de
la Convencién. Se observé que en virtud del articulo 1995 del Cédigo
Judicial, “no podra efectuar la accién penal el que no goce de la plenitud
de los derechos civiles” y se solicité aclaraciéon acerca del significado de
esa disposiciéon. Asimismo, se pidié aclaracién acerca del texto de los
articulos 2096 y 2227 del Cédigo Judicial, que reglamentan la detenciéon
del procesado antes del juicio. Se sefial6 que se necesitaba informacion
adicional acerca de las Leyes No. 8 y No. 11 de 1978, informacién que ya
se habia solicitado cuando el Comité examiné el quinto informe periédico
de Panamad, y sobre las disposiciones juridicas contra la discriminacién
racial, sobre la base de las cuales el Ministerio Pablico tomaria medidas
contra los partidos politicos basados en la raza.

164. En relacion con el articulo 6 de la Convencién, se solicitaron
mayores detalles acerca de la posibilidad practica de que las victimas de
actos de discriminacién hicieran uso de los diversos recursos
mencionados en el informe.
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165. Algunos miembros del Comité también pidieron informacién
acerca de lo que se hacia en Panama para poner en vigor las disposiciones
del articulo 7 de la Convencion y, en especial, si las medidas adoptadas en
la esfera de la ensefianza permitian a los diversos grupos de poblacién de
Panama llegar a un mejor entendimiento para convivir entre si, si la
poblacién de habla espafiola aprendia los idiomas indigenas de algunos
de los grupos étnicos, a qué nivel se impartia ensefianza en los idiomas
indigenas y en qué etapa se introducia el espafiol, si un alumno cuya
lengua materna era el espafiol estaba obligado a aprender el idioma del
grupo étnico en que vivia, qué métodos se utilizaban para capacitar a
maestros indigenas y si los libros de texto utilizados eran adecuados para
impartir la ensefianza en los diversos idiomas indigenas.

166. Cuando respondi6 a algunas de las preguntas planteadas por
los miembros del Comité, el representante de Panama declaré que su
Gobierno continuaria informando al Comité acerca de los progresos
realizados en la aplicacién de los tratados relativos a la Zona del Canal.
Luego informé al Comité de que diversos cargos elevados estaban
ocupados por indigenas, los cuales, como ciudadanos panamenos, también
tenfan puestos en la Asamblea Nacional. Habia muchas personas de origen
indigena entre los alumnos y los maestros, en todos los niveles, y en las
comarcas la ensefianza se impartfa tanto en espafiol como en la lengua
materna, en tanto que los habitantes de las ciudades podian aprender los
idiomas indigenas. Las diferentes lenguas maternas permitian a los
miembros de la poblacién indigena conservar sus vinculos culturales, y la
integracion entre esas personas y el resto de la poblacién se hacia posible a
través de la utilizacién del espafiol. Ademas, los medios de comunicacién
tenfan programas en los idiomas locales y se hacia hincapié en la cultura
indigena. Las reservas indigenas no eran zonas de confinamiento, sino que
tenian como fin ayudar a la poblacién indigena a desarrollarse. Se impartian
conocimientos de salud e higiene y se brindaba acceso a los medios
modernos de comunicacién. El representante de Panama finalmente declaré
que las demas cuestiones planteadas por los miembros del Comité serian
examinadas con mayor detalle en el préximo informe periédico del pais.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo cuarto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/34/18), 1979

163. El quinto informe periédico de Panama (CERD/C/20/Add.25)
fue presentado por la representante del Estado informante que limit6 sus
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observaciones a la cuestion de la Zona del Canal de Panama4, indicando
que como el enclave habia sido devuelto a la Reptblica de Panama el
Gobierno podria asegurar la aplicacion de la Convencién en todo su
territorio. Se estaban estudiando medidas a tal fin como parte de un
programa de desarrollo integrado de la Zona.

164. El Comité acogié con agrado los esfuerzos que estaba
realizando el Gobierno de Panama para restablecer su autoridad en la Zona
del Canal y para asegurar la aplicacién en ella de la Convencién Internacional
sobre la Eliminacién de Todas las Formas de Discriminacién Racial y
manifesté su esperanza de que el Gobierno se hallara pronto en situacién
de poder aplicar cabalmente la Convencién en esa parte de su territorio y
de informar al Comité sobre los progresos conseguidos en ese sentido.

165. Gran parte de la discusién se centr6 en la politica del
Gobierno respecto de la poblacién indigena. Un miembro del Comité
reconocié que la principal dificultad para aplicar la Convencién en
Panama dimanaba de la composicién étnica del pais y de sus
comunidades indigenas. Otro miembro elogi6 la sinceridad del Gobierno
de Panamd que reconocifa que todavia no habia aplicado una politica
realista para ocuparse de la poblacién indigena que habia sido marginada
de la vida de la nacién. Se reconocié que, aunque el Gobierno de Panama
no pretendia haber resuelto el problema por completo, habia logrado
ciertos progresos hacia una solucién al elaborar un plan de accién para la
poblaciéon indigena que comprendia objetivos politicos, econdémicos,
sociales, culturales y educacionales.

166. Se recordé que, en relacién con las disposiciones del parrafo
4 del articulo 1 y del pérrafo 2 del articulo 2 de la Convencién, algunos
miembros del Comité, al discutir el cuarto informe periédico de Panama,
habian expresado dudas sobre si el objetivo del Gobierno de Panama era
preservar las costumbres y tradiciones de los grupos indigenas o
integrarlos en la comunidad nacional y la vida de la nacién. A este
respecto, el Comité acogié con beneplacito la nueva politica del Gobierno
de Panamda cuyo objetivo era permitir a las comunidades indigenas
participar plenamente en los programas de desarrollo socioeconémico del
pais, a la vez que se salvaguardaba la continuidad y se fomentaba el
desarrollo de sus culturas y lenguas. Los miembros del Comité tomaron
nota con satisfacciéon del establecimiento de una comisién que habia
elaborado directrices para la nueva politica y pidi6 mas informacién
acerca de la composicién de esa comisién y sobre si los grupos indigenas
estaban representados en ella. Acogieron también con agrado la
sustitucién del ambiguo concepto de “reservas” indigenas por el nuevo
concepto socioeconémico de “comarcas”, que conduciria al establecimiento
de comunidades en cuyo seno esos grupos podrian preservar y
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desarrollar sus propias culturas, lenguas y tradiciones. Un miembro se
pregunto si habia alguna diferencia, aparte de la diferencia terminolégica,
entre el concepto de “comarca” y el anterior concepto de “reserva”. En el
informe se observaba que los recursos naturales de las “comarcas” eran
patrimonio de la poblacién indigena, a excepcién de los mencionados en
los articulos 226 y 227 de la Constitucion relativos a los recursos terrestres
e hidricos. Se pidi6 mas informacién sobre los elementos precisos
abarcado en dichas clausulas de excepcién de la Constituciéon. Con
referencia a una indicaciéon que figuraba en el informe en el sentido de
que el Gobierno tenfa la intencién de celebrar consultas con las
comunidades indigenas sobre la explotacion de los recursos naturales que
se encontraban dentro de las “comarcas”, se pidié informacién sobre el
modo en que se llevarfan a cabo dichas consultas en la practica y sobre
sus resultados. Se formularon preguntas acerca de la forma en que el
Gobierno se proponia solucionar el problema que planteaba en un pais
pequefio la existencia de asentamientos aislados en distintas etapas de
desarrollo econémico; sobre si las tierras se adjudicarian a los grupos
indigenas como propiedad privada o si se explotarian en un sistema
comunitario y si dichos grupos disfrutarian de la libertad de movimiento
indispensable para su cabal desarrollo personal y para su contribucién al
desarrollo nacional. Un miembro expresé ciertas dudas sobre el sistema
de “comarcas” y opindé que en algin momento el Comité debia examinar
la cuestion mas a fondo.

167. Se recordd que durante el examen del cuarto informe
periédico, el Comité habia sefialado ciertas insuficiencias en la aplicacién
de las disposiciones de los incisos a) y b) del articulo 4 de la Convencién.
Algunos miembros del Comité sefialaron que las Leyes Nos. 8 y 11, de 10
de febrero de 1978, sobre los delitos de calumnia e injuria y los medios de
comunicacién social y la publicacién de material impreso respectivamente
satisfacfan en parte los requisitos de los incisos a) y b) del articulo 4.
También se observo, en relacién con el inciso a) del articulo 4, que el tnico
instrumento juridico nacional pertinente era la Ley No. 25, de 9 de febrero
de 1956, en cuyo articulo 1 se erigfan en falta de Policia correccional
ciertos actos de discriminacién. Un miembro sefial6 que serfa conveniente
que en el articulo 15 de la Ley No. 11 se condenara explicitamente toda
actividad de propaganda organizada que incitara a la discriminacién
racial. El Comité pidi6 més detalles acerca de las medidas tomadas para
aplicar los incisos a) y b) del articulo 4 de la Convencién.

168. Algunos miembros del Comité hicieron observaciones sobre el
derecho de igual dad ante los tribunales. Un miembro sefialé que la
detencién por motivos raciales no estaba incluida concretamente entre los
actos ilegales resultantes de una decisiéon de las autoridades, funcionarios o
corporaciones publicas que, de conformidad con la Ley No. 46, de 24 de
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noviembre de 1956, podian ser invocados por cualquier individuo para pedir
un mandamiento de habeas corpus o ejercer el derecho de amparo.
Anélogamente, la enumeracién de los actos de discriminacién cometidos por
individuos o grupos privados que constitufan delitos que figuraba en el
articulo 1 de la Ley No. 25, de 9 de febrero de 1956, no abarcaba todos los
derechos individuales garantizados por la Convencién. Por lo tanto, debian
complementarse esos dos textos legislativos. Otro miembro sefialé que,
aunque cualquier persona victima de un acto de discriminacién podia
recurrir a los tribunales, se preguntaba si esa persona tendria que pagar las
costas. Solicité ademas una aclaracion sobre la redaccién del articulo 3 de la
Ley No. 25, de 9 de febrero de 1956, en el que se estipulaba que “estan
encargados de la imposicién de las sanciones aqui establecidas los Jefes de
Policia, de acuerdo con el Procedimiento Administrativo” y se preguntaba, al
igual que otros miembros, como un jefe de policia podia ser responsable de
imponer una sanciéon que, por ejemplo, llevan aparejado el encarcelamiento.
También puso en tela de juicio el texto del articulo 33 (transitorio) de la Ley
No. 8 de 10 de febrero de 1978, ya que parecia arrojar ciertas dudas sobre el
principio universalmente aceptado de que un delito s6lo podia castigarse en
virtud de una ley preexistente.

169. Finalmente, el Comité tomo nota con satisfaccion de la
informacién detallada proporcionada en el informe acerca de las medidas
tomadas para salvaguardar la libertad de informacién y de publicacién y
para apoyar las medidas internacionales contra el racismo, la
discriminacién racial y el apartheid.

170. La representante de Panamé respondié a varias preguntas
formuladas por miembros del Comité. Contesté en detalle las preguntas
relativas a los procedimientos de habeas corpus y también al derecho de
apelaciéon en el caso de que un funcionario violara los derechos del
individuo. Con respecto a la politica indigenista panamefa, confirmé que
en lugar de la actitud paternalista estaba surgiendo una actitud que
entrafiaba consultas y participacion mas directas. Afirmé que la existencia
de “comarcas” no implicaba que las comunidades indigenas estuvieran
marginadas del resto de la poblacién. Se trataba de un término que reflejaba
un desarrollo histérico en relacién con la distribucion de la tierra en el pais.
El sistema de propiedad comunitaria o colectiva habia formado parte de la
estructura tradicional de la sociedad indigena de Panama durante muchos
afios; empero, el derecho a la propiedad privada estaba consagrado en la
Constitucién panamefia. La representante se aseguraria de que las demaés
dudas se transmitieran a su Gobierno para que se aclarara mas adelante.

e e e
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/32/18), 1977

188. El cuarto informe periédico de Panamé se examino junto con
la declaracién introductoria que hizo ante el Comité el representante del
Estado informante.

189. Se pregunto si el articulo 19 de la Constitucién Politica de
Panama de 1972 que decia: “No habra fueros o privilegios personales ni
distingos por razén de raza, nacimiento, clase social, sexo, religién o ideas
politicas” inclufa también la discriminacién basada en motivos de color,
linaje u origen nacional o étnico, segin se establecia en el parrafo 1 del
articulo 1 de la Convencién.

190. El Comité tomo nota de la informacién sobre la situacion de
la poblacién indigena y de las medidas adoptadas para protegerla contra
la discriminacién racial, de conformidad con lo dispuesto en el parrafo 4
del articulo 1 y en el parrafo 2 del articulo 2 de la Convencién. Sin
embargo, existian ciertas dudas respecto de si el objetivo del Gobierno de
Panama era preservar las costumbres y tradiciones de los grupos
indigenas o integrar a esos grupos en la sociedad y en la vida nacional.
Por ejemplo, para algunos miembros era dificil conciliar las disposiciones
del articulo 102 de la Constitucién de Panamad, que establecia que el
Estado “desarrollard programas de educaciéon y promocién para los
grupos indigenas ya que poseen patrones culturales propios, a fin de
lograr su participacién activa en la funcion ciudadana”, con las
afirmaciones del informe de que “no existen medidas especiales con
respecto a la educaciéon de la poblacién indigena, sino que todo se
enmarca dentro de un plan y una politica generales”, que las escuelas
indigenas “se rigen por los mismos planes y programas oficiales,
establecidos para todas las demaés escuelas del pais” y que “lo mismo no
se adaptan a la realidad del medio indigena ni proveen especificacion
alguna para la ensefianza especial de los elementos culturales propios de
cada grupo”. Algunos miembros preguntaron también por qué la ley
sancionada en 1952 por la que se establecian el Departamento de Asuntos
Indigenas y el Instituto Nacional de Indigenismo habia quedado reducida
a “letra muerta” y por qué la Direccién de Asuntos Indigenas, creada en
1971, no habia logrado alcanzar sus metas concretas, con el resultado de
que sus funciones habian sido delegadas posteriormente en la Direcciéon
de Gobiernos Locales.
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191. En relacién con el articulo 3 de la Convencién, un miembro
del Comité pregunté si Panamé se habifa adherido a la Convencién
Internacional sobre la Represién y el Castigo del Crimen de Apartheid.

192. Varios miembros observaron que en el informe se
proporcionaba muy poca informacién respecto de la aplicacién de las
disposiciones obligatorias de los incisos a) y b) del articulo 4 de la
Convencién y se solicité mayor informacion.

193. En relacién con el articulo 5 de la Convencion, se observé con
satisfaccion que el informe proporcionaba datos extremadamente
detallados y precisos sobre las medidas legislativas adoptadas por el
Estado informante para garantizar la igualdad ante la ley y la no
discriminacién en la esfera de la salud, la educacién y otras. Sin embargo,
se advirti6 que seria muy ftil recibir informacién sobre la aplicacién de
esas medidas legislativas a través de disposiciones administrativas y de
otra indole. Si bien se tomdé nota con satisfaccion de la clausula
introductoria del articulo 20 de la Constituciéon de Panama, que estipula
que “los panamefios y los extranjeros son iguales ante la ley” se
expresaron dudas sobre el resto del articulo que rezaba: “pero ésta podra,
por razones de trabajo, de salubridad, moralidad, seguridad ptblica y
economia nacional, subordinar a condiciones especiales o negar el
ejercicio de determinadas actividades a los extranjeros en general”. Un
miembro del Comité pidi6 que se proporcionara mas informacién sobre
las restricciones permitidas en virtud de ese articulo; otro miembro, si
bien comprendia los motivos para aplicar limitaciones basadas en “la
salubridad, moralidad, seguridad publica y economia nacional” pidi6é que
se explicara la expresion “por razones de trabajo”. También se pidi6
informacién sobre las restricciones a los trabajadores extranjeros
mencionadas en el articulo 68 de la Constitucion.

194. Se senalé que faltaba informacién sobre la aplicacién del
articulo 6 de la Convencién: y se estimé que las disposiciones del articulo
40 de la Constitucion de Panama (“Toda persona tiene derecho a
presentar peticiones y quejas respetuosas a los servidores publicos”)
podia dar a los servidores publicos una excusa para desechar las
peticiones y quejas aduciendo falta de respeto.

195. Se observé que los datos del informe que se decian referentes
a las disposiciones del articulo 7 de la Convencién de hecho se referian a
los apartados v) y vi) del inciso e) del articulo 5. Se esperaba que en el
proximo informe se presentaran datos relativos a las obligaciones
contraidas por el Estado informante en virtud del articulo 7 de la
Convencién.
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196. Se tomo nota con satisfaccién de la amplia informacién que
se proporcionaba en el informe sobre las medidas adoptadas por Panama
en el plano internacional respecto de la lucha contra la discriminacién
racial y el apartheid. Refiriéndose a la declaraciéon del informe de que la
legislacién de Panama prohibe a las naves bajo su bandera el transporte
para ejecutar actos comerciales con el Gobierno racista de Rhodesia del
Sur” y recordando que Rhodesia del Sur no tenia puertos, un miembro del
Comité pregunt6 si la Republica de Panama permitia las naves bajo su
bandera el acceso a puertos sudafricanos.

197. Se tomo nota con agradecimiento de los datos demograficos
incluidos en el informe.

198. La parte II del cuarto informe periédico de Panama, titulada
“Discriminacién en la Zona del Canal de Panama” se examiné junto con
su anexo. Algunos miembros del Comité tomaron nota con preocupaciéon
de la informacién sobre la discriminacién y la segregacién raciales que
figuraba en esa parte del informe que se examinaba. Algunos miembros
preguntaron, sin embargo, si las medidas y practicas discriminatorias, de
que se informaba se basaban en la raza o en la nacionalidad. En particular
se pregunto si la segregacion respecto de la vivienda y la discriminacién
en el empleo y en los salarios se practicaba entre ciudadanos de los
Estados Unidos y ciudadanos de Panama o entre ciudadanos blancos de
los Estados Unidos, por una parte, y ciudadanos negros de los Estados
Unidos y panamerios, por la otra.

199. El representante de Panaméd comenté algunas de las
observaciones y preguntas de los miembros del Comité que se resumen
en los parrafos precedentes. Informé al Comité de que el Gobierno de
Panama acababa de firmar la Convencién sobre la Represion y el Castigo
del Crimen de Apartheid. Declaré que en la Zona del Canal de Panama no
s6lo se practicaba la discriminacién contra los panamefios, sino también
contra los ciudadanos no blancos de los Estados Unidos. Asegurdé que
transmitiria a su Gobierno las preguntas planteadas por los miembros del
Comité y que en el quinto informe periédico de su pais se proporcionaria
la informacién adicional solicitada.

200. Se recordara que en el cuarto periodo de sesiones el Comité
habia examinado un informe adicional de Panama que complementaba el
informe inicial de ese pais y que proporcionaba informacién sobre la
situaciéon imperante en la Zona del Canal de Panama y que, tras un
extenso debate sobre la competencia del Comité para tomar medidas
sobre la base de dicha informacién, el Comité habia adoptado su decisiéon
3 (IV), de 26 de agosto de 1971 (A/8418, parrs. 61 a 72). Se recordara
también que la Asamblea General hizo suya la decisién del Comité en la
resolucién 2784 (XXVI), de 6 de diciembre de 1971. Sin embargo, se
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observara que ni en el segundo ni en el tercer informe periédico de
Panama se hizo referencia a la situacién de la Zona del Canal de Panama
y que algunos miembros del Comité hicieron preguntas respecto de esa
situacién en los periodos de sesiones séptimo y décimo (A/9018, parrs.
212 a 214 y A/9618, parrs. 237 a 239).

201. Tras algtin debate sobre la competencia del Comité para
ocuparse de la Parte II del informe que tenia ante si y sobre el tipo de
medidas que podia adoptar, el Comité aprobd en su 332a. sesién la
propuesta del Presidente de establecer un grupo de trabajo integrado por
seis miembros para que se encargara de redactar una declaraciéon que
fuese aceptable para todos los miembros del Comité. El proyecto
propuesto por el grupo de trabajo fue examinado por el Comité en su
334a. sesiéon y, con algunas enmiendas, fue adoptado por consenso. El
texto de la decisiéon del Comité figura en el capitulo VIII, seccién A,
decision 2 (XV).

kkhkkkkhkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el vigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9618), 1974

232. Se recordara que, durante el examen por el Comité del
segundo informe periédico de Panama4, en el séptimo periodo de sesiones,
el representante de Panama a habia comunicado al Comité que, después
de presentado ese informe, se habia promulgado una nueva Constitucién
a la que se habfan incorporado considerables mejoras con respecto a los
derechos humanos, y que ademés se habia sancionado un nuevo Cédigo
de Trabajo. Asimismo, asegur6 al Comité que el tercer informe periédico
de su Gobierno seria mds amplio, se ajustaria a los requisitos de la
Convencién en todo lo posible y tendria en cuenta las observaciones
hechas por miembros del Comité. Se recordard también que en ese
periodo de sesiones se plantearon varias cuestiones y que el Comité
expreso el deseo de que, en la preparacién de su tercer informe periédico,
el Gobierno de Panama tuviera en cuenta las directrices establecidas por el
Comité, y las observaciones hechas en el debate (A/9018, parrs. 216-218).

233. En el décimo periodo de sesiones, el Comité observé con
pesar que el tercer informe periédico de Panama contenia muy poca de la
informacién que se habia esperado hallar en él. Aparte de las afirmaciones
de que no era posible informar sobre la composicién del pais, de que no se
habia dictado ninguna disposicién penal especifica, de que no habia
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problema de discriminacién racial en el pais, de que la nacién panamefa
siempre habia rechazado la discriminacién racial en las cuatro
constituciones que se habian adoptado y de que en la nueva Constituciéon
de 1972 se habia reiterado este principio, la tinica informacién concreta
contenida en el informe era el texto del articulo 19 de la nueva Constitucion.

234. En su 212% sesién (décimo periodo de sesiones), celebrada el
20 de agosto de 1974, el Comité decidié que su quinto informe anual a la
Asamblea General reflejara su esperanza de que el Gobierno de Panama
cumpliera sus obligaciones de conformidad con el parrafo 1 del articulo 9 de la
Convencion, asi como su promesa de proporcionar informacién mas amplia.

235. Con respecto a las medidas adoptadas por el Estado
informante en cumplimiento de sus obligaciones en virtud de las
disposiciones de la parte I de la Convencion, se observé que el alcance de
la parte pertinente del articulo 19 de la nueva Constitucién panamefia era
mas limitado que el pérrafo 1 del articulo 1 de la Convencién, al cual
correspondia: mientras que el primero se referia a la discriminacién “por razén
de raza, nacimiento” y ciertos factores fuera del alcance de la Convencién, el
segundo se referfa a la discriminaciéon basada en motivos de “raza, color,
linaje u origen nacional o étnico”. Ademas, con respecto a la afirmacién de
que no se habia promulgado ninguna disposicién penal en Panamd, se recordé
que las disposiciones del articulo 4 de la Convencién eran obligatorias y se
sugiri6 que se pidiera al Gobierno de Panama que especificara las
disposiciones legislativas y penales que correspondian a ese articulo y la
forma en que podian ser invocadas para aplicar sus disposiciones.

236. En una declaracién que hizo ante el Comité, el representante
de Panama dijo que, aunque no se habian promulgado disposiciones
legislativas especificas, las manifestaciones de discriminacién racial
podian impugnarse ante los tribunales por inconstitucionales. Con
referencia a una cuestién planteada en el debate, dijo que su pais no tenia
relaciones culturales, diplomaticas ni de otra indole con los regimenes
racistas del Africa meridional.

237. La afirmacién, hecha en el tercer informe periddico de
Panamad, de que no existian problemas de discriminacién racial en ese
pais, dio lugar a la pregunta de si ésta afirmacién era compatible con la
informacién suministrada antes por el Gobierno de Panama en el sentido
de que ciertas formas de discriminacién racial se habian practicado y se
practicaban sisteméticamente en la Zona del Canal de Panamad, que estaba
bajo el control de los Estados Unidos de América (véase A/8418 y Corr.2,
parrs. 61 a 72, y A/9018, parrs. 212 a 215).

238. El representante de Panama, en una declaraciéon que hizo ante
el Comité, dijo que la discriminacién racial seguia practicindose en la Zona
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del Canal de Panamad, pero su Gobierno no habia mencionado el hecho en
el tercer informe periédico porque se habia limitado en él a la informacién
relativa al territorio que estaba bajo su jurisdiccion efectiva. En una
declaracién posterior agregd que su Gobierno no se consideraba en
condiciones de incluir la cuestion de la discriminacién racial en la Zona del
Canal en el informe examinado porque se estaban celebrando negociaciones
sobre la cuestion entre los Gobiernos de los Estados Unidos y Panama.

239. En su 212° sesién, celebrada el 20 de agosto de 1974, el
Comité decidi6 tomar nota de que el tercer informe periédico de Panama
se referfa s6lo al territorio bajo la jurisdiccién efectiva del Estado
informante, y expresar de nuevo su permanente interés y preocupacion
por la discriminacién racial practicada en una parte del territorio
panamefio, asi como su esperanza de que en el futuro el Estado informante
estuviera en condiciones de comunicar mejoras en esa situacion.

e e

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el vigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/9018), 1973

211. El informe inicial de Panama, presentado el 28 de enero de
1970, fue examinado por el Comité en su tercer periodo de sesiones. Se lo
considero insatisfactorio, y se pidié mas informacién. En el cuarto periodo
de sesiones se examindé y considerdé satisfactorio un informe
suplementario de fecha 8 de julio de 1971. El segundo informe periédico,
presentado el 25 de abril de 1972, fue examinado en el séptimo periodo de
sesiones (1397 sesién).

212. Al comenzar el debate, se recordé6 que en sus informes
anteriores, el Estado informante habia comunicado al Comité que en una
parte del territorio panamefio —la Zona del Canal— las autoridades de
los Estados Unidos practicaban “sistematicamente” la discriminaciéon
racial. Se recordé asimismo que, sobre la base de esa informacién, el
Comité habia adoptado una decisiéon y senalado esa situacién a la
atencion de la Asamblea General, y que ésta habia hecho suya la decisiéon
del Comité en su resolucién 2784 (XXVI). También se recordé que en
vigésimo sexto periodo de sesiones de la Asamblea General, el
representante de Panamda habia declarado en la Tercera Comisién que
confiaba en que, como resultado de las negociaciones entre los Gobiernos
de los Estados Unidos y Panama, la discriminacién en la Zona del Canal
seria eliminada. En su segundo informe periédico, no obstante, el
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Gobierno de Panama afirmé que “la discriminacién racial no existe en
ninguna forma en Panama”. Se sefial6 que, a menos que las practicas
atribuidas en los informes anteriores a las autoridades de los Estados
Unidos hubieran cesado, aparentemente la informacién del informe que
se estaba examinando en ese momento contradecia la informacién
contenida en informes anteriores.

213. El representante de Panama explicé que la afirmacién que
figuraba en el segundo informe periédico de su Gobierno se referia
Unicamente al territorio comprendido bajo su jurisdiccion efectiva.
Destacé que la situacién en la Zona del Canal no habia cambiado desde la
presentacion del informe anterior de su Gobierno. Lamentablemente, las
negociaciones mencionadas por su delegacién en la Tercera Comision
habian llegado a un punto muerto, y no se habia logrado concertar
ningtn acuerdo que hiciera posible afirmar que la discriminacién racial
habia sido eliminada de la Zona del Canal. El representante de Panama se
refiri6 a la serie de sesiones del Consejo de Seguridad celebradas en
Panama a comienzos de afo, y cité parte de una declaracién hecha por el
representante de ese pais,” que se referfa a la discriminacién con respecto
a los sueldos, la vivienda y la educacién, y a la segregaciéon de los negros.

214. Varios miembros hicieron observaciones sobre la informacion
comunicada en la declaracién del representante de Panamd, manifestaron
la esperanza de que en su préximo informe el Gobierno de Panama
pudiera comunicar al Comité que el problema ya no existia, y sugirieron
que en su cuarto informe anual a la Asamblea General el Comité
manifestara su preocupacion acerca de la situacién. Por otra parte,
algunos miembros expresaron la opinién de que el Comité no era
competente para tratar el problema.

215. El Comité decidi6 que la declaracion hecha por el
representante de Panama integraria el segundo informe periédico
presentado por ese pafs.

216. El representante de Panama comunic6 al Comité que, desde
la presentacion del segundo informe periddico de su pais, se habia
promulgado una nueva Constituciéon, que incluia considerables mejoras
con respecto a los derechos humanos. También se habifa promulgado un
nuevo Cédigo de Trabajo. El orador seguro al Comité que el tercer
informe periédico de su Gobierno seria mas amplio, se adecuarfa lo més
posible a las exigencias de la Convencién, y tomaria en cuenta las
observaciones hechas por los miembros del Comité.

* S/PV.1703, pags. 26 a 30.
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217. Algunos miembros manifestaron la esperanza de que,
ademas de proporcionar la informacién a que se referia el representante
de Panamd, el préximo informe tomara en cuenta las directrices
establecidas por el Comité y suministrara la informacién prevista en la
Recomendacion General III. Algunos miembros expresaron la esperanza
de que, en su préximo informe, el Gobierno de Panamda proporcionara
informacién sobre toda nueva legislaciéon que pudiera promulgarse de
conformidad con las